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1.- Asistencia

2.- Apertura

3.- Izamiento de Banderas

4.- Acta

5.- Asuntos Entrados

I – Comunicación oficial
II – Dictámenes de comisión

III – Remisión de la Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana

a) Iniciativa presentada por el señor Martín Quiroz referida al Poder Legislativo. (Expte. Nro. 406)

b) Iniciativa presentada por el señor Martín Quiroz referida al Poder Judicial. (Expte. Nro. 408)
c) Iniciativa presentada por integrantes del Cuerpo de Taquígrafos, Cuerpo de Correctores y Dirección del Diario de Sesiones de la Cámara de Diputados referida al Diario de Sesiones. (Expte. Nro. 990)

d) Iniciativas presentadas por la Agrupación de Discapacitados de Entre Ríos referidas a la igualdad de oportunidades de las personas en situación de discapacidad. (Exptes. Nros 486 y 974)

e) Iniciativa presentada la Agrupación La Solapa referida a la participación en cargos o funciones en órganos del Estado de aquellas personas que hubieran participado en el aparato estatal durante el ejercicio de gobiernos no democráticos. (Expte. Nro. 634)

f) Iniciativa presentada por Trabajadores del IAFAS referida a otorgarle rango constitucional a la explotación del los juegos de azar. (Expte. Nro. 501)

g) Iniciativa presentada el doctor Héctor F. Rodríguez referida al Poder Judicial. (Expte. Nro. 535)

h) Iniciativas presentadas por el doctor Etchemendy y otros referidas a la promoción del cooperativismo y el mutualismo. (Exptes. Nros. 601, 612 y 641)

i) Iniciativa presentada por el señor Diego L. Lara referida a la sustitución del Artículo 195, inciso 4º. (Expte. Nro.485)

j) Iniciativa presentada por la Fundación M´Biguá referida al derecho al medio ambiente sano. (Expte. Nro. 422)

k) Iniciativa presentada por la Junta Arquidiocesana referida al preámbulo. (Expte. Nro. 589)

Proyectos de los señores convencionales
IV – Proyecto de reforma. Convencionales Arralde, Cepeda, Brasesco, Rogel, Monge, De Paoli y Guy. Incorporar un nuevo artículo referido a garantizar la libertad artística. (Expte. Nro. 994)

V – Proyecto de reforma. Convencionales Arralde, Cepeda, Brasesco, Rogel, Monge, De Paoli, Guy y Villaverde. Incorporar un nuevo artículo en la Sección II de referido al estímulo y la promoción de la economía provincial y a la compatibilización de las diversas actividades económica con la política y los planes de desarrollo. (Expte. Nro. Nro. 995)

VI – Proyecto de reforma. Convencional Calza. Incorporar un nuevo artículo referido a la inhabilitación para ocupar cargos públicos aquellas personas que hayan cumplido funciones en regímenes de facto y hayan cometido delitos de lesa humanidad. (Expte. Nro. 997)

VII – Proyecto de reforma. Convencionales Alasino y Pasqualini. Incorporar un nuevo artículo referido al derecho a recibir gratuitamente la educación en todos los niveles con carácter obligatorio por un período no inferior a 13 años de escolaridad. (Expte. Nro. 1.003)

VIII – Proyecto de reforma. Convencionales Pasqualini, Alasino, Pesuto y Marciano Martínez. Incorporar un párrafo al Artículo 103. (Expte. Nro. 1.009)

IX – Proyecto de reforma. Convencionales Schvartzman, Carlos Díaz, Zabala, Gianfelici, Reggiardo, De la Cruz de Zabal y Haiek. Incorporar un nuevo artículo en la Sección I referido al derecho a la vivienda digna y adecuada. (Expte. Nro. 1.010)

X – Proyecto de reforma. Convencionales Schvartzman, Carlos Díaz, Zabala, De la Cruz de Zabal y Haiek. Incorporar un nuevo artículo referido a que ningún integrante de los órganos de control del Estado pueda ejercer tal función si posee vinculación familiar hasta tercer grado de consanguinidad o de afinidad con el Gobernador o Vicegobernador, con los miembros titulares de la Legislatura o del Superior Tribunal de Justicia. (Expte. Nro. 1.011)

XI – Proyecto de reforma. Convencionales Schvartzman y Haiek. Incorporar un nuevo artículo en la Sección I referido a la bandera entrerriana. (Expte. Nro. 1.012)

XII – Proyecto de reforma. Convencionales Schvartzman y Gianfelici. Incorporar nuevos artículos a la Sección VIII referido al régimen municipal. (Expte. Nro. 1.013)

XIII – Proyecto de reforma. Convencionales Schvartzman, Carlos Díaz, Zabala, Reggiardo, De la Cruz de Zabal, Gianfelici y Haiek. Incorporar un nuevo artículo a la Sección I referido a la educación vial obligatoria. (Expte. Nro. 1.014)

XIV – Proyecto de reforma. Convencionales Schvartzman, Carlos Díaz, Zabala, Reggiardo, De la Cruz de Zabal, Gianfelici y Haiek. Modificar el Artículo 208 referido a los Consejos Departamentales de Educación. (Expte. Nro. 1.015)

XV – Proyecto de reforma. Convencionales Schvartzman, Zabala, Gianfelici y Haiek. Incorporar un nuevo artículo a la Sección I referido a los derechos de los integrantes de la comunidad educativa en la intervención de los planes y presupuesto del área e integrar consejos directivos y consultivos. (Expte. Nro. 1.016)

XVI – Proyecto de reforma. Convencionales Schvartzman, Carlos Díaz, Zabala, Reggiardo, De la Cruz de Zabal, Gianfelici y Haiek. Incorporar un nuevo artículo referido a concursos docentes de institutos públicos y de gestión privada. (Expte. Nro. 1.017)

XVII – Proyecto de reforma. Convencionales Schvartzman y Haiek. Incorporar un nuevo artículo a la Sección I referido a la libertad de expresión, de información y pluralismo y respeto a las culturas, las creencias, corrientes de pensamiento. (Expte. Nro. 1.018)

XVIII – Proyecto de reforma. Convencional Márquez. Incorporar un nuevo texto al Artículo 23 referido a la ética pública. (Expte. Nro. 1.019)

XIX – Proyecto de reforma. Convencionales Reggiardo, Haiek y Carlos Díaz. Incorporar un párrafo al Artículo 81 Inciso 13º. (Expte. Nro. 1.021)

XX – Proyecto de reforma. Convencional Barrandeguy. Incorporar un párrafo al Artículo 127. (Expte. Nro. 1.044)

XXI – Proyecto de reforma. Convencionales De la Cruz de Zabal, Acharta, Haiek y Reggiardo. Incorporar nuevos artículos referidos al desarrollo de la ciencia y la innovación tecnológica como bien público, para contribuir al mejoramiento de la calidad de vida de la sociedad. (Expte. Nro. 1.046)

XXII – Proyecto de reforma. Convencionales Romero y Kunath. Incorporar un nuevo artículo referido a la función económica y social de las cooperativas y mutuales. (Expte. Nro. 1.048)

XXIII – Proyecto de reforma. Convencional Busti. Incorporar un párrafo al Inciso 3º del Artículo 167 referido a la resolución en lo contencioso administrativo. (Expte. Nro. 1.052)

XXIV – Proyecto de reforma. Convencional Busti. Incorporar un nuevo artículo referido a la reivindicación de la existencia de los pueblos originarios. (Expte. Nro. 1.053)

XXV – Proyecto de reforma. Convencional Busti. Incorporar un nuevo artículo referido a la protección de personas con necesidades especiales. (Expte. Nro. 1.054)

XXVI – Proyecto de reforma. Convencional Busti. Incorporar un nuevo artículo referido a la protección integral del niño. (Expte. Nro. 1.055)

XXVII – Proyecto de reforma. Convencional Busti. Incorporar una cláusula federal referida a la facultad del Estado de celebrar acuerdos bilaterales, regionales o internacionales. (Expte. Nro. 1.057)

XXVIII – Proyecto de reforma. Convencional Busti. Incorporar un nuevo artículo referido a la ética pública. (Expte. Nro. 1.058)

XXIX – Proyecto de reforma. Convencional Busti. Incorporar un nuevo artículo referido a los derechos de los ancianos. (Expte. Nro. 1.059)

XXX – Proyecto de reforma. Convencional Busti. Incorporar un nuevo artículo referido a los derechos de los jóvenes a la educación y al desarrollo integral. (Expte. Nro. 1.060)

XXXI – Proyecto de reforma. Convencional Busti. Incorporar un nuevo artículo referido a la vigencia de los derechos del consumidor y del usuario. (Expte. Nro. 1.061)

XXXII – Proyecto de reforma. Convencional Busti. Incorporar un nuevo artículo referido a la prestación de los servicios públicos esenciales. (Expte. Nro. 1.062)

XXXIII – Proyecto de reforma. Convencional Busti. Incorporar un nuevo artículo referido a la prohibición de la práctica, difusión, facilitación o participación en los juegos de azar, con excepción de aquellos explotados oficialmente por el Estado. (Expte. Nro. 1.063)

XXXIV – Proyecto de reforma. Convencional Romero. Incorporar en la Sección VI, Poder Judicial, Capítulo I, Disposiciones Generales un nuevo artículo referido a la Policía Judicial como un cuerpo al servicio de jueces penales y Ministerio Público Fiscal. (Expte. Nro. 1.065)

XXXV – Proyecto de reforma. Convencional Romero. Referido a los integrantes de la Cámara de Diputados. (Expte. Nro. 1.066)

XXXVI – Proyecto de reforma. Convencionales Rogel, Clidia Allende, De Paoli, Villaverde y Monge. Incorporar un nuevo artículo referido a la unión civil de las personas con independencia de su sexo. (Expte. Nro. 1.079)

XXXVII – Proyecto de reforma. Convencional Caramelle. Incorporar un nuevo artículo referido la custodia de las tierras y bienes que subyacen en ella y al uso sustentable de los recursos naturales. (Expte. Nro. 1.080)
XXXVIII – Proyecto de reforma. Convencionales Brasesco, Monge, Clidia Allende, Arralde, De Paoli, Cepeda, Guy y Rogel. Reformar el Artículo 63 Inciso 2º, Capítulo III, Sección IV, el Artículo 135 Incisos 17º y 19º y sustituir el Artículo 154. (Expediente Nro. 1.088)

XXXIX – Proyecto de reforma. Convencionales Monge, Rogel, Brasesco, Villaverde, Clidia Allende, De Paoli y Cepeda. Modificar el Artículo 148, Sección VI Poder Judicial, Capítulo I. (Expte. Nro. 1.089)

XL – Proyecto de reforma. Convencionales Brasesco, De Paoli, Rogel, Villaverde, Monge y Clidia Allende. Incorporar un nuevo artículo referido a la igualdad de oportunidades e integración cultural de la juventud. (Expte. Nro. 1.090)

XLI – Proyecto de reforma. Convencionales Brasesco, De Paoli, Rogel, Monge, Clidia Allende y Villaverde. Incorporar nuevos artículos referidos a la participación de los trabajadores en las empresas del estado. (Expte. Nro. 1.091)

XLII – Proyecto de reforma. Convencionales De Paoli, Brasesco, Cepeda, Rogel y Monge. Incorporar un nuevo artículo referido a alentar el desarrollo económico de la pequeña y mediana empresa. (Expte. Nro. 1.092)

XLIII – Proyecto de reforma. Convencionales De Paoli, Brasesco, Monge y Rogel. Incorporar un texto a la sección correspondiente a Nuevos Derechos y Garantías referido a la seguridad como deber irrenunciable del Estado provincial. (Expte. Nro. 1.093)

XLIV – Proyecto de reforma. Convencional Monge. Derogar los Artículos 144 y 145, modificar el Artículo 146 e incorporar nuevos artículos referidos a la organización policial. (Expte. Nro. 1.094)

XLV – Proyecto de reforma. Convencional Barrandeguy. Incorporar un nuevo artículo referido al derecho a un trato igualitario de todas las personas. (Expte. Nro. 1.095)

XLVI – Proyecto de reforma. Convencional Acharta. Incorporar un nuevo artículo referido derecho a la vida desde la concepción. (Expte. Nro. 1.096)

XLVII – Proyecto de reforma. Convencionales Acharta, Haiek y De la Cruz de Zabal. Sustituir los Artículos 152 y 153. (Expte. Nro. 1.097)

XLVIII – Proyecto de reforma. Convencional Acevedo Miño. Incorporar un nuevo artículo referido a la publicidad de los actos de gobierno. (Expte. Nro. 1.098)

XLIX – Proyecto de reforma. Convencional Monge. Modificar el Artículo 166, Inciso e). (Expte. Nro. 1.101)

L – Proyecto de reforma. Convencional Monge. Incorporar un nuevo artículo dentro del Capítulo de los Nuevos Derechos referido al ejercicio pleno de los derechos de las personas con discapacidades físicas, sensoriales y psíquicas. (Expte. Nro. 1.102)

LI – Proyecto de reforma. Convencionales Monge, Rogel, De Paoli y Arralde. Incorporar nuevos artículos referidos a la pertenencia de las bancas legislativas, provinciales o municipales, a los partidos políticos. (Expte. Nro. 1.103)

LII – Proyecto de reforma. Convencional Monge. Modificar el Inciso 28º del Artículo 135 e incorporar un nuevo apartado al Inciso 2º del Artículo 167 referido a conocer por vía originaria o recursiva los asuntos que sean planteados en materia administrativas en esfera del Poder Ejecutivo. (Expte. Nro. 1.104)

LIII – Proyecto de reforma. Convencionales Monge, De Paoli, Rogel y Villaverde. Agregar un inciso al Artículo 47 referido a la fiscalización de los procesos electorales. (Expte. Nro. 1.105)

LIV – Proyecto de reforma. Convencional Monge. Incorporar un nuevo artículo referido a la ciencia y la tecnología. (Expte. Nro. 1.106)

LV – Proyecto de reforma. Convencionales Monge, Rogel y Villaverde. Incorporar un nuevo artículo referido al derecho de sufragio de los extranjeros. (Expte. Nro. 1.107)

LVI – Proyecto de reforma. Convencional Monge. Agregar una disposición transitoria referida a las Juntas de Gobierno. (Expte. Nro. 1.108)

LVII – Proyecto de reforma. Convencional Monge. Reformar el Artículo 157. (Expte. Nro. 1.110)

LVIII – Proyecto de reforma. Convencional Romero. Incorporar un nuevo artículo referido a las incompatibilidades de funcionarios o magistrados judiciales. (Expte. Nro. 1.111)

LIX – Proyecto de reforma. Convencional Acevedo Miño. Incorporar un nuevo artículo referido a las contraprestaciones que el Estado provincial y los Estados municipales efectúan a sus empleados, funcionarios y jueces. (Expte. Nro. 1.118)

LX – Proyecto de reforma. Convencional Acevedo Miño. Sustituir el texto de los Artículos 152 y 153. (Expte. Nro. 1.119)

LXI – Proyecto de reforma. Convencional Acevedo Miño. Incorporar un nuevo artículo referido a la tierra como bien permanente de producción. (Expte. Nro. 1.120)

LXII – Proyecto de reforma. Convencional Acevedo Miño. Incorporar un nuevo artículo referido a los residuos radioactivos. (Expte. Nro. 1.121)

LXIII – Proyecto de reforma. Convencional Almada. Incorporar un nuevo artículo referido al derecho a la vivienda digna, única e inembargable. (Expte. Nro. 1.122)

LXIV – Proyecto de reforma. Convencionales Monge y Rogel. Incorporar un nuevo artículo referido a la ética pública. (Expte. Nro. 1.123)

LXV – Proyecto de reforma. Convencional Monge. Incorporar un nuevo artículo referido al cobro de impuestos a asociaciones sin fines de lucro. (Expte. Nro. 1.124)

LXVI – Proyecto de reforma. Convencional Monge. Incorporar un nuevo artículo referido a la integración regional. (Expte. Nro. 1.125)

LXVII – Proyecto de reforma. Convencionales Monge y Rogel. Incorporar nuevos artículos referidos al Ministerio Público. (Expte. Nro. 1.126)

LXVIII – Proyecto de reforma. Convencionales Monge y Cepeda. Incorporar un nuevo artículo referido al fomento y el ahorro en todas sus formas. (Expte. Nro. 1.127)

LXIX – Proyecto de reforma. Convencionales Monge y Rogel. Modificar el Inciso c) del Artículo 167. (Expte. Nro. 1.128)

LXX – Proyecto de reforma. Convencionales Monge y Cepeda. Incorporar nuevos artículos referidos a las Juntas de Gobierno Rurales. (Expte. Nro. 1.130)

LXXI – Proyecto de reforma. Convencional José Allende. Incorporar un párrafo al Artículo 103. (Expte. Nro. 1.131)

LXXII – Proyecto de reforma. Convencional José Allende. Modificar el Artículo 139. (Expte. Nro. 1.132)

LXXIII – Proyecto de reforma. Convencional José Allende. Incorporar un nuevo artículo referido a los humedales del sistema del río Paraná y del río Uruguay. (Expte. Nro. 1.133)

LXXIV – Proyecto de reforma. Convencional José Allende. Incorporar un nuevo artículo referido a la integración económica, cultural y social con otras provincias, municipios y organismos internacionales de carácter público o privado. (Expte. Nro. 1.134)

LXXV – Proyecto de reforma. Convencional José Allende. Incorporar un nuevo artículo referido a los pactos, tratados, declaraciones y convenciones internacionales. (Expte. Nro. 1.135)

LXXVI – Proyecto de reforma. Convencional José Allende. Incorporar un nuevo artículo referido a la protección integral de la ancianidad. (Expte. Nro. 1.136)

LXXVII – Proyecto de reforma. Convencional José Allende. Incorporar un nuevo artículo referido a las personas con capacidades diferentes. (Expte. Nro. 1.137)

LXXVIII – Proyecto de reforma. Convencional José Allende. Incorporar un nuevo artículo referido al derecho a la protección integral de niños y jóvenes garantizándoles una educación adecuada. (Expte. Nro. 1.138)

LXXIX – Proyecto de reforma. Convencionales Federik, Barrandeguy, Kunath, Guillermo Martínez, Romero y Carlín. Incorporar un nuevo artículo referido a asegurar, en el procedimiento penal, la vigencia de un sistema acusatorio oral, público, contradictorio y continuo. (Expte. Nro. 1.139)

LXXX – Proyecto de reforma. Convencionales Federik, Barrandeguy, Carlín, Romero y Guillermo Martínez. Modificar los Artículos 140, 141 y 142. (Expte. Nro. 1.140)

LXXXI – Proyecto de reforma. Convencionales Federik, Barrandeguy, Romero, Guillermo Martínez y Kunath. Incorporar un nuevo artículo referido al Consejo de la Magistratura. (Expte. Nro. 1.141)

LXXXII – Proyecto de reforma. Convencionales Federik, Barrandeguy, Guillermo Martínez, Romero y Kunath. Modificar el Artículo 169. (Expte. Nro. 1.142)

LXXXIII – Proyecto de reforma. Convencional Federik. Incorporar un nuevo artículo referido al derecho a la Salud integral como bien social. (Expte. Nro. 1.143)

LXXXIV – Proyecto de reforma. Convencionales Federik, Barrandeguy, Kunath, Carlín, Romero y Guillermo Martínez. Incorporar un nuevo artículo referido a tratados y convenios internacionales. (Expte. Nro. 1.144)

LXXXV – Proyecto de reforma. Convencionales Federik, Barrandeguy, Carlín, Kunath, Romero y Guillermo Martínez. Incorporar nuevos artículos referidos a las designaciones provisorias en la Magistratura. (Expte. Nro. 1.145)

LXXXVI – Proyecto de reforma. Convencionales Federik, Barrandeguy, Carlín, Kunath, Romero y Guillermo Martínez. Incorporar un nuevo artículo referido a que las autoridades provinciales no podrán consentir el ejercicio por cualquier otra autoridad, de facultades no delegadas a la Nación, bajo apercibimiento de ser ello considerado causal de mal desempeño de sus funciones. (Expte. Nro. 1.146)

LXXXVII – Proyecto de reforma. Convencionales Kunath, Carlín, Baez y Federik. Incorporar un nuevo artículo referido a que el Estado garantizará la formación y perfeccionamiento docente. (Expte. Nro. 1.147)

LXXXVIII – Proyecto de reforma. Convencionales Kunath, Federik, Baez y Carlín. Incorporar un nuevo artículo referido al patrimonio natural, cultural urbano e histórico. (Expte. Nro. 1.148)

LXXXIX – Proyecto de reforma. Convencionales Kunath, Carlín, Federik, Romero y Baez. Incorporar un nuevo artículo referido a las leyes orgánicas y reglamentarias de la educación universitaria. (Expte. Nro. 1.149)

XC – Proyecto de reforma. Convencionales Kunath, Federik, Romero y Baez. Incorporar un nuevo artículo referido a la promoción de un Fondo para la Cultura. (Expte. Nro. 1.150)

XCI – Proyecto de reforma. Convencionales Kunath, Federik, Romero, Carlín y Baez. Incorporar un nuevo artículo referido a la educación como derecho humano fundamental. (Expte. Nro. 1.151)

XCII – Proyecto de reforma. Convencionales Kunath, Federik, Romero, Baez y Carlín. Modificar los Artículos 203, 205, 206, 207 y 214. (Expte. Nro. 1.152)

XCIII – Proyecto de reforma. Convencionales Kunath, Federik, Carlín, Romero, Baez y Barrandeguy. Incorporar un nuevo artículo referido a garantizar la enseñanza en las zonas rurales. (Expte. Nro. 1.153)

XCIV – Proyecto de reforma. Convencionales Kunath, Carlín, Barrandeguy, Romero y Federik. Incorporar un nuevo artículo referido al fomento de la educación especial, garantizando la integración e igualdad de oportunidades. (Expte. Nro. 1.154)

XCV – Proyecto de reforma. Convencional Federik. Incorporar un nuevo artículo referido a las causales por mal desempeño en sus funciones de los Magistrados. (Expte. Nro. 1.155)

XCVI – Proyecto de reforma. Convencionales Arralde, Rogel, Monge, Cepeda, Guy y Villaverde. Incorporar un nuevo artículo referido a garantizar los derechos a la diversidad, pluralismo e igualdad de oportunidades de las personas con capacidades diferentes. (Expte. Nro. 1.158)

XCVII – Proyecto de reforma. Convencionales Rogel, Brasesco y Villaverde. Incorporar un nuevo artículo referido a que el Estado proteja y aliente la explotación de sus recursos radioeléctricos y los medios de comunicación. (Expte. Nro. 1.159).

XCVIII – Proyecto de reforma. Convencionales De Paoli, Cepeda, Rogel, Monge, Villaverde, Clidia Allende, Arralde y Guy. Incorporar nuevos artículos referidos a la educación común. (Expte. Nro. 1.161)

XCIX – Proyecto de reforma. Convencionales De Paoli, Monge, Cepeda, Brasesco y Rogel. Incorporar un nuevo artículo referido a la radiodifusión. (Expte. Nro. 1.162)

C – Proyecto de reforma. Convencionales De Paoli, Brasesco, Rogel, Monge, Villaverde, Guy, Arralde, Cepeda y Clidia Allende. Modificar los Incisos 2º al 13º del Artículo 47. (Expte. Nro. 1163)

CI – Proyecto de reforma. Convencionales Monge y De Paoli. Incorporar un nuevo artículo referido a la promoción de condiciones favorables para el progreso social y económico y para la distribución territorial y personal equitativa del ingreso. (Expte. Nro. 1.164)

CII – Proyecto de reforma. Convencional Villaverde. Sustituir la Sección VIII. (Expte. Nro. 1.166)

CIII – Proyecto de reforma. Convencional Romero. Incorporar un nuevo artículo referido al Ministerio Público. (Expte. Nro. 1.170)

CIV – Proyecto de reforma. Convencional Romero. Modificar los artículos 203, 204, 205 y 206. (Expte. Nro. 1.171)

CV – Proyecto de reforma. Convencionales Romero, Kunath, Guillermo Martínez, Federik, Carlín y Barrandeguy. Incorporar un nuevo artículo referido a la promoción, difusión y desarrollo de la instancia de mediación. (Expte. Nro. 1.172)

CVI – Proyecto de reforma. Convencionales Romero, Kunath, Guillermo Martínez, Federik, Carlín y Barrandeguy. Modificar el Artículo 139. (Expte. Nro. 1.173)

CVII – Proyecto de reforma. Convencionales Romero, Guillermo Martínez, Carlín, Barrandeguy, Kunath y Federik. Incorporar un nuevo artículo referido a los recursos naturales. (Expte. Nro. 1.174)

CVIII – Proyecto de reforma. Convencionales Romero, Kunath, Barrandeguy, Carlín, Guillermo Martínez y Federik. Modificar el Artículo 47. (Expte. Nro. 1.175)

CIX – Proyecto de reforma. Convencionales Romero, Kunath, Carlín, Guillermo Martínez, Federik y Barrandeguy. Incorporar un nuevo artículo referido al patrimonio cultural. (Expte. Nro. 1.176)

CX – Proyecto de reforma. Convencional Salomón. Incorporar un nuevo artículo referido al voto programático. (Expte. Nro. 1.177)

CXI – Proyecto de reforma. Convencional Schoenfeld. Incorporar una nueva Sección referido la garantía a la educación en las zonas rurales. (Expte. Nro. 1.178)

CXII – Proyecto de reforma. Convencionales Haiek, De la Cruz de Zabal y Schvartzman. Incorporar un nuevo artículo a la Sección I referido al derecho de las personas con capacidades especiales. (Expte. Nro. 1.180)

CXIII – Proyecto de reforma. Convencionales De la Cruz de Zabal, Reggiardo, Haiek y Schvartzman. Incorporar un nuevo artículo referido a la promoción en todos los ejidos municipales de la formación de cinturones hortícolas y productivos. (Expte. Nro. 1.181)

CXIV – Proyecto de reforma. Convencionales Acharta, De la Cruz de Zabal, Schvartzman y Haiek. Agregar un capítulo a la Sección VI referido al Ministerio Público. (Expte. Nro. 1.182)

CXV – Proyecto de reforma. Convencionales Reggiardo, De La Cruz de Zabal, Haiek, Schvartzman y Gianfelici. Modificar los Artículos 140, 141 y 142. (Expte. Nro. 1.183)

CXVI – Proyecto de reforma. Convencionales Reggiardo, Haiek, Schvartzman, De la Cruz de Zabal y Gianfelici. Incorporar un artículo a la Sección I referido al derecho irrestricto de los Poderes del Estado a solicitar y recibir datos e informes que consideren necesarios de la Contaduría y Tesorería de la Provincia y del Tribunal de Cuentas. (Expte. Nro. 1.184)

CXVII – Proyecto de reforma. Convencionales De la Cruz de Zabal, Schvartzman y Haiek. Incorporar un nuevo artículo referido al turismo social. (Expte. Nro. 1.185)

CXVIII – Proyecto de reforma. Convencionales Schvartzman, Gianfelici y Haiek. Incorporar un nuevo artículo en la Sección II referido a un sistema financiero a través de un Banco de la Provincia. (Expte. Nro. 1.186)

CXIX – Proyecto de reforma. Convencionales Schvartzman, De la Cruz de Zabal, Reggiardo y Haiek. Incorporar un nuevo artículo referido a los recursos naturales. (Expte. Nro. 1.187)

CXX – Proyecto de reforma. Convencional Schvartzman. Incorporar un nuevo artículo referido a la educación sexual. (Expte. Nro. 1.188)

CXXI – Proyecto de reforma. Convencional Acharta. Incorporar un Preámbulo. (Expte. Nro. 1.189)

CXXII – Proyecto de reforma. Convencionales Schvartzman, De la Cruz de Zabal y Gianfelici. Incorporar nuevos artículos referidos a los derechos de las personas con discapacidades diferentes. (Expte. Nro. 1.190)

CXXIII – Proyecto de reforma. Convencional Schvartzman. Incorporar un nuevo artículo referido a la exhibición de símbolos religiosos o partidarios en oficinas dependientes del Estado. (Expte. Nro. 1.191)

CXXIV – Proyecto de reforma. Convencionales Haiek, Acharta, De la Cruz de Zabal, Gianfelici, Reggiardo y Schvartzman. Incorporar un nuevo artículo a la Sección II referido a los juegos de azar y apuestas mutuas. (Expte. Nro. 1.192)

CXXV – Proyecto de reforma. Convencionales Schvartzman y De la Cruz de Zabal. Incorporar un nuevo artículo referido al desarrollo integral de los jóvenes. (Expte. Nro. 1.193)

CXXVI – Proyecto de reforma. Convencionales Schvartzman y De la Cruz de Zabal. Incorporar un nuevo artículo referido a la distribución gratuita de ejemplares del Boletín Oficial a escuelas y bibliotecas populares de la Provincia. (Expte. Nro. 1.194)

CXXVII – Proyecto de reforma. Convencionales Motta, Gastaldi, Barrandeguy y Federik. Incorporar un nuevo artículo referido a la libertad de tránsito. (Expte. Nro. 1.201)

CXXVIII – Proyecto de reforma. Convencionales Alasino y Pasqualini. Incorporar un párrafo a la actual redacción del Artículo 82. (Expte. Nro. 1.203)

CXXIX – Proyecto de reforma. Convencionales Pasqualini y Alasino. Modificar el Artículo 169. (Expte. Nro. 1.204)

CXXX – Proyecto de reforma. Convencionales Alasino y Pasqualini. Incorporar un párrafo al Artículo 169. (Expte. Nro. 1.205)

CXXXI – Proyecto de reforma. Convencionales Alasino y Pasqualini. Incorporar incisos al Artículo 81 referidos al derecho de los legisladores a requerir informes de los funcionarios del Poder Ejecutivo. (Expte. Nro. 1.206)

CXXXII – Proyecto de reforma. Convencional Alasino. Modificar el Inciso 28º del Artículo 81. (Expte. Nro. 1.207)

CXXXIII – Proyecto de reforma. Convencionales Alasino y Pasqualini. Incorporar un nuevo artículo referido al dominio de las aguas. (Expte. Nro. 1.208)

CXXXIV – Proyecto de reforma. Convencionales Alasino y Pasqualini. Modificar el Inciso 10º del Artículo 81. (Expte. Nro. 1.209)

CXXXV – Proyecto de reforma. Convencionales Alasino y Pasqualini. Incorporar un nuevo artículo referido a los recursos naturales y renovables. (Expte. Nro. 1.210)

CXXXVI – Proyecto de reforma. Convencionales Alasino y Pasqualini. Incorporar un nuevo artículo referido al reconocimiento de la preexistencia étnica y cultural de los pueblos originarios. (Expte. Nro. 1.211)

CXXXVII – Proyecto de reforma. Convencionales Alasino y Pasqualini. Incorporar un segundo párrafo al Artículo 30. (Expte. Nro. 1.212)

CXXXVIII – Proyecto de reforma. Convencionales Alasino y Pasqualini. Incorporar un nuevo artículo a continuación del Artículo 43 referido al poder tributario. (Expte. Nro. 1.213)

CXXXIX – Proyecto de reforma. Convencionales Alasino y Pasqualini. Incorporar un nuevo artículo a continuación del Artículo 43 referido a los deberes de los Legisladores nacionales. (Expte. Nro. 1.214)

CXL – Proyecto de reforma. Convencionales Alasino y Pasqualini. Incorporar un capítulo a la Sección IX referido a la protección, promoción y difusión de las manifestaciones culturales. (Expte. Nro. 1.215)

CXLI – Proyecto de reforma. Convencionales Alasino y Pasqualini. Incorporar un artículo a la Sección II referido a la creación e integración regional. (Expte. Nro. 1.216)

CXLII – Proyecto de reforma. Convencionales Alasino y Pasqualini. Incorporar un artículo a la Sección I referido a la enseñanza de los Derechos Humanos y de la gesta de Malvinas. (Expte. Nro. 1.217)

CXLIII – Proyecto de reforma. Convencionales Heyde, Pérez y Gastaldi. Incorporar un artículo referido a la salud como un bien natural y social. (Expte. Nro. 1.218)

CXLIV – Proyecto de reforma. Convencionales Heyde, Gastaldi y Pérez. Incorporar artículos referidos a las autoridades de los Municipios. (Expte. Nro. 1.221)

CXLV – Proyecto de reforma. Convencionales Heyde, Gastaldi y Pérez. Incorporar un artículo referido al derecho de los detenidos a recibir visitas privadas. (Expte. Nro. 1.222)

CXLVI – Proyecto de reforma. Convencionales Heyde, Gastaldi y Pérez. Incorporar un artículo referido a la elección o designación de funcionarios que hayan participado en delitos de lesa humanidad. (Expte. Nro. 1.223)

CXLVII – Proyecto de reforma. Convencionales Heyde, Gastaldi y Pérez. Modificar el Artículo 56. (Expte. Nro. 1.224)

CXLVIII – Proyecto de reforma. Convencionales Pérez, Heyde y Gastaldi. Incorporar un artículo referido a la designación de una calle con el nombre de Convención en localidades de la Provincia. (Expte. Nro. 1.226)

CXLIX – Proyecto de reforma. Convencionales Heyde, Gastaldi y Pérez. Incorporar un artículo referido al derecho a la vivienda digna. (Expte. Nro. 1.227)

CL – Proyecto de reforma. Pérez, Heyde y Gastaldi. Incorporar artículos referidos a la función social de la propiedad privada. (Expte. Nro. 1.228)

CLI – Proyecto de reforma. Convencionales Heyde y Pérez. Modificar la Sección II. (Expte. Nro. 1.232)

CLII – Proyecto de reforma. Convencional Carlos Díaz. Modificar el Artículo 186. (Expte. Nro. 1.233)

CLIII – Proyecto de reforma. Convencionales Carlos Díaz y Schvartzman. Incorporar un artículo a la Sección V Capítulo VI referido a la asignatura Derechos Humanos en las fuerzas de seguridad. (Expte. Nro. 1.234)

CLIV – Proyecto de reforma. Convencional Carlos Díaz. Incorporar un referido a la creación de la Justicia de Faltas en los Municipios. (Expte. Nro. 1.235)

CLV – Proyecto de reforma. Convencional Carlos Díaz. Modificar el Artículo 210. (Expte. Nro. 1.236)

CLVI – Proyecto de reforma. Convencional Carlos Díaz. Modificar el Inciso 4º, Apartado d) y agregar el Apartado l) al Artículo 195 referido a la competencia del Municipio sobre su territorio. (Expte. Nro. 1.237)

CLVII – Proyecto de reforma. Convencional Taleb. Modificar el Artículo 169. (Expte. Nro. 1.238)

CLVIII – Proyecto de reforma. Convencionales De Paoli, Rogel, Brasesco y Monge. Incorporar un artículo referido a los gastos reservados del Estado provincial y a la creación de la Comisión Bicameral para su seguimiento. (Expte. Nro. 1.243)

CLIX – Proyecto de reforma. Convencional Clidia Allende. Incorporar un artículo referido a la promoción y difusión del estudio y la enseñanza de la Constitución. (Expte. Nro. 1.244)

CLX – Proyecto de reforma. Convencional Clidia Allende. Incorporar artículos referidos al derecho de asociarse libremente en partidos políticos y a la titularidad de las bancas. (Expte. Nro. 1.245)
CLXI – Proyecto de reforma. Convencionales Alasino y Pasqualini. Incorporar un artículo referido al destino de los ingresos del tesoro público. (Expte. Nro. 1.246)

CLXII – Proyecto de reforma. Convencionales Gastaldi, Pérez y Motta. Incorporar un artículo referido a los derechos de los consumidores y usuarios frente a los riesgos para la salud y su seguridad. (Expte. Nro. 1.247)

CLXIII – Proyecto de reforma. Convencionales Gastaldi, Motta y Pérez. Incorporar un artículo referido a la creación de la Bolsa de Trabajo Provincial. (Expte. Nro. 1.248)

CLXIV – Proyecto de reforma. Convencionales Gastaldi, Motta y Pérez. Incorporar artículos referidos a los Tribunales de Justicia. (Expte. Nro. 1.250)

CLXV – Proyecto de reforma. Convencionales Gastaldi, Motta y Pérez. Incorporar artículos referidos al régimen de empleo público. (Expte. Nro. 1.251)

CLXVI – Proyecto de reforma. Convencionales Marciano Martínez y Pesuto. Incorporar un artículo referido al uso de los suelos. (Expte. Nro. 1.252)

CLXVII – Proyecto de reforma. Convencionales Monge y De Paoli. Incorporar un artículo referido al despoblamiento de los poblados rurales. (Expte. Nro. 1.253)

CLXVIII – Proyecto de reforma. Convencional Monge. Incorporar un inciso al Artículo 81 referido a la promoción de la educación, la ciencia y la tecnología. (Expte. Nro. 1.254)

CLXIX – Proyecto de reforma. Convencionales Marciano Martínez y Pesuto. Incorporar un artículo referido a las acciones contenciosas administrativas. (Expte. Nro. 1.255)

CLXX – Proyecto de reforma. Convencionales Marciano Martínez y Pesuto. Incorporar un artículo referido al derecho a asociarse libremente para la defensa y protección de los derechos colectivos. (Expte. Nro. 1.256)

CLXXI – Proyecto de reforma. Convencional Monge. Agregar un segundo y tercer párrafo al Artículo 159 referido al retraso en el cumplimiento de los deberes de los magistrados en todas las instancias y tribunales colegiados. (Expte. Nro. 1.257)

CLXXII – Proyecto de reforma. Convencionales Marciano Martínez y Pesuto. Incorporar un artículo referido a la acción de inconstitucionalidad por omisión. (Expte. Nro. 1.258)

CLXXIII – Proyecto de reforma. Convencional Monge. Incorporar un artículo referido a la promoción del cooperativismo. (Expte. Nro. 1.259)

CLXXIV – Proyecto de reforma. Convencionales Pesuto y Marciano Martínez. Agregar un preámbulo. (Expte. Nro. 1.260)

CLXXV – Proyecto de reforma. Convencionales Monge, Rogel, Villaverde, Brasesco y De Paoli. Sustituir el Artículo 139. (Expte. Nro. 1.261)

CLXXVI – Proyecto de reforma. Convencional Monge. Incorporar un artículo referido a las funciones de la Comisión de Transacciones Judiciales. (Expte. Nro. 1.262)

CLXXVII – Proyecto de reforma. Convencional Monge. Incorporar un artículo referido al régimen de seguridad social de los empleados públicos. (Expte. Nro. 1.264)

CLXXVIII – Proyecto de reforma. Convencional Monge. Incorporar artículos referidos a la constitución de organizaciones que persigan un interés general en beneficio de la comunidad. (Expte. Nro. 1.265)

CLXXIX – Proyecto de reforma. Convencional Monge. Incorporar artículos referidos al dominio y gestión sustentable de los recursos naturales. (Expte. Nro. 1.266)

CLXXX – Proyecto de reforma. Convencional Monge. Incorporar una cláusula transitoria referida a la reincorporación de agentes del Estado provincial afectados por alguna medida de carácter general o por supresión de establecimientos o dependencias. (Expte. Nro. 1.268)

CLXXXI – Proyecto de resolución. Convencional Alasino. Incorporar un preámbulo. (Expte. Nro. 996)

CLXXXII – Proyecto de resolución. Convencionales Cresto, José Allende, Márquez, Pérez, Heyde, Schoenfeld, Almada, Taleb, Gastaldi, Motta y Gustavo Díaz. Incorporar un preámbulo. (Expte. Nro. 1.020)

CLXXXIII – Proyecto de resolución. Convencionales Monge y Barrandeguy. Disponer que el Presidente y los miembros de la Comisión de Redacción y Revisión con la asistencia del Secretario y de la Prosecretaria tengan a su cargo la publicación en el Boletín Oficial de la Constitución reformada, y en su caso, la fe de erratas. (Expte. Nro. 1.100)

CLXXXIV – Proyecto de resolución. Convencionales Monge, Barrandeguy, Federik, Rogel y De Paoli. Reconocer la labor desarrollada por los asesores, empleados y demás colaboradores de la Convención Constituyente, otorgándoles en público acto, un certificado y un diploma alusivo suscripto por las autoridades de la Convención Constituyente. (Expte. Nro. 1.109)

CLXXXV – Proyecto de resolución. Convencionales Monge y Cepeda. Solicitar se publiquen ejemplares de la Constitución Provincial reformada destinados a distribuirse en forma gratuita entre los establecimientos educativos y las bibliotecas populares. (Expte. Nro. 1.129)

CLXXXVI – Proyecto de resolución. Convencionales Brasesco, Rogel, De Paoli, Villaverde, Guy, Arralde y Monge. Solicitar al Poder Ejecutivo retire la placa que expresa la obra 428 de la Revolución Argentina existente en el actual edificio del Consejo General de Educación donde funciona la Convención Constituyente. (Expte. Nro. 1.160)

CLXXXVII – Proyecto de resolución. Convencionales Monge y De Paoli. Confeccionar cuatro autógrafos de la Constitución reformada, los que tendrán como destino la Biblioteca de la Honorable Legislatura de Entre Ríos, el Archivo General de la Provincia, el Museo Histórico de Entre Ríos “Martiniano Leguizamón” y el Superior Tribunal de Justicia de Entre Ríos. (Expte. Nro. 1.165)

CLXXXVIII – Proyecto de resolución. Convencional Alasino. Modificar el Artículo 44º del Reglamento de la Honorable Convención Constituyente prorrogándose el plazo de recepción de proyectos de reforma y resolución. (Expte. Nro. 1.202

CLXXXIX – Proyecto de resolución. Convencionales Heyde, Gastaldi y Pérez. Entregar, al término de la Honorable Convención Constituyente, certificados a los asesores de los señores convencionales y cada Presidente de comisión. (Expte. Nro. 1.219)

CXC – Proyecto de resolución. Convencionales Heyde, Gastaldi y Pérez. Entregar certificados, al finalizar la Convención Constituyente, a quienes presentaron proyectos desde las organizaciones libres del pueblo o individuos en particular. (Expte. Nro. 1.220)

CXCI – Proyecto de resolución. Convencionales Pérez, Heyde y Gastaldi. Entregar las bancas utilizadas por los convencionales en el recinto de la Convención Constituyente a los Concejos Deliberante de las ciudades de Paraná y Concepción del Uruguay. (Expte. Nro. 1.225)

CXCII – Proyecto de resolución. Comisión de Redacción y Revisión. Recomendar a las comisiones permanentes de la Convención Constituyentes encargadas de dictaminar sobre los proyectos de modificación de artículos constitucionales, emitan sus despachos unificando todos aquellos asuntos que requieran un tratamiento o consideración integral. (Expte. Nro. 1.067)

6 – Presentaciones particulares

7.- Dictámenes de la Comisión de Redacción y Revisión. Moción de sobre tablas.

––Artículo 88. Modificación. Texto Constitucional en la Sanción Nro. 14 de la Convención. (Expte. Nro. 316)

––Artículo 99. Incorporación de párrafo. Texto Constitucional en la Sanción Nro. 16 de la Convención. (Exptes. Nros. 214 y 375)

––Artículo 12. Modificación. Texto Constitucional en la Sanción Nro. 19 de la Convención. (Exptes. Nros. 140, 175, 246, 270, 300 y 314)

––Artículo 81 Inciso 17º. Modificación. Texto Constitucional en la Sanción Nro. 22 de la Convención. (Expte. Nro. 174)

––Artículo 134. Modificación. Texto Constitucional en la Sanción Nro. 23 de la Convención. (Expte. Nro. 167)

––Artículo 22. Modificación. Texto Constitucional en la Sanción Nro. 26 de la Convención. (Exptes. Nros. 177, 308 y 387)

8.- Artículo 17. Modificación. Dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión en la Sanción Nro. 29 de la Convención. (Exptes. Nros. 192 y 270). Moción de reconsideración.

9.- Artículo 135 Inciso 22º. Supresión. Dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral. (Expte. Nro. 178). Moción de sobre tablas.

10.- Proyectos con temas conexos. Recomendación de dictamen en conjunto. (Expte. Nro. 1.067). Moción de sobre tablas.

11.- Artículo 88. Modificación. Texto Constitucional en la Sanción Nro. 14 de la Convención. (Expte. Nro. 316). Consideración. Sancionado.

12- Artículo 99. Incorporación de texto. Texto Constitucional en la Sanción Nro. 16 de la Convención. (Exptes. Nros. 214 y 375). Consideración. Sancionado.

13.- Artículo 12. Modificación. Texto Constitucional en la Sanción Nro. 19 de la Convención. (Exptes. Nros. 140, 175, 246, 270, 300 y 314). Consideración. Sancionado.

14.- Artículo 81 Inciso 17º. Modificación. Texto Constitucional en la Sanción Nro. 22 de la Convención. (Expte. Nro. 174). Consideración. Sancionado.

15.- Artículo 134. Modificación. Texto Constitucional en la Sanción Nro. 23 de la Convención. (Expte. Nro. 167). Consideración. Sancionado.

16.- Artículo 22. Modificación. Texto Constitucional en la Sanción Nro. 26 de la Convención. (Exptes. Nros. 177, 308 y 387). Consideración. Sancionado.

17.- Artículo 135 Inciso 22º. Supresión. Dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral. (Expte. Nro. 178). Consideración. Sancionado.

18.- Proyectos con temas conexos. Recomendación de dictamen en conjunto. (Expte. Nro. 1.067). Consideración. Sancionado.

19.- Artículo 17. Modificación. Dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión en la Sanción Nro. 29 de la Convención. (Exptes. Nros. 192 y 270). Reconsideración.

20.- Constitución de la Convención en conferencia.

21.- Cuarto intermedio.
22.- Reanudación de la Convención en conferencia.

23.- Cierre de la Convención en conferencia.

24.- Artículo 17. Modificación. Dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión en la Sanción Nro. 29 de la Convención. (Exptes. Nros. 192 y 270). Sancionado.

–En Paraná, a los 15 días del mes de mayo de 2008, se reúnen los señores convencionales en el recinto de la Convención Constituyente.

–A las 17.06, dice el:

1

ASISTENCIA

SR. PRESIDENTE (Busti) – Por Secretaría se tomará asistencia.

–Así se hace.

SR. SECRETARIO (Reviriego) – Informo, señor Presidente, que se encuentran presentes 45 señores convencionales constituyentes.

2

APERTURA

SR. PRESIDENTE (Busti) – Con la presencia de 43 señores convencionales, declaro abierta la 8vª sesión ordinaria de la Convención Constituyente.

Antes de izar las Banderas, en nombre de la Presidencia y de todos los convencionales, queremos darles la bienvenida a alumnos del Profesorado de Ciencias Económicas de Rosario del Tala, Colegio de Nivel Medio Dr. Julio Ossola, y a los alumnos del 2° y 3° año Polimodal de la Escuela Liceo Paula Albarracín de Sarmiento, de la ciudad de Paraná, que nos honran con su presencia.

–Aplausos.

3

IZAMIENTO DE BANDERAS

SR. PRESIDENTE (Busti) – Invito a la señora convencional Manuela Tomasa Chiesa a izar la Bandera Nacional y al señor convencional Juan Carlos Cresto a izar la Bandera de Entre Ríos.

–Así se hace. (Aplausos.)

4

ACTA

SR. PRESIDENTE (Busti) – Por Secretaría se dará lectura al Acta de la sesión anterior.

Tiene la palabra la convencional Kunath.

SRA. KUNATH – Solicito, señor Presidente, se obvie la lectura del Acta de la sesión anterior y se dé por aprobada.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento de los señores convencionales, así se hará.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

5

ASUNTOS ENTRADOS

SR. PRESIDENTE (Busti) – Por Prosecretaría se dará cuenta de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

I

COMUNICACIÓN OFICIAL

- El Tribunal de Cuentas de la Provincia remite Resolución Nro. 060/08 TCER-Art. 3º, mediante la que se aprueba las rendiciones de cuentas de la Convención Constituyente correspondientes a los meses de enero, febrero y marzo de 2008.
–En Secretaría a disposición de los señores convencionales.

II

DICTÁMENES DE COMISIÓN

De la de Redacción y Revisión:

- Texto Constitucional, en la Sanción Nro. 14 de la Convención, en el Expte. Nro. 316, por el que se modifica el Artículo 88 de la Constitución vigente.

- Texto Constitucional, en la Sanción Nro. 16 de la Convención, en los Exptes. Nros. 214 y 375, por el que se incorpora un párrafo al Artículo 99 de la Constitución vigente.

- Texto Constitucional, en la Sanción Nro. 19 de la Convención, en los Exptes. Nros. 140, 175, 246, 270, 300 y 314, por el que se modifica el Artículo 12 de la Constitución vigente.

- Texto Constitucional, en la Sanción Nro. 22 de la Convención, en el Expte. Nro. 174, por el que se modifica el Inciso 17º del Artículo 81 de la Constitución vigente.

- Texto constitucional en la Sanción Nro. 23 de la Convención, en el Expte. Nro. 167, por el que se modifica el Artículo 134 de la Constitución vigente.

- Texto Constitucional, en la Sanción Nro. 26 de la Convención, en los Exptes. 177, 308 y 387, por el que se modifica el Artículo 22 de la Constitución vigente.

- Artículo 17. Modificación. Sanción Nro. 29 de la Convención en los Exptes. Nros. 192 y 270, por el que se interesa una moción de reconsideración.

De la de Control de Estado:

Proyecto de reforma (de mayoría con disidencia y de minoría). Modificar el Artículo 143. (Exptes. Nros. 191, 367, 455, 595, 738, 747, 971, 979 y 824)

–Al Orden del Día de la próxima sesión

De la de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral:

- Proyecto de reforma (por unanimidad). Suprimir el Inciso 22º del Artículo 135. (Expte. Nro. 178)
SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la convencional Kunath.

SRA. KUNATH – Solicito, señor Presidente, la reserva en Secretaría de todos los dictámenes de la Comisión de Redacción y Revisión, como así también del dictamen, por unanimidad, de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 178– que suprime el Inciso 22º del Artículo 135 de la Constitución provincial.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Quedan reservados en Secretaría.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

III

REMISIÓN DE LA CÓMISIÓN DE INICIATIVA Y PARTICIPACIÓN CIUDADANA

a)

(Expte. Nro. 406)

Paraná, 08 de Mayo de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA
H. CONVENCION CONSTITUYENTE 

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RIOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO.

De acuerdo al artículo Nº 29 del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta Comisión se expide sobre la pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte N 406 presentado por EL Sr. Martín Quiroz y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el único artículo que se encuentra expresamente habilitados por la Ley 9768 es el Nº 82 del Artículo 9 del autor a folio Nº 07 ya que los demás temas sugeridos han tenido tratamiento. Sugiriendo sea girado a la comisión temática de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana: PÉREZ - DÍAZ (Carlos) – CEPEDA - ACEVEDO MIÑO – BARRANDEGUY – CARAMELLE – CRESTO - DE LA CRUZ - DE PAOLI – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral

b)

(Expte. Nro. 408)

Paraná, 08 de Mayo de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA 

H. CONVENCION CONSTITUYENTE 

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RIOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO.

De acuerdo al artículo Nº 29 del reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta Comisión se expide sobre la pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte. Nº 408 presentado por el Sr. Martín Quiroz y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo. Considerando que los únicos artículos pasibles de tratamiento en el proyecto son: Art. 148, Art.154, y el Art. todos a Folio 08 del mismo; los que se encuentran expresamente habilitados por la Ley Nº 9768; sugiriendo sea girado a la comisión temática de Poder Ejecutivo Poder Legislativo Poder Judicial Régimen Electoral.

Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana: DÍAZ (Carlos) – CEPEDA - ACEVEDO MIÑO – BARRANDEGUY – CARAMELLE – CRESTO - DE LA CRUZ – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – SCHOENFELD.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral

c)

(Expte. Nro. 990)

Paraná, 08 de Mayo de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA 

H. CONVENCION CONSTITUYENTE
DE LA PROVINCIA DE ENTRE RIOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO.

De acuerdo al artículo Nº 29 del reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta Comisión se expide sobre la pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte Nº 990 presentado por Cuerpo de Taquígrafos Cuerpo de Correctores y Diario de Sesiones y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley 9768; sugiriendo sea girado a la comisión temática de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana: PÉREZ – CEPEDA – CARAMELLE – DE LA CRUZ – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral

d)

(Exptes. Nros. 486 y 974)

Paraná, 08 de Mayo de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA 

H. CONVENCION CONSTITUYENTE 

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RIOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO.

De acuerdo al artículo Nº 29 del reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta Comisión se expide sobre la pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte Nº 486 (adjunto Nº 974) presentado por la Agrupación de Discapacitados de Entre Ríos y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley 9768, sugiriendo sea girado a la comisión temática de Nuevos Derechos y Garantías con copia a Régimen Municipal.

Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – CEPEDA - ACEVEDO MIÑO – BARRANDEGUY – CARAMELLE – CRESTO – DE LA CRUZ – DE PAOLI – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular. Y copia a la Comisión de Régimen Municipal.

e)

(Expte. Nro. 634)

Paraná, 08 de Mayo de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA 

H. CONVENCION CONSTITUYENTE 

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RIOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO.

De acuerdo al artículo Nº 29 del reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta Comisión se expide sobre la pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte Nº 634 presentado por la agrupación La Solapa de ex presos políticos y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley 9768; sugiriendo sea girado a la Comisión temática de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana: PÉREZ - DÍAZ (Carlos) – CEPEDA - BARRANDEGUY – CARAMELLE – CRESTO – DE LA CRUZ – DE PAOLI – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

f)

(Expte. Nro. 501)

Paraná, 8 de Mayo de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA 

H. CONVENCION CONSTITUYENTE 

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RIOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO.

De acuerdo al artículo Nº 29 del reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta Comisión se expide sobre la pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte. Nº 501 presentado por Empleados de IAFAS, y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley 9768; sugiriendo sea girado a la Comisión temática de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – CEPEDA - ACEVEDO MIÑO – BARRANDEGUY – CARAMELLE – CRESTO - DE LA CRUZ - DE PAOLI – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Haiek.

SRA. HAIEK – Solicito, señor Presidente, que esta iniciativa remitida por la Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana, referida a los juegos de azar; sea girada a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable, que es a la que se le asignaron estos temas

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento así se hará.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se gira, en consecuencia, a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

g)

(Expte. Nro. 535)

Paraná, 08 de Mayo de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA 

H. CONVENCION CONSTITUYENTE 

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RIOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO.

De acuerdo al artículo Nº 29 del reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta Comisión se expide sobre la pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte. Nº 535 presentado por el Dr. Fabricio Rodríguez y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley 9768; sugiriendo sea girado a la comisión temática de Poder Ejecutivo Poder Legislativo Poder Judicial Régimen Electoral con copia a Producción Trabajo y Desarrollo Sustentable.

Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – CEPEDA – ACEVEDO MIÑO – BARRANDEGUY – CARAMELLE – CRESTO - DE LA CRUZ - DE PAOLI – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral. Y copia a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

h)

(Exptes. Nros. 601, 612 y 641)

Paraná, 08 de Mayo de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA 

H. CONVENCION CONSTITUYENTE 

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RIOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO.

De acuerdo al artículo Nº 29 del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta Comisión se expide sobre la pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte Nº 601 (adjuntos 612 y 641) presentado por Dr. Etchemendy Ricardo y otros, enviando el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al trámite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley 9768; sugiriendo sea girado a la Comisión temática de Producción Trabajo y Desarrollo Sustentable. 

Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – CEPEDA – ACEVEDO MIÑO – BARRANDEGUY – CARAMELLE – CRESTO – DE LA CRUZ – DE PAOLI – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

i)

(Expte. Nro. 485)

Paraná, 08 de Mayo de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA 

H. CONVENCION CONSTITUYENTE 

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RIOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO.

De acuerdo al artículo Nº 29 del reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta Comisión se expide sobre la pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte Nº 485 presentado por el Sr Intendente de la ciudad de María Grande Dr. Lara y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al trámite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley 9768; sugiriendo sea girado a la comisión temática de Régimen Municipal.

Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – CEPEDA – ACEVEDO MIÑO – BARRANDEGUY – CARAMELLE – DE LA CRUZ - DE PAOLI – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.

–A la Comisión de Régimen Municipal

j)
(Expte. Nro. 422)

Paraná, 08 de Mayo de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA 

H. CONVENCION CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RIOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO.

De acuerdo al artículo Nro. 29 del reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta Comisión se expide sobre la pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte. Nº 422 presentado por la Fundación M´Bigua y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema  se encuentra expresamente habilitado por la Ley 9768; sugiriendo sea girado a la comisión temática de Nuevos Derechos y Garantías Formas de Participación Popular en conjunto con la Comisión de Producción Trabajo y Desarrollo Sustentable.

Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – CEPEDA – ACEVEDO MIÑO – BARRANDEGUY – CARAMELLE – CRESTO – DE LA CRUZ – DE PAOLI – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.
–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y a la de Producción Trabajo y Desarrollo Sustentable.

(Expte. Nro. 589)

k)
Paraná, 08 de Mayo de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA 

H. CONVENCION CONSTITUYENTE 

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RIOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO.

De acuerdo al artículo Nº 29 del reglamento de la Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana atento, a que en la misma hubo un expediente con similares antecedentes (Expediente Nro. 459), que fuera girado a la Comisión de Peticiones Reglamento y Presupuesto para que se expida, es que solicitamos a la Presidencia se efectué el mismo giro al Expediente Nro. 589 presentado por la Junta Arquidiocesana de Laicos de Paraná. Motiva esta decisión, además de los antecedentes citados, el que se encuentre en la misma Comisión, el Expediente Nro. 980 de su autoría que refiere a la inclusión del Preámbulo en la Constitución provincial, y cuyo envío no tuvo voces en contrario en el Plenario realizado el día 30 de abril. Asimismo existen hoy no menos de tres proyectos más que recibirán en el próximo Plenario giro a la misma Comisión, donde deberían unificarse para lograr un dictamen que lleve al pleno el debate de este trascendente tema; garantizando así la discusión entre la totalidad de los señores Convencionales Constituyentes, Ya que de haberse obrado de manera distinta solo hubiese quedado reducido al debate de 15 miembros.

Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana: PÉREZ – ACEVEDO MIÑO – BARRANDEGUY – CRESTO – DE LA CRUZ – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO –SCHOENFELD.
Despacho de disidencia parcial. Bloque UCR

HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE:
En virtud de lo dispuesto en el Artículo 29 del Reglamento de la Honorable Convención Constituyente respecto de la incumbencia o no de los expedientes ingresados a esta Convención, el Bloque de los Convencionales de la UCR representado en ella por los Convencionales: Griselda De Paoli, Silvina Cepeda, Fabián Rogel, expresan que el Expediente Nro. 589 de la Junta Arquidiosesana de Laicos no se encuentra habilitado por la Ley 9.768.

CEPEDA – DE PAOLI – ROGEL.

FUNDAMENTOS

Todas las comisiones de esta honorable convención deben considerar, previo a cualquier tratamiento, si el expediente o proyecto se encuentra expresamente habilitado en la ley 9768 de convocatoria. De acuerdo a la moralidad de cada Comisión podrá escuchar al autor o autores del proyecto (si fuera de los señores Convencionales) o a la organización intermedia o ciudadano si correspondiera a la Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana. Inmediatamente deberá resolver sobre la habilitación o no del tema. La remisión a la comisión Nº 3 de Peticiones, reglamentos y presupuesto no corresponde puesto que el reglamento es absolutamente claro sobre las atribuciones de ésta y de todas las comisiones al respecto. Se ha invocado por parte de la mayoría el expediente 459 del señor Emanuel Gaiza, como antecedente de que ya existió un giro a la Comisión de Peticiones y Reglamento. Este antecedente no puede ser invocado puesto que el mismo estaba referido a la creación de una convención juvenil, y el expediente en cuestión está referido, nada menos y nada más que a la posibilidad de incorporar un preámbulo en nuestro constitución. Pero más allá de la diferencia temática, el expediente fue girado a la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto, con dictamen de la Comisión de Iniciativa y Participación ciudadana, donde se expresaba que dicho tema no estaba habilitado. Por lo expuesto esta comisión debió seguir el mismo tratamiento que ha tenido con los expedientes de los ciudadanos y organizaciones sociales, cumplir el reglamento y expedirse por la habilitación o no del tema. Si se pretendía seguir la metodología puesta como antecedente, el expediente 459, debió remitirse a la comisión Nº 7 dando opinión sobre la pertinencia o no del asunto respecto de su habilitación de parte de la Ley 9768.

Silvina E. Cepeda – Griselda L. De Paoli – Fabián D. Rogel.

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

PROYECTOS DE LOS SEÑORES CONVENCIONALES

IV

PROYECTOS DE REFORMA

(Expte. Nro. 994)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórase como artículo al texto constitucional el siguiente tenor:

“Todos los habitantes de la Provincia gozan del derecho de libertad de expresión artística, albedrío creativo y recreación cultural.- Ninguna expresión del espíritu humano quedará marginada de la protección de las leyes, las que deberán asegurar el acceso a los recursos y bienes culturales y el derecho de todo habitante a la adquisición y construcción del acervo cultural.

El Estado Provincial formula la política cultural para todos los entrerrianos, controla el cumplimiento de sus fines y administra los recursos destinados a tal fin.-Las políticas públicas sobre cultura promoverán el sentido de pertenencia a la tierra, la defensa de las tradiciones y los valores de la entrerriana.

El Estado entrerriano tiene el deber primordial e indelegable de sostener económicamente la cultura. La participación privada en el fomento de la cultura constituye un complemento y no debe entenderse como un reemplazo de la actividad que lleva adelante el Estado.

El financiamiento de la cultura se compondrá de un crédito presupuestario asignado por la Ley Anual de Presupuesto, los recursos provenientes del financiamiento nacional e internacional, los recursos específicos de las leyes nacionales o provinciales y los aportes provenientes del patrocinio particular.

Créase el FONDO PROVINCIAL DE LA CULTURA que se integrará con recursos afectados que tributarán todos los funcionarios públicos electivos o de nombramiento y que gravará sus ingresos por el cargo público desempeñado en el  porcentaje que se fije por la Legislatura a partir de un mínimo no imponible.- Una ley especial reglamentará la administración del Fondo, el uso y destino de sus recursos, el crédito cultural y el mecenazgo”.

ARRALDE – MONGE – DE PAOLI – CEPEDA – BRASESCO – GUY – ROGEL.

FUNDAMENTOS

La idea de legislar sobre cultura podría encuadrarse en lo que algunos llamamos “Crónica de un Olvido” por la laguna legislativa que acusa la “cultura entrerriana” entendida como un renglón de las políticas públicas que no ha merecido la atención del Estado, de los sucesivos gobiernos provinciales, la dirigencia política en general, la gente, en definitiva, que –como un reflejo de la desidia oficial- relega a la cultura un lugar menos prioritario a la hora de tomar decisiones.- En este escenario, los “actores culturales”, los hacedores de cultura y los creadores resisten como pueden en un universo oficial que no los contempla como segmento crítico del Estado.
Aunque parezca insólito, la Constitución Provincial de 1.933 no hace menciones explícitas ni dedica capítulo alguno para referirse al renglón CULTURA del mismo modo que le otorga rango constitucional a la EDUCACION COMUN (Sección 9º - arts. 201 al 215), al REGIMEN MUNICIPAL (Sección 8º - arts. 180 a 200), al REGIMEN ECONOMICO Y DEL TRABAJO (Sección 2º - arts. 36 a 46), o al REGIMEN ELECTORAL (Sección 3º - arts. 47 a 52).
En verdad, solo es posible –hurgando en el articulado constitucional- hallar una referencia al “fomento de bibliotecas fijas o circulantes” que establece el art. 215 de la C.P.- No resultaría extraño deducir que todo lo relativo a la creación y expresión cultural haya recibido del espíritu del constituyente la intención de “cubrir” este renglón como encuadrado en el “paraguas educativo” que se halla legislado en una Sección Especial (la IXº).
El proyecto de reforma que se oficializa intenta cubrir esa laguna legislativa constitucional.
La iniciativa le fija en forma imperativa un “piso presupuestario” en la Ley de Presupuesto Provincial que la criteriosa y comprometida voluntad del gobernante debe establecer en la “ley de leyes”.- De este modo eliminamos la hipocresía normativa de legislar sobre cultura sin un compromiso cierto sobre la previsión de fondos concretos para hacer frente a la exquisita gama de manifestaciones  culturales que exhibe Entre Ríos. Así debemos medir el real arrojo de toda gestión de gobierno con la cultura de su pueblo: o le asigna un crédito presupuestario serio o la condena a que siga resistiendo desde la trinchera de la postergación.
EL IMPUESTO SOBRE LA FUNCION POLITICA PUBLICA

El proyecto de reforma crea un Impuesto sobre el Desempeño de la Función Política cuya materia imponible lo constituye la remuneración de todos los funcionarios públicos de carácter político cuyo orígen sea el nombramiento por la autoridad política (designados) o la voluntad popular (electivos), superiores a un monto que también se deja librado a la ley reglamentaria y con una alícuota fija destinada a un FONDO PROVINCIAL DE LA CULTURA.
Los ingresos del funcionariado político constituye un “nicho de capacidad contributiva” de escaso alcance fiscal en nuestra provincia.- En efecto, entre las gabelas que gravan estos ingresos podemos enunciar lo retenido en concepto de:

a) Ley 4035, que afecta el 0,6% de la remuneración.

b) Aporte jubilatorio personal (Ley 8732), que afecta el 16% de la misma base.

c) Ley 3011, (Seguro de Vida Solidario) que grava con el 0,2 %.

d) IOSPER, que alcanza al 3% de la base remunerativa.
e) Impuesto a las Ganancias, con el sistema de anticipos sobre la 4º categoría (Ley 11.683), con una alícuota progresiva que grava la remuneración.

Con la creación de este impuesto se establece un gravamen directo, con destino específico a un FONDO afectado al financiamiento de proyectos culturales independientes, dándose cumplimiento al artículo 43 de la Constitución Provincial que habla de la generación de un “régimen impositivo basado en impuestos directos y en los que recaigan sobre los artículos superfluos”.- Si bien no puede considerarse como “artículo superfluo” a la remuneración debe admitirse que las escalas salariales del funcionariado público entrerriano son razonablemente altas.
Ninguna duda puede caber acerca de las facultades de creación tributaria de esta Legislatura, merced al art. 81 inciso 7º de la C.P. y –de tal factura- la fijación de este nuevo gravamen que resulta equitativo, proporcional y razonable en función del escaso impacto fiscal que debe acusar para evitar el mote de “ataque a la remuneración y, por ende, a su carácter alimentario” y el objeto perseguido: la financiación genuina de la cultura entrerriana.- Amén de ello, el impuesto constituye una gabela de fácil y rápida recaudación, dado que resulta suficiente para su devengamiento la liquidación mensual de la remuneración para su inmediata deducción y transferencia a una cuenta especial por parte del organismo liquidador.
Mas polémico que la creación del tributo mismo lo constituye la cuestión relativa al órgano encargado de administrar los fondos afectados al fin cultural.- En tal sentido, defendemos aquí también el rol del Estado y confiamos la custodia de tales recursos a la Secretaría de Cultura del Gobierno Provincial.- No se nos escapa –empero- las dudas que puede generar en los actores culturales en general la encomienda de importantes fondos al funcionario que se encarga de ejecutar la política cultural de la gestión de turno, pero –aún así- preferimos imaginar un escenario ideal con un ejecutor surgido de las entrañas de la cultura entrerriana y no en una superestructura o comisiones elefantiásicas con representantes de cada sector cultural que suelen carecer de operatividad a la hora de la toma de decisiones.
EL MECENAZGO CULTURAL
Este renglón del proyecto incluye tiende a fomentar la inversión empresaria, en proyectos culturales, a través de la figura del Mecenazgo que los particulares podrán realizar destinado fondos o bienes a través de patrocinios o donaciones. El sector privado -opinamos- debe tener en la ley que se sancione un rol activo pero nunca reemplazante del papel principal que le corresponde al Estado.
El estímulo del uso de esta modalidad lo constituyen los incentivos fiscales que permiten al empresario benefactor deducir de sus pagos de Impuesto a los Ingresos Brutos hasta un porcentaje de la base imponible sobre la cual se calcula el impuesto a pagar.
El Congreso Nacional supo sancionar una espléndida ley sobre Mecenazgo que terminó vetando el entonces presidente Eduardo Duhalde.
El poder aduce que con estas iniciativas y deducciones fiscales se pone en riesgo la recaudación tributaria que debe destinar al cumplimiento de funciones mas críticas.- En verdad, seguimos teniendo un Estado grande que no cumple las básicas funciones y sirve poco. Aquí se trata de saldar una deuda histórica con un segmento que merece el reconocimiento de todos. La cultura es lo que identifica y hace grande a los pueblos – Es hora de conocer hasta dónde está dispuesto a llegar el constituyente y el gobernante luego – cuando se aborda un tema de semejante trascendencia.

Juan C. Arralde – Jorge D. Monge – Griselda L. De Paoli – Silvina E. Cepeda – Luis A. Brasesco – Raúl D. Guy – Fabián D. Rogel.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

V

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 995)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórase al texto constitucional en la SECCION II “Régimen Económico y del Trabajo” un artículo cuya redacción será la siguiente:

“Artículo ......: El Estado Provincial estimula la promoción de la economía provincial, compatibiliza las diversas actividades económicas con la política y los planes de desarrollo del Gobierno e impulsa su integración mediante una asistencia financiera orientada a mantener el crecimiento sostenido de la actividad económica  provincial y los servicios generales con un sentido de justicia social.

El Estado no reemplaza a la actividad financiera y bancaria  privada pero la complementa, pudiendo crear entidades financieras, adquirir las existentes, recomprar las que hayan sido cedidas al capital privado, participar con capital estatal o constituir bajo cualquier modalidad societaria un Banco Provincial con participación social de los estamentos productivos, industriales, comerciales, profesionales y trabajadores organizados con actuación dentro del territorio provincial.

La Legislatura sancionará la ley de su creación, fijando su estructura administrativa, organización y funcionamiento, previendo con claridad los objetivos de fomento de las economías regionales, el financiamiento de las pequeñas y medianas empresas y el acceso al crédito de los trabajadores públicos y privados, las amas de casa  y los jubilados y pensionados provinciales”.

ARRALDE – MONGE – DE PAOLI – CEPEDA – BRASESCO – GUY – ROGEL – VILLAVERDE.

FUNDAMENTOS

La necesidad de introducir en el texto constitucional una disposición relativa a la creación de una entidad financiera de capital provincial destinada al fomento de las actividades económicas provinciales no escapa a la vieja, sentida y justa reivindicación del Banco de Entre Ríos que constituyera una herramienta fenomenal para el sostenimiento de los mas variados resortes económicos de la estructura productiva provincial.
Privatizado por vez primera en el año 1.993, la entidad crediticia rectora de nuestra provincia sufrió en los años siguientes sucesivas vicisitudes, cambio de manos, venta de paquetes accionarios, abandono liso y llano a su suerte y verdad los destinos de la institución, sometimiento a fideicomisos de administración, trayendo zozobra entre su personal, incertidumbre entre la clientela, disminución de la calidad del servicio bancario, entre otros males, que contribuyeron a desacreditar el otrora prestigio de un Banco que fuera creado el  10 de mayo de 1933 bajo Ley 2949 con una previsora mirada de fomento, sostenimiento, promoción y facilitación del crédito a la diversificada actividad económica de su tiempo, en especial en el rubro agrícola ganadero que tantas veces acudió en auxilio de la Nación para su crecimiento y despegue.
La propuesta constitucional que se formula halla perfecto encuadre legal en el art. 1 inc. 27º) de la ley 9768 que enuncia como materia habilitada la tarea de “Ampliar las normas actuales referidas al Régimen Económico y del Trabajo, haciendo hincapié en la producción como un bien de la sociedad y como un principio fundamental para el desarrollo sustentable”, pero además de ello cobra sentida actualidad en tiempos en que reverdece una reivindicación no sólo del rol del Estado en tanto factor equilibrador distribuidor y regulador de ciertos aspectos de la economía sino de las autonomías provinciales “privatizadas” al amparo de aires otrora liberales y de la colosal energía de la producción regional como locomotora del despegue del crecimiento y desarrrolo económico nacional después de la dèbacle de 2001.
En el convencimiento de que el Estado entrerriano no puede hacer oídos sordos ni mirar de soslayo un objetivo tan noble como de alta política como el que constituye la eventualidad de la constitución de una herramienta financiera gobernada con la concurrencia de los diversos estamentos sectoriales con actuación en la provincia pero bajo una clara presencia estatal, es que formulamos esta iniciativa de reforma constitucional para que la Carta Magna consagre la necesidad de que Entre Ríos tenga su propio Banco, retomando de este modo el espíritu, las miras y las proyecciones institucionales que imaginaron los legisladores de 1.933.
No empece el texto propuesto la existencia de un claro mercado concentrador bancario –tan inherente al modelo concentrador aún vigente en el país- y un alto nivel de competitividad, agresividad comercial y cruda competencia entre las entidades bancarias del sector privado en existencia en el país. Entre Ríos requiere para sí una herramienta financiera que defienda los intereses de los entrerrianos y que puje por un lugar en el mercado echando mano de un fuerte compromiso de los sectores mas dinámicos de la sociedad capaces de comprender la trascendencia de la propuesta: las empresas agropecuarias beneficiadas hoy por un contexto internacional inédito en lo que respecta a precios de los commodities, a pesar de la insoportable presión fiscal nacional; las industrias que han logrado invertir e incorporar tecnología apostando al futuro de la provincia; los actores del turismo provincial, en tanto representantes de un renglón empresario con un crecimiento de proyecciones geométricas con impacto directo e indirecto en otras actividades; los colegios profesionales que administran fondos previsionales de sus matriculados; el universo de empleados públicos, jubilados y pensionados del sistema de reparto provincial y los trabajadores privados dependientes de empresas radicadas en territorio provincial.
No podemos abandonar las utopías ni las ilusiones que hicieron posible una provincia próspera, rica y singularmente reconocida en el contexto nacional que amalgama en su seno historia, tradiciones, vocación por la superación, educación y pluralismo que pueden ser los nuevos resortes de un desarrollo armónico y sostenido desde el Siglo XXI en adelante a través del impulso de un Estado moderno, superador de antinomias, reformulado y dedicado a generar políticas de Estado que contribuyan a saltear definitivamente los maniqueísmos estériles que han dividido a los entrerrianos pero que han logrado unir a quienes solo buscaron obtener sus dividendos políticos y económicos.
Un Banco para Entre Ríos puede, es y debe ser un disparador social que la Constitución Provincial debe consagrar.

Juan C. Arralde – Jorge D. Monge – Griselda L. De Paoli – Silvina E. Cepeda – Luis A. Brasesco – Raúl D. Guy – Fabián D. Rogel – Rubén A. Villaverde.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.
VI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 997)

Que en virtud de lo establecido en la Ley Nº 9768, Art 8, en lo referido a “Introducir normas sobre ética publica, incluido un régimen de incompatibilidades, para los funcionarios y empleados del Estado Provincial y Municipal, vengo a poner en consideración de la Honorable Convención Constituyente el Siguiente Proyecto.
LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Nueva Incorporación: Inhabilitación Especial para ocupar cargos públicos:

Quedan inhabilitados a perpetuidad para ocupar cargos públicos a nivel municipal y provincial aquellos ciudadanos que:

-Hayan sido funcionarios de regimenes de facto ocupando cargos de autoridades previstos en la CN, C. Prov y la Ley de municipios.

-Hayan sido designado para cumplir funciones políticas, tanto a nivel nacional, provincial o municipal, durante los regimenes de facto.
-Hayan estado involucrados en la comisión de delitos de lesa humanidad y/o violación de a los derechos humanos.
-Todo funcionario judicial que haya sido designado durante los regimenes de facto.
CALZA

FUNDAMENTOS

Introducción:

Antes de iniciar el desarrollo y sustento de esta modificatoria o incorporación a nuestra carta magna, me gustaría empezar expresando lo que entiendo por el significado de un gobierno de facto.
Es así que la mayoría de los juristas entienden que gobierno de facto, es aquel que ejerce los poderes públicos con infracción de la supralegalidad (formal o material) constitucional. Entra en el concepto, no sólo los casos en que los poderes públicos asumen con infracción de los procedimientos legales previstos para la investidura, sino también, aquellas otras que se ejercen con infracción constitucional, no obstante la legitimidad de origen. Toda esta posición parte del supuesto de la existencia de un orden jurídico institucional, cuyo origen lo hallamos en el estado de derecho incipiente que encontramos en Inglaterra y que evoluciona a partir de la Carta Magna; ergo, gobierno de iure implica la existencia de una constitución.
Es así que la Argentina escapó hace ya más de 25 años del flagelo que significó la presencia de este tipo de gobiernos. Es necesario hacer un análisis sobre una cuestión que fue moneda corriente en América Latina en general y pretendemos que nunca más se repita, y por ello, no debemos sentirlo ajeno a nuestra realidad sociológica, política y jurídica.
En tal sentido es importante entender que en cada uno de estos momentos se produjo la violación y/o quebrantamiento del orden constitucional, se  suprimieron todo tipo de derechos de carácter inalienable de nuestros ciudadanos, generando una deuda que hemos pagado muy alta, miles de personas desaparecidas, con la nefasta herencia que ello implica.
Que las demandas de la sociedad civil con relación a los crímenes de la ultima dictadura militar, no se han reducidos solamente a la búsqueda de la verdad y justicia, estas se han dirigido también hacia otros temas íntimamente vinculados. Las organizaciones de derechos humanos han desarrollado, con especial énfasis, variadas acciones tendientes a impulsar mecanismos de impugnación o separación de cargos públicos de personas sospechadas de participación en graves violaciones a los derechos humanos durante la última dictadura. Entre algunos de estos mecanismos utilizados para la impugnación o depuración de los hechos del pasado, podríamos mencionar por ejemplo, la impugnación de asenso de militares y la remoción de integrantes de las fuerzas armadas y de seguridad, como así también impugnaciones a funcionarios que ocupan cargos electivos.
Todos estos procedimientos informales que no llegaron a formar parte de nuestro ordenamiento jurídico, impidiendo de una u otra manera que los damnificados, puedan recurrir a herramienta que le permitan desplazar, expulsar, procesar y porque no condenar a los genocidas de la ultima dictadura.

Conceptos de Organismos Internacionales

Todos estos procedimientos se fundan no solo en preceptos de tipo filosófico o idealistas, sino que tiene fuertes argumentos jurídicos, ya que en algunos casos la constitución Nacional exige este tipo de respuestas como en sus Arts. 29 y 36 (Art. 29.- El Congreso no puede conceder al Ejecutivo nacional, ni las Legislaturas provinciales a los gobernadores de provincia, facultades extraordinarias, ni la suma del poder público, ni otorgarles sumisiones o supremacías por las que la vida, el honor o las fortunas de los argentinos queden a merced de gobiernos o persona alguna. Actos de esta naturaleza llevan consigo una nulidad insanable, y sujetarán a los que los formulen, consientan o firmen, a la responsabilidad y pena de los infames traidores a la patria., Art. 36.- Esta Constitución mantendrá su imperio aun cuando se interrumpiere su observancia por actos de fuerza contra el orden institucional y el sistema democrático. Estos actos serán insanablemente nulos. Sus autores serán pasibles de la sanción prevista en el artículo 29, inhabilitados a perpetuidad para ocupar cargos públicos y excluidos de los beneficios del indulto y la conmutación de penas. Tendrán las mismas sanciones quienes, como consecuencia de estos actos, usurparen funciones previstas para las autoridades de esta Constitución o las de las provincias, los que responderán civil y penalmente de sus actos. Las acciones respectivas serán imprescriptibles. Todos los ciudadanos tienen el derecho de resistencia contra quienes ejecutaren los actos de fuerza enunciados en este artículo. Atentará asimismo contra el sistema democrático quien incurriere en grave delito doloso contra el Estado que conlleve enriquecimiento, quedando inhabilitado por el tiempo que las leyes determinen para ocupar cargos o empleos públicos .El Congreso sancionará una ley sobre ética pública para el ejercicio de la función) entre otros, y por otro lado los tratados internacionales sobre derechos humanos y las reglas de interpretación y aplicación que los órganos de protección emiten se convierten en argumento de estos procedimientos, y cuando hablo de tratados internacionales me refiero mas específicamente a aquellos de los que emergen diversos procedimientos ante la violación de derechos humanos, como por ejemplo, CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS, CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE DESAPARICION DE PERSONAS, CONVENCION SOBRE LA IMPRESCRIPTIBILIDAD DE LOS CRIMENES DE GUERRA Y DE LOS CRIMENES DE LESA HUMANIDAD, CONVENCION INTERNACIONAL CONTRA LA DESAPARICION FORZADA DE LAS PERSONAS.
Es así que respecto de estos procedimientos vinculados a la impugnación y depuración, de los cargos públicos de aquellas personas sospechadas de participación en graves violaciones a los derechos humanos, tienen diversas justificaciones expresadas por autores y juristas, dentro de las cuales podemos encontrar las de JOINET, en su “informe sobre la cuestión de la impunidad de los autores de violaciones a los derechos humanos”, considera que este tipo de procedimiento se encuentra dentro de las obligaciones de reparación y no repetición que tienen los estados, por ello entiende que para que las victimas no vuelvan a ser objeto de violaciones que vulneren su dignidad, impone la idea de “separación del cargo de los altos funcionarios implicados en las violaciones graves a derechos fundamentales. MENDEZ por su parte entiende que la obligación de depuración o separación de los cargos de personas vinculadas con hechos del pasado, es una obligación ineludible por parte de los estados, además de la obligaciones de investigar los hechos, darlos a conocer, procesar y condenar a los culpables, y por otro lado “extirpar de los cuerpos de seguridad a quienes se sepan han cometido, ordenado o tolerado” violaciones a los derechos humanos.
Creo que debemos entender el instaurar este tipo de procedimiento, como un requisito ineludible y esencial para la vigencia y el respeto de los derechos humanos dentro de un orden democrático.
Y en el mismo sentido y a modo de conclusión del presente punto, me gustaría mencionar lo expresado por algunos organismos internacionales como por ejemplo  la Comisión Internacional de Derechos Humanos, en reiteradas oportunidades considero que los procesos de separación de órganos del estado de personas que han atentado contra el orden constitucional tiene por objeto la protección y defensa del sistema democrático, la Comisión se pronuncio particularmente en el caso RIOS MOTT C/GUATEMALA, sobre la prohibición DE IURE establecida en la constitución de dicho país, de acceder al cargo de presidente de la Republica, para aquellas personas que hubieran violentado el orden constitucional del sistema democrático en aquel país. Concluyo que dicha cláusula de in elegibilidad no violaba el art 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en lo referido a derechos políticos), ya que se trata de una cláusula constitucional consuetudinaria de profunda tradición en Centroamérica, que tiene por objeto la protección y defensa del sistema democrático.
Por otro la el Comité de Derechos Humanos, órgano encargado de la aplicación del Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos, con relación al caso Argentino, Considero que el estado debía adoptar las medidas necesarias para la exclusión de personas sospechadas de participación en graves violaciones de los derechos humanos, durante la ultima dictadura militar a fin de modificar “una sensación de impunidad”.
En las observaciones finales de dicho comité de noviembre de 2000, se señalo que: “…..pese a las medidas positivas tomadas recientemente para reparar injusticias pasadas, incluida la abolición en 1998 de la ley de obediencia debida y la ley de punto final, preocupa al comité que muchas personas que actuaban con arreglo a esas leyes sigan ocupando empleos militares o en la administración publica en diversas reparticiones, y que alguno de ellos hayan obtenido importantes ascensos en lo últimos año. El comité reitera, su inquietud ante la sensación de impunidad de los responsables de graves violaciones de los derechos humanos bajo el gobierno militar….”. (Observaciones Finales del Comité de Derechos Humanos: Argentina 03/11/2000).
Sea que entendamos la obligación de impugnación y separación, como forma de reparación o no repetición (JOINET), como requisito básico para la vigencia y respeto de los derechos humanos (MENDEZ), como obligación para la protección y defensa del sistema democráticos (COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS), o como obligación para vencer la atmósfera de impunidad (COMITÉ DE DERECHOS HUMANOS), lo cierto es que nos vemos obligados como legisladores y gobernantes, a tomar medidas para cumplir con obligaciones que exigen la impugnación y separación de la función publica, de personas o funcionarios sospechados en participación graves violaciones a los derechos humanos y al orden constitucional.
Que en mi caso como en muchos otros, que somos hijos de la década del 70, hemos crecido a luz del afán de justicia, de igualdad social y de un firme y convencido respeto a los derechos humanos, sintiendo por ello con una fuerte responsabilidad y obligación de impedir que estos actores, formen parte o mejor dicho sigan formando parte de gobiernos democráticos como si la historia fuera historia al solo efecto académico.

Nelio H. Calza.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

VII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.003)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo:....Toda persona tiene derecho a recibir gratuitamente la educación preescolar, primaria y secundaria, con carácter obligatorio, por un período no inferior a 13 años de escolaridad o plazo mayor que la ley determine.

Asimismo tiene derecho a que se la capacite para lograr un desarrollo integral de su personalidad mejorando su calidad de vida.

En todo lo concerniente al Derecho de Educación esta Constitución garantiza la igualdad de oportunidades.

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS
El Derecho a la Educación proclamado originalmente como tal en la Declaración Universal de los Derechos Humanos en 1948, está lejos aún de consagrar en América Latina.

Darle rango constitucional constituye un desafío permanente para todos los que luchamos por una sociedad más justa e igualitaria.

En cierto sentido, se trata de un paradigma por conquistar, que requiere mayor difusión para su defensa en los diversos espacios políticos y sociales.

Es nuestro deber defender el paradigma de la educación como un derecho social y como un derecho humano.

La concepción del derecho a la educación que se pretende tiene como punto de partida la visión de la educación como un derecho universal e indivisible que debe ser garantizado en primer término por el Estado con la participación democrática de la sociedad.

Es esta la oportunidad de implementar la enseñanza obligatoria y gratuita para todos, fomentando su  desarrollo en sus distintos niveles y garantizando la igualdad de acceso.
La educación debe orientarse hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y del sentido de su dignidad, fortalecer el respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales, y capacitar a todas las personas para participar efectivamente en una sociedad libre.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
VIII

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 1.009)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo Primero: Agréguese el siguiente texto a continuación del 1er. Párrafo del art. 103 de la Constitución Provincial:

“Fracasada la sesión por falta del quórum previsto en el párrafo anterior, se convocará nuevamente a la cámara siendo necesaria la presencia de las dos terceras partes de sus miembros”

PASQUALINI – ALASINO – PESUTO – MARTÍNEZ (Marciano).

FUNDAMENTOS
Conforme surge del art. 1º, inc. 1º de la Ley 9768 autoriza a reformar y actualizar las disposiciones de “...reglas de procedimiento y otros plazos...” (sic) referentes al Juicio Político contenidas en los Arts. 97 a 113 de la Constitución provincial.

Consideramos que el quórum que debe tenerse en cuenta para resolver la acusación en Juicio Político es una de dichas reglas del procedimiento revisables por esta Honorable Convención.

Por estas razones, y las que se darán en Comisión respectiva y en sesión plenaria, es que proponemos su aprobación

Flavia E. Pasqualini – Augusto J. Alasino – Hermo L. Pesuto – Marciano E. Martínez.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

IX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.010)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

DERECHO A LA VIVIENDA

Artículo 1°: Incorpórese en la Sección I, Declaraciones, Derechos y Garantías, de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el siguiente artículo:

Artículo ____: Todos los habitantes de la provincia de Entre Ríos tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes públicos garantizarán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación y a los fines de que todo habitante, que resida en esta provincia en forma regular y permanente, que no tenga acceso o no pueda permanecer en una vivienda digna con sus propios recursos, recurra al Estado provincial a efectos de que se le procuren los medios de alcanzarla. La comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos.

SCHVARTZMAN – DÍAZ (Carlos) – ZABALA – DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO – GIANFELICI – HAIEK.

FUNDAMENTOS
El derecho de acceso a la vivienda es reconocido como uno de los derechos esenciales del hombre, concretado en Ley Fundamental de la Nación, conforme la norma del Art. 14 bis y del Art. 31 de nuestra Carta Magna Nacional, desde la Reforma Constitucional de 1994, que incorpora los Convenios y Tratados Internacionales suscriptos por el Estado argentino.
La Declaración Universal de Derechos Humanos, proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 10 de Diciembre de 1948, establece en su Artículo 25, inciso 1, que “toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad”.
La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre de 1948, en el Artículo 11, establece que: “toda persona tiene derecho a que su salud sea preservada por medidas sanitarias y sociales, relativas a la alimentación, el vestido, la vivienda, y la asistencia médica, correspondientes al nivel que permitan los recursos públicos y los de la comunidad”.
El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 1966, al párrafo 1º del Artículo 11, establece: "Los Estados partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento."
La Convención sobre Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, de 1979, establece, al párrafo 2º del Artículo 14, que: "Los Estados partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en las zonas rurales a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, su participación en el desarrollo rural y en sus beneficios, y en particular le asegurarán el derecho a ... h) Gozar de condiciones de vida adecuadas, particularmente en las esferas de la vivienda, los servicios sanitarios, la electricidad y el abastecimiento de agua, el transporte y las comunicaciones.”
La Convención sobre los Derechos del Niño, de 1989, en el Artículo 27, párrafo 3º, establece: "Los Estados partes, de acuerdo con las condiciones nacionales y con arreglo a sus medios, adoptarán medidas apropiadas para ayudar a los padres y a otras personas responsables por el niño a dar efectividad a este derecho y, en caso necesario, proporcionarán asistencia material y programas de apoyo, particularmente con respecto a la nutrición, el vestuario y la vivienda."
Nuestra Constitución Nacional, en el Artículo 14 bis in fine, consagra como un derecho social programático la obligación del estado de brindar a todos los habitantes la posibilidad de gozar de una vivienda digna.
Existen numerosas cargas magnas provinciales que suscriben al principio del derecho fundamental a la vivienda, son ejemplos de ello: la Constitución de la Provincia de Corrientes, Capítulo IV, Artículo 39; la Constitución de la Provincia de Chubut, en su Artículo 77; la Constitución de la Provincia de Río Negro, en su Artículo 74; la Constitución de la Provincia de Tierra del Fuego, en su Artículo 25, la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, Capítulo V, Artículo 31; etc.
Sin embargo, el acceso a la vivienda en nuestra provincia sigue siendo un grave problema, especialmente para los jóvenes, pero –en general– la mayor parte de las familias entrerrianas no pueden acceder a una vivienda digna y acorde a sus necesidades, si no es con un fuerte y largo endeudamiento, en los casos en que alcanzan los requisitos del mercado inmobiliario o de la construcción.
El derecho a la vivienda, en tanto “derecho exigible” al Estado, tiene sus antecedentes en la legislación escocesa (la ‘Homeless Act’ de 2003) y especialmente la legislación francesa (principalmente: la Ley 2000 y la Ley que instituye el derecho a la vivienda exigible ante los tribunales, sancionada por el Parlamento el 22/02/2007), en tanto trata de concretar la garantía del Estado de una vivienda digna, en normativa y medidas concretas.
Asimismo, el moderno concepto del derecho a la vivienda incluye también el derecho al hábitat, a un ambiente saludable, la preservación y enriquecimiento del patrimonio ecológico, natural y cultural, la planificación territorial y la gestión y ejecución de planes urbanos destinados a un asentamiento humano seguro.
Por los fundamentos expuestos peticionamos, a los Sres. Convencionales, que acompañen y sancionen el presente proyecto de reforma constitucional.

Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz – Gregorio D. Zabala – Santiago C. Reggiardo – Adriana De la Cruz de Zabal – Darío R. Gianfelici – María M. Haiek.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

X

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.011)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

CLÁUSULA ANTI NEPOTISMO

Artículo 1°: Incorpórese en la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, un nuevo artículo con el siguiente texto:

Artículo __: Ningún integrante de los órganos de control del Estado provincial podrá ejercer tal función si posee vinculación familiar hasta tercer grado de consanguinidad o de afinidad con el gobernador y/o vicegobernador de la Provincia, con los miembros titulares de la Legislatura o del Superior Tribunal de Justicia.

SCHVARTZMAN – DÍAZ (Carlos) – ZABALA – DE LA CRUZ DE ZABAL – HAIEK.

FUNDAMENTOS

El nepotismo –la inclusión de familiares cercanos en las estructuras de Gobierno– es considerado en general como uno de los vicios políticos más usuales. Para la Real Academia Española, nepotismo es la “desmedida preferencia que algunos dan a sus parientes para las concesiones o empleos públicos”. En la acepción que a nosotros nos interesa en este caso, debe señalarse que la finalidad de las conductas definidas por esta palabra es la de garantizar solidaridades que pasen incluso por encima de la legalidad. De hecho, los sistemas legales reconocen el derecho de los familiares cercanos a no declarar en contra de los sospechosos de haber cometido algún delito, porque reconoce la ley que las solidaridades familiares pueden dificultar llegar a la verdad.
Los constituyentes de 1933 recogieron esta prevención, y es por eso que en su artículo 161 establecieron que no podrán ser simultáneamente miembros del Superior Tribunal de Justicia “los parientes o afines dentro del cuarto grado civil, ni conocer en asuntos que hayan resuelto como jueces, parientes o afines dentro de dicho grado. En caso de parentesco sobreviniente, el que lo causare, abandonará el cargo”.
Los ilustres convencionales que consagraron la Carta Magna que hoy estamos reformando no incorporaron sin embargo, una cláusula que previera esta situación en los órganos de control del Estado, en donde aparece como necesario insertar la disposición que proponemos. Máxime habida cuenta de que esta Convención Reformadora ha establecido la obligatoriedad de concursos públicos de oposición y antecedentes para acceder al empleo público, lo cual obstaculiza que el nepotismo se haga carne, en el significado preciso que le da la Real Academia.
A partir de la aprobación de la presente iniciativa, en el control de la actividad del Estado, en los órganos que la Constitución provincial instituye para garantizar la transparencia de la función pública, no habrá ninguna duda ni resquicio para la práctica de este vicio que aspiramos a desterrar.
Por lo expuesto, invitamos a nuestros pares a consagrar esta cláusula en el texto constitucional, que entendemos imprescindible, dando íntegra sanción al presente proyecto que sometemos a consideración de la Convención Constituyente.

Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz – Gregorio D. Zabala – Adriana De la Cruz de Zabal – María M. Haiek.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Pasqualini.
SRA. PASQUALINI – Señor Presidente, el giro que se propone para este proyecto es a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, pero tratándose de inhabilidades e incompatibilidades relacionadas con integrantes de órganos de control, me parece prudente corregir el giro y que se trate armónicamente con todo el régimen de control en la Comisión de Control del Estado.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Se pone a consideración la propuesta de la convencional Pasqualini para que este proyecto en vez de ir a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, se gire a la Comisión de Control del Estado. Si hay asentimiento, así se hará.
–Asentimiento general de los señores convencionales. 

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, se gira a la Comisión de Control del Estado.
Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee: 
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PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.012)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

BANDERA ENTRERRIANA

Artículo 1°: Incorpórese en la sección I, Declaraciones, Derechos y Garantías, de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, a continuación del actual artículo 4, el siguiente artículo:

Artículo ____: El Estado entrerriano establece como bandera propia la de las dos franjas azules horizontales en los extremos, y blanca en el medio, con el festón rojo punzó en diagonal descendente, reconocida como la bandera federal, de los Pueblos Libres o de José Artigas, a quien reconoce como padre del federalismo y fuente de los principios democráticos y republicanos que rigen en Entre Ríos.

SCHVARTZMAN – HAIEK.

FUNDAMENTOS
Ya entrados en el siglo XXI se mantiene una polémica, aunque circunscripta al ámbito académico, sobre la verdadera bandera entrerriana. Bandera que se ha izado y arriado en varias ocasiones pero, ¿cuál debe utilizarse? Casi todos los historiadores coinciden en que la artiguista es la primera que se enarboló como emblema de entrerriana. El profesor Facundo Arce señala el momento en que se hizo y la describe, “Como símbolo del ideal federalista, después del Espinillo. En Paraná (Eusebio) Hereñú habría hecho flamear la bandera celeste y blanca, con una franja roja, diagonal del ángulo superior izquierdo al ángulo inferior derecho, la misma que enarbolara Ramírez hasta su muerte y la misma que vemos enarbolar en nuestros días”1.
Es cierto: para quien no es entrerriano o no la conozca, a golpe de vista el primer comentario será: “Es la argentina con una banda roja”, y también es cierto, porque es creación de Don José Artigas, quien es hoy el máximo héroe uruguayo, pero por entonces era solamente oriental –a pesar de la historiografía porteña–, y al emblema de Belgrano –que también era el suyo– le incorporó el rojo, símbolo del federalismo anhelado. Esa banda roja ha dado que hablar, o escribir, acerca de su significado: “Una banda roja, de la que diría el poeta oriental Zorrilla de San Martín que sangra por su veta diagonal; pabellón tricolor concebido por don José Gervasio Artigas, en él se identificaban los Pueblos Libres y se distinguían de Buenos Aires, pero sobre todo para no olvidar la sangre derramada de los que lucharon por la independencia y contra el centralismo agobiante de Buenos Aires.”2
Para el periodista y escritor Ernesto Bourband T., quien opta por una exégesis botánica, cuando Hereñú proclamó la adhesión a la Liga de los Pueblos Libres lo hizo “enarbolando por primera vez la bandera de la facción, inspirada por Artigas. Es la misma bandera argentina con tres franjas horizontales celeste-blanca-celeste y una diagonal con el color de la pasión: roja como la sangre gaucha que tiñe la zarza de los caminos selváticos, que trepando a las ramas por el itinerario de la savia del tronco, se convierte en flor de ceibo o se transfiere en canto bajo el copete del cardenal” 3
Esta bandera –que fue el pabellón victorioso alzado en la batalla de Cepeda, concretó el Tratado de Pilar; sobre el que se organizó con forma republicana federal nuestro país– se mantuvo en la cima de los mástiles entrerrianos hasta el fin de la República de Entre Ríos. Ya con Lucio Mansilla en el poder una convención provincial por decreto del 12 de marzo de 1822, ordena que no se enarbole en la provincia otro pabellón que no sea el celeste y blanco “compuesto de dos fajas azules horizontales a los centros y una blanca al medio en las misma forma, está sancionado y mandado poner en todas las plazas puertos y buques de la nación como en todos los lugares y provincias, por la asamblea general del Año XIII” 4.
Mansilla era porteño, y esta bandera, mal que nos pese hoy, se veía por entonces como exclusivamente porteña. Incluso entrerrianos como Martiniano Leguizamón llegaron a sostener: “Con excelentes razones habíase abolido la bandera federal creada por Artigas –que no era la azul y blanca histórica porque tenía atravesado su paño por una faja diagonal roja– imponiéndose el pabellón sancionado por la Asamblea Constituyente del año XIII” 5. El hombre, en una típica actitud de intolerancia, no perdonó nada en la simbología ramiriana ni siquiera los escudos sobrevivieron, anuló tanto el de la balanza como el de la pluma de ñandú y, los cambió por el hoy vigente, con alguna modificación: “Timbrando el blasón del escudo entrerriano con una estrella blanca sobre el campo de grana, como un símbolo propiciatorio que guiaría el destino de la nueva Provincia que surgía entre charcas de sangre y el encono de las batallas.” 6
Mientras, el resto de las provincias, influidas por la prédica artiguista, combinaban en sus pendones el rojo color, símbolo del federalismo. Habrá que esperar más de diez años para enarbolar una bandera tricolor nuevamente, pero no será la misma. Después de uno de los tantos levantamientos de Ricardo López Jordán –secundado por Justo José de Urquiza–, llegarán a un acuerdo los insurrectos con el goberador Pascual Echagüe, en 1833, en el armisticio, además de definir el reparto del poder, convinieron la creación de una nueva bandera. “Un símbolo del acuerdo alcanzado fue la decisión, en diciembre de 1833, de reemplazar la bandera de Buenos Aires, adoptada como enseña entrerriana en 1822, por otra distintiva de la provincia” 8.
Zinny en su “Historia de los gobernadores” señala el por qué del diseño “Años después a fin de evitar las tropelías cometidas en el puerto de Buenos Aires con buques de Entre Ríos el gobernador obtuvo de la Legislatura la sanción de la Legislatura la sanción de la ley del 28 de diciembre de 1933, por la cual se dispuso: que, en lo sucesivo no se usará sino el pabellón tricolor con tres fajas horizontales, debiendo ser la blanca la del centro, azul y colorada la de los lados, poniéndose en la parte superior la azul hasta la mitad de la bandera y el mismo escudo en el centro”9
Atravesando el tiempo en más de 150 años, el 25 de marzo de 1987, el gobernador Sergio Montiel expidió el Decreto Nº 897, que estableció como emblema provincial “la bandera federal adoptada por el General Francisco Ramírez como emblema de la República de Entre Ríos, creada por el General José Gervasio de Artigas, y enarbolada en la Bajada del Paraná por el caudillo entrerriano Dn. Eusebio Hereñú en 1815, al incorporarse la Provincia a la Liga de los Pueblos Libres”.10
Fue en ese momento en que estalló la polémica, el polígrafo uruguayense nacido en General Campos, Pablo Schvartzman, rebatió este decreto sosteniendo “que la verdadera bandera entrerriana es la que aprobó la legislatura provincial con fecha 25 de diciembre de 1833” 11 Y señaló que el investigador Andrés García ya en 1933 en El Telégrafo de Concepción el Uruguay escribía sobre este tema y en forma urgente pedía “rectificar este burdo error” 12
Veamos qué sostiene cada posición:

1º. El principio jurídico que sostiene que una ley no puede ser derogada por un decreto. Este sería el caso.

2º Según el historiador Agustín Beraza –tal vez basado en Benigno T. Martínez– la bandera izada por Hereñú, en 1815 “se componía de tres franjas horizontales divididas en dos mitades, en la parte contra el asta, eran los dos extremos celestes y centro blanco y en la otra mitad punzó aquellos y el mismo centro”13. Es decir que coincide con la establecida por Echagüe.

3º Urquiza y otros gobernadores adoptaron esta bandera durante el siglo XIX.

4º Fue usada en Caseros, Cepeda, Pavón y en el Paraguay.

¿Y que hay a favor del uso de la enseña artiguista?

1º Ramírez siempre utilizó la bandera con la franja diagonal en sus batallas.

2º Fue relegada por un gobernador relegada.

3º Es de uso corriente. Que Don Andrés García ya protestase en 1933, así lo demuestra.

4º Es emblema conocido en todas las provincias y utilizada por nuestros embajadores políticos, sociales, culturales y deportivos.

Sr. Presidente:

Esta Bandera, que es la misma que abrió esta Histórica Convención, es el símbolo más acabado de nuestra pertenencia. Emblema de nuestra raíz federal surgida en el pensamiento y acción del General de los Pueblos Libres José Gervasio Artigas, máximo referente de las ideas de federación, igualdad, república y democracia, atraviesa dos siglos de historia entrerriana, y hoy flamea en las escuelas y universidades de la provincia, en sus despachos oficiales provinciales y departamentales.
Es la bandera que enarbolaron nuestros primeros caudillos, como Eusebio Hereñu, Francisco Ramírez y Ricardo López Jordán, continuando la huella del “Profeta Artigas”, al decir de Aníbal Sampayo.
Desde el bloque del Partido Socialista, hacemos propias las palabras de Agustín Beraza: “Resulta evidente que la bandera caracterizada por la diagonal roja ha despertado siempre en el espíritu popular una honda conmoción anímica, producto de la gestación histórica de su origen. Es una bandera que une, a la tradición de Libertad, que secularmente la acompañara, el prestigio de su rebeldía y el del doloroso sacrificio de un Pueblo.” 14 y levantamos los principios del federalismo artiguista, de autonomía, descentralización y república.
Convocamos a esta asamblea y por los fundamentos expuestos peticionamos a los Sres. Convencionales, que acompañen y sancionen el presente proyecto de reforma constitucional.
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Américo Schvartzman –María M. Haiek.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
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PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.013)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

RÉGIMEN MUNICIPAL

Artículo 1°: Modifíquese la Sección VIII de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, por los siguientes textos:

Artículo I: Se reconoce al municipio como una comunidad socio política, cultural, natural y esencial con vida propia sostenida en un desarrollo socio cultural y socio económico suficiente en la que, unidas por lazos de vecindad y arraigo, los habitantes del mismo concurren en la búsqueda del bien común. Esta Constitución asegura el régimen municipal basado en la autonomía política, administrativa y económica financiera de las comunidades. Los municipios serán autónomos, independientes de todo otro poder, pudiendo establecer su propio orden normativo mediante el dictado de cartas orgánicas, gobernándose conforme al mismo y con arreglo a la Constitución Nacional y Constitución Provincial.

MUNICIPIOS Y COMUNAS

Artículo II: Todo centro de población de más de quinientos habitantes dentro del ejido, constituye un municipio, que será gobernado por una corporación municipal, con arreglo a las prescripciones de esta Constitución. Las comunidades que reúnan una población estable mínima de habitantes que se determine legalmente y que no alcancen al mínimo previsto para ser municipios se reconocerán como comunas, teniendo el marco de autonomía que establezca la ley.

Artículo III: Los municipios tendrán dos departamentos, uno ejecutivo y otro deliberativo. El Ejecutivo será ejercido por un intendente y un vice intendente. El Concejo Deliberante estará compuesto de concejales, con la siguiente composición:

- Hasta 5.000 habitantes: 7 concejales.

- Más de 5.000 habitantes: 10 concejales.

- Más de 50.000 habitantes: 12 concejales.

- Más de 100.000 habitantes: 14 concejales.

El vice intendente ejercerá la presidencia del Concejo Deliberante, debiendo elegirse a su vez, vice presidentes primero, segundo y tercero. En los municipios de más de 5.000 habitantes, los concejales no podrán ser ad honorem.
DURACIÓN DE MANDATO
Artículo IV: El intendente, vice intendente y los concejales duran cuatro años en su función, y en caso de ser reelegidos, no podrán serlo por más de un período consecutivo.

CONDICIONES PARA SER ELECTO

Artículo V: Para ser electo Intendente, Vice Intendente y concejales se requiere ser mayor de 18 años, con dos años como mínimo de residencia en la ciudad y estar incluido en los padrones electorales de la misma.

INMUNIDAD Y RESPONSABILIDAD DE FUNCIONARIOS
Artículo VI: Los concejales, intendente y vice intendente gozan de inmunidades por las opiniones vertidas y los votos emitidos.

Artículo VII: Los concejales, intendente e vice intendente, tienen las mismas incompatibilidades que los Diputados y Senadores Provinciales y son civil y penalmente responsables de sus actos en el ejercicio de la función. Los representantes de los gobiernos municipales deberán rendir cuentas de su gestión periódicamente. Estos períodos no deberán superar los tres meses, y la información deberá ser otorgada en forma clara, precisa, y a través de medios de comunicación idóneos al efecto.

ACEFALÍA, RENUNCIA, DESTITUCION
Artículo VIII: En los casos de muerte, destitución, renuncia o impedimento, parcial o definitivo, el vice intendente reemplaza al intendente por el período que dure para finalizar el mandato. En caso de ausencia definitiva del intendente o vice intendente, quien reemplaza al mismo es el/la presidente/a del Concejo Deliberante.

PADRÓN ELECTORAL

Artículo IX: El padrón electoral del municipio estará compuesto por los ciudadanos nativos o que con dos años de residencia en la ciudad mayores de 16 años. Asimismo todo aquel extranjero con dos años o más de residencia en el país y que se sepa leer y escribir, será incluido en el padrón.

REVOCATORIA DE MANDATO

Artículo X: El electorado podrá pedir la revocatoria de mandato del intendente, vice intendente y concejales en ejercicio. Para ello, deberá haber pasado un año por lo menos del inicio del mandato y no restarle menos de 9 meses para la finalización del mismo. Para habilitar la revocatoria de mandatos, se deberá juntar la firma del 5% (cinco por ciento) en los municipios y del 10% (diez por ciento) en las comunas del total del padrón electoral y presentarlo a la Junta Electoral Municipal. Una vez presentada esta cantidad mínima de firmas, se habilitará, en los lugares que disponga el Tribunal Electoral un registro de firmas, para que los empadrones firmen, por un término de treinta días, al cabo del cual se deberá haber reunido el 20% (veinte por ciento) del total del padrón, como mínimo para que se habilite la Consulta Popular. Si se llega al piso de firmas establecidos, la Junta Electoral convoca en un plazo de sesenta días a Consulta Popular y en el caso de obtener una cantidad de votos igual o superior al 50% (cincuenta por ciento) del padrón electoral, el/a funcionar/a será destituido de su cargo y será reemplazado por su suplente legal.

REGIONALIZACIÓN Y FUSIÓN
Artículo XI: Los municipios podrán asociarse o crear regiones, a los fines de prestar de forma más eficientes los servicios. En ese caso se deberá aprobar ordenanza en cada uno de los municipios intervinientes que deberá ser aprobada por mayoría absoluta de sus miembros.

Artículo XII: Los municipios co-lindantes se pueden fusionar, en cuyo caso, en cada uno de ellos se deberá realizar una Consulta Popular, convocada por Ordenanza, que deberá contar con el voto afirmativo de por lo menos el 50% del padrón electoral.

COMPETENCIA DE LOS MUNICIPIOS
Artículo XIII: Se reconoce la siguiente competencia a los municipios:

a) Ordenar y organizar su territorio en uno o varios distritos.

b) Determinar su forma de gobierno y establecer las atribuciones de sus órganos.

c) Convocar a comicios para las elecciones de sus autoridades.

d) Establecer el procedimiento administrativo y organizar la Justicia de Faltas

e) Establecer sistema de revisión de cuentas y de legalidad de los actos de gobierno.

f) Crear los órganos de Policía Municipal con competencia exclusiva en materia de faltas.

g) Convocar a Consulta Popular, Iniciativa, Referéndum, Plebiscito, Audiencia Pública y Revocatoria de Mandato.

h) El Juzgamiento político de sus autoridades.

i) Establecer, recaudar y administrar sus recursos económicos y financieros.

j) Nombrar, promover y remover a los agentes municipales, conforme a los principios de la presente, respetando la carrera administrativa.

k) Realizar las obras públicas y prestar los servicios públicos de naturaleza o interés municipal, por administración o a través de terceros.

l) Ejercer sus funciones político administrativas y en particular el poder de policía, con respecto a las siguientes materias: 1) Salud pública, asistencia social y educación, en concurrencia con la Provincia; 2) cementerios, apertura, construcción y mantenimiento de calles, puentes, plazas, paseos y edificios públicos; 4) planeamiento y desarrollo urbano y rural, vialidad, planes edilicios, política de vivienda, diseño y estética urbanos y control de construcción; 5) tránsito y transporte urbanos, y en forma concurrente con la Provincia, los interurbanos; 6) uso de espacios verdes, calles y subsuelos; 7) protección del medio ambiente, equilibrio ecológico y paisaje; 8) creación y fomento de instituciones culturales, artísticas y artesanales: 9) turismo, deportes y actividades recreativas; 10) espectáculos públicos.

RECURSOS
Artículo XIV: El municipio cuenta con los siguientes recursos:

a) Los impuestos, tasas por servicios, multas, derechos, contribuciones por mejores y todo canon que fije el mismo. En ningún caso el municipio fijará impuestos confiscatorios, debiendo tenderse a crear un sistema progresivo de fijación y percepción de tasas e impuestos.

b) Los montos que perciba por parte de la Nación y la provincia en concepto de coparticipación de impuesto.

c) Los impuestos a los automotores y rodados en general y un 50% de los impuestos inmobiliarios que fije la provincia.

COPARTICIPACIÓN DE IMPUESTOS PROVINCIALES
Artículo XV: Entiéndese como coparticipación a los recursos que remite la administración provincial a los municipios. En el régimen de coparticipación se deberán incorporar todos los impuestos o tributos actuales y/o a crearse que recaude la provincia, así como todos los fondos que perciba desde el gobierno nacional. En los montos coparticipables se deben incorporar los montos de regímenes especiales, como es el caso de la Comisión Administradora de Fondos Especiales de Salto Grande (CAFESG) y otros montos percibidos por la provincia de parte de la Nación, ya sea por explotación de recursos naturales o que no tengan afectación presupuestaria. Los montos de la coparticipación que correspondan a cada municipio se deberán depositar en las cuentas autorizadas de cada uno, en forma diaria, no pudiendo bajo ninguna circunstancia alterarse o modificarse. Los municipios percibirán como mínimo el 40% de los fondos con que cuente la provincia. La legislatura, por mayoría absoluta de sus miembros, sancionará una ley que fije los porcentajes a percibir por cada municipio, debiendo tenerse en cuenta la cantidad de habitantes y condiciones socio-económicas, y en el caso de los provenientes de CAFESG, el 65% se destinará a los municipios del río Uruguay.

PUBLICIDAD DE LOS ACTOS DE GOBIERNO
Artículo XVI: Todos los actos de Gobierno deben ser publicados en el medio más universal que permita la tecnología disponible, garantizando su plena difusión, especialmente aquéllos relacionados con la percepción e inversión de los fondos públicos y toda enajenación o afectación de bienes pertenecientes a la Municipalidad. La violación de esta norma provocará la nulidad absoluta del acto administrativo no publicitado, sin perjuicio de las responsabilidades políticas, civiles y penales de las personas intervinientes en él.

Artículo XVII: Los municipios deberán publicar en el medio más universal que permita la tecnología disponible trimestralmente el estado detallado de sus ingresos y gastos, y anualmente el inventario general y una memoria sobre la labor desarrollada.

Artículo XVIII: La información a que se refieren todos los artículos de publicidad de los actos de Gobierno, deberá ser: completa, detallada, actual, veraz y estar disponible en tiempo y forma para todas las personas físicas que la requieran, bajo pena de nulidad de los actos de gobierno de las penalidades que le correspondan a los funcionarios encargados de difundirla.

CARTAS ORGÁNICAS MUNICIPALES
Artículo XIX: Las Cartas Orgánicas Municipales, son sancionadas por convenciones convocadas por la autoridad ejecutiva local, en virtud de la Ordenanza respectiva, en fecha que no podrá coincidir con otras elecciones. La convención estará conformada por un número igual al doble de los concejales, debiendo respetarse la proporcionalidad en la elección y la igualdad de géneros. Los requisitos para ser convencional constituyente Municipal serán los mismos que para ser concejal y tendrán idénticos derechos, incompatibilidad e inhabilidades y percibirán una remuneración igual a éstos. La duración de la convención no podrá exceder un máximo de noventa días, pudiendo prorrogarse excepcionalmente por un plazo no mayor a treinta días.

CONTENIDO
Artículo XX: Las Cartas Orgánicas deberán asegurar:

a) El sistema representativo y republicano, con elección directa de sus autoridades y el voto universal, igual, secreto y obligatorio y de extranjero.

b) Las elecciones de autoridades municipales se fijará por Ordenanza municipal, pudiendo realizarse en fecha distinta a las restantes elecciones provinciales y/o nacionales.

c) La elección a simple pluralidad de votos para el órgano ejecutivo y un sistema proporcional, D’Hont, respetando la igualdad de géneros para el Concejo Deliberante.

d) Un Tribunal de Cuentas Municipales con elección directa y representación de las minorías.

e) Incluir los derechos de Iniciativa popular, Referéndum, Consulta Popular, Audiencias Públicas, Defensa del Consumidor y Revocatoria de mandatos.

f) El reconocimiento de las Comisiones de Vecinos, con participación en la gestión municipal y establecer los mecanismos de participación de vecinos e instituciones de la ciudad en la gestión pública.

g) La participación de los vecinos e instituciones en la elaboración de los presupuestos a través de mecanismos de presupuestos participativos.

h) Incluir un Defensor del Pueblo Municipal.

i) El procedimiento para su reforma.

j) Conformar un Consejo Económico y Social, asesor del Municipio, en cuya composición se contemplará la participación de entidades intermedias, como: Sindicatos, Universidades, Colegios Profesionales, Asociaciones de Consumidos, de comerciantes, etc.

k) Conformar Consejos de la Juventud, la Cultura y el Deporte, previendo amplia participación en su conformación. Estos Consejos, deberán ser consultados y elaborar propuestas que deberán ser tratadas por el Departamento Ejecutivo y el Concejo Deliberante.

SANCIÓN DE ORDENANZAS
Artículo XXI: Las ordenanzas serán sancionadas por mayoría de los miembros del Concejo Deliberante. Pueden tener inicio a través de un concejal, remitidas por el Departamento Ejecutivo, a instancia del Defensor del Pueblo o por Iniciativa Popular.

Artículo XXII: Una vez sancionada la ordenanza, se publicará en los medios masivos de comunicación y en un plazo de 30 días se convocará a Audiencia Pública a fin de que los vecinos propongan objeciones o modificaciones al texto de la ordenanza. Cumplida con la Audiencia Pública, se procederá a volver a tratar y sancionar el proyecto de Ordenanza.

Artículo XXIII: Para el caso de los empréstitos, estos no pueden superar el 25% del presupuesto anual en vigencia. Asimismo para la sanción de ordenanza de empréstito se necesita la aprobación de los dos tercios de los miembros del Concejo Deliberante.

COMPETENCIA
Artículo XXIV: En caso que la provincia delegue alguna función específica de su órbita a un municipio, se deberá al mismo tiempo proveer de los fondos necesarios para su efectivo cumplimiento. En este caso la delegación se efectuará por ley sancionada por mayoría absoluta de los miembros de la legislatura y aprobación por parte del Concejo Deliberante de la ciudad, con mayoría absoluta de sus miembros.

EMPLEADOS MUNICIPALES
Artículo XXV: Se garantiza a los trabajadores municipales, a través de sus organizaciones sindicales el derecho de negociación colectiva de sus condiciones de trabajo. El ingreso, ascenso, promoción de los empleados y empleadas municipales se regirá por concurso de antecedentes y oposición que garantice la igualdad de oportunidades. En ningún caso se podrá incorporar o promocionar empleados si no se cumple con los principios establecidos por la presente.

EMPRESAS MUNICIPALES
Artículo XXVI: El municipio, con el aval de los dos tercios del Concejo Deliberante, podrá crear empresas con capital municipal. Se garantizará la participación de usuarios y empleados municipales en la dirección de las empresas y organismos centralizados y descentralizados en los que tenga participación el estado municipal.

INTERVENCIÓN DE LOS MUNICIPIOS
Artículo XXVII: La intervención de los municipios se realizará por parte de la Legislatura Provincial cuando mediare falta grave al orden constitucional, acefalía o grave conflicto entre los poderes municipales. En este caso se realizará por ley especial de la Legislatura Provincial, debiendo contar con las dos terceras partes de los votos afirmativa. La intervención no podrá superar el plazo de noventa días.

EMBARGO DE LAS CUENTAS MUNICIPALES
Artículo XXVIII: Las cuentas municipales no podrán ser embargadas en más de un 20% del total de las mismas.

TRIBUNAL ELECTORAL MUNICIPAL
Artículo XXIX: Se conformará un Tribunal Electoral Municipal, quien será el encargado de resolver cuestiones electorales, realizar el escrutinio, confección de padrones, habilitación de mesas y escuelas. El mismo estará compuesto por tres miembros y será renovable anualmente:

- Un delegado del Departamento Ejecutivo

- Dos miembros del Concejo Deliberante, uno por la mayoría y uno por la primera minoría.

Los miembros del Tribunal Electoral no podrán ser candidatos a ningún cargo electivo.

SCHVARTZMAN – GIANFELICI.

FUNDAMENTOS

En la convocatoria a reforma de la Constitución provincial se habilitó la posibilidad que se modifique el régimen municipal. Se trata de uno de los temas fundamentales para generar las bases de una constitución progresista que fije las pautas básicas para el funcionamiento de los municipios. Así el Artículo 5 de nuestra Carta Magna nacional establece que "cada provincia dictará para sí una Constitución bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional, y que asegure su administración de justicia, su régimen municipal, y la educación primaria. Bajo estas condiciones el Gobierno Federal, garante a cada provincia el goce y ejercicio de sus instituciones."
Por otro lado el Artículo 123 de la C.N. expresa: “Cada provincia dicta su propia Constitución, conforme a lo dispuesto por el artículo 5 asegurando la autonomía municipal y reglando su alcance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero". Justamente este último artículo, es el que indica el camino que deben seguir las cartas magnas provinciales, asegurando en primer lugar la autonomía municipal, fijando para ello cuatro pilares básicos: institucional, político, administrativo, económico y financiero.
Nuestra actual Constitución fija una autarquía municipal, ya que poseen una auto-administración, por reglas que son fijadas por órganos de nivel superior, en nuestro caso la legislatura provincial, a través de la Ley orgánica de municipios 3001 y sus modificaciones. Si bien los municipios poseen competencia, ésta es delegada por el estado provincial, con el cierto riesgo que una ley quite o limite estas atribuciones. En los municipios autónomos la esfera de acciones de los municipios no es otorgada por el gobierno provincial sino que se le reconoce por el poder constituyente.

DEMOCRACIA DE PROXIMIDAD

Entendemos, con Jordi Borja, que los municipios, son los lugares del estado donde mejor se puede aplicar la democracia participativa. Son las autoridades municipales las que están más cerca de los ciudadanos, las que están “a mano de la gente”, y podemos ver como a menudo se les reclama a los intendentes y concejales cuestiones donde no tienen injerencia, como es el caso de salud, educación, seguridad, etc. Es allí en los municipios, desde donde tenemos que comenzar a cambiar de la democracia delegativa a la democracia participativa.
No hay razón valedera para que en la actualidad no haya institutos de participación a nivel municipal, como el caso de Presupuesto Participativo, Audiencias Públicas, Iniciativa Popular, Doble lectura para la sanción de ordenanzas, consultas Populares, etc. Debemos marchar hacia una realidad con ciudadanos y ciudadanas comprometidos con su realidad, dándoles la posibilidad y la responsabilidad de poder decidir sobre su presente y su futuro. Y a la vez, establecer que las Municipalidades gozan de autonomía, gobernando los intereses locales, sin injerencia de otros poderes y dictar sus Cartas Orgánicas, con arreglo a la Constitución Nacional y a la Constitución Provincial y gobernarse por ellas.
A partir de la sanción de esta iniciativa, cada municipio dictará su propia Carta Orgánica, cuya convocatoria será efectuada por Ordenanza Municipal. Las Cartas Orgánicas de cada municipio deberán respetar un sistema de gobierno democrático, representativo, con independencia de los demás poderes y respetar la proporcionalidad y la igualdad de género en las elecciones de sus autoridades. Deberán prever los principios del régimen de compras y contrataciones, órganos de control externo, de legalidad y de inversión de los fondos municipales -con autonomía funcional-.
Deberán poder crear impuestos tasas y contribuciones de mejoras en forma proporcional y progresiva, de acuerdo con la finalidad perseguida y con el valor o el mayor valor de los bienes o rentas y contraer empréstitos siempre que los servicios de la totalidad de los mismos no comprometan más de la cuarta parte de los recursos del presupuesto anual.
Las contribuciones de mejoras se fijarán teniendo en cuenta el beneficio recibido por quienes deban soportarlas. La facultad de imposición es exclusiva respecto de personas, bienes o actividades sujetos a jurisdicción municipal y en caso de concurrencia con la Provincia o la Nación deberá evitarse la doble imposición; sin perjuicio de mantener el derecho de participación en gravámenes directos o indirectos que recaude la Provincia, con un mínimo del cincuenta por ciento del producido del impuesto inmobiliario a favor de los Municipios y Comunas.
Quedarán comprendida en la competencia municipal de los municipios autónomos, en algunos casos en forma exclusiva y en otros en forma concurrente con la Provincia, además de la que actualmente poseen, la siguiente: 1) promoción del desarrollo local, 2) educación, 3) salud, 4) política social, 5) medio ambiente, 6) planeamiento urbano, 7) reconocimiento de la personalidad jurídica de las instituciones locales de la comunidad, 8) protección de su patrimonio histórico, 9) seguridad local, 10) administración de justicia en materia de pequeñas causas, determinándose la cuantía hasta la cual alcanzaría –todo en el ámbito territorial del municipio–, 11) legislar y administrar justicia en materia contravencional, de faltas y de tributos locales en el ámbito territorial del municipio, 12) exclusividad de competencia en materia de concesión y control de servicios públicos locales, 13) defensa de consumidores y usuarios, 14) en materia de relaciones interjurisdiccionales locales o regionales. Esto sin perjuicio de la inclusión de una cláusula general de reconocimiento a favor del Municipio de competencia en todas aquellas materias no reservadas exclusivamente a la Provincia por la Constitución Provincial y a la Nación por la Constitución Nacional.
La Ley Orgánica de Municipalidades y Comunas regirá para los municipios que no dictaren sus respectivas cartas orgánicas.
En nuestra propuesta también fijamos al Vice Intendente una función específica como lo es la de presidir el Concejo Deliberante, en este caso nos parece atinente seguir el modelo nacional y provincial, donde quienes resultan electos como gobernantes suplentes (vicepresidente y vicegobernador) tienen a su cargo la presidencia de las Cámaras de Senadores de la Nación y la Provincia, respectivamente. Entendemos, que al ser el Vice Intendente quien deba suplantar al titular del Departamento Ejecutivo, en lugar de dejarlo afuera de la estructura municipal, como ocurre actualmente, donde obran numerosos ejemplos de Intendentes Suplentes que se tuvieron que hacer cargo de las municipalidades, luego de dos años o más de la elección y que no estaban vinculados de ninguna manera al Ejecutivo, al darles esta función específica, el Vice Intendente dejaría de ser una figura decorativa.
En suma, la presente iniciativa aspira a consagrar al municipio como el eje y la cuna de nuestra democracia, de nuestra concepción federal de la organización, con un fortalecimiento importante y el cumplimiento, al fin, del mandato de la Constitución Nacional que es concurrente con el mandato histórico de la vida entrerriana. Por todo ello es que solicitamos a nuestros pares la aprobación de este proyecto. Cabe señalar que a los fines de facilitar el abordaje para la lectura y debate del presente, nos permitimos numerar de modo provisorio el articulado propuesto, utilizando la nomenclatura romana.

Américo Schvartzman – Darío R. Gianfelici.

–A la Comisión de Régimen Municipal.

XIII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.014)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

EDUCACIÓN VIAL

Artículo 1°: Incorpórese en la sección I, Declaraciones, Derechos y Garantías, de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el siguiente artículo:

Artículo ____: La educación vial se impartirá, con carácter obligatorio, en todos los  niveles y ámbitos que dependen de esta jurisdicción en la Provincia.
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FUNDAMENTOS
La propuesta de reforma que ponemos a consideración de esta Convención Constituyente se propone contribuir a prevenir lo que configura la principal causa de muertes en todo el territorio de las provincias unidas del Río de la Plata.
Las escuelas y sus docentes están en condiciones de realizar un importante aporte a la sociedad, complementario al que puede realizarse a través de otras instituciones y medios (como la familia, las organizaciones civiles, las de promoción de la salud, los medios masivos de comunicación, etc.) abriendo múltiples espacios y propuestas para la educación vial de sus alumnos.
La política de seguridad vial, señala el defensor del Pueblo de la Nación, Dr. Eduardo Mondino, forma parte “de la política general de protección de los Derechos Humanos”. Han sido superado los conceptos que llevaban a considerar los siniestros de tránsito como accidentes, y por el contrario, se entienden en la actualidad que son consecuencia de la suma de factores predeterminados y evitables. Uno de ellos: la falta de información, difusión, preparación, adiestramiento en las personas respecto del tema, en suma, la falta de educación vial.
La Argentina es el país con más accidentes de tránsito en América Latina y el primero en el mundo en muertes por esta causa, con un promedio de más de 27 víctimas fatales por día. No es preciso enumerar otras consecuencias irreparables de los siniestros, como lesiones discapacitantes y daños materiales. La realidad del tránsito en las ciudades y rutas del país y de Entre Ríos, y sus gravísimas consecuencias son tan evidentes que toda cifra que se inserte apenas si contribuye a reafirmarlo. Aparece un consenso social en el sentido de la urgente realización de acciones que aborden lo que ha sido calificado como “endemia social” por la Organización Mundial de la Salud. Y en esa dirección es que se ha planteado la instrumentación de un Plan Nacional de Educación Vial y de un Programa Nacional de Información y Difusión sobre la prevención de siniestros viales, entre otros aspectos.
Entre otros antecedentes que fundan la necesidad de que sea el propio texto de la Constitución el que establezca la obligación del Estado de impartir educación vial, debe consignarse que existen numerosos cuerpos normativos anteriores que ya lo establecían, con mayor o menor grado de detalle, en todos los ciclos de educación formal. En 1986, lo consagró una Ley nacional específica, Nro. 23.348. El Decreto 692/92, también lo disponía. La Ley 24.449 (Ley Nacional del Tránsito) establece un extenso artículo al respecto (art. 9, en su inciso a) que dispone “Incluir la educación vial en los niveles de enseñanza preescolar, primario y secundario”).
La ley provincial de Entre Ríos Nº 8963, sancionada en noviembre de 1995, adhiere a la ley nacional, por lo cual en nuestra provincia la educación vial es obligatoria, en virtud del mencionado artículo 9. Sin embargo nuestra provincia no ha establecido una política clara al respecto. En 2005 el Consejo General de Educación dejó sin efecto el Programa de Educación Vial SEDUVIAL, y aunque esto fue motivo de pedidos de informe no contestados en el ámbito de la Legislatura provincial, hasta la fecha no se ha avanzado en la obligación de implementar la materia educación vial en todas las escuelas, niveles y modalidades educativas.
Nuestra provincia tiene una base donde sustentarse en función de este objetivo: el manual entrerriano de Educación Vial, "Señal de Vida", fue designado referente pedagógico del país entre todos sus pares, presentados por los representantes educativos de las provincias argentinas, durante el encuentro de la Comisión Nacional de Educación, desarrollada en Merlo, San Luis. Allí los representantes acordaron, en forma unánime, que el manual aborda la temática de la Educación Vial, a través de un pedagógico y didáctico análisis de la legislación vigente.
A partir de sancionar la presente iniciativa, deberá capacitarse a nuestros docentes para la generación de herramientas eficientes para el dictado de la materia, ya que educación vial no es enseñar las señales, sino formar en valores en el comportamiento. Es, antes que respetar la norma fría, valorar los derechos humanos de la vida y la integridad física, la cortesía y el respeto a sí mismo y a los demás.
Por los fundamentos expuestos peticionamos a los Sres. Convencionales, que acompañen y sancionen el presente proyecto de reforma constitucional.

Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz – Gregorio D. Zabala – Adriana De la Cruz de Zabal – María M. Haiek – Santiago C. Reggiardo – Darío R. Gianfelici.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.015)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
CONSEJOS DEPARTAMENTALES DE EDUCACIÓN
Artículo 1°: Modifíquese el artículo 208 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, que quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo __: “Habrá en cada departamento un Consejo Departamental de Educación, presidido por un Director Departamental y compuesto de ocho miembros, ad-honórem, en representación de la comunidad escolar. Tendrán las atribuciones que determine la ley.

Los miembros de los Consejos serán elegidos por sus pares en la siguiente proporción: dos docentes, dos representantes de las cooperadoras, dos alumnos, dos  representantes de los municipios del departamento, debiendo pertenecer a distintas fuerzas políticas”.

Artículo 2º: Cláusula transitoria: La Honorable Legislatura dictará la ley reglamentando la forma de elección de los representantes de cada uno de los sectores en los Consejos Departamentales, antes de transcurridos los 120 días de sancionada la Constitución.
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FUNDAMENTOS
La Constitución de 1933 consagró una mecánica para la organización y la administración de la escuela pública que no excluía la participación vecinal en el ámbito del departamento, aspiración que queda expresada en la redacción original del artículo 208 cuya actualización postulamos. Allí se expresaba: “Habrá en cada departamento un consejo escolar compuesto de cinco miembros nombrados, ad-honórem, por el Consejo General de Educación, de una lista de diez vecinos formulada por las corporaciones municipales. Tendrán las atribuciones que determine la ley”. Esos consejos no se pusieron en práctica, lamentablemente, por una pluralidad de razones, pero es evidente que la intención expresa del constituyente de 1933 apostaba a una participación democrática en el ámbito de aplicación más próximo del gobierno de la educación. La reforma en marcha permite recobrar el sentido original de aquella disposición y, dejando en claro su expresa habilitación por la ley de convocatoria, ponerlo al servicio de las más actuales tendencias de la democratización del gobierno de la educación.
No queremos reiterar las razones desarrolladas en otras iniciativas tendientes al mismo objetivo, como aquella en la que postulamos la incorporación de los derechos de los miembros de la comunidad educativa a intervenir en la organización, planificación y administración del sistema educativo en Entre Ríos. Es que estamos convencidos de que la democracia se fortalece y aún corrige sus errores, sólo con más democracia. Y como lo señalaba Norberto Bobbio, una sociedad es tanto más democrática en cuanto pone al alcance de cada vez mayor número de sus miembros, los mecanismos de toma de decisiones. La participación ciudadana debe expresarse, entonces, en todos y cada uno de los aspectos que hacen a nuestra estructura institucional.
Pero es en la educación, especialmente, donde la participación permitirá abordar los nuevos desafíos de un mundo en crisis, porque la escuela no sólo enseña a través de los contenidos explícitos, es decir curriculares: también enseña a través de su práctica institucional. Dentro de la teoría de acción, se plantean dos dimensiones interesantes: la teoría explícita y la teoría en uso. La primera es la que toda organización expresa en forma oral o escrita a través de diversos documentos que norman y/o regulan los procesos administrativos. La segunda, es la que gobierna o condiciona la acción.

Se trata, en suma, de la teoría que construyen los sujetos a partir de valores, normas, estrategias y supuestos y que se hace observable a través de la práctica concreta. Si la acción institucional no es democrática, inclusiva, integradora, pluralista, de los mismos sectores que integran la institución, por más que los contenidos curriculares versen sobre la vigencia del sistema democrático y la Constitución, la enseñanza implícita tendrá poco de democrática.
Por todo lo expuesto, invitamos a nuestros pares a dar íntegra sanción al presente proyecto que sometemos a consideración de la Convención Constituyente.

Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz – Gregorio D. Zabala – Adriana De la Cruz de Zabal – María M. Haiek – Santiago C. Reggiardo – Darío R. Gianfelici.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
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PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 1.016)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
DERECHOS DE LOS INTEGRANTES DE LA COMUNIDAD EDUCATIVA
Artículo 1°: Incorpórese en la sección I, Declaraciones, Derechos y Garantías, de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el siguiente artículo:

Artículo __: Los miembros de la comunidad educativa de la provincia tienen derecho a:

a) Intervenir en la definición de los planes y presupuestos del área, conforme a lo que establece esta Constitución y la ley que reglamente dicha participación;

b) Integrar los consejos directos o consultivos de los establecimientos educativos de todo nivel que funcionan en la provincia;

Se comprende como miembros de la comunidad educativa a: los trabajadores de la educación, docentes y no docentes; los alumnos de los distintos niveles; los integrantes de cooperadoras escolares y otras organizaciones de fines concurrentes reconocidas por las autoridades del área; y los gobiernos municipales.

SCHVARTZMAN – ZABALA – HAIEK – GIANFELICI.

FUNDAMENTOS

La ley de necesidad de la reforma de la Constitución provincial Nº 9768, habilita el tratamiento de mecanismos de participación popular en las distintas instancias de toma de decisiones del gobierno, en el inciso 1º de su primer artículo. La propuesta que presentamos tiende a garantizar el derecho de todos los miembros de la comunidad educativa a intervenir efectivamente en las decisiones que refieran a ese ámbito, y de ese modo contribuir a superar un déficit de nuestra democracia representativa e ir avanzando hacia una democracia participativa.
A 90 años de la Reforma de 1918 que consagró por primera vez en nuestra historia la idea de que el sistema educativo (en ese caso en el ámbito universitario) debía ser democratizado incorporando a su gobierno a los estudiantes como “demos”, como base esencial, como pueblo soberano de la ciudadanía universitaria, pero también a los diferentes sectores integrantes del mismo, nos parece profundamente democratizador y transformador garantizar este derecho en el texto constitucional.
Por otro lado, todas las tendencias modernas de las ciencias de la educación confluyen en la dirección de  profundizar la democratización del poder escolar. En este sentido, la nueva Ley nacional de Educación, 26.206, declara en su Capítulo II “Fines y objetivos de la política educativa nacional”, Artículo 11, en el inciso i), la intención de “Asegurar la participación democrática de docentes, familias y estudiantes en las instituciones educativas de todos los niveles”. No parece necesario abundar en las razones profundas y a esta altura casi universales que explican la pertinencia de que los trabajadores de la educación, docentes y no docentes; los integrantes de cooperadoras escolares y otras organizaciones de fines concurrentes reconocidas por las autoridades del área; y los gobiernos municipales, estén activamente en la definición de políticas del sector educativo.
No faltará la objeción desde algún sector acerca de la conveniencia de que los alumnos “de todos los niveles” tengan participación en los ámbitos de decisión. En referencia a esto digamos con toda claridad que no estamos excluyendo a ningún alumno: este criterio es inclusivo de los niños de los niveles iniciales, obviamente que siempre conforme a lo que establece la Constitución y la ley que reglamente dicha participación. Pero no está de más recordar que la Declaración de los Derechos del Niño, que tiene rango constitucional en la Argentina, establece en su “Principio 7”, que el niño “tiene derecho a recibir educación (...) que le permita, en condiciones de igualdad de oportunidades, desarrollar sus aptitudes y su juicio individual, su sentido de responsabilidad moral y social, y llegar a ser un miembro útil de la sociedad”. Y la Convención sobre los Derechos del Niño, en su artículo 12, obliga a los Estados partes a “garantizar al niño que esté en condiciones de formarse un juicio propio el derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos que afectan al niño, teniéndose debidamente en cuenta las opiniones del niño, en función de la edad y madurez del niño”. Con el mismo objeto, señala en su inciso 2: “Con tal fin, se dará en particular al niño oportunidad de ser escuchado, en todo procedimiento judicial o administrativo que afecte al niño, ya sea directamente o por medio de un representante o de un órgano apropiado, en consonancia con las normas de procedimiento de la ley nacional”.
Es conveniente señalar que el 27 de setiembre de 1990 la Cámara de Diputados de la Nación ratificó la Convención Sobre Derechos del Niño (Naciones Unidas (1989), con la sanción de la Ley 23.649. Sobre este mismo tema, concluimos señalando que ya hay experiencias exitosas de Consejos de Niños que buscan constituir espacios institucionales de participación: en Rosario, la ciudad cuenta con seis Consejos de Niños que funcionan actualmente en cada uno de los distritos descentralizados de la misma. También llamados “fábricas de ideas”, están conformados por niños y niñas de 10 a 14 años que se reúnen sistemáticamente los sábados por la mañana, durante 2 ciclos lectivos. “Dar la palabra a los niños, habilitándolos como ciudadanos de derecho es uno de los objetivos que propone el Proyecto ‘La Ciudad de los Niños’, explican sus impulsores. También en la ciudad de Córdoba se encuentra en marcha, así como en diferentes centros urbanos de Italia, donde surgió el proyecto original de Francesco Tonucci.
Volviendo a la nueva Ley de Educación, en el proceso de elaboración de esa nueva ley, y más allá de críticas y limitaciones, se desarrolló una fase de consultas a instituciones y especialistas, se impulsó un debate general con jornadas en escuelas, con invitación a diversos sectores de la sociedad civil organizada, y cinco meses de debate para intentar remontar una nueva ley que revierta trece años de destrucción sostenida de la escuela pública.
En Entre Ríos, por otro lado, se inició desde la actual gestión, una política que tiene como eje la creación de Mesas de Educación en cada departamento de la provincia, precisamente con objetivos como “generar un lugar de encuentro de la comunidad entrerriana para poner en el centro del debate la cuestión educativa”, “habilitar espacios de participación y compromiso ciudadano”, “favorecer el protagonismo y la participación de la comunidad académica y profesionales de la educación”, “propiciar acuerdos estratégicos para el fortalecimiento de la educación como instrumento fundamental de desarrollo” y “sensibilizar a todos los ciudadanos en el derecho social y personal a la educación”.
En ese mismo sentido se propone esta iniciativa, por lo que solicitamos a nuestros pares la aprobación íntegra de la misma.

Américo Schvartzman – Gregorio D. Zabala – María M. Haiek – Darío R. Gianfelici.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
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PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 1.017)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
CONCURSOS DOCENTES DE INSTITUTOS PRIVADOS
Artículo 1°: Incorpórese en el siguiente artículo en la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, a continuación del actual artículo 209:

Artículo __: Todos los cargos docentes sostenidos por el presupuesto provincial,  tanto en establecimientos públicos de gestión estatal como de gestión privada, deberán ser cubiertos mediante el mismo régimen de concursos establecido por ley, garantizando la igualdad de oportunidades, la idoneidad y la no discriminación.

SCHVARTZMAN – DÍAZ (Carlos) – ZABALA – REGGIARDO – DE LA CRUZ DE ZABAL – GIANFELICI – HAIEK.

FUNDAMENTOS

En nuestro país, el principio de igualdad ante la ley, está reconocido en el artículo 16 de la Constitución Nacional: Todos sus habitantes son iguales ante la ley, y admisibles en los empleos sin otra condición que la idoneidad. Ese principio, el derecho de todos –en función de su idoneidad, objetivamente demostrada– a acceder a un empleo, es consustancial a una democracia participativa.
Aquí se encuentra una expresa directiva de los constituyentes de 1853 referida a la admisión en la función pública sólo de las personas que sean idóneas. Este requisito, previsto en la cláusula que consagra el derecho a la igualdad, constituye una exteriorización expresa acerca de la distinción fundamental para acceder a un cargo público –aquélla que permitiría inclinar la balanza– es la idoneidad.
Sin embargo, en nuestra provincia pervive una flagrante violación a este principio que es consentida por el Estado provincial, y que el presente proyecto de texto constitucional pretende remediar: los cargos docentes en instituciones públicas de gestión privada, que son financiados y sostenidos con el aporte público, son cubiertos mediante una mecánica que viola a todas luces este precepto.
Con la presente iniciativa pretendemos eliminar esta desigualdad, eliminando una discriminación actual entre trabajadores de la educación que se ven imposibilitados de acceder a horas cátedra que, a los efectos de los alcances de la Educación Común en los términos que lo consagra la Constitución Entrerriana, no tienen ninguna otra diferencia entre sí con aquellos para los cuales se exige una compulsa reglamentada por ley.
Por todo lo expuesto, invitamos a nuestros pares a dar íntegra sanción al presente proyecto que sometemos a consideración de la Convención Constituyente.

Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz – Gregorio D. Zabala – Santiago C. Reggiardo – Adriana De la Cruz de Zabal – Darío R. Gianfelici – María M. Haiek.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
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PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 1.018)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
LIBERTAD DE EXPRESIÓN/MONOPOLIOS COMUNICACIÓN

Artículo 1º: Incorpórese en la sección I, Declaraciones, Derechos y Garantías, de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, a continuación del actual artículo 10, el siguiente artículo:

Artículo____: El Estado garantiza la libertad de expresión, de opinión y de información, y el pluralismo y respeto a las culturas, las creencias, las corrientes de pensamiento y de opinión en todos los medios de comunicación social. Se reconoce la cláusula de conciencia a los trabajadores de la comunicación. Los medios asegurarán la rectificación o réplica gratuita con idéntica extensión y en un plazo adecuado, a cualquier persona que se considere afectada por informaciones inexactas o agraviantes.

Los medios de comunicación no podrán conformar, de manera directa o indirecta, monopolios u oligopolios, públicos o privados, y la Legislatura establecerá normas contra la concentración multimedial. La ley limitará las inversiones públicas o privadas en los medios de comunicación cuando atenten contra los intereses generales.

El Estado apoyará la creación y mantenimiento de medios de comunicación comunitarios y cooperativos en igualdad de condiciones y oportunidades.

El Estado protege la reserva de las fuentes de información, apuntes y archivos personales y profesionales a todos los comunicadores.

SCHVARTZMAN – HAIEK.

FUNDAMENTOS

El presente proyecto completa una trilogía que se propone complementar el derecho de todo entrerriano a su inalienable libertad de expresión, en todas sus formas y requisito indispensable para la existencia misma de una sociedad democrática. Como quería Artigas en las instrucciones a los diputados del Pueblo Oriental: “La libertad en toda su extensión imaginable”.
Esa libertad, como diría Rosa Luxemburgo, siempre es libertad para disentir. “La libertad siempre es libertad para quien piensa distinto”. Por eso establecemos el requisito de que los medios garanticen el pluralismo y al mismo tiempo la “cláusula de conciencia” para los trabajadores de la comunicación: así como en nuestro proyecto de distribución equitativa de la publicidad oficial nos proponemos evitar que los medios sean presionados con un mecanismo arbitrario de reparto de recursos, en este caso aspiramos a asegurar que los comunicadores no puedan ser cooptados bajo la amenaza de perder su trabajo, para difundir o publicar aquello que violenta su criterio de ética, verdad o responsabilidad profesional, por intereses de los propietarios de los medios.
También establece esta iniciativa que los medios asegurarán la rectificación o réplica gratuita con idéntica extensión y en un plazo adecuado, a cualquier persona que se considere afectada por informaciones inexactas o agraviantes. Lo cual debe entenderse claramente, no incluye la crítica política, deportiva o artística, sino que se ciñe con prístina claridad, a datos inexactos o calificativos agraviantes, sin que ello obstaculice cualquier otra vía de reclamo o de sanción prevista por la ley.
Otro aspecto de esta iniciativa tiene relación con el avance y consolidación de los complejos multimediales, donde un grupo de empresas tiene el control, manejo y propiedad de la circulación de información, y que se presenta como un telón de fondo a partir del cual se monta el sistema de medios actual. Es por ello que el derecho al pluralismo informativo y a la libertad de expresión, según lo establece la Convención Americana de Derechos Humanos (conocida también como “Pacto de San José de Costa Rica”) en su Artículo 13, se encuentran limitados por la existencia de monopolios y oligopolios.
La concentración multimedial implica la acumulación de varios medios en pocas manos, mientras que el monopolio se caracteriza por la existencia de una o pocas voces que atentan contra el pluralismo informativo. Por otro lado, el oligopolio se trata de una concentración de la propiedad de medios, en forma indirecta, con una uniformidad del mensaje.
El punto 12 de la Declaración de Derechos de Principios de Libertad de Expresión de la Comisión Internacional de Derechos Humanos textualmente indica: “Los monopolios u oligopolios en la propiedad y control de los medios de comunicación deben estar sujetos a leyes anti monopólicas por cuanto conspiran contra la democracia al restringir la pluralidad y diversidad que asegura el pleno ejercicio del derecho a la información de los ciudadanos.”
En efecto, es un hecho que uno de los elementos que los mismos periodistas consideran atentatorios contra su libertad de expresión, es el del creciente proceso de concentración de medios de comunicación en pocas manos. Un caso paradigmático lo expresa la historia de la empresa Papel Prensa, sucia de sangre y dinero, que comparten el Estado argentino desde los terribles años de la dictadura, asociado con Clarín y LA Nación, historia de la cual nada se dice en cada edición aniversario del golpe de Estado, y que es silenciada prolijamente por los periodistas y medios controlados por ambos grupos, aún si se trata de temas de rabiosa actualidad, como la gravísima contaminación que realizan cotidianamente en la provincia de Buenos Aires.
Es una gran deuda democrática el replanteo de la comunicación en la República Argentina. Hace pocos días el ex presidente Néstor Kirchner cuestionó nuevamente las “presiones corporativas”. Sin embargo, apenas dos años atrás, firmó el Decreto que prorrogó las licencias de radio y TV por 10 años, a los mismos grupos que mencionamos antes. Aquel Decreto que lleva el número 527 fue una capitulación de un gobierno que se dice progresista ante los grandes grupos económicos que controlan la comunicación y la información en nuestro país “y que, gracias a Kirchner, tienen 10 años más para imponer su discurso único y su modelo de concentración de la riqueza. No hay cambio posible en el país mientras unos pocos controlan la información. No hay democracia posible mientas las mayorías están silenciadas”, en palabras de FARCO, la Federación Argentina de Radios Comunitarias.
En nuestra Constitución nacional, reformada en 1994, se incorporó en el artículo 42, “el derecho a una información adecuada y veraz” y también se estableció que las autoridades proveerán “al control de los monopolios naturales y legales”.
Esta reforma constitucional provincial es una buena oportunidad para consagrar estos principios en nuestro texto fundamental. Por todo ello es que convocamos a esta asamblea y por los fundamentos expuestos peticionamos a los Sres. Convencionales, que acompañen y sanciones el presente proyecto de reforma constitucional.

Américo Schvartzman – María M. Haiek.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
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PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 1.019)

FUNDAMENTOS
La necesidad de una cláusula constitucional que imponga la sanción de una ley de ética pública, surge de la obligación asumida por nuestro país al suscribir y ratificar la Convención Interamericana de lucha contra la Corrupción,(art. 75 inc. 22 Constitución Nacional) la ley 25.188, y socialmente en razón de haberse convertido en una demanda imperiosa generada por el permanente debate producido en el seno de la sociedad civil y el consecuente reclamo a los gobernantes respecto de una regulación en tal sentido, no siendo suficiente dejar en el plano de la moral del gobernante la vigencia de reglas a las cuales se deberá someter el ejercicio de la función realizada en nombre y representación del Estado.
Diversas Declaraciones Internacionales, el derecho internacional comparado, la Constitución Nacional y Constituciones Provinciales, y las respectivas legislaciones han receptado esta idea, plasmándole normativamente.
En nuestra Provincia la legislación vigente nos remite a una vieja ley 3886/53, y como antecedente un proyecto presentado oportunamente en la legislatura provincial por el actual Senador Nacional, Pedro Guastavino, que a su vez sirvió de antecedente para el proyecto oportunamente elaborado por la Oficina Anticorrupción y Ética Pública, proyecto que fue sometido al procedimiento de elaboración participativa de normas, enriquecido en su aporte por otros organismos del Estado, ONGS y ciudadanos individuales, y que fue suscripto por el Poder Ejecutivo Provincial, en cabeza del Dr. Jorge Pedro Busti, y remitido oportunamente a la legislatura para su tratamiento, actualmente con estado parlamentario en el Senado de la Provincia.
Nos remitimos textualmente al aporte realizado por la Oficina Anticorrupción y Ética Pública a este debate, el que desde ya suscribimos: “Nadie discute que la CORRUPCIÓN ADMINISTRATIVA es también una de las causas de la pobreza, de la falta de trabajo y de las desigualdades en todos los países del mundo, y por ese motivo fue que EN 1993 los países de AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE SUSCRIBIERON LA DECLARACIÓN DE SAN JOSE DE DERECHO HUMANOS, UBICANDO A LA CORRUPCIÓN COMO UN OBSTÁCULO PARA LA VIGENCIA DE LOS MISMOS.
Es necesario que tengamos una LEY DE ÉTICA PUBLICA y que se le de rango constitucional, que se derogue la arcaica ley de declaraciones juradas vigente desde el año 1953 y se reglamente un sistema de declaraciones juradas publicas para los funcionarios de los tres poderes del estado, mecanismo este reconocido internacionalmente como esencial para prevenir el enriquecimiento ilícito y  los conflictos de intereses públicos y privados.

Considero indispensable que la sociedad pueda monitorear a través de los órganos institucionales creados al efecto y por si misma, la evolución patrimonial de quienes ejercen funciones publicas. Esta ley deberá además reglamentar e intentar prevenir el CONFLICTO DE INTERESES PÚBLICOS Y PRIVADOS de los funcionarios cuando ejercen la función y en los momentos inmediatos anteriores y posteriores al ejercicio del cargo y deberá establecer finalmente un CÓDIGO DE ÉTICA que todo funcionario deberá respetar bajo apercibimiento de ser sancionado administrativa o penalmente y/o alejado del cargo.
De esta forma la LEY DE ÉTICA pública no debe ser el proyecto de nadie en particular sino una UNA DECISIÓN POLÍTICA COMÚN DEL ESTADO Y LA SOCIEDAD CIVIL EN SU CONJUNTO, cuya necesidad quede plasmada también en la Constitución. Es necesario que ENTRE RÍOS en forma paulatina y progresiva vaya cumpliendo con las recomendaciones del Comité de Expertos que se encarga de monitorear institucionalmente el cumplimiento de la Convención Interamericana contra la Corrupción en Nuestro País. Funcionarios y Sociedad Civil debemos tomar conciencia que se requiere un permanente y solidario esfuerzo colectivo para restablecer la plena confianza en las instituciones, que la ética del sector público no es distinta de la ética del sector privado, que la lucha contra la corrupción debe ser PRINCIPALMENTE concebida como UN PROCESO DE PREVENCIÓN que también debe contar entre sus herramientas estructurales con el libre acceso a la Información publica, la publicidad del patrimonio de los funcionarios, la Ley de Ética Publica y con normativas constitucionales que fortalezcan aun mas los organismos de control ya existentes y fomenten la participación ciudadana en el control.
Creemos firmemente que la Reforma Constitucional debe incorporar Mecanismos de transparencia de la gestión de gobierno que se adapten a las RECOMENDACIONES DEL COMITÉ DE EXPERTOS DE LA OEA.
Por las razones expuestas y las que se agregarán al momento de tratamiento del presente proyecto, es que solicito a mis pares el tratamiento del presente proyecto.

Luis M. Márquez.

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo 23: Ética Pública: El ejercicio de la función pública es regido por los principios de probidad, prudencia, justicia, equidad, solidaridad social, idoneidad, responsabilidad y transparencia de los actos. Dichos principios son aplicables, sin excepción, a todo funcionario provincial que se desempeñe en nombre o al servicio de cualquier poder u órgano, o en la administración pública centralizada o descentralizada, de manera temporal o permanente, honoraria o remunerada. Quienes ejercen la función pública deben presentar al inicio y cese de sus funciones una declaración jurada patrimonial integral, de carácter público, que incluirá sus antecedentes laborales y se actualizará anualmente. La Legislatura debe sancionar una ley de ética para el ejercicio de la función pública consignando especialmente los deberes, incompatibilidades y sanciones aplicables.
MÁRQUEZ
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Carlín.
SR. CARLÍN – Señor Presidente, este proyecto de reforma –Expte. Nro. 1.019–, presentado por el señor convencional Márquez, tiene que ir a la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, en virtud de que estrictamente dice que las normas de ética pública son objeto de esta comisión.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se pone a consideración la propuesta del convencional Carlín para que este proyecto en vez de ir a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, se gire a la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.
Si hay asentimiento, así se hará.
–Asentimiento general de los señores convencionales. 

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, se gira a la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.
Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.
–Se lee:
XIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.021)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1°) Incorpórase al artículo 81° inciso 13° de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, como último párrafo,  la siguiente disposición:

Artículo 81°.- Corresponde al Poder Legislativo:…

Inciso 13)...

“Autorizar al Poder Ejecutivo a disponer transferencias compensatorias entre partidas cuando las economías de ejecución sean mayores al tres por ciento del crédito presupuestado”.

REGGIARDO – HAIEK – DÍAZ (Carlos).

FUNDAMENTOS
Es ya práctica legislativa que en las sucesivas leyes de presupuesto se introduzca una norma mediante la cual se lo faculta al Poder Ejecutivo a realizar “Transferencias Compensatorias” entre partidas durante la ejecución presupuestaria del ejercicio, de manera de dar destino a las economías de gestión que naturalmente suelen producirse en el decurso del ejercicio fiscal.
Esa facultad deviene, en primer lugar, de la naturaleza de todo Presupuesto que consiste en una estimación de los recursos y de las erogaciones que durante el ejercicio fiscal ha de percibir y aplicar la Provincia, de acuerdo con la orientación de las políticas de gobierno y para proveer a la satisfacción de necesidades de funcionamiento del aparato estatal y los requerimientos propios del ejercicio de las funciones del Estado.
También es de práctica que la antedicha facultad sea delegada por la Legislatura sin límites, lo que otorga al Poder Ejecutivo un margen de discrecionalidad y poder excesivos sobre el manejo de los recursos públicos. Se trata –lo que es de práctica- de la incorporación de un artículo en toda ley de presupuesto, por el cual se autoriza al Poder Ejecutivo a disponer transferencias compensatorias entre partidas, sin alterar la suma total de las erogaciones previstas en la ley.
La autorización legislativa que se comenta responde a la naturaleza de la ley de Presupuesto, que incorpora una estimación de los recursos y gastos del Estado, los que durante el devenir del ejercicio fiscal se van percibiendo y realizando. De allí la necesidad de delegar en el Poder Ejecutivo la facultad para proceder a su adecuación frente a la realidad que va marcando su ejecución, pues naturalmente se producen “desviaciones” frente a lo proyectado: ahorros en ciertas partidas y necesidades adicionales de recursos en otras.
Pero la autorización legislativa no puede transformarse en una delegación de poder sin límites, lo que resulta repugnante al principio republicano de división de poderes, concretado en la especie en la facultad excluyente que compete al Poder Legislativo en materia presupuestaria según el artículo 81 inciso 8° de la Constitución de la Provincia.
So pretexto de “economías de ejecución”, no deberían ser canalizadas abultadas sumas de fondos públicos, originariamente previstos –por ejemplo- para ser aplicados en obra pública, hacia partidas tales como las tituladas “Servicios no Personales” o “transferencias”, que en su desagregado contienen (o disimulan) rubros tales como “subsidios a personas físicas o jurídicas”, “Viáticos” o “Publicidad”, mediante las cuales terminan destinándose esos recursos a otras finalidades no previstas por el legislador.
Ante esta realidad debe ponerse freno constitucional a la inveterada delegación de facultades de la Legislatura al Poder Ejecutivo que aparece implícita en la autorización que de rigor se formula en la Ley de Presupuesto, para que este último disponga sin ningún límite “transferencias compensatorias” entre partidas.
La vigencia de la institucionalidad republicana exige que sea evitado el desvío de recursos presupuestarios originariamente previstos por la Legislatura para erogaciones trascendentes al interés de la comunidad. De allí la necesidad de que en el texto constitucional la Legislatura ejerza plenamente sus atribuciones en materia presupuestaria y de control sobre las cuentas de inversión prestando autorización al Poder Ejecutivo toda vez que lo considere apropiado para disponer de transferencias compensatorias cuando sea superado el límite del TRES POR CIENTO del monto de la partida en la que se produzcan economías de gestión.
El texto constitucional debe establecer con precisión un tope –en la norma proyectada del tres por ciento- más allá del cual el Poder Ejecutivo deberá contar con la correspondiente autorización legislativa.

Santiago C. Reggiardo – María M. Haiek – Carlos C. Díaz.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.044)

FUNDAMENTOS

SECRETARIA LEGAL Y TECNICA

El presente proyecto que sometemos a V. ilustrada consideración pretende complementar el art. 127 de la Constitución Provincial, a partir del párrafo en que este expresa “y las funciones adscriptas al despacho de cada uno de los ministros”, confiriéndole estatus constitucional a un Secretario Legal y Técnico que asista al Gobernador en la preparación y en la motivación de los actos administrativos que al mismo le incumba dictar.

Este proyecto se sustenta en la necesidad de despejar el Despacho del Fiscal de Estado de una serie de cuestiones administrativas, habitualmente complejas para su resolución, que a la hora de ejercer el control de legalidad, si interviene en la elaboración de los instrumentos que aquellas susciten, pueden restarle objetividad para el adecuado ejercicio de sus funciones constitucionales, porque es obvio que su participación en la instancia preparatoria del acto a controlar lo ha de comprometer moral y prematuramente, con una opinión aprobatoria del mismo.
Sancionando lo proyectado, a nuestro juicio, la Administración Central se ajustaría con mayor precisión a la exigencia ciudadana de transparencia en el manejo de la cosa pública pues, la función del control de legalidad que le incumbe al Fiscal de Estado, se haría socialmente más confiable. A la vez, la intervención de un órgano especial de máxima idoneidad técnica en la motivación de la actividad administrativa del Estado reforzaría la garantía del debido proceso debida a los administrados en la resolución de los asuntos vinculados a sus derechos subjetivos públicos y permitiría la determinación del marco jurídico en el que se debe inscribir toda la actividad legítima de la administración. Y por supuesto en todo caso, haría más eficaz la acción de gobierno desde que desaparecería la posibilidad de incurrir en errores perjudiciales para el erario, derivados de la falta de preparación de los elencos de gobierno que no pocas veces se incorporan a la función desconociendo algunas cuestiones básicas atinentes a la legalidad administrativa, hacendística y presupuestaria.
Este Secretario Legal y Técnico debe ser ubicado en el capítulo que nuestra Constitución le reserva a los Ministros que son los colaboradores del Gobernador, confiriéndole la jerarquía constitucional propuesta, tal como lo ha hecho la Constitución de Mendoza en su art. 178, con la diferencia de que esta lo integra, con criterio que no compartimos, en el capitulo “Del Fiscal de Estado y Asesor de Gobierno”. Es que ambos funcionarios deben cumplir funciones cabalmente diferenciadas. La idea es liberar al Fiscal de Estado del particular compromiso espiritual que naturalmente lo habrá de vincular con el acto administrativo que contribuya a emitir, permitiendo que su control  de legalidad –también previo- se realice desprovisto de la benevolencia con que el hombre habitualmente juzga sus propios actos.
Raúl E. Barrandeguy
LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Agregado al artículo 127

Artículo 127.- El despacho de los negocios administrativos de la provincia estará cargo… “Habrá un secretario legal y técnico del Poder Ejecutivo, que asistirá al Gobernador de la Provincia en la preparación de los actos administrativos; en el estudio de las actuaciones que tramiten en la Administración Central, y en todo otro asunto que aquel someta a su consideración. Su dictamen será obligatorio en los actos que adjudiquen licitaciones y en aquellos en que se reconozcan o nieguen derechos subjetivos públicos”. 
Saludamos a Ud. Con toda consideración.

BARRANDEGUY
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.046)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Ciencia y Tecnología

Artículo 1º.- Incorpórese a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el siguiente texto:

Artículo… El Estado promueve el desarrollo de la ciencia, y la innovación tecnológica como bien público, con el fin contribuir al mejoramiento de la calidad de vida de la sociedad en su conjunto, favoreciendo la identidad provincial, la creatividad y el libre acceso al conocimiento del conjunto de la sociedad.

Artículo… La investigación y el desarrollo de las ciencias y la innovación tecnológica, integradas a los conocimientos no científicos, los saberes populares, y saberes ancestrales de los pueblos originarios, estarán dirigidos a solucionar los problemas básicos de la población como el deterioro del ambiente, la marginación social y el déficit alimentario, entre otros, siendo en consecuencia un factor indispensable en el establecimiento de políticas de Estado y de inclusión en los planes provinciales de desarrollo sustentable.

Artículo… El Estado garantiza la libertad de creación en la  investigación científica y tecnológica a fin de procurar la mayor participación de investigadores, quienes respetarán los principios de ética de la sustentabilidad, bioética y de protección de los bienes naturales.

Artículo… El estado creará a través de una norma específica y a fin de integrar las actividades que en materia de desarrollo e investigación científica y tecnológica se realicen, el Sistema Provincial de Ciencia y Tecnología, el mismo estará constituido por universidades, institutos tecnológicos e instituciones públicas y privadas que realicen investigaciones científicas y tecnológicas.

Artículo… El Estado Provincial establecerá las asignaciones presupuestarias necesarias destinadas a fortalecer las capacidades de investigación y a financiar programas y proyectos. Los trabajos realizados por los investigadores con fondos públicos formaran parte del patrimonio provincial.

Artículo 2º.- De forma

DE LA CRUZ DE ZABAL – ACHARTA – HAIEK – REGGIARDO.

FUNDAMENTOS

Al hablar de ciencia y desarrollo tecnológico, no podemos aislarlos del concepto de desarrollo a escala humana y sustentabilidad, pues entendemos que todo conocimiento desde su concepción ontológica y epistemológica es construido socialmente por y para el mejoramiento de la calidad de vida de los seres humanos. En este sentido citamos como fundamento de la dimensión ética que en nuestro proyecto atraviesa a toda actividad de investigación científica y tecnológica al “Manifiesto Por la Vida”, documento surgido en mayo de 2002 en Bogotá – Colombia en oportunidad del Simposio Latinoamericano sobre Ética y Desarrollo Sustentable organizado por el Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNMUA). Leemos en su capitulo “Ética del conocimiento y el diálogo de saberes”: “La ciencia ha constituido el instrumento más poderoso de conocimiento y transformación de la naturaleza, con capacidad para resolver problemas críticos como la escasez de recursos, el hambre en el mundo y de procurar mejores condiciones de bienestar para la humanidad. La búsqueda del conocimiento a través de la racionalidad científica ha sido uno de los valores sobresalientes del espíritu humano. Sin embargo, se ha llegado a un dilema: al mismo tiempo que el pensamiento científico ha abierto las posibilidades para una "inteligencia colectiva" asentada en los avances de la cibernética y las tecnologías de la información, la sumisión de la ciencia y la tecnología al interés económico y al poder político comprometen seriamente la supervivencia del ser humano; a su vez, la inequidad social asociada a la privatización y al acceso desigual al conocimiento y a la información resultan moralmente injustos. La capacidad humana para trascender su entorno inmediato e intervenir los sistemas naturales está modificando, a menudo de manera irreversible, procesos naturales cuya evolución ha tomado millones de años, desencadenando riesgos ecológicos fuera de todo control científico.
El avance científico ha acompañado a una ideología del progreso económico y del dominio de la naturaleza, privilegiando modelos mecanicistas y cuantitativos de la realidad que ignoran las dimensiones cualitativas, subjetivas y sistémicas que alimentan otras formas del conocimiento. El fraccionamiento del pensamiento científico lo ha inhabilitado para comprender y abordar los problemas socio-ambientales complejos. Si bien las ciencias y la economía han sido efectivas para intervenir sistemas naturales y ampliar las fronteras de la información, paradójicamente no se han traducido en una mejoría en la calidad de vida de la mayoría de la población mundial; muchos de sus efectos más perversos están profundamente enraizados en los presupuestos, axiomas, categorías y procedimientos de la economía y de las ciencias.
La ciencia se debate hoy entre dos políticas alternativas. Por una parte, seguir siendo la principal herramienta de la economía mundial de mercado orientada por la búsqueda de la ganancia individual y el crecimiento sostenible. Por otra parte, está llamada a producir conocimientos y tecnologías que promuevan la calidad ambiental, el manejo sustentable de los recursos naturales y el bienestar de los pueblos. Para ello será necesario conjugar las aportaciones racionales del conocimiento científico con las reflexiones morales de la tradición humanística abriendo la posibilidad de un nuevo conocimiento donde puedan convivir la razón y la pasión, lo objetivo y lo subjetivo, la verdad y lo bueno.
La eficacia de la ciencia le ha conferido una legitimidad dentro de la cultura hegemónica del Occidente como paradigma "por excelencia" de conocimiento, negando y excluyendo los saberes no científicos, los saberes populares, los saberes indígenas, tanto en el diseño de estrategias de conservación ecológica y en los proyectos de desarrollo sostenible, así como en la resolución de conflictos ambientales. Hoy los asuntos cruciales de la sustentabilidad no son comprensibles ni resolubles solo mediante los conocimientos de la ciencia, incluso con el concurso de un cuerpo científico interdisciplinario, debido en parte al carácter complejo de los asuntos ambientales y en parte porque las decisiones sobre la sustentabilidad ecológica y la justicia ambiental ponen en juego a diversos saberes y actores sociales. Los juicios de verdad implican la intervención de visiones, intereses y valores que son irreductibles al juicio "objetivo" de las ciencias.
La toma de decisiones en asuntos ambientales demanda la contribución de la ciencia para tener información más precisa sobre fenómenos naturales. Es el caso del calentamiento global del planeta, donde las predicciones científicas sobre la vulnerabilidad ecológica y los riesgos socio-ambientales, a pesar de su inevitable grado de incertidumbre, deben predominar sobre las decisiones basadas en el interés económico y en creencias infundadas en las virtudes del mercado para resolver los problemas ambientales.
La ética de la sustentabilidad remite a la ética de un conocimiento orientada hacia una nueva visión de la economía, de la sociedad y del ser humano. Ello implica promover estrategias de conocimiento abiertas a la hibridación de las ciencias y la tecnología moderna con los saberes populares y locales en una política de la interculturalidad y el diálogo de saberes. La ética implícita en el saber ambiental recupera el "conocimiento valorativo" y coloca al conocimiento dentro de la trama de relaciones de poder en el saber. El conocimiento valorativo implica la recuperación del valor de la vida y el reencuentro de nosotros mismos, como seres humanos sociales y naturales, en un mundo donde prevalece la codicia, la ganancia, la prepotencia, la indiferencia y la agresión, sobre los sentimientos de solidaridad, compasión y comprensión.
La ética de la sustentabilidad induce un cambio de concepción del conocimiento de una realidad hecha de objetos por un saber orientado hacia el mundo del ser. La comprensión de la complejidad ambiental demanda romper el cerco de la lógica y abrir el círculo de la ciencia que ha generado una visión unidimensional y fragmentada del mundo. Reconociendo el valor y el potencial de la ciencia para alcanzar estadios de mayor bienestar para la humanidad, la ética de la sustentabilidad conlleva un proceso de reapropiación social del conocimiento y la orientación de los esfuerzos científicos hacia la solución de los problemas más acuciantes de la humanidad y los principios de la sustentabilidad: una economía ecológica, fuentes renovables de energía, salud y calidad de vida para todos, erradicación de la pobreza y seguridad alimentaria. El círculo de las ciencias debe abrirse hacia un campo epistémico que incluya y favorezca el florecimiento de diferentes formas culturales de conocimiento. El saber ambiental es la apertura de la ciencia interdisciplinaria y sistémica hacia un diálogo de saberes.
La ética de la sustentabilidad implica revertir el principio de "pensar globalmente y actuar localmente". Este precepto lleva a una colonización del conocimiento a través de una geopolítica del saber que legitima el pensamiento y las estrategias formuladas en los centros de poder de los países "desarrollados" dentro de la racionalidad del proceso dominante de globalización económica, para ser reproducidos e implantados en los países "en desarrollo" o "en transición", en cada localidad y en todos los poros de la sensibilidad humana. Sin desconocer los aportes de la ciencia para transitar hacia la sustentabilidad, es necesario repensar la globalidad desde la localidad del saber, arraigado en un territorio y una cultura, desde la riqueza de su heterogeneidad, diversidad y singularidad; y desde allí reconstruir el mundo a través del diálogo intercultural de saberes y la hibridación de los conocimientos científicos con los saberes locales.”

Adriana De la Cruz de Zabal – Emiliano Acharta – María M. Haiek – Santiago C. Reggiardo.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.048)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese al artículo 41 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el texto que sigue:

“El Estado Provincial reconoce la función económica y social de las cooperativas y mutuales; que sustentadas en los principios de solidaridad y participación deben cubrir necesidades comunes, propender al bienestar general y brindar servicios sin fines de lucro. 

Asimismo, fomenta la formación y desarrollo de organizaciones que garanticen a todos los ciudadanos su libre acceso, la adhesión voluntaria y la organización democrática de las mismas.”

ROMERO – KUNATH.

FUNDAMENTOS

Sr. Presidente: 

El Proyecto de Reforma que ponemos a consideración de esta Convención Constituyente se funda en el art. 1 de la ley 9768 inc. 27 que habilita la ampliación de las normas actuales referidas al Régimen económico y del Trabajo.
El cooperativismo es una herramienta organizativa basada en la solidaridad, que originalmente dio respuesta a las demandas de las clases sociales mas necesitadas y que con el correr del tiempo se amplio a todos los sectores. Las primeras entidades cooperativas surgieron en Europa al finalizar el siglo XVIII, con la finalidad de atender las necesidades básicas de la población o para mejorar los circuitos de comercialización de sus productos.
En el presente proyecto proponemos que “El Estado Provincial reconoce la función económica y social de la cooperativas y mutuales; que, sustentadas en los principios de solidaridad y participación deben cubrir necesidades comunes, propender al bienestar general y brindar servicios sin fines de lucro.” Las cooperativas están basadas en los valores de autoayuda, auto responsabilidad, democracia, igualdad, equidad, y solidaridad. Los asociados cooperativos hacen suyos los valores éticos de honestidad, apertura, responsabilidad social y preocupación por los demás. Consideramos necesario el reconocimiento del Cooperativismo y sus principios de:
- Adhesión Libre y Voluntaria: Las cooperativas son organizaciones voluntarias abiertas para todas aquellas personas dispuestas a utilizar sus servicios y dispuestas a aceptar las responsabilidades que conlleva la membresía sin discriminación de géneros, raza, clase social, posición política o religiosa.

- Gestión Democrática: Las cooperativas son organizaciones democráticas controladas por sus integrantes quienes participan activamente en la definición de las políticas y en la toma de decisiones. Los hombres y mujeres elegidos para representar a su cooperativa responden ante los asociados.

- Participación Económica: Los miembros contribuyen de manera equitativa y controlan de manera democrática el capital de la cooperativa.

Los miembros asignan excedentes para cualquiera de los asociados son en proporción con sus actividades en la cooperativa, y el apoyo a otras, según lo establezca el estatuto.

- Autonomía e Independencia: Las cooperativas son organizaciones autóctonas de ayuda mutua, controladas por sus asociados. Si entran en acuerdo con otras organizaciones incluyendo gobiernos o tienen capital de fuentes externas, lo realizan en términos que aseguren el control democrático por parte de los mismos y mantengan su autonomía.

- Educación, Capacitación e Información: Las cooperativas brindan educación y entrenamiento a sus asociados, a sus dirigentes, gerentes y empleados, de forma que contribuyan eficazmente al desarrollo de sus cooperativas. Las cooperativas informan al público en general particularmente a jóvenes y creadores de opinión- acerca de la naturaleza y beneficios del cooperativismo.

- Cooperación Entre Cooperativas: Las cooperativas sirven a sus asociados más eficazmente y fortalecen el movimiento cooperativo, trabajando  de manera conjunta por medio de estructuras locales, nacionales, regionales e internacionales y brindándose apoyo entre si.

- Interés por la Comunidad: Las cooperativas trabajan para el desarrollo sostenible de su comunidad por medio de políticas aceptadas por sus asociados.
En este orden de ideas planteamos “...Asimismo, fomenta la formación y desarrollo de organizaciones que garanticen a todos los ciudadanos su libre acceso, la adhesión voluntaria y la organización democrática de las mismas.”. Ello es así porque consideramos substancial reconocer y garantizar a los ciudadanos de escasos recursos económicos, la oportunidad de asociarse con otros individuos en miras de cumplir con el  fin inmediato del bien común. Así, uno de los propósitos del cooperativismo es eliminar la explotación de las personas por individuos o empresas dedicados a obtener ganancias.
La participación del ser humano asumiendo un rol protagonista en los procesos socioeconómicos del entorno en el que vive es la principal fortaleza de la doctrina cooperativista.
Además, las cooperativas poseen hoy un rol muy importante en la sociedad, ya que actualmente se ocupan de distribuir energía y agua potable, de comercializar diversos productos de tipo agropecuario, tambero, apícola, frutícola, etc.
Por las razones expuestas, y las que se expresarán oportunamente es que solicitamos la aprobación del presente proyecto de texto constitucional.

Rosario M. Romero – Sigrid E. Kunath.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

XXIII

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 1.052)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Agregar al primer párrafo del inciso 3º del artículo 167 el siguiente texto:
“Conocerá y resolverá en las causas contencioso administrativas, previa denegación o retardación de la autoridad administrativa competente, al reconocimiento de los derechos gestionados por parte interesada, en la forma en que lo determine la ley respectiva y hasta tanto estén dadas las condiciones para la creación por ley de las cámaras en lo contencioso administrativo”.

BUSTI

FUNDAMENTACIÓN

La propuesta sustentada se encuentra habilitada por la ley 9.768 en el inciso 1º del artículo 1, que reza “Revisar, reformar, actualizar o modificar las disposiciones que siguen: “…Artículos…167 apartado 3º…”.
Desde la perspectiva sustantiva de análisis, la creación de cámaras en lo contencioso administrativo obedece al hecho que en el presente, el derecho administrativo es una disciplina jurídica que goza de autonomía integrada por normas provenientes del derecho público y del derecho privado, basada en los principios generales del derecho pero con un valor de unidad que se distingue de las dos ramas tradicionales. Es un derecho específico y exclusivo, independiente, de la administración pública. Como tal y, como ha tenido lugar con otras ramas del derecho, corresponde un tribunal específico, como ya ha tenido lugar en nuestra vecina provincia de Santa Fe.
Desde la perspectiva procesal de análisis, la creación de cámaras en lo contencioso administrativo sin lugar a dudas agilizará los tiempos de los procesos, atendiendo al número de Magistrados que lo integran y descomprimiendo la abultada jurisdicción del Superior Tribunal de Justicia conforme atribuciones constitucionales.
Se trata de una necesaria previsión que a su vez atiende a la necesidad que estén dadas todas las condiciones en el mediano plazo para que por ley se creen. Precisamente, la propuesta respeta el texto constitucional vigente optando por un agregado y no por la lisa y llana supresión del inciso del artículo y una disposición transitoria que conserve las atribuciones del S.T.J.E.R. hasta tanto se creen las cámaras en lo contencioso administrativo en orden a enfatizar que primero deben estar dadas todas las condiciones, entre las cuales la económica financiera es esencial para que se dicte la ley de creación del número de cámaras necesarias en el territorio provincial.

Jorge. P. Busti

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.053)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el siguiente texto:

DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDIGENAS
“La Provincia reivindica la existencia de los pueblos indígenas en su territorio, garantiza el respeto a su identidad y adopta medidas que faciliten la inserción social, económica y cultural, asegurando el derecho a una educación bilingüe e intercultural.
Las comunidades indígenas tienen el derecho de propiedad sobre las tierras que tradicionalmente ocupan, poseen personalidad jurídica y participan de la gestión de los recursos naturales que se encuentren en su territorio y en todo otro asunto de su interés”
Artículo 2º: De forma.

BUSTI

FUNDAMENTOS

Creemos simplemente que los pueblos aborígenes deben ser reconocidos y revindicados en sus derechos. Por ello, se hace necesario garantizar primordialmente el respeto por su identidad, para lo cual deben implementarse medidas positivas que permitan su desenvolvimiento y desarrollo.
Interesa fundamentalmente su inserción social, económica y cultural, asegurándoles una educación bilingüe e intercultural.
No menos importantes, es la asignación de los recursos para su desarrollo, como son las tierras que tradicionalmente ocupan así como la intervención en cualquier gestión relacionada a los recursos existentes en las mismas.
Como forma de protección se les reconoce su personalidad jurídica.
El proyecto que propongo sigue los lineamientos dados por el texto constitucional nacional (art. 75 inc. 17) y por las Provincias que han reformado sus Cartas.

Jorge P. Busti.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.054)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Incorporase a la Constitución Provincial el siguiente artículo:

Artículo 1º: Las personas con necesidades especiales tienen derecho a:

1º) La protección y asistencia integral de la familia, sociedad y Estado, ya sea en forma directa o por intermedio de los institutos y fundaciones creadas o por crearse para tal fin. Dicha asistencia comprende la prevención, tratamiento, rehabilitación, educación, capacitación e integración laboral y social;

2º) La atención en establecimientos especiales de tratamiento preventivo, teniendo el Estado el contralor de los objetivos propuestos;

3º) La promoción de políticas que desarrollen la conciencia social y la solidaridad respecto a las mismas, evitando toda discriminación;

4º) Que en todo el territorio provincial se establezcan normas para el desplazamiento, acceso y desenvolvimiento y encuentren facilidades que favorezcan su independencia.

Una ley especial regula la problemática integral de las personas con necesidades especiales y asegura la operatividad de los derechos reconocidos en este artículo.

Artículo 2º: De forma.

BUSTI

FUNDAMENTACIÓN

La presente propuesta se inscribe en lo dispuesto por la Constitución Nacional reformada en 1994, en su art. 75 inc. 19, en cuanto reza: “Proveer lo conducente al desarrollo humano”…..“Sancionar leyes de organización y de base de la educación….que aseguren la responsabilidad indelegable del Estado, la participación de la familia y la sociedad, la promoción de los valores democráticos y la igualdad de oportunidades y posibilidades sin discriminación alguna y que garanticen los principios de gratuidad y equidad de la educación pública estatal….”. Tales principios rectores, con particular referencia al de equidad, la otra cara de la justicia, se hace realidad con políticas diversificadas que atiendan en todos los órdenes las necesidades especiales de todas y cada una de las personas humanas en orden a alcanzar su plenitud, desarrollando al máximo sus potencialidades y superando en la medida de las posibilidades sus limitaciones. Todo ello, partiendo de la prevención pero también con efectiva asistencia y seguimiento médico, económico, social, educativo, cultural y con inserción laboral, acciones en que todos los agentes sociales tienen el derecho y deber de participar y el Estado en su rol principal de garantía de ejercicio de los derechos prescriptos. No menor es la importancia de normas que implementen en todo el ámbito provincial facilidades de acceso, desplazamiento y desenvolvimiento independiente de estas personas en la medida de sus posibilidades. De ahí, la necesidad de una ley que en forma sistémica regule la problemática integral de las personas con necesidades especiales y la operatividad del articulado constitucional y de la ley en orden a garantizar que estos principios no queden como simple voluntarismo.

Jorge P. Busti

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.055)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el artículo que sigue:

“La familia tiene el deber prioritario de protección integral del niño.

El Estado instrumenta políticas y dicta normas que protejan los derechos del niño y aseguren el ejercicio pleno de los mismos. Adopta todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, incluido el abuso sexual, o explotación; y establece programas sociales con objeto de proporcionar la asistencia necesaria al niño y a quienes cuidan de él.

A tales fines coordina acciones específicas con organizaciones no gubernamentales.”

Artículo 2º: De forma.

BUSTI

FUNDAMENTOS

Constituye una cláusula de la denominada de protección especial y diferenciada por cuanto tiende a paliar la desigual situación en la que se encuentra el “niño” frente a los problemas sociales. Su inmadurez física y psíquica lo coloca en una situación de inferioridad.
No desconocemos el rol prioritario y fundamental de la familia, en un sentido amplio, pero consideramos que el Estado tanto provincial como municipal debe adoptar medidas, realizar acciones y asegurar políticas de protección y desarrollo integral, actuando algunas veces en forma conjunta y otras veces en forma subsidiaria.
El interés supremo de los niños esta harto consagrado en el plano internacional y nacional; sin embargo, esta oportunidad histórica nos permite llevar la consagración a nuestra carta magna.
Tampoco quise dejar de lado la triste realidad que implica reiterados casos de abusos físicos, mentales o sexuales que involucran a un menor como victima, y de ahí la necesidad imperiosa de realizar programas sociales de prevención, protección y asistencia, en los cuales participen otros actores no estatales que tiendan a tan altos fines.

Jorge P. Busti

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.057)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el siguiente texto:

CLAUSULA FEDERAL

“El Estado provincial podrá celebrar acuerdos, efectuar gestiones o mantener relaciones a nivel bilateral o regional, con otras provincias o con la Nación.
Podrá realizar gestiones y celebrar acuerdos en el orden internacional para satisfacer sus intereses, sin perjuicio de las facultades delegadas al Gobierno federal.
El Gobierno provincial promueve un federalismo de concertación con el Gobierno nacional y entre las provincias, con la finalidad de satisfacer intereses comunes y participar en oganismos de consulta y decisión.”
Artículo 2º: De forma.

BUSTI

FUNDAMENTOS

El Estado Provincial esta facultado a celebrar convenios y realizar todo tipo de gestión con la Nación u otras provincias, en aras de intereses comunes o regionales.
Las mismas facultades tienen en el plano internacional, aunque en este caso siempre en respeto de las facultades expresamente delegadas al gobierno federal, ni sean incompatible con la política exterior de la Nación, ni afecte el crédito público de la Nación (art. 124 de la C.N.).
La Provincia podrá dentro de los parámetros supra mencionados, crear regiones para su desarrollo económico y social.
Finalmente, se promueve un federalismo de concertación, en donde las provincias puedan sentarse en una mesa de dialogo junto con la Nación, para la toma de decisiones comunes a los intereses de la sociedad.

Jorge P. Busti

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Márquez.

SR. MÁRQUEZ – Señor Presidente, precisamente nosotros estamos tratando la creación de regiones, y este proyecto creo que está vinculado al tema, porque leyendo la parte resolutiva vemos que promueve también la concertación con el gobierno de la provincia con la finalidad de satisfacer intereses comunes, además habla de celebrar acuerdos entre provincias regionalmente.

Por estos motivos, pregunto: ¿no es conveniente que pase a la Comisión Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable para su tratamiento?

SR. PRESIDENTE (Busti) – O que pase a las dos comisiones, señor convencional, por su carácter mixto. ¿Cuál es su propuesta?

SR. MÁRQUEZ – Que pase a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable, señor Presidente, que es donde estamos tratando estos proyectos.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento así se hará.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable se gira, en consecuencia.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

XXVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.058)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese como nuevo Artículo de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el siguiente texto:

Artículo         : “Los funcionarios y empleados públicos sirven exclusivamente a los intereses del pueblo, debiendo observar en el ejercicio de sus funciones conducta acorde con la ética publica, la que constituye un valor que hace a la esencia del sistema y al orden democrático y republicano de gobierno.

La transgresión a los deberes que de ella derivan es un atentado contra el sistema y constituye falta grave que trae aparejado para el funcionario o empleado incurso en la misma sanción o remoción, de acuerdo con los procedimientos establecidos en el régimen de la función pública que se ejerza.

Constituye compromiso de la sociedad entrerriana toda contribuir a su defensa; por ello esta Constitución garantiza a todos los ciudadanos el derecho al control de la ética en la función pública, el que también es un deber que debe ser ejercido con responsabilidad.

La legislatura sancionará una ley de ética para el ejercicio de la función publica”.

Artículo 2º: De forma.

BUSTI

FUNDAMENTOS
Que por expresa disposición del Artículo 1º inciso 8 de la Ley 9768, la Honorable Convención Constituyente se encuentra habilitaba para  introducir normas sobre ética en la función publica.
Que en primer término corresponde señalar que desde el punto de vista filosófico no es posible arribar a una noción univoca acerca de la ética, puesto que la cuestión ha sido abordada por las más diversas corrientes filosóficas existentes a lo largo de toda la historia de la humanidad, desde la antigüedad hasta nuestros días.
Sin embargo, cuando se hace referencia a la ética en la función publica, el enfoque de la cuestión es más bien sociológico que filosófico, puesto que se está pensando en la tipificación de comportamientos, tanto individuales como sociales, encaminados al logro del bien común. En este sentido, la idea clave es la de “bien común” y la noción de ética exige, en consecuencia, pensar en una sociedad determinada, en un tiempo y lugar dado; puesto, que como bien señala Gregorio Badeni “…no se trata de la ética individual, positiva o religiosa sino de la idea dominante en una sociedad sobre cuál debe ser el comportamiento de los gobernantes para alcanzar el bien común”
De lo dicho se desprende, correlativamente, que los agentes que integran la organización del Estado están sujetos en el ejercicio de sus funciones a ciertos deberes éticos que exceden del mero cumplimiento formal de la legislación vigente y que encuentran en el bien común su punto de partida y llegada: su marco regulatorio, puesto que constituye carga y deber de los funcionarios públicos la de servir a los intereses del pueblo y no de servirse de él.
Que hace tiempo que la realidad ha puesto en evidencia una creciente preocupación social en torno a prácticas de ciertos funcionarios que resultan reñidas con los deberes derivados de la ética pública, prácticas que han sido pasibles principalmente, de sanciones sociales que se traducen en una perdida de creencia en la legitimidad de las instituciones democráticas, debilitándolas y consecuentemente, dificultando el desarrollo de la Nación.
Que frente a esta realidad, de la que no es ajeno ningún Estado, se han adoptado y dictado en nuestro derecho interno, una serie de instrumentos normativos tendientes a combatir el estado de anomia existente en la materia.
Ejemplo de ello lo constituye la incorporación al texto de nuestra Constitución Nacional de una norma que de manera expresa refiere a la ética pública -artículo 36- así como también la suscripción por nuestro país de sendos tratados internacionales con jerarquía superior a las leyes, me refiero a la “Convención Interamericana contra la Corrupción” y a la “Convención sobre la Lucha contra el Cohecho de Funcionarios Públicos Extranjeros en las Transacciones Comerciales Internacionales”. Asimismo y en cumplimiento del mandato Constitucional, en el año 1.999, se sanciono la Ley de Ética de la Función Publica, bajo el numero 25.188.
De ahí en adelante muchas son las normas de diversa jerarquía normativa, tanto nacionales como provinciales, que determinan pautas de comportamiento ético que ha de guiar el ejercicio de la función pública a fin de que la misma cumpla con su rol de ser medio hacia la consecución del bien común.
Que nuestra provincia no es, ni ha sido ajena a la cuestión. Así nuestra Constitución provincial prevé en diversos artículos normas relativas a la materia que nos ocupa; piénsese apenas en los artículos 17, 18, 22, 55, 71 del citado plexo normativo.
Que sin ética no es posible hablar de democracia, aquella constituye uno de sus pilares, reitero, es condición esencial de la misma. La violación de cualquier deber de naturaleza ética es, en consecuencia, una falta calificable de “grave”, pues atenta, contra nuestra forma de gobierno, repercutiendo, necesariamente, en el bien común. Así debe quedar plasmado.
La provincia necesita de normas precisas sobre la cuestión, es por ello, que considero que el texto constitucional debe establecer los lineamientos básicos sobre ética pública, dejando al legislador la tarea de precisarlos y reglamentarlos exhaustivamente, consagrando los deberes, cargas y obligaciones derivados de la misma y la adopción de todos los medios tendientes a su prevención, desalentando así posibles conductas adversas a la misma.

Jorge P. Busti

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.059)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese como nuevo Artículo de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el siguiente texto:

ANCIANIDAD

“Esta constitución asegura los derechos de los ancianos a una protección integral por parte de su familia y a la promoción por el Estado de políticas de asistencia e inserción cultural y social. El Estado provincial garantiza la igualdad de oportunidades y trato y el pleno goce de sus derechos”
Artículo 2º: De forma.

BUSTI

FUNDAMENTOS

Los “ancianos”, o personas de “tercera edad” deben gozar de los mas preciados derechos por la sola circunstancia de haber vivido y haber recorrido un largo camino, por todo lo trabajado, por todo el esfuerzo realizado en sus vidas, por el cansancio que su cuerpo lleva, deben gozar de mayor atención y de una protección especial y particularizada, en los ámbitos de la salud, de las actividades comunitarias, de la educación cuando sea el caso, etc.

Consideramos que la familia es el núcleo básico en el cual se brindará protección, ayuda y contención a sus mayores de edad, y cuando ella no pueda o no quiera, entonces el Estado apoyará con medidas y políticas asistenciales y de inserción social y cultural.

Finalmente, creemos que el trato y las oportunidades deben brindarse en un plano de igualdad y respeto por el pleno ejercicio de sus derechos.

Jorge P. Busti

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.060)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese como nuevo Artículo de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el siguiente texto:

JUVENTUD

“El Estado provincial garantiza a los jóvenes el derecho a su educación y desarrollo integral, posibilitando su perfeccionamiento y aporte creativo y la participación e inserción laboral, cultural y social, tendiendo al desarrollo de una conciencia nacional y provincial.”
Artículo 2º: De forma.

BUSTI

FUNDAMENTOS

El texto que proponemos cumple una función integradora con dos proyectos presentados sobre “niñez” y sobre “ancianidad”, en donde la función del Estado como garante de los derechos de sus ciudadanos se particulariza en las necesidades especiales que el transcurrir de la vida genera en la persona humana.

Creemos firmemente que los jóvenes deben ser “motivados” primordialmente por su familia y entorno, pero que al Estado le incumbe crear aquellas condiciones necesarias para la contención y desarrollo integral de los jóvenes.

La educación como herramienta, punto de partida y llegada, debe ser la mayor motivación, y en una sociedad cada vez más globalizada nuestros jóvenes deben crear y fomentar una identidad nacional propia de nuestras tierras, cree en ella y cree en nuestra Provincia, en sus instituciones, en su pueblo.

Un reconocimiento constitucional de los derechos de los jóvenes no es sobreabundante a la enorme cantidad de normas internacionales y nacionales que los amparan, pero si deseo signifique un mensaje para que desarrollen sus aptitudes y habilidades en beneficio de ellos y de nuestra provincia, tendiendo a un desarrollo humano y a una mejor calidad de vida.

Reconocer algunos de los derechos esenciales de “ellos” y algunas de las metas que debe buscar el Estado significa un marco por donde comenzar.

Jorge P. Busti

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.061)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese como nuevo Artículo de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el siguiente texto:

“El Estado Provincial garantiza la plena vigencia de los derechos del consumidor y del usuario y su ejercicio en todo el territorio de la Provincia. Asume como política de Estado la protección, fomento y desarrollo de los derechos de consumidores y usuarios proveyendo los medios necesarios para la difusión, educación y capacitación e incorporándolos en los ejes temáticos de los planes de estudio y la promoción, constitución y sostenimiento de asociaciones de consumidores.

La autoridad de aplicación tendrá un rol jerárquico acorde a su función, gozará de autonomía funcional y administrativa, y tendrá como función primordial el tratamiento integral de las problemáticas de consumo”

Artículo 2º: De forma.
BUSTI

FUNDAMENTOS
Introducción
Los Derechos del Consumidor que en su incipiente origen se los denominó además como derechos de tercera generación, que por sus características no se individualizan en una persona en particular, sino que protegen a un grupo indeterminado de sujetos.
Estas regulaciones venían a establecer pautas, reglas, normas que tenían y tiene como finalidad proteger a la parte más débil en la relación de consumo: el consumidor.
Tiene su primigenia manifestación sensacionalista en un discurso del presidente de EUA John Fitzgerald Kennedy, quien destaco ante el Congreso de su país que el de los consumidores era uno de los derechos más importantes y menos organizado, por lo que debía establecerse una protección específica.
En nuestro país y luego de varios intentos legislativos, en 1993 fue sancionada la Ley 24.240 de Defensa del Consumidor, que establece, entre muchas nuevas figuras jurídicas, el principio fundamental de este nuevo derecho: el indubio pro consumidor o sea el principio de que ante dos normas se debe interpretar y aplicar la más favorable al consumidor.
Esta nueva norma, juntamente con las leyes 20.680 de Abastecimiento, 22.262 de Defensa de la Competencia, 22.802 de Lealtad Comercial y 19.511 de Metrología Legal van a conformar un amplio cuerpo de normas que instrumentan las relaciones del comercio.
Así, brevemente, llegamos a 1994 donde la reforma de la CN llevó a que se plasmen principios de protección a los consumidores argentinos ya con rango constitucional, lo que ratifica definitivamente la confirmación y el pleno desarrollo de los derechos del consumidor como una nueva rama del derecho argentino.
Constitución de la Nación
Como sabemos, en la Constitución Nacional, a través de la reciente reforma de 1994, se incorporó en su plexo normativo los Derechos del Consumidor en el artículo 42.
Dicho artículo 42 establece para el consumidor o usuario, según sea una adquisición de bienes o la utilización de un servicio, y siguiendo un conocido grafico de Gabriel Stiglitz:
-Derechos primarios se relacionan con los deberes y funciones del Estado: derecho de acceso al consumo, a la libertad de elección y al trato equitativo y digno en el acceso al consumo
-Derechos sustanciales que configuran soluciones de Derecho de fondo: derecho a la protección de la salud y la seguridad, a la información y a la protección de los intereses económicos y calidad de los servicios públicos
-Derechos instrumentales o mecanismos de implementación: derecho a la organización, a la participación y control, acceso a la justicia y procedimientos eficaces y prevención.
Consideraciones Doctrinarias
Para la autora Maria Angélica Gelli la incorporación de los derechos del consumidor en la CN cruzó tres líneas ideológicas en la carta magna.
El rasgo liberal queda manifiesto en asegurar la competencia, impidiendo toda forma de distorsión de los mercados.
La veta social se denota en la promoción de conformación de asociaciones de consumidores y usuarios y la obligación del Estado de proveer a la educación del consumidor.
Y una línea basada en los intereses difusos al consagrar la participación de las asociaciones de consumidores y usuarios en el trazado de los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia nacional.
Para Mario Midón, la inserción del artículo 42 en la CN resulta significativo en cuanto traza directrices programáticas ineludibles que orientan un nuevo rol del Estado.
Desarrollo temático en la provincia de Entre Ríos
Desde Diciembre de 2003 en nuestra provincia se tomó una decisión de suma importancia, como fue proponer a los municipios entrerrianos que puedan contar en sus jurisdicciones con un organismo local que contara con facultades de la Ley 24.240 y poder así atender las inquietudes y dificultades de los usuarios y consumidores locales en sus propias localidades y no tener que dirigirse a la capital de la provincia para ello.
Esta propuesta bien recibida dio como fruto trece oficinas municipales, contando con Oficinas Municipales de Información al Consumidor en las principales cabeceras de departamentos entrerrianos.
La tarea de acercar a todo el territorio provincial el acceso a denunciar posibles infracciones a la ley de Defensa del Consumidor llevó inherente una educación, difusión y capacitación sobre los derechos que como consumidores tenemos, como realizar una denuncia, la posibilidad de mejorar productos y servicios entrerrianos.

Deberes del Estado. Educación y Difusión
Tal como surge desde la Constitución de la Nación, creemos que el Estado Provincial debe realizar un programa de Difusión, Educación y Capacitación sobre los derechos del consumidor y usuario.
Una iniciativa debe orientarse hacia una incorporación formal en planes de estudio primarios, secundarios y universitarios dependientes del Consejo General de Educación.
Otra posibilidad debería ir destinada a una incorporación temática social a través de la realización de cursos y seminarios destinados a estudiantes, entidades intermedias como vecinales, gremios, agrupaciones de la tercera edad y toda organización que leve adelante tareas sociales que permitan dar a conocer os derechos que tenemos y que tal vez  por desconocimiento no los ejercemos.

De lo que entendemos debiera nuestra Constitución de la Provincia contar con un párrafo que garantice desde el Estado una Difusión, Educación y Capacitación en Derechos del Consumidor.

Jerarquización del Organismo de Competencia Provincial
En el comienzo de la gestión de gobierno del período del Dr. Jorge Busti tuvo origen un organismo nuevo, dependiente de la Secretaría de la Producción: la Dirección General de Defensa del Consumidor y Lealtad Comercial.
Esta noble iniciativa dio comienzo a un camino que no tiene retorno, y además de las tareas administrativas realizadas, los usuarios y consumidores se dirigen a un destino de pleno ejercicio de sus derechos que el Estado debe acompañar firmemente, talvez lento pero sin pausa.
La primera herramienta con la que se enfrentan a las grandes prestadoras de servicios masificados es la audiencia de conciliación, donde se pone en una mesa a consumidor y empresa en igualdad de condiciones de discusión y poder arribar a un entendimiento que comprenda una solución al entrerriano consumidor.
En esta primera instancia administrativa, quien media en el asesoramiento al consumidor y su representación ante las proveedoras denunciadas es un integrante administrativo del organismo provincial. Y es aquí donde el Estado de la Provincia debe respaldar al consumidor a través de su brazo administrativo representado en un funcionario debidamente preparado y calificado.
Por ello consideramos que es un deber del Estado y que debe tener rango constitucional, el de jerarquizar al organismo provincial.
Ante una lucha desigual, donde la pluma del consumidor y usuario enfrenta la del proveedor, y el acceso al conocimiento por parte de las proveedoras denunciadas es importante y cuentan entre sus filas a los más distinguidos profesionales del foro.
Más importante aún es la tarea de inspección y contralor de oficio que en cumplimiento de las normas de competencia, la persona del inspector capacitado técnica y emotivamente, debe contar con el respaldo del Estado indefectiblemente.
Ratificar el camino emprendido desde el Estado otorgando a una veintena de empleados de una estabilidad administrativa y remuneración económica a acorde a lo que se enfrenta, entendemos que no es una imposibilidad para el Estado.

Este reconocimiento y jerarquización del funcionario del organismo competente debe tener raigambre constitucional como primigenia comprensión de que lo que se lleva adelante por este personal es una tarea que surge del pueblo entrerriano mismo. Descentralización y Delegación de Facultades
A partir del artículo 41 de la Ley 24.240 que establecía “Aplicación Nacional y Local. La Secretaría de Industria y Comercio será la autoridad nacional de aplicación de la presente ley. Los gobiernos provinciales y la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires actuarán como autoridades locales de aplicación ejerciendo el control y vigilancia sobre el cumplimiento de la presente ley y sus normas reglamentarias respecto a los hechos sometidos a su jurisdicción. Las provincias, en ejercicio de sus atribuciones, podrán delegar sus funciones en organismos de su dependencia o en los gobiernos municipales” la posibilidad de lograr una descentralización mediante delegación de facultades era posible.
Con la reforma de la ley 24.240, recientemente sancionada a través de la Ley 26.361 se ha suprimido esta posibilidad de delegar en los municipios y la posibilidad de que las empresas antepongan la incompetencia de las Oficinas Municipales de Información al Consumidor.
Así en la parte referente a Autoridad de Aplicación. Procedimientos y Sanciones, Capítulo XI, Autoridad de Aplicación, en el artículo 41 se establece “Aplicación nacional y local. La Secretaría de Comercio Interior dependiente del Ministerio de Economía y Producción, será la autoridad nacional de aplicación de esta ley. La Ciudad Autónoma de Buenos Aires y las provincias actuarán como autoridades locales de aplicación ejerciendo el control, vigilancia y juzgamiento en el cumplimiento de esta ley y de sus normas reglamentarias respecto de las presuntas infracciones cometidas en sus respectivas jurisdicciones”.
De lo expuesto surge que se hace necesaria una mención de posibilitar a la administración provincial la delegación de facultades en los municipios.

Jorge P. Busti

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXXII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.062)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese como nuevo artículo de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el siguiente texto:

“El Estado proveerá a la prestación de los servicios públicos esenciales, en condiciones de continuidad, regularidad, uniformidad, generalidad y obligatoriedad.

Los entes de servicios públicos estatales o con participación estatal mayoritaria en el capital social, cualquiera sea su forma jurídica, no podrán ser transferidos al sector privado sin aprobación legislativa dada por el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes de la Asamblea Legislativa.

Aquellos servicios cuya gestión sea privada son controlados y regulados por un ente público creado al efecto, con participación de consumidores y usuarios”.

Artículo 2º: De forma.

BUSTI

FUNDAMENTOS

El proyecto de texto propuesto abarca una realidad propia de un modelo económico neoliberal de la década del ´90: las privatizaciones significaron un nuevo marco conceptual en los servicios públicos, que transferidos a sujetos privados, coloco al Estado en una mera situación de ente de control y regulación.
Hoy nuevos tiempos se avecinan, y creemos que un Estado que asuma un rol interventor moderado, en donde el límite de su intromisión en la económica lo constituyan los derechos humanos, es decir, un Estado que no es pasivo al ver que los derechos esenciales y las necesidades básicas de la población no son saciadas. Por el contrario, su intervención se justifica en promover y permitir el ejercicio efectivo de aquellos derechos primordiales, que ante la “mano invisible” del mercado no pueden por si solo ejercerse con dignidad y decoro.
Frente a esta realidad descripta, debe definirse el rol del Estado Entrerriano para con su pueblo.
Creemos que el Estado “debe proveer” la prestación de los servicios públicos esenciales, sin que ello implique desconocer que servicios básico transferidos en su gestión a prestadores privados puedan satisfacer las necesidades de la población, dejando al Estado un control en su regulación. Pero, en la hipótesis de no cumplimiento de los requerimientos mínimos de los servicios o de la satisfacción de las necesidades que se atienden con el mismo, entonces el Estado actuara en forma complementaria y subsidiaria para que el servicio sea prestado, ya sea asumiendo la gestión o por cualquier otro medio.
En el sentido explicado, el Estado asume su rol como prestador de servicios públicos pero también reconoce que existiendo prestadores privados su rol es de control y regulación, teniendo para ello un órgano específico, en donde tenga participación obligatoria el sector de los consumidores y usuarios.
En el supuesto de que se crea necesario, y pensamos en situaciones de excepcionalidad, transferir la prestación en manos privadas, entonces se requerirá a la Asamblea Legislativa que lo apruebe por dos tercios de sus miembros presentes.

Jorge P. Busti

–A la Comisión de Control del Estado.

XXXIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.063)

La HONORABLE Convención Constituyente SANCIONA:

Artículo …: Queda prohibido en todo el territorio de la Provincia de Entre Ríos la práctica, difusión, facilitación o participación en juegos de azar, con excepción de aquellos explotados oficialmente por el Estado Provincial y los autorizados por éste mediante acto emanado de autoridad competente.

Se entiende por juego de azar todo aquel realizado por dinero u otros valores, en cuyo resultado predomine la suerte o la casualidad sobre la inteligencia o habilidad del jugador.

La explotación y administración del juego de azar queda liberado de todo impuesto Provincial o Municipal excepto las tasas por servicios efectivamente prestados.

Una ley de la Legislatura podrá autorizar, en cada caso concreto, la incorporación del capital privado a las actividades de administración, comercialización y explotación de los juegos que se realizará exclusivamente ligado a proyectos integrales de turismo; el producto de los que sean autorizados, se destina exclusivamente a fines de asistencia social, mejoramiento de las condiciones de vida de la población y fomento de la acción social, del deporte y el turismo.

BUSTI

FUNDAMENTOS

Del monopolio a la competencia

Los cambios tecnológicos y organizacionales producidos en las últimas décadas tuvieron también un lógico impacto en la industria del juego y están generando un cambio de paradigma en las estrategias competitivas del sector. Esos cambios son de tal magnitud que no hay institución, entidad u organización que pueda declararse invulnerable.
Frente a esas transformaciones, hay que replantear el accionar para ubicarse en el contexto y adecuarse al imperio de la competitividad, si es que se quiere permanecer en el mercado y desarrollar actividades con sostenibilidad.

Fin del monopolio
La realidad de la industria del juego muestra claramente que se terminó el monopolio estatal en la explotación de los juegos de azar y se instaló un escenario de competencia que cambió definitivamente las características de la actividad de las loterías.
Si bien el Estado controla la actividad del juego, las restricciones a la participación de inversores privados han ido cesando poco a poco, permitiendo el surgimiento de operadores independientes.
En el nuevo marco competitivo, pueden citarse la existencia de las siguientes situaciones:

a) La persistencia de un antiguo y poderoso juego clandestino interno, favorecido por una legislación nacional y provincial benigna que posibilita y facilita su existencia y expansión.

b) Novedoso juego ilegal por Internet, proveniente de lejanos territorios. Juego ilegal que responde en muchos casos a las mafias internacionales y respecto del cual nuestros Estados parecen mostrar una actitud pasiva, permisiva y desinteresada, ante un fenómeno, en continuo crecimiento, que constituye una verdadera amenaza.

Independientemente, se espera que el crecimiento y la penetración de Internet y la banda ancha se tripliquen en los próximos años, augurando un enorme crecimiento potencial para el mercado del juego en línea.

c) Permisibilidad absoluta hacia las promociones comerciales de empresas privadas, que con la apariencia de simples promociones, en realidad desarrollan libremente la explotación de juegos de azar encubiertos, a través de los medios masivos de comunicación, sin que el estado hagan uso de las facultades constitucionales de policía e impositivas.

Aproximadamente desde el año 1994, han surgido y proliferado las líneas telefónicas denominadas 0-600 (de llamados masivos) y 0-609 (de audio texto), usando, como medio de comunicación y de contacto masivo con la comunidad, las transmisiones televisivas.
Estas prácticas contienen los elementos constitutivos y característicos de los juegos de azar, como son el fin de lucro y la ganancia o pérdida total o parcialmente aleatorias, no autorizados de conformidad con las respectivas legislaciones de cada jurisdicción.
La explotación de los juegos de azar en manos de particulares, a través de la utilización de medios masivos de comunicación, resulta ser una verdadera competencia desleal con una desmesurada ventaja frente a los Juegos Oficiales, afectando la regular continuidad de los sistemas sociales, que son atendidos con los recursos provenientes de la actividad lúdica estatal.

d) Nuevos avances en informática y telecomunicaciones, puestos al servicio de la captura de apuestas, esencialmente a través de: Internet, la telefonía celular y la televisión digital interactivas, ya utilizados por muchas loterías del mundo, sin que los organismos oficiales que explotan los juegos de azar en las distintas jurisdicciones argentinas hayan tomado conciencia de esta situación y desarrollado sistemas capaces de lograr una adecuada implementación de esta herramienta, que en el futuro, será esencial para el mantenimiento de la actividad lúdica.

e) Ingreso de operadores privados en casinos, salas de juego y loterías dentro del país, que no respetan las jurisdicciones provinciales, en su afán por captar jugadores. La próxima apertura de casinos privados en las ciudades de Santa Fe y Rosario, los cercanos casinos privados de Buenos Aires, la provincia de Corrientes y de la República Oriental del Uruguay son claros ejemplos.

f) Formas y procedimientos comerciales burocráticos, con exceso de normativas y controles, que no se ajustan a las nuevas épocas y requerimientos del mercado.

El veloz crecimiento de la industria del juego (online y físico) y la dinámica de la actividad torna necesario adecuar los procedimientos de administración y explotación a las necesidades del mercado, en especial los nuevos juegos electrónicos que surgirán y los juegos por Internet, telefonía celular y TV digital interactiva.

g) Nuevo espectro de apostadores, los jóvenes, que no responden a las ofertas en materia de juegos de azar tradicionales proveniente de los organismos oficiales, y cuyos requerimientos no son debidamente advertidos, estudiados y menos aún satisfechos. Tal vez, porque no se tienen en cuenta los cambios producidos en el mercado, las nuevas tendencias y la necesidad de producir modernas alternativas capaces de generar una oferta totalmente innovadora acorde a las necesidades de consumo actual.

Estos son algunos de los hechos y circunstancias que presenta la realidad competitiva. Tenerlos en cuenta es necesario para diseñar el futuro de la industria del juego en las provincias y fijar las estrategias que permitan la continuidad de los organismos oficiales, los cuales sólo sobrevivirán a las nuevas condiciones, en la medida que sean capaces de producir los cambios que los tiempos venideros exigen.
Estas características indican que hay que ser flexibles a la hora de legislar en un tema que es muy dinámico. Además, porque no sabemos lo que va a ocurrir dentro de 10 ó de 20 años, cuando las nuevas tecnologías de la informática y la comunicación cambien el escenario, es que debemos dejar las puertas abiertas a las nuevas realidades.
Si se recorre la geografía de la Argentina se verá que 22 jurisdicciones tienen casinos con participación privada, en el paño y/o las maquinas tragamonedas y solo una, Provincia de Buenos Aires, es estatal.
Cuando, en muchas provincias, comenzaron a advertirse problemas en los resultados, ese fue la evidencia lógica que esgrimieron las autoridades para concesionario o privatizarlo. Sostener un casino estatal o una sala de juego que da pérdidas es una inmoralidad, ya que deben subvencionarse escuelas u hospitales pero no actividades de juego.

Facultad provincial

Configura un obvio postulado que la explotación de juegos de azar atiene al denominado poder de policía de moralidad. Tal poder de policía es típicamente provincial, en cuanto entraña una potestad que las provincias se reservaron y no delegaron al Gobierno Federal al constituir la Unión Nacional.
La reglamentación destinada a prohibir o admitir juegos o apuestas fundadas en razones de moralidad, es de competencia de los gobiernos locales, con más precisión de las legislaturas provinciales, en cuanto son éstas dentro del federalismo argentino las que tienen facultades para legislar iure propio en materia de policía.
Así como las municipalidades carecen de potestades para reglamentar el tema salvo en el supuesto de delegación expresa de las respectivas legislaturas provinciales, tampoco puede pensarse en una ley nacional de juegos aplicables en las provincias, desde que un cuerpo normativo de esta índole avasallaría las autonomías locales.
Este derecho de las provincias de explotar y organizar por sí mismas los juegos de azar a nivel masivo, no sólo se ha impuesto por las incontrastables razones jurídicas a que se hizo mención, sino también se ha robustecido por la responsabilidad y eficiencia con que los estados particulares han hecho uso de él.
Las provincias al asumir el papel que les compete en el ámbito de los juegos de azar han actuado con la prudencia que ello exige, evitando los desbordes y excesos que afectarían la moral pública y, al mismo tiempo, lo han hecho con eficiencia y rentabilidad, lo que permite que los fondos obtenidos se vuelquen en beneficio para la comunidad, particularmente para los más necesitados.
No se trata de propugnar el juego por el juego mismo sino de defender una fuente de recursos del erario provincial, con la seguridad de que la provincia sabe aprovecharlos adecuadamente con un justo sentido del equilibrio exigido por las consideraciones morales comprometidas en la materia y la responsabilidad de hacerse cargo de las consecuencias negativas que, a nivel individual, puede provocar la actividad.

Impuesto Provincial o Tasa Municipal

Los recursos derivados de esta gestión ejercida por las provincias en el radio de sus respectivas jurisdicciones, configuran un monopolio fiscal fruto de una actividad de la administración y como tales no son susceptibles de ser gravados por impuesto alguno. A más de resultar evidente esta conclusión desde un punto de vista estrictamente jurídico, está apoyada en consideraciones prácticas de mayor peso.
La idea de gravar estos recursos derivados del juego con tributos para atender diversas necesidades sociales, encierra un contrasentido, en cuanto a la generación de este producido tiene ya, precisamente, el destino que se quiere dar a los impuestos. Y como el pase de un bolsillo a otro de los fondos importan necesariamente gastos, el tautológico procedimiento conduce a que, en definitiva, se termine por achicar o reducir lo que se intenta incrementar.
Si el Estado aprovecha el fenómeno lúdico, es porque al no poderse desterrar el juego interesado que es connatural en muchos casos a la condición humana, en vez de prohibirlo, lo encauza y aprovecha para dar a su producto un destino socialmente útil.
Por todas estas razones es que consideramos que esta es la forma más adecuada de abordar la problemática de los juegos de azar en la reforma de la Constitución, estableciendo en ella los principios y reglas relativos a su administración, explotación y distribución de las ganancias.

Jorge P. Busti

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Haiek.

SRA. HAIEK – Solicito, señor Presidente, que este proyecto de reforma, referido a los juegos de azar; sea girado a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable, no a la propuesta en la nómina de Asuntos Entrados, que es a la que se le asignaron estos temas

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento así se hará.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, se gira a la Comisión Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

XXXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.065)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Incorpórase al texto constitucional, en la sección VI, Poder Judicial, Capítulo I, Disposiciones Generales, el siguiente artículo:

“La Policía Judicial es un cuerpo al servicio de jueces penales y ministerio público fiscal, a efectos de intervenir en todas las investigaciones tendientes a esclarecer delitos. Se integra por especialistas en distintas ramas, conforme la tipología de delitos, y posee independencia del poder ejecutivo y de la policía administrativa.”

ROMERO

FUNDAMENTOS

Desde hace muchos años en materia de investigación penal, carecemos de investigadores que en la etapa preliminar, ocurrido el delito, y dependiendo exclusivamente de los jueces y fiscales, estén presentes en la obtención y preservación de pruebas fundamentales para el esclarecimiento de los hechos y la identificación de los autores.
No escapará a la consideración de los Sres. y Sras. Convencionales que, estando creada la policía judicial por el Código de Procedimientos en materia penal –de corte mixto– que rige en la provincia desde principios de la década del 70, nunca se implementó. Cumple tales funciones la policía administrativa, que no depende del Poder Judicial ni de los Fiscales.
Existe y existirá resistencia a su creación, razón por la cual considero necesario que en virtud de la habilitación que hizo la ley 9768 en su Art. 1 inciso 45, sea incorporada expresamente en el texto constitucional, fortaleciéndose así las posibilidades de su futura creación y conformación.
Por estas razones, que serán ampliadas oportunamente, es que solicito la aprobación del presente proyecto.

Rosario M. Romero

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXXV

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 1.066)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:
Modifícase el artículo 56 de la Constitución de Entre Ríos por el siguiente texto:

“Artículo 56: La Cámara de Diputados se compone de treinta y cuatro ciudadanos elegidos directamente por el pueblo de la provincia a simple pluralidad de sufragios.”

ROMERO

FUNDAMENTOS
Sr. Presidente:

El contenido del presente proyecto sustenta su habilitación legal en el inciso 1°, artículo 1° de la Ley N° 9768.

Sucede que a más de setenta años de vigencia del texto constitucional, resulta preciso actualizar el contenido del artículo 56.

Sin bien la elección a diputados pronviciales se realiza considerando a toda la provincia como distrito único, el convencional del ´33, para definir el número de diputados a elegir, consideró como criterio rector la cantidad de departamentos existentes en aquel momento, determinando dos ciudadanos por cada uno de aquellos.

Es nuestra intención reeditar tal criterio y elevar en consecuencia a 34 el número de representantes del pueblo de Entre Ríos en la Cámara Baja. De tal modo contemplamos el aumento poblacional de la provincia, dando mayor representación a sus habitantes.

Sr. Presidente, por lo expuesto solicito la aprobación del presente proyecto de texto constitucional.

Rosario M. Romero

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXXVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.079)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
ARTÍCULO: Tienen derecho a celebrar contrato denominado “UNIÓN CIVIL” dos personas capaces, mayores de edad, con independencia de su sexo, que acrediten convivencia en pareja mínima de un año, a excepción que entre los integrantes haya descendencia en común. Deberán tener domicilio legal en Entre Ríos e inscribirse la UNIÓN CIVIL en el Registro Civil de la Provincia. La legislatura dictara una ley al respecto, estableciendo los requisitos y garantizando a sus integrantes tratamiento similar a los que les otorgan las disposiciones legales a los convivientes de hecho en aparente matrimonio para el ejercicio de los derechos, obligaciones y beneficios que emanan de toda la normativa dictada por la provincia.
ROGEL – ALLENDE (Clidia) – DE PAOLI – MONGE – VILLAVERDE.

FUNDAMENTOS
Uno de los temas expresamente habilitados por la Ley 9768 en su artículo 1º es la incorporación de principios de “equidad de género” y de “no discriminación” que garanticen en el ámbito público, y promuevan en el privado, la igualdad real de oportunidades entre hombres y mujeres.

La equidad se sitúa en el marco de la igualdad y abandera el tratamiento particular de grupos diferentes para eliminar la desigualdad, es decir reconoce la diversidad sin que ésta signifique razón para la discriminación.

En ese orden de ideas y en consonancia con numerosas legislaciones que, en el ámbito nacional e internacional, proponen el reconocimiento normativo de las situaciones de convivencia estable y duradera entre dos personas, con independencia de su sexo u orientación sexual, estableciendo efectos jurídicos concretos que impliquen un trato igualitario, al otorgado por el estado a instituciones tales como el matrimonio o las uniones de hecho en aparente matrimonio, es que se impulsa el presente proyecto.

Si bien en la actualidad, el matrimonio continúa siendo la forma institucionalizada en la que históricamente se ha manifestado esa unión afectiva y estable, cuya regulación incumbe exclusivamente a la orbita del poder federal, consideramos importante reconocer que se han ido desarrollando, a lo largo de los últimos 50 años, otros tipos de uniones, no matrimoniales, que demandan un especial reconocimiento por parte del estado, a fin de garantizar los derechos de quienes constituyan estas uniones y evitar discriminaciones indeseables.

La presente iniciativa propone efectivizar el reconocimiento a nivel provincial de esas uniones que, aunque novedosas y atípicas – de acuerdo con lo normado hasta el momento – merecen ser tratadas con criterios de igualdad y equidad respecto de lo instituido hasta nuestros días.

De hecho, la situación de hecho que se propone reconocer, existe desde hace larguísimos años, y ha funcionado a nuestro alrededor, en nuestras comunidades, sin generar ningún tipo de disturbio o anomalías a nuestra organización social. Dichas uniones se desenvuelven en un plano estrictamente personal e íntimo e, incluso, han aportado a una construcción social más plural, más igualitaria y más comprensiva e integradora.

Cabe citar como antecedentes legislativos la ley 1.004, de uniones civiles dictada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, precursora en América Latina, una ley semejante sancionada por la Provincia de Río Negro el 17 de diciembre de 2002 por la que se reconoce a las parejas formadas por personas del mismo sexo, los mismos derechos que la Provincia garantiza a las uniones de hecho.

Corresponde decir también que se han presentado proyectos similares en las Legislaturas de las Provincias de Santa Fe, Córdoba, Mendoza, y La Pampa.

En Brasil, se aprobaron en 2001, leyes que garantizan la igualdad de derechos para los empleados estatales en pareja con personas del mismo sexo, ello ocurrió en las ciudades de Pernambuco (Recife), Río de Janeiro (Río de Janeiro) y Pelotas (Río Grande do Sul) y en 2002 en Sao Paulo aprobó una ley similar.

En el continente europeo, Dinamarca fue el primer país que aprobó una Ley de Parejas, en junio de 1989, otorgando derechos sólo a las parejas convivientes del mismo sexo. Noruega hizo lo propio en abril de 1993. En España, las regiones autónomas de Navarra, Aragón, Cataluña, Valencia y Baleares cuentan con una legislación que otorga derechos a las parejas de hecho. En las Comunidades Autónomas de Cataluña y Aragón, reconoce la unión homosexual, pero mediante un régimen legal diferente al que rige el matrimonio tradicional, al igual que en Francia. En Holanda, Bélgica y Canadá, las parejas homosexuales pueden casarse y el Estado les reconoce los mismos derechos y obligaciones que a las parejas heterosexuales.

En los Estados Unidos de Norteamérica, el Estado de Vermont cuenta con una ley que equipara la unión homosexual al matrimonio heterosexual.

En nuestro país y dadas las características de la organización constitucional adoptada, a las provincias les está vedado regular cuestiones cuya competencia incumba exclusivamente al gobierno federal, tal el caso del matrimonio, es por este motivo que, al efecto de consagrar válidamente la institución de la unión civil, se establece la equiparación normativa con las uniones de hecho en aparente matrimonio, con idénticos efectos normativos en el ámbito de la provincia.

Esta propuesta tiene como propósito garantizar el establecimiento de los mecanismos necesarios para posibilitar la unión civil de las personas, independientemente de su condición o elección sexual, resolviendo el tema de las uniones de hecho y facilitando el acceso a una serie de derechos o beneficios que, de otro modo, tienen vedado.

De este modo se propone contribuir al desarrollo de una sociedad mas tolerante y un estado que no discrimine a los sujetos de derecho, por su religión, raza, ideología, o identidad u orientación sexual, garantizando el pleno ejercicio de derechos humanos básicos consagrados por nuestra Constitución Nacional y por Pactos Internacionales que gozan de tal jerarquía.

Es por todos los argumentos explicitados y los que en su oportunidad se darán a conocer que solicitamos la aprobación del presente proyecto.

Fabián D. Rogel – Clidia A. Allende – Griselda L. De Paoli – Jorge D. Monge – Rubén A. Villaverde.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXXVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.080)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

El Gobierno de la Provincia como custodio de las tierras y bienes que subyacen en ellas, deberá propender el uso sustentable de los recursos naturales, de la tierra, de las aguas, de las zonas de seguridad, de fronteras y parques.

La Legislatura dictará las normas especiales que reglamenten y determinen las frecuencias e intensividad de cultivos y el uso de sustentos naturales de las tierras, para proteger la naturaleza y sus ciclos de producción de manera tal de conservar la productividad futura y ciudar el desgaste de los suelos. Que forman el acervo para el desarrollo y crecimiento de nuestras generaciones venideras.

Asimismo se deberán proteger y reincentivar las normas ya vigentes en cuanto a el dominio de las tierras en las zonas de fronteras, y reservas nativas y las condiciones requeridas para acceder a su titularidad.

CARAMELLE

FUNDAMENTOS

Sabido es que la utilización de las tierras fértiles, es una de las mas sustentables formas de producir capital es este país que es esencialmente agrícola ganadero. El hombre, que generalmente priorizar su interés particular al interés de la comunidad, no para en la explotación irracional utilizando todas las nutrientes naturales, valiéndose de nutrientes artificiales comúnmente llamados fertilizantes o abonos y repitiendo un y otro año el ciclo del mismo producto, en tanto y cuanto este siga siendo rentable.
En nuestra carta magna nacional existen principios de defensa al derecho de propiedad, a la libertad de trabajo y muchos otros derechos de protección al individuo.
Como compatibilizar los derechos de los individuos merecidamente impuestos en nuestra constitución con la urgente necesidad de proteger el medio ambiente, el sustento de los niños de hoy, hombres de mañana, la explotación de los recursos naturales en forma racional.
Esa es la cuestión.
Entonces pretender que el Estado en su rol, pueda sin atacar los derechos de los habitantes del suelo argentino, implementar medidas de contralor, señalando los principios que deberán respetar los productores para la explotación libre de sus tierras, pero racionalizando, en base a serios estudios, que determinen cual es la variable de productos que en cada tiempo se puede sembrar, cual es el tipo de hacienda que se debe incentivar en cada región, cuidando la alternativa de los mejores precios en el mercado interno y en el mercado exportador, sustentado por políticas fiscales y crediticias y de apoyo para lograr prontamente el mejor aprovechamiento de la tierra y la mejor rentabilidad para su propietario o arrendatario, quien sea que la explote.

Eda R. Caramelle

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

XXXVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.088)

La HONORABLE Convención Constituyente SANCIONA:
Artículo 1º: Refórmase el art. 63 inciso 2º, Capítulo III, Sección Cuarta, quedando el texto redactado de la forma siguiente:

“Son atribuciones exclusivas del Senado: ... 2º.- Prestar acuerdo en sesión pública convocada al efecto a los funcionarios que determine esta Constitución y las leyes dictadas en consecuencia dentro del plazo de 60 días hábiles de recibida la propuesta por el Poder Ejecutivo.

Prestar acuerdo a la lista de magistrados que remita el Consejo de la Magistratura según lo establecido en el arts. 154, atribuciones, inciso c) de esta Constitución dentro del plazo de 60 días hábiles de recibida la propuesta.

En todas aquellas designaciones en que intervenga el Consejo de la Magistratura, vencido el plazo referido anteriormente, el acuerdo se considerará otorgado en forma automática.

Cuando se trate de los Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Fiscal General y Defensor General el acuerdo requerirá dos tercios de la totalidad de sus miembros. En los demás casos la mayoría absoluta de sus miembros.

Artículo 2º. Refórmense los incisos 17º y 19º del art. 135, Capítulo III, Sección V, los que quedan redactados de la forma siguiente:

“Son atribuciones del Poder Ejecutivo:...

17º) Designar, con acuerdo del Senado, los Ministros del Superior Tribunal de Justicia, el Fiscal General y el Defensor General.

Remitir al Senado dentro de los treinta días hábiles de recibida la comunicación por el Consejo de la Magistratura, al propuesto de la terna, para que se le preste acuerdo; vencido este plazo se considerará efectuada la remisión con la propuesta del primero.

19º) Designar los demás funcionarios del Estado provincial para los que esta Constitución y la Ley así lo dispongan.

Artículo 3º: Sustitúyese el texto del art. 154 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos por el siguiente:

Art. 154:

Designación de los integrantes del Poder Judicial:

“Los Ministros del Superior Tribunal de Justicia, el Fiscal General y el Defensor General son designados por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado. Los demás jueces y funcionarios de los Ministerios Públicos Fiscal y Pupilar en todas sus instancias, el Fiscal General y Adjuntos de la Oficina Anticorrupción y el Presidente, Vocales y Fiscales del Honorable Tribunal de Cuentas, son propuestos en ternas vinculantes por el Consejo de la Magistratura al Poder Ejecutivo y designados por éste con acuerdo del Senado, con arreglo a la presente Constitución y a las leyes que se dicten.

“En todos los casos, el Senado escuchará en audiencia pública las impugnaciones de los ciudadanos sobre la persona del propuesto, otorgando a éste oportunidad de réplica”

“En todos los casos, los propuestos deberán contar con especial versación jurídica e idoneidad, demostrada a través de su trayectoria en el Poder Judicial, en el ejercicio de la profesión de abogado o en su desempeño en instituciones vinculadas al derecho, como así también, probidad en su vida privada y garantía de independencia del poder político.

“Vencido el plazo previsto por el art. 63, inc. 2º, primer párrafo para que el Senado se expida sobre el acuerdo, se considerará designado en el cargo concursado el primer postulante de la lista en todas aquellas designaciones en que intervenga el Consejo de la Magistratura”.

Consejo de la Magistratura:

“El Consejo de la Magistratura es órgano autónomo integrado igualitaria y periódicamente por representantes del Colegio de Abogados de Entre Ríos, de la Asociación de Magistrados y Funcionarios del Poder Judicial, de la Asociación de Empleados Judiciales de Entre Ríos, Académicos domiciliados en la Provincia con desempeño en Universidades Nacionales, representantes de la Cámara de Diputados con la presencia de la primer minoría y de organizaciones civiles con personería jurídica y domicilio en la provincia”.

“En los casos de selección de Vocales o Fiscales del Tribunal de Cuentas, el Consejo se integrará por representantes del Colegio de Ciencias Económicas de la Provincia de Entre Ríos, Académicos Universitarios con desempeño en Universidades Nacionales, por representantes de los empleados del Tribunal de Cuentas y de organizaciones civiles con personería y domicilio en la provincia cuyo objeto sea la transparencia y ética en la función pública”.

“Los Consejeros durarán cuatro años en sus funciones y serán elegidos por las respectivas instituciones o asociaciones. Los representantes de las organizaciones civiles deberán unificar su representación en el número que establezca la ley.”

“No podrán ser Consejeros los ciudadanos comprendidos en las inhabilidades de ley, los contratistas, asesores, apoderados y funcionarios empleados ó contratados del Poder Ejecutivo o Poder Legislativo de la Provincia o sus Municipalidades.”

Atribuciones:
“Son atribuciones del Consejo de la Magistratura:

a) Comunicar al Poder Ejecutivo para su nombramiento de conformidad a lo dispuesto por el art. 135, inc. 17 segundo párrafo, la nómina resultante de la selección cumplida en relación al cargo vacante a cubrir.

b) Seleccionar los postulantes mediante la realización de concursos públicos de antecedentes y oposición en la forma que determine la reglamentación, garantizando a los postulantes imparcialidad y adecuado derecho de defensa.
c) Confeccionar y remitir cada dos años al Senado, para que preste le Acuerdo una lista de jueces de refuerzo e interinos respetando el mecanismo establecido por esta Constitución.

d) Dictar su reglamento de funcionamiento y administración.
e) Ejercer facultades disciplinarias sobre sus miembros y empleados.
f) Administrar los fondos que le asigne el presupuesto.
g) Acusar ante el Jurado de Enjuiciamiento o solicitar la acusación para Juicio Político a la Cámara de Diputados con fundamento en las causales previstas por esta Constitución.”
Artículo 4: Agréguese la siguiente Cláusula Transitoria: “La Legislatura de la Provincia deberá sancionar la Ley Orgánica del Consejo de la Magistratura dentro de los ciento ochenta días de la sanción de la Reforma de la Constitución.”
BRASESCO – MONGE – ARRALDE – ROGEL – ALLENDE (Clidia) – CEPEDA – DE PAOLI – GUY.

FUNDAMENTOS
Sr. Presidente:

Uno de los temas expresamente habilitados por la Ley 9.768 es el referido al sistema de designación de los jueces al autorizarse por una parte la incorporación de la figura del Consejo de la Magistratura, como organismo técnico, con participación ciudadana, para la selección y acusación de Jueces y Funcionarios del Poder Judicial (con. Ley citada, art. 1º, Nº 35) y permitirse, consecuentemente la modificación de los arts. 63 inc. 2º y 135 inc. 17. En ese orden numérico se proponen las reformas de las mencionadas normas constitucionales a fin de incorporar el Consejo de la Magistratura como órgano constitucional. Para ello se han adaptado y reformulado las atribuciones del Senado y del Poder Ejecutivo conforme los mencionados artículos al nuevo organismo que se incorpora con rango constitucional.
El sistema de designación de jueces previsto en nuestra constitución siguió el modelo de la constitución nacional de 1853/1860 que estableció la designación por el Poder Ejecutivo con Acuerdo del Senado; constituyendo dicha mecánica un sistema discrecional de designación donde el titular del Poder Ejecutivo no está obligado a dar las razones de su propuesta ó cuales fueron las pautas de selección. Ese sistema demostró en los últimos 25 años que no se contaba con contralores o contrapesos internos o externos, verificándose que con la sola acreditación de ser abogado y contar con determinada edad o antigüedad, se designaron a los jueces, resultando que en muchísimos casos los propuestos lo eran por una relación ó vinculación determinada con el poder político de turno, licuándose la garantía del juez independiente e idóneo.
La reforma constitucional de 1994 que incorporó al Consejo de la Magistratura como órgano técnico dirigido a proponer las nominaciones en la judicatura de ternas vinculantes surgidas de concursos públicos de oposición y antecedentes, habilitó su incorporación en prácticamente todas las provincias, siendo las últimas constituciones reformadas que lo incluyeron Neuquén en el año 2006 y Corrientes en el año 2007.
En la Convención Constituyente de Entre Ríos de 1933 se escucharon voces disidentes al sistema de designación vigente. El convencional Ardoy lo evaluó críticamente señalando que “no es posible aceptar en nuestro régimen institucional que un poder sea derivación de otro poder, aparte que librar la designación a la elección del Poder Ejecutivo sería concentrar una facultad demasiado extensa en un solo hombre, sujeto a influencias o factores personales”. Similares reparos expresó el convencional Etchevehere al expresar que “en la práctica su ejercicio significa, con mucha frecuencia un lamentable fracaso. Nadie de nosotros lo ignora. Se supedita el poder judicial al trajín de los poderes fuertes en la ley y en los hechos: los poderes políticos”, advirtiendo que es el Gobernador quien constituye realmente el Poder Judicial a través de “designaciones discrecionales e ilimitadas”.
Estas proféticas advertencias, fueron incorporándose a los reclamos de los sectores sociales y cobrando fuerza a través del Colegio de Abogados, otros los colegios profesionales, la Asociación de Magistrados, el gremio de los empleados judiciales y distintas organizaciones de la vida civil a fin de que los partidos incluyesen en sus plataformas el Consejo de la Magistratura. En nuestra Provincia, asumido el Gobernador Busti, tomó la decisión de autolimitarse en sus facultades constitucionales y dictó el Decreto 39/03 creando el Consejo de la Magistratura como órgano asesor del Gobernador para la designación de magistrados y funcionarios de los ministerio públicos. Entendemos que este antecedente resulta valioso dentro de la propuesta que formulamos, atento que su integración ha sido equilibrada y participativa de los distintos sectores involucrados en la conformación e integración del Consejo.
Estamos convencidos que la designación de jueces mediante mecanismos a través de concursos públicos de antecedentes y oposición, evitando la discrecionalidad del poder de turno, el amiguismo ó las vinculaciones político partidarias es una herramienta valiosa para consolidar el Estado de Derecho. También se han incluido para ser seleccionados y designados mediante el consejo de la Magistratura los funcionarios que ejerzan cargos de la mayor responsabilidad funcional y de decisión en los órganos constitucionales de control como el Tribunal de Cuentas y la Oficina Anticorrupción. Se trata de cargos públicos que se encuentran comprometidos con el control constitucional, legal, contable y financiero y la transparencia de los actos del Estado de modo similar a lo establecido por la Constitución de Tierra del Fuego en su art. 164.
Se propicia para el Consejo una integración equilibrada y representantiva estableciendo incompatibilidades de aquellas personas que directa o indirectamente estén vinculadas al Estado a fin de garantizar la transparencia de todo el proceso.
En las normas habilitadas para implementar el nuevo mecanismo de designación hemos considerado importante establecer plazos de caducidad, tanto al Poder Ejecutivo para remitir al Senado al postulante que proponga como al Senado para prestar o no el Acuerdo. Se trata de evitar que las notorias demoras y dilación en los órganos políticos de ejercer sus facultades constitucionales, observadas principalmente en el orden nacional y, en algunos casos en nuestra provincia, hagan caer las propuestas surgidas de los concursos, todo lo cual desvirtúa en la práctica el sistema, crea desconfianzas y provoca ingentes pérdidas de tiempo como de costos. En este aspecto se han tenido en cuenta los antecedentes de diversas constituciones como las de Ciudad Autónoma y las de las Provincias de Santa Fe, Chubut, Corrientes y Jujuy que determinan que si el órgano legislativo no se expide en el plazo fijado por la constitución, se considerará aprobada la propuesta. La de Corrientes incluso tiene en cuenta la eventual demora del Poder Ejecutivo para expedirse respecto de las ternas vinculantes y determina que si no lo hace en el plazo de quince días de recibida “se considerará remitido el pliego de quien ocupa el primer lugar en la terna”.
Se mantiene la designación de los Ministros del Superior Tribunal de Justicia, el Fiscal General y el Defensor General por el Poder Ejecutivo con Acuerdo del Senado. No obstante se ha entendido que aún conservándose esta facultad en órganos estrictamente políticos, los propuestos deben tener especial versación judicial como requisito de idoneidad y que la designación se logre mediante el acuerdo de los dos tercios del total de miembros del Senado en sesión pública especialmente convocada al efecto. (Exigencia establecida en la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y de la Provincia de Chubut). Estamos convencidos que el sistema discrecional de designación por el Poder Ejecutivo debe estar limitado por la imposición de especiales exigencias, tanto para los ministros del Superior Tribunal de Justicia como para los titulares de los Ministerios Públicos. Resulta imprescindible que la integración del órgano máximo del Poder Judicial lo sea por quienes garanticen independencia del poder político, probidad en su vida privada e idoneidad a través de especial versación jurídica ya sea por reconocida trayectoria en el Poder Judicial o en el ejercicio de la profesión, por sus antecedentes académicos o por su desempeño en instituciones vinculadas al derecho, por citar algunos supuestos.
Se propicia que la integración del Consejo sea equilibrada y representativa de todos los sectores involucrados: los magistrados, los abogados, el sector académico, el gremio de los empleados judiciales, representantes de la Cámara de Diputados con presencia de la minoría y los representantes de las organizaciones civiles. Por tanto también se ha entendido que los Ministros del Superior Tribunal de Justicia, atento que su designación es estrictamente política y que, eventualmente, podrán ejercer respecto de las decisiones del consejo el control jurisdiccional -circunstancia que se ha dado en nuestra provincia en distintos concursos, inclusive con disposición de medidas cautelares-, por ello no deben formar parte del organismo, puesto que podrían transformarse en juez y parte. Además se establecen incompatibilidades en relación a aquellas personas que directa o indirectamente estén vinculadas al Estado en pro de garantizar la transparencia de todo el proceso.
A modo de conclusión: las atribuciones y funciones del Consejo son similares a las que reconoce el art. 114 de la Constitución Nacional al Consejo de la Magistratura. Como particularidad y a fin de evitar los problemas atravesados por los jueces subrogantes ó interinos en el fuero federal y que motivaron inclusive que la CS declare la inconstitucionalidad de la designación de esos jueces, se ha establecido un mecanismo de designación constitucional por el Consejo de la Magistratura con acuerdo del Senado, a fin de que en caso de vacancias o licencias prolongadas el Superior Tribunal de Justicia utilice las listas pertinentes cuando tenga que proveer a nombrar jueces interinos, suplentes, provisorios o de refuerzo.
Finalmente se establece una cláusula transitoria a fin de que la Legislatura sancione la Ley Orgánica del Consejo de la Magistratura.
Es por todos los argumentos explicitados y los que en su oportunidad se darán a conocer que solicito la aprobación del presente proyecto.

Luis A. Brasesco – Jorge D. Monge – Juan C. Arralde – Fabián D. Rogel – Clidia A. Allende – Silvina E. Cepeda – Griselda L. De Paoli – Raúl D. Guy.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.089)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art. 1º) Modificase el art. 148, Sección VI, Poder Judicial, Capítulo I, texto que queda redactado de la forma que sigue:

“Art. 148.- El Superior Tribunal de Justicia se compondrá por un número impar de miembros que no podrá ser inferior a cinco ni superior a siete, pudiendo dividirse en Salas. En ningún caso pueden ser todos sus integrantes del mismo sexo.

La presidencia del cuerpo rotará cada dos años comenzando por el Ministro de mayor edad.”

Art. 2º).- Agréguese a las disposiciones transitorias la siguiente: 

“Desde la entrada en vigencia de esta constitución y a fin de acceder a la integración numérica prevista en  el art. 148, en oportunidad de producirse una vacante definitiva se reducirá de forma transitoria a ocho el número de jueces del Superior Tribunal de Justicia. A partir de dicha reducción sus decisiones se tomaran por el voto mayoritario de cinco (5) de sus miembros. En oportunidad de producirse una nueva vacante definitiva, se reducirá a siete el número de jueces. Las decisiones se tomaran por el voto de la mayoría absoluta de sus miembros”.

Art. 3º) De Forma.

MONGE – VILLAVERDE – BRASESCO – DE PAOLI – ALLENDE (Clidia) – CEPEDA – ROGEL.
FUNDAMENTOS
Señor Presidente:

El texto constitucional vigente, cuya modificación se propone, establece un número mínimo de miembros al decir “se compondrá de por lo menos seis miembros” sin condicionar el número máximo que, en la actualidad, es de nueve miembros (art. 31 L.O.P.J. Nº 6902). Tomando como antecedente la publicación efectuada en la pagina www.jusentrerios.gov.ar por la Oficina de Prensa del STJER respecto a la integración del Superior Tribunal de Justicia, surge que entre los años 1950 hasta 1976 el Cuerpo estuvo integrado por 9 miembros. En Mayo del año 1976 la integración se reduce a 6 miembros; a partir de marzo de 1985 se amplía a 7 miembros y, desde junio de 1988 -con una nueva ampliación- el Cuerpo queda conformado por 9 miembros.
Entendemos que la integración del máximo órgano judicial provincial con nueve miembros a la fecha no solo es excesiva por las razones que explicitamos más abajo, sino que también profundiza el tiempo procesal de las causas que deben tramitar por ante el Superior Tribunal de Justicia, con el consecuente retardo en el dictado de sus decisiones y con grave afectación en numerosísimos casos de los derechos de los litigantes puesto que, en definitiva, lo que se resuelve cuando se resuelve  se ha transformado, en la generalidad de los casos, en el reconocimiento de un “no derecho” producto de la mora institucional. La abigarrada lentitud de la maquinaria judicial, producto de una estructura legal burocrática no hace más que acentuar la percepción del estado de inseguridad jurídica que los mismos ciudadanos pretenden hacer cesar cuando recurren a la justicia. En nota editorial de La Nación del 09/07/05, bajo el título “La mora judicial” se afirmaba: “A diferencia de la práctica científica que no tiene límites temporales para la búsqueda de la verdad, la labor jurídica está sujeta a plazos y para los casos en que hay mal funcionamiento judicial existen limitaciones temporales establecidas por convenciones internacionales para evitar que una causa se prolongue”. Queda claro que un Superior Tribunal de Justicia integrado por nueve miembros, sumado a procedimientos lentificados y exageradamente formalistas entorpece la labor judicial y deviene abstracto el preámbulo de la Constitución Nacional” cuando establece la obligación de “afianzar la justicia”.

Dentro del moderno derecho público provincial comparado se observa que la composición de la Corte, cuando se coloca un tope, es reducida. El art. 163 de la Constitución de Chubut establece no menos de tres miembros ni más de seis, el art. 111 de la Constitución de Ciudad Autónoma establece cinco miembros, el art. 164 de la Constitución de Córdoba establece siete miembros y el art. 239 de la Constitución de Neuquén cinco miembros. La constitución de Río Negro dice en el art. 202 que el Superior Tribunal de Justicia se compone de un número impar  no  inferior a tres ni superior a cinco pudiendo aumentarse con el voto favorable de los dos tercios de total de integrantes de la legislatura. Otros estatutos provinciales establecen un número mínimo e impar  sin consignar número máximo. La Constitución de Santiago del Estero dice que el Superior Tribunal de Justicia está integrado por un número impar que no podrá ser inferior a cinco miembros; el art. 137 de la Constitución de La Rioja dice que estará integrado por un número impar que no podrá ser inferior a cinco miembros como mínimo  y el art.89 de la Constitución de La Pampa establece que se compondrá de un número impar de miembros no menor de tres.
En apoyo la propuesta que formulamos de reducir a siete el número de integrantes del STJ debemos poner énfasis especial en que la actual composición de la Corte Suprema Justicia de la Nación retornará a su número histórico de cinco miembros de acuerdo a lo estableciendo por la ley 26183, norma que deroga el art. 1º de la Ley 23744 promulgada en el gobierno de Menem en 1990 y que le permitió ampliar a 9 los miembros de la Corte Suprema. El proyecto de reducción fue presentado por la entonces Senadora Cristina F. De Kirchner, quien definió como un “hito, un símbolo fuerte” la modificación propuesta, ya que “retoma el camino que transitó la Corte Suprema durante casi cien años a partir de 1860”, período durante el cual funcionó con cinco miembros”.

No se puede soslayar que ha sido la actual composición de nueve miembros la que en apariencia justificó el dictado de leyes provinciales (febrero de 2004) que desmembraron facultades del Cuerpo en el control constitucional, concentrándolas en un Mini Tribunal “de Procedimientos Constitucionales” denominación que se adiciona a la Sala Penal para atribuírselo en exclusividad. La jurisdicción de Alzada establecida por el art. 16 de la Ley 8369 de Procedimientos Constitucionales, Sección Amparo establece que el Tribunal de Grado es la Sala de Procedimientos Constitucionales y Penal del Superior Tribunal de Justicia .El art. 51 determina en apartado B) que en la acción de inconstitucionalidad, el pronunciamiento de la Cámara competente según el fuero que haya intervenido en el dictado de la sentencia de primera instancia será susceptible de Recurso de Inaplicabilidad de Ley por ante La Sala de Procedimientos Constitucionales y Penal del Superior Tribunal de Justicia. Dentro del marco de esa ingeniería jurídica en materia excepcional pues estamos hablando nada menos que del control último de constitucionalidad en la provincia, se reformó el art. 42 inc. 4º de la Ley Orgánica de Tribunales al establecer la competencia de la Sala de Procedimientos Constitucionales y Penal para entender en “el recurso de apelación contra lo decidido en primera instancia en las acciones de amparo, corpus data, ejecución y prohibición, corpus y amparo ambiental, en los casos indicados en la Ley de Procedimientos Constitucionales, como así en el Recurso de inaplicabilidad de la Ley indicado por el art. 51, ap. “B” de la misma”.
Con una integración de siete miembros para el pleno, a lo cual debe adicionarse la infraestructura técnica (informatización en todas las áreas del STJ con equipamientos de última generación) y de recursos humanos (secretarios, relatores, empleados abogados, empleados con cargos jerarquizados y personal técnico), con que cuenta el organismo en la actualidad se podrá devolver al Cuerpo en pleno las aludidas facultades sin menoscabo a la facultad que tienen todos los jueces en nuestro sistema constitucional de ejercer el control constitucional. Por otra parte en el proyecto de reforma que hemos presentado en relación al art. 167 inc. 3º, inciso que propusimos quede sin efecto con la creación del fuero contencioso administrativo, limitándose el pleno del STJ a la jurisdicción de alzada, ello saca de su órbita un considerable número de causas. Y no nos cabe duda que la cuestión constitucional, incluida la planteada por vía de amparo, podrá recobrar la agilidad que la caracterizó en otras épocas sin necesidad de una Sala Especial.
En otro orden cabe señalar que para llegar a la nueva integración numérica, no deberán cubrirse los dos primeros cargos en quedar vacantes de forma definitiva.- Si transitoriamente quedasen ocho miembros, las decisiones se tomarán por el voto mayoritario de cinco integrantes. Concretada la integración definitiva en siete miembros, las decisiones serán tomadas por el voto de la mayoría absoluta de sus miembros. En este aspecto se sigue un criterio similar al establecido en la Ley 26.183, circunstancia que se hará constar en una cláusula transitoria.
Concluimos que esta Convención Constituyente se encuentra ante una oportunidad histórica para darle al Superior Tribunal de Justicia, cabeza del Poder Judicial, una integración adecuada a los tiempos, a las necesidades de los justiciables y, como dice el preámbulo de la Constitución Nacional con el norte de “afianzar la justicia”.
Por tales razones y las que estamos dispuestos a verter en oportunidad de su tratamiento impetramos la aprobación de la presente iniciativa por parte de nuestros pares.

Jorge D. Monge – Rubén A. Villaverde – Luis A. Brasesco – Griselda L. De Paoli – Clidia A. Allende – Silvina E. Cepeda – Fabián D. Rogel.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XL

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.090)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo 1º: Incorpórese como al texto constitucional, el la Sección Nuevos Derechos y Garantías  el siguiente artículo:

Artículo    : El estado garantiza a la juventud igualdad de oportunidades e integración con su identidad cultural y la efectiva participación en las decisiones de su entorno y del  conjunto social.
Garantiza igualmente la integración en los espacios institucionales existentes y los necesarios a crear para potenciar en los jóvenes la concreción de proyectos propios y autónomos para el desarrollo, la paz y la democracia.

BRASESCO – MONGE – VILLAVERDE –DE PAOLI – ALLENDE (Clidia) – ROGEL.

FUNDAMENTOS

No es fácil determinar los límites y alcances del término juventud, en sentido amplio, son las/os que tienen un margen mayor de autonomía que la niñez, pero menos que la adultez. Si las condiciones familiares y sociales están garantizadas, más extendida es la adolescencia y juventud; por el contrario, hay premura al paso de estadios posteriores al negárseles el ejercicio de sus derechos y por tanto, el acceso a sus necesidades básicas.
También ser joven significa un abanico de modalidades culturales que se despliegan en interacción, por la clase, el género, la edad, la sexualidad, la memoria incorporada y las instituciones.
El Estado neoliberal las/os abandono. Fuera quedaron de la educación, la salud, y el trabajo.
Si nombramos los distintos niveles en los que opera la discriminación y la injusticia social se hacen visibles: la desigualdad de género y su derivada, la feminización de la pobreza; la explotación económica y todas sus formas conexas (la paradoja de pagar para trabajar). La violencia doméstica, la desprotección de niñas y jóvenes por la ausencia de apoyos seguros, confidenciales y apropiados ante las distintas formas de violencia, el abuso sexual, la prostitución, la pornografía infantil; la indiferencia hacia jóvenes discapacitados, aborígenes, en situación de calle y muchos otros casos y/o situaciones de violación de derechos.
El Estado neoliberal las/os abandono.
Son pensados – Eduardo Galeano (*) diría- opinados por los opinadores como “jóvenes problema” menos por lo que dejan de hacer y más por lo que se suponen que hacen.
El modelo de vida de los jóvenes pobres es “vivir apurados para morir antes” dice desde 1992 en su libro así denominado, Susana Torrado (*) y en este apuro se lleva también la posibilidad de disfrutar las etapas del ciclo de la vida, tal como están socialmente valoradas. No pueden tener niñez ni juventud plena, cuando están involucradas/os tempranamente en la resolución de los problemas de la cotidianidad de sus hogares.

Están sometidos al flagelo de la competencia – origen de la discriminación y descalificación- y del éxito como valor culturalmente exaltado.
El Estado y la sociedad deben respetar y garantizar los espacios institucionales existentes y crear otros, para estimular la “autonomía antes que el éxito; promover la cooperación en detrimento de la competitividad, respetar y estimular las diferencias; rescatar sin juicios maniqueos el par “bueno- malo”, la existencia de diferentes tiempos, habilidades, intereses, momentos, características físicas, culturales, sexuales, familiares; estás actitudes favorecen el aprendizaje y su ejercicio se convierte en un aprendizaje en sí mismo”. (*)
Es por el trabajo persistente y decidido de las/os investigadoras/es de Universidades Públicas Argentinas, que podemos acceder a esta construcción de pensamiento. Entre ellas/os: María Teresa Sirvent, Esteban Rodríguez, Susana Torrado, María del Carmen Feijoó y Graciela Castro, entre muchas/os y que con sus respectivos equipos, llevan tiempo señalándonos que las/os jóvenes deben estar en las agendas políticas, sociales y gubernamentales.
Fuentes citadas:

* Galeano, Eduardo; escritor uruguayo.

* Torrado, Susana - Lic. en Sociología. Magister y Doctora en Demografía. “Vivir apurados para morir antes” Buenos Aires, Ed. Mimeo, 1992.

* Jonas, Claudio y Martínez, Carlos R. “¡Y que no mastique chicle en clase!” publicado en Página 12, edición jueves 20 de marzo de 2008, sección Psicología- Extractado del trabajo La aventura de aprender a pensar, que obtuvo el segundo premio en el concurso ABA 2007. Una escuela que enseña a pensar.
Luis A. Brasesco – Jorge D. Monge – Rubén A. Villaverde –Griselda L. De Paoli – Clidia A. Allende –Fabián D. Rogel.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XLI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.091)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art.- En las empresas económicas de propiedad del Estado o en las que el Estado tenga mayoría accionaría o mixtas, que ocupen en su planta permanente más de 100 (cien) trabajadores, los empleados y obreros participarán en la dirección a través de la elaboración de planes de mejoramiento de la producción y comercialización de los productos; y tendientes a aumentar la calidad de los mismos y a la rebaja de costos.

Art.- A los efectos del cumplimiento del artículo anterior se creará en cada empresa un consejo de trabajadores en las condiciones que establezca la ley reglamentaria. Este cuerpo controlará la ejecución de los planes mencionados, debiendo ser consultado obligatoriamente por la empresa en toda cuestión atinente a los mismos.

Art.- La representación sindical de los trabajadores en la empresa ejercerá los derechos de información y consulta sobre las materias y participará en la dirección y efectuará el control de ejecución respecto de las materias en las condiciones y modalidades que fije la ley reglamentaria.

BRASESCO – ALLENDE (Clidia) – ROGEL – VILLAVERDE – MONGE – DE PAOLI.

FUNDAMENTOS
El presente proyecto se refiere al derecho de participación, información, consulta y control de los trabajadores y organizaciones gremiales en las empresas donde el estado provincial asuma las características que indica el texto puesto a vuestra consideración.

La participación de los trabajadores en la empresa es una realidad ya en el siglo veinte, en que las empresas europeas e inclusive las norteamericanas comienzan a implementarlas como prueba en una primera etapa, para luego transformarlas en realidad en el mundo laboral. La necesidad de integrar al trabajador a la empresa para un mejor rendimiento de la misma, y por otra parte en que el trabajador y sus organizaciones sindicales en sus ámbitos pertinentes tenga información, participación efectiva en la dirección de la empresa, lo que ha traído sin duda beneficios recíprocos que hacen que esta mecánica de integración halla dados frutos mas que positivos. La Constitución Nacional lo consagra en el art. 14 bis, junto a la participación de las ganancias por parte de los trabajadores, sin embargo prácticamente, salvo realidades de excepción, nuestra sociedad hasta la fecha a sido renuente a esta integración que los grandes países lo tienen como algo natural.

La cogestión ha tenido en el gremio de luz y fuerza una fuerza sindical pionera en este aspecto en la persona del ya desaparecido dirigente Saccone, que concretó esta realidad de integración en el ámbito empresario de Capital Federal, donde fue una realidad. Sin embargo los retrocesos en el mundo de la política que repercutieron en los ámbitos gubernamentales y su traslado al mundo del entretejido social atacaron esta realidad como muchas otras, hasta borrarla del recuerdo
Nadie ignora que la presencia del sector trabajador en algunas empresas tanto del ámbito estatal como privadas, en el ámbito del directorio está presente en nuestro país, pero ello es simple un ejemplo aislado frente a lo que debe ser una realidad. Por ello nuestra provincia que a través de esta constitución debe constituirse en un Estado Social Democrático, no puede dejar de concretar la cogestión empresaria donde asume el carácter de empresario.
Los antecedentes mas importantes lo encontramos en Alemania y un hecho notable es que el 4 de febrero de 1920 se dicta la famosa Betriebratgesetz (ley de cogestión de empresa) como un intento de “democracia social y económica”. En Finlandia y Francia también encontramos intentos pero siempre fueron tibios y en realidad no hubo avance en este modelo. Es recién después de la segunda guerra mundial que la cogestión toma vuelo y es en Alemania  donde notablemente se la concreta en una realidad, para luego expandirse por toda Europa. La Doctrina Social Cristiana impulsa notablemente este modelo y son el Congreso de Bochum (1949) que congrega obreros y empleadores alemanes, católicos, en donde se auspicia la participación en la empresa de los trabajadores. Posteriormente en el Congreso Internacional de Ciencias Sociales (1950) que sostiene que una de las formas de concretar la justicia social es la participación del asalariado, que fue convocado por el Papa Pio XII, posteriormente  Juan XXIII y Pablo VI sostienen a través de las encíclicas “Mater et Magistra” y “Populorum Progressio” las mismas posiciones.
Hoy la cogestión es una realidad social en el mundo.

Luis A. Brasesco – Clidia A. Allende – Fabián D. Rogel – Rubén A. Villaverde – Jorge D. Monge – Griselda L. De Paoli.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Barrandeguy.

SR. BARRANDEGUY – Señor Presidente, como el proyecto de reforma –Expte. Nro. 583– presentado por el señor convencional Schvartzman referido al mismo tema se encuentra en la comisión que presido, intereso el doble giro para esta iniciativa, es decir, que pase también a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento, así se hará.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Por lo tanto, se gira también a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías, Formas de Participación Popular.
Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

XLII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.092)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo 1°: Incorpórese al texto del artículo que se consigna a continuación en la Sección de la Constitución correspondiente a Régimen Económico y del Trabajo, estando habilitado por el Art. 1° incs. 27 y 28 de la Ley N° 9768.

Artículo   : El Estado provincial alienta el desarrollo económico de la pequeña y mediana empresa con asistencia técnica y financiera.

Fomenta y protege la radicación de pequeños y medianos emprendedores/as industriales en sus comunidades de origen y la comercialización sustentable de sus productos.

En todo procedimiento de contratación deberá dar preferencia a los bienes y servicios producidos en Entre Ríos y cuyas empresas tributen en el territorio provincial, dentro de las normas que establezca la ley.

DE PAOLI – ROGEL – MONGE – BRASESCO – CEPEDA.

FUNDAMENTOS
Si la provincia de Entre Ríos tiene entre sus políticas y forma parte de su proyecto hacia el futuro terminar con el éxodo rural y urbano y aspira a que los entrerrianos se queden y produzcan en su territorio debemos impulsar el desarrollo de acciones políticas concretas y reales además de efectivas. Entre ellas indudablemente se constituye en una fortaleza la posibilidad de protección de las pequeñas y medianas empresas a través de la asistencia técnica que contribuya a potenciarlas y financiera que las ayude y nos ayude a crecer.
De igual modo creemos que la implementación de políticas del tenor de las consignadas, redundará en el arraigo de esos emprendedores/as en sus propias comunidades de origen, contribuyendo a evitar, en no pocos casos el vaciamiento de nuestros pueblos.
Sabemos que para el pequeño productor competir de igual a igual con los grandes grupos económicos que progresivamente se van concentrando y asentando en nuestra provincia, aunque la mayoría de las veces no tributen en ella, es extremadamente difícil. Es en razón de ello que resulta de vital importancia respaldar a quien a pesar de las desventajas se ha quedado trabajando, produciendo y tributando en Entre Ríos.
Creemos que a través de la asistencia técnica, los subsidios y la adquisición con prioridad de aquellos bienes y servicios producidos por productores entrerrianos en Entre Ríos estaríamos contribuyendo por un lado a la generación de empleo "en casa" y por otro a los mejores ingresos reales por persona, a la adquisición de bienes básicos y servicios esenciales y al desarrollo integral de los habitantes entrerrianos con sus potencialidades y sus talentos.
En razón de lo expuesto y de lo que oportunamente argumentarán los autores es que solicitamos a los Sres. Convencionales acompañen esta propuesta que se ajusta a los principios y a las propuestas que mueven a esta Convención en beneficio de los entrerrianos.

Griselda L. De Paoli – Fabián D. Rogel – Jorge D. Monge – Luis A. Brasesco – Silvina E. Cepeda.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

XLIII

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 1.093)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo 1°: Incorpórese como texto constitucional en la Sección correspondiente a Nuevos Derechos y Garantías el siguiente:

Artículo   : La seguridad es un deber irrenunciable del Estado Provincial basada en una concepción de respeto y garantía de los derechos ciudadanos. El Estado asegura el principio de legalidad, la prevención del delito y la asistencia a la víctima. Ejerce el control de la actuación policial respondiendo a normas éticas establecidas en acuerdos internacionales.

DE PAOLI – BRASESCO – ROGEL – MONGE.

FUNDAMENTOS
En nuestros días podemos señalar que el impacto que los derechos humanos han tenido en todos los ámbitos de las Ciencias Sociales es un proceso que no ha concluido, es un camino abierto hacia la efectiva vigencia de los Derechos Humanos, que como dijera Bobbio es el verdadero desafío de nuestros días: “No se trata tanto de saber cuáles y cuántos son estos derechos, cuál es su naturaleza y su fundamento, si son derechos naturales o históricos, absolutos o relativos, sino cuál es el modo más seguro para garantizarlos, para impedir que, a pesar de las declaraciones solemnes, sean continuamente violados”.
El considerar a los derechos humanos inherentes a la persona y no depender su existencia de reconocimiento de un Estado, plantea que “siempre es posible extender el ámbito de la protección a derechos que anteriormente no gozaban de la misma” por ello se produce la multiplicación de los medios de protección. Aquí es que encuadramos el contenido del artículo que proponemos incorporar a nuestra Constitución Provincial.
Todos somos concientes de que la sociedad actual está inmersa en un profundo proceso de cambios que inciden notablemente en las relaciones interpersonales, trayendo resultados negativos tanto en el desarrollo individual, como en el social. Uno de ellos es el crecimiento del delito. Estas mutaciones se encuentran en relación con la evolución tecnológica, los fenómenos migratorios, los cambios económicos, los medios de comunicación y el crecimiento desordenado en las urbes, con el lógico impacto que trae ello en los comportamientos sociales. La vida ciudadana se transforma de este modo en insegura, surgen nuevos modos de agresión por parte de los delincuentes, que son cada vez más precoces.
La realidad en que vivimos hace que para entender la naturaleza de la incidencia colectiva que para nosotros posee el derecho a la seguridad no sea necesario hacer un gran esfuerzo intelectual y desde esta perspectiva entendemos que los conceptos de seguridad ciudadana y derechos humanos deben conformar un matrimonio irrescindible, en la certeza de que el fruto de esa unión será la paz social, que es el valor fundamental protegido por los derechos de tercera generación o de incidencia colectiva.
Los derechos humanos no son de izquierda ni de derecha, son del hombre en cuanto tal y no pertenecen a ningún partido político o ideología. No está demás recordar que en la génesis de los Derechos Humanos existen tres generaciones. Para los que conocemos como Derechos 
Humanos de primera generación tenemos que ubicarnos en la etapa del constitucionalismo clásico a fines del siglo XVIII y durante el siglo XIX cuando se buscó promover, especialmente, la libertad individual, la libertad de prensa, de circular, de conciencia, el respeto a la propiedad, el derecho a elegir y a ser elegido. Es decir, se protegió los derechos civiles y políticos.
Más tarde, surgen los derechos denominados de segunda generación que son los derechos económicos, sociales y culturales nacidos con el movimiento del constitucionalismo social que comenzaron a cristalizarse a comienzos del siglo XX y fueron una consecuencia de los excesos en que incurrieron tanto la ideología individualista, como el sistema económico capitalista. Podemos decir que nacen como consecuencia de la decadencia del Estado Liberal y dan lugar a la aparición del Estado de Bienestar.
Los derechos humanos de tercera generación, sobre los que estamos trabajando, consideran al ser humano en el contexto comunitario, por lo que sólo pueden realizarse mediante el esfuerzo de todos los integrantes de la sociedad: individuos, Estado y otras entidades públicas y privadas. Son derechos humanos de incidencia colectiva ya que lo que afecta a uno, afecta a un colectivo de personas que se encuentra en la misma situación, sin que perdamos de vista el hecho que el titular del derecho público sujetivo es la sociedad como ente colectivo.
Los derechos de tercera generación abarcan entre otros: los derechos de los usuarios y consumidores, el derecho al desarrollo, el derecho a la paz, el derecho al medio ambiente, el derecho a la seguridad y el derecho a una vejez digna. Son, indudablemente, derechos colectivos y pueden ser exigibles no sólo al Estado, sino también a los particulares.
Pero, compete al Estado garantizar la seguridad de los ciudadanos, custodiando el respeto de la persona y de sus derechos, asegurando la plena vigencia de la libertad y lograr garantizar la conciliación entre libertad y seguridad, que es un desafío de la democracia, para ello el Estado debe proteger a las personas que se encuentran bajo su jurisdicción de las injerencias arbitrarias de otros ciudadanos o de funcionarios públicos.
Los Pactos Internacionales constitucionalizados por nuestro país prevén el derecho humano a la seguridad: art. 1 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; el art. 3 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; el art. 9.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el art. 7.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
En nuestro país, con anterioridad a la reforma constitucional de 1994 tenían su fundamento normativo en el art. 33 de la Constitución Nacional (derechos implícitos) y con posterioridad a la misma se encuentran consagrados en los arts. 41, 42 y 43 de nuestra Carta Fundamental.
La Seguridad Pública, es uno de los mayores bienes de los que integran el llamado bien común, porque de ella depende el goce y disfrute de la vida, de los bienes patrimoniales, de la libertad y la paz pública que es el resultado feliz de un buen gobierno y un comportamiento civilizado del grupo social.
El texto de nuestra Constitución Nacional enuncia como algunos de sus objetivos:
a) Consolidar la paz interior, concepto más exigente que el mero orden, ya que la paz requiere legitimidad o justicia en el orden;

b) Promover el bienestar general – partiendo del concepto de que en la Constitución Argentina el valor Síntesis, compresivo de los demás, es el bienestar general, o “ bien común de la filosofía clásica” como lo dijo la Corte Suprema (“Quinteros”,Fallos, 179:113),  significa declarar el bien común como fin del Estado, el art. 75 inc. 2, habla de “bien general” del Estado. Y

c) Asegurar los beneficios de la libertad, esto se proclama para nosotros, para nuestra posteridad y para todos los hombres del mundo que quieran habitar en el suelo argentino. La Constitución adopta así enfáticamente, una definición antiautoritaria y antitotalitaria.

En la necesidad de producir cambios profundos, de integración social, proponemos para nuestra provincia, en otro de nuestros proyectos, pero articulado con la actual propuesta, una red integrativa de los diferentes actores sociales para conformar un “Consejo “ que al lado de los órganos del Estado, programen líneas de gestión para contribuir a hacer más previsible la vida en sociedad, atenuando los constantes riesgos a la integridad física y a los bienes de las personas y pensamos además la necesidad de que quienes tienen a su cargo la seguridad en cada Departamento de la provincia, sean reconocidos por la comunidad del mismo y tengan su respaldo a través del acuerdo que preste para su designación el Consejo Provincial de Seguridad que proponemos.
La seguridad pública, lo mismo que la paz y el orden públicos, son bienes generados por un conjunto de condiciones, objetivas y subjetivas, impulsadas por el Estado y creadas por el grupo social, dado precisamente con la finalidad de obtener y alcanzar dichos beneficios. En consecuencia es un estado de resultados de las condiciones óptimas de un régimen; o, por así decirlo con una expresión jurídica muy añeja y muy propia, la seguridad pública es el resultado de un buen gobierno, o del buen funcionamiento de todos los órganos de gobierno de un Estado.
Para la solución del problema de la seguridad, los Poderes Ejecutivo y Legislativo deben arbitrar medidas positivas para que las personas puedan gozar de los derechos de primera -civiles y políticos- y segunda generación -económicos, sociales y culturales- tenemos el convencimiento de que ello necesariamente impactará sobre la realidad de los de tercera generación y traerá como consecuencia o redundará en un descenso de la delincuencia ya que si los ciudadanos poseen un trabajo estable, una vivienda digna, tienen acceso a una mejor educación y además como consecuencia de esto ejercen en toda su amplitud sus derechos civiles y políticos, se va a producir una mejora en la calidad de nuestras instituciones y un descenso en la cifra de los hechos ilícitos. Además, entendemos que para combatir seriamente al delito se debe instrumentar una realista política de estado en materia criminal que resista a los saludables cambios de gobierno que acontecen en todo sistema democrático.
En lo que hace a la función que le cabe al Poder Judicial con relación a la inseguridad todos los magistrados deben ser guardianes de las garantías previstas en la Constitución a la que han jurado defender, de no ser así claramente estarán incursos en la causal de mal desempeño, que implica la posibilidad de su destitución.
Sr. Presidente, Señores Convencionales, todos compartimos la convicción de que la seguridad es un deber irrenunciable del Estado Provincial y que ella debe estar indudablemente basada en una concepción de respeto y de garantía para la efectiva vigencia de los derechos ciudadanos. El Estado debe, sin lugar a dudas, asegurar el principio de legalidad, debe prevenir el delito y debe también asistir a sus víctimas cuando no ha sido capaz de evitarlo. Y también debe ejercer el control de la actuación de la institución policial que debe responder a normas éticas y a lo que establecen los pactos internacionales a los que ha adherido nuestro país y por ende la provincia de Entre Ríos.
En razón de lo expuesto y de lo que oportunamente pueda ser expresado por el miembro informante, solicitamos a Uds. acompañen el presente proyecto.

Liliana G. De Paoli – Luis A. Brasesco – Fabián D. Rogel – Jorge D. Monge.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
XLIV

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 1.094)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo 1º: Deróganse los artículos 144 y 145 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos.

Artículo 2º: Incorpóranse dentro del Capítulo VI de la Constitución Provincial, ORGANIZACIÓN POLICIAL, los siguientes artículos:

Artículo . . . : La Policía de la Provincia tiene por función mantener el orden público; prevenir la comisión de faltas y delitos; proveer a la seguridad de las personas y los bienes; y proteger y velar  por las libertades y derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.

Artículo . . . : Los integrantes de la Policía observarán en el ejercicio de sus funciones los siguientes principios:

a) Cumplirán y harán cumplir en todo momento la Constitución Nacional, la Constitución Provincial y las demás normas;

b) Se sujetarán a los principios de jerarquía y de subordinación. Sin embargo, la obediencia debida no podrá amparar órdenes que entrañen la ejecución de actos u omisiones que manifiestamente constituyan delito o sean contrarios a las leyes.

c) Colaborarán con la Administración de Justicia y la auxiliarán en los términos en que lo establezca la ley;

d) Impedirán la aplicación de cualquier práctica abusiva, arbitraria o discriminatoria que entrañe violencia física o moral;

e) Velarán por la vida e integridad física de las personas detenidas o bajo su custodia, respetando el honor y la dignidad de las mismas;

f) Contarán con una cadena de mandos claramente definida. Sus miembros, en todos los niveles de jerarquía, serán personalmente responsables de sus actos, de sus omisiones y de las órdenes dadas a sus subordinados.

Artículo 3º: Agrégase la siguiente oración al final del actual artículo 146:

“Sus integrantes tendrán derecho a ascender en la carrera policial por estricto orden de mérito, a recibir capacitación permanente y equipamiento adecuados, a asociarse libremente para la defensa de sus intereses y a la convivencia familiar.”

MONGE

FUNDAMENTOS
Honorable Convención:

La sociedad actual, moderna, cada vez más plural en su composición y compleja en sus interrelaciones, necesita una policía también moderna y mejor preparada técnica, psicológica y humanamente, a la altura de los nuevos retos que se plantean.
Esta Policía ha de estar empapada de los valores que la nueva sociedad civil reclama y ha de tener un enfoque integral, ha de estar al servicio del conjunto de la población y satisfacer las necesidades de ésta en materia de seguridad pública, sin visiones parciales, sesgadas o reduccionistas.
La nueva policía que reclama la seguridad pública anhelada por los ciudadanos, sólo puede ser integral, pues integral es el concepto de seguridad pública que sienten esos mismos ciudadanos. Así, la prevención de los delitos, de las infracciones administrativas o de determinadas conductas lesivas de la convivencia social, cuando no la persecución de los mismos y la reprensión a sus autores, reclama visiones generales y, en consecuencia, policías generales cuyas funciones no se vean cercenadas por una concepción anticuada u obsoleta de la policía.
Harto trascendente resulta la capacitación constante del personal policial en todas las disciplina propias de esta actividad y también en lo tocante a la formación integral. Derechos Humanos, Psicología, Psicología Social, Sociología, Antropología Social, en suma ramas del conocimiento cuyo aprendizaje le permitirán afrontar las situaciones complejas de la vida con mayor comprensión de las distintas diversidades.
LOS DERECHOS HUMANOS TAMBIEN PARA LOS MIEMBROS DE LA POLICIA:
Creemos que se impone avanzar en la consolidación de una Policía altamente capacitada e imbuida de los mejores criterios en cuanto a respeto de las libertades y derechos fundamentales, obviamente de todos los ciudadanos en general, pero también del respeto irrestricto a la dignidad y los derechos humanos de sus propios integrantes. Es decir, que además de evitar lesiones por parte de integrantes de la fuerza de seguridad hacia el resto de los ciudadanos, también se tenga en claro evitar actos, hechos u omisiones que violenten o desconozcan los derechos humanos de los agentes policiales en tanto miembros respectivos de dicha fuerza.
En esa inteligencia, a nadie escapa que menudo también ocurre –o existe la posibilidad de ello-, situaciones que impactan sobre los intereses y derechos de las personas a través de casos de arbitrariedad y abuso de autoridad, entre otras, no solo de los ciudadano en general, sino también sobre los propios miembros de dichas fuerzas, toda vez que se dan episodios donde el mando no siempre es ejercido por “convicción” sino a través del “temor” o “miedo” a la sanción, al arresto, al traslado; acosos de diversas índoles, etc., vicisitudes que obviamente son sufridas por los subordinados, quienes -frecuentemente no se tiene presente esto– son también titulares de derechos humanos.
Destacamos que en su momento presentamos un proyecto para la creación de la figura del Defensor del Pueblo, que incluía expresamente la consideración de estos aspectos en cuanto a la función de tal funcionario, el que concebíamos con atribuciones expresas para velar por el cumplimiento de las “normas, principios y prácticas de la buena administración en el ámbito policial y penitenciario” protegiendo también los derechos e intereses del personal sujeto a subordinación integrantes de la policía de seguridad ante actos, hechos u omisiones ilegítimos o rearbitrarios que los vulneren o perjudiquen. Mejorar las prácticas de estos organismos, las condiciones de trabajo y modalidades de funcionamiento hacia el interior de los mismos, sin duda traerá consecuencias positivas. (Vid Expediente nº 439, presentado el 29.02.2008 que contiene el proyecto de Defensor del Pueblo de nuestra autoría).
Conscientes de esas demandas sociales que requieren de una nueva policía, integral y al servicio de los ciudadanos, que preste un servicio público de seguridad pública, se hace preciso actualizar, modernizar y darle jerarquía constitucional a determinadas cuestiones que hacen al régimen de la policía de la provincia.
Ahora bien, en el presente proyecto se contempla ésta como lo que hoy es: un instituto armado, de carácter civil, organizada de forma jerarquizada. Su enfoque es, bueno resulta subrayarlo al hilo de lo antes expuesto, el de una policía integral y de referencia, esto es, actual y moderna, lejos de reminiscencias históricas o simbólicas. Responsable de garantizar en todo momento y lugar, dentro del ámbito de la provincia, la seguridad pública y el pacífico ejercicio de los derechos y libertades públicas y la protección de todas las personas y bienes.
Por otra parte, es dable destacar que el conjunto de derechos y deberes de los policías se asienta sobre el precedente y sobre las especialidades que mantiene respecto al general de los restantes funcionarios públicos de la provincia.

EL DERECHO DE ASOCIACION:

Amen de lo expuesto debemos decir -sin duda alguna- que uno de los puntos más importantes del presente proyecto -cuya sanción se impetra- es el de reconocerle a los integrantes de la fuerza de seguridad de la provincia su libre derecho “…a asociarse libremente a las organizaciones para la defensa de sus intereses, y obviamente a separarse de las mismas y a constituir otras organizaciones…”.
Al respecto cabe destacar que dicho derecho se encuentra expresamente previsto por el art. 14bis de la Constitución Nacional, en cuanto, reconoce “el derecho de los trabajadores a una organización sindical libre y democrática, reconocida por la simple inscripción en un registro especial”.
Así, y citando jurisprudencia de la provincia de Córdoba (autos caratulados: “REARTE ADRIANA SANDRA Y OTRO C/ SUPERIOR GOBIERNO DE LA PROVINCIA DE CORDOBA – AMPARO”, Expediente 1321645/36), debemos apuntar aquí que “el dispositivo constitucional (art. 14bis de la Constitución Nacional) refiere a todo trabajador, sin exclusiones, y si bien el Convenio número 87 adoptado por la Conferencia Internacional del Trabajo, referido a la libertad sindical y protección del derecho de sindicación, aprobado por la Argentina mediante la ley 14392 (Boletín Oficial 29/12/1959 - ADLA 1959 - A, 141) prevé “Art. 9° -1. La legislación nacional deberá determinar hasta qué punto se aplicarán a las fuerzas armadas y a la policía las garantías previstas por el presente Convenio; 2. De conformidad con los principios establecidos en el párrafo 8 del art. 19 de la Constitución de la Organización Internacional del Trabajo, la ratificación de este Convenio por un miembro no deberá considerarse que menoscaba en modo alguno las leyes, sentencias, costumbres o acuerdos ya existentes que concedan a los miembros de las fuerzas armadas y de la policía garantías prescritas por el presente Convenio.”, ninguna norma dictada por el Congreso de la Nación ha limitado o restringido el derecho constitucional relacionado, estableciendo hasta qué punto el derecho reconocido por el artículo 14 bis a todo trabajador se aplicará a las fuerzas armadas y de la policía o fuerzas de seguridad en general”.
Sigue el fallo citado: “debe reconocerse a las FFAA y a las Fuerzas de Seguridad la libertad sindical y el derecho de negociación colectiva, pues cuando Argentina ratificó el convenio 87 y el 98 de la OIT, ninguna ley fue sancionada excluyendo de la libertad sindical a las fuerzas armadas, a las fuerzas policiales y las de seguridad, y en la ley 23551 tampoco hubo disposición alguna que impida a los trabajadores sindicalizarse” (Del voto en disidencia del Dr. Capón Filas de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, Sala VI, en Ministerio de Trabajo c/ Sindicado Único del Personal de Seguridad, de fecha 15/02/06, LL 2006-B, 591-DT 2006 (abril) 579)”.
Por otra parte es de destacar que, “todo lo referido a derecho del trabajo y de la seguridad social es materia de fondo de competencia del Congreso de la Nación, de conformidad a lo dispuesto por el artículo 75 inciso 12 de la Constitución Nacional, habiendo dictado el Congreso de la Nación la Ley 23.551 que conforma el régimen legal de las Asociaciones Sindicales, siendo su autoridad de aplicación el Ministerio de Trabajo de la Nación, cuerpo normativo en ningún momento excluye de su ámbito de aplicación a las fuerzas armadas y de seguridad”.
Del mismo modo, “debe tenerse en cuenta que los derechos sociales incorporados a la Constitución Nacional en sus distintas reformas, entre los que se encuentran el derecho de todo trabajador a la sindicalización, son considerados derechos humanos básicos, tal como lo destacan, entre otros, Ackerman y Tosca “La inescindible relación entre los derechos humanos fundamentales y la libertad sindical, explicitada en buena medida en la Resolución de la Conferencia Internacional del Trabajo del año 1970, y que diera lugar, además, a reiterados pronunciamientos de los órganos de control de la OIT, había sido anticipada ya en la Declaración Universal de Derechos Humanos, adoptada y proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948, cuyo artículo 23, en el párrafo 4º, afirmó que: Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse para la defensa de sus intereses, texto éste que, a diferencia del artículo 2º del Convenio Nº 87, no contempla el derecho de sindicación de los empleadores, aun cuando no puede dejar de observarse que la amplitud de la referencia a toda persona no parece admitir exclusiones” (vid Ackerman – Tosca, Relaciones Colectivas de Trabajo, Rubinzal Culzoni Editores, 2007, t. 1, p.81). Estos autores también citan las previsiones del artículo 8º del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que prevé “Art. 8º. 1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar: a). El derecho de toda persona a fundar sindicatos y a afiliarse, con sujeción únicamente a los estatutos de la organización correspondiente, para promover y proteger sus intereses económicos y sociales. No podrán imponerse otras restricciones al ejercicio de este derecho que las que prescriba la ley y que sean necesarias en una sociedad democrática en interés de la seguridad nacional o del orden público, o para la protección de los derechos y libertades ajenos;… 2) El presente artículo no impedirá someter a restricciones legales el ejercicio de tales derechos por los miembros de las fuerzas armadas, de la policía o de la administración del Estado. 3. Nada de lo dispuesto en este artículo autorizará a los Estados Partes en el Convenio de la Organización Internacional del Trabajo de 1948, relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación a adoptar medidas legislativas que menoscaben las garantías previstas en dicho Convenio o a aplicar la ley en forma que menoscabe dichas garantías …”; en similares términos, el artículo 22 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y a su vez, citan la afirmación de la Comisión de Expertos en la Aplicación de Convenios y Recomendaciones que expresó “La Declaración Universal de Derechos Humanos, de 1948, y posteriormente el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, de 1966, y el Pacto y Protocolo Internacional de Derechos Civiles y Políticos, de 1966, han consagrados derechos y libertades que son indispensables para el libre ejercicio de los derechos sindicales” (vid Ackerman – Tosca, obra citada p. 82vta./83). Asimismo, de los varios instrumentos internacionales del ámbito regional americano que citan, con postulados en igual sentido, caben destacar el artículo 16 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos o “Pacto de San José de Costa Rica”, ratificado por ley 23054 y el artículo 8 del Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales o “Protocolo de San Salvador”, ratificado por ley 24658, siendo que todos estos instrumentos tienen jerarquía constitucional y deben entenderse complementarios de los derechos y garantías reconocidos por la Constitución Nacional (art. 75 inc. 22 C.N.), pero nunca pueden ser interpretados en desmedro de los derechos y garantías que ella prevé”.
Por último queremos dejar en claro que el reconocimiento del derecho “…a afiliarse libremente a las organizaciones sindicales, a separarse de las mismas y a constituir otras organizaciones…” aquí reconocido a la fuerza de seguridad de la provincia solo pretende “despejar la posibilidad de que el personal penitenciario (y de fuerzas de seguridad de la provincia) despliegue actos y conductas tendientes a su sindicalización, (…) sin que tales actos o conductas alteren o puedan alterar el normal funcionamiento del servicio de seguridad que le es propio, no pudiendo el personal penitenciario (y de fuerzas de seguridad de la provincia) apartarse del orden jerárquico y la cadena de mandos vigente, ni realizar medidas de fuerza, las que sólo podría llevar adelante un gremio ya constituido (art. 14 bis segundo párrafo de la C.N.), en función de lo cual, en el contexto expuesto precedentemente, el personal penitenciario que lo decida, podrá (…) realizar los actos y conductas tendientes a gestionar ante el Ministerio de Trabajo de la Nación la formación de un sindicato, en las condiciones emergentes de la Constitución Nacional, los instrumentos internacionales aplicables; las leyes del Congreso de la Nación y las disposiciones de la propia autoridad de la aplicación de la Ley 23.551”.
Con las razones expuestas y las que estamos dispuestos a brindar en oportunidad de su tratamiento, dejamos fundamentada la iniciativa que antecede, solicitando la aprobación del proyecto por parte de nuestros pares.

Jorge D. Monge

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.
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PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 1.095)

FUNDAMENTOS
IGUALDAD ANTE LA LEY - PROSCRIPCIÓN DE LA ARBITRARIEDAD

H. Convención:

El presente proyecto que sometemos a V. ilustrada consideración pretende sancionar como garantía expresa del derecho de todas las personas a un trato igualitario, aquel instituto que la Constitución española de 1978 en su art. 9.3 define como “proscripción de la arbitrariedad”1.
No es ninguna novedad que en el corazón del canon político de la modernidad se instala con inocultable centralidad, el derecho de todas las personas a un tratamiento igualitario ante la ley. Sin embargo, por una parte, el concepto de igualdad desde entonces a hoy se ha ido expandiendo al extremo que, de aquella igualdad formal, casi aritmética, que excluía de sus alcances a la mujer, a los pobres, a las personas de color, a los extranjeros, a los afectados por capacidades diferentes, poco queda. Por la otra también se ha ido abriendo camino una concepción del Estado que pone a su cargo la obligación activa de organizar el mundo de forma tal que quienes padecen dificultades materiales para encarar la intransferible tarea de realizarse plenamente como personas, encuentren formas de superarlas2..

Este es el punto central del problema que el diseño del Estado en estos tiempos debe resolver. La igualdad formal de todas las personas le prohíbe tratarlas en forma desigual. Pero la desigualdad material de todos los individuos le exige además propender a la creación de las condiciones necesarias que favorecen la igualdad entre los hombres, removiendo los obstáculos que de hecho la limitan, para que las diferencias sociales y antropológicas no les impidan a algunas personas realizarse en el mundo3. Así la igualdad es para el Estado, una combinación de obligaciones de no hacer (no discriminar) y de hacer (igualar) contraídas con todos sus habitantes.

Sin embargo, aún consagrados muy prolijamente los nuevos alcances de este renovado pero añejo derecho a la igualdad y precisados en normas expresas sus términos mas actuales, aún así, tal regulación será insuficiente si no se la complementa con la llamada “interdicción de la arbitrariedad”, instituto cuyas firmes bases ya han sido proclamadas por la prestigiosa doctrina de la arbitrariedad de sentencias, construida pretorianamente por la C.S.4
Es que de poco serviría la mejor declaración de derechos, si los encargados de ponerla en práctica, caprichosamente, por mediación de argumentos rebuscados o irracionales pudieran eludirla. Naturalmente, no es posible impedir la existencia de funcionarios injustos que cediendo a la cólera o víctimas de pasiones inconfesas, en infracción de la racionalidad propia de todo servicio al bien común, ejerzan sus poderes caprichosamente. Por eso, a fin de controlar la respectiva motivación, el orden constitucional le exige a las sentencias judiciales que sean fundadas5. Claro que el precepto citado se refiere a las sentencias penales, aunque asimismo se ha entendido, sin disidencias de ningún tipo, que en realidad incluye a todas las  sentencias6. Pero el concepto referido no abarca al acto administrativo cuya motivación en cambio aparece exigida sólo por las leyes7.

Es cierto que un principio consustancial a la moderna conciencia jurídica occidental exige que los fallos tengan fundamentos serios8. Pero tampoco hay dudas de que, más que conveniente resulta indispensable, consagrar expresamente esta exigencia en un texto constitucional9 que además declare la prohibición de la arbitrariedad y la extienda al ámbito de los actos admnistrativos a los que el art. 18 de la C.N. no alude en absoluto. Todo como un corolario del principio de legalidad que también se propone sancionar según el cual, los actos de autoridad sólo pueden fundarse en la ley vigente.

De tal suerte el continuo expositivo del proyecto postulado declara los términos de una revitalizada y actualizada igualdad10. Para asegurarla garantiza la legalidad proscribiendo la arbitrariedad. Y a los fines de concretar efectivamente esta garantía exige expresamente la motivación de las sentencias judiciales y de los actos administrativos.

1 El referido precepto dice “La Constitución garantiza el principio de legalidad, la  jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos”.

2 V. FERRAJOLI, Luigi, “El garantismo y la filosofía del derecho”, Ed. de la Universidad del Externado de Colombia, Bs. As. 2001, pags. 120 y sgts.

3 Durante la vigencia de la Constitución de 1949, en un fallo señero la Corte Suprema tuvo la oportunidad de anticiparse a su tiempo declarando que para que todos sean iguales ante la ley “es preciso que esta los iguale compensando con sus disposiciones los desequilibrios que hacen violencia al orden natural” (sic del caso “Bemberg” en Fallos 237:563, también publicado en J.A. 1953-I-250).

4 V. CARRIO, Genaro, “El Recurso Extraordinario por Sentencia Arbitraria”, Ed. Abeledo Perrot, Bs. As. 1978, p. 41.El distinguido autor precisa allí el concepto de arbitrariedad con respecto a las sentencias judiciales, pero el concepto en verdad también puede aplicarse a los actos administrativos.

5 El art. 18 de a C.N. establece que “Ningún habitante de la Nación será penado sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho del proceso”. A su vez las modernas constituciones provinciales también lo consagran: la de Neuquén en su art. 238; la de Santiago del Estero en su art. 182 y la de Corrientes en su arts. 185.

6 V. SAGÜES, Néstor Pedro, “Recurso Extraordinario”, Ed. Depalma, Bs. As. 1978, T. II, págs. 613 y sgts. El criterio de que las sentencias judiciales deben fundarse ha sido consagrado pacíficamente por la Corte desde el leading “Rey v. Rocha” publicado en Fallos 112:384. V. asimismo SOSA, Gualberto Lucas, “Recaudos Constitucionales para una sentencia válida. Contenido y Motivación” en J.A. 1981-III-781

7 En E. Ríos el art. 18 del Dec. Ley 7060/83.

8 La Constitución francesa aprobada el 24 de junio de 1793 en su art. 94 ya establecía que los jueces “motivan sus decisiones”. A su vez la Constitución española de 1978, en su art. 120 dispone que “Las sentencias serán siempre motivadas y se pronunciarán en audiencia pública”.

9 La Constitución de Córdoba  en su art. 41 establece que la resolución es motivada refiriéndose a la sentencia a dictar en el juicio penal.

10 En verdad todas las constituciones consagran en fórmulas apropiadas el derecho a la igualdad de tratamiento jurídico. Sin embargo nos ha parecido, que el art. 25 de la constitución española de 1931 enuncia uno de los más felices textos que se registran sobre el punto. Por ese motivo lo hemos tomad como antecedente del precepto proyectado

Raúl E. Barrandeguy

TEXTO DEL PROYECTO

Artículo nuevo

No podrán ser fundamento de privilegio jurídico: la naturaleza, la filiación, el sexo, la clase social, la riqueza, las ideas políticas, ni las creencias religiosas o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

El Estado garantiza el principio de legalidad y la interdicción de la arbitrariedad de los actos de los Poderes Públicos. Las sentencias judiciales y los actos administrativos serán motivados.

Saludamos a Ud. Con toda consideración.

BARRANDEGUY

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
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PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 1.096)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
LA PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA VIDA EN LA CONSTITUCIÓN PROVINCIAL

Art. 1º.- Incorpórese como artículo… de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el siguiente: “La vida, desde la concepción, la dignidad y la integridad psico-física y moral, de toda persona, son reconocidos por el Estado Provincial como derechos inviolables. Su respeto y protección es deber de los poderes públicos y de toda la comunidad”.

Art. 2º.- De forma.

ACHARTA

FUNDAMENTOS
“Si se tiene esa convicción hay que mantenerla con todas sus consecuencias; otra cosa es actuar como Hamblet en el drama de Shakespeare, que hiere a Polonio con su espada cuando está oculto detrás de la cortina. Hay quienes no se atreven a herir al niño más que cuando está oculto – se pensaría que protegido- en el seno materno” Julián Marías (Filósofo español Contemporáneo)

Sr. Presidente:

Como autor de la presente iniciativa, me dirijo a Ud. a los efectos de elevar el siguiente proyecto de Reforma de la Constitución Provincial:
Incorporar a la Constitución de la Provincia, el reconocimiento y protección del derecho a vivir que tiene toda persona desde su misma concepción, como así mismo la protección de su integridad física y psíquica.
Los fundamentos de este artículo se desarrollaran en breves apartados, que pretenden dar sustento jurídico, sociológico, científico y político a la necesidad de que el Estado Provincial asuma el compromiso, en su carta magna, de reconocer expresamente y proteger el “derecho de vivir” que tienen “los habitantes más débiles” de esta sociedad: “las personas por nacer”.

1) La realidad sociológica: Se justifica la intervención del constituyente reformador en este tema?

Son por demás conocidos los problemas (reales y sociales) que plantea la vida humana en el vientre de la madre desde la concepción, y todas las coyunturas que se originan alrededor del mismo: los embarazos no deseados, el aborto provocado, el derecho y la libertad de la madre, toda la problemática de la madre embarazada, el derecho de alguien a nacer, los conflictos sociales que giran en torno a este tema, como las mujeres violadas que quedan embarazadas, la mortalidad materna, los abortos clandestinos, su vinculación con la pobreza, etc…
Esta realidad sociológica y los intereses en juego de distintos sectores de la sociedad, plantea, en el marco de esta reforma constitucional, en esta época en que se han consagrado por distintas constituciones los derechos constitucionales de tercera y cuarta generación, si el ESTADO PROVINCIAL no debe decir nada en su constitución, si debe callar y ser indiferente a todo este problema y, entonces, dejar su regulación y solución a las normas jurídicas nacionales e internacionales como las únicas responsables de afrontar estos problemas (seria para el Estado Provincial como una forma de “liberalizar” el problema y dejar que otros se encarguen); o si por el contrario, es necesario que el Estado Provincial diga “algo” en su constitución en torno a todos estos problemas de vida real y cotidiana.
Pero… ¿por qué ha de decirlo es su Constitución? Lo tiene que decir allí, porque la Constitución es el Pacto Fundamental de una sociedad, en la cual se reconocen los derechos fundamentales de las personas y se limitan los Poderes Públicos (siempre tentados a la arbitrariedad y al abuso); y justamente, todos estos problemas suponen distinguir el problema básico y los problemas de la coyuntura.
El problema básico es este: desde cuándo la persona merece la protección, desde cuando podemos decir que estamos frente a una persona, con todos sus derechos y atributos, desde qué momento hay una persona distinta a los demás, única e individual. Desde cuando el hombre merece protección jurídica: ¿desde que nace? ¿desde la anidación del embrión en el útero o desde la concepción o fertilización (cuando el espermatozoide y el óvulo se funden y forman el cigoto)?. Este es problema básico. Y resolver este problema supone reconocer un derecho fundamental y fundante: el derecho a la vida, sin el cual no existe ningún otro derecho.
Las cartas magnas plasman estos derechos fundamentales. No sólo la Constitución Nacional, sino también las provinciales, se ocupan de derecho a la vida. Véase, por ejemplo, el art. 4 de la Constitución de Córdoba, el art. 7 de la Constitución de la Provincia de Santa Fe, la Constitución de Santiago del Estero (art. 27), la Constitución de río Negro (16), la Constitución de la Provincia de Tucumán (art. 35), etc.
Todas ellas, dentro de sus reducidas competencias, dicen algo del “derecho a la vida”. Por ello nos parece que sería una actitud inapropiada que en esta reforma a la Constitución Provincial no se diga nada.
Todos los demás problemas son coyunturales: la pobreza, los abortos clandestinos, la mortalidad materna, etc… Para resolverlos debemos contar con herramientas normativas que orienten esencialmente la actuación de los Poderes Públicos, de la Administración, de los Legisladores y Jueces.
Por eso nos parece imprescindible que esta Reforma plasme en la nueva constitución principios básicos, como la protección del derecho a la vida desde la concepción, que determinen en justicia la solución de los futuros conflictos de la sociedad entrerriana.
El “derecho a la vida” que es eminentemente un tema del llamado “derecho de fondo”, del derecho sustantivo, sobre el cual las Provincias tienen muy limitadas competencias, se justifica su inclusión en la Constitución Provincial, fundamentalmente como un compromiso del Estado Entrerriano con la vida de sus habitantes. El estado reconoce el derecho a la vida desde la concepción, en sintonía con todo el ordenamiento nacional, como una obligación del mismo a protegerla en sus decisiones administrativas, legislativas y judiciales.
Por lo demás se trata de un tema habilitado por la ley 9768 (art. 1 inc. 20 y 21). El primero dice: “Incorporar los derechos de (…) niños,…” (para nuestro ordenamiento constitucional “el niño” es toda persona desde el momento de su concepción y hasta los dieciocho años de edad) y el segundo habilita a: “Incorporar las medidas y previsiones sobre Derechos Humanos implementadas en los Pactos, Tratados y Convenciones Internacionales sobre la materia…” determinan que la Convención Constituyente se encuentra facultada para sancionar el presente proyecto de reforma, tendiente a la protección y respeto de la vida humana desde la concepción.

2) La realidad biológica: ¿desde cuándo hay persona?

Justificada la Intervención del Constituyente Provincial en este problema, cabe ahora justificar por qué proteger la vida de toda persona humana desde el momento de la “concepción”. Para justificarlo necesitamos recurrir a las ciencias que se ocupan del “hecho biológico” de la concepción o fecundación, es decir, las ciencias biológicas y la genética.
Estas ciencias enseñan que la vida en todo el cosmos deviene en proceso evolutivo planificado. La vida, toda vida, es un proceso. La vida de los seres humanos tiene una continuidad con sus antepasados por un eslabón material continuo: el ADN. La vida tiene una historia muy larga, pero cada individuo tiene un comienzo muy definido: su concepción. Cada individuo en la cadena de la generación tiene un comienzo muy preciso.
Tan pronto como los 23 cromosomas paternos se unen en la concepción con los 23 cromosomas maternos, se reúne toda la información genética necesaria y suficiente para expresar todas las cualidades innatas del nuevo individuo. Toda la información genética necesaria y suficiente para construir nuestro cuerpo y nuestro cerebro esta resumida en este sustrato material que cabe en la punta de una aguja. La combinación genética de cada individuo es absolutamente original, única e irremplazable. Es a partir del momento de la fecundación del óvulo por el espermatozoide que científicamente se considera que se ha iniciado una nueva vida. Desde entonces, ambos gametos pierden su individualidad y se funden en un ser distinto, que si bien comparte información genética originaria con sus progenitores, posee una identidad propia. El hecho biológico de la fecundación genera una unidad viviente identificable genéticamente y diferenciada del resto de los seres vivos.
La anidación, momento en el cual algunos colocan la aparición de la “persona humana” – antes dicen solo hay un pre-embrión – es nada más que un momento en el desarrollo o en la gestación del nuevo ser humano. El nacimiento es otro de esos momentos. Es más, tanto en la vida intrauterina como en el tiempo que sigue al nacimiento, el ser continúa gestándose, se encuentra casi en un estado de desarrollo similar. La diferencia es que en la vida intrauterina, los “otros”, nosotros, no podemos verlo cotidianamente, tocarlo, vivenciarlo. ¿Por qué negar que ese ser sea persona también en su vida intrauterina?

3) La realidad Jurídica: ¿Protege el Ordenamiento Jurídico argentino a la Persona desde el momento de la concepción?

Sin ninguna duda puede afirmarse que tanto el ordenamiento constitucional e infraconstitucional de la República Argentina, en una materia que netamente le corresponde al derecho de fondo común, protegen la vida desde el momento de la concepción o fecundación.
Existe “UN BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD” (en el sentido más amplio de la expresión que le da Néstor Pedro Sagüés, como el conjunto de reglas de naturaleza constitucional, primarias - con supremacía - o secundarias – sin supremacía -, formales – pronunciadas por el Estado según el procedimiento constitucional y legal en vigor - o informales – como la costumbre constitucional -, sobre una determinada materia) que ampara la vida de las personas desde su misma concepción. Este “bloque de constitucionalidad” está integrado por la protección que le dispensan al ser humano desde la concepción los Tratados internacionales con Jerarquía constitucional, la Constitución Nacional, la Constitución provincial actualmente vigente, la legislación civil y penal.
La Constitución Nacional. A pesar que el texto originario de nuestra constitución guardó silencio al respecto, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, quien tiene la “última palabra” en la interpretación de la Carta Magna, siempre reconoció el derecho a la vida como un derecho implícito (en el art. 33 CN) fundamental, el primero de los derechos naturales que el ordenamiento reconoce y garantiza, y que como tal existe desde el momento de la concepción” (fallos 302:1284; 310:112; 316:479, etc.)
Los Tratados Internacionales. La reforma del año 1994, introduce una serie de tratados, a los cuales les asigna jerarquía constitucional, lo cuales refuerzan el reconocimiento del Estado de este derecho primigenio desde la concepción. Así, estos instrumentos1 establecieron una plataforma para el reconocimiento del derecho a la vida desde la concepción: “Todo individuo tiene derecho a la vida…”; “Todo ser humano tiene derecho a la vida….”; “Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente”; “El derecho a la vida es inherente a la persona humana. Este derecho estará protegido por la ley. Nadie podrá ser privado de la vida arbitrariamente”. “Para los efectos de la presente Convención, se entiende por niño todo ser humano menor de dieciocho años de edad… (la República Argentina declara que el mismo debe interpretarse en el sentido que se entiende por niño todo ser humano desde el momento de su concepción y hasta los dieciocho años de edad). (…) “Los Estados partes reconocen que todo niño tiene el derecho intrínseco a la vida.”; “Los Estados partes garantizarán en la máxima medida posible la supervivencia y el desarrollo del niño”.
La Constitución vigente de la Provincia de Entre Ríos. Nuestra Constitución actual establece en su artículo 5 y 6: “Los habitantes de la Provincia, gozan en su territorio de todos los derechos y garantías declarados por la Constitución Nacional, (...)” y “Los derechos, declaraciones y garantías enumerados en la Constitución Nacional y que esta Constitución da por reproducidos, no serán entendidos como negación de otros derechos y garantías no enumerados, (...) y que corresponden al hombre en su calidad de tal.” Téngase presente que estas normas forman parte del “núcleo pétreo” de la presente reforma constitucional por lo que su reforma no está habilitada por la ley 9768, de necesidad de la reforma. Por lo que también en el ámbito provincial se dan por reproducidos aquellos derechos y garantías consagradas en los Tratados Internacionales integrantes de la constitución Nacional que custodian la vida en gestación desde su principio, desde la concepción. Es que estos principios son valores fundamentales del pueblo argentino, inmodificables como tales, y como dice Federico Justiniano Robledo “en toda reforma constitucional debe tenerse en cuenta que hay límites indestructibles, que perciben como objetivo esencial preservar los principales valores, y creencias políticas que contribuyeron a crear y afianzar nuestra conciencia jurídica nacional. Ellos ponen vallas insalvables al poder político de turno, en custodia y vigilia del Estado de Derecho y por consiguiente, de los derechos fundamentales del hombre. Ellos conforman el orden, la paz, el bien común, la libertad, justicia y defensa de la Nación”.
Por eso, este principio de protección de la vida de toda persona desde el momento de la concepción es un principio inmodificable, inmutable por el Constituyente reformador de la Carta Magna de esta Provincia; pero seria necesario explicitarlo – y en este sentido el tema está habilitado, como dijimos al principio - en concordancia con las normas nacionales e internacionales en un artículo como el propuesto.
La Legislación Civil. EL código Civil, derecho común de la vida de las personas, tutela el derecho a la vida desde la concepción. Así lo establecen los arts. 51, 70 y 63, el instituto de la patria potestad (art. 264) y la protección dispensada a la “persona por nacer” considerada incapaz absoluta de hecho (art. 54 y concordantes). Las personas físicas o visibles, aquellos “entes que presentasen signos característicos de humanidad, sin distinción de cualidades o accidentes” comienzan su existencia desde la “concepción en el seno materno”, y en el tramo comprendido entre la concepción y el nacimiento se las denomina “personas por nacer” (“las que no habiendo nacido están concebidas en el seno materno”). Y a los padres, el Código, les reconoce un “conjunto de deberes y derechos (…) sobre las personas y bienes de los hijos, para su protección y formación integral, desde la concepción de éstos y mientras sean menores de edad y no se hayan emancipado”, llamado instituto de la Patria Potestad. “Desde la concepción en el seno materno comienza la existencia de las personas y antes de su nacimiento pueden adquirir algunos derechos, como si ya hubiesen nacido. Esos derechos quedan irrevocablemente adquiridos si los concebidos en el seno materno nacieren con vida, aunque fuera por instantes después de estar separados de su madre”. Es necesario ilustrase incluso con la nota al art. 63: “Las personas por nacer no son personas futuras, pues ya existen en el vientre de la madre. Si fuesen personas futuras no habría sujeto que representar”. La doctrina nacional civilista unánimemente interpreta que la “persona por nacer” es sujeto de derecho desde la concepción y desde ese momento es titular de derechos extrapatrimoniales o personalísimos (derecho a la vida, a la integridad, a su dignidad y que como tales merecen el mismo respeto que la comunidad le dispensa a una persona ya nacida) y puede, además, adquirir, antes del nacimiento, derechos patrimoniales (por donación, herencia, legado, contratos, etc.) los son los únicos que están sujetos, para su consolidación definitiva, al nacimiento con vida del nasciturus. En efectos, no se nos escapa que el art. 74 del Cód. Civil reza que “Si muriesen (las personas por nacer) antes de estar completamente separados del seno materno, serán considerados como si no hubieran existido.”, pero dicho artículo debe interpretarse armónicamente en el sentido que “La condición resolutoria legal consagrada por el art.74 del Cód. Civil, para el caso de nacimiento sin vida de la persona natural, debe interpretarse limitada solo a la capacidad de derecho en su faz patrimonial que ella adquiriera durante su etapa de gestación, excluyéndose todo lo vinculado a los derechos extrapatrimoniales (Dr. Saux)”. El nacimiento sin vida no es una condición resolutoria de la “personalidad”, sino solo de los derechos patrimoniales adquiridos antes del nacimiento.
Incluso el Proyecto de Unificación del año 1998 consagra el mismo criterio en su art. 15.
El gran problema que muchos se plantean, si la vida o la persona comienza con la fecundación (con el cigoto), o a los catorce días con la anidación, que para algunos supone la individuación, o cuando comienza el desarrollo del sistema nervioso central, la pauta legislativa debe encontrarse, como dice Noemí Nicolau, en el art. 51 del código civil que considera persona física a todo ente que presente “signos característicos de humanidad”. En una interpretación dinámica y actualizada de la norma se puede afirmar que esos signos están siempre que en un ser vivo se encuentre completo su código genético y el cigoto contiene el código genético completo de la persona por nacer. Ahí, en la fecundación, ya hay signos característicos de humanidad, por lo tanto ya hay persona.
La Legislación Penal. El código penal, y en general el derecho penal, protege aquellos bienes jurídicos imprescindibles para la subsistencia de la sociedad. Evidentemente es muy discutible su eficacia. Pero, indiscutiblemente, el primero de estos bienes es la vida: la protección de la persona es el primordial interés que tutela la ley penal argentina: es sobre el Derecho a la vida sobre el que se asientan los demás, por eso se tipifican los delitos de homicidio, aborto y lesiones. La penalización o despenalización del aborto es el punto que genera mayores discusiones y puntos de vistas encontrados entre distintos actores sociales. Pero téngase en cuenta que este es un problema coyuntural, pues depende de la función que se le asigne y de la eficacia del sistema penal para resolver los conflictos que suscitan no sólo el aborto, sino todos los delitos en general.
El argumento de los defensores de la despenalización del aborto es la imposibilidad de legalizar su práctica, y posibilitar que los sectores sociales de bajos recursos puedan acceder gratuitamente a prácticas abortivas seguras y sin riegos. Como consecuencia de esta imposibilidad, las madres embarazadas de escasos recursos que quieren abortar recurren a prácticas clandestinas y no seguras que en muchos casos terminan con su misma vida y ahí aparece el problema de la mortalidad materna a causa de abortos clandestinos. El sistema penal, parece, se dedica a poner un obstáculo y a estigmatizar a “los pobres”, los más perjudicados por esta legislación que no les permite acceder a practicas abortivas seguras en forma gratuita en hospitales públicos. Las personas con recursos económicos pueden realizar el llamado “turismo abortivo”. Pero si se reflexiona profundamente, de este problema no depende el reconocimiento de la vida desde la concepción. Este reconocimiento es independiente de los problemas sociales de la pobreza, del sistema de salud, de función y eficacia del sistema penal y sobre todo de su consecuencia estigmatizadora con determinada clase social (que se da en todos los delitos y no solo con el aborto, piénsese en la condición social de los internos de las unidades penales). Todos estos son problemas de coyuntura, no es el problema fundamental. Estos problemas encuentran su solución en otros ámbitos, sobre todo en las acciones del Estado por educar a su pueblo, en la protección de la familia, en asegurar vivienda, trabajo, en la distribución equitativa de la riqueza para evitar la pobreza, etc. Pero estos problemas, hoy muy actuales y graves, no se puede desprender que la vida no comienza con la concepción y por ello es factible el aborto como una práctica legal.
El Derecho a la vida es un derecho fundamental y fundante de todos los demás derechos. La primera discriminación de los seres humanos mas débiles, consiste en que otros seres humanos, más poderosos (porque caminan, hablan, se expresan, protestan, etc.) decidan arbitrariamente cuando comienza la vida de aquellos.
Por todos estos fundamentos es necesario sancionar el presente proyecto e incorporar este artículo a nuestra Carta Magna.

1 Ver: DECLARACIÓN UNIVERSAL DE DERECHOS HUMANOS (art. 3); DECLARACIÓN AMERICANA DE LOS DERECHOS Y DEBERES DEL HOMBRE (art. I.); CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS (art. 4º.1.); PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLITICOS (art. 6.1.); CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO (art.1 – con reserva hecha por la República Argentina mediante ley 23.849 en su art. 2 – y art. 6.).

Emiliano Acharta

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XLVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.097)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo 1: Sustituir los Artículos 152 y 153 de la Constitución Provincial, por los siguientes:

Artículo 152. La Justicia de Paz integra el Poder Judicial, debiendo crearse Juzgado de Paz en todas las ciudades que sean cabeceras de Departamento, y en aquellos centros de población que, previo informe favorable del Superior Tribunal o del Consejo de la Magistratura, lo requieran conforme al grado de litigiosidad, extensión territorial y población. Serán competentes, además de las materias que fije la ley, en causas de menor cuantía y vecinales. La Legislatura dictará una ley que reglamente su funcionamiento, garantizando un procedimiento que responda a los principios de inmediatez, informalidad, celeridad, accesibilidad y economía procesal. Se procurará, con preferencia, la conciliación.

Art. 153. Los jueces de paz será ejercida por jueces letrados que son nombrados y removidos en la forma y con los requisitos, inhabilidades e incompatibilidades establecidos para los de primera instancia.

Artículo 2: Sustituir inc. 19º del Articulo 135 de la Constitución Provincial por el siguiente:

19º Nombrar los jueces de paz letrados, agentes fiscales, defensores de pobres y menores.

Artículo 3: Eliminar el inciso c) del artículo 166 y el inciso b) del punto 4 del artículo 195 de la Constitución Provincial.

Artículo 4: Incorporar la siguiente cláusula transitoria:

Artículo: Los jueces de paz legos que actualmente integren los juzgados de paz habidos en el territorio provincial, seguirán en el desempeño de sus funciones hasta la cobertura de los mismos con jueces de paz letrados, una vez producida las vacantes por las circunstancias y causales contempladas en la ley.

Artículo 5: De forma.

ACHARTA – HAIEK – DE LA CRUZ DE ZABAL.

FUNDAMENTOS
En el inciso 37 del artículo 1º de la Ley Nº 9768 que declara la necesidad de la Reforma Parcial de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, se habilita expresamente a la Convención Constituyente para “Eliminar la Justicia de Paz Legal y darle el carácter de letrada”. Asimismo, en el Inciso 1º del art. 1 de dicha ley se habilita revisar, reformar, actualizar o modificar el artículo 152 y 153 de la Constitución provincial que dispone respectivamente que “La justicia de Paz será ejercida por un juez letrado en la capital de los departamentos en que no existan juzgados de primera instancia.”… “Podrán crearse, además, juzgados de paz letrados en las ciudades asiento de juzgados de primera instancia y centros de población importantes, previo Informe favorable del Superior Tribunal.” Proponemos la sustitución de dichas normas en base a las consideraciones y fundamentos que seguidamente se exponen.

Durante mucho tiempo el tema del acceso a la justicia estuvo relegado a un segundo plano en los proyectos de reforma judicial. Hasta hace pocos años, con raras excepciones, los estudiosos del derecho no se preocupaban por las realidades del sistema judicial. Factores tales como las desigualdades entre los potenciales litigantes en el acceso práctico al sistema o a la disponibilidad de recursos para el litigio no se consideraban siquiera como problema.

La administración de justicia es una función y un servicio que el Estado debe prestar a los ciudadanos debiéndose garantizar eficiencia, equidad, rapidez y transparencia en los procedimientos. No es ésta una función menor o contingente del Estado. Es la base de la convivencia civilizada, a falta de la cual resulta imposible edificar un sistema efectivamente republicano y democrático.

El derecho material de acceso a la justicia tiene por contenido la posibilidad real de los ciudadanos de hacer uso de la jurisdicción para la solución de sus conflictos de intereses. Este orden se relaciona con diversos aspectos físicos, referidos a la población y su distribución geográfica, la educación de la población, y situación socioeconómica; y judiciales, vinculados al presupuesto que el Estado destina al sistema judicial, al modo de elección de los jueces, a la construcción de sedes judiciales adecuadas y en número suficiente, en cuanto a ubicación geográfica e idoneidad de la edificación, que permitan el efectivo acceso a los tribunales.

El desafío que se nos presenta en esta Reforma Constitucional es precisamente cambiar las estructuras para moldearlas como verdaderos sistemas de garantías de derechos de los ciudadanos. Debemos tener capacidad de respuesta para estar a tono con las expectativas constitucionales. El problema del acceso a la justicia afecta en mayor medida a los sectores de menores ingresos económicos que al resto de la sociedad. Por lo que el acceso a la justicia, ya sea visto desde la perspectiva de servicio o como un derecho adquirido, es un deber estatal destinado a garantizar el acceso efectivo a los más desfavorecidos.

La realidad de nuestra Provincia presenta datos referidos a la distribución geográfica de la población y su situación socioeconómica, que revelan la necesidad de generar un cambio rápido y eficiente en la forma de administrar justicia para responder con eficacia a las crecientes demandas sociales de los sectores más vulnerables, a fin de hacer efectivo el derecho de acceso a la justicia.

Una de esas respuestas está, a nuestro entender, en la reorganización de la Justicia de Paz, convirtiéndola en un sistema que ofrezca soluciones satisfactorias, rápidas y económicas a los conflictos que se suscitan entre los particulares y que, por su escasa cuantía económica o conflictividad social, actualmente en general no son llevados ante los tribunales ordinarios, privando así de justicia a los particulares afectados, o bien eventualmente son llevados ante éstos afrontando costos elevados y engorrosos trámites que se prolongan casi interminablemente en el tiempo, y finalmente, congestionando hasta la paralización a esos tribunales con el resultado de perjudicar así al conjunto de la sociedad.

Se trata de revitalizar y jerarquizar esta forma de organización judicial ya receptada en la Constitución Provincial vigente, que reconoce antecedentes de antigua data. La referencia más remota de la Justicia de Paz la encontramos en Francia en 1790, en la Asamblea Constituyente en la que se invocaron fragmentos de un texto de Voltaire de 1770 que se refería a una justicia rápida desempeñada por jueces conciliadores llamados “hacedores de paz” (faiseur de paix). En los Estados Unidos de Norteamérica encontramos otro claro antecedente en las Small Claims Courts, existentes ya en las primeras décadas del siglo pasado.

En nuestro país, la referencia más antigua puede encontrarse en el Reglamento de Administración de Justicia, dictado por la Asamblea General Constituyente de las Provincias Unidas del Río de la Plata del año 1813, que instituía una jurisdicción de los alcaldes para los juicios de menor cuantía, y a partir de ese antecedente la Justicia de Paz comienza a ser incorporada en las Constituciones de las distintas provincias.

En Entre Ríos la constitución del año 1933 contempló a los Juzgados de Paz, encontrándose actualmente regulados el funcionamiento y organización de dichos Juzgados por la Ley Orgánica del Poder Judicial (Nº 6902, BO 23/03/82).

En el proyecto que aquí presentamos se propone mejorar las normas actuales, adecuándolas a las necesidades de nuestra comunidad y a las garantías constitucionales.

Así, en el proyecto se dispone que los Jueces de Paz sean elegidos y removidos por el mismo procedimiento que los jueces de primera instancia, lo que brindará transparencia en las designaciones y destituciones. Como consecuencia de ello, se solicita la derogación, por un lado, del inciso b) del punto 4 del artículo 195 de la Constitución Provincial que establece que corresponde a las Municipalidades “Proponer ternas al poder Ejecutivo de la Provincia para el nombramiento de los jueces de paz legos de su jurisdicción”, los cuales deberán ahora ser seleccionados por el Consejo de la Magistratura y designados por el Poder Ejecutivo, aunque entendemos que, con el fin de no afectar las autonomías municipales, se debería incluir en dicho Consejo, al solo efectos de estas designaciones, a representantes de los Municipios respectivos. Por otro lado, también se deberá derogar el inciso c) del artículo 166 que establece como atribución del Superior Tribunal la de “Remover los jueces de Paz legos”, los cuales, ahora, deberán ser removidos a través del Jurado de Enjuiciamiento.

Las competencias de dichos Juzgados deberán ser determinada por ley, debiendo incluirse en ellas no solo los reclamos de menor cuantía o vecinales, la facultad de realizar certificaciones y cuestiones administrativas, sino que, también puede ser un con competencia para resolver reclamos por incumplimientos de la Ley de Defensa del Consumidor. En ese sentido, téngase en cuenta que los actuales Organismos provinciales de Defensa del Consumidor solo están habilitados para aplicar multas administrativas pero no tienen jurisdicción para dictar sentencias de cumplimiento.

Por otro lado, como en la actualidad la justicia de paz ejerce una jurisdicción que ha ido evolucionando hacia un grado de complejidad que requiere de ciertos conocimientos propios de un profesional del derecho, se exige el título de abogado a los fines de ejercer la titularidad de dichos juzgados. A su vez, se establece norma transitoria para los jueces legos actualmente designados.

Por último se establece que la ley que dicte la legislatura reglamente su funcionamiento, garantizando un procedimiento que responda a los principios de inmediatez, informalidad, celeridad, accesibilidad y economía procesal.

Por todo lo expuesto, invitamos a los Señores Convencionales a compartir y acompañar este Proyecto que sometemos a consideración de la Honorable Convención Constituyente.

ANEXO

LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL Nº 6902 - (B.O. 26/3/82)

CAPITULO X: DE LOS JUECES DE PAZ

Art. 76.- Habrá en la provincia los siguientes Juzgados de Paz:

Dos jueces en la ciudad de Paraná, uno en cada una de las restantes cabeceras departamentales, con excepción de la ciudad de Federación, y uno en cada una de las localidades que establezca el Poder Ejecutivo conforme a las facultades que se otorga en el Título X de la presente Ley. (Ver art. 2 Ley 7220 - BO. 30/9/83).

Art. 77.- Requisitos. Para desempeñar un cargo de Juez de Paz se requiere, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 152 de la Constitución provincial:

1.- Tener aprobado el ciclo de enseñanza media.

2.- Ser mayor de 25 años de edad.

3.- Ciudadanía Argentina.

4.- Residencia inmediata mínima de dos años en el departamento o distrito en que deba ejercer sus funciones.

Art. 78.- Competencia Territorial. Los Juzgados de Paz con sede en las cabeceras departamentales, tendrán competencia territorial en todo el departamento, con excepción de las que correspondan a otro Juzgado de Paz, los restantes Juzgados de Paz tendrán la competencia territorial asignada en las respectivas leyes de su creación.

Art. 79.- Competencia material. Corresponde a los Jueces de Paz conocer y decidir:

1.- En los juicios ejecutivos civiles y comerciales y en los procesos de ejecución o apremio fiscal, cuando el monto reclamado no exceda de diez millones de pesos. Dicho monto será actualizado semestralmente por el Superior Tribunal, si fuese necesario.

La competencia se determinará por el monto demandado, pero subsistirá el supuesto que, en el curso del proceso, aquélla se amplíe con motivo del vencimiento de nuevos plazos o cuotas de la obligación en cuya virtud se procede.

2.- En los beneficios de litigar sin gastos que se refieren a juicios de la competencia del juzgado.

3.- En las informaciones sumarias que sean necesarias para la obtención de beneficios previsionales o la percepción de asignaciones familiares.

4.- En la autenticación de copias y fotocopias de documentos privados.

5.- En la certificación de firma de documentos privados cuando tengan por objeto la obtención de beneficios previsionales.

6.- En los casos que les asignen leyes especiales.

7.- En los Procesos contemplados en el Libro IV - Título XI, artículos 679 a 684 del Código Procesal Civil y Comercial Ley Nº 4870, cuando el monto reclamado no exceda de $a.1.000 (PESOS ARGENTINOS MIL), el que podrá ser actualizado en modo similar al previsto en el inciso 1º del presente artículo. (Texto incorporado por art. 1º Ley 7220 - BO. 30/9/83).

Art. 80.- Conciliación en caso de Controversia Laboral. En caso de controversia individual del trabajo entre empleadores y trabajadores con motivo del contrato de trabajo, cualquiera de las partes podrá solicitar al Juez de Paz del domicilio del Trabajador, por escrito o verbalmente, -lo que se hará constar en acta que extenderá al Secretario- que disponga la comparecencia personal de las mismas al Juzgado para intentar la solución del conflicto. (Confrontar Disposiciones Transitorias, art. 18 Ley 7325 - BO. 9/8/84).

Art. 81.- Citación a la audiencia. Presentada la solicitud, se señalará audiencia para oir a las partes y procurar la conciliación, dentro de un plazo no mayor de diez días. Las partes serán citadas por cédula, telegrama colacionado o carta documento en los respectivos domicilios.

La citación se hará bajo apercibimiento de aplicar una multa que oscilará entre el diez y el cuarenta por ciento del sueldo mensual mínimo. La incomparecencia por justa causa será alegada con anticipación a la audiencia y debidamente acreditada. (Confrontar Disposiciones Transitorias, art. 18 Ley 7325 - BO. 9/8/84).

Art. 82.- Audiencia - Sentencia homologatoria. En la audiencia el juez, luego de oir a las partes, las que deberán ser asistidas por letrados, tratará de avenirlas proponiendo los medios de conciliación que su prudencia le sugiera, de conformidad al Art. 15 de la Ley de Contrato de Trabajo.

El Secretario levantará acta de todo lo ocurrido y de lo expresado por las partes.

Si se llegara a un avenimiento, se dictaren el mismo acto sentencia homologatoria de la conciliación, si correspondiere. (Confrontar Disposiciones Transitorias, art. 18 Ley 7325 - BO. 9/8/84).

Art. 83.- Atribuciones y deberes. Los jueces de Paz tendrán, además, las siguientes atribuciones y deberes:

1.- Si en la localidad o asiento del juzgado no existiesen juzgados de Primera Instancia en lo Civil y Comercial:

a) Adoptar las medidas conservatorias previstas en el artículo 719§ del Código Procesal Civil y Comercial, remitiendo lo actuado inmediatamente al juez competente;

b) Decretar en caso de urgencia medidas precautorias en los asuntos excluidos de su competencia material, debiendo remitir inmediatamente al juez competente las actuaciones producidas.

2.- Desempeñar las funciones que les confieran los Tribunales de mayor grado.

3.- Comunicar al Defensor de Pobres y Menores la orfandad o abandono de los menores e incapaces, pudiendo decretar medidas provisorias para la guarda de los mismos.

Art. 84.- Procedimiento aplicable. Los juicios ejecutivos ante la justicia de paz serán tramitados conforme al libro tercero, título segundo, artículo 506º a 579º del Código de Procedimientos Civil y Comercial. En las ejecuciones y apremios fiscales se aplicará el procedimiento previsto en las respectivas leyes de procedimiento impositivo y en su defecto u omisión, por el trámite del Juicio Ejecutivo. Los demás procesos se tramitarán por el procedimiento que corresponda al juicio de que se trate.

Art. 85.- Reemplazo. En caso de ausencia o impedimento, los jueces de Paz serán reemplazados por otro juez de Paz de la localidad cuando lo hubiere, por el Secretario del Juzgado y por los abogados de la lista respectiva.

Art. 86.- Suspensión y remoción. Los jueces de Paz sólo podrán ser suspendidos o removidos previo sumario que sustanciará el Superior Tribunal, cuando mediare alguna de las siguientes circunstancias:

1 Falta de idoneidad o aptitud moral revelada en el desempeño de sus funciones.

2.- Negligencia en el ejercicio de las mismas.

3.- Conducta privada incompatible con las funciones judiciales o incorrecciones graves en el ejercicio de su cargo.

4.- Procesamiento o condena por delitos, si a juicio del Tribunal les originaran una incompatibilidad para continuar en el desempeño de sus funciones judiciales.

Emiliano Acharta – María M. Haiek – Adriana De la Cruz de Zabal.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XLVIII

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 1.098)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
ARTÍCULO…: “Los poderes públicos realizan la publicidad de sus actos con carácter estrictamente institucional y facilitan a los partidos políticos en forma equitativa, los medios para que den a conocer sus posiciones.

Todo anuncio o espacio de publicidad contratado por cualesquiera de los tres poderes del Estado y sus entes descentralizados, tanto a nivel provincial cuanto municipal, será adjudicado en forma transparente, razonable y equitativa entre los diferentes medios de comunicación, dentro y fuera de la jurisdicción provincial, garantizando la libertad de prensa y el pluralismo informativo.

Los funcionarios públicos que tengan a su cargo la decisión de contratación de dichos anuncios o espacios serán responsables personalmente, junto con el Estado, por el desconocimiento de este derecho”.

ACEVEDO MIÑO

FUNDAMENTOS
Sr. Presidente:

Se ha sostenido desde antaño que uno de los pilares del sistema republicano es la publicidad de los actos de gobierno. Es innegable que gran parte de la difusión que hoy se hace de los actos de gobierno, lo es a través de los medios masivos de comunicación de diversa índole, cuya relevancia en las sociedades modernas es indiscutible. Por ello no es un dato menor el desarrollo normativo y jurisprudencial que acompañó esa interrelación entre medios de comunicación y gestión de gobierno, y que entendemos debe ser receptada por el nuevo texto constitucional entrerriano.
Reseñemos pues, Sr. Presidente, las normas, disposiciones y declaraciones que conformarían el plexo jurídico vigente relacionado con el artículo proyectado, referidas a la libertad de expresión y en su relación con la distribución de la publicidad oficial.
La Dra. Marcela Basterra, en su comentario al fallo “Editorial Río Negro c/ Pcia. de Neuquén1", comienza delineando algunos conceptos básicos a tener en cuenta. En tal sentido, la referida doctrinaria ha dicho “puede considerase como publicidad oficial a toda comunicación gubernamental realizada por la administración pública nacional central, descentralizada y entes autárquicos, a través de medios oficiales o pertenecientes al sector privado. La publicidad oficial puede ser definida como un mecanismo de comunicación entre el Estado y la sociedad en su conjunto. En una democracia participativa es imprescindible el acceso al conocimiento de los actos de gobiernos, mas aún, si lo que se pretende es el cambio de una democracia mínima hacia una democracia participativa, ello requiere como condición sine qua non una mayor democratización en el manejo de la información”.
Por su parte, la CADH (a la que se le otorgó jerarquía constitucional por medio del art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional) en su art. 13 prescribe que "1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión... 3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por cualquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones".
A su turno, la Declaración de Chapultepec, adoptada por la Conferencia Hemisférica sobre Libertad de Expresión celebrada en México, D.F. en marzo de 1994 en su punto 7 estatuye que "... la concesión o supresión de publicidad estatal, no deben aplicarse para premiar o castigar a medios o periodistas".
También la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión elaborada por la Relatoría para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y aprobada por ésta durante su 108º período ordinario de sesiones en octubre de 2000 como instrumento para interpretar el art. 13 de la CADH, en su principio 13 —en lo que aquí interesa— establece que “... la asignación arbitraria y discriminatoria de publicidad oficial y créditos oficiales ... con el objetivo de presionar y castigar o premiar y privilegiar a los comunicadores sociales y a los medios de comunicación en función de sus líneas informativas, atenta contra la libertad de expresión ...” y debe estar expresamente prohibida por la ley. Agrega que “... Presiones directas o indirectas dirigidas a silenciar la labor informativa de los comunicadores sociales son incompatibles con la libertad de expresión”.
Por su parte, surge del documento titulado “Antecedentes e interpretación de la Declaración de Principios” elaborado por la referida Relatoría, que la aprobación de la Declaración “... no sólo es un reconocimiento a la importancia de la protección de la libertad de expresión en las Américas sino que además incorpora al sistema interamericano los estándares internacionales para una defensa más efectiva del ejercicio de este derecho (la libertad de expresión)”. En los puntos 56, 57 y 58 referidos a la interpretación del principio 13 de la Declaración, se expresa la necesidad de que el Estado se abstenga de utilizar su poder y los recursos de la hacienda pública con el objetivo de castigar, premiar o privilegiar a comunicadores y medios en función de sus líneas informativas. Asimismo se hace referencia a que la utilización del poder del Estado para imponer criterios de restricción puede ser empleado como mecanismo encubierto de censura a la información que se considera crítica a las autoridades. Destaca el Relator Especial que “... al imponer presiones directas o indirectas dirigidas a silenciar la labor informativa... se obstruye el funcionamiento pleno de la democracia, puesto que la consolidación de la democracia en el hemisferio se encuentra íntimamente relacionada al intercambio libre de ideas, información y opiniones entre las personas”.
Finalmente, cabe mencionar la Declaración Conjunta de los mecanismos internacionales para promover la libertad de expresión, suscripta en noviembre de 2001 por el Relator Especial de la ONU para la Libertad de Opinión y Expresión, el Representante de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa sobre la Libertad de los Medios de Comunicación y el Relator Especial para la Libertad de Expresión de la Organización de los Estados Americanos (OEA), en lo que constituyó una manifestación sobre la ilegalidad de la asignación discriminatoria de publicidad oficial: “... Los gobiernos y los órganos públicos nunca deben abusar de su custodia de las finanzas públicas para tratar de influir en el contenido de la información de los medios de prensa; el anuncio de publicidad debe basarse en razones de mercado”2
La verdadera esencia del derecho a la libertad de imprenta radica fundamentalmente en el reconocimiento de que todos los hombres gozan de la facultad de publicar sus ideas por medio de la prensa sin censura previa, esto es, sin previo control de la autoridad sobre lo que se va a decir, como también que dicha libertad tiene un sentido más amplio que la mera exclusión de esa clase de censura. La protección constitucional debe imponer un manejo especialmente cuidadoso de las normas y circunstancias relevantes para impedir la obstrucción o el entorpecimiento de la prensa libre y de sus funciones esenciales.
En un fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, los doctores Carlos S. Fayt, Enrique S. Petracchi y Gustavo A. Bossert se refirieron, en primer lugar, a que la concepción clásica de la libertad de prensa —que consiste en que la abstención gubernamental, por su sola virtud, garantiza aquélla— no estaba perimida, pero no se adaptaba a la prensa contemporánea, la que se ha visto insertada “en el tejido de las complejas relaciones económicas”. Por ende, aseveraron los citados jueces, la capacidad financiera de los medios se corresponde con el grado de independencia y eficacia de la prensa.
En ese sentido, se entendió que tanto el derecho francés del siglo XIX, como los principios que dimanan de la Declaración de Chapultepec y de la CADH colocan “... al descubierto la relevancia que cabe asignar a la publicidad oficial en la vida de la prensa, las condiciones a las que debe sujetarse su difusión entre los distintos medios y los usos desviados a que puede dar lugar su distribución...” como aspectos de un problema que denomina “de estrangulación financiera”. Expuso que si el otorgamiento de la propaganda oficial es un arbitrio discrecional de la autoridad pública que lo concede o retira a modo de premio y castigo o que gravita sobre la fuente preferente de financiamiento del medio “... no es consistente con la amplia protección de que goza la libertad de prensa en nuestro ordenamiento que no admite un condicionamiento de esta especie”.
Además, destacaron que “... mal puede afirmarse que el silencio del legislador, en punto a establecer pautas para la elección de los periódicos destinatarios de la propaganda oficial, derive en una suerte de facultad ilimitada...” de la autoridad pública que prefiera exclusivamente a uno de los medios y excluya absolutamente a los otros (consid. 21). Añadió que “... la moderna práctica constitucional ha advertido que los perjuicios y atentados a la libertad de prensa hallan orígenes diversos”, los que pueden desprenderse no sólo de violaciones groseras al derecho de libertad de expresión sino también de otras perturbaciones más delicadas pero no menos efectivas como el manejo discrecional en la entrega de la publicidad oficial. De ahí concluyó en que la distribución de fondos que integran el erario público debe emplearse “... de modo compatible con la libertad de prensa”.
Corresponde resaltar, pues, que dentro de los estándares internacionales se ha forjado una nueva categoría de censura a la libertad de expresión a través de lo que se ha dado en llamar medios indirectos o “censura sutil” referida, entre otros aspectos, a la posible distribución arbitraria y discriminatoria de la publicidad oficial.
Ello ha sido motivo de estudio por parte de la Oficina de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión, a instancias de la cual la CIDH aprobó la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión, que “... constituye un documento fundamental para la interpretación del artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos” (ver Informe Anual de la Relatoría para la Libertad de Expresión 2003, en adelante Informe/2003- cap. II, punto B, pto. 6, pié de página). Es decir que se trata de un documento “... para ayudar a los Estados a abordar estos problemas y defender el derecho a la libertad de expresión” (punto 6 de la Introducción del Informe/2003).
Cabe destacar que durante la Tercera Cumbre de las Américas, celebrada en Québec, Canadá, entre el 20 y 22 de abril de 2001, los Jefes de Estado y de Gobierno ratificaron el mandato de la Relatoría cuyo papel fundamental había sido reconocido en la Segunda Cumbre en la Declaración de Santiago de 1998, apoyaron la labor del Sistema Interamericano de Derechos Humanos en materia de libertad de expresión por medio del Relator Especial de la CIDH y decidieron proceder a la difusión de los trabajos de jurisprudencia comparada y a buscar asegurar que su legislación nacional sobre libertad de expresión esté conforme a las obligaciones jurídicas internacionales (pto. 9, ap. A, Informe General del Cap. I del Informe/2003).
Dentro del apartado B dedicado a las principales actividades de la Relatoría, el punto 13 expresa que desde la creación de dicho organismo “... se efectuaron recomendaciones a algunos Estados miembros para que modifiquen las leyes y artículos, vigentes en sus legislaciones, que afectan la libertad de expresión con el fin de que las adecuen con los estándares internacionales para una más efectiva protección del ejercicio de este derecho”.
En el Capítulo V del citado informe, referido específicamente a las “Violaciones Indirectas de la Libertad de Expresión—Asignación Discriminatoria de la Publicidad Oficial” se examina el impacto de las decisiones gubernamentales y se hace un llamado a la búsqueda de mecanismos para fortalecer y establecer directrices transparentes en la adopción de aquéllas. Por su parte, se aclara que si bien la Declaración de Chapultepec no es jurídicamente vinculante, constituye una manifestación de voluntad y apoyo a la defensa del derecho a la libertad de expresión (pto. 16).
En el apartado F del Capítulo V del citado Informe/2003 “Marco Legal de los Países miembros”, al referirse a la República Argentina se sintetiza, en el punto 31 lo siguiente: “Las decisiones relacionadas con la asignación de publicidad estatal en la Argentina son efectuadas, en la mayor parte de los casos, por jefes administrativos de las distintas entidades gubernamentales que solicitan espacios publicitarios. Otras decisiones son tomadas por el Ejecutivo de los distintos gobiernos provinciales. Parecería que no existe un criterio oficial nacional para determinar la asignación de publicidad. Algunas provincias cuentan con legislación específica que permite la supervisión de las decisiones gubernamentales”.
El informe continúa expresando la preocupación del Relator Especial por la falta de una legislación específica sobre la asignación de publicidad oficial en los países miembros de la OEA en cuanto dicha carencia “... pueda crear riesgos de una facultad discrecional excesiva en los órganos que toman las decisiones, que pueda dar lugar a asignaciones discriminatorias de la publicidad oficial” (pto. 56, ap. G, Cap. V).
Valga citar sobre el punto la conclusión del informe “H. Conclusiones 86. La multitud de casos denunciados prueban el carácter generalizado de las presuntas violaciones indirectas a la libertad de expresión. Estas posibles violaciones indirectas son promovidas por la falta de disposiciones legales que ofrezcan recursos adecuados frente a la asignación discriminatoria de publicidad oficial, pues este vacío legal da lugar a un poder discrecional excesivo por parte de las autoridades que adoptan las decisiones en la materia. 87. El Relator Especial para la Libertad de Expresión exhorta y recomienda a los Estados miembros de la OEA que adopten leyes que impidan las prácticas discriminatorias en la asignación de la publicidad oficial, así como mecanismos para ponerlas en efecto. 88. Es imperativo que exista un marco jurídico que establezca directrices claras para la distribución de la publicidad oficial a fin de que se siga una administración justa de los fondos destinados a la publicidad. A fin de garantizar la libertad de expresión en el futuro, los Estados deben dejar de lado las leyes insuficientemente precisas y evitar el otorgamiento de facultades discrecionales inaceptables a sus funcionarios. El establecimiento de un mecanismo de supervisión de las decisiones sería fundamental para dar legitimidad a las asignaciones discrecionales que realizan los funcionarios. 89. Al considerar la adopción de esta legislación, los Estados deben tener en cuenta que la transparencia es un elemento imperiosamente necesario. Deben divulgarse públicamente los criterios que utilicen quienes toman las decisiones a nivel de gobierno para distribuir la publicidad del Estado. La asignación real de publicidad y la suma total del gasto en esta esfera deben ser también objeto de divulgación pública, para garantizar la justicia y el respeto a la libertad de expresión” (los resaltados no figuran en el original).
En otro orden, en el informe presentado por la Asociación por los Derechos Civiles, titulado “Una Censura Sutil. Abuso de la Publicidad Oficial y otras Restricciones a la Libertad de Expresión en Argentina” (Ed. Asociación por los Derechos Civiles —ADC— y Open Society Institute, Buenos Aires, 2005) se expresa que “El marco legal, tanto a nivel provincial como nacional, presenta lagunas jurídicas que permiten a los funcionarios usar los presupuestos de publicidad para interferir con la libertad de expresión, sin que por ello estén necesariamente violando la ley” (pág. 21), a la vez que se recomienda a los gobiernos nacional, provinciales y municipales que se comprometan políticamente a no usar la publicidad y otras presiones financieras o indirectas como herramientas para interferir con la libertad e independencia de los medios. También se sugiere allí que “... los organismos legislativos respectivos (aprueben) legislación clara y específica que defina procedimientos de contratación justos, competitivos y transparentes para todos los poderes del gobierno que asegure la asignación sin prejuicios de todos los gastos relacionados con publicidad... ”, entre otras recomendaciones (pág. 89/93, cita de pág. 89).
Más allá de la innegable aceptación de que el uso arbitrario y discriminatorio de la publicidad oficial es una de las posibles manifestaciones de las restricciones indirectas al derecho a la libertad de expresión, resulta insoslayable contar con un marco jurídico normativo interno (nacional y local) que establezca los parámetros objetivos necesarios para que se habilite a los jueces a controlar el modo en que se distribuye la publicidad oficial a fin de verificar si existe ilegitimidad o irrazonabilidad en la conducta u omisión estatal.
El art. 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la interpretación que ha hecho la Corte Interamericana de Derechos Humanos de dicha libertad, cuya jerarquía constitucional ha sido consagrada en el art. 75, inc. 22, de la Ley Fundamental. Aquella disposición veda no sólo las afectaciones directas sino también las indirectas y, además, tutela los dos aspectos de la libertad de "buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole": la individual y la social.
Agrega que los gobiernos "no pueden utilizar el dinero de los contribuyentes para presionar a los medios de comunicación cuya crítica política les resulta molesta, a través de la asignación arbitraria y discriminatoria de la publicidad oficial".
No sólo debe evitar el gobierno acciones intencional o exclusivamente orientadas a limitar el ejercicio de la libertad de prensa, sino también aquellas que llegan a idéntico resultado de manera indirecta. Los actos indirectos son, en particular, aquellos que se valen de medios económicos para limitar la expresión de las ideas.

La Convención Americana sobre Derechos Humanos establece, en su art. 13, inc. 3, que "no se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones".
Por lo tanto, la distribución de publicidad estatal puede ser mal utilizada, como un fuerte disuasivo de la libertad de expresión, obstruyendo este derecho de manera indirecta. El gobierno debe evitar las acciones que intencional o exclusivamente estén orientadas a limitar el ejercicio de la libertad de prensa y también aquellas que llegan indirectamente a ese resultado. Es decir, basta con que la acción gubernamental tenga ese objetivo para que se configure un supuesto de afectación a dicha libertad. Es por ello, que no resulta necesario la asfixia económica o quiebre del diario, supuesto que, por otro lado, se configuraría en casos de excepción. Por lo demás, la afectación económica debe examinarse no sólo en relación a la pérdida por no recibir publicidad oficial, sino también por la disminución en la venta de diarios en tanto muchos lectores se verán obligados a informarse por otros medios acerca de la gestión pública.
La Corte Interamericana de Derechos Humanos afirmó que "la libertad de expresión se inserta en el orden público primario y radical de la democracia, que no es concebible sin el debate libre" (caso "La colegiación obligatoria de periodistas", Opinión Consultiva OC-5/85 del 13 de noviembre de 1985, serie A no. 5, párr. 69). Asimismo destacó que "la expresión y la difusión del pensamiento y de la información son indivisibles, de modo que una restricción de las posibilidades de divulgación representa directamente, y en la misma medida, un límite al derecho de expresarse libremente" (caso "La última tentación de Cristo [Olmedo Bustos y otros]", sentencia del 5 de febrero de 2001, serie C no. 73, párr. 65), y que los medios de comunicación en una sociedad democrática son verdaderos instrumentos de la libertad de expresión y no vehículos para restringirla, razón por la cual es indispensable que recojan las más diversas informaciones y opiniones (caso "Ivcher Bronstein vs. Perú", sentencia de 6 de febrero de 2001, serie C no. 74, párr. 149). Y también sostuvo que la libertad de expresión tiene una dimensión individual y una dimensión social. Dicha libertad requiere, por un lado, que nadie sea arbitrariamente menoscabado o impedido de manifestar su propio pensamiento y representa, por tanto, un derecho de cada individuo; pero implica también, por otro lado, un derecho colectivo a recibir cualquier información y a conocer la expresión del pensamiento ajeno (casos "La colegiación obligatoria de periodistas"; "La última tentación de Cristo"; "Herrera Ulloa vs. Costa Rica", sentencia del 2 de julio de 2004, serie C no. 107, párr. 108).
En la misma línea de pensamiento, la Corte Europea de Derechos Humanos sostuvo que "la libertad de prensa proporciona a la opinión pública uno de los mejores medios para conocer y juzgar las ideas y actitudes de los dirigentes políticos.
En términos más generales, la libertad de las controversias políticas pertenece al corazón mismo del concepto de sociedad democrática" (caso "Lingens vs. Austria", sentencia del 8 de julio de 1986, serie A N103, párr. 42).
No puede afirmarse la existencia de un derecho a recibir una determinada cantidad de publicidad oficial. Existe un derecho contra la asignación arbitraria o la violación indirecta de la libertad de prensa por medios económicos. La primera opción para un Estado es dar o no publicidad, y esa decisión permanece dentro del ámbito de la discrecionalidad estatal. Si decide darla, debe hacerlo cumpliendo dos criterios constitucionales: 1) no puede manipular la publicidad, dándola y retirándola a algunos medios en base a criterios discriminatorios; 2) no puede utilizar la publicidad como un modo indirecto de afectar la libertad de expresión.
Como se aprecia, pues, el avance normativo en el ámbito tanto nacional como internacional, así como también los estudios sobre la materia, son elocuentes. Los entrerrianos tenemos la oportunidad histórica de adoptar nuestra Carta Magna a los tiempos que corren, otorgándole un matiz de vanguardia con relación a las demás legislaciones provinciales.
Una democracia sólida y madura se construye con el compromiso responsable de sus ciudadanos en la elección de sus representantes, con la participación activa de los mismos en entidades intermedias, con un gobierno respetuoso de las instituciones existentes, y un conjunto de medios de comunicación que posibiliten la más amplia exposición de ideas de todo el conjunto social. Sin libertad de prensa no hay democracia real. Este proyecto tiende a fortalecer la libertad de prensa y la expresión de ideas de la sociedad.
Por todo lo expuesto, Sr. Presidente, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de reforma.

1CSJN, "Editorial Río Negro S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ acción de amparo", sentencia del 05.09.2007.

2Anexo al Informe de la Oficina del Relator Especial para la Libertad de Expresión 2001, OEA/Ser.L/II.114, Doc. 5 rev.1, 16 de abril de 2002, ver Informe Relatoría 2003—Cap. V, pto 17, pié de pág. 13 — www.cidh.org).

Martín J. Acevedo Miño

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XLIX

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 1.101)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo 1º: Modifícase el art. 166 inc. e) de la Constitución de la Provincia, texto que quedará redactado de la forma que sigue:

“Artículo 166 Inc. e) Ejercer el derecho de iniciativa legislativa en materia judicial, incluida la presupuestaria, pudiendo designar un miembro para que concurra al seno de las comisiones legislativas para fundamentar los proyectos y brindar informes.”
Artículo 2º: De forma.

MONGE

FUNDAMENTOS
Señor Presidente:

El inciso cuya modificación se propone está especialmente habilitado por la Ley 9786.- El Art.166  establece las atribuciones generales del Superior Tribunal de Justicia y, específicamente, el inciso e) actual dice “Hacer saber al Poder Ejecutivo las necesidades que se señalen en el ejercicio de la administración de justicia, a efectos que se solicite de la Legislatura la sanción de las leyes respectivas”.- Esa atribución está reglamentada en la Ley Orgánica del Poder Judicial Nº 6902, arts. 3 y 4.

Consecuencia del dispositivo constitucional y su reglamentación, como así también que el Poder Judicial de la Provincia carece de autarquía financiera,  el Superior Tribunal de Justicia debe enviar anualmente a los Poderes Ejecutivo y Legislativo antes del 31 de marzo de cada año un informe sobre el estado de la Administración de Justicia con indicación de los inconvenientes notados y de las mejoras requeridas, debe enviar anualmente al Poder Ejecutivo  el proyecto de presupuesto del Poder Judicial y, en lo que específicamente proponemos la modificación, debe “Hacer saber al Poder Ejecutivo las necesidades que señalen en el ejercicio de la administración de justicia, a efectos de que se solicite a la Legislatura la sanción de las leyes respectivas”.

Entendemos que la cláusula constitucional no se adecua a la dinámica actual de los cambios que la sociedad requiere en forma permanente a la justicia ni a las necesidades de ese Poder del Estado, siendo en ambos casos la cabeza del Poder Judicial el receptáculo de todos los planteos y el generador de las propuestas legislativas pertinentes. Así, en diversas materias el Superior Tribunal por sí o por intermedio de quienes han sido sus representantes, generó diversas propuestas en materia legislativa, a través de proyectos remitidos al Poder Ejecutivo: tal por ejemplo la necesidad de contar con un  fuero de familia y menores; la necesidad de contra con jueces de ejecución de penas, la necesidad de reformas los códigos de procedimiento procesal civil y procesal penal, la necesidad de contar con nuevos organismos jurisdiccionales en la provincia, la necesidad de contar con equipos técnicos interdisciplinarios, la necesidad de crear nuevos cargos de empleados de planta, la necesidad de informatizar el poder judicial, entre muchas otras siendo las mencionadas a mero título enunciativo.

El conocimiento directo de sus propias necesidades –lo cual aparece como una verdad de Perogrullo- y que dichas necesidades, son de naturaleza diversa, debiendo muchas veces priorizarse algunas en relación a otras por cuestiones presupuestarias justifican acabadamente que el Poder Judicial, a través de su órgano máximo, cuente con iniciativa legislativa en materia judicial.- Pero además el derecho de iniciativa que se propone en materia estrictamente judicial, hace a la división de poderes que sustenta nuestro sistema de gobierno y, básicamente a la independencia del Poder Judicial.- No escapará al Sr. Presidente y a los Sres. Convencionales que la ley de convocatoria, en su art. 1º, Inciso 43) “Establecer que los registros provinciales de la Propiedad, Personas Jurídicas y de Estado y Capacidad de las Personas se ubiquen en la órbita del Poder Judicial de la Provincia” y el inciso 45) dispone “Incorporar la Policía Judicial y/o de Investigaciones”. Que estas importantísimas materias y/o cuestiones, al quedar bajo la órbita del Poder Judicial necesitaran de adecuaciones normativas y/o nuevas leyes según corresponda. Para nada es dudoso afirmar que el Poder Judicial no necesita de la intermediación de otro Poder del Estado para proponer las leyes que necesita. Tanto más que el Poder Ejecutivo no está constitucionalmente obligado a presentar dichos proyectos a la legislatura, todo lo cual eventualmente implica que en esta materia (la estrictamente judicial) median también criterios políticos y de oportunidad que no necesariamente coincidirán con los del Poder Judicial.

Finalmente, debemos señalar que en el marco del derecho público provincial constitucional, las modernas constituciones provinciales otorgan iniciativa legislativa directa o indirecta el Poder Judicial.

En el primer caso está la constitución de Chubut (art. 176) que autoriza al Superior Tribunal de Justicia a enviar a la Legislatura proyectos de ley relativos a: 1.- Organización y procedimiento de la Justicia y 2.- Organización y funcionamiento de los servicios conexos a la justicia o de asistencia judicial.- En el segundo caso podemos ubicar a la constitución de la Provincia de Córdoba que admite que el Superior Tribunal eleve a la Legislatura por intermedio del Poder Ejecutivo proyectos de leyes sobre organización y funcionamiento del Poder Judicial (art. 166,inc. 5).- Las Constituciones de Salta (art. 153 inc. f) y Río Negro (art. 206, inc. 4) contemplan la facultad de Corte de discutir proyectos de ley referidos a la organización del Poder Judicial, códigos procesales y demás leyes referidas directamente al funcionamiento de ese poder, teniendo voto, a través de uno de sus miembros, en las deliberaciones legislativas en las que se trate su presupuesto o alguna de las normas antes citadas.-También cuenta con iniciativa legislativa el Superior Tribunal de Justicia de Santiago del Estero (art. 190, inc. 7). La constitución de Jujuy establece: “Art. 152. – Participación Legislativa. El Poder Judicial puede proponer a la Legislatura y al Poder Ejecutivo proyectos de leyes y decretos vinculados con la administración de justicia. Deberá requerírsele opinión en la elaboración de los mismos cuando la iniciativa se originare en los otros poderes”. También cuentan con iniciativa legislativa los Poderes Judiciales de Tierra del Fuego y Corrientes.

Como colofón a esta propuesta y poniendo énfasis especial en que el Poder Judicial, junto al Poder Administrador es otro Poder del Estado que garantiza con la Legislatura la división de poderes, siendo como tal un órgano político., siendo una de sus funciones marcar las políticas judiciales, y la iniciativa judicial es una de las herramientas idóneas, retomando un pensamiento vigente en todos los tiempos bien podemos decir: “Dime que Poder Judicial quieres y te diré en qué país estas pensando”.

Jorge D. Monge

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.
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PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro.1.102)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:
Articulo 1º: Incorpórase dentro del Capítulo de los nuevos derechos el siguiente artículo:

Artículo…: La Provincia garantiza el ejercicio pleno de los derechos de las personas con discapacidades físicas, sensoriales y psíquicas propendiendo a su plena integración social, laboral y familiar, ejecutando políticas que aseguren la atención especializada que tienda a la prevención, rehabilitación, capacitación y educación.

Articulo 2º: De forma.

MONGE

FUNDAMENTOS
Honorable Convención:
El presente proyecto –junto al proyecto sobre protección a hombres y mujeres de la tercera edad- se encuadra dentro de la Declaración adoptada por la Conferencia Intergubernamental Iberoamericana sobre Políticas para Personas Ancianas y Personas Discapacitadas, que se reunió en Cartagena de Indias (Colombia), en el año 1992 y fue suscripta por los representantes gubernamentales de Argentina, Bolivia, Colombia, Costa Rica, Cuba, Chile, Ecuador, El Salvador, España, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Uruguay y Venezuela.
Así es que, consideramos necesaria la consagración constitucional –dentro del ámbito de la provincia de Entre Ríos- del reconocimiento expreso de los deberes que el estado provincial tiene para con estas personas que sufren algún tipo de discapacidad física, sensorial y/o psíquica.
Es decir, le compete a la provincia de Entre Ríos, generar las condiciones para que estas personas puedan valerse por sus propios medios y/o –en su caso- tengan o reciban cuidados especiales propios de su condición, garantizándoseles –además- el goce pleno de sus derechos.- En suma, y citando textual la Declaración de Cartagena de Indias sobre Políticas Integrales para las Personas con Discapacidad en el Área Iberoamericana, mencionada, estamos convencidos que toda política y/o acción estatal en esta materia debe orientarse fundamentalmente a:
a) Prevenir la aparición de las deficiencias, evitar que éstas, cuando se producen, tengan consecuencias físicas, psicológicas y sociales negativas, y aminorar, cuando no hayan podido evitarse, esas consecuencias, actuando sobre las causas que generan las deficiencias y sobre los factores que determinan su agravamiento.

b) Poner al alcance de las personas con discapacidades los recursos, servicios y medidas específicas de rehabilitación necesarios para asegurar el máximo posible de su desarrollo personal, de manera que reciban atención integral individualizada, de forma continua y coordinada y, preferentemente, en su propio contexto sociocultural.

c) Garantizar a las personas con discapacidades su participación lo más plena y activa posible en la vida social y en el desarrollo de su comunidad, haciendo efectivo su derecho a la seguridad económica y a un nivel de vida digno, y la defensa contra toda explotación o trato discriminatorio, abusivo o degradante.

d) Contribuir a que las personas con discapacidades alcancen las mayores cotas posibles de autonomía personal y lleven una vida independiente, de acuerdo con sus propios deseos, haciendo efectivo el derecho a la propia identidad, a la intimidad personal, al respeto por el ejercicio responsable de sus libertades, a formar un hogar y a vivir preferentemente en el seno de su familia o, en su defecto, a convivir en ambientes sustitutivos lo más normalizados posibles, garantizando, cuando sea necesario, la efectiva tutela de su persona y bienes.

Con igual criterio entendemos que dichas políticas estatales deben inspirarse en los principios de universalidad, normalización y democratización.- Por ello, y de acuerdo al principio de universalidad, deberá tenderse a que los recursos alcancen a todas las personas con discapacidad, dando respuesta integral a sus necesidades a lo largo de toda su vida. La normalización deberá responder al derecho que tienen las personas con discapacidad a vivir de acuerdo con las pautas y condiciones comúnmente aceptadas en que desenvuelve la vida de cualquier otra persona de su edad. Y la democratización deberá propender a hacer accesible a todos los ciudadanos el derecho a disfrutar de una vida plena y a participar del desarrollo económico, social y cultural de su comunidad, mediante la generación de políticas, estrategias y medios que promuevan el incremento y la calidad de las oportunidades de educación, salud y trabajo.

Por último, consideramos que las leyes provinciales que se dicten como consecuencia del presente artículo –del cual apelamos su sanción-, y a los efectos de poder trazar un esquema científico de clasificación de las consecuencias permanentes de las enfermedades y accidentes, deberán  adoptar los siguientes términos básicos definidos por la Organización Mundial de la Salud en materia de discapacidad, a saber:

- Deficiencia es toda pérdida o anormalidad de una estructura o función psicológica, fisiológica o anatómica.
- Discapacidad es toda restricción o ausencia, debida a una deficiencia, de la capacidad de realizar una actividad en la forma o dentro del margen que se considera normal para un ser humano.
- Minusvalía es una situación desventajosa para un individuo determinado, consecuencia de una deficiencia o de una discapacidad, que limita e impide el desempeño de un rol que es normal en su caso, en una función de la edad, del sexo y de los factores sociales y culturales concurrentes.
- Prevención significa la adopción de medidas encaminadas a impedir que se produzcan deficiencias físicas, mentales o sensoriales, o a evitar que las deficiencias, cuando se han producido, se agraven o produzcan consecuencias físicas, psicológicas y sociales negativas.
- La Rehabilitación es el proceso global y continuo, de duración limitada y con objetivos definidos, encaminado a permitir que una persona con deficiencia alcance un nivel físico, mental y social óptimo, proporcionándole así los medios que le posibiliten llevar en forma independiente y libre su propia vida. Puede comprender medidas encaminadas a compensar la pérdida de una función o una limitación funcional, y otras medidas encaminadas a facilitar ajustes o reajustes sociales.
Por todo lo expuesto sometemos a estudio el siguiente proyecto, impetrando su aprobación.

ANTECEDENTES:
- Convención Nacional Constituyente de 1994.

- Constitución de la Ciudad de Buenos Aires.

- Declaración de Cartagena de Indias sobre Políticas Integrales para las Personas con Discapacidad en el Área Iberoamericana.
Jorge D. Monge

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
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PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 1.103)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo 1º: Incorpórese el siguiente, como artículo de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el siguiente:

Artículo . . . : Las bancas de toda representación legislativa, provincial o municipal, pertenecen a los partidos políticos que han intervenido en el acto electoral y han nominado sus candidatos. Cada partido tiene la atribución de determinar si la forma en que es ejercida su representación o mandato responde al programa y doctrina política que sirvió para la exaltación del candidato al cargo que ocupa.

En caso de incumplimiento en el ejercicio de su mandato, y a solicitud del órgano deliberativo máximo partidario provincial, se podrá requerir la revocación del mandato de un representante y su sustitución por el suplente correspondiente ante la justicia electoral. En tal supuesto se podrá afectar el orden normal de reemplazo cuando la elección del representante removido hubiese sido a través de un frente o alianza electoral.
Artículo 2º: Incorpórese el siguiente inciso al artículo 47 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos:

Artículo . . . : El Tribunal Electoral se constituirá especialmente a los fines de tratar el pedido de revocatoria de mandato, corriéndole vista al involucrado por cinco días para ejerza su defensa de la presentación realizada por el partido político a solicitud del órgano deliberativo máximo partidario provincial. El Tribunal se expedirá en el plazo y bajo las penalidades que establece el punto f) del inciso 14 del artículo 47.

MONGE – ROGEL – DE PAOLI – ARRALDE.

FUNDAMENTOS
Honorable Convención:

Desde el punto de vista axiológico, un sistema de partidos racional y eficaz es un punto de partida elemental para el diálogo y la construcción del edificio constitucional. Sin sistema de partidos, difícilmente, haya dialogo político racional.
La representatividad obliga a los ciudadanos que aspiraren a cargos públicos electivos a ser postulados por un partido político. La cuestión, como se es bien sabido, ya se encuentra resuelta por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, desde el pronunciamiento recaído en la causa "Ríos", desde hace más de 15 años (LA LEY, 1987-C, 278; DJ, 987-2-647).
“(…) Los partidos políticos coexisten como fuerzas de cooperación y oposición para el mantenimiento de la vida social, a cuya ordenación concurren participando en la elaboración y cristalización de normas jurídicas e instituciones y que, vinculados al desarrollo y evolución política de la sociedad moderna, materializan en los niveles del poder las fases de integración y conflicto, convirtiendo las tensiones sociales en normas jurídicas.
(…) Los partidos políticos forman parte de la estructura política real, de allí que la vida política de la sociedad contemporánea no pueda concebirse sin los partidos, como fuerzas que materializan la acción política.
(…) El reconocimiento jurídico de los partidos políticos deriva de la estructura de poder del Estado moderno, en conexión de sentido con el principio de la igualdad política, la conquista del sufragio universal, los cambios internos y externos de la representación política y su función de instrumentos de gobierno.
(…) El sufragio es un derecho público de naturaleza política, reservado a los miembros activos del pueblo del Estado, que en cuanto actividad, exterioriza un acto político. Tiene por función la selección y nominación de las personas que han de ejercer el poder y cuya voluntad se considera voluntad del Estado en la medida en que su actividad se realiza dentro del ordenamiento jurídico, ya que los que mandan lo hacen en tanto obedecen al orden legal en que fundan sus decisiones y los que obedecen lo hacen en tanto mandan a través de ese mismo orden legal en cuya formación participaron. (…)”
La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha reconocido a los partidos políticos la condición de auxiliares del Estado, organizaciones de derecho público no estatal, necesarios para el desenvolvimiento de la democracia y, por tanto, instrumento de gobierno cuya institucionalización genera vínculos y efectos jurídicos entre los miembros del partido, entre éstos y el partido en su relación con el cuerpo electoral; y la estructura del Estado.
En rigor, son grupos organizados para la selección de candidatos a representantes en los órganos del Estado. Esa función explica su encuadramiento estatutario y en los hechos, que sistema de partidos y sistema representativo hayan llegado a ser sinónimos (Maurice Duverger, "Esquisse d'une théorie de la représentation polítique", en L'evolution du droit public; études offertes á Achille Mestre, p. 211. Paris, 1956).
Es así que se ha reconocido que los partidos políticos condicionan los aspectos más íntimos de la vida política nacional e, incluso, la acción de los poderes gubernamentales y que al reglamentarlos, el Estado cuida una de las piezas principales y más sensibles de su complejo mecanismo vital, y de allí su obligación de contribuir al sostenimiento de los mismos.
En consecuencia, resulta constitucionalmente válido el ejercicio del poder reglamentario al establecer controles gubernamentales, con el objeto de garantizar la pluralidad, la acción y el sometimiento de los partidos a las exigencias básicas del ordenamiento jurídico y su normalidad funcional, como así también exigirles públicamente rendiciones de cuenta sobre el origen y destino de sus fondos.
Por otro lado, le corresponde a los partidos políticos – reconocidos como instituciones fundamentales del sistema democrático según el artículo 38 de la Constitución Nacional reformada en 1994 – el monopolio de la intermediación entre ciudadanía y representantes, y en consecuencia es imposible pensar que el representante electo no sería representante de un partido o que titularizaría su banca por otra naturaleza o modalidad de representación.
Ciertamente, la representación de los diputados, senadores o concejales no es de naturaleza imperativa. No se aplican las reglas de mandato de derecho privado; el vínculo de representación que une a representante con la ciudadanía es un haz de derechos y deberes que caen en persona del servidor público, configurando una institución representativa de naturaleza sui generis, pero perfectamente inteligible.
Así, las cosas, no hay mayores dificultades para aceptar que en el marco actual dispuesto por la Constitución Nacional las bancas de los representantes políticos (diputados, senadores y concejales) son de pertenencia de los partidos que postularon las candidaturas triunfantes.
En ése sentido, la desvinculación del representante electo del partido que le posibilitó el acceso a la banca que ocupa y/o el incumplimiento manifiesto del programa político que sostiene dicha fuerza política partidaria, es un claro incumplimiento del contrato o acuerdo sui generis que lo une con la ciudadanía que lo votó, y en consecuencia, es un comportamiento ilegal que la constitución no puede amparar.
Una vez electos, los representantes políticos gozan de una amplísima capacidad de acción, pero sin lugar a dudas es inconstitucional violar el programa que sustentó la oferta electoral. ¿No es acaso un engaño, un ardid? ¿No es una evidente deslealtad con el cuerpo electoral que lo eligió?
El ciudadano votó un programa de gobierno, por eso cuando un representante se desvincula del partido o incumple manifiestamente el mismo, se debe castigar dicha conducta antidemocrática y que el mismo pierda su banca, ingresando otro que represente al mismo partido.
Obviamente, como es de imaginar, podría manifestarse que la regla básica de libertad que produce el sistema constitucional haría imposible  consagrar el artículo que se propone. Sin embargo, debe observarse que hasta que no se quiebre la prohibición del artículo 38 constitucional no hay otra interpretación posible, que goce de significado plausible.
Existen antecedentes en el derecho público provincial. La constitución de la Provincia de Río Negro ha consagrado un texto similar en su artículo 25, al igual que la Constitución de Catamarca en su art. 242 y de La Rioja en su art. 76.
Este proyecto se basa en las enseñazas del maestro Germán Bidart Campos, quien sostenía la tesis respecto de las pertenencias de las bancas a los partidos políticos. (Germán Bidart Campos, “Manual de la Constitución Reformada”, tomo II, editado por EDIAR, Bs. As. 1997).
El texto constitucional debe necesariamente plasmar en forma concreta lo que la ciudadanía reclama desde hace muchísimos años, cual es la condena a lo que en el derecho español se denomina “transfuquismo”, y aquí con motivo del caso más emblemático, se conoce como “borocotización”; entendiéndose que dicho fenómeno político consiste precisamente en la sustracción de una banca perteneciente a un partido político por la deserción de quien ha sido nominado para ocupar dicha banca. (Pacto de los partidos contra el transfuguismo en los ayuntamientos. Diario El Mundo. Edición del 08/07/1998).
La Corte Suprema del Brasil ha consolidado el criterio que se propugna con éste proyecto. En efecto, ha dicho “los cargos ejecutivos y legislativos electivos son de los partidos políticos que los llevan en sus listas como candidatos, y no de los individuos que los detentan…”, ratificando el criterio sentado por el Tribunal Superior Electoral (TSE), que en fecha 27 de marzo de 2007, se había expedido en dicho sentido ante un pedido de consulta de un partido político (Ver Guelar, Diego “Se acabaron los tránsfugas”, Diario La Nación 02/02/2008, pagina 25).
Por último, cabe decir que la idoneidad es la cualidad para aspirar al empleo o al servicio público. Y la calidad de idóneo es, sencillamente, tener buena disposición para hacer una actividad o suficiencia para una cosa. La idoneidad es una condición ética impuesta por la Constitución Nacional, y para que no se pierdan de vista los ideales constitucionales o no naufraguen, la lucha cotidiana de los ciudadanos por las mandas constitucionales es lo inmediato, lo que permite la coexistencia democrática.
Con las razones expuestas y las que estamos dispuestos a brindar en oportunidad de su tratamiento, dejamos fundamentada la iniciativa que antecede, solicitando la aprobación del proyecto por parte de nuestros pares.

Jorge D. Monge – Fabián D. Rogel – Griselda L. De Paoli – Juan C. Arralde.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.
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PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 1.104)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo 1º: Modificase el inciso 28º del art. 135, Sección V, Capítulo III de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, texto que queda redactado de la forma que sigue:

“Conocer por vía originaria o recursiva los asuntos que le sean planteados en materia administrativa. Contra sus resoluciones se podrá accionar judicialmente ante el tribunal en lo contencioso administrativo que ley establezca”.

Artículo 2º: Incorpórase como nuevo apartado  del inciso 2º, Art. 167, Sección VI, Capítulo II de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el siguiente:

Apartado . . .: “En las causas contencioso administrativas sentenciadas por los tribunales inferiores cuya competencia en la materia establezca la ley.”

Artículo 3º: Suprímase  el inciso 3º del art. 167.

Artículo 4º: Agrégase a las disposiciones transitorias el siguiente artículo:

Artículo ... : “Hasta tanto se reglamente por la Legislatura la atribución de competencia a los tribunales de grado en materia contencioso administrativa, continuará entendiendo el Superior Tribunal de Justicia en el modo previsto en la norma constitucional derogada, con excepción de las cuestiones relacionadas exclusivamente en materia laboral, cuya competencia será ejercida, en instancia única, por las Cámaras del Trabajo de la Provincia, con apelación ante el Superior Tribunal de Justicia, debiendo adecuarse el procedimiento a las disposiciones del Código Procesal Laboral de la Provincia. El Superior Tribunal de Justicia dictará las Acordadas que sean necesarias para la aplicación de estas disposiciones, dentro de los noventa días de publicada la presente”.

MONGE

FUNDAMENTOS

Honorable Convención:

El fuero contencioso administrativo de la provincia fue establecido en el art. 167 inc. 3º de la constitución, norma que dispone como atribución del Superior Tribunal de Justicia el conocer y resolver en las causas contencioso – administrativas en la forma que lo determine la ley respectiva. Conforme dicha cláusula el legislador determinó –art. 1º Ley 7061- que “El Superior Tribunal de Justicia de la Provincia en pleno conocerá y resolverá en instancia única en las acciones que se deduzcan por violación de un derecho subjetivo, o de un interés legítimo regido por ley, decreto, reglamento, resolución, contrato, acto o cualquier otra disposición de carácter administrativo”. Consecuencia de tal concentración a lo largo de los años se ha ido produciendo un desborde del fuero y una demora excesiva en la resolución de los reclamos con innegable perjuicio a los justiciables.
Hace ya varios años la Comisión de Mapa Judicial (www.jusentrerios.gov.ar) integrada por representantes del Poder Judicial, Colegio de Abogados, Subsecretaría de Justicia, y legisladores, aprobó el proyecto elaborado por el representante del Colegio de Abogados de la Pcia. Dr. Raúl Gracia –quién propiciaba la creación de una Cámara en lo Contencioso Administrativo- señalando el grave problema detectado en la administración de justicia haciendo referencia a la “gran dilación de las causas contencioso administrativas”. En cuanto a los motivos - que subsisten - la Comisión de Mapa Judicial señaló la proliferación de juicios contra el estado por la emergencia en que se encontraba la Provincia, la cual - agregamos de nuestra parte - partir del año 2001 se incrementó aún más. Por otra parte, el hecho de que la competencia le corresponda en exclusividad a un solo Tribunal y que éste está integrado por nueve miembros que deben resolver en pleno, en instancia única, conspira grandemente para lograr agilidad y que se respeten los plazos procesales en el dictado de las resoluciones y sentencias. En esa oportunidad (año 1998) la comisión informó que hasta el año 1992 el promedio de juicios administrativos era de 108 por año y, desde 1993 a 1996, el promedio anual ascendió a casi 200 juicios. Actualizando los datos a través del sitio Poder Judicial de la Provincia, Oficina de Estadísticas del Superior Tribunal de Justicia –se acompaña copia de planilla bajada del sitio- se advierte que en el año 2003 ingresaron 263 causas y que, en el mismo año se dictaron sentencia en 33 causas; en el año 2004 ingresaron 176 causas y se dictó sentencia en 81 causas y, en el año 2005 ingresaron 289 causas y se dictaron 172 sentencias. A la fecha no se cuenta con información de los años 2006 y 2007 pero es altamente posible que se mantenga el promedio de 242 causas nuevas ingresadas anuales por una parte y el promedio de 95 causas con sentencias dictadas por año por la otra. Se advierte que va quedando un número importante de causas sin resolver que, año a año se van acumulando a las de años anteriores. A ello se agrega que, en los últimos tiempos, por jubilación de vocales integrantes del cuerpo que fueron reemplazados por subrogantes, significó en muchísimos expedientes hacer nuevas integraciones que, luego tuvieron que desintegrarse ante el nombramiento de vocales titulares, originándose nuevas y prolongadas demoras en el procedimiento y en la resolución. Por último, la designación como vocal del cuerpo de quien fuera Fiscal de Estado durante el período 2003/2007, motivó nuevos mecanismos de excusación. Es decir: son múltiples las razones por las cuales el proceso contencioso administrativo en Entre Ríos arrastra una demora de años antes de lograr el dictado de la sentencia, situación esta que urge revertir en cumplimiento de pactos internacionales.
Que, siguiendo un criterio similar al adoptado por el art. 209 de la Constitución de la Provincia de Río Negro que establece en su segundo párrafo que “Los jueces del trabajo tienen competencia contencioso administrativa en materia laboral” y la cláusula 14 de “Disposiciones Transitorias del Poder Judicial” que, en lo pertinente determina que en materia contencioso administrativa laboral, tendrán competencia exclusiva en instancia única las Cámaras del Trabajo de cada circunscripción judicial”, hemos entendido conveniente atribuir transitoriamente esa materia administrativa a las Cámaras del Trabajo de la Provincia. Si bien cualquier reclamo administrativo debe ser atendido en tiempo y forma, no escapará a los Sres. Convencionales que los temas vinculados al empleo público tienen, generalmente, un ingrediente netamente salarial o que traerá consecuencias sobre éste. Se trata, por tanto, de cuestiones de naturaleza estrictamente alimentarias. Quedando en claro las dificultades presupuestarias y las partidas que se necesitan para crear organismos jurisdiccionales y siendo conscientes que una sola Cámara contencioso administrativa no solucionará la cuestión puesto que solo se estará cambiando el nombre, pero el organismo seguirá siendo uno solo, entendemos que mínimamente deben crearse dos Cámaras, una en Paraná y otra en alguna de las ciudades cabecera de los departamentos de mayor núcleo poblacional de la costa del Uruguay. Intertanto ello suceda y justificando la urgencia en esta parte tan especialísima de la materia administrativa como es todo lo relacionado con empleo público hemos creído conveniente atribuir esa competencia transitoriamente a las Cámaras del Trabajo de la Provincia, tanto más que en la actualidad existen tales tribunales en las ciudades de Paraná, Concepción del Uruguay, Concordia y Gualeguaychú, si bien ésta última tiene competencia civil, comercial y laboral.
Estamos convencidos que los jueces del trabajo de la provincia, en este caso los tribunales colegiados que constituyen las Cámaras de Apelación en esa materia, tienen la idoneidad, capacidad y especialidad suficiente para abordar la temática del empleo público, tanto más que existen numerosas normas que a diario deben aplicarse a los trabajadores del sector privado que también son de aplicación a los empleados públicos. Repárese que la Ley de Riesgos del Trabajo Nº 24557 incluyó entre el personal alcanzado por sus normas a los funcionarios y empleados del sector público nacional, provincial y municipal lo cual obliga al Estado, en sus diversas formas a acatar las disposiciones de la LRT siendo el incumplimiento de estas normas resorte de la justicia provincial del trabajo. Ya dijo la Corte Suprema en septiembre de 2004 (Fallo Aquino) con fundamento en el art. 14 bis y normas internacionales incorporadas con jerarquía constitucional a nuestro derecho interno (art. 75, inc. 22 de la C.N.) que el trabajador es sujeto de preferente tutela. Queda claro que urge dar una respuesta, en cuanto a la tutela de los derechos, al trabajador público provincial o municipal quién, con el sistema actual, debe afrontar años de espera antes de lograr una respuesta a su reclamo. Por el contrario no sucede lo mismo con los trabajadores del sector privado por lo que no nos cabe duda alguna que tal desigualdad debe ser prontamente corregida. La justicia del trabajo de la provincia aplica preceptos protectorios de los cuales no debe quedar excluido el empleado público circunstancia ésta que puede restaurarse mediante la adecuación y aplicación de las normas del proceso laboral. Todo ello de forma transitoria y hasta tanto el legislador disponga la creación del fuero contencioso administrativo.
Finalmente no hemos creído conveniente adoptar un criterio similar en las demás cuestiones contencioso administrativas, atribuyendo competencia transitoria a las cámaras del fuero civil y comercial básicamente porque estos organismos, de acuerdo a las estadísticas oficiales se encuentran sobrecargadas con sus propios expedientes, colapso que ha motivado la búsqueda de recientes soluciones como la reforma del código de procedimientos civil y comercial incorporando la mediación obligatoria como instrumento alternativo, amén de otras medidas y la creación de nuevos organismos de ese fuero en la provincia.
Con la propuesta que se deja formulada, ha sido necesario también rever la redacción del texto actual del art. 135 inc. 28 de la Constitución, en cuanto dispone que las resoluciones recaídas en las causas administrativas sometidas a decisión del Poder Ejecutivo son “apelables para ante el Superior Tribunal”, estableciendo la norma nueva que contra tales decisiones se podrá accionar judicialmente por ante el tribunal contencioso administrativo que la ley establezca.

Jorge D. Monge

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro.1.105)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Agrégase al artículo 47 el siguiente inciso:

Inciso . . . : El reconocimiento del más amplio derecho a la fiscalización de los procesos electorales.

Artículo 2º: De forma.

MONGE –ROGEL – DE PAOLI – VILLAVERDE.

FUNDAMENTOS

Honorable Convención:

La fiscalización de los procesos electorales ha sido preocupación permanente en todas las legislaciones del mundo que consagran en voto universal.
En la Cuba de Fidel Castro es estableció por primera vez en el año 2003 y con motivo de las elecciones parlamentarias del 19 de enero de ese año, la creación de un grupo gubernamental de supervisores para las elecciones. Así, un equipo de Fiscales Electorales, estuvieron presentes en todos los municipios en el día del comicio los que dependían en forma directa de la Comisión Electoral Nacional.
En el caso de nuestro país tenemos sobrados ejemplos en los últimos años de vida democrática desde 1983 hasta el presente, donde los resultados de las elecciones fueron severamente cuestionados, bastan unos pocos ejemplos: Santa Fe, donde el escrutinio de la elección de gobernador duró algo más de un mes; recientemente en la provincia de Córdoba donde el resultado de la elección de gobernador generó y genera dudas en amplios sectores de la población; en nuestra provincia –específicamente- en la ciudad de Concordia se denunciaron hechos que ponían en duda la limpieza del proceso electoral y así podríamos citar muchos otros casos.
Es por ello que el presente proyecto apunta a la constitucionalización expresa del más amplio derecho a la fiscalización no solo del acto comicial sino de todo el proceso comicial que nos conduzca al aseguramiento pleno de la limpieza del comicio y el respeto irrestricto a la voluntad popular.
De esta forma, muchas son las medidas que pueden instrumentarse, a modo de ejemplo: el fortalecimiento y ampliación de las facultades del Tribunal Electoral que establece el inciso 14° de este mismo artículo; la creación de Fiscalías Municipales y Departamentales que le permitan a los partidos políticos y a cualquier ciudadano denunciar hechos que obstaculicen las limpieza y regularidad del comicio; programas de educación en escuelas, colegios y universidades dependientes del gobierno provincial; publicidad oficial elaborada por el Tribunal Electoral tanto desde el inicio del proceso electoral hasta el día del comicio; adiestramiento de equipos especiales de la Policía Provincial para controlar y evitar todas las posibles maniobras que suelen darse el día de las elecciones, como por ejemplo, monumental cantidad de vehículos frente a los lugares de votación, entrega de dinero a los votantes, voto en cadena, etc., etc.; implementación de mecanismos que aseguren el traslado, depósito en lugares seguros y la vigilancia de las urnas hasta el momento del escrutinio definitivo que realiza la Justicia con competencia electoral; establecimiento de normas que organicen el sistema de cargado de datos y su difusión – cuestión harto relevante en una futura instrumentación del voto electrónico - garantizando a los partidos políticos el debido contralor de estos procedimientos; etc.,etc.
En síntesis, estamos convencidos de que es obligación ineludible del estado provincial, asegurar a todos los entrerrianos el más amplio ejercicio del derecho a la fiscalización de los procesos electorales, que pretende consagrar constitucionalmente, como un nuevo inciso del artículo 47 de nuestra Constitución Provincial.
Por los fundamentos expuestos, sometemos a estudio de esta Honorable Convención Constituyente el presente proyecto, solicitando desde ya su aprobación.

Jorge D. Monge – Fabián D. Rogel – Griselda L. De Paoli – Rubén A. Villaverde.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.106)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el siguiente artículo:

Artículo…: La Provincia establecerá la política de ciencia y técnica con la participación de los sectores de la producción, de la ciencia y de la tecnología. Concertará la actuación de los distintos centros de investigación y desarrollo provincial con los regionales, nacionales e internacionales contemplando los requerimientos de un desarrollo autónomo y sustentable y la transferencia de los resultados a los diversos ámbitos de la sociedad.

MONGE

FUNDAMENTOS
Honorable Convención:

Las diversas problemáticas locales-globales que debe enfrentar el Estado junto a la sociedad necesitan de la generación, apropiación, aplicación de conocimientos genuinos que aporten a la solución de los mismos. Dichos conocimientos científicos y tecnológicos deben fomentarse y subsidiarse desde el Estado y el ámbito privado, evaluándose fundamentalmente los que promuevan un concepto de desarrollo que incluya calidad de vida, sustentabilidad y sostenibilidad política, económica, social y ecológica.
De este modo se asume el sentido ético-político del saber responsable socialmente, que tenga en cuenta la multiplicidad de problemas y actores-instituciones que los producen y/o requieren y asegure –asimismo- las condiciones de vida de las generaciones actuales y futuras.
Siendo necesario la articulación con las instituciones provinciales, nacionales, tanto del ámbito público como del ámbito privado que generan conocimiento científico y tecnológico a fin de potenciar su capacidad de incidir en la realidad desde la perspectiva de la integración y compromiso con las demandas del entorno social.
Como, asimismo, el establecimiento de claras políticas de estado para facilitar el acceso a la producción de dichos conocimientos y a su aplicación promoviendo –como ya se dijo- un concepto de desarrollo que incluya calidad de vida, sustentabilidad y sostenibilidad política, económica, social y ecológica.
Con tales argumentos dejamos fundamentada la iniciativa que antecede, impetrando de los Sres. Convencionales la aprobación de la misma.

Jorge D. Monge

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.107)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Agregase a la Constitución provincial  el siguiente artículo:

Artículo…: Los extranjeros residentes en la Provincia de Entre Ríos gozan del derecho de sufragio respecto de las autoridades provinciales y locales, con las obligaciones correlativas y en igualdad de condiciones que los ciudadanos argentinos empadronados en la provincia, en los términos que establece la ley.

Artículo 2º: De forma.

MONGE – VILLAVERDE – ROGEL.

FUNDAMENTOS

En otro proyecto referíamos que debía entenderse que elección y sufragio son términos que individualizan conceptos indisolublemente ligados con la noción de la democracia representativa o indirecta como principio integrativo del esquema del Estado constitucional contemporáneo.
Es decir que, si es de la esencia de la democracia indirecta que el pueblo se gobierne por intermedio de sus representantes, no cabe duda que únicamente es posible la operación de esta forma gubernativa a través de gobernantes elegidos por el pueblo directa o indirectamente por medio del sufragio.
Y en la noción de “pueblo” creemos –y así lo proponemos- deben necesariamente estar incluidos los extranjeros residentes en nuestra provincia. Lo creemos así dado que éstos también forman parte de la vida socioeconómica de la provincia, participan y dan sustrato a las asociaciones intermedias, como clubes, asociaciones civiles, en los partidos políticos de la provincia, en fin, participan –de igual manera que los nacionales- de todos los asuntos y problemas de una provincia o región de la cual se sienten parte.
Por esa razón es que sostenemos que debe reconocérseles tan importante derecho-deber como lo es el sufragio. Es decir, debe completarse esta posibilidad de “participación” en la problemática provincial.
En suma, estamos convencidos de que la raíz de todo sistema democrático es el sufragio y, es en esta noción de sufragio donde creemos que deben incluirse a los extranjeros residentes en la provincia de Entre Ríos.
Así proclamaba Echeverría, sistematizando las bases de la Doctrina de Mayo, médula de las instituciones políticas argentinas “Cortad esa raíz, aniquilad el sufragio, y no hay pueblo ni instituciones populares: habrá, cuando más, oligarquía, aristocracia, despotismo monárquico o republicano. Desquiciad, parodiad el sufragio, hallaréis una legitimidad ambigua y un poder vacilante, como en el sistema unitario. Ensanchad el sufragio en la monarquía representativa y daréis entrada al poder al elemento democrático” (cita de Segundo V. Linares Quintana).
En conclusión, creemos que debe ensancharse el derecho de sufragio a todos aquellos extranjeros residentes en la provincia –y que reúnan los requisitos que la ley establezca- con el único objeto de lograr una democracia lo más representativa posible del ideario del pueblo y que integre y comprenda a todos los sectores y/o a todos los habitantes de Entre Ríos. Entendemos que es un acto de estricta justicia conceder el voto a quienes en la mayoría de los casos, aportan, participan y contribuyen a la sociedad entrerriana como el que más pese a no haber nacido en Argentina.
Por los fundamentos expuestos, sometemos a estudio de esta Honorable Convención Constituyente el presente proyecto, solicitando desde ya su aprobación.

ANTECEDENTES:

a. Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

b. Segundo V. Linares Quintana, Tratado de la Ciencia del Derecho Constitucional, Tomo 7, Ed. Alfa, Bs. As. 1960.

Jorge D. Monge – Rubén A. Villaverde – Fabián D. Rogel.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.108)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Agrégase a las disposiciones transitorias el siguiente artículo:

Artículo . .  : Las Juntas de Gobierno que al momento de sancionarse esta reforma cuenten con el numero mínimo de habitantes para ser municipio conforme a cualquier censo oficial general o particular, por imperio de esta constitución y de acuerdo a sus prescripciones, quedan erigidas en municipios, equiparándose sus autoridades actuales a las de las Juntas de Fomento con iguales atribuciones, derechos y obligaciones que las de estas, durando en tal caso sus mandatos hasta el vencimiento del de las actuales autoridades políticas provinciales.

Artículo 2º: De forma.

MONGE

FUNDAMENTOS

Honorable Convención:

Por el presente proyecto impulsamos la consagración constitucional como municipios a aquellos centros de población que en la actualidad ya cuentan con el numero mínimo de habitantes requeridos por la Carta Magna provincial para ser tales, a condición de que al momento de sancionarse esta reforma dicho extremo haya sido verificado por algún relevamiento censal nacional o provincial, ya general, ya particular.
Entendemos que la Convenios Constituyente – máximo órgano de poder representativo de los entrerrianos – dentro de su elevado cometido, encuentra en lo tocante al régimen municipal el verdadero tema “nuclear” de la transformación provincial. Distribuir el poder y los recursos en los pequeños poblados será sin hesitación alguna, una de las formas más eficaces para evitar el despoblamiento del interior entrerriano, para conservar la distribución o estructura demográfica, como para propender al desarrollo autosustentable armónico en todos los rincones de la geografía provincial. Ello así creemos que cuadra erigir en Municipios a quienes ya cuenten con los requisitos exigidos por el Magno texto.
Por tales razones y las que estamos dispuesto a brindar en ocasión de su tratamiento, dejamos impetrada a nuestros pares la consideración favorable de la iniciativa que antecede.

Jorge D. Monge

–A la Comisión de Régimen Municipal.

LVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.110)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Refórmase el art. 157, Sección VI, Poder Judicial, Capítulo I de Disposiciones Generales, texto que queda redactado de la forma que sigue:

Art. 157. Los Magistrados y funcionarios judiciales no podrán formar parte de los partidos políticos o centros o corporaciones de carácter político partidista, ni intervenir en acto alguno de propaganda electoral.

Los Magistrados, funcionarios y empleados judiciales no podrán ejercer otra actividad salvo las excepciones previstas en la ley reglamentaria.

La violación de estas normas implica causal de remoción en la forma prevista por esta Constitución.

Artículo 2º: De forma.

MONGE

FUNDAMENTOS
Señor Presidente:

El artículo 1º de la Ley 9768 habilita la revisión, reforma, actualización o modificación del art. 157 de la Constitución. A ese solo fin, el art. 5º autoriza a adecuar, sustituir ó renumerar sin alterar su contenido. La reforma que se impulsa comprende la exclusión de los empleados judiciales de la prohibición de actividades políticas teniendo en cuenta los fundamentos dados por la CSJN en la causa “Ormache” (sentencia del 17 de junio de 1986), antecedente en el cual se declaró la inconstitucionalidad de la prohibición en relación a los empleados del Poder Judicial exclusivamente. En lo pertinente la Corte dejó sentado que: “...5º Que la indudable finalidad del art. 157 de la Constitución provincial y de los arts. 6º y 7º de la Ley Orgánica del Poder Judicial local (Nº 6902) es resguardar la imparcialidad del Juez y la independencia de su función. Y la actividad política partidista, que implica proselitismo electoral, lealtades, respecto a la conducción, etc., de los magistrados y funcionarios judiciales, podrá convertirse en obstáculo para el logro de tales fines, por lo que su prohibición, circunscripta a quienes ejercen la función judicial y a sus colaboradores directos, no parece irrazonable aunque se afecte el interés personal. Por lo demás este criterio referente a los magistrados y funcionarios del Poder Judicial, es el que rige en la mayoría de las constituciones provinciales....6º) Que en cambio, tal situación no se configura respecto de los empleados, que ejercen actividad administrativa dentro del Poder Judicial, por que ellos no comprometen el ejercicio de la función específica de dicho Poder con su afiliación o actuación en política, salvo que hicieran propaganda, proselitismo, coacción ideológica o de otra naturaleza, con motivo o en ocasión de sus tareas, cualquiera sea el ámbito donde se cumplan. 7º) Que la consagrada incompatibilidad, en cuanto importa establecer un impedimento absoluto para ejercer actividad política infringe los arts. 14, 16 y 33 de la Constitución Nacional, con mengua de los derechos del empleado frente a los demás habitantes de la República sin que razones de “interés público” o “Bien común” así lo justifiquen. Cabe concluir pues que, en el caso, el art. 157 de la Constitución Provincial, y los correspondientes a la reglamentación legal local, no se compadecen con los principios, declaraciones y garantías de la Ley Fundamental, por lo que se impone declarar su invalidez (arts. 5 y 31 de la Constitución Nacional)....”
Además, la reforma constitucional de 1994 enuncia una serie de derechos en los artículos 36 al 40, y en el artículo 37 garantiza el pleno ejercicio de los derechos políticos, con arreglo al principio de Soberanía popular y de las leyes que se dicten en consecuencia. El Pacto de San José de Costa Rica (art. 75 inc. 22 CN) en el Titulo de Derechos Políticos art. 23 indica: “Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos, b) de votar y ser elegido en elecciones, periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, y c) de tener acceso en condiciones generales de igualdad a las funciones públicas de su país” y en el inciso 2º de este mismo artículo establece: La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena por juez competente en proceso penal”.
De tal modo, tanto con el antecedente del tribunal máximo de la República o en cumplimientos de pactos con jerarquía constitucional, la fundamentación de la reforma queda justificada.
Por otra parte se ha adecuado el artículo respecto de quienes están comprendidos en las incompatibilidades previstas en la norma en cuestión. El art. 157 vigente alude a “los funcionarios judiciales”. Entendemos que resulta conveniente enunciar en el texto constitucional de forma explícita que la prohibición de actividad partidista en todas sus formas incluye a los magistrados y a los funcionarios judiciales. Se trata por una parte de evitar interpretaciones tergiversadas y para ello resulta elocuente lo afirmado por la CSJN en “Ormache” respecto a las razones por las cuales los magistrados y funcionarios deben permanecer excluidos de la actividad partidaria. Pero además se actualiza la terminología en cuanto diversas leyes hacen la diferenciación entre Magistrados y funcionarios judiciales en lo que refiere a las incompatibilidades establecidas en la Ley Orgánica del Poder Judicial 6902 (conf. Arts. 4, 5 y 6). En este sentido, el art. 6º referido a Actividad Política dice “Los magistrados y funcionarios judiciales no podrán formar parte de los partidos políticos o centro de carácter político partidista, ni intervenir en acto alguno de propaganda electoral”. Como se advierte, el legislador adecuó la normativa actualmente vigente y excluyó de la prohibición de actividad partidaria a los empleados judiciales y esa redacción –que es la que se propone en este proyecto- no confronta en modo alguno con la habilitación de reforma del artículo.
Además se ha entendido conveniente en lo que refiere a otras incompatibilidades la redacción de una cláusula de carácter general que comprenda a magistrados, funcionarios y empleados judiciales en cuanto a que no podrán ejercer otra actividad salvo las excepciones previstas en la reglamentación. En relación a las excepciones a la norma constitucional, la ley orgánica del Poder Judicial establece con claridad cuales son y ello no ha provocado dificultades de interpretación, existiendo numerosísimos antecedentes inclusive de la amplitud con la cual se han interpretado algunas situaciones por el Superior Tribunal de Justicias. Por tanto y sin perjuicio de que ello no es materia de esta convocatoria en un a próxima reforma de la Ley 6902 habrá que delimitar las incompatibilidades teniendo presente que las excepciones, atento su naturaleza, deberán ser interpretadas restrictivamente.

Jorge D. Monge

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.111)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Incorpórase como nuevo texto de la Constitución el siguiente:

“Los funcionarios o magistrados judiciales desempeñarán sus funciones con el máximo de dedicación conforme a la alta responsabilidad que sus cargos imponen, no pudiendo ejercer o desempeñar otras actividades en los términos establecidos en esta Constitución. El ejercicio de la docencia en todas sus formas, podrá realizarse sólo en modo que no afecte u obstaculice su concurrencia al despacho en el horario habitual de atención al público o su presencia en las audiencias, del modo y con las limitaciones que la ley determine. Se considerará mal desempeño el incumplimiento de esta disposición”.
ROMERO

FUNDAMENTOS

Las disposiciones referidas a la incompatibilidad, acompañan un proceso de mejoramiento en las condiciones de prestación de la función pública, entendiendo que posee tal sentido la habilitación que la ley 9768 hace de la incorporación de disposiciones de ética pública y específicamente respecto este aspecto.
Está claro que el ejercicio de la docencia no resulta habitualmente incompatible con la prestación de la función pública, regla general que amerita excepciones claramente establecidas por el texto constitucional y desde luego por las leyes que luego lo reglamenten.
El texto constitucional que se propone abona aquello de que la función pública debe prestarse con la suficiente dedicación y exclusividad que no sea alterada –al menos sustancialmente- por otras actividades que se desarrollen en modo tal que absorban los tiempos del funcionario.
Se han dado casos en la provincia en que el ejercicio de la docencia por parte de los jueces les importa estar fuera de la ciudad varias veces a la semana en forma habitual. Lo mismo ocurre con el dictado de cursos o conferencias cuando esto se hace en forma regular y reiterada, lo que les demanda estar fuera de su despacho e inclusive fuera de la jurisdicción durante más tiempo de lo que sería deseable.
Al igual que tuvo sentido la disposición contenida en el Art. 55, respecto de los legisladores, estableciendo una grilla de funciones incompatibles con la función; la del Art.124 respecto del Gobernador y Vicegobernador, quienes no pueden ejercer otro empleo ni recibir otro emolumento de la Nación o de la Provincia mientras dure su mandato, manteniéndosele el haber o sueldo inalterado durante ese período.
Otras disposiciones están contenidas en el Art. 161 encaminada a enunciar las causas en las que no pueden resolver los jueces y la imposibilidad de integrar en forma simultánea el máximo órgano judicial de la Provincia los parientes o afines dentro del cuarto grado. El Art. 160 también establece una norma de incompatibilidad encaminada a prohibir a los funcionarios de la justicia federal respecto del ejercicio de la profesión en la esfera provincial. El Art. 157, por su parte, determina que los funcionarios judiciales y los empleados no podrán ejercer su profesión en ningún fuero ni ante ningún tribunal.
Está claro que estos dispositivos constitucionales deben ser mantenidos, pero lo cierto es que conforme surge del Art. 1 inc. 8 de la Ley 9768, estamos en posibilidad de ampliar dichas disposiciones cuando habilitemos las normas de ética pública.
Por estas razones y las que serán sostenidas oportunamente en la comisión es que propongo el texto constitucional expuesto.
No se trata de establecer incompatibilidades que desalienten la formación profesional ni aun el ejercicio de la docencia por parte de funcionarios y magistrados, sino de eliminar una perniciosa práctica que ha llevado a que los mismos estén poco en su función y mucho abocados a otras vinculadas al ejercicio docente de grado y post grado. En todo caso, entiendo debe establecerse un claro dispositivo constitucional que desaliente el alejamiento del funcionario de su rol específico de administrar justicia, debiendo optar por la función judicial aquel que quiera proseguir en ella.
Argentina se ha comprometido a garantizar la justicia y el acceso a la misma, posibilitando que los ciudadanos cuenten con sistemas ágiles, con un contacto desburocratizado, audiencias orales, etc., siendo un valor a alcanzar la rápida resolución de los conflictos. No está mal pedirles a los hombres y mujeres que componen uno de los poderes del estado, mesura en el ejercicio de una actividad que en todos los casos debe ser accesoria, complementaria y aun eventual, no principal en su dedicación. Los jueces y funcionarios deben apreciar, desde su realidad y desde su despacho, desde el contacto con las partes y oyendo a los justiciables, las posiciones sobre las cuales debe sentar precedente, dictar justicia. Mesura, prudencia, ecuanimidad, dedicación a la función judicial, es lo que queremos de nuestros jueces, fiscales y defensores.
Por las razones expuestas, y las que se darán oportunamente, solicitamos la aprobación del presente proyecto de reforma constitucional.

Rosario M. Romero

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.118)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo -----: Toda contraprestación que el Estado Provincial y los estados municipales efectuen a sus empleados, funcionarios y jueces, en dinero o en especie, tendrá carácter remunerativo y bonificable y se computará a los fines de la seguridad social. Sólo se exceptuarán de esta disposición los reintegros de gastos debidamente documentados. La excepción se interpreta restrictivamente.

ACEVEDO MIÑO

FUNDAMENTOS
Señor Presidente:

La ley 9768 en su artículo 1°, inciso 5 habilitó a esta Convención a "ampliar las normas sobre el régimen de empleo público sin alterar los preceptos actuales establecidos en el artículo 21 de la Constitución vigente".
Por su parte el inciso 18 se refiere al derecho a la salud en su integralidad.
Por último, el inciso 21 autoriza a ampliar las normas actuales referidas al Régimen económico y del Trabajo.
La historia de la provincia nos muestra cómo, en innumerables ocasiones, los gobiernos de turno han efectuado -y siguen haciéndolo- aumentos de haberes de los empleados y funcionarios públicos disfrazados bajo los más diversos e imaginativos nombres. Mencionamos a sólo título de ejemplo: intangibilidad, antigüedad, desarraigo, incompatibilidad, suplementos, asignaciones, adicionales particulares y discrecionales, etc.
En la gran mayoría de los casos -si no en todos- esta práctica es una corruptela orientada a otorgar un efectivo aumento en el haber de algún sector de activos pero evitando que ese aumento se traslade también a los pasivos, a los aportes de obra social o, inclusive, a algún otro grupo de activos que tengan enganche salarial.
La idea probablemente sea reducir el costo económico del aumento. En realidad, lo que ocurre es que se perjudica a todos. En el largo plazo, el Estado, paga el costo con intereses y honorarios porque la cuestión se judicializa.
A título de ejemplo ver los fallos del Superior Tribunal de Justicia de Entre Ríos en autos "OLIVIERI, Alfredo Augusto y otros /CAJA DE JUBILACIONES Y PENSIONES DE ENTRE RIOS Y ESTADO PROVINCIAL s/DEMANDA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA, 10/05/2004; "OLGUIN, Aurora c/ESTADO PROVINCIAL Y CAJA DE JUBILACIONES Y PENSIONES DE ENTRE RIOS s/DEMANDA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA, 06/08/2001; "ALBORNOZ, Ramón Elpidio y otros c/CAJA DE JUBILACIONES Y PENSIONES DE ENTRE RIOS s/DEMANDA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA" 04/10/2001, etc.
Cualquier operador jurídico conoce esta realidad. Los políticos también. Sin embargo la costumbre persiste porque las costas se pagan bajo otro gobierno.
El objetivo de esta propuesta es cortar esa práctica de raíz, evitar que se produzca. De tal suerte se resguarda la movilidad de las jubilaciones y pensiones, el derecho a la salud, la igualdad ante la ley y las arcas del Estado.
Por todo lo expuesto, solicitamos a la Honorable Convención la aprobación del presente proyecto.
Martín J. Acevedo Miño

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Pasqualini.

SRA. PASQUALINI – Señor Presidente, teniendo en cuenta que este proyecto habla no solamente de las contraprestaciones del personal y de los empleados provinciales sino también municipales, entiendo que debe girarse también a la Comisión de Régimen Municipal.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento, así se hará.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, el proyecto se gira a las comisiones de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral y de Régimen Municipal.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

LX

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 1.119)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo 1°: Se sustituye el texto de los artículos 152 y 153 de la Constitución vigente por los siguientes:

Artículo 152: Para ser miembro de Tribunales de Segunda Instancia se requiere ser ciudadano argentino, tener título de abogado, 28 años de edad y cinco, por lo menos, en el ejercicio activo de la profesión o en la magistratura.

Artículo 153: Deberán crearse Tribunales de todas las instancias y fueros en cantidad suficiente para asegurar el derecho a la Tutela Judicial Efectiva.

Artículo: 2°: Se reordena y renumeran los siguiente artículos:

El actual artículo 151 pasará a tener el número 152. El proyectado artículo 152 tendrá el número 151.

Artículo 3: Se deroga el artículo 166, inciso c).

Artículo 4: Se incorpora la siguiente cláusula transitoria:

Artículo......: Los jueces legos que sean titulares de los actuales Juzgados de Paz seguirán en sus cargos hasta que los mismos queden vacantes por las causales previstas en la ley.

ACEVEDO MIÑO

FUNDAMENTOS

1. Requisitos para el cargo de Juez de Segunda Instancia.

Dado que la Constitución vigente establece requisitos para acceder a los cargos de Jueces de Primera Instancia y del Superior Tribunal de Justicia, entendemos que también debe hacerlo respecto a los integrantes de los Tribunales de segunda instancia.
Los primeros no han sido habilitados para modificarse así que los últimos se establecen en un moderado y aproximado medio.

2. Creación de nuevos Juzgados.

Se reemplaza el actual y anodino artículo 153 por uno que, creemos y deseamos, tenga consecuencias concretas y favorables. Sabido es que para brindar un adecuado servicio de Justicia, tiene que haber una suficiente cantidad de organismos -entre otras condiciones, claro está-.
La mención al derecho a la Tutela Judicial Efectiva tiene un doble objetivo. En primer lugar la coordinación con el proyecto respectivo que hemos presentado y cuya aprobación descontamos. En segundo término, evitar que los poderes políticos se escuden en cuestiones presupuestarias para evitar el cumplimiento de la norma.
No sería de buena técnica que la carta magna disponga la clase o grado de los tribunales a crearse. Ello será materia de la legislación respectiva.

3. Los Juzgados de Paz.
Creemos que todos los Jueces de todos los fueros y grados -incluidos los actuales Juzgados de Paz- deben ser letrados, nombrados y removidos por idéntico procedimiento. De ahí que en el texto propuesto no haya mención alguna a su respecto con excepción de una hipotética cláusula transitoria. Esta aparente falta de reglamentación requiere algunas explicaciones generales.
Se entiende por jurisdicción a la labor de juzgamiento. Esa labor no tiene medida toda vez que el Juez -sometido exclusivamente a la Constitución y a la Ley- es soberano en la evaluación de los hechos, en la interpretación de las conductas y en la elección de la norma jurídica que aplicará a cada caso concreto. Por lo tanto no existe medida alguna en la actividad de juzgamiento (ALVARADO VELLOSO, Adolfo; Introducción al Estudio del Derecho Procesal, 1992, Sta. Fe, Rubinzal Culzoni, T. I, pág. 147).
Por su parte, la competencia es la aptitud que tiene una autoridad para procesar, juzgar y, en su caso, ejecutar la decisión que resuelva un litigio.
Existen diversas pautas para atribuir o determinar la competencia. Así, a modo de ejemplo, tenemos:

a) el lugar de demandabilidad (competencia territorial).

b) la materia sobre la cual versa la pretensión (competencia material).

c) el grado de conocimiento judicial (competencia funcional).

d) las personas que se hallan en litigio (competencia personal).

e) el valor pecuniario comprometido en el litigio (competencia cuantitativa o en razón del valor).

Hecha la digresión, afirmamos que los Jueces de Paz están investido de jurisdicción: su actividad de juzgamiento no tiene otro límite que la ley y la Constitución. Por lo tanto, los Jueces de Paz son Jueces. Aunque parezca una verdad de perogrullo rara vez se tiene presente.
Una consecuencia importantísima es que pueden y deben declarar la inconstitucionalidad de una ley cuando corresponde (STJER, Sala Civil y Comercial, "CREDIL S.R.L. c/VERGARA, Néstor Rolando s/EJECUTIVO" 17/10/2002). Esa falcultad es inherente a todo magistrado del Poder Judicial (TORRICELLI, Maximiliano; Sistema de Control Constitucional Argentino, Lexis Nexis, página 40).
Repárese en la diferencia con los mal llamados Jueces de Faltas Municipales. Estos últimos son parte de la Administración Pública, no del Poder Judicial. Por eso no pueden tienen jurisdicción, no pueden ejecutar sus decisiones o declarar una inconstitucionalidad.
Analizando la actividad que desarrollan los Jueces de Paz en la Provincia de Entre Ríos, vemos que tienen una competencia que, en cuanto a lo material es acotada y diferente entre ellos mismos según su asiento, de menor cuantía o valor pecuniario y en lo que hace al grado son de Primera Instancia.
No existe diferencia de naturaleza entre un Juez de Paz y un Juez Civil y Comercial o un Juez Correccional. Todos son Jueces sólo que tienen diferente competencia. Pero la jurisdicción es idéntica y todos pertenecen al Poder Judicial de la Provincia.
Recordamos aquí algunos aspectos evidentes pero no siempre tenidos en cuenta y que coadyuvan a la conclusión expuesta: es la Provincia de Entre Ríos la paga los haberes de los Jueces de Paz, los empleados de los Juzgados de Paz son escribientes del Poder Judicial que pueden hacer carrera en ese mismo Poder, los Juzgados funcionan en el mismo edificio que el resto de los organismos -por lo menos en la ciudad de Paraná-. Por sus servicios, los justiciables deben reponer una tasa provincial.
Lo expuesto nos lleva a las siguientes conclusiones respecto a los Jueces de Paz de la Provincia de Entre Ríos:

a) Todos ellos deberían ser letrados, sin perjuicio de la permanencia de aquellos legos que ya han adquirido su derecho al cargo al momento de la entrada en vigor del nuevo texto de la Constitución.

b) Los requisitos para su nombramiento deberían ser idénticos al del resto de los Jueces de Primera Instancia de los restantes fueros.

c) El proceso de su selección también debería ser idéntico al de los restantes Jueces. La intervención de los Consejos Deliberantes en su nombramiento es un anacronismo. Se dirá que, por tradición, los Juzgados de Paz están vinculados a los municipios. Más allá de la inconveniencia la tradición por la tradición misma, esta podría mantenerse con el requisito legal de la residencia del magistrado en la ciudad asiento del Juzgado.

d) Los Jueces de Paz deberían tener inamovibilidad. Por lo tanto, debe derogarse la posibilidad de remoción por el Superior Tribunal.

e) También gozan de la intangibilidad de sus haberes.

Para lograr los objetivos propuestos no es necesario una mención especial en la Constitución. Con el mismo criterio también ameritarían esa mención los Juzgados de Familia o los del Trabajo. Lo que hay que hacer es precisamente lo contrario: no regularlos especialmente. Dado que el Juez de Paz es un Juez de Primera Instancia, deberá cumplir con los requisitos del actual artículo 151 y, por lo tanto, será letrado.
Es más, ni siquiera sería necesaria una clásula transitoria para el caso de los legos ya nombrados desde que quien tiene un derecho adquirido no podría ser despojado del mismo en virtud del artículo 17 de la Constitución Nacional. Se propone un texto de una cláusula transitoria para el hipotético caso de que la Honorable Convención la estime conveniente. Insitimos en que no es necesaria.
Otro motivo por el cual propugnamos la no inclusión de un artículo especial respecto a los Juzgados de Paz es el siguiente: es de mejor técnica legislativa que sea la ley la que determine el nombre del fuero. Podrá seguir llamándose Justicia de Paz como es tradición en Entre Ríos o bien podría denominarse de otro modo tal como Justicia de Menor Cuantía, de Circuito, etc. o como los operadores jurídicos de cada momento histórico lo aconsejen y se decida. De la misma forma que el fuero del Trabajo puede llamarse así o Laboral, el de Instrucción así o de Garantías, etc., o de otra forma no determinada por la Constitución.
Tampoco creemos que sea conveniente una previsión especial respecto a la gratuidad de sus trámites. La Tutela Judicial Efectiva asegurará el acceso a la jurisdicción de quienes carezcan de recursos. La legislación prevé, por otra parte, el beneficio de litigar sin gastos.
Existen otros aspectos que tampoco deberían tener previsión constitucional pero que se mencionan a fin de evitar equívocos. Uno de ellos es que los Juzgados de Paz tienen funciones administrativas -no jurisdiccionales- como certificaciones de copias o de firmas que resienten el específico servicio de Justicia. Creemos conveniente que en las ciudades más importantes de la Provincia, esas funciones estén a cargo de alguna Secretaría especial, tal como existe en la Provincia de Santa Fe.
Otro tema es que hoy el Tribunal de Alzada de los Juzgados de Paz es el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial. Es ilógico que un Tribunal tenga competencia por el grado de primera instancia y también de segunda instancia. La expresión forense pone de resalto el equivoco: se apela y el expediente "se eleva a primera instancia".
Esta incoherencia es permitida por el texto de los actuales artículos 151, 152 y 153 de la Constitución vigente. Otro motivo más en apoyo de la reforma que proponemos. Máxime que los Juzgados Civiles y Comerciales son ocho -en Paraná-. Es decir hay ocho alzadas con ocho criterios diferentes. No existe uniformidad jurisprudencial y ello atenta contra la igualdad ante la ley. Sería conveniente la creación de algún tribunal específico de alzada de los Juzgados de Paz o alguna otra solución. Ello excede el marco de este proyecto y la materia, es propia de la legislación. Ahora bien, la reforma propuesta al no mencionar a la Justicia de Paz, se encamina en la búsqueda de una solución a este problema.
En síntesis, los Juzgados de Paz de la Provincia de Entre Ríos no tendrán una previsión especial en la Constitución ya que son Juzgados de Primera Instancia, como cualquier otro, de un fuero especial cuya competencia y nombre será determinada por la ley.
Como tales, tendrán los mismos requisitos de nombramiento, garantías, proceso de selección y remoción que el del resto de los magistrados de primera instancia.
Creemos que la reforma propuesta moderniza al sistema y lo hace más transparente. Indudablemente también, contribuye al nombramiento de los más idóneos y refuerza la independencia del Poder Judicial. Por último, se establece un principio que estimamos que será de utilidad para brindar un mejor servicio de Justicia donde se lo necesite.
Por todo lo expuesto solicitamos la aprobación de este proyecto.

Martín J. Acevedo Miño

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXI

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 1.120)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Art. ... “La tierra es un bien permanente de producción; la ley garantiza su preservación y recuperación, procura evitar la pérdida de fertilidad, la erosión y promueve y regula el empleo de las tecnologías de aplicación”.
ACEVEDO MIÑO

FUNDAMENTOS

A lo largo de la historia el hombre se ha servido del suelo como medio para la satisfacción de sus necesidades básicas. El crecimiento permanente de la población genera una presión creciente sobre los recursos naturales que conduce a una sobreexplotación de los mismos.
Esto trae aparejado como consecuencia directa la degradación de los suelos, con intensificación de la erosión hídrica y eólica, deterioro de la estructura, salinisación, disminución de la fertilidad y desertificación.
Fue en Estados Unidos en la década del 30, donde comenzó a tomarse conciencia respecto del daño ocasionado al suelo, de la posibilidad de agotamiento de su capacidad productiva y de las consecuencias que esto traería aparejado. Como consecuencia de esto creó el Servicio de Conservación del Suelo (Soil Conservation Service, SCS) como dependencia del Dto. De Agricultura de ese país. El mismo empezó a promover buenas prácticas de conservación en todos los estados y posteriormente aplicó sus investigaciones en países de Sudamérica.
La actividad se centro, en un principio, en la provincia de Entre Ríos, debido a la seria problemática que esta sufría por la variabilidad de sus suelos. Fue a través de la realización de convenios entre el INTA, la provincia y la FAO (Organización de las Naciones Unidas Para la Agricultura y la Alimentación) que se dio origen a una verdadera escuela local de técnicos especialistas en suelos y su conservación, y a líneas de investigación y estudio locales.
El suelo es la capa superior de la superficie terrestre que funciona como soporte y sustento de la mayor parte de las actividades que acontecen en la biosfera. Su consideración como factor de vida, su participación en todas las actividades humanas y el papel crucial que tiene en el soporte y funciones del ecosistema, como pudimos ver anteriormente, es relativamente reciente.
La gravedad y consecuencias de los problemas ambientales relacionados con el suelo nos obliga seriamente a mejorar el tratamiento de este tema e incluirlo en la nueva CP. Además debemos tener en cuenta que es el Estado, en virtud de su obligación de conservar los recursos naturales, quien, a través de distintos medios, propenda a la reparación de los daños, planificación de medidas sustentables y concientización de la población respecto del agotamiento de este recurso.
En cuanto a la regulación jurídica que rodea este tema debemos citar, necesariamente, la parte pertinente del articulo 41 de la Constitución Nacional: “Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado y apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo”…
La integración de la protección ambiental en el proceso de desarrollo constituye un corolario del principio 3 de la “Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente Y Desarrollo” (Río de Janeiro 1992) que reza: “El derecho al desarrollo debe ejercerse en forma tal que responda equitativamente a las necesidades de desarrollo y ambientales de las generaciones presentes y futuras”.
También encontramos la ley Nacional de fomento a la Conservación de Suelo nro. 22.428 que fue emitida en el año 1981 por iniciativa y gestión del Consejo General Agropecuario. La misma se vio posteriormente modificada y complementada por diversas normas. Esta ley tiene como virtud el hecho de haber sido precursora de la legislación sobre el tema. Por otro lado hallamos la ley de la provincia de Entre Ríos nro. 8314 sancionada en 1989.
Ambas declaran de interés general la acción pública y privada tendiente a la conservación y recuperación de la capacidad productiva de los suelos.
La no siempre juiciosa utilización del recurso suelo ha provocado, y provoca, distorciones en su funcionamiento ecológico y agrario, generando graves consecuencias ambientales.
Un ecosistema es considerado como la unidad espacialmente individual en donde interaccionan flujos interactivos de todos los organismos vivos y todos los componentes físicos y químicos que los rodean.
Existen varias consideraciones sobre el suelo, la más elemental es la del suelo como ente natural y es la que se concibe como la acción de los agentes de meteorización naturales sobre los materiales litológicos originales.
La variación de los factores ambientales dan lugar a otras consideraciones sobre el suelo y que están vinculadas a la producción agropecuaria en donde se consideran sus propiedades para el crecimiento vegetal y donde de estas propiedades mas importantes son las físicas y químicas, la actividad biológica, los flujos de nutrientes (iones) y al régimen térmico. También el suelo es considerado componente esencial del ciclo hidrológico interviniendo como medio de almacén y transporte de agua y solutos.
La participación del suelo en procesos de intercambio de energía calórica e intercambio de gases define también su capacidad como reactor.
Los procesos de degradación edáfica, además del impacto en el propio recurso, se trasladan a otros componentes y funciones de los sistemas naturales, como el ciclo hidrológico, la riqueza en biodiversidad, la producción agraria y las emisiones a la atmósfera.
La formación de un suelo lleva miles de años y es producto de la interacción de los materiales originarios con los componentes bióticos y climáticos (radiación solar, precipitaciones, humedad, temperatura, velocidad del viento).
Esta interacción de factores se da en 3 procesos: alteración del sustrato mineral, evolución de la MO y migraciones dentro del perfil.
La irrupción del hombre y sus actividades ha alterado directa o indirectamente los procesos naturales.
La calidad del suelo es uno de los factores más importantes en el sostenimiento global de la biosfera y en desarrollo de prácticas agrícolas sustentables (Wang y Gong 1998).
El uso del suelo en la producción agropecuaria significa una ruptura en el equilibrio existente entre las propiedades del suelo y sus factores de formación. Los cambios más importantes se dan en la vegetación, en la condición física por el laboreo y transito de maquinaria, en la descomposición de la materia orgánica y en la erosión. (García Prechac, 2003).
La importancia del suelo no se encuentra solamente en la producción de riqueza económica sino también en la función que cumple en el ambiente como filtro del agua y del aire, en cuanto al intercambio de gases con la atmósfera, a la recepción y reciclo de desperdicios orgánicos disponibles para las plantas, y retención y descomposición de algunos residuos tóxicos.
El suelo es producto de la interacción del material originario, el clima y la vegetación y cuya resultante puede modificarse por la acción del tiempo, del relieve y del hombre.
La degradación (proceso presente en todo el territorio, que se diferencia, en cada lugar, por el tipo de ecosistema) se debe a acciones antrópicas ligadas al desarrollo económico y relacionadas a la agricultura e industria en la Provincia de Entre Ríos. Esto trastorna las características edáficas y la sustentabilidad del medio ambiente.
Las alteraraciones más importantes se dan en la textura del suelo, en razón de la presencia de MO.
Las funciones del suelo mas importantes son la 1) producción de biomasa, 2) filtrado, amortiguación calórica y transformación de gases 3) hábitat biológico y reserva genética 4) medio físico productor de bienes y servicios y 5) fuente de materias primas.
Los procesos de degradación a los que son sometidos los suelos en forma permanente son la desertificación (desmontes, monocultivos), erosión (hídrica y eólica por perdida de cobertura), la contaminación (agricultura intensiva, uso de biocidas, productos radiactivos, contaminación industrial) y salinización (explotación de termas y riego).
Para concluir debemos tener en cuenta que el suelo es un recurso natural no renovable que tenemos derecho a utilizarlo con la correlativa obligación de conservarlo para las generaciones futuras, por ello interesamos la aprobación de este proyecto.

Martín J. Acevedo Miño

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

LXII

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 1.121)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Art.... “Queda prohibido el ingreso, manipulación, transporte, depósito o cualquier otra forma de disposición de materiales de origen radioactivos, tóxicos o de sustancias peligrosas que pongan en riesgo la vida humana o al ambiente”.

ACEVEDO MIÑO
FUNDAMENTOS
Residuos Radiactivos
Consideramos necesaria la inclusión, en la nueva Constitución de la Provincia de Entre Ríos, de un artículo referente a los Residuos Radiactivos por distintas razones, el primero de ellos es que el Art. 41 de la CN último párrafo establece “Se prohíbe el ingreso al territorio nacional de residuos actual o potencialmente peligrosos y de los radiactivos”.
También nos encontramos con que diversas provincias han decidido legislar sobre este punto como por ejemplo podemos citar la constitución de Chubut que en su artículo103 determina “Todos los recursos naturales radioactivos cuya extracción, utilización o transporte, pueden alterar el medio ambiente, deben ser objeto de tratamiento específico”. La misma en el artículo 110 reza “Quedan prohibidos en la provincia la introducción el transporte y el depósito de residuos de origen extra provincial radioactivos, tóxicos, peligrosos o susceptibles de serlo. Queda igualmente prohibida la fabricación, importación, tenencia o uso de armas nucleares, biológicas o químicas, como así también la realización de ensayos y experimentos de la misma índole con fines bélicos”.
Debemos tener en cuenta que en el proceso de evolución mundial, en lo técnico, industrial, económico, etcétera se desarrollan diversas tareas, no solo en el campo nuclear, sino también en otros ámbitos que generan residuos provenientes tanto de procesos productivos, de aplicaciones médicas, industriales, investigativas y de desarrollo.
Las enciclopedias definen a estos residuos como aquellos que contienen elementos químicos radiactivos. Se afirma que su magnitud, desde el punto de vista de su complejidad, depende de la escala y características de los procesos que los generan. También se considera residuo radiactivo a cualquier material que contenga radio nucleidos en concentraciones superiores a las establecidas por las autoridades competentes y para el cual no está previsto ningún uso.
Por otra parte diversas instituciones públicas y privadas se sirven de materiales radiactivos ya sea como parte de sus procesos o por el uso de tales materiales como parte del equipamiento o asociados a la realización de una práctica.
En cuanto al tratamiento y gestión de estos residuos vemos que, por ejemplo, en España esa tarea esta asignada a ENERSA: Empresa Nacional de Residuos Radiactivos y determinada por un Plan General de Residuos aprobado por el parlamento.
Los residuos radiactivos son susceptibles de ser clasificados de distintos modos según sus características, así: por su estado físico (es decir si son gases, líquidos o sólidos), por el tipo de radiación que emiten (alfa, beta o gamma), por el periodo de semidesintegración (vida corta, media o larga), y también por su actividad específica (baja. media, alta). Cuestiones que a continuación trataremos brevemente.
En primer lugar podemos decir es que hay residuos “exentos”, es decir, que no tienen una radiactividad que pueda resultar peligrosa para el ambiente o la salud de las personas. Estos pueden utilizarse como materiales convencionales.
Respecto a los que no pertenecen a esta categoría, vemos que es normal que se los clasifique en residuos de baja, media y alta actividad:

Baja y media

Los residuos de estas categorías provienen del ciclo de combustible, de la irradiación de sustancias en instalaciones nucleares y radiactivas, de la minería y también de instalaciones de utilidad social (por ejemplo en instalaciones médicas, los rayos X)
Específicamente los residuos de baja actividad son aquellos que tienen radiactividad gamma o beta en niveles menores a: si son líquidos 0.04 GBq/m3; si son gaseosos: 0.00004 GBq/m3; si son sólidos: la tasa de dosis en contacto es inferior a 20 mSv/h.
Particularmente los residuos de media actividad son aquellos que tienen niveles mayores a los anteriores pero menores a: para líquidos y gaseosos 4GB/m3. Para sólidos la tasa de dosis en contacto debe superar los 20mSv/h.
Ambos tipos de residuos (de baja y media actividad) necesitan, para pertenecer a esa categoría, tener un período de desintegración inferior a treinta años. Así mismo los dos deben almacenarse en almacenamientos superficiales.
Son menos peligrosos que los residuos de alta, pero mucho más voluminosos. Un reactor medio viene a generar unos 6220 m3 a lo largo de su vida.
Vale aclarar que una gran diversidad de materiales pueden llegar a quedar comprendidos en esta clasificación, como ser guantes, ropa, herramientas, etc., que hayan estado en contacto con material altamente radiactivo, hasta materiales procedentes de la clausura de instalaciones nucleares.
Alta: 

Son aquellos que poseen vida más larga y son más peligrosos, en razón de tener un alto grado de toxicidad. Constituyen el 1% del total de los residuos, pero contienen el 95% de la radiactividad generada.
Son el combustible gastado de las centrales nucleares y las cabezas nucleares procedentes de las bombas y misiles atómicos.
Emiten radiactividad alfa, beta o gamma que supera los niveles impuestos por los límites de los residuos de media actividad. Su período de semidesintegración supera los treinta años. A deferencia de los residuos de baja y media actividad, estos deben almacenarse en almacenamientos geológicos profundos.
Un ejemplo de estos, lo constituye el plutonio-239, un isótopo radiactivo creado por el hombre para la fabricación de bombas atómicas. En cuanto a su grado de toxicidad podemos decir que un sólo gramo de este elemento es capaz de causar cáncer a un millón de personas.
A modo informativo es interesante tener en cuanta que Argentina firmó con Australia un convenio para realizar la venta de un reactor nuclear, con el compromiso de recibir y tratar en el país los residuos que ese reactor genere. Esto es inconstitucional, ya que viola el citado Art. 41.
Fue por esto último que Juan Schorder, un ciudadano de Bahía Blanca, interpuso una acción de Amparo que si bien le fue rechazado en Primera Instancia, posteriormente la cámara Federal de Apelaciones de Bahía Blanca le dio lugar en el año 2006, ordenando quitar del acuerdo la cláusula que permite el ingreso al país de basura nuclear.
Un dato histórico que es no menor y que demuestra que nuestros gobernantes no han tomado una real dimensión de esta cuestión, es que en el año 2000 se proyectó hacer en nuestra provincia, específicamente en Rosario del Tala un basurero nuclear con todas las consecuencias negativas que hubiera implicado la efectivización de esa iniciativa.
Para finalizar resulta necesario considerar que a través de la ley 24.295 se aprobó la convención marco de las Naciones Unidas sobre cambio climático, que instituye el principio precautorio. Así mismo por la ley 24.375 aprobó el Convenio sobre diversidad biológica cuyo preámbulo establece la necesidad de prever, prevenir y atacar en su fuente las causas de reducción o pérdida de de la diversidad biológica.
También es importante tener en cuenta lo establecido en el Tratado de Asunción, fundacional del Mercado Común del Sur que es su preámbulo impone la preservación del medio ambiente. Siguiendo esta línea encontramos la declaración de Río de Janeiro sobre Desarrollo Sostenible del CONUMAD que contempla el principio precautorio.
El principio precautorio significa que la falta de certeza científica no debe utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces impeditivas de la degradación del ambiente. El mismo se encuentra legislado, a nivel nacional, en la ley 25.675, ley general del ambiente.
Retomando la idea primigenia consideramos necesaria la inclusión de un artículo en la nueva Constitución de la provincia que regule sobre el particular, en virtud de la importancia que reviste el tema en el cuidado del bienestar de los habitantes de la provincia, esto es la protección de su integridad física y psíquica, de factores que puedan perturbarlo.
Por ello intereso, Señor Presidente, la aprobación de este proyecto.

Martín J. Acevedo Miño

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

LXII

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 1.122)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:
ART : incorporase a nuestro texto constitucional el siguientes artículo:

Artículo…  Todos los habitantes tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna, la que, junto a los servicios con ella conexos y la tierra necesaria para su asentamiento, tiene un valor social fundamental. La vivienda única es inembargable, en las condiciones que fija la ley. El Estado Provincial promueve las condiciones necesarias para hacer efectivo este derecho. A tal fin planifica y ejecuta la política de vivienda y puede concertarla con los demás niveles jurisdiccionales, las instituciones sociales o con el aporte solidario de los interesados. La política habitacional se rige por los siguientes principios: 

1. Usar racionalmente el suelo y preservar la calidad de vida, de acuerdo con el interés general y las pautas culturales y regionales de la comunidad.

2 .Impedir la especulación.

3. Asistir a las familias sin recursos para facilitar su acceso a la vivienda propia.

ALMADA

FUNDAMENTOS
Los objetivos prioritarios es atender la demanda habitacional destinada familias de recursos insuficientes mejorando la calida de vida de los adjudicatarios facilitando el acceso a una vivienda Disminuir el déficit habitacional en las distintas jurisdicciones.
Según la real academia Española vivienda significa:

1) Lugar cerrado y cubierto construido para ser habitado por personas

2). Género de vida o modo de vivir
Reconocemos la efectividad de la Ley 14.394 al momento que fue sancionada pero hoy por hoy se presentan situaciones evidenciando un vacío legal que es necesario cubrir mediante una regulación adecuada.
Nuestro ordenamiento normativo no contempla un régimen legal único y orgánico sobre la protección jurídica de la vivienda en sí, limitándose a la tutela del inmueble como sede del hogar familiar. Olvidándose así que el fundamento del derecho a la vivienda, considerada dentro de las necesidades básicas más elementales de todo ser humano, refiere no sólo a la protección del núcleo familiar sino a la vivienda única.
Por lo tanto consideramos necesaria una adecuación del plexo normativo vigente a las nuevas formas de vida que se han ido presentando. Debe permitirse que cualquier persona pueda afectar su vivienda única a un régimen de inembargabilidad, siempre y cuando no se lesionen derechos de terceros, excluyéndose de la prenda común de los acreedores sólo a los bienes afectados en los Registros con anterioridad al nacimiento de los créditos.

Juan C. Almada

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.123)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTÍCULO 1º: Incorporar como artículo nuevo, dentro de la primera parte de la Constitución Provincial, al siguiente:

ETICA PÚBLICA:

Articulo…: “La legislatura sancionará una ley para el ejercicio de la función pública aplicable, sin excepción, a todo funcionario provincial y municipal que se desempeñe en nombre o al servicio de cualquier poder, órgano o en la administración pública centralizada o descentralizada, en la forma que fuere, ya sea de manera temporal, permanente, honoraria o remunerada, consignando especialmente los deberes, excepciones, incompatibilidades y sanciones aplicables.

Quienes ejerzan la función pública deberán presentar al inicio y cese de sus funciones una declaración jurada patrimonial integral que incluirá sus antecedentes laborales y se actualizará anualmente, la que tendrá carácter público.

Los funcionarios públicos no deberán solicitar, aceptar, ni recibir, ni para sí ni para terceros, gratificaciones, obsequios ni favores con motivo o en ocasión del ejercicio de sus funciones.

Nadie puede continuar en su cargo o ser designado en la función pública cuando se encuentre procesado por un delito doloso en perjuicio de la administración pública. La persona que fuese condenada penalmente por un delito doloso en ocasión de ejercer un cargo público queda inhabilitada a perpetuidad para ocupar cargos o empleos públicos dentro de la jurisdicción de la Provincia de Entre Ríos, sin perjuicio de las penas que la ley establezca.”

MONGE – ROGEL.
FUNDAMENTOS

Honorable Convención:
La doctrina política y los principales estudiosos de la problemática argentina sugieren con rigor de verdad que uno de los flagelos que azota la democracia argentina actual es la corrupción que se enquista en los pliegues de las distintas administraciones públicas. Es preciso entonces, dar una batalla cultural contra esta modalidad de comportamiento.
Todos sabemos que la capacidad punitiva del estado, como el rigor coercitivo de las normas no son suficientes, tampoco lo es un sistema de controles, más aun, vamos a coincidir que son los patrones culturales que hacen a un modelo de vida, los que se tienen que alcanzar para que los patrones morales que tenga una sociedad, sean dignos de ponderación y ello sea un verdadero valladar para impedir actos que atentan contra el ciudadano común.
Pero esta finalidad no se logra sin un punto de partida. Mas allá de saber que la ley es condición necesaria pero no suficiente para erradicar estos males, se debe establecer en el ámbito de toda la administración pública una ley de ética pública, con los modos, alcances y formas que sirva de eficaz contralor para diseñar una administración pública mas transparente.
Proponemos establecer como cláusula obligatoria de acceso a la administración publica de cualquier estamento (provincial, municipal, autárquica o descentralizada) una declaración jurada patrimonial que deberá ser publicada en medios electrónicos de cada poder del estado u organismos estatales, a fin de garantizar el control y la transparencia de los actos de gobierno.
Proponemos entonces que los funcionarios públicos estén obligados a manifestar sus bienes al ingreso, bajo apercibimiento de no recibir emolumento alguno, y de cesar en el cargo; y al egreso, de negarle beneficio previsional. La manifestación de bienes comprende también la del cónyuge y personas a su cargo, conforme la regulación legal que se efectué por parte de este poder constituyente y la legislación que la regule posteriormente.
Justo es reconocer, que un marco regulatorio preciso y estricto no es resorte de una convención constituyente pero el articulo que imponga esta obligación constitucional debe ser un claro mandato para terminar con esta situación que socava las bases morales de esta sociedad y conspira contra los intereses del Estado que los representa, en tal sentido es que proponemos el nuevo articulo pertinente para la Constitución Provincial.
Por las razones expuestas y las que estamos dispuestos a brindar en oportunidad de su tratamiento, dejamos fundamentada la iniciativa que antecede, solicitando la aprobación del proyecto por parte de nuestros pares.

Jorge D. Monge – Fabián D. Rogel.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.124)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Articulo 1º: Incorpórase a la Constitución Provincial el siguiente artículo:

Artículo…… : La Provincia no podrá establecer impuestos sobre los bienes, ingresos o servicios de las asociaciones civiles, fundaciones, entidades religiosas, partidos políticos, gremios de trabajadores, instituciones de educación, cultura, asistencia social o salud y toda otra entidad pública o privada sin fines de lucro, siempre que los mismos cumplan con los requisitos que determine la ley, y que las utilidades o ganancias se destinen a los fines con que fueron creadas y en ningún caso se distribuyan directa o indirectamente entre sus asociados.

Articulo 2º: De forma.

MONGE
FUNDAMENTOS

Honorable Convención: 

El derecho fundamental de asociación constituye un fenómeno sociológico y político, como tendencia  natural de las personas y como instrumento de participación, respecto al cual los poderes públicos no pueden permanecer al margen (1).
Producto de una natural tendencia asociativa del hombre, en la actualidad existen diversos tipos de organizaciones que están adquiriendo cada vez más relevancia para el bien de la humanidad (2). Modernamente se ha acuñado, para denominar a tales organizaciones, la expresión “sector social” o “tercer sector” como distingo de los otros dos: el estado y las empresas privadas.
El Comité Económico y Social de la Unión Europea sostuvo en 1998 que “las asociaciones permiten a los individuos reconocerse en sus convicciones, perseguir activamente sus ideales, cumplir tareas útiles, encontrar su puesto en la sociedad, hacerse oír, ejercer alguna influencia y provocar cambios”.
Por la presente iniciativa – que hemos elaborado con la colaboración del Dr. Hugo Desiderio Posse – propiciamos la exención de todos los impuestos provinciales a las asociaciones civiles, fundaciones, entidades religiosas, partidos políticos, gremios de trabajadores, instituciones de educación, cultura, asistencia social o salud y toda otra entidad pública o privada sin fines de lucro con existencia real y legal en el ámbito de la provincia de Entre Ríos, siempre y cuando se cumplan con los requisitos que determine la ley, y que las utilidades o ganancias se destinen a los fines con que fueron creadas y en ningún caso se distribuyan directa o indirectamente entre sus asociados.
Los sujetos beneficiados con esta iniciativa en caso de aprobarse, carecen todos de “fines de lucro”, entendiendo por ello que persiguen el “bien común”, el “bien público general”, el “interés general” o “una finalidad útil para la sociedad” (3).
No obstante, tal caracterización, “sin fines de lucro” no implica que no puedan realizar actividades lucrativas y de hecho varias entidades de este tipo la realizan en la provincia de Entre Ríos, pero siempre sin buscar el rédito económico particular de cada uno de sus miembros. Piénsese en el sector educativo, de la salud, de la cultura, cementerios, etc., tanto sea por parte de organizaciones confesionales de diversos cultos profundamente arraigadas, como las gremiales de trabajadores, de asociaciones civiles o fundaciones sin vinculación religiosa o gremial, que han realizado y realizan un valioso aporte al desarrollo y bienestar entrerrianos y que traducen cotidianamente la plasmación del valor “solidaridad” en sus actividades hacia miles de entrerrianos.
Cuando en el texto propuesto nos referimos “a toda  otra entidad pública o privada sin fines de lucro” estamos previendo - a la luz de las reformas que esta Asamblea Magna de seguro incorporará en el régimen municipal - la posibilidad para los gobiernos locales de crear entes o consorcios sean de derecho publico o privado, cuya actividad, bienes o servicios caerían atrapados por el beneficio de la norma constitución que se propicia con la presente iniciativa (4).
Cuadra resaltar que hasta el propio Banco Mundial, en un detallado informe producido en 1997, realiza varias recomendaciones para el fortalecimiento de este tipo de entidades que denomina Organizaciones No Gubernamentales (ONG) aconsejando no impedir que lleven a cabo “actividades legales de índole económica, empresarial o comercial con el fin de apoyar sus actividades son ánimo de lucro, en tanto y en cuanto:

*ni los ingresos ni las utilidades de estas actividades fueran distribuidos como tales a los fundadores, miembros, funcionarios, directivos o empleados;
*esas ONGs se organicen y funcionen con el fin primordial de realizar actividades sin ánimo de lucro (v.gr., culturales, educativas, de salud)(5).

Creemos fundadamente que sobran los motivos para que el Estado provincial fomente y proteja la creación de estas organizaciones, así como el desarrollo de sus actividades que, en muchos casos – por la elevada tarea social – suplen con mayor eficacia y eficiencia servicios y obligaciones que el propio Estado debe garantizar.

En esa inteligencia, bien se ha sostenido que “no puede el estado por si dar satisfacción a todas las necesidades de la población, atento a la gran diversidad y complejidad de las mismas” (6), viniendo el tercer sector a dar gran ayuda en aquello que el estado no puede satisfacer.

En relación al texto propuesto debemos destacar que hemos toado como antecedentes la ley nacional de Impuestos a las Ganancias nº 20,628 (t.o. 1997) en su artículo 20 inc. F) y la Constitución de Brasil donde las “inmunidades” de impuestos federales, estaduales y municipales tiene abolengo constitucional desde 1946, y actualmente en su art. 150 Inciso VI, “c” prohíbe a la Unión, a los Estados y al Distrito Federal y a los Municipios, instituir impuestos sobre el patrimonio, los ingresos o servicios de los partidos políticos, incluyendo sus fundaciones, de la entidades sindicales de trabajadores, de las instituciones de educación y de asistencia social sin fines lucrativos, siempre que se cumplan los requisitos de la ley.
Así las cosas, con tales expresiones dejamos fundamentada la iniciativa precedente, impetrando de nuestros pares la aprobación de las misma como un acto de estricta justicia destinado a premiar la solidaridad.

(1) Ley Orgánica 1/2002, reguladora del Derecho de Asociación, Exposición de Motivos, Boletín Oficial Español nº 73, 22 de marzo de 2002.

(2) DRUCKER, Peter, The Peter Drucker Foundation for Nonprofit Management Newsletter, N.Y. Enero 2000.

(3) Cfr., Borda, LLambías, entre otros autores.

(4) Cfr. Proyecto de texto constitucional de nuestra autoría contenido en el Expte. Nº 564 del registro de esta Convención.

(5) CANOVA, Guillermo, Tributación de las Entidades sin Fines de Lucro, pág. 27 y 28.

(6) FERNANDEZ, Fernanda Mabel, Tributación de las Entidades sin Fines de Lucro, pág. 164 y 165.

Jorge D. Monge

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

LXVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.125)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Articulo 1º: Incorpórese en la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el siguiente artículo:

Art. … La Provincia promueve la integración regional para su desarrollo armónico en materia económica y social de acuerdo a lo establecido por el Articulo 124 de la Constitución Nacional.

Para tal fin, el poder ejecutivo queda facultado a llevar adelante acciones que tiendan a la conformación de entes regionales junto a otras provincias, así como crear órganos específicos para su establecimiento y administración, los cuales podrán celebrar convenios y tratados con la finalidad de atender intereses comunes ya sea con entes públicos, nacionales, provinciales, municipales, extranjeros, y con organismos internacionales en forma compatible con la política exterior de la Nación.

La conformación, pertenencia u integración de la Provincia de Entre Ríos en regiones interprovinciales, deberá ser aprobada por la Legislatura con el voto favorable de al menos las dos terceras partes de sus miembros, no pudiendo ser esta temática objeto o materia de la iniciativa y consulta popular.

Articulo 2º: De forma.

MONGE

FUNDAMENTOS

Honorable Convención:
El objetivo descentralizador que contiene la Constitución Nacional a partir de los principios incorporados a ella por la reforma de año 1.994, se ve claramente reflejado en el Artículo 124 de la misma, en donde faculta a las provincias a: “…crear regiones para el desarrollo económico-social y establecer órganos con facultades para el cumplimiento de sus fines…”. Lo cual no significa un reconocimiento de la Constitución Nacional a una nueva división político administrativa, ya que se mantiene la organización tripartita Nación, Provincia, Municipio, sino como una nueva dinámica capaz de articular el accionar de las provincias para el tratamiento de problemas comunes y potenciación de soluciones más eficientes.
Esta realidad, conlleva a la necesidad de establecer en nuestra carta magna provincial un reconocimiento a esta potestad.
Las regiones no han sido concebidas por nuestra constitución con carácter sustantivo, es decir entes con personalidad política propia, distinta a las de las provincias que la componen, sino más bien con carácter instrumental, o sea como un ámbito de concertación y coordinación de políticas por parte de aquellas, con el objetivo de dar respuesta a problemáticas comunes.
Comercio exterior, servicios públicos, transporte, vialidad, bancos, política económica, obras públicas, medio ambiente, turismo y parques nacionales, son solo algunas de las cuestiones comunes que Entre Ríos posee junto a distintas provincias, las cuales podrán ser abordadas como una respuesta conjunta, contando para ello con instrumentos brindados en el marco de la región que integre.
Consideramos que la integración de la Provincia en una región, así como la creación de una de ellas, debe ser fruto de un amplio consenso provincial que le dé continuidad en el tiempo a esta decisión y que le permita tener una persistencia con la cual poder desarrollar estrategias y acciones comunes a lo largo del tiempo.
Como una forma, pero no la única, para lograr estos consensos necesarios para dotar a estas decisiones de una continuidad temporal que exceda a la fuerza política que circunstancialmente lleve adelante la administración de la provincia, entendemos que esta cuestión debe tener el respaldo de al menos  los dos tercios de los miembros de la Legislatura, es decir que cuente con la adhesión de más de una fuerza política, ya que ésta es la forma que en nuestro diseño constitucional es considerada como la herramienta para lograr estas concordancias necesarias para convertir cualquier cuestión en materia de políticas de estado sustentables en el tiempo.
Asimismo, como sostenemos que esta decisión de integrar una región debe ser el resultado de un acuerdo que exceda a la fuerza política que gobierna, también entendemos que por las mismas motivaciones que las crean o por los propios objetivos que estas figuras persiguen (el desarrollo económico y social de la provincia), es imprudente el establecimiento de rango constitucional la integración de nuestra provincia a la Región Centro, dejando la posibilidad que un nuevo consenso u acuerdo de los Entrerrianos considere la necesidad y/o viabilidad de conformar una nueva región con provincias con las cuales sea imperiosa y aconsejable su encuentro para la resolución de problemáticas comunes.
Dejamos así fundamentada la iniciativa que antecede solicitando de nuestros pares la aprobación de la misma.
Jorge D. Monge

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

LXVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.126)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art.......: “El Ministerio Público es un órgano extrapoder, con autonomía funcional y autarquía financiera que tiene por función promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad. Es ejercido por un Procurador General, un Defensor General, un Asesor General de Incapaces y los demás miembros que la ley establezca”

Art....: “El Procurador General, el Defensor General y el Asesor General de Incapaces deben reunir las mismas condiciones que los jueces del Superior Tribunal de Justicia y son designados y removidos en la misma forma y por las mismas causales que aquellos.”

“Todos los integrantes del Ministerio Público tienen las inmunidades, incompatibilidades e intangibilidad de las remuneraciones que los jueces. Los fiscales, defensores y asesores de menores son designados y removidos de sus cargos de forma similar a los jueces.”

Art.....: “Son atribuciones y deberes del Ministerio Público las establecida por ley y, especialmente:

a) Intervenir en toda causa judicial en la que esté interesado el orden público.

b) Velar por el respeto de los derechos, deberes, principios y garantías constitucionales, estando legitimado para demandar la inconstitucionalidad de toda ley, decreto, reglamento, ordenanza o actos de cualquier autoridad pública.

c) Velar por la buena marcha de la administración de Justicia, controlar el cumplimiento de los plazos procésales y acusar a los Miembros del Poder Judicial y Ministerio Público ante quién corresponda.

d) Velar por el correcto cumplimiento de las leyes y garantías y de los derechos humanos.

e) Accionar en defensa y protección del medio ambiente e intereses difusos.

f) Ejercer la acción penal en los delitos de acción pública.

g) Nombrar a sus empleados y removerlos. Designar los funcionarios interinos o de refuerzo por similar mecanismo al establecido en el art. 164 de esta Constitución para los jueces de refuerzo o interinos.

h) Proponer y administrar su propio presupuesto enviándolo al Poder Ejecutivo para su remisión al Poder Legislativo a los fines de su consideración.

i) Tener iniciativa legislativa con respecto a la Ley orgánica del Ministerio Público, Códigos procésales y demás leyes vinculadas a la administración de justicia y al ejercicio de sus funciones.

j) Integrar el Consejo de la Magistratura.”

Art…..: “En el Ejercicio de sus funciones el Ministerio Público es autónomo e independiente de los demás órganos del Estado. Los poderes Públicos de la provincia están obligados a prestar a este Ministerio la colaboración que requiera para el mejor cumplimiento de sus funciones.”

MONGE – ROGEL.

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

Nuestra propuesta en relación al Ministerio Público recoge dos vertientes: por una parte la respuesta que dio la Convención Nacional Constituyente de 1994 que, poniendo fin a una fuerte controversia sobre su ubicación constitucional e institucional, diseñó un Ministerio Público bicéfalo, con atribuciones propias de defensa de la legalidad, ejercida en todo tipo de proceso judicial, que incluye la actuación en los casos en que se cuestione la constitucionalidad de las leyes. También se le reconoció la defensa de los intereses generales de la sociedad y de los pobres, ausentes e incapaces a través de un Defensor General (art. 120 de la Constitución Nacional. Tal como señala la prestigiosa constitucionalista María Angélica Gelli en su obra “Constitución de la Nación Argentina”, Comentada y Anotada, Editorial La Ley 2003, pag. 841 “La importancia del Órgano se hace evidente en cuanto se repara en el control que el Ministerio Público puede ejercer sobre los detentadores del poder político –por ejemplo persiguiendo la corrupción administrativa mediante el empleo de la persecución penal- y sobre los eventuales asociados del poder económico, haciendo lo propio con los delitos de esa índole. Pero, la eficacia del Ministerio Público está directamente relacionado con su independencia funcional y las garantías que la hagan posible... ya se lo considere un nuevo poder del Estado ó un órgano extrapoder del judicial, lo sustantivo –como se puso de manifiesto en los debates de la Convención de 1994- es el grado de independencia con el que cuente el Ministerio Público, frente a los poderes políticos, para tomar sus propias decisiones”.
La segunda vertiente que hemos seguido es la propuesta por la Constitución de la Provincia de Salta –arts. 164/168- único estatuto constitucional provincial que ha seguido la reforma de 1994 ya aludida, particularidad que corrobora que los poderes políticos no han tenido mucho interés en garantizar la independencia irrestricta del Ministerio Público. Hemos incluido dentro del Ministerio Público a más del Defensor General, la figura del Asesor General para una mejor organización y distribución de funciones, atribuciones y deberes del Ministerio de la Defensa por una parte y del Ministerio Pupilar o Tutelar por la otra. Para ello hemos tenido en cuenta las tres tradicionales ramas y funciones del Ministerio Público, mencionando cuales son sus órganos de gobierno.
Finalmente no desconocemos las críticas a la propuesta que formulamos, muchas de ellas, aún siendo sumamente prestigiosas y autorizadas, no por ello menos impregnadas de un mayor o menor interés en que la “independencia funcional” sea más teórica que práctica.

Jorge D. Monge – Fabián D. Rogel.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.127)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA

Artículo 1º: Incorpórase a la Constitución provincial el siguiente artículo:
Artículo…: La Provincia de Entre Ríos fomenta y tutela el ahorro en todas sus formas. Favorece el acceso del ahorro popular a la propiedad de la vivienda, a la propiedad directa de la tierra y protege el patrimonio familiar.

Articulo 2º: De forma.

MONGE – CEPEDA.

FUNDAMENTOS

Honorable Convención:
En el régimen de economía de mercado, que reconoce y tutela la propiedad privada como garantía de la libertad de los ciudadanos, el ahorro en cuanto abstención de consumo pertenece a quienes lo obtengan y no al Estado, integrándose en el proceso de formación de capital.
El verdadero ahorro, idea diferente de las de atesoramiento o diferimiento del consumo, ha de materializarse en inversiones concretas y determinadas que económicamente constituyen capital, y jurídicamente, patrimonio, y el Estado no debe permanecer indiferente frente a ello.
Reconocida la familia como célula primaria de la sociedad occidental, es esta mínima organización, sociológicamente hablando, el sujeto activo del ahorro, aun cuando jurídica y económicamente se forme por la actividad de quienes la tienen a su cargo. Esta peculiar materialización del ahorro, en cuanto puede constituir el sustentáculo económico de la familia, debe estar estimulada por el Estado haciéndolo compatible con los intereses generales. El ahorro familiar materializado en patrimonio, puede calificarse como patrimonio de destino, puesto que tiene por objeto o fin fundamental el sostenimiento y levantamiento de las cargas familiares.

En conclusión, garantía de la libertad, de la estabilidad de la familia y capitalización adecuada del país, son claros objetivos conseguibles, con la apropiada tutela y fomento del ahorro y del patrimonio familiar.
Por todo lo expuesto sometemos a consideración y debate por parte de nuestros pares el siguiente proyecto, impetrando su aprobación.

ANTECEDENTES

a. Constitución Italiana.

b. UNA LECCION DEL DERECHO EUROPEO: LA PROTECCIÓN DEL AHORRO; Francisco J Monedero Gil; Notario del Ilustre Colegio de Madrid; Conferencia pronunciada en la Asociación Española para la Defensa del Pequeño Accionista; Madrid 1979; Publicación: REVISTA ESPAÑOLA DE FINANCIACIÓN Y CONTABILIDAD; Vol. IX; nº 33; septiembre-diciembre de 1980, pp. 619-638.
Jorge. D. Monge – Silvina E. Cepeda

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

LXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.128)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo1º: Modificar el art. 167 inc. c) de la Constitución de la provincia, texto que queda redactado de la forma que sigue:

“Originaria y exclusivamente, en pleno, en las acciones declarativas de inconstitucionalidad contra la validez de las leyes, decretos y cualquier otra norma de carácter general contrarias a la Constitución Nacional o a esta Constitución.

“Por vía recursiva, en pleno, en los procesos de amparo, acción de ejecución, habeas datas, habeas corpus y demás casos para los que esta Constitución establece vía sumaria y expedita y en los recursos contra resoluciones dictadas en medidas cautelares dispuestas en estos procesos por los tribunales inferiores.

“Por vía recursiva en las causas sobre inconstitucionalidad de leyes y demás normas jurídicas, contrarias a la constitución Nacional y que se hayan promovido ante los tribunales inferiores en los casos concretos, conforme la ley.”

“Cuando el Superior Tribunal de Justicia declara por unanimidad y por tercera vez la inconstitucionalidad de un precepto materia de litigio contenido en una norma provincial o municipal puede, en resolución expresa dictada por separado, declarar abrogada la vigencia de la norma inconstitucional que deja de ser obligatoria a partir de su publicación oficial.

Si la regla en cuestión fuere una ley, el Superior Tribunal de Justicia debe dirigirse a la Legislatura a fin de que proceda a eliminar su oposición con la norma superior. Se produce la derogación automática de no adoptarse aquella decisión en el término de seis meses de recibida la comunicación del Superior Tribunal de Justicia quien ordena la publicación del fallo.”

MONGE – ROGEL.

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

La Ley de convocatoria habilita no solo a revisar, reformar, actualizar o modificar el inciso c) del art. 167 de la constitución de la provincia sino también a incorporar la Acción Directa de Inconstitucionalidad.
El proyecto de inciso que presentamos incorpora en el primer apartado o párrafo del inciso la Acción Directa de Inconstitucionalidad bajo la figura procesal de acción declarativa o de certeza de manera similar a la acción directa establecida en el art. 113 inc. 2) de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. En este supuesto no se hacen diferencias entre que la norma, ley o disposición sea contraria a la constitución provincial o nacional.
En el segundo párrafo se ha establecido la vía recursiva, también para el pleno del Superior Tribunal de Justicia, para las sentencias dictadas en los procesos de amparo, ejecución, habeas data, habeas hábeas y las nuevas acciones introducidas en la Sección I de “Declaraciones, Derechos y Garantías” referentes a la Protección de Derechos Individuales, de incidencia colectiva y de intereses difusos como así también en las resoluciones que dicten los tribunales inferiores en este tipo de procesos relacionadas con medidas cautelares, entendiéndose que la vía recursiva procede tanto en el caso de admisión como de rechazo.
En un tercer párrafo la jurisdicción del superior tribunal es recursiva, por Sala, según la materia de que se trate ya sea por vía del recurso de inaplicabilidad de ley, conforme lo establezcan las leyes o códigos de procedimiento.
Hemos introducido como cuestión novedosa la posibilidad de Abrogación de una norma provincial o municipal cuando el  Superior Tribunal de Justicia, en pleno y por unanimidad, declare por tercera vez la inconstitucionalidad el precepto materia del litigio. En este sentido hemos seguido cláusulas constitucionales provinciales como el art. 208 de la Constitución de Río Negro, el art., 159 de la Constitución de Tierra del Fuego, el art. 113 inciso 2. de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y el art. 193 inc. b) de la Constitución de Santiago del Estero.
Tal como anticipamos en los fundamentos vertidos con motivo de nuestra propuesta de reforma  al art.148 en cuanto a la integración del Superior Tribunal de Justicia propiciando la reducción actual de nueve miembros a siete, en esa oportunidad hemos vertido argumentos directamente relacionados al control de constitucionalidad de las leyes por la totalidad o pleno del cuerpo justificándolas. En ese orden no está de más decir que la composición de los tribunales representa la posibilidad de adhesión a cierta de línea de pensamiento político partidista que pueden ocasionar condicionamientos o fidelidades y que esta maleable situación perjudica la seguridad jurídica además de echar una sombra de sospecha sobre la garantía que tienen los habitantes de esta provincia a contar con una justicia independiente e imparcial.
De modo tal que por la “salud” de la provincia entendemos que leyes que han coartado la intervención del cuerpo pleno en procesos en los que se cuestiona la inconstitucionalidad de leyes, atribuyendo competencia en forma exclusiva a una parcialidad de ese cuerpo no solo son inconstitucionales en relación a la actual constitución sino que imponen la subsistencia de una discriminación de competencias entre integrantes de un mismo cuerpo, privando a algunos justamente de lo que cualquier juez puede actuar en nuestro sistema difuso argentino de control constitucional. Que es justamente ejercer el control de constitucionalidad de las leyes y actos producidos por otros los poderes.
Por las razones expuestas y las que estamos dispuesto a brindar en oportunidad de su tratamiento, impetramos e nuestros pares la aprobación de la iniciativa que antecede.

Jorge D. Monge – Fabián D. Rogel.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.130)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Articulo 1º: Incorporase en la Constitución Provincial, el siguiente capítulo dentro del Régimen Municipal, el que quedará redactado de la siguiente manera:

JUNTAS DE GOBIERNO RURALES

Artículo ... - En las poblaciones estables de menos de mil habitantes, se establecen Juntas de Gobiernos Rurales, como delegaciones territoriales autárquicas. La ley determina las condiciones para su existencia, competencia material y territorial, asignación de recursos respetándose los principios de proporcionalidad y redistribución solidaria.

Artículo ... - Las Juntas de Gobierno se desenvuelven con independencia dentro de las prescripciones de esta constitución y de la ley orgánica; dictan su propio reglamento interno; llevan su contabilidad en forma clara y ordenada; podrán recaudar las rentas en concepto de tasas e imponer contribuciones y multas dentro de la jurisdicción de acuerdo a la ley, cuyo producido será administrado e invertido de acuerdo al presupuesto y ordenanzas que sancionen.

El Poder Ejecutivo transferirá en concepto de coparticipación, los recursos en la misma forma, origen, porcentaje y condiciones que los establecidos para los municipios.
Artículo ... - Los miembros de las Juntas de Gobierno Rurales serán designados por elección popular directa asegurando la representación de la minoría y durarán cuatro años en el ejercicio de sus funciones. Para ser miembro de la Junta se requieren las mismas condiciones que para ser concejal. Los miembros de las Juntas de Gobierno Rurales son personalmente responsables ante la justicia ordinaria, por los delitos, abusos, transgresiones y omisiones que cometan en el ejercicio de sus cargos.

Artículo 2º: De forma.

MONGE – CEPEDA.
FUNDAMENTOS
“Todo centro de población, forme ya una ciudad populosa, una villa pequeña o un caserío olvidado, engendra relaciones de vecindad entre las personas que lo componen, relaciones que van tomando poco a poco la forma de una aspiración de bienestar general. Habitando todos en el mismo lugar, concurren por una ley ineludible a formar la asociación que ha de satisfacer las necesidades que cada uno aprecia, y que solo el esfuerzo común puede alcanzar. En esta tendencia y en su realización no hay sino el fin económico y privado de conseguir ciertos beneficios a precio de los sacrificios que necesariamente tendrán que imponerse” (Lisandro de la Torre)
Este pasaje de Lisandro de la Torre nos permite introducir y fundamentar el proyecto que se presenta en ésta Convención: el futuro de los pequeños poblados, muchas veces convertidos en proto municipios que no logran despegar y encontrar su futuro de desarrollo y bienestar.
La historia institucional de la realidad rural de nuestra provincia es rica en avances institucionales pero lamentablemente, en determinados periodos, se ha visto totalmente olvidada.
Existe – y cuesta decirlo en una provincia como la nuestra – cierta despreocupación o desinterés de lo que acontece en el medio rural. Tienen los mismos problemas que las ciudades pero agravados ante la ausencia casi total del estado.
La problemática del delito, la emigración en masa, la evidente omisión de obra publica de infraestructura (caminos, gas, cloacas, agua potable, etc.), la falta de políticas publicas que apunten al desarrollo social y económico de nuestros comprovincianos que viven en dichos lugares, han llegado para quedarse, y es el deber de todos de contribuir en revertir dicha situación.
La Constitución del 33 reconoce con el rango de Municipios a los centros poblados de más de mil quinientos habitantes, pero desde antes, desde el año 1892 la realidad rural de la provincia fue regulada por la ley 1509 que puso en vigencia el Código Rural de Entre Ríos.
El citado ordenamiento preveía en el capitulo 3º la organización estatal local rural para población de mas de quinientos habitantes, creándose un órgano de gobierno denominado “Junta de Gobierno”. Es importante recordar los argumentos vertidos para sostener el proyecto de aquella época: “…por nuestra constitución la acción de las municipalidades no se extiende más allá de sus municipios y estos centros de poblaciones en las colonias y en las estaciones de ferrocarriles se encuentran librados a la acción administrativa que está siempre distante para poder apreciar como es necesario, las verdaderas necesidades comunales” (Exposición de Motivos de la Comisión Redactora del Código Rural de Entre Ríos – 1892). Así frente a una concepción urbana del municipio que consagraba, y consagra aún la constitución, a partir de la pauta cuantitativa poblacional (1500 habitantes), el legislador con espíritu visionario y realista, crea la delegación local del gobierno central provincial, para atender los asuntos vecinales y locales de dichas poblaciones.
Se pensó entonces a la Junta de Gobierno como el orden de gobierno estatal destinado a establecer el orden, bienestar y progreso y para que “las poblaciones menores ensayen la vida comunal y se encuentren convenientemente preparadas para cuando su desarrollo y progreso exija que se les reconozca como municipio”. (Exposición de Motivos de la Comisión Redactora del Código Rural de Entre Ríos – 1892).
En 1981 se sustrajo la regulación de las Juntas de Gobierno del Código Rural, tal cual fuera concebido, a través del Decreto Ley 6857 (de facto). Con esta reforma se le otorga mayor independencia instrumental del gobierno provincial.
La instauración del estado de derecho y de la democracia a partir de 1983, posibilitó un amplio debate sobre el futuro de los Centros Rurales de Población, sancionándose la ley la Nro. 7555 del año 1985, que con la modificación de la ley 9480, del año 2002, llega hasta nuestros días.
Creemos sinceramente que se debe plantear el debate aquí y ahora sobre el destino y el gobierno de los pueblos menores de nuestra provincia, que en la actualidad representan alrededor del veinte por ciento (20%) de la población total de la provincia, distribuidas en más de doscientos jurisdicciones que no son municipios.

Sin duda cada centro de población posee un papel económico y político singular, una identidad cultural y una historia propia, por ello es importante que desde estas particularidades alimentemos el debate y nos preguntemos en un principio :¿en qué medida la forma de gobierno condiciona la calidad de vida que ofrecen las ciudades entrerrianas, y en particular, los pequeños centros de población que no reúnen el piso mínimo para ser declarados municipios?¿Qué instancias del estado provincial se ocupa de la políticas sociales y que nivel de participación existe en el diseño e implementación de las políticas sociales, en particular de atención a la pobreza, en dichos pequeños poblados muchas veces rurales alejados de los servicios mínimos y básicos?. ¿Cuál es la procedencia y el monto de los recursos de que disponen las pequeñas poblaciones que no llegan a ser municipios para provocar o acompañar el desarrollo? ¿Qué posibilidades tienen de generar – aunque pequeñas - políticas sociales para sus vecinos?¿Es posible hablar o afirmar que ésos vecinos – comprovincianos nuestros – poseen una carta de ciudadanía equivalente al de aquellos habitantes de las grandes ciudades de nuestra provincia por el solo hecho de votar a sus autoridades?
Evidentemente no. No tienen posibilidades porque no tienen recursos. No cuentan con recurso suficientes, ni económicos, ni humanos ni de infraestructura. La realidad de las Juntas de Gobierno de nuestra provincia – si bien diferentes en cada caso particular – mantienen un punto común de contacto: la incapacidad para articular políticas públicas de cualquier tipo sin la bendición o el capricho del gobierno central muchas intermediado por los legisladores distristales, que ofician de “abrepuertas”, para lograr el aporte económico o la pequeña obra pública (dispensario, salón comunitario, arreglo de un camino, etc.).
Esa dependencia casi paralizante impide muchas veces el desarrollo. Por ello este proyecto – que se funda en el acontecer cotidiano de las Juntas de Gobierno – apunta a revertir una situación que muestra la ausencia de elementos fundantes y elementales para su desenvolvimiento institucional, además de escasísimos recursos, muchas veces en manos y el capricho de los burócratas del estado provincial. Creemos que se debe apostar a fortalecer el gobierno local, que sin llegar a ser un municipio, se transforme en un actor institucional de trascendencia para sus vecinos; que pueda articular políticas públicas con alcance local y que acompañe el desarrollo de la actividad socio económica, que en algunos casos, es muy importante.

En particular el articulado que se propone a estudio de ésta Convención Constituyente implica básicamente la incorporación al texto magno de los principios básicos que actualmente rigen la forma de gobierno “Junta de Gobierno”, y que surgen de la ley 7555 con sus modificatorias.
Por un lado, lo novedoso del proyecto está en disminuir el piso cuantitativo exigido para ser reconocido como municipio a solo mil (1.000) habitantes. Creemos que nuestros pueblos han madurado lo suficiente – retomando la exposición de motivos de ley 1509 – Código Rural (1892) – para tomar sus destinos colectivos en sus manos. Siempre es tortuoso discutir pautas cuantitativas poblacionales, pero estamos convencidos que un centro de población que tiene mil habitantes en la actualidad, posee un grado de desarrollo que le permite dar el gran salto en lo institucional local que posibilite y que acompañe el desarrollo económico y social de su población.
Por otro lado, existen obviamente aportes importantes que ensanchan las posibilidades de actuación institucional y política de las juntas de gobierno, reconocidos como entes estatales con independencia funcional y política del gobierno central.
Además se les reconoce autarquía financiera, es decir que pueden dictar su propio presupuesto y recaudar – si la ley los autoriza – tasas, contribuciones, etc.
Finalmente y – creemos que será el centro del debate – la garantía de transferencia de recursos económicos desde el estado provincial a dichos entes administrativos descentralizados, conforme a su desarrollo y respetándose los principios de proporcionalidad y redistribución solidaria. En ese sentido se propone que la distribución de los recursos que se produzcan en su jurisdicción sean coparticipados en la misma forma, origen, porcentaje y condiciones que los establecidos para los municipios.

En síntesis, ése es el debate que proponemos: apostar al progreso institucional y económico de los pequeños pueblos de nuestra provincia, porque haciendo esto estamos apostando a la vida rural, al trabajo en el campo, a nuestros orígenes, en fin a que nuestros comprovincianos y sus hijos se queden a vivir en su tierra con una calidad de vida medianamente aceptable.
Con las razones expuestas y las que estamos dispuestos a brindar en oportunidad de su tratamiento, dejamos fundamentada la iniciativa que antecede, solicitando la aprobación del proyecto por parte de nuestros pares.

Jorge D. Monge – Silvina E. Cepeda.

–A la Comisión de Régimen Municipal.

LXXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.131)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTÍCULO PRIMERO: Agréguese al final del actual artículo 103, el siguiente texto: 

“fracasada la primera convocatoria por falta del quórum requerido, la sesión podrá realizarse a los mismos fines, reuniendo los dos tercios de la totalidad de los miembros de la cámara”.

ALLENDE (José)
FUNDAMENTOS
Tal como lo expresé en los fundamentos de mi anterior proyecto presentado sobre esta delicada cuestión, a los que en honor a la brevedad me remito, el tema del control político del Estado es un tema muy sensible a nuestra sociedad atento a experiencias recientemente vividas en esta Provincia.
Insisto en sostener que tres cuartos de los miembros de la Cámara de Diputados resulta una solución impracticable para el desarrollo de la sesión especial lo que limita y hasta suprime el funcionamiento de la herramienta de control prevista y este argumento, entiendo fue compartido por la amplia mayoría de los Sres. Convencionales presidentes de los bloques y exponentes en el último plenario celebrado en fecha 30 de abril del corriente año.
En la mencionada oportunidad resultó como conclusión que el proyecto de nuestra autoría era compartido en cuanto a su contenido pero el debate giró en torno a si dicha reforma estaba habilitada o no por la ley 9768.
En esta oportunidad reformulo lo proyectado oportunamente, ahora como texto agregado al actual artículo 103 de la Constitución Provincial sin alterar ni modificar sus contenido, no obstante me permito compartir con los Sres. Convencionales lo que personalmente interpreto luego de un detallado análisis de la ley 9768 y su extenso articulado.
La ley mencionada en su artículo primero expresa que la Convención Constituyente está habilitada para: A) REVISAR: que según la real academia significa ver con atención y cuidado, someter a nuevo examen algo para corregirlo, enmendarlo o repararlo. B) REFORMAR: que es volver a formar, rehacer, modificar algo en general para mejorarlo. C) ACTUALIZAR: hacer actual algo, poner al día, poner en acto. O D) MODIFICAR: que significa transformar o cambiar algo mudando alguno de sus accidentes, dar un nuevo modo de existir a la sustancia material de algo las disposiciones que siguen, continúa el mencionado artículo y comienza a detallar los artículos pertinentes mencionando en forma expresa el tema específico habilitado cuando el alcance no es abarcativo del artículo completo.
Respecto del artículo 103° de la Constitución Provincial que nos convoca este artículo 1° de la 9768 nos dice que la Convención constituyente solo está habilitada para revisar, reformar, actualizar, o modificar sobre el régimen de recusaciones para Diputados y Senadores es decir que con respecto a este tema específico nos habilita según el alcance de los términos empleados a rever, rehacer, poner al día, o cambiar algo del mismo.
Ahora bien la misma Ley en su artículo cuarto, nos dice que la Convención Constituyente no podrá bajo pena de nulidad absoluta apartarse de la competencia establecida por esta ley y que su tarea no podrá versar sobre otros artículos, puntos o materias distintos de los expresamente habilitados en esta norma … En especial, continúa la ley la Convención Constituyente, deberá abstenerse de: y en 17 incisos y con términos diferentes en cada uno nos dice: por ejemplo en el inc.1) utiliza dos términos precisos: eliminar: que significa quitar, separar algo, prescindir de ello, o modificar: que como ya dijimos es cambiar algo accidental de una cosa. ..al referirse a los principios y garantías contenidos.. en el inc.2) agrega a los dos términos anteriores uno mas que es alterar: que si nos vamos al diccionario de la real Academia significa cambiar la esencia o forma de algo, esto nos lo dice la ley con respecto a lo previsto en la constitución vigente en materia de seguridad social; en el inc. 3) vuelve a utilizar los tres términos agregando incluso luego de la palabra alterar la frase “en cualquier forma” al referirse a las previsiones actuales sobre estabilidad del empleado público del art 21 y así al legar al inciso 7) la ley 9768 utiliza solamente el término “eliminar” y sigue, “las previsiones actuales sobre juicio Político” contenidas en los artículos 97 a 113 de la Constitución vigente. Es decir aquí la ley no utiliza el término modificar ni alterar sólo expresa que la convención deberá abstenerse en materia de juicio político de eliminar lo previsto actualmente en los artículos mencionados pero nada dice con respecto a su modificación.
No obstante - aceptando el criterio de los que sostienen que modificando el quórum vigente se eliminaría con ello una previsión actual del juicio político, lo que insisto no comparto- reformulo mi proyecto dándole una nueva redacción tal cual se convino en el plenario pasado y propongo que sea a través de un “agregado” al artículo que, quedaría intacto en su redacción, espíritu y naturaleza, y a la vez consagraría las voluntades expresadas por esta Convención en cuanto a la necesidad de dar al Juicio Político su viabilidad en la práctica.
Es más, como apreciarán, cuando la ley N° 9786 alude a esta institución de control político, no limita la posibilidad de agregar el párrafo que se propone, y es en este sentido que postulo el proyecto, es decir, unir un concepto con otro, pero jamás avanzar en cualquier dirección que pueda significar la anulación de una reforma en el sentido prohibido por el artículo 4° inc. 7.
Demás esta decir que esta propuesta debe entenderse como un verdadero aporte al funcionamiento del “control” republicano, que pueden y deben ejercer los poderes del gobierno porque, diré, sin avanzar en modificar la mayoría de los tres cuartos de los miembros de la cámara, en un procedimiento típico del parlamentarismo, le da posibilidad al cuerpo de funcionar bajo otra exigencia numeraria que la agotadas en una primera etapa.
Solicito a los Sres. Convencionales coherencia entre lo que se dice y lo que se hace apoyando el presente proyecto.

José A. Allende

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXXII

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 1.132)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
ORGANISMOS DE CONTROL - FISCALIA DE ESTADO

Artículo 1º: Reemplázase el texto del art. 139 de la Constitución Provincial, por el siguiente:

“Artículo 139: Habrá un fiscal de Estado encargado de defender el patrimonio del fisco, que será parte legítima en los juicios contencioso administrativos y en todos aquellos en que se controviertan intereses del Estado provincial. 

Tiene a su cargo el contralor legal de la actividad estatal, a fin de asegurar el cumplimiento de la Constitución y de las leyes y decretos dictados en su ejercicio.-

Tendrá autonomía institucional y presupuestaria y la ley determinará los casos y formas en que habrá de ejercer sus funciones siendo inamovible en ellas mientras dure su buena conducta.

El Fiscal deberá cubrir similares condiciones a las exigidas para ser Juez del Superior Tribunal de Justicia, teniendo las mismas inmunidades, incompatibilidades, remuneración y su forma de remoción.

El Fiscal de Estado, será asistido por dos fiscales adjuntos, quienes atenderán las cuestiones que aquél les encomiende.

Artículo 2°: Incorpórese como cláusula transitoria la siguiente: La Legislatura de la Provincia adecuara lo preceptuado por la ley orgánica de la Fiscalía de Estado de la Provincia al presente texto constitucional en un plazo de 180 días de la sanción de la presente reforma.

ALLENDE (José)
FUNDAMENTOS
El presente proyecto se basa en el articulado de la ley N° 9.768 que declara la necesidad de la reforma constitucional. En su art. 1°, dicha ley habilita la revisión, reforma, actualización o modificación por esta Convención Constituyente de los arts. 135, inc. 17° y 139 de la Constitución Provincial.
Toda sociedad legalmente constituida tiene como meta ideal la consecución de un Estado de Derecho, es decir aquel en que el ordenamiento jurídico vigente se encuentra plenamente en vigor.
Tal pretensión solo se logra reafirmando los principios e instituciones del Estado, a fin de plasmar tan difícil anhelo.
Una de esas instituciones es la Fiscalía de Estado.
Por definición la Fiscalía de Estado es un órgano de control dotado de inamovilidad por la Constitución encargado de defender la legalidad de los actos de gobierno y el patrimonio fiscal. No siendo aceptable, entonces, parcializar al Fiscal de estado como el abogado del gobierno y mucho menos de la persona del Gobernador. Ello surge inequívocamente del art.139 de la Constitución Provincial que autoriza al Fiscal de Estado a recurrir al Superior Tribunal de Justicia cuando las resoluciones del Poder Ejecutivo no se ajusten a esos parámetros.
El Fiscal cuenta en la actualidad con facultades que le permiten ejercer un verdadero control de legalidad de los actos administrativos ya que, a pesar de no estar expresamente consagrado en nuestra actual Constitución provincial, la ley Nº 7296/84, en su art. 1º, al definir al Fiscal de Estado, así lo dispone (“Artículo 1° — Del Fiscal de Estado: El Fiscal de Estado es el funcionario que tiene a su cargo el contralor legal de la actividad estatal, a fin de asegurar el cumplimiento de la Constitución y de las leyes y decretos dictados en su ejercicio”.)
Creo, entonces, que es este el momento adecuado para corroborar una atribución que de ninguna manera puede dejar de ser ostentada por el funcionario ya que, de no ser así, se estaría desnaturalizando la figura del mismo.
Amen de que la independencia se ha venido dando en la práctica, en esta ocasión de reformar nuestra Carta Magna, no podemos dejar pasar la oportunidad de afianzar y dar raigambre constitucional al precepto.
Además de lo expuesto considero apropiado introducir en la Constitución a los Fiscales Adjuntos quienes, si bien se hallan legalmente constituidos como tales (art. Nº 3 de la ley 7296), es razonable que estos indispensables colaboradores del Fiscal sean consolidados con su inclusión en el texto constitucional a fin de evitar cualquier cuestionamiento a su legitimidad para actuar.
De esta forma estaremos reforzando las condiciones para que el Fiscal de Estado se halle en un escenario plenamente apto para desarrollar el contralor legal de la administración con integridad e independencia de criterio, en un ámbito de respeto de la ley, de las instituciones republicanas y de las personas.
En consecuencia, y por los motivos expuestos, es que solicito a los Señores Convencionales el tratamiento y aprobación del presente proyecto.

José A. Allende

–A la Comisión de Control del Estado.

LXXIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.133)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTÍCULO 1°): INCORPORESE a la Constitución Provincial el siguiente artículo: “La Provincia de Entre Ríos reconoce la gestión sustentable de los Humedales del Sistema del Río Paraná, en su tramo medio e inferior, y del Río Uruguay debiendo promover la conservación del ecosistema, la diversidad biológica y la protección de las diversas especies vegetales y animales de los mismos, declarándose libres de construcción de megarepresas hidroeléctricas dentro del territorio provincial”.

ALLENDE (José)
FUNDAMENTOS
La Ley 9768 que declara la necesidad de la reforma parcial de nuestra Constitución Provincial en su artículo 1° inciso 30, habilita a brindar rango constitucional a la gestión sustentable de los Humedales de los Ríos Paraná y Uruguay.
Asimismo debemos tener presente que la Reforma Constitucional del año 1994 incorporó dentro de los Nuevos Derechos y Garantías el derecho ambiental y, en lo que específicamente hace al presente proyecto, dicha cláusula constitucional expresa que: “… Las autoridades proveerán …, a la utilización racional de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica,…”.

HUMEDALES

El término humedales se refiere a una amplia variedad de hábitats interiores, costeros y marinos que comparten ciertas características. Generalmente se los identifica como áreas que se inundan temporariamente, donde la napa freática aflora en la superficie o en suelos de baja permeabilidad cubiertos por agua poco profunda. Todos los humedales comparten una propiedad primordial: el agua juega un rol fundamental en el ecosistema, en la determinación de la estructura y las funciones ecológicas del humedal. Esta predominancia del agua determina que los humedales tengan características diferentes de los ecosistemas terrestres, una de ellas es que suelen presentar una gran variabilidad tanto en el tiempo como en el espacio. Esto tiene efectos muy importantes sobre la diversidad biológica que habita en los humedales que debe desarrollar adaptaciones para sobrevivir a estos cambios que pueden llegar a ser muy extremos, por ejemplo, ciclos hidrológicos de gran amplitud con períodos de gran sequía y períodos de gran inundación. Existen muchas definiciones del término humedales, algunas basadas en criterios principalmente ecológicos y otras más orientadas a cuestiones vinculadas a su manejo. La Convención sobre los Humedales  (Ramsar, Irán 1971 aprobada en nuestro país por Ley 23.919) los define en forma amplia como: "las extensiones de marismas, pantanos y turberas, o superficies cubiertas de agua, sean éstas de régimen natural o artificial, permanentes o temporales, estancadas o corrientes, dulces, salobres o saladas, incluidas las extensiones de agua marina cuya profundidad en marea baja no exceda de seis metros".

IMPORTANCIA DE SU CONSERVACION

Los humedales son ecosistemas de gran importancia por los procesos hidrológicos y ecológicos que en ellos ocurren y la diversidad biológica que sustentan. Entre los procesos hidrológicos que se desarrollan en los humedales se encuentra la recarga de acuíferos, cuando el agua acumulada en el humedal desciende hasta las napas subterráneas. Las funciones ecológicas que desarrollan los humedales favorecen la mitigación de las inundaciones y de la erosión costera. Además, a través de la retención, transformación y/o remoción de sedimentos, nutrientes y contaminantes juegan un papel fundamental en los ciclos de la materia y en la calidad de las aguas. Los humedales generalmente sustentan una importante diversidad biológica y en muchos casos constituyen hábitats críticos para especies seriamente amenazadas. Asimismo, dada su alta productividad, pueden albergar poblaciones muy numerosas. Diversas actividades humanas requieren de los recursos naturales provistos por los humedales y dependen por lo tanto del mantenimiento de sus condiciones ecológicas. Dichas actividades incluyen la pesca, la agricultura, la actividad forestal, el manejo de vida silvestre, el pastoreo, el transporte, la recreación y el turismo. Uno de los aspectos fundamentales por los que en los últimos años se ha volcado mayor atención en la conservación de los humedales es su importancia para el abastecimiento de agua dulce con fines domésticos, agrícolas o industriales. La obtención de agua dulce se evidencia como uno de los problemas ambientales más importantes de los próximos años; dado que la existencia de agua limpia está relacionada con el mantenimiento de ecosistemas sanos, la conservación y el uso sustentable de los humedales se vuelve una necesidad impostergable. No obstante la importancia que se le da hoy en día a la conservación de los humedales, durante siglos fueron considerados tierras marginales que debían ser drenadas o “recuperadas”, ya sea para mejorar las condiciones sanitarias o para su afectación a la producción, principalmente para la ampliación del área agrícola o urbana. Por ejemplo, se estima que en los EE.UU. se perdieron más de un 50% (87 millones de hectáreas) de sus humedales originales; los porcentajes podrían ser iguales o mayores para otros países. Además de las acciones directas que se han realizado para drenar y “recuperar” humedales, estos están sujetos al deterioro tanto por las obras que se desarrollan en los ecosistemas acuáticos que provocan modificaciones en el ambiente, como represas y canalizaciones, como por actividades que se realizan en zonas terrestres cercanas a los humedales, ya sea por extracción de agua o por adición de nutrientes, contaminantes o sedimentos, por ejemplo la agricultura, deforestación, minería, pastoreo y desarrollo industrial y urbano. Debe tenerse en cuenta que, dado el carácter dinámico de los ambientes lóticos, cualquier parte del ecosistema puede ser afectado por eventos que sucedan aguas arriba (contaminación). La presencia de especies migratorias también sufre el impacto de la alteración de la condición original del curso de agua (represas, dragados y puentes).

LA CONVENCION SOBRE LOS HUMEDALES (RAMSAR, IRAN 1971)

La Convención sobre los Humedales es un tratado intergubernamental aprobado el 2 de febrero de 1971 en la ciudad iraní de Ramsar, relativo a la conservación y el uso racional de los humedales. A pesar de que el nombre oficial de la Convención de Ramsar se refiere a los Humedales de Importancia Internacional, especialmente como Hábitat de Aves Acuáticas, con los años su enfoque se ha ampliado y actualmente se utiliza apropiadamente el nombre de Convención sobre los Humedales. La Convención entró en vigor en 1975 y en la actualidad más de 145 países de todo el mundo han adherido a la misma (Partes Contratantes).
La República Argentina aprueba la Convención sobre los Humedales en el año 1991 a través de la sanción de la Ley 23.919, que entró en vigor en setiembre del año 1992 luego de depositado el instrumento de ratificación. Así se inició la participación de nuestro país en la Convención, con la inclusión de tres sitios en la Lista de Humedales de Importancia Internacional (Sitios Ramsar): los Parques Nacionales Río Pilcomayo (Formosa) y Laguna Blanca (Neuquén) y el Monumento Natural Laguna de los Pozuelos (Jujuy). En el año 1994 se crea el Comité Nacional Ramsar por Resolución de la ex Secretaría de Recursos Naturales y Ambiente Humano, actual Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable, para coordinar y asesorar en relación a la aplicación de la Convención sobre los Humedales en la Argentina. Dado el carácter federal de nuestro país, la designación de humedales que se encuentran en territorio provincial para la Lista de Humedales de Importancia Internacional, debe proponerse por solicitud de las autoridades jurisdiccionales. En este sentido, y en base a las Fichas Técnicas elaboradas por las Provincias respectivas, en el año 1995 se incluyeron en la Lista de Humedales de Importancia Internacional los siguientes Sitios: la Reserva Costa Atlántica Tierra del Fuego, provincia de Tierra del Fuego y la Reserva Provincial Laguna de Llancanelo, provincia de Mendoza, en 1997 la Bahía Samborombón, provincia de Buenos Aires, en 1999 las Lagunas de Guanacache, provincias de San Juan y Mendoza, en el 2000 las Lagunas de Vilama, en la provincia de Jujuy, en el 2001 Jaaukanigás en la provincia de Santa Fe, en el 2002 las Lagunas y Esteros del Iberá en la provincia de Corrientes y Bañados del Río Dulce y Laguna de Mar Chiquita en la provincia de Córdoba, en el 2003 el Refugio Provincial Laguna Brava en la provincia de La Rioja, en el 2004 Humedales Chaco en la provincia del Chaco, en el 2005 la Reserva Costanera Sur en la Ciudad de Buenos Aires y en el 2006 el Parque Provincial El Tromen en la Provincia de Neuquén. En el año 2007 se amplió el sitio Lagunas de Guanacache pasando a denominarse Lagunas de Guanacache, Desaguadero y Del Bebedero, incluyendo 962.370 ha. de las provincias de Mendoza, San Juan, San Luis y del PN Sierra de Las Quijadas -dependiente de la Administración de Parques Nacionales. En el 2008 se agregó el sitio Ramsar Reserva Natural Otamendi de la provincia de Buenos Aires con 3.000 has., área también dependiente de la Administración de Parques Nacionales. De esta forma, nuestro país cuenta a la fecha con 16 sitios incluidos en la Lista de Humedales de Importancia Internacional que totalizan una superficie de 3.998.312 hectáreas.

IMPORTANCIA DE LA INCORPORACION EN NUESTRA CARTA MAGNA PROVINCIAL

En nuestra Provincia de Entre Ríos mediante Decreto Nº 357 SP se designó a la Secretaría de la Producción como organismo responsable de promover la finalización del trámite de declaración de Sitio Ramsar “Humedales Entrerrianos del Paraná” ante la Autoridad Nacional Ramsar, con vista a la posterior elevación a la Cancillería y a la Convención de Ramsar (art. 1º).
Teniendo en cuenta que, como se describió más arriba, la Convención Intergubernamental Ramsar sobre los Humedales de Importancia Internacional signada el 2 de febrero de 1971 en la ciudad de Ramsar, Irán, a orillas del mar Caspio, definió a los humedales como “extensiones de marismas, pantanos y turberas, o superficies cubiertas de agua, sean de régimen natural o artificial, permanentes o temporales, estancadas o corrientes, dulces, salobres o saladas, incluidas las extensiones de agua marinas cuya profundidad en marea baja no exceda de seis metros”, siendo la Provincia de Entre Ríos excepcionalmente rica en este tipo de sistemas resulta de gran importancia incorporar la cláusula constitucional que aquí se proyecta puesto que es necesario el uso racional de estos ecosistemas.
Asimismo dicha importancia se refleja en que los humedales conforman una fuente inagotable de recursos vitales como el agua dulce, peces, maderas, fibras, plantas medicinales, resinas y frutos, entre muchos otros, por lo que su protección y uso racional brindan importantes productos y servicios para el desarrollo de las economías regionales en todo el mundo y además la mitigación de inundaciones y sequías, la purificación del agua, la recarga de acuíferos, la retención de sedimentos y contaminantes, y los irreemplazables paisajes y patrimonios culturales que ofrecen son otras importantes funciones y beneficios, porque se hace necesario avanzar hacia planes de manejo sustentables.
Por otro lado los humedales, el agua y la biodiversidad que albergan, desempeñan un rol esencial que beneficia a los habitantes de las ciudades y poblaciones ribereñas en términos de salud, medios de vida y desarrollo económico, existiendo numerosos ejemplos de cómo los bienes y servicios que proveen los humedales van más allá de sus importantes beneficios hidrológicos y biológicos, promoviendo la creación de trabajo sostenible a través, por ejemplo, de la puesta en valor y el comercio sostenible de productos de humedales y el desarrollo del ecoturismo.
Por último debemos tener en cuenta los últimos sucesos ocurridos en nuestro País, y particularmente en nuestra Provincia, con referencia a la quema de pastizales en las islas de Victoria y del Delta del Paraná ya que tales incendios han afectado el ecosistema de los humedales de dichos lugares provocando la destrucción de los mismos.
Por estas razones y por las otras que surgieran en el tratamiento de la comisión respectiva es que solicito de mis pares la aprobación del presente proyecto.

José A. Allende

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

LXXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.134)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1°: Incorpórese a la Constitución Provincial el siguiente artículo:

Artículo…: “El Estado Provincial promoverá la integración económica, cultural y social través de la celebración de convenios, tratados y acuerdos con otras provincias, municipios, organismos internacionales de carácter público o privado. Promoverá, igualmente, la celebración de acuerdos y tratados e integrará organizaciones nacionales, interprovinciales e internacionales, regiones o microregiones sobre materia impositiva, producción, explotación de recursos naturales, servicios y obras públicas, y de preservación ambiental, propendiendo al desarrollo e integración regional.”

ALLENDE (José)

FUNDAMENTOS
La ley n 9768 en su art. 1° inc. 32 habilita incorporar normas sobre relaciones interprovinciales e internacionales y con organismos de carácter público y privado.
El Artículo Nº 124 de la Constitución Nacional expresa que, “Las provincias podrán crear regiones para el desarrollo económico - social y establecer órganos con facultades para el cumplimiento de sus fines y podrán también celebrar convenios internacionales en tanto no sean incompatibles con la política exterior de la Nación y no afecten las facultades delegadas al Gobierno Federal o el crédito público de la Nación; con conocimiento del Congreso Nacional. La ciudad de Buenos Aires tendrá el régimen que se establezca a tal efecto.
“Corresponde a las provincias el dominio originario de los recursos naturales existentes en su territorio.”
En las diversas Constituciones Provinciales se ha contemplado que los Estados provinciales tienen a su cargo la promoción del desarrollo económico social y la integración económica de las diferentes zonas de su territorio, orientando y estimulando la iniciativa privada y las actividades empresariales.
El desarrollo, fortalecimiento e integración de las cadenas de valor tienen efectos estructurantes sobre el territorio y sus regiones al hacer posible un desarrollo equilibrado, integrado social y económicamente, atrayendo nuevas localizaciones de empresas productivas primarias, industriales y de servicios, mejorando la competitividad de las ya existentes, e impulsando el crecimiento y la generación de empleo.
La Provincia de Entre Ríos es parte integrante de la Región Centro la cual constituye una asociación con un enorme potencial de desarrollo para la totalidad de sus miembros.
De acuerdo a mi experiencia como legislador y siendo parte de la comisión parlamentaria conjunta, perteneciente a ella, puedo asegurar que la unión entre diferentes provincias es el mejor camino para lograr el tan mentado desarrollo y fortalecimiento de las mismas.
Por estas razones y por las otras que surgieran en el tratamiento de la comisión respectiva es que solicito de mis pares la aprobación del presente proyecto.

José Á. Allende

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Brasesco.

SR. BRASESCO – Señor Presidente, considero que este proyecto también tendría que ser derivado a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable, dado que está referido a la integración económica, cultural y social, a través de la celebración de convenios, tratados y acuerdos con otras Provincias, Municipios y organismos internacionales; y se está estudiando en este momento en esa comisión todo lo vinculado a convenios de regiones, microrregiones e inclusive acuerdos internacionales. 

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Márquez.

SR. MÁRQUEZ – Señor Presidente, compartiendo lo que dice el señor convencional Brasesco, deberíamos sustituir la comisión indicada en la nómina de Asuntos Entrados directamente, y que pase a la de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable 
SR. PRESIDENTE (Busti) – Convencional Brasesco, ¿acepta la propuesta del convencional Márquez?

SR. BRASESCO – Sí, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento de los señores convencionales, se gira directamente a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.
–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, se gira a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

LXXV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.135)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo1°: Incorpórese a la Constitución Provincial el siguiente artículo:

Artículo…: Son parte integrante de esta Constitución los siguiente Pactos, Tratados, Declaraciones y Convenciones Internacionales: La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la Declaración Universal de Derechos Humanos; la Convención Americana sobre Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo; la Convención sobre la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio; la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial; la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; la Convención sobre los Derechos del Niño; en las condiciones de su vigencia. Estos tienen jerarquía superior a las leyes provinciales pudiendo incorporarse nuevos pactos, tratados, declaraciones y convenciones internacionales que la Nación Argentina celebre y apruebe con otras potencias internacionales previa aprobación de la legislatura provincial.

ALLENDE (José)

FUNDAMENTOS

En primer lugar, es de destacar que desde la reforma de la Constitución Nacional del año 1994, en su artículo 75 inc. y en el artículo 31 de la misma, adquirieron rango constitucional los Tratados, Pactos, Declaraciones y Convenciones Internacionales allí receptados. En tal sentido, es ineludible el deber de nuestra provincia de continuar en idéntico sentido al de la Nación, atento a que los principios y derechos declamados complementan y refrendan los derechos contenidos en nuestra Constitución.
En segundo lugar, debe dejarse abierta la posibilidad futura de que incorporación de nuevos acuerdos internacionales previa aprobación de la legislatura.

Considero que el presente proyecto no necesita mayores abundamientos, resultando obvia su incorporación. Por los motivos expuestos, es que solicito a los Señores Convencionales el tratamiento y aprobación del presente proyecto.

José Á. Allende

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.136)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

La incorporación del siguiente artículo:

Artículo…: Respecto de la ancianidad el Estado garantizará la protección integral ya sea en forma directa o por medio de los institutos o fundaciones creados para tal fin.

ALLENDE (José)

FUNDAMENTOS

Habilitado por la Ley de Reforma 9768, propongo incorporar un nuevo artículo donde se proteja a los ancianos que se encuentren en situación de desamparo. Sin dejar de resaltar que las personas ancianas suelen tener mayores problemas de salud cuya asistencia resulta ser absolutamente necesaria. Aclarando, que la población mundial sufre un envejecimiento en sus habitantes sin un correlato en el índice de natalidad. La Argentina es considerada un país envejecido debido a que el 10% de su población tiene más de 65 años. Por último y conforme al derecho vigente es responsabilidad de la familia velar por el bienestar de los ancianos, aunque en ciertas situaciones sea menester que el Estado intervenga a los efectos de no convalidar una situación aberrante contra la condición humana.

José Á. Allende

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.137)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

La incorporación del siguiente artículo:

Artículo… El Estado Provincial promoverá mediante políticas activas dirigidas a tales fines, la asistencia, rehabilitación, capacitación e inserción laboral de las personas con capacidades diferentes.

ALLENDE (José)

FUNDAMENTOS

La Ley 9768 que habilita la reforma de nuestra Carta Magna en su artículo 1 inciso 20 nos autoriza a incorporar el reconocimiento de los derechos de las personas con capacidades especiales o diferentes, sostengo que es necesario insertar en la sociedad a las personas que por desgracia sufren algún tipo de incapacidad física que les dificulta conseguir trabajo y desempeñarse en la vida social. Las mismas muchas veces se encuentran en la situación de no poder acceder a oficinas públicas, cuestión que lleva implícita una situación de discriminación. Se debe tender a que estas personas lleven una vida social con total normalidad y que no se vean impedidas para desenvolverse en la misma.

José Á. Allende

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.138)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo 1º: Incorpórese a la Constitución Provincial el siguiente artículo:

Artículo… “El Estado Provincial reconoce a los niños y jóvenes como sujetos de derechos, garantizándoles la protección integral, una educación adecuada y igualdad de oportunidades que tiendan a su inserción dentro de la sociedad mediante políticas.”

ALLENDE (José)

FUNDAMENTOS

Los jóvenes y niños son la base y los cimientos de toda sociedad. En la medida que se fortalezca a la juventud brindándoles una correcta educación que facilite la integración de éstos, mejores van a ser las perspectivas de la sociedad toda. Mejor y más educación garantiza que la sociedad tenderá a ser cada vez más competitiva dentro del mundo globalizado que nos toca vivir. Hay que tomar los ejemplos de los países como ser el de Finlandia en donde la educación es unas de las principales preocupaciones del gobierno.
Sin dejar de tener en cuenta las leyes y pactos internacionales que obligan a los gobiernos a instrumentar los medios necesarios para asegurar los derechos de los niños y jóvenes entre otros.

José Á. Allende

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.139)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Incorpórase en la Sección Poder Judicial la siguiente norma:

Artículo…: El Estado Provincial asegura en el procedimiento penal la vigencia de un sistema acusatorio, oral, público, contradictorio y continuo.

FEDERIK – BARRANDEGUY – KUNATH – MARTÍNEZ (Guillermo) – ROMERO – CARLÍN.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXXX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.140)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1°: Sustitúyense los artículos 140, 141 y 142 de la Constitución Provincial por los siguientes:

ARTÍCULO…: La Contaduría General de la Provincia es un órgano de control interno de la gestión económica y financiera de la hacienda pública provincial. Tiene autonomía institucional respecto de todos los poderes del Estado, prepara y ejecuta el presupuesto de su repartición; designa su personal que no puede ser removido, trasladado, ascendido o sancionado sin su conformidad.

Corresponde a su competencia exclusiva: llevar la contabilidad general de la Administración Pública, dictar las normas de contabilidad gubernamental para todo el Sector Público provincial, formular la cuenta general del ejercicio de acuerdo al art. 81, inc. 13º de esta Constitución, intervenir las entradas y salidas del Tesoro y arquear periódicamente sus existencias, registrar las operaciones de la Tesorería General, controlar la emisión y distribución de los valores fiscales sin perjuicio de otras funciones que se asignen por vía legal o reglamentaria.

La contaduría intervendrá previamente en todos los actos que impliquen libramientos de pago con autorización originada en la ley general de presupuesto o leyes que sancionen gastos efectuando un control efectivo de la legalidad de los procedimientos y del precio de la contratación, sin cuya aprobación no podrán cumplirse salvo en los casos en que hubiere insistencia por acuerdo de ministros, debiendo la contaduría, dar inmediatamente publicidad a su resolución y dentro de los quince días subsiguientes a la misma poner todos los antecedente en conocimiento del Tribunal de Cuentas.

ARTÍCULO…: La Tesorería General de la provincia centralizará el ingreso de fondos y el cumplimiento de las órdenes de pago, correspondiéndole, además, la custodia de los fondos, títulos y valores que se pongan a su cargo, sin perjuicio de otras funciones que se les asignen.

En particular, no podrá dar entrada o salida de fondos, títulos y valores cuya documentación no haya sido intervenida previamente por la Contaduría General.

ARTÍCULO…: Para ser titular de la Contaduría General o de la Tesorería General de la Provincia se requiere ser ciudadano argentino, tener treinta años de edad y título universitario de contador público con diez años de ejercicio en la profesión. Es nombrado por el Poder Ejecutivo a propuesta del Consejo de la Magistratura, no pudiendo ejercer la profesión de contador público mientras desempeñe esta función. Es inamovible mientras dure su buena conducta, y es enjuiciable en la misma forma y en los mismos supuestos que los jueces de primera instancia.

Cuando faltaren a sus obligaciones funcionales responderán civilmente con su propio patrimonio.

Artículo 2°: Modifíquese el inc. 17° del art. 135 en cuanto al nombramiento del Contador y del Tesorero.

FEDERIK – BARRANDEGUY – CARLÍN – ROMERO – MARTÍNEZ (Guillermo).
FUNDAMENTOS

La definición de “Contaduría General” se basa en lo dispuesto en la propia ley de contabilidad (Nº 5140, art. 68).

Se prescriben las funciones esenciales de la Contaduría a fin de impedir que mediante un cambio legislativo se vacíe su accionar. Tales funciones surgen de la ley mencionada actualmente  en vigencia y de la propia Constitución.

Se prescribe la responsabilidad personal de los titulares de la Contaduría General y de la Tesorería cuando incumplan con sus obligaciones constitucionales y legales.

Se erige de autonomía funcional y de la llamada autarquía financia, aunque se la prescribe utilizando otros términos equivalentes, según la interpretación de esta Convención, en relación a otros asuntos.

Los lineamientos de la Tesorería General también se basan en lo establecido en la misma ley, por lo que se trata de concepto que, comprobadamente, legislan adecuadamente la cuestión.

En el 3º artículo propuesto se reafirma la independencia que se pretende para estos órganos de control, dotándoselo de la independencia de nombramiento (mediante un concurso a través del Consejo de la Magistratura) y de permanencia (jurado de enjuiciamiento para su remoción), además de garantizársele la inmovilidad del cargo mientras dure su buena conducta.

Por último se establece la responsabilidad civil personal del contador y el tesorero en cuanto incumplan con sus obligaciones y deberes, lo que coincide con el art. 168 de la Constitución de Tierra del Fuego y el art. 140 de la provincia de Neuquén.

Julio A. Federik – Raúl E. Barrandeguy – Miguel A. Carlín – Rosario M. Romero – Guillermo C. Martínez.
–A la Comisión de Control del Estado.

LXXXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.141)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTÍCULO…: Incorpórese como una facultad del Consejo de la Magistratura, la siguiente:
…. ) Formular las designaciones para cargos interinos de magistrados y funcionarios judiciales y para suplencias superiores a un mes, respetando el orden de mérito de los concursos precedentes para el cargo similar. Si no los hubiera, evaluará las postulaciones teniendo en consideración los antecedentes de los candidatos.

FEDERIK – BARRANDEGUY – ROMERO – MARTÍNEZ (Guillermo) – KUNATH.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXXXII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.142)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Modifíquense el art. 169 que quedará redactado de la siguiente manera:

ARTÍCULO…: Los funcionarios a los que se refieren los artículos 155 y 162, no sujetos a juicio político, podrán ser acusados, por faltas o delitos cometidos en el desempeño de sus funciones, ante el Jurado de enjuiciamiento, al solo efecto de su destitución, el que estará integrado por once miembros:

a- Tres Vocales del Superior Tribunal de Justicia, elegidos por el cuerpo.

b- Tres diputados, dos por la mayoría y el restante por las minorías, propuestos por los partidos políticos respectivos.

c- Tres abogados matriculados y con residencia en la provincia, elegidos por votación directa de sus pares a través del Colegio de Abogados de Entre Ríos.

d- Dos ciudadanos con formación de educación secundaria básica sorteados de un padrón en el que se inscribirán todos los interesados hasta el 1ro de diciembre de cada año el cual funcionara en dependencias del consejo de la magistratura.

El cargo de miembro del Jurado de Enjuiciamiento es honorario e incompatible con el de miembro del Consejo de la Magistratura, y todos ellos deberán ser sorteados o designados con antelación suficiente para que el tribunal este constituido el 1ro de enero de cada año, cada uno con sus respectivo suplente.

Artículo 2º: Deróguese el art. 176.

FEDERIK – BARRANDEGUY – MARTÍNEZ (Guillermo) – ROMERO – KUNATH.
FUNDAMENTOS

El proyecto reforma, principalmente, la integración del Jurado de Enjuiciamiento previsto en el actual art. 169 de la Constitución Provincial, aumentándose el número del mismo en 11 miembros.

En la conformación:

a) Se introduce la participación ciudadana lo que implica un avance en la democratización del Estado.

b) Se equilibran los otros tres estamentos representados, esto es, el Poder Judicial, el Poder Político y los Abogados de la Matrícula con tres representantes cada uno de ellos.

c) No obstante el equilibrio mencionado en el punto anterior, se limita al Poder Político en cuanto se asigna representación a la mayoría y a las minorías.

d) Del juego de mayorías se asegura que ninguno de los estamentos más poderosos e interesados (Poder Judicial, el Poder Político y los Abogados de la Matrícula) puede por sí lograr “mayoría” con el solo apoyo del poder ciudadano.

e) Siempre se necesitará para la conformación de la “mayoría” la concurrencia de al menos dos de los representantes de los estamentos tradicionales, lo que asegura, sin duda, un grado mayor de razonabilidad y fundamentación en las decisiones.

Julio A. Federik – Raúl E. Barrandeguy – Guillermo C. Martínez – Rosario M. Romero – Sigrid E. Kunath.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXXXIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.143)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo…: El Estado provincial sostiene el hospital público, garantizando el derecho a la salud integral, comprensiva de las acciones de promoción, protección, prevención, atención y rehabilitación. El medicamento por su condición de bien social es parte integrante del derecho a la salud.

El acceso al ejercicio de este derecho es gratuito a excepción de los servicios prestados por personas con cobertura social o privada los que deberán ser compensados económicamente por sus respectivas entidades.

Los recursos del Estado Provincial destinados a la prestación de los servicios públicos de salud no pueden ser cedidos a entidades privadas con o sin fines de lucro, bajo ninguna forma de contratación.

Son funciones del Estado Provincial las de normalizar, coordinar y fiscalizar todas las acciones y prestaciones de salud de la provincia, de manera que se asegure la accesibilidad, universalidad, equidad, adecuación y oportunidad, de las mismas, otorgando prioridad a las acciones destinadas a sectores considerados en situación de riesgo.

El Consejo de Salud es un órgano consultivo del poder ejecutivo para el diseño de las políticas de salud.

La ley reglamentaria deberá contemplar los siguientes lineamientos:

1. El sistema de salud pública deberá organizarse y desarrollarse conforme a la estrategia de atención primaria, con la constitución de redes y niveles de atención, jerarquizando el primer nivel y la atención hospitalaria de tiempo completo mediante médicos de dedicación exclusiva.

2. Desarrollar una política de medicamentos, comprensiva de la producción de éstos, que garantice la eficacia, seguridad y acceso a toda la población, promoviendo el suministro gratuito de medicamentos básicos.

3. Promover la maternidad y paternidad responsables. Para tal fin pone a disposición de las personas la información, educación, métodos y prestaciones de servicios que garanticen sus derechos reproductivos.

4. Garantizar la atención integral del embarazo, parto, puerperio y de la niñez hasta el primer año de vida, asegura su protección y asistencia integral, social y nutricional, promoviendo la lactancia materna, propendiendo a su normal crecimiento y con especial dedicación hacia los núcleos poblacionales carenciados y desprotegidos.

5. Reconocer a la tercera edad el derecho a una asistencia particularizada.

6. Garantizar la prevención de la discapacidad y la atención integral de personas con necesidades especiales.

7. Incentivar la docencia e investigación en todas las áreas que comprendan las acciones de salud, en vinculación con las universidades.

8. El estado provincial, en amparo al derecho a la salud, brindará asistencia nutricional, orientada especialmente hacia los núcleos poblacionales carenciados y desprotegidos.

FEDERIK

FUNDAMENTOS

Dada la importancia del derecho a la salud, del aseguramiento de su ejercicio por parte del estado, de su acceso efectivo, entendemos necesario que los lineamientos generales que deberán regir en la materia deben estar plasmados en nuestra carta magna provincial.
En primera media, debemos señalar que cuando aquí nos referimos al derecho a la salud lo hacemos en referencia al derecho en sentido integral, estoes, comprensiva de las distintos estadios en que surja la necesidad de ser ejercido, así, acciones de protección, prevención, atención y rehabilitación.
Una cuestión íntimamente relacionada con el derecho a la salud, es el acceso no solo a la consulta o intervención profesional sino también al tratamiento, por lo que entendemos que los medicamentos forman parte integrante del derecho a la salud.
La gratuidad del ejercicio de este derecho es su nota distintiva, a excepción de los servicios prestados a personas con cobertura social o privada los que deberán ser compensados económicamente por sus respectivas entidades.
El estado provincial tiene a su cargo el diseño de la política de salud de la provincia, a ese efecto se crea el consejo de la salud como órgano solamente consultivo. En el diseño de estas políticas se deberá garantizar que las acciones y prestaciones de salud de manera que se asegure la accesibilidad, universalidad, equidad, adecuación y oportunidad.
El consejo de la salud se crea con la finalidad que los distintos sectores que interviene en el sistema de salud tengan participación en el diseño de las políticas del sector, la creación de un espacio de diálogo con el estado donde se puedan exponer problemas específicos del área, posibles soluciones, estrategias para el desarrollo, etc.
Si bien no consideramos que su integración deba plasmarse en la norma constitucional (entendemos que es materia propia de la ley reglamentaria) creemos que los sectores que debieran estar representados en el consejo serían el estado, los efectores (entre ellos incluimos, médicos, médicos residentes, directores de hospitales, etc.) y el sector universitario.
Por último, se establecen algunos lineamientos sobre determinadas políticas concretas que la ley reglamentaria deberá contemplar. Entre ellos: el sistema organizado a través de estrategia de atención primaria, política de medicamentos y su acceso a toda la población, la promoción la maternidad y paternidad responsables, la atención integral del embarazo, parto, puerperio y de la niñez hasta el primer año de vida, reconocer a la tercera edad el derecho a una asistencia particularizada, garantizar la prevención de la discapacidad y la atención integral de personas con necesidades especiales, planes de asistencia nutricional, etc.

Julio A. Federik

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.144)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO…: La Provincia de Entre Ríos reafirma y ejerce sus facultades no delegadas al gobierno federal, como promotora y signataria de los pactos fundacionales de la nación. En tal sentido, celebrará los tratados y convenios internacionales con otros Estados o entidades para reafirmar el desarrollo económico y social, de conformidad a lo dispuesto por la Constitución Nacional. 

FEDERIK – BARRANDEGUY – KUNATH – CARLÍN – ROMERO – MARTÍNEZ (Guillermo).
FUNDAMENTOS

El proyecto reafirma los poderes y facultades no delegadas al gobierno nacional y asegura su individualidad para celebrar tratados y convenios internacionales con otros Estados o entidades para reafirmar el desarrollo económico y social del pueblo entrerriano, de conformidad a lo dispuesto por la Constitución Nacional.

Julio A. Federik – Raúl E. Barrandeguy – Sigrid E. Kunath – Miguel A. Carlín – Rosario M. Romero – Guillermo C. Martínez.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXXXV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.145)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Incorpórese en la sección del Poder Judicial las siguientes normas:

ARTÍCULO…: Las designaciones provisorias en la magistratura tendientes a completar las vacantes producidas, solo serán cubiertas con jueces designados con anterioridad por los procedimientos constitucionales. 

ARTÍCULO…: Son nulas las resoluciones que dicten los jueces provisorios pasado el término de noventa días de la posesión del cargo, no pudiendo ser prorrogado su nombramiento por ninguna autoridad.

FEDERIK –BARRANDEGUY – CARLÍN – KUNATH – ROMERO – MARTÍNEZ (Guillermo).
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXXXVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.146)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTÍCULO…: Las autoridades provinciales no podrán consentir el ejercicio por cualquier otra autoridad, de facultades no delegadas a la Nación, bajo apercibimiento de ser ello considerado causal de mal desempeño de sus funciones. En tal sentido sólo podrán suscribir con la nación convenios de coparticipación que no superen el tercio de los recursos propios, y no permitirán, bajo ninguna circunstancia, que por actos de aquella se vean en algún modo reducidos los recursos provinciales.

Toda autoridad que en virtud de las Leyes de la Nación sea ejercida en el territorio de la Provincia deberá respetar los derechos y garantías que esta Constitución acuerda a sus habitantes, y será obligación de los magistrados imponer sin demoras su efectivo cumplimiento a pedido de cualquiera de ellos.

FEDERIK – BARRANDEGUY – CARLÍN – KUNATH – MARTÍNEZ (Guillermo) – ROMERO.
FUNDAMENTOS

El proyecto tiene como finalidad el aseguramiento de la vigencia de los derechos y garantías consagrados en la constitución frente a supuestos en los que las distintas autoridades federales cumplan funciones o ejecuten actos en el territorio provincial. Se pretende que la autoridad nacional someta su accionar a los parámetros establecidos en nuestra Constitución Provincial que, en varios supuestos, amplía las garantías consagradas por la de la Nación.

Se impone además un límite a la disponibilidad de los recursos provinciales que pueden afectarse en los convenios de coparticipación, y se busca zanjar el problema que genera el hecho de que mediante la determinación de anticipos o retenciones, el estado nacional puede reducir el monto sobre el cual se deben aplicar los porcentajes de coparticipación que se autorizaran al momento de firmar la ley.

Julio A. Federik – Raúl E. Barrandeguy – Miguel A. Carlín – Sigrid E. Kunath – Guillermo C. Martínez – Rosario M. Romero.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXXXVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.147)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO…): “La ley que al efecto se dicte en materia de educación garantizará la educación permanente y la formación y perfeccionamiento docente.”

KUNATH – CARLÍN – BAEZ – FEDERIK.

FUNDAMENTOS

La Ley 9768 declara la necesidad de reforma parcial de la Constitución de la provincia de Entre Ríos y en su artículo 1°, apartado 42°, habilita para “Garantizar... la educación permanente y la formación y perfeccionamiento de los docentes.”
Como se observa la ley de necesidad de reforma ha querido que se incorpore la cuestión referida a la capacitación docente, reconociendo la importancia del punto a la hora de plantearnos qué tipo de educación queremos para nuestra provincia.
Es preciso que se promueva la educación superior con sentido de arraigo y pertinencia social, mediante la formación de profesionales comprometidos con el mejoramiento de la sociedad. Se trata de profesionales que a partir de sus conocimientos, aptitudes y valores sean capaces de contribuir concientemente al desarrollo endógeno y sustentable de las diferentes regiones de la provincia.
Ello supone docentes implicados como actores comprometidos con la preparación requerida para desarrollar eficientemente el proceso formativo. De ahí la importancia del nivel de capacitación y actualización que posean.
Somos concientes que una capacitación y actualización no se logran a partir de una receta lineal y única. Una metodología orientada a la dirección del proceso docente educativo, que contribuya a garantizar el cumplimiento de las exigencias y necesidades en la formación de profesionales a partir de los objetivos establecidos en los planes y programas de estudio, propicia la elevación de la calidad del proceso pedagógico en la educación superior.
La reforma de nuestra Constitución Provincial plantea ante la educación superior el reto de emprender una profunda transformación para dar respuesta a los imperativos de una sociedad en la que el desarrollo endógeno y sostenible representa mucho más que una consigna, en función del progreso y la satisfacción socioeconómica, cultural y ecológica de los individuos.
En este sentido, la Declaración Mundial sobre la Educación Superior en el siglo XXI: visión y acción (UNESCO, 1998), señala. "La educación superior se enfrenta en todas partes a desafíos y dificultades relativos a la financiación, la igualdad de condiciones de acceso a los estudios y en el transcurso de los mismos, una mejor capacitación del personal, la formación basada en las competencias, la mejora y conservación de la calidad de la enseñanza, la investigación y los servicios, la pertinencia de los planes de estudios, las posibilidades de empleo de diplomados, el establecimiento de acuerdos de cooperación eficaces y la igualdad de acceso a los beneficios que reporta la cooperación internacional".

Sigrid E. Kunath – Miguel A. Carlín – Fernando D. Baez – Julio A. Federik.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXXVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro.1.148)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO 1): Incorpórase a la Constitución Provincial el siguiente texto:

Artículo…): La Provincia preserva, enriquece, difunde y promueve su patrimonio natural, cultural, urbano e histórico. El paisaje natural en su marco ecológico, las riquezas artísticas, documentales e históricas forman parte de su acervo. 

El Estado desarrollará políticas orientadas a rescatar, investigar y divulgar las manifestaciones culturales, individuales o colectivas y las realizaciones que afirmen su identidad regional, provincial y nacional.

KUNATH – FEDERIK – BAEZ – CARLÍN.
FUNDAMENTOS

La Ley Provincial Nº 9768, que declara la necesidad de la Reforma Parcial de la Constitución de la Provincia, expresamente habilita a la Convención Constituyente a realizar lo atinente para permitir la incorporación del reconocimiento del patrimonio natural, cultural, urbano e histórico de la Provincia.

Específicamente, el Artículo 1º- Inciso 14º establece:

“Declárase la necesidad de la Reforma Parcial de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos y convóquese a una Convención Constituyente que estará habilitada para:….

14º Incorporar el reconocimiento del patrimonio natural, cultural, urbano e histórico de la Provincia y…”.

Y ya el legislador nacional contuvo la idea de manifestar con el mas alto rango normativo posible en el sistema jurídico (esto es, el nivel constitucional) el universo protectivo de los recursos culturales, urbanos e históricos.
Por cierto que el innovador artículo 41º de la Constitución Nacional (entre sus previsiones) contempla genéricamente una carga en las autoridades públicas tendiente a la preservación de tales rubros. Y es por eso que se conjugan allí verbos determinantes, y considerando a los mismos como aquello que realmente constituyen en la sociedad: un patrimonio.
En el proyecto que intereso se incorpore al texto constitucional, bien se expresan las acciones trascendentales que debe llevar adelante el Estado Provincial. Por eso, la manda que se propone obliga a la Provincia a PRESERVAR lo existente, ENRIQUECER su patrimonio, DIFUNDIR sus contenidos y PROMOVER la profundización de su conocimiento.
Pero además de esta carga, se impone una actividad dinámica que consiste en RESCATAR aquello que no es emergente, INVESTIGAR en pos de nuevos descubrimientos que acrecienten el capital cultural y DIVULGAR para que cada entrerriano sea conciente de su propio acervo.

En lo que resulta de derecho positivo comparado y mas allá de lo mencionado sobre la Constitución Nacional en su correspondiente del artículo 41º, las Constituciones Provinciales han receptado en diversos grados la concepción de patrimonio natural, cultural, urbano e histórico.
Así por ejemplo la Constitución de Buenos Aires en su Artículo 44º establece una norma de similar contenido y alcance y en el artículo 198º entiende que tanto la cultura como la educación son derechos humanos fundamentales. La Constitución de San Luís menciona a la cultura en su artículo 66º estableciendo a la misma como un derecho natural y dotando al Estado de una obligación de tutela.
Por tales razones y las que se expresarán en su oportunidad es que solicitamos la aprobación del proyecto precedente.

Sigrid E. Kunath – Julio A. Federik –Fernando D. Baez – Miguel A. Carlín.
–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

LXXXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.149)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo…): El gobierno de las Universidades Provinciales será autónomo.

Las leyes orgánicas y reglamentarias de la educación universitaria que se dicten al efecto promoverán la enseñanza, la investigación y la extensión universitaria; y asimismo reglamentarán la estructura, funcionamiento y procedimientos a que deberán ajustarse las Universidades, asegurando la facultad de dictarse su propio estatuto y elegir sus autoridades.

La enseñanza será accesible para todos los habitantes de la Provincia, y gratuita, con las limitaciones que la ley establezca.

KUNATH – CARLÍN – FEDERIK – ROMERO – BAEZ.

FUNDAMENTOS
La Ley 9768 declara la necesidad de reforma parcial de la Constitución de la provincia de Entre Ríos y en su artículo 1°, apartado 42°, habilita para “Garantizar la autonomía de la Universidad Provincial y promover la enseñanza, la investigación y la extensión universitaria.”
Estimamos que resulta preciso avanzar en el camino del reconocimiento de la autonomía del gobierno a las Universidades fundadas y a las que en el futuro se funden en nuestra provincia.
Este principio de autonomía sostiene que la universidad debe ser autónoma y auto-gobernada, con la posibilidad efectiva de elegir su propio gobierno sin injerencia del poder político, y de aprobar sus propios estatutos y programas de estudio. De este modo, la autonomía universitaria encuentra su fundamento en la necesidad de evitar que los vaivenes del poder político se traduzcan en cambios arbitrarios de la vida y las autoridades universitarias.
Este fue unos de los postulados del movimiento de Reforma Universitaria que en 1918 se inició en Córdoba, uno de los postulados emblemas de jóvenes universitarios hace casi cien años que provocó su reconocimiento por primera vez en 1919. En esa época los gobiernos militares tendieron a intervenir las universidades y anular su autonomía, ejemplo de esto resulta el hecho conocido como la Noche de los bastones largos de 1966, que precisamente sucedió cuando el régimen militar dirigido por Onganía decidió anular la autonomía universitaria.
Recordemos que desde 1983 las universidades públicas argentinas son autónomas, y que en 1994 la autonomía universitaria y su autarquía financiera, fue garantizada en la Constitución (art. 75, inciso 19).
Es preciso señalar, como dice María Angélica Gelli, que la autonomía no convierte a estas instituciones en un poder soberano dentro del Estado, pues no ha de olvidarse, que la finalidad de la autonomía es “independizar y desvincular a las universidad de la injerencia del Poder Ejecutivo, pero quedan sujetas a la reglamentación del Poder Legislativo...y sometidas al eventual control jurisdiccional”, porque no hay que pasar por alto que quien sanciona las leyes de educación superior es la Legislatura, y quien efectúa el control jurisdiccional de los problemas jurídicos-institucionales que se puedan originar en el ámbito universitario no es otro que el Poder Judicial.

Sigrid E. Kunath – Miguel A. Carlín – Julio A. Federik – Rosario M. Romero – Fernando D. Baez.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XC

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 1.150)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:
ARTICULO 1): Incorpórase a la Constitución Provincial el siguiente texto:

Artículo…): Los recursos asignados a la cultura garantizarán las acciones establecidas para su preservación, enriquecimiento, difusión, promoción, rescate, investigación y divulgación.

A tal efecto, el Estado promoverá un Fondo específico destinado a la administración de los recursos correspondientes.

KUNATH – FEDERIK – ROMERO – BAEZ.
FUNDAMENTOS
La Ley Provincial Nº 9768, que declara la necesidad de la Reforma Parcial de la Constitución de la Provincia, expresamente habilita a la Convención Constituyente a realizar lo atinente para permitir la incorporación del reconocimiento del patrimonio natural, cultural, urbano e histórico de la Provincia.
Específicamente, el Artículo 1º- Inciso 14º establece:
“Declárase la necesidad de la Reforma Parcial de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos y convóquese a una Convención Constituyente que estará habilitada para:….

14º… y promover la industria de la cultura provincial a partir de la creación de un fondo específico para su impulso y fomento.”

En otro proyecto se ha presentado lo relacionado con el patrimonio natural, cultural, urbano e histórico. Pero en esa hilación normativa sustancial que corresponde al contenido constitucional, resulta apropiado insertar en una estipulación que garantice de alguna manera el debido sostenimiento económico de la industria cultural.
En ese sentido, el artículo que se presente pretende establecer un Fondo Cultural específico, cuyas particularidades par la administración y disposición serán sometidas a la ley que regimente su aplicación. Esto a efectos de evitar cualquier contenido procesal que termine cercenando la intención dinámica que se promociona aquí.
El objetivo de este Fondo es que los recursos se centralicen tanto en los aspectos recaudatorios y de administración financiera como asimismo en la legitimidad para disponer y ejecutar los recursos allí previstos.
De alguna manera, el Fondo específico soluciona los aspectos relacionados con la Administración presupuestaria y se apega a las sanas normas de contralor, toda vez que permitirá a los actores encargados del manejo del Fondo una libertad de gestión (debidamente enmarcada en las normas) con la consecuente carga pública de rendición de los fondos utilizados.
Por cierto que se deja librado a la Ley lo que tiene que ver con las fuentes de los recursos, los porcentajes de afectación, rubros comprendidos y aspectos renditivos.
Pero fundamentalmente, la elevación a rango constitucional de un Fondo específico para la Cultura tiene como objeto establecer un piso que cimente el desarrollo de la actividad cultural y que represente una genuina política de Estado.
Por tales razones y las que se expresarán en su oportunidad es que solicitamos la aprobación del proyecto precedente.

Sigrid E. Kunath – Julio A. Federik – Rosario M. Romero – Fernando D. Baez.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XCI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.151)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTÍCULO…): “La educación es un derecho humano fundamental. Se garantiza el libre acceso y las condiciones para la permanencia, reinserción y egreso de los diferentes niveles del sistema educativo.”

KUNATH – FEDERIK – ROMERO – CARLÍN – BAEZ.

FUNDAMENTOS

La Ley 9768, en su artículo 1°, apartado 1°, habilita para “Revisar, reformar, actualizar o modificar las disposiciones que siguen: Artículos...203 al 215, respecto al alcance de la educación obligatoria y de la educación común”.
El habilitar la posibilidad de revisar, y en su caso, introducir actualizaciones o modificaciones nos permite subsanar una ausencia significativo del sistema educativo mentado por los convencionales de 1933, pues es importante destacar que en los artículos referidos a la educación “común” se hace referencia a las obligaciones del estado como principal garante de la conducción en este tema, pero no se prevé el reconocimiento expreso del derecho a la educación. Y sobre todo, el derecho a la educación como un derecho humano fundamental.
No es una cuestión menor, ya que su inclusión efectiva en el plexo normativo de la constitución viene a robustecer el andamiaje educativo de nuestra provincia. Se debe acordar jerarquía constitucional a este derecho rector.
Los derechos económicos, sociales y culturales, requieren una acción positiva de parte del Estado.
En este contexto la educación surge como un proceso mediante el cual se transmiten conocimientos, valores, costumbres y formas de actuar. La educación no sólo se produce a través de la palabra sino que está presente en todas nuestras acciones, sentimientos y actitudes.
Es importante el reconocimiento expreso de este derecho ya que de este modo estaríamos garantizando el proceso de vinculación y concienciación cultural, moral y conductual, pues es a través de la educación que las nuevas generaciones asimilan y aprenden los conocimientos, normas de conducta, modos de ser y formas de ver el mundo de generaciones anteriores, creando además otros nuevos. Es un proceso de socialización formal de los individuos de una sociedad.
Las constituciones de las provincias de Río Negro, La Rioja, San Luís, San Juan, Corrientes son algunas de las que en nuestro país han observado la conveniencia de contar con un artículo que específicamente reconozca la educación como uno de los derechos más importantes de las personas.
En nuestra Constitución Nacional, en el art. 14, el Derecho a la Educación se encuentra garantizado desde el mismo momento en que fue sancionada en el año 1853 y actualmente se encuentra reforzado por la incorporación a nuestra C.N. de Convenciones y Tratados Internacionales, plasmados en el art. 75 inc. 22, que hacen al Sistema Internacional de Derechos Humanos. Cierra el sistema el inciso 19 del artículo 75 confiriéndole la facultad al Poder Legislativo de sancionar las leyes de organización y de base de la educación.
Es bueno reseñar lo que estas Convenciones y Tratados incorporados en el inciso 22 del Art. 75 dicen acerca del Derecho a la Educación:

"Toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser gratuita, al menos en lo concerniente a la instrucción elemental y fundamental. La instrucción elemental será obligatoria. La instrucción técnica y profesional habrá de ser generalizada; el acceso a los estudios superiores será igual para todos, en función de los méritos respectivos. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y el fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y todos los grupos étnicos o religiosos; y promoverá el desarrollo de las actividades de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz. Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de educación que habrá de darse a sus hijos…" Declaración Universal de los Derechos Humanos, Art. 26.
"Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la educación. ...la educación debe orientarse hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y del sentido de su dignidad, y debe fortalecer el respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales.....la educación debe capacitar a todas las personas para participar efectivamente en una sociedad libre....La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos gratuitamente....La enseñanza secundaria, en sus diferentes formas, incluso la enseñanza secundaria técnica y profesional, debe ser generalizada y hacerse accesible a todos, por cuantos medios sean apropiados, y en particular por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita..La enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a todos, sobre la base de la capacidad de cada uno, por cuantos medios sean apropiados, y en particular por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita... Se debe proseguir activamente el desarrollo del sistema escolar en todos los ciclos de la enseñanza, implantar un sistema adecuado de becas, y mejorar continuamente las condiciones materiales del cuerpo docente... Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, de escoger para sus hijos o pupilos escuelas distintas de las creadas por las autoridades públicas, siempre que aquéllas satisfagan las normas mínimas que el Estado prescriba o apruebe en materia de enseñanza, y de hacer que sus hijos o pupilos reciban la educación religiosa o moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones......Nada de lo dispuesto en este artículo se interpretará como una restricción de la libertad de los particulares y entidades para establecer y dirigir instituciones de enseñanza, a condición de que se respeten los principios enunciados en el párrafo 1 y de que la educación dada en esas instituciones se ajuste a las normas mínimas que prescriba el Estado". Pacto Internacional de Derechos Sociales, Económicos y Culturales, Art. 13.
"Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer, a fin de asegurarle la igualdad de derechos con el hombre en la esfera de la educación... Las mismas condiciones de orientación en materia de carreras y capacitación profesional, acceso a los estudios y obtención de diplomas en las instituciones de enseñanza de todas las categorías, tanto en zonas rurales como urbanas... Acceso a los mismos programas de estudios, a los mismos exámenes, a personal docente del mismo nivel profesional y a locales... La eliminación de todo concepto estereotipado de los papeles masculino y femenino en todos los niveles y en todas las formas de enseñanza... Las mismas oportunidades para la obtención de becas y otras subvenciones para cursar estudios... Las mismas oportunidades de acceso a los programas de educación permanente, incluidos los programas de alfabetización funcional y de adultos... La reducción de la tasa de abandono femenino de los estudios y la organización de programas para aquellas jóvenes y mujeres que hayan dejado los estudios prematuramente... Los Estados Partes tendrán en cuenta los problemas especiales a que hace frente la mujer rural y el importante papel que desempeña en la supervivencia económica de su familia, incluido su trabajo en los sectores no monetarios de la economía, y tomarán todas las medidas apropiadas para asegurar la aplicación de las disposiciones de la presente Convención a la mujer en las zonas rurales... Obtener todos los tipos de educación y de formación, académica y no académica, incluidos los relacionados con la alfabetización funcional...". Convención para la Eliminación de toda Formas de Discriminación contra la Mujer, Art. 10 y 14.

"En conformidad con las obligaciones fundamentales estipuladas en el artículo 2 de la presente Convención, los Estados partes se comprometen a prohibir y eliminar la discriminación racial en todas sus formas y a garantizar el derecho de toda persona a la igualdad ante la ley, sin distinción de raza, color y origen nacional o étnico... El derecho a la educación y la formación profesional...". Convención Internacional para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, Art. 5.

"Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a la educación y, a fin de que se pueda ejercer progresivamente y en condiciones de igualdad de oportunidades... Implantar la enseñanza primaria obligatoria y gratuita para todos... Fomentar el desarrollo, en sus distintas formas, de la enseñanza secundaria, incluida la enseñanza general y profesional, hacer que todos los niños dispongan de ella y tengan acceso a ella y adoptar medidas apropiadas tales como la implantación de la enseñanza gratuita y la concesión de asistencia financiera en caso de necesidad... Hacer la enseñanza superior accesible a todos... Hacer que todos los niños dispongan de información y orientación en cuestiones educacionales y profesionales... Adoptar medidas para fomentar la asistencia regular a las escuelas... Los Estados Partes convienen en que la educación del niño deberá estar encaminada... Desarrollar la personalidad, las aptitudes y la capacidad mental y física del niño hasta el máximo de sus posibilidades... Inculcar al niño el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales... Inculcar al niño el respeto de sus padres, de su propia identidad cultural, de su idioma y sus valores, de los valores nacionales del país...". Convención por los Derechos del Niño, Art. 28 y 29.

Los Estados Partes se comprometen a... Derogar todas las disposiciones legislativas y administrativas y abandonar todas las prácticas administrativas que entrañen discriminaciones en la esfera de la enseñanza... Adoptar las medidas necesarias, inclusive disposiciones legislativas, para que no se haga discriminación alguna en la admisión de los alumnos en los establecimientos de enseñanza... formular, desarrollar y aplicar una política nacional encaminada a promover, por métodos adecuados a las circunstancias y las prácticas nacionales, la igualdad de posibilidades y de trato en la esfera de la enseñanza... Hacer obligatoria y gratuita la enseñanza primaria, generalizar y hacer accesible a todos la enseñanza secundaria en sus diversas formas; hacer accesible a todos... En que la educación debe tender al pleno desenvolvimiento de la personalidad humana y a reforzar el respeto de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, y que debe fomentar la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones... En que debe reconocerse a los miembros de las minorías nacionales el derecho a ejercer actividades docentes que les sean propias, entre ellas la de establecer y mantener escuelas y, según la política de cada Estado en materia de educación, emplear y enseñar su propio idioma". Convención contra la Discriminación en Educación, Art. 3, 4 y 5.

Y no puede dejar de recordarse compromisos adquiridos por los gobiernos, incluida la Argentina, para asegurar el derecho humano a la educación, dentro de los cuales podemos citar los compromisos tomados en la Cumbre Mundial De La Tierra realizada En Río, la Cumbre Mundial Para El Desarrollo Social de Copenhague, la Conferencia Mundial Sobre La Mujer De Beijing, y la Conferencia Hábitat II de Estambul; igualmente en la síntesis de la Declaración Mundial De Educación Para Todos, y la Afirmación de Amman.

Sigrid E. Kunath – Julio A. Federik – Rosario M. Romero – Miguel A. Carlín – Fernando D. Baez.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XCII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.152)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTÍCULO 1): modificase el artículo 203º de la Constitución Provincial que quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo 203. – “La obligación escolar se extiende desde el preescolar hasta la finalización del ciclo secundario y demás niveles que en lo sucesivo se establezcan por ley, en condiciones y bajo las penas que la ley establezca. La enseñanza en las escuelas del Estado será gratuita, laica y obligatoria. La gratitud puede extenderse a las demás enseñanzas dadas por el Estado.”

ARTÍCULO 2): modificase el artículo 205º de la Constitución Provincial que quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo 205. – "La enseñanza será de carácter esencialmente nacional y se propondrá como fin primordial, una formación integral y armoniosa que desarrolle todas las dimensiones de la persona y habilite tanto para el desempeño social y laboral, como para el acceso a estudios superiores, atendiendo a la conformación de una sociedad justa y solidaria."

ARTÍCULO 3): modificase el artículo 206º de la Constitución Provincial que quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo 206. – La organización y dirección técnica y administrativa de la enseñanza común, será confiada a un Consejo General de Educación, autónomo en sus funciones compuesto de un Director General de Escuelas que ejercerá su presidencia, y vocales, nombrados, uno y otros, por el Poder Ejecutivo, con acuerdo del Senado, por un período de cuatro años.

Las atribuciones del Director General de Escuelas y de los Vocales, como el número de estos últimos, que deberá ser par, serán deslindadas por la Ley.

ARTÍCULO 4): modificase el artículo 207º de la Constitución Provincial que quedará redactado de la siguiente manera:
Artículo 207. - "El Director General de Escuelas, es el jefe del departamento de Educación. Deberá ser argentino nativo o naturalizado con cinco años de ejercicio, tener como mínimo veinticinco años de edad, y cumplir con los requisitos que establezca la ley.

Las mismas condiciones deberán reunir los vocales del Consejo General de Educación."

ARTÍCULO 5): modificase el artículo 214 º de la Constitución Provincial que quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo 214. - "Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a recibir educación, atendiendo a su formación personal integral. El Estado, a través de la ley respectiva, garantiza la operatividad de este derecho.

La obligación escolar se considerará subsistente, mientras no se haya acreditado poseer el mínimo de enseñanza que la ley exija."

KUNATH – CARLÍN – ROMERO – BAEZ – FEDERIK.

FUNDAMENTOS

La Ley 9768, en su artículo 1°, apartado 1°, habilita para “Revisar, reformar, actualizar o modificar las disposiciones que siguen: Artículos...203 al 215, respecto al alcance de la educación obligatoria y de la educación común, 206 respecto de la integración del Consejo General de Educación...”
El presente proyecto interesa reformas a varios artículos correspondientes a la actualmente denominada Educación Común.
Perseguimos la primordial meta de establecer de manera inequívoca en el nuevo texto de la Constitución el derecho a la educación de niños, niñas y adolescentes, actualizando los principios rectores de la organización de nuestro sistema educativo, y asimismo adecuándolo a los lineamientos trazados por nuestra carta magna nacional a partir de la reforma de 1994, al conferirle jerarquía constitucional a Convenios y Pactos internacionales que reconocen el derecho a la educación como un derecho fundamental.
Se pretende incorporar objetivos de un sistema educacional moderno y adecuado a los tiempos actuales con la previsión necesaria para los que vienen.
Resulta necesario en estas instancias del desarrollo de la educación de nuestra provincia ampliar el alcance de la obligatoriedad, motivo por el que proponemos la modificación del actual Artículo 203.
En este sentido creemos que la exigencia debe ser desde el preescolar y hasta que se complete el ciclo secundario o lo que resulte su equivalente en el futuro.
La educación primaria, exigida actualmente, es la que asegura la correcta alfabetización, es decir, que enseña a leer, escribir, cálculo básico y algunos de los conceptos culturales considerados imprescindibles. Este es el primer paso, pero hoy resulta indispensable ampliar las metas y por consiguiente la obligatoriedad.
Esto se permitiría pues está habilitada la modificación respecto del alcance de la educación obligatoria y de la educación común.
En relación al Artículo 205 proponemos, en la segunda parte de este artículo, la incorporación de nuevos fines que guíen el rumbo de la enseñanza de nuestra provincia para las generaciones venideras. Aquello que los convencionales constituyentes de 1933 se preocuparon por plasmar como fin de la enseñanza resulta hoy insuficiente.
Perseguimos, como finalidad, proporcionar a todos los alumnos entrerrianos una formación educativa que haga posible el desarrollo integral y pleno de las capacidades individuales, tendientes a alcanzar el equilibrio personal, y que le permita la correcta inserción en la actuación social con la adquisición de los elementos básicos culturales.
El artículo 206º está habilitado para ser reformulado en cuanto a la integración del Consejo General de Educación. Actualmente, la norma constitucional indica que se conforma por un Director General de Escuelas, que de uso se refiere a él como Presidente del Consejo General de Educación, y por cuatro Vocales.
Esta actual composición requiere la modificación del número de vocales, y en este sentido estimamos que no debe ser la misma constitución quien señale un número, sino que resulta apropiado que sea la ley que al efecto se dicte quien determine la cantidad de integrantes, siguiendo el criterio elegido en relación a los ministros. Asimismo se reformula la edad mínima requerida en consonancia con modificaciones recientemente hechas ya en esta Convención, como por ejemplo, la edad requerida para ser ministro.
La modificación propuesta para el artículo 214º plasma lo que ha sido la propuesta del Frente Justicialista para la Victoria en cuanto a que la educación es una obligación por parte del Estado, pero con idéntico rigor es un derecho para todos los entrerrianos. Y como tal debe ser tutelado, resguardado y garantizado por las leyes y el accionar del Estado.
Proponemos estas reformas al actual sistema educativo pues estamos convencidos de que es necesario puntualizar en la educación, educar para desarrollo integral no sólo de los ciudadanos sino de la persona, lo que significa a nuestro entender predisponer a los ciudadanos adecuadamente para que sepan ejercer sus derechos. Es un punto ineludible brindar una educación que coloque a los entrerrianos en situación efectiva de integración a la vida social y laboral e incluso para conocer y exigir todos los derechos que emergerán de nuestra nueva constitución.

Sigrid E. Kunath – Miguel A. Carlín – Rosario M. Romero – Fernando D. Baez – Julio A. Federik.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XCIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.153)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTÍCULO…): “La ley que al efecto se dicte en materia de educación garantizará la enseñanza en las zonas rurales, promoviendo la creación y mantenimiento de las escuelas rurales.”

KUNATH – CARLÍN – BAEZ – ROMERO – BARRANDEGUY – FEDERIK.

FUNDAMENTOS

La Ley 9768, en su artículo 1°, apartado 1°, habilita para “Revisar, reformar, actualizar o modificar las disposiciones que siguen: Artículos...203 al 215, respecto al alcance de la educación obligatoria y de la educación común,...”
Siendo materia habilitada lo concerniente al “alcance de la educación común”, estamos persuadidos acerca de la conveniencia de un apartado que haga una específica referencia a la educación rural.
Nace este proyecto como respuesta a las necesidades de formación y educación de la juventud del mundo rural entrerriano, jóvenes que buscan y merecen encontrar mejores oportunidades de vida en el campo.
Es preciso fomentar el desarrollo de la educación del ámbito rural en todos sus niveles, a fin de que, teniendo en cuenta las particularidades propias del ámbito en que se desarrolla, el rural, se pueda asegurar la igualdad de oportunidades en relación al resto de los alumnos de la provincia.
La educación rural debe tener las mismas oportunidades que poseen las áreas urbanas, aunque es indispensable un tratamiento especial ya que se deben tener en cuenta las condiciones, pues son evidentes las desventajas con las que se deben afrontar los procesos educativos rurales.
En este sentido se debe acentuar la consideración de las particularidades propias de la región, puesto que a diferencia de otras provincias, contamos en nuestro territorio con islas. Hecho no menor si hablamos del acceso a la educación pues el transporte en estas zonas guarda su dificultad.
Destacamos esto último pues debe ser tenido en cuenta también a la hora de evaluar aspectos relacionados con la diseño de políticas y propuestas pedagógicas.
Se debe brindar el marco normativo, y la constitución es el adecuado, para continuar y acentuar incluso las políticas emprendidas por la actual gestión de gobierno de nuestra provincia, comprometiéndose aún mas con la constitución y sostenimiento de instituciones educadoras de carácter rural, asumiendo que la educación cumple un papel en el desarrollo local, regional y nacional.
La posibilidad de reforma actual es una oportunidad histórica que no debería desaprovecharse para señalar un camino de compromiso colectivo, y en ese contexto, desde un punto de vista educativo en el área rural, interesa sobretodo el acrecentamiento de las capacidades y derechos de las personas, así como el perfeccionamiento de la organización social, respetando ciertamente las diferencias y atendiendo el manejo adecuado del medio ambiente.
La consagración de lo dispuesto en este proyecto es un paso dirigido a acortar las brechas de inequidad, superando la exclusión apuntando a disminuir el analfabetismo en nuestra provincia y a revalorar la cultura y el espacio local, haciendo de la interculturalidad una política educativa de tolerancia.
Consideramos que se requiere una visión fundamental que oriente y otorgue sentido a los lineamientos de política educativa rural tendiente a formar ciudadanos capaces de un desarrollo humano autónomo y de generar, gestionar y articular procesos de desarrollo sostenible. Es una visión de objetivos estratégicos para Entre Ríos, pues plantea que hay que comprender y avizorar a la política educativa rural como un mecanismo esencial en el desarrollo continúo de la persona y la sociedad.
Se requiere que se redefina y especifique en la ley provincial el capitulo correspondiente a educación rural.

Sigrid E. Kunath – Miguel A. Carlín – Fernando D. Baez – Rosario M. Romero – Raúl E. Barrandeguy – Julio A. Federik.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XCIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.154)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo…): El Estado fomentará la educación dirigida a personas con necesidades educativas especiales, garantizando la integración, la igualdad de oportunidades y el ingreso y permanencia en el sistema educativo.

KUNATH – CARLÍN – BARRANDEGUY – ROMERO – FEDERIK.

FUNDAMENTOS

La Ley 9768 declara la necesidad de reforma parcial de la Constitución de la provincia de Entre Ríos y en su artículo 1º, apartado 42º, habilita para “Garantizar…; la integración educativa de las personas con necesidades especiales;…”.
Planteamos el presente proyecto como un requerimiento de la sociedad en su conjunto, movilizados por la idea de asegurar un sistema educativo no excluyente y que asegure la efectiva inclusión de las personas con necesidades especiales.
Es preciso atender a las personas con discapacidad pero sin perder de vista que la oferta educativa debe ser acorde con sus requerimientos y conveniencias. Integración resulta ser la palabra clave.
Cuando nos referimos a la inclusión de las personas con discapacidad en la educación nos encontramos reflexionando sobre dos cuestiones. Por un lado, si todos los niños que padecen una discapacidad tienen acceso a la escuela, y acá será un ítem a evaluar la cantidad de escuelas especiales con que cuenta nuestra provincia para en definitiva poder determinar si son suficientes para la cantidad de niños que las requieren.
La segunda cuestión es la posibilidad de integrarse a la escuela común. Ya la declaración de Salamanca en la Conferencia Mundial sobre Necesidades Especiales (1994) donde representantes de 92 gobiernos, incluida Argentina, firmaron dicha Declaración y su Marco de Acción, renovando especialmente para las personas con necesidades especiales el compromiso de la Declaración Universal de Derechos Humanos (1948) y de la Conferencia Mundial sobre Educación para Todos (Tailandia, 1990). Fragmentos de este documento expresan:

- El principio rector es que las escuelas deben acoger a todos los niños, independientemente de sus condiciones físicas, intelectuales, sociales, emocionales, lingüísticas u otras. Deben acoger a niños discapacitados y niños bien dotados, a niños que viven en la calle y que trabajan, niños de poblaciones remotas o nómadas, niños de minorías lingüísticas, étnicas o culturales y niños de otros grupos o zonas desfavorecidos o marginados.

- Las personas con necesidades educativas especiales deben tener acceso a las escuelas comunes, que deberán incluirlos con una pedagogía centrada en el niño, capaz de satisfacer esas necesidades.

- Las escuelas comunes con orientación inclusiva representan el medio más eficaz para combatir las actitudes discriminatorias, crear comunidades de acogida, construir una sociedad inclusiva y lograr la educación para todos; además, proporcionan una educación efectiva a la mayoría de los niños y mejoran la eficiencia y, en definitiva, la relación costo-eficacia de todo el sistema educativo.

La norma rige también en nuestro país por medio de la ley Nº 22.431 de 1981 de Protección General al Discapacitado, donde se establece que la persona con discapacidad puede realizar su “escolarización en establecimientos comunes, con los apoyos necesarios provistos gratuitamente”.
Las personas con necesidades especiales deben tener acceso a las escuelas convencionales, pero siempre dentro de sus posibilidades.
Existen alumnos con una discapacidad motriz, por ejemplo, que no tienen una necesidad educativa especial, pero no pueden acceder a la escuela común porque necesitan una rampa o ascensor inexistentes.
Para lograr una buena inclusión escolar es necesario atender varios puntos fundamentales: adquirir una adecuada integración en el proyecto curricular, orientar y acompañar a la familia, brindar asesoramiento a las instituciones educativas y promover el abordaje interdisciplinario.
La integración debe ser un recurso, pero no un fin en sí mismo. La prioridad debe ser pensar siempre en el educando, su presente y un futuro lo más autónomo posible.

Sigrid E. Kunath – Miguel A. Carlín – Raúl E. Barrandeguy – Rosario M. Romero – Julio A. Federik.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XCV
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.155)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTÍCULO 1º): AGREGASE como nuevo artículo a la Constitución Provincial el siguiente:

“La demora injustificada, la violación de garantías de los justiciables, el exceso ritual manifiesto, como así también cualquiera de las formas de la arbitrariedad, cuando se manifiestan de manera reiterada en el desempeño y las resoluciones de un magistrado, serán consideradas causas autónomas de mal desempeño en sus funciones”.

FEDERIK

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Pasqualini.

SRA. PASQUALINI – Solicito la modificación del giro propuesto para este proyecto, entendiendo que debe ir a la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento, se procederá según lo solicitado por la señora convencional Pasqualini.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, se cambia el giro propuesto en la nómina de Asuntos Entrados, y el proyecto pasa a la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

XCVI
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro.1.158)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórase al texto constitucional un artículo cuya redacción será la siguiente:

Artículo.......: Quedan garantizados los derechos a la diversidad, el pluralismo y la igualdad de oportunidades. Las leyes no podrán marginar, segregar o supeditar el goce de derechos a ninguna persona por poseer capacidades diferentes ni por su pertenencia a una determinada minoría, grupo social o etáreo.

La niñez, la ancianidad y las personas con capacidades diferentes gozarán de la protección especial de las leyes. La Legislatura dictará un régimen integral de resguardo de sus derechos que contendrá como mínimo un sistema de ingreso básico universal, un servicio educativo gratuito y plural y el acceso a la atención eficaz de la salud sin que sus prestaciones puedan condicionarse a la adhesión, ratificación o implementación de leyes o disposiciones nacionales. Los sistemas de seguro de salud públicos y privados con actuación en el territorio provincial asegurarán a sus beneficiarios una cobertura que comprenda la prevención, rehabilitación, reeducación, tratamiento y provisión de aparatología básica.

Las políticas públicas vinculadas a este segmento de la población serán formuladas con la participación del sector privado, las asociaciones civiles y fundaciones, organizaciones no gubernamentales y las instituciones con reconocida trayectoria en la especialidad.
ARRALDE – MONGE – GUY – CEPEDA – ROGEL – VILLAVERDE.

FUNDAMENTOS

La ley especial declarativa de la reforma parcial de la Constitución Provincial habilita expresamente en el art. 1 inc. 20º de la Ley 9768 la “incorporación de los derechos de las mujeres, niños, ancianos y personas con capacidades especiales y/o diferentes...”, base habilitante sobre la cual se sostiene la presente iniciativa.
La norma constitucional sugerida propone un principio general e inclusivo que le brinda garantías a la diversidad, el pluralismo y el consolidado principio de igualdad de oportunidades para todos. En buen romance, creemos que la Constitución de 2008 debe materializar de un modo claro, expreso y sin margen para la duda una cláusula garantista para que el derecho a las diferencias en el mas amplio sentido y acepción del término y el pluralismo entendido como lo contrario a la uniformidad del pensamiento y las ideas, sumado al internacionalmente reconocido principio de la igualdad de oportunidades tengan un lugar de jerarquía en el texto magno.
Al estilo de la norma del art. 19 de la Carta Federal, el texto propuesto intenta un diseño normativo que sistematice el respeto a la autonomía y a la libertad personal, estableciendo una frontera ante las atribuciones del Estado para limitar los derechos. La relación armónica entre la libertad y la igualdad impone recordar que jurídicamente no puede haber libertad absoluta ni tampoco igualdad absoluta. La igualdad absoluta no solo desconoce las desigualdades naturales de los hombres y mujeres sino también importa anular la esencia de la libertad.
Sentados estas reglas programáticas que sintetizan la “no discriminación”, la disposición ingresa en los claros valladares de las normas infraconstitucionales que no pueden marginar a los individuos del goce de los derechos subjetivos constitucionales por su edad, pertenencia a grupos determinados o minorías o integrar el segmento de las personas con capacidades diferentes. La estigmatización, el rótulo o la mácula social que rodea y tiñe las relaciones humanas no pueden tener anclaje en la Constitución Provincial y por ello el límite de la ley es claro cuando se trata de asegurar la vigencia de los derechos para todos.
En lo tocante a los destinatarios de la protección especial de las leyes –los niños, ancianos y personas con capacidades diferentes- la disposición consagra una singular finalidad tuitiva al reconocer que se trata de segmentos de población sensiblemente pasibles de resguardo. A nadie escapa que la niñez –entendida esta como el período que va desde la concepción en el seno materno hasta los 18 años de edad–, la ancianidad y la discapacidad constituyen sujetos de derechos altamente afectados por las normas estatales, escasamente considerados por el legislador o mensurados por las rígidas y frías leyes del mercado o las finanzas cuando se trata de una tutela integral de sus derechos. Desde las irrisorias cifras que perciben en sus haberes provisionales pasando por políticas públicas desajustadas, sin coordinación y clientelares que constituyen verdaderos parches de la realidad social hasta la lisa y llana negación en el acceso a prestaciones básicas, absolutamente imprescindibles y completas en el renglón de la salud.
El texto contiene una manda constitucional para que la Legislatura sancione verdaderos regímenes de protección integral en cada uno de esos tres casos especiales, fijando un piso mínimo de garantías que se relacionan con un trípode de derechos

1º) El reconocimiento de un ingreso o renta mínima universal para cada uno de estos individuos.

2º) La garantía de acceso a una educación común, gratuita y plural.

3º) El derecho de atención eficaz de la salud.

Las leyes que en cada uno de los casos deberán dictarse reglamentarán con equidad y criterios objetivos de goce las condiciones para su acceso. El espíritu de la norma no es otro que humanizar la Constitución con relación a estas personas, partiendo de la premisa de una debilidad social congénita en algunos casos, de fatal sobrevinencia en otros y de permanente minusvalía en algunos. No se trata de consagrar una distinción irrazonable entre las personas ni la norma se inspira en el reconocimiento de un indebido privilegio de personas o grupos de personas sino en equilibrar con jerarquía constitucional una desigualdad natural y social de personas con mayor grado de vulnerabilidad.

Juan C. Arralde – Jorge D. Monge – Raúl D. Guy – Silvina Cepeda – Fabián D. Rogel – Rubén A. Villaverde.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XCVII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.159)

La Honorable convencion Constituyente sanciona:

Art.:… “El Estado protege y alienta la explotación de sus recursos radioeléctricos y los medios de comunicación radicados en su territorio, participa en la elaboración de sus prioridades comunicacionales en común con las empresas estatales y privadas, con o sin fines de lucro, para el fortalecimiento de sus regiones, la conformación de su identidad cultural y el pleno ejercicio del derecho de información, todo ello sin perjuicio de las facultades y atribuciones del estado nacional en la materia”

ROGEL – BRASESCO – VILLAVERDE.

FUNDAMENTOS

Creemos trascendental plasmar en esta reforma constitucional la importancia que la comunicación en sus distintas formas, radio, televisión, digital y otras tienen en la sociedad y el estado moderno. Los avances tecnológicos han multiplicado las formas en que se transmite un mensaje a un universo cada vez más amplio de personas. Lamentablemente vemos también que no siempre se cumple con la misión principal de los medios de comunicación, cual es comunicar y no de ser solo medios de información, que consideran a los ciudadanos meros receptores pasivos.
Existen tres actores importantes para promover el cambio necesario: el Estado, que debe generar y promover la comunicación desde una estructura democrática y plural; los medios de comunicación que deben redefinirse, y la sociedad, que debe exigir medios con contenidos locales y regionales de calidad y abiertos a la diversidad. Seguramente todos coincidimos en que no hay cultura del reconocimiento, imperan programas en los que la sociedad no se reconoce, en los que no está la identidad ni la riqueza cultural local sino los valores de sociedades foráneas, producto de la globalización de los medios de comunicación.

Por esto es necesario alentar, promover y defender los medios de comunicación radicados en nuestro territorio que difunden contenido local y regional, ya que la comunicación de la riqueza cultural de nuestro pueblo debe estar garantizada por el estado provincial.
Por éstas razones, y por las que se darán en Comisión y en el Plenario, solicitamos de este cuerpo la  aprobación del presente proyecto.

Fabián D. Rogel – Luis A. Brasesco – Rubén A. Villaverde.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

XCVIII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.161)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

SECCIÓN IX DE EDUCACIÓN COMÚN

Corpus I: Articulado completo y secuenciado.

Artículo…..: Inclúyase como Sección IX Educación Común el siguiente articulado:

Artículo…..: El Estado tiene la obligación primordial, indelegable e imprescriptible de proveer una educación común, en igualdad de oportunidades, orientada a las diversas posibilidades culturales y sin discriminación de ninguna índole, con la participación de instituciones estatales o de gestión privada reconocidas, confesionales o no, y de la familia como agente primario y natural.

El Estado Provincial tiene el deber y la atribución de crear, organizar y dirigir el Sistema Educativo. Es garante del derecho social a la educación comprendiéndose como acceso, permanencia, reingreso y egreso del sistema, de todos los habitantes de la provincia.

Artículo…..: La educación que el Estado se obliga a dar y los habitantes están obligados a recibir deberá impartirse en escuelas públicas o privadas de gestión estatal, que ofrezcan garantías de estabilidad y excelencia educativa y se ajusten a las normas que el Estado dicte en la materia.

La obligación escolar se considerará incumplida por el Estado en tanto no se acredite el mínimo de educación obligatoria establecido por esta Constitución.

Artículo…..: La educación común en la Provincia será gratuita y laica para los Niveles Inicial, Primario, Secundario y Superior de las instituciones públicas de administración estatal. La obligatoriedad corresponde a los Niveles Inicial a partir de los cuatro años, Primario y Secundario.

El Estado fijará los criterios pedagógicos y administrativos necesarios para asegurar su cumplimiento y deberá extender, progresivamente, la obligatoriedad del Nivel Inicial a partir de los tres años inclusive.

Artículo…: La educación impulsará la formación de un ciudadano reflexivo y crítico para actuar en una sociedad democrática y participativa y promoverá la capacidad de definir su proyecto de vida basado en valores de libertad, paz, solidaridad, cooperación, igualdad, respeto a la diversidad, responsabilidad y justicia.

Artículo….: El Estado definirá los lineamientos curriculares para cada Nivel Educativo obligatorio, integrando, de manera transversal, educación con cultura, derechos humanos, educación ambiental, educación sexual, educación para la no violencia, trabajo, ciencia y tecnología.

Artículo…..: El Sistema Educativo Provincial será de carácter esencialmente nacional. Respetará las particularidades provinciales y locales y se propondrá, como fin primordial, dirigir y fortalecer gradual y sistemáticamente la formación integral y el desarrollo intelectual, físico y ético de los educandos, a fin de que adquieran los conocimientos, habilidades, capacidades, actitudes y valores que la estructura del Sistema Educativo prevé, en los Niveles y Modalidades establecidos, incorporando a los mismos el estudio obligatorio de la Constitución Provincial. Asegurará la igualdad de oportunidades, el derecho de los padres a la libre elección del establecimiento educativo para sus hijos, la inclusión de personas con necesidades especiales, la formación vinculada con el trabajo social y creativo y la interrelación de los estudios con la ciencia y la tecnología.

Artículo…..: El Estado apoyará las iniciativas para la creación de instituciones educativas municipales y particulares y contribuirá al sostenimiento de las mismas, siempre que funcionen en las condiciones y con las garantías establecidas por el Artículo…... (en 2º lugar).
Artículo….: El Consejo General de Educación dispondrá las medidas adecuadas, con la finalidad de brindar a las escuelas de zonas desfavorables, alejadas del radio urbano, urbano marginales y rurales, los recursos necesarios para transformar el medio y fortalecer el arraigo al mismo, favoreciendo la permanencia de los alumnos en el Sistema Educativo y otorgándoles una doble escolaridad que permita complementar lo curricular con actividades recreativo formativas.
Artículo….: El Estado garantizará la creación de múltiples y variadas oportunidades de aprendizaje para jóvenes y adultos, asegurándoles formación permanente a lo largo de toda la vida, adquisición de conocimientos fundamentales y desarrollo de saberes y habilidades básicas a fin de favorecer su inclusión social.

Artículo…..: El Estado Provincial asegurará la integración de las personas con capacidades diferentes, en escuelas especiales y /o comunes con características inclusivas.
Artículo…..: La organización y dirección técnica y administrativa del Sistema Educativo Provincial será confiada a un Consejo General de Educación, cuerpo colegiado autónomo en sus funciones, integrado por un Director General de Escuelas que ejercerá su Presidencia y por cuatro Vocales resultantes de la participación igualitaria del Poder Ejecutivo y de los trabajadores de la Educación, nombrados unos y otros, por el Poder Ejecutivo, con acuerdo del Senado, por un período de cuatro (4) años. Dos de los Vocales serán designados a propuesta y a través del voto directo y obligatorio de la totalidad del personal docente provincial, bajo el control del Tribunal Electoral de la Provincia. Sus atribuciones serán deslindadas por la ley.

Artículo…..: El Director General de Escuelas es el responsable del gobierno y la administración de la educación. Además de las condiciones que establezca la ley, deberá ser argentino nativo o naturalizado, docente con diez (10) años de ejercicio y tener, por lo menos, treinta años de edad. Iguales condiciones deberán reunir los Vocales del Consejo General de Educación.
Artículo…..: El Estado Provincial impulsará la jerarquización funcional de las Instituciones Educativas que permita que las decisiones fundamentales, enmarcadas en las normas que al respecto establezca la ley, se tomen a nivel de comunidad educativa, en la que estarán representados padres, docentes, administrativos, alumnos e  instituciones intermedias.

Las instituciones escolares contarán con plantas funcionales completas, en las que se incluirán equipos interdisciplinarios.

Artículo…..: La enseñanza será confiada a docentes titulados, para los que se dictarán leyes de escalafón y estabilidad. El Estado se obliga a brindarles capacitación y perfeccionamiento permanente y gratuito, en servicio y asignarles horas complementarias con tal finalidad con recursos genuinos y permanentes. La capacitación responderá a las necesidades fijadas desde la política educativa y respetará las iniciativas de las unidades escolares.

Artículo…..: El Estado pondrá especial énfasis en el respeto a la labor del maestro y la formación docente de grado entendida como una cuestión liminar para el futuro de los ciudadanos. El docente ejercerá su profesión sobre la base del respeto a la libertad de cátedra y de enseñanza, en el marco de las normas pedagógicas y curriculares establecidas por el C.G.E.

Artículo….: El Estado Provincial asegurará la gratuidad de la Educación Superior en los Institutos Terciarios Estatales dependientes del Consejo General de Educación e impulsará su articulación pedagógica con la Universidad Provincial.

Artículo….: El Estado Provincial garantizará la autonomía estatutaria, normativa, política, administrativa y académica; la autarquía económico financiera, con la asignación del 3% de las Rentas Generales y la gratuidad de la enseñanza en la Universidad Provincial y promoverá  proyectos de investigación y extensión.

Artículo…..: El presupuesto educativo para atender el fondo de la educación común estará formado por el veinticinco por ciento, como mínimo, de las rentas generales de la Provincia y con los demás recursos que la ley establezca, a fin de garantizar la extensión de la obligatoriedad.

Artículo…..: El presupuesto educativo destinado al sostenimiento de la educación obligatoria, no podrá tener otro destino que el de pagar los gastos y sueldos que ella demande.

Se constituirá un Fondo Escolar Permanente formado con recursos directos que la ley prevea y los demás que se le asignen, cuya administración e inversión estará a cargo del Consejo General de Educación.

Artículo…..: El Consejo General de Educación rendirá cuenta anualmente de la administración e inversión de los fondos que le fueren entregados a tales efectos, los que serán depositados directamente a su orden en el banco que designe el Poder Ejecutivo. La rendición la hará, conforme la ley, ante el Tribunal de Cuentas y será civilmente responsable ante el incumplimiento de esta disposición.

Artículo…..: El Consejo General de Educación fomentará, especialmente, el funcionamiento de las bibliotecas escolares y proveerá a las instituciones educativas de recursos actualizados. Los mismos responderán a las exigencias de una educación humanística y científico – tecnológica y a la recuperación de la disciplina científica como unidad epistemológica en la construcción de los saberes necesarios para el mundo de hoy y del futuro.

Artículo….: El Estado se compromete a sostener el sistema provincial de becas, destinadas a los alumnos cuya situación socioeconómica ponga en riesgo el ingreso y permanencia en el Sistema Educativo. La adjudicación se hará a instancias de la unidad educativa a la que concurra el alumno a becar, acorde lo establecido por el Artículo….. (en 13º lugar) de esta Constitución  y se ajustará a los criterios que fije la ley.

Artículo….: El Estado se obliga a contratar una Póliza Escolar Obligatoria, a su cargo, para todos los alumnos matriculados de todos los Niveles y Modalidades que concurran a las escuelas públicas de gestión estatal, dependientes del Consejo General de Educación y se ajustará a los criterios que fije la ley.

La elaboración del articulado precedente, responde a la necesidad de incluir en la Reforma de la Constitución Provincial, conceptos y terminología actualizados en materia educativa, una visión amplia e integradora de la finalidad de la educación, teniendo en cuenta el presente y el futuro de las nuevas generaciones. Además, se valora la realidad educativa en el País y en nuestra Provincia, incluyendo en la misma la real dimensión de los derechos de alumnos, docentes e instituciones educativas y su integración a una sociedad inserta en un mundo cada vez más complejo.

Por ello, se propone:
Corpus II: Artículos adecuados, modificados, derogados y Artículos incorporados.

Artículo…..: Adécuense los Artículos 201, 202 y 214 de la Sección IX Educación Común, preservando el principio de obligatoriedad establecido en Artículo 4º inciso 15 de la Ley 9768.

Artículo…..: El Estado tiene la obligación primordial, indelegable e imprescriptible de proveer una educación común, en igualdad de oportunidades, orientada a las diversas posibilidades culturales y sin discriminación de ninguna índole, con la participación de instituciones estatales o de gestión privada reconocidas, confesionales o no, y de la familia como agente primario y natural.

El Estado Provincial tiene el deber y la atribución de crear, organizar y dirigir el Sistema Educativo para todos los habitantes. Es garante del derecho social a la educación comprendiéndose como acceso, permanencia, reingreso y egreso del sistema, de todos los habitantes de la provincia.

Artículo…..: La educación que el Estado se obliga a dar y los habitantes están obligados a recibir deberá impartirse en escuelas públicas o privadas de gestión estatal, que ofrezcan garantías de estabilidad y excelencia educativa y se ajusten a las normas que el Estado dicte en la materia.

La obligación escolar se considerará incumplida por el Estado en tanto no se acredite el mínimo de educación obligatoria establecido por esta Constitución.

Artículo…..: Modifíquese el Artículo 203 de la Sección IX Educación Común, cuyo texto quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo…..: La educación común en la Provincia será gratuita y laica para los Niveles Inicial, Primario, Secundario y Superior de las instituciones públicas de administración estatal. La obligatoriedad corresponde a los Niveles Inicial a partir de los cuatro años, Primario y Secundario.

El Estado fijará los criterios pedagógicos y administrativos necesarios para asegurar su cumplimiento y deberá extender, progresivamente, la obligatoriedad del Nivel Inicial a partir de los tres años inclusive.

Artículo…..: Incorpórese a la Sección IX Educación Común, el siguiente artículo:

Artículo…: La educación impulsará la formación de un ciudadano reflexivo y crítico para actuar en una sociedad democrática y participativa y promoverá la capacidad de definir su proyecto de vida basado en valores de libertad, paz, solidaridad, cooperación, igualdad, respeto a la diversidad, responsabilidad y justicia.
Artículo…..: Incorpórese a la Sección IX Educación Común, el siguiente artículo:

Artículo….: El Estado definirá los lineamientos curriculares para cada Nivel Educativo obligatorio, integrando, de manera transversal, educación con cultura, derechos humanos, educación ambiental, educación sexual, educación para la no violencia, trabajo, ciencia y tecnología.

Artículo…..: Modifíquese el Artículo 205 de la Sección IX Educación Común, cuyo texto quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo…..: El Sistema Educativo Provincial será de carácter esencialmente nacional. Respetará las particularidades provinciales y locales y se propondrá, como fin primordial, dirigir y fortalecer gradual y sistemáticamente la formación integral y el desarrollo intelectual, físico y ético de los educandos, a fin de que adquieran los conocimientos, habilidades, capacidades, actitudes y valores que la estructura del Sistema Educativo prevé, en los Niveles y Modalidades establecidos, incorporando a los mismos el estudio obligatorio de la Constitución Provincial. Asegurará la igualdad de oportunidades, el derecho de los padres a la libre elección del establecimiento educativo para sus hijos, la inclusión de personas con necesidades especiales, la formación vinculada con el trabajo social y creativo y la interrelación de los estudios con la ciencia y la tecnología.

Artículo…..: Modifíquese el Artículo 204 de la Sección IX Educación Común, cuyo texto quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo…..: El Estado apoyará las iniciativas para la creación de instituciones educativas municipales y particulares y contribuirá al sostenimiento de las mismas, siempre que funcionen en las condiciones y con las garantías establecidas por el Artículo…... (en 2º lugar).

Artículo…..: Incorpórese a la Sección IX Educación Común, el siguiente artículo:

Artículo….: El Consejo General de Educación dispondrá las medidas adecuadas, con la finalidad de brindar a las escuelas de zonas desfavorables, alejadas del radio urbano, urbano marginales y rurales, los recursos necesarios para transformar el medio y fortalecer el arraigo al mismo, favoreciendo la permanencia de los alumnos en el Sistema Educativo y otorgándoles una doble escolaridad que permita complementar lo curricular con actividades recreativo formativas.

Artículo…..: Incorpórese a la Sección IX Educación Común, el siguiente artículo:

Artículo….: El Estado garantizará la creación de múltiples y variadas oportunidades de aprendizaje para jóvenes y adultos, asegurándoles formación permanente a lo largo de toda la vida, adquisición de conocimientos fundamentales y desarrollo de saberes y habilidades básicas a fin de favorecer su inclusión social.

Artículo…..: Incorpórese a la Sección IX Educación Común, el siguiente artículo:

Artículo…..: El Estado Provincial asegurará la integración de las personas con capacidades diferentes, en escuelas especiales y /o comunes con características inclusivas.

Artículo …..: Modifíquese el Artículo 206 de la Sección IX Educación Común, preservando el Consejo General de Educación, según lo establecido en el Artículo 4º inciso 15 de la Ley 9768, cuyo texto quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo…..: La organización y dirección técnica y administrativa del Sistema Educativo Provincial será confiada a un Consejo General de Educación, cuerpo colegiado autónomo en sus funciones, integrado por un Director General de Escuelas que ejercerá su Presidencia y por cuatro Vocales resultantes de la participación igualitaria del Poder Ejecutivo y de los trabajadores de la Educación, nombrados unos y otros, por el Poder Ejecutivo, con acuerdo del Senado, por un período de cuatro (4) años. Dos de los Vocales serán designados a propuesta y a través del voto directo y obligatorio de la totalidad del personal docente provincial, bajo el control del Tribunal Electoral de la Provincia. Sus atribuciones serán deslindadas por la ley.

Artículo…..: Modifíquese el Artículo 207 de la Sección IX Educación Común, cuyo texto quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo…..: El Director General de Escuelas es el responsable del gobierno y la administración de la educación. Además de las condiciones que establezca la ley, deberá ser argentino nativo o naturalizado, docente con diez (10) años de ejercicio y tener, por lo menos, treinta años de edad. Iguales condiciones deberán reunir los Vocales del Consejo General de Educación.

Artículo…..: Incorpórese a la Sección IX Educación Común, el siguiente artículo:

Artículo…..: El Estado Provincial impulsará la jerarquización funcional de las Instituciones Educativas que permita que las decisiones fundamentales, enmarcadas en las normas que al respecto establezca la ley, se tomen a nivel de comunidad educativa, en la que estarán representados padres, docentes, administrativos, alumnos e instituciones intermedias.

Las instituciones escolares contarán con plantas funcionales completas, en las que se incluirán equipos interdisciplinarios.

Artículo…..: Modifíquese el Artículo 209 de la Sección IX Educación Común, cuyo texto quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo…..: La enseñanza será confiada a docentes titulados, para los que se dictarán leyes de escalafón y estabilidad. El Estado se obliga a brindarles capacitación y perfeccionamiento permanente y gratuito, en servicio y asignarles horas complementarias con tal finalidad con recursos genuinos y permanentes. La capacitación responderá a las necesidades fijadas desde la política educativa y respetará las iniciativas de las unidades escolares.

Artículo…..: Incorpórese a la Sección IX  Educación Común, el siguiente artículo:

Artículo…..: El Estado pondrá especial énfasis en el respeto a la labor del maestro y la formación docente de grado entendida como una cuestión liminar para el futuro de los ciudadanos. El docente ejercerá su profesión sobre la base del respeto a la libertad de cátedra y de enseñanza, en el marco de las normas pedagógicas y curriculares establecidas por el C.G.E.

Artículo…..: Incorpórese a la Sección IX Educación Común, el siguiente artículo:
Artículo….: El Estado Provincial asegurará la gratuidad de la Educación Superior en los Institutos Terciarios Estatales dependientes del Consejo General de Educación e impulsará su articulación pedagógica con la Universidad Provincial.

Artículo…..: Incorpórese a la Sección IX Educación Común, el siguiente artículo:

Artículo….: El Estado Provincial garantizará la autonomía estatutaria, normativa, política, administrativa y académica; la autarquía económico financiera con la asignación del 3% de las Rentas Generales y la gratuidad de la enseñanza en la Universidad Provincial y promoverá proyectos de investigación y extensión.

Artículo …..: Modifíquese el Artículo 210 de la Sección IX Educación Común, preservando el fondo de educación, según lo establecido en el Artículo 4º inciso 15 de la Ley 9768, cuyo texto quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo…..: El presupuesto educativo para atender el fondo de la educación común estará formado por el veinticinco por ciento, como mínimo, de las rentas generales de la Provincia y con los demás recursos que la ley establezca, a fin de garantizar la extensión de la obligatoriedad.

Artículo…..: Modifíquese el Artículo 212 de la Sección IX Educación Común, cuyo texto quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo…..: El presupuesto educativo destinado al sostenimiento de la educación obligatoria, no podrá tener otro destino que el de pagar los gastos y sueldos que ella demande.

Se constituirá un Fondo Escolar Permanente formado con recursos directos que la ley prevea y los demás que se le asignen, cuya administración e inversión estará a cargo del Consejo General de Educación.

Artículo…..: Modifíquese el Artículo 213 de la Sección IX Educación Común, cuyo texto quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo…..: El Consejo General de Educación rendirá cuenta anualmente de la administración e inversión de los fondos que le fueren entregados a tales efectos, los que serán depositados directamente a su orden en el banco que designe el Poder Ejecutivo. La rendición la hará, conforme la ley, ante el Tribunal de Cuentas y será civilmente responsable ante el incumplimiento de esta disposición.

Artículo…..: Incorpórese a la Sección IX Educación Común, el siguiente artículo:

Artículo…..: El Consejo General de Educación fomentará, especialmente, el funcionamiento de las bibliotecas escolares y proveerá a las instituciones educativas de recursos actualizados. Los mismos responderán a las exigencias de una educación humanística y científico – tecnológica y a la recuperación de la disciplina científica como unidad epistemológica en la construcción de los saberes necesarios  para el mundo de hoy y del futuro.

Artículo…..: Incorpórese a la Sección IX Educación Común, el siguiente artículo:

Artículo….: El Estado se compromete a sostener el sistema provincial de becas, destinadas a los alumnos cuya situación socioeconómica ponga en riesgo el ingreso y permanencia en el Sistema Educativo. La adjudicación se hará a instancias de la unidad educativa a la que concurra el alumno a becar, acorde lo establecido por el Artículo….. (en 13º lugar) de esta Constitución y se ajustará a los criterios que fije la ley.
Artículo…..: Incorpórese a la Sección IX Educación Común, el siguiente artículo:

Artículo….: El Estado se obliga a contratar una Póliza Escolar Obligatoria, a su cargo, para todos los alumnos matriculados de todos los Niveles y Modalidades que concurran a las escuelas públicas de gestión estatal, dependientes del Consejo General de Educación y se ajustará a los criterios que fije la ley.

Artículo…..: Deróguense los Artículos 208, 211 y 215 de la Sección IX Educación Común.
DE PAOLI – CEPEDA – MONGE – ALLENDE (Clidia) – GUY – ARRALDE – ROGEL – VILLAVERDE.
FUNDAMENTOS
El Bloque de Convencionales constituyentes de la Unión Cívica radical fundamenta, en el marco de la Ley 9768, la reforma de los artículos de la Constitución de la provincia de Entre Ríos, vigente, acorde los criterios que para cada uno de ellos se especifican, a saber:

Desde hace varias décadas, la Educación ha sido considerada como un Derecho Humano fundamental y es el Estado el que tiene la responsabilidad impostergable e indelegable de poner, al alcance de todos, la posibilidad real de ingreso, permanencia y terminalidad en los diferentes Niveles y Modalidades del Sistema Educativo Provincial. Por ello, el ejercicio del Derecho a la Educación se fundamenta en principios que el Estado debe asegurar como compromiso ético y político de él mismo y de sus gobiernos.
A los efectos de ampliar lo expuesto, consideramos adecuado analizar el alcance que, entendemos, tienen los mismos.
La obligatoriedad, concebida como el ineludible compromiso del Estado Provincial, apunta a brindar una educación de excelencia desde el Nivel Inicial hasta completar el Nivel Secundario; enriquecer dichos Niveles con propuestas educativas diversificadas a fin de considerar y respetar la idiosincrasia, vocación, cultura y libertad de elección de los alumnos, la de su familia y la de la comunidad en la que están insertos y respetar la vocación y libertad de elección, lo que generará un aumento de la posibilidad de éxito de los educandos y del propio Sistema y fortalecerá el derecho de acceso permanente a la educación.
A los efectos de compensar las desigualdades se erige como requisito fundamental el derecho de todas y todos a la educación. Ante la evidencia del crecimiento de la polarización social, el principio de Igualdad en la Educación constituye un desafío inevitable para el Estado, dado que existe una conexión clara entre exclusión educativa y exclusión social. Por ello, nuestra Constitución debe sostener y promover el acceso a la educación y a una escolarización completa de todas y todos, contribuyendo a aumentar el capital social o cultural de los individuos y, por ende, del conjunto de la población.
Garantizar el acceso a la educación de los sectores excluidos o en riesgo de serlo constituye una exigencia irrevocable, partiendo de la igualdad social y educativa como objetivo a conseguir y de la diversidad humana como punto de inicio.
En este marco, los Convencionales Constituyentes de la Unión Cívica Radical sostienen la necesidad de resguardar el principio de laicidad, entendido como el tolerante respeto por el pensamiento y la conducta individual, admitiendo, en consecuencia, la diversidad dentro de la libertad.
El laicismo en la sociedad procura que la vida pública sea independiente de ordenanzas religiosas. El laicismo no es antirreligioso; por el contrario, constituye el único medio para garantizar a cada uno el respeto real a sus convicciones religiosas o filosóficas.
Por ello, entienden que la Educación en la Provincia debe asegurar una formación basada en los principios de la ética racional, que es el fundamento de las sociedades democráticas; y que ello debe permanecer en nuestra Constitución.
Por otra parte, el principio de gratuidad centra su concreción en la responsabilidad principal e indelegable del Estado en proveer, garantizar y supervisar una educación integral para todos, con el financiamiento adecuado, equitativo y estable del Sistema Educativo.
Este principio configura un derecho Constitucional insoslayable y la esencia de la Educación Pública, en virtud de que la educación y el conocimiento son un bien público y un derecho personal y social que el Estado debe garantizar, estableciendo la equidad como un principio ético o de justicia en la igualdad.
Corresponde señalar además, que en los últimos 20 años se ha comprobado que la etapa de los 2 a 3 años de edad es aquella en la que ocurren las más importantes conexiones neuronales de toda la vida del ser humano. De ahí la importancia de actuar en la estimulación de la capacidad de recordación y memorización, en el hacer asociaciones y en la búsqueda de aprendizajes más profundos. Mientras más estables y profundas sean las experiencias, mejor será ese “cableado cerebral” en el niño.
Los niños de hoy demandan un cambio y el enriquecimiento de la educación pre-escolar, tanto en los contenidos como en los objetivos que se quieren lograr. Lo que esta propuesta pretende es incorporar todos esos nuevos aportes que surgen desde las neurociencias y, fundado en ello, ampliar la obligatoriedad del Nivel Inicial a partir de los cuatro (4) años. La UNICEF manifiesta que, la falta de estimulación durante los primeros años, la marginación en el acceso a servicios de salud o educación y las condiciones de insalubridad a las que se ve expuesto, confabula en contra de la idea de un niño como ciudadano con derechos.
Complementando el criterio anterior, entendemos que la ruralidad se configura como un factor que tiende a reforzar el círculo de la pobreza, impulsando la emigración a las zonas urbanas, lo que a su vez genera nuevos problemas de integración. Las poblaciones rurales, originarias y pobres o de menores ingresos, presentan sistemáticamente una posición desfavorable y marcan una de las grandes desigualdades de la estructura social sobre los sistemas educativos, dado que, en estos medios, la educación secundaria completa es prácticamente inexistente, habiéndose reducido al máximo la capacidad de retención de los educandos. Y aquí no podemos soslayar la incidencia de la problemática de la tenencia y la explotación de la tierra.
El desarraigo que provocan las migraciones y el rápido abandono del medio rural, la dispersión de las familias, la urbanización desordenada o la ruptura de los modos tradicionales de solidaridad basados en la proximidad, han creado una situación de “impugnación de los valores integradores”.
Por ello insistimos especialmente en la necesidad de agotar los recursos para fortalecer la educación en dichos medios, asegurando la cohesión social de las sociedades crecientemente plurales, diversas y mixtas, en la convicción de que,  cuanto más formados estén los ciudadanos, mayores serán las posibilidades de desarrollo económico de ellos y de su entorno, avanzando en un contexto social equilibrado, en el que no tenga cabida la exclusión social.
Así mismo, el objetivo de la Educación para Adultos debe estar enfocado en facilitar a la población de escolaridad incompleta, la adquisición de conocimientos  fundamentales y habilidades básicas, a través de una escuela más abierta y flexible, que acredite saberes previos, ofrezca saberes y haceres y cree múltiples y variadas oportunidades de aprendizaje para el desarrollo de actitudes vinculadas con la participación ciudadana y productiva, la generación de empleo y de trabajo.
El principal desafío consiste, entonces, en afrontar la exclusión educativa que sufren miles de adultos que carecen de escolaridad básica completa, poniendo el énfasis en la capacitación en y para el trabajo, mediante acciones cuyo objetivo sea el desarrollo de los conocimientos básicos que les permita desenvolverse con soltura en sociedades progresivamente más complejas y tecnificadas. Para llevarlo a cabo se requiere de una organización institucional acorde, estrategias particulares y una concepción de los procesos de enseñanza-aprendizaje que acompañen, desde la política educativa, las políticas sociales. A través de la educación de adultos se pretende satisfacer las necesidades e intereses de una amplia variedad de potenciales beneficiarios, que requieren alcanzar la participación plena en sus respectivas comunidades.
En este contexto, se impone la jerarquización de la institución escolar. Para lograrlo, resulta necesario que sea la comunidad educativa la encargada de decidir sobre la creación de sus propias normas y de responder a las realidades propias en la que se encuentra inserta en el marco de las restricciones dispuestas por la ley.
Los procesos de descentralización favorecen una mayor y real autonomía de las escuelas para la toma de decisiones. Las escuelas, que requieren de mecanismos de acompañamiento que faciliten su labor, reclaman también que las decisiones fundamentales se tomen a nivel de cada Comunidad Educativa, especialmente entre la familia, los docentes y los equipos interdisciplinarios. Jerarquizar la función del personal directivo en el marco de dichas Comunidades, con la participación activa de los miembros que la integran, revitalizar su función y valorarla adecuadamente, asegurando y respaldando su capacidad de decisión y ejecución, contribuirá a lograr un Sistema Educativo organizado, basado en la participación y la democratización de la vida escolar. Acompañar esta propuesta permitirá, sin temor a equívocos, componer relaciones estrechas entre la escuela y la comunidad local y crear una convivencia armónica, previniendo la violencia y abordando la resolución de los conflictos propios de cada Comunidad Escolar, restableciendo, además, las relaciones interinstitucionales. Por ello, ratifican su decidido apoyo a la conformación de equipos interdisciplinarios escolares, integrados por psicólogos educacionales y psicopedagogos, entre otros, que atiendan las particularidades de cada institución escolar.
Del análisis de las diversas problemáticas por las que atraviesa el Sistema Educativo, surge la necesidad de destacar la responsabilidad que debe asumir el Estado en la formación docente de grado y la obligación de brindar una capacitación permanente y en servicio, financiando la misma a requerimiento de cada institución escolar, conocedora absoluta de la realidad.
Dicha capacitación, además de constituir un derecho del docente, deberá favorecer el aprendizaje de los alumnos, responder a las necesidades del contexto y brindar los conocimientos que permitan implementar estrategias de aprendizaje, para que los alumnos con dificultades permanezcan en el sistema.
A estos efectos, resulta significativo que los docentes cuenten con condiciones laborales adecuadas, una mayor valoración del trabajo que realizan e incentivos que redunden en su desarrollo profesional. Desde esta perspectiva, cobra gran importancia la asignación de horas extra – áulicas, a fin de consolidar los equipos docentes, generar disponibilidad de tiempo para la reflexión y la participación, favorecer la coordinación entre Niveles y Modalidades, promover espacios y modelos de agrupación que posibiliten la interacción, instalar el análisis y revisión permanente de los diseños curriculares, brindar apoyo integrado en la dinámica normal de trabajo y crear un clima afectivo que permita disfrutar del proceso de enseñanza – aprendizaje.
La capacitación docente permanente y en servicio deberá ser complementada con recursos didácticos adecuados y actualizados tales como textos, bibliotecas áulicas, laboratorios, computadoras y sobre todo, una organización curricular coherente que guarde correlatividad y continuidad en la utilización de los mismos durante el proceso de enseñanza-aprendizaje.
El Estado deberá estar preparado para concebir las nuevas tecnologías a partir de la capacitación y no desde el mero reparto de elementos, dado que sin la jerarquización de los saberes relacionados a la tecnología, no hay ninguna posibilidad de un aprovechamiento pleno de estas herramientas y del aprendizaje de un código complementario o alternativo al lenguaje oral o escrito, imprescindible para adecuarse al avance de una sociedad cada más exigente y compleja.
Las becas constituyen una alternativa fundamental para los alumnos de escasos recursos que, por lo general, tienen un insuficiente rendimiento académico. La responsabilidad del Estado es mejorar oportunidades, no garantizar resultados. Por ello, proponemos un sistema de becas para que los niños y jóvenes con esta realidad, ingresen y permanezcan en el sistema incentivándolos en el esfuerzo y la responsabilidad sin condicionarlos a la promoción o graduación.
Párrafo especial merece la Educación Superior, involucrando en ella a nuestros preciados Institutos Terciarios y a la Universidad Autónoma. En este sentido, pensamos el sistema como el canal de búsqueda de valores universales de una excelencia académica pertinente y relevante. Pensamos Institutos Terciarios con variadas ofertas y carreras a término y Universidad, ubicados ambos en sus respectivos contextos y en concordancia con su tiempo y comprometidos con la transformación de la sociedad y la construcción de una Provincia más justa, en la que realmente todas las ciudadanas y ciudadanos gocen de las mismas oportunidades. Creemos que la Universidad es el instrumento de acción con el compromiso que tenemos con el futuro, en el sentido de producir conocimientos para la sustentabilidad y el desarrollo de nuestra Provincia.
Desarrollo del conocimiento, investigación e innovación constituyen instrumentos estratégicos para todo proyecto de Provincia, ya que su situación y su futuro dependen en gran medida de ello. Los Institutos Terciarios y la Universidad, como instituciones generadoras de conocimientos, resultan un factor clave para el desarrollo sustentable.
Potenciar nuestra Universidad Autónoma, fortalecer, no solo su autonomía sino sus acciones de extensión e investigación, debe instituirse como un principio constitucional que ningún gobierno pueda eludir. De allí que la articulación con nuestros Institutos Terciarios ha de contribuir, indudablemente, a hacer llegar la oferta de Educación Superior a todos los rincones de la Provincia, en una distribución equilibrada y potenciar los efectos de la formación en este Nivel, lo que ha de ayudar, no solo a mejorar nuestro capital humano, sino a retener a nuestros jóvenes en la Provincia, ofreciéndoles posibilidades de crecimiento.
Una forma de superar las desigualdades sociales es impedir, a toda costa, que éstas se plasmen en el Sistema Educativo, en cualquiera de sus Niveles, ya que éste constituye la fortaleza mayor para superarlas.
Es evidente y así lo han demostrado las experiencias acumuladas en estos años, que la repetición de fórmulas ensayadas a lo largo del tiempo, no siempre con éxito, no constituye una garantía de que los logros vayan a ser mejores. Por esta razón, se torna necesario que nuestra Constitución ponga su énfasis en estos criterios, con la finalidad de que la actual y las nuevas generaciones se esfuercen en desarrollar nuevos enfoques que contribuyan a resolver los viejos problemas educativos, centrados éstos en que los principios enunciados no sean meramente declamados y que en la práctica se concreten realmente.
No se trata simplemente de generar el desarrollo de acciones con distintas orientaciones, sino de proyectarlas de manera sistémica, para poder así lograr superar el desafío de contrarrestar, en forma significativa, el efecto de las grandes desigualdades de la estructura social sobre los Sistemas Educativos.
El desafío está planteado, los cambios son profundos e imparables y requieren un firme compromiso, porque está en juego el futuro de nuestra sociedad y de la educación. Debemos lograr, a través de estos cambios que proponemos, la transformación de nuestro sistema educativo, única garantía de efectiva superación de las desigualdades de origen potenciadas por la aplicación equívoca del modelo de distribución de la riqueza aún vigente y amoldarlo a la realidad actual con la esperanza de construir un mundo más justo.
Así lo señala Jacques Delors en el Informe de la UNESCO de la Comisión Internacional sobre la Educación para el siglo XXI:

“Frente a los numerosos desafíos del porvenir, la educación constituye un instrumento indispensable para que la humanidad pueda progresar hacia los ideales de paz, libertad y justicia social”.

Por todo lo expuesto, en el marco de lo establecido por la Ley Nacional 20206 en cuanto a la terminología que en ella se utiliza,  los lineamientos de la Estructura del Sistema Educativo, Niveles, Modalidades y extensión de la Obligatoriedad que señala, entre otros y el análisis de los valiosos aportes realizados por profesionales de nuestro medio, asociaciones gremiales y convencionales aquí presentes, corresponde someter a consideración de la Honorable Convención Constituyente el Proyecto que se adjunta.

Griselda L. De Paoli – Silvina E. Cepeda – Jorge D. Monge – Clidia A. Allende – Fabián D. Rogel – Rubén A. Villaverde – Raúl D. Guy – Juan C. Arralde.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XCIX
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.162)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese a la Constitución Provincial, en la Sección Nuevos Derechos y Garantías el siguiente artículo:

Artículo   : El Estado provincial reconoce la radiodifusión como un servicio a la comunidad y la comunicación como un derecho de todas las personas. Promueve la propiedad y gestión de medios de comunicación e información para las organizaciones sociales y comunitarias sin fines de lucro.

DE PAOLI – CEPEDA – ROGEL – MONGE – BRASESCO.

FUNDAMENTOS

Tenemos que prepararnos, ser capaces de construir con otros medios, de acompañar otras formas de organización y de participación ciudadana. Tenemos que ser capaces también de dialogar con aquellos que están organizados de manera diversa, para proponer y escuchar. Para crear y transformar este mundo en que vivimos en un mundo más justo, libre y bello.
Hay que reconocer la interesante misión que estos medios cumplen en lugares donde las voces de todos aquellos que no pueden hacerse oir de otra forma, encuentran un verdadero vehículo colectivo para hacer llegar pedidos, mejoras en su calidad de vida o simplemente la posibilidad de vivir dignamente, en un mundo que presenta tantas asimetrías e inequidades. Esto es así pues quienes administran, no son siempre afectos a las virtudes de la Democracia, donde casualmente una de las principales es la libertad de expresión.
La gran virtud de estas radios es no responder a las leyes del mercado manteniéndose así social y culturalmente abiertas a todas y todos, ocupándose esencialmente de los problemas de la comunidad cercana, con un gran sentido de pertenencia y con la base de una acción cooperativa La esencia es el esfuerzo común.
Priorizar e impulsar aquellas experiencias que nos permitan socializar los saberes, multiplicarlos, transformarlos, en el encuentro con otros indudablemente deben tener el respaldo del estado.
Hoy el conocimiento y sus formas de circulación se han convertido en materia apropiable y en relación con ello, las nuevas tecnologías de la comunicación y la información nos permiten liberar los saberes, para encontrarnos con otros y producir otros nuevos. Es así que el Software libre, la radio en internet, el podcast se constituyen en nuevas herramientas, para abrir nuevas discusiones, nuevos horizontes en los cuales el rol de las radios comunitarias se fortalece, frente a nuevas formas de poder.

Griselda L. De Paoli – Silvina E. Cepeda – Fabián D. Rogel – Jorge D. Monge – Luis A. Brasesco.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

C
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.163)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: I.- Modifíquese el artículo 47 de la constitución Provincial en sus incisos 2 al 13 e incorpórense los incisos nuevos según el texto que se incluye a continuación;

SECCION III

Régimen Electoral.

Art. 47: La Legislatura dictará la Ley Electoral que será uniforme para toda la Provincia y reconocerá por base las prescripciones siguientes:

- El sufragio electoral será universal, secreto, no acumulativo, personal, igual y obligatorio.

- Los Partidos Políticos son instituciones fundamentales del sistema democrático, a quienes les incumbe en forma exclusiva la nominación de candidatos para cargos electivos, que serán elegidos en elecciones internas partidarias conforme a sus respectivas Cartas Orgánicas.

- Se garantizará la participación equitativa entre varones y mujeres en el acceso a cargos electivos y partidarios a través de acciones positivas en la regulación de los partidos políticos y en la ley electoral. Nadie puede resultar beneficiado ni perjudicado en las postulaciones para cargos públicos electivos basados en razones raciales, sexuales, religiosas ni de ninguna otra índole.
- Se garantizará el ejercicio de los derechos electorales a las personas con capacidades diferentes instrumentando efectivamente los principios de no segregación, equidad de oportunidades y accesibilidad.

- Serán Electores: los ciudadanos argentinos sin distinción de sexo, domiciliados en la Provincia, mayores de dieciocho años que se encuentren incluidos en el Padrón Electoral que la Legislatura mandara confeccionar, bajo la dirección del tribunal electoral, tomando como base el Padrón electoral Nacional.

Sin perjuicio del derecho reconocido en esta Constitución a los extranjeros de participar en las elecciones municipales conforme a lo que determine la Ley.

- La Provincia constituye un distrito electoral único y se subdividirá en secciones correspondientes a cada departamento y estas en circuitos o mesas en las que se agruparan los electores.

- La Legislatura deberá establecer la fecha de las elecciones de autoridades Provinciales y Municipales para las que no posean carta orgánica, las que no podrán efectuarse en forma conjunta ni simultánea, con las elecciones de autoridades nacionales.

- Se considerará que ha habido elección válida en el distrito, sección o circuito, cuando haya sido legal en la mayoría de las mesas receptoras de votos. A pedido de cualquiera de los partidos políticos y dentro del plazo que la ley señala en toda clase de elecciones, se convocará a nueva elección en las mesas no constituidas o anuladas, cuantas veces sea necesario, hasta que haya una elección válida.
- En Ningún caso los Partidos Políticos dejaran de dar representación proporcional a las Minorías en todos los cargos electivos plurales.

- Las elecciones ordinarias se verificarán en las fechas que fije la ley y las extraordinarias en cualquier tiempo previa convocatoria que se publicará con una antelación mayor a sesenta días y menor a noventa días, en caso de elecciones complementarias en un plazo no menor a treinta días.

- Todas las funciones que se atribuyen a los electores constituyen una carga pública y son irrenunciables. La violación de estos derechos y deberes serán pasibles de las sanciones que establece la Ley.

- Durante las elecciones en el radio del comicio no habrá más autoridad con poder de policía que la del presidente de mesa, durante el ejercicio de sus funciones, cuyas órdenes y resoluciones deberán cumplir la fuerza pública y los ciudadanos, dando conocimiento al Juez Electoral.

- Toda elección debe durar ocho horas como mínimo y finalizará en el día. Sin que las autoridades y particulares puedan suspenderlas por motivo alguno.

- El escrutinio provisorio y definitivo será público; debiendo hacerse el primero enseguida de terminar la elección y consignarse el resultado en la misma acta del comicio firmando el presidente, los fiscales de los distintos partidos que intervinieron en la elección y demás personas que quieran hacerlo.

- Toda elección se hará por listas que serán oficializadas por el Tribunal Electoral, al igual que las boletas de sufragio.

- El Estado tiene a su cargo la impresión de una boleta por elector para cada uno de los partidos que pujan en cada elección.

- A los efectos del escrutinio definitivo, el orden de colocación de los candidatos de la lista oficializada que tenga la mayoría de la totalidad de votos determinara la proclamación de los candidatos.

- Se garantizará los derechos y deberes de los electores, especialmente en cuanto a la inmunidad que deben gozar el día del comicio hasta su finalización, las facilidades que se les acordará para emitir su voto, el amparo inmediato de su derecho a ejercer libremente el sufragio, no podrán ser arrestados durante las horas de la elección excepto en el caso de flagrante delito o de orden de Juez competente.

Los candidatos proclamados públicamente por los partidos políticos que deberán intervenir en los comicios gozaran de inmunidades y garantías para evitar que puedan ser hostigados por las opiniones que expresaren durante el desarrollo de la campaña electoral y el día del comicio.

Artículo 2º: suprímase el Inciso 13 del Art. 47, por quedar subsumido en el Inciso 1º.

DE PAOLI – BRASESCO – VILLAVERDE – CEPEDA – ARRALDE – ROGEL – GUY – MONGE – ALLENDE (Clidia).

FUNDAMENTOS

Sr. Presidente:

Estando habilitada la revisión, reforma, actualización o modificación las disposiciones del Art. 47 en sus incisos 2º al 13º.propuesta por el Art. 1º de la ley de declaración de necesidad de la reforma parcial de la Constitución de Entre Ríos (Nº 9768) propiciamos la incorporación de siguiente norma.
Toda sociedad organizada procura alcanzar un valor supremo, supraindividual, que de sentido a su cuerpo social, ese valor se denomina bien común. Esta meta se puede traducir como el anhelo de bienestar de toda la sociedad, la buena vida de la multitud” según lo definió Aristóteles. Hoy el bien común consiste en un conjunto de condiciones materiales y morales necesarias, en cada sociedad y en cada época, para la realización temporal del hombre todo y de todos los hombres y mujeres.
Y es posible lograrlo solo a través de un sistema democrático. ... La democracia es y debe ser un sistema dinámico, perfectible, y como mecanismo para elegir y autorizar gobiernos, es necesario fomentar la participación ciudadana organizada en partidos políticos, que compitan en la contienda por los votos del pueblo que los legitiman a tomar las decisiones políticas.
Es decisivo el ejercicio de la libertades políticas y de las elecciones libres sin compulsión o manipulación de la voluntad de los electores, limpias y vinculantes que impliquen elección real como mecanismo de participación,... al decir de Bobbio en igualdad y libertad.
En el orden social democrático la libertad se manifiesta en virtud de derechos implícita y explícitamente reconocidos civiles, políticos y sociales.
Para ello es prioritario recuperar los valores que inspiran el sistema democrático, acercar la política a cada uno de los sectores de nuestra sociedad y a los gobernantes con los gobernados, siendo necesario determinar el REGIMEN ELECTORAL o el SISTEMA ELECTORAL para encauzar la voluntad del pueblo con el sistema representativo de partidos políticos, conforme a los criterios establecidos en la Constitución Nacional y el Código electoral Nacional, con una visión más actualizada del concepto de Democracia, que contemple la incorporación de los nuevos derechos y garantías, y de acciones positivas que aseguren mayor participación superando desigualdades históricas, garantizando el pleno ejercicio de los derechos políticos sobre la base de Soberanía Popular.
Ante la premisa que cada derecho o libertad constitucional genera una obligación o deber correlativo, la reforma de la Constitución Nacional de 1994 en su Art. 37 ha incluido como carga pública política la de sufragar. Es una consecuencia del deber de cumplir con la Constitución, ya que ella enuncia derechos y libertades.
Así mismo las normas internacionales constitucionalizadas por imperio del Art. 75 inc. 22 que incorpora los Tratados Internacionales, como el Pacto de San José de Costa Rica, en el Titulo de Derechos Políticos art. 23 indica: “Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena por juez competente en proceso: a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes (paf 906) libremente elegidos, b) de votar y ser elegido en elecciones, periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, y c) de tener acceso en condiciones generales de igualdad a las funciones públicas de su país” y en el inciso 2º de este mismo artículo establece: “La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, penal”.
El Derecho- deber de votar esta enunciado además en los articulo 45 y 94 de la C.N. y en diversas Constituciones provinciales.
También es conocida la basta y diversa labor jurisprudencial que se ha desarrollado en torno al tema del sufragio tipificado constitucionalmente como universal, igual, secreto y obligatorio, lo que otorga concebirlo como un derecho-deber (opinión del Convencional Guerrero, por el despacho mayoritario. “Diario de Sesiones” p. 4367 OBRA DE LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE 1994 T.6, PAG. 6032).
En “RIOS” (Fallo 310918) la Corte Suprema reconoció base constitucional al derecho de sufragio, y le dio naturaleza jurídica de función pública.
Así la ley Electoral Provincial que se dicte deberá mantener el principio de universalidad e igualdad en congruencia con los artículos 37 de la Constitución Nacional reformada en 1994 y el 23 del Pacto de San José de Costa Rica que obliga “reconocer a todos los ciudadanos el derecho y oportunidad de participar en los asuntos públicos...”actualmente la intangibilidad y la imposibilidad de transferir el sufragio deriva de ser una carga pública.
El derecho electoral argentino como sistema de normas establecidas en la Constitución Nacional y el Código Electoral Nacional que instrumenta órganos jurisdiccionales y de procedimientos, regulan el sufragio para todo tipo de elecciones, así el derecho electoral provincial a través de una ley debe seguir sus principios directrices, y las pautas establecidas en esta Constitución Provincial.
Así el sufragio deberá ser universal, secreto, personal, igual, obligatorio de los ciudadanos inscriptos en los registros electorales del distrito de su domicilio.
Cuando concurran las elecciones nacionales con las provinciales los electores serán los que se encuentren inscriptos en el Padrón Electora Nacional, salvo los extranjeros para las elecciones municipales.
A los efectos electorales mantenemos la división territorial, la provincia es un distrito único subdividida en circuitos correspondientes a cada uno de los departamentos en que se divide la provincia. Y los electores se agruparan en secciones por cercanía de sus domicilios que constituirán las mesas receptoras de voto, mixtas, respetando la (igualdad) equivalencia de género, en concordancia con el articulo 45 de la Constitución Nacional con la excepción de la elección a Presidente y Vicepresidente que el art. 94 de la misma norma establece el territorio de la Nación como distrito único.
La fecha de elecciones las fijara la ley provincial electoral.
La protección del elector, y los candidatos mediante distintos institutos, inmunidad el día del comicio, procedimientos que establezcan la doble instancia, escrutinio publico, con la fiscalización de los partidos políticos intervinientes.
Sostenemos la mayoría absoluta del total de los miembros de las Cámaras para la sanción o modificación de las Leyes sobre Régimen Electoral y Partidos Políticos en armonía con la Constitución Nacional Reformada en 1994 que lo dispuso en su artículo 77 y a la luz del artículo 99 inciso 3º parr. 3 donde estas materias son excluidas taxativamente de las que pueden dictarse por decretos de necesidad y urgencia.
El tribunal electoral oficializará las listas de candidatos y las boletas por medio de la cual se emitirá el sufragio y determinará los requisitos.
Mantenemos y sostenemos el sistema de listas con una nómina ordenada de candidatos presentada por cada partido como oferta al elector; el voto plurinominal de representación proporcional mixta para los cargos, que jerarquizan a los partidos políticos como instrumentos fundamentales del sistema democrático, y a la conformación de otras fuerzas que dan lugar a la presencia de diversas minorías generando un debate democrático más abarcativo de la pluralidad ideológica, como ha venido ocurriendo en nuestro país y en la provincia.
Las listas que mantienen el orden en que se encuentran los candidatos (cerradas) y que permiten la relación entre los distintos partidos, incluyendo la formación de alianzas electorales (pluripartidista o de coalición), a diferencia del sistema de listas desbloqueadas de preferencia que rigió en Italia desde 1948 hasta 1992 que fomenta el clientelismo político excesivo, en nuestro país rige en Tierra del Fuego y en Brasil el sistema de listas abiertas (en el que se puede tachar o incluir de otras listas).ha debilitado los grandes partidos.
En un sistema federal como el argentino, cuando concurren elecciones nacionales, provinciales y municipales han generado críticas que se suceden respecto a las listas sábanas por su complejidad y por efecto negativo a los partidos políticos minoritarios por el voto arrastre, para minimizar ese efecto es que proponemos elecciones desdobladas, que fortalecerán la vida de los partidos y la participación plural, asegurando las representaciones locales.
En cuanto a la presentación de las candidaturas (si se establece el requisito de afiliación a un partido político para poder ejercer el derecho a ser elegido, art. 14 Constit. de Brasil, Ecuador art.37,) sostenemos un ordenamiento que atribuye a los partidos el monopolio de la presentación de candidatos, conforme al Art. 60 a 62 Cod Elect Nac, Art. 2 Ley Orgánica de Partidos Políticos que prevee que estos puedan incluir independientes en sus candidaturas, en el mismo sentido los ordenamientos de Brasil art.14, 2 cod elect-, Ecuador art. 37 de la Const, El Salvador- 85 Const. Establece “...que los partidos son los únicos instrumentos para el ejercicio de la representación del pueblo”.
La Constitución Reformada de 1994 en su art. 38 establece que los Partidos Políticos tienen competencia en la postulación de cargos públicos electivos.
Hay ordenamientos que permiten a las agrupaciones cívicas representativa con pers. Jur formar bloque o frentes con los partidos como Bolivia o Uruguay que faculta a los partidos permanentes y a los accidentales...los que permiten que además puedan presentar candidaturas grupos de ciudadanos Colombia 108 Const, Chile 19 y 15 Const, Peru art. 35.
Respecto a la elección de candidaturas debemos estar a la Ley Orgánica de Partidos Políticos 23.298 que regula las elecciones internas conforme a las cartas orgánicas de los Partidos ante la derogación a nivel nacional de la Ley 23.611de Internas Abiertas, Obligatorias y Simultáneas, por inadaptación de la ley a la realidad, nacida al cobijo de la crisis 2001/2002, “... solo 23 agrupaciones políticas de las 260 que intervinieron en los comicios generales llevaron a cabo el proceso de elecciones abiertas”.
Hay diferentes miradas respecto a una regulación minuciosa del sistema electoral incorporada a la Constitución o a la determinación de principios y la delegación a las Legislaturas, en el primer sentido que adoptamos, tenemos como antecedentes las Constituciones de México arts. 52 a 54, Panamá art 141, Argentina respecto de la elección de Presidente y Vice, la mayoría de las Constituciones Provinciales Reformadas y nuestra Constitución Entrerriana de 1933, al respecto el convencional Dr. J. Benjamín Gadea expresó: “Reconocemos que el anhelo de llenar cumplidamente este propósito, ha llevado a la comisión a una acentuada reglamentación, que podría considerarse impropia de una carta fundamental. Pero esta crítica –y toléresenos la digresión– sería extensiva a todas las constituciones modernas, porque el espíritu democrático que las informa, ha planteado una lucha abierta entre el concepto técnico constitucional y los deseos del pueblo... cada país constitucionaliza las cuestiones que tienen para él una importancia capital y que, por tanto, deben salir de la esfera de la mera “ legalidad”, para entrar en aquella región más alta, la de la “ superlegalidad”, que coloca determinadas soluciones por encima de los vaivenes de la voluble opinión parlamentaria. ...siendo la soberanía del pueblo la base del régimen republicano, preferible es incurrir en el detalle reglamentario, con tal de prevenir la violencia, el fraude, la simulación y los demás vicios que puedan vulnerar la pureza del voto popular”.
Se mantiene el criterio estableciendo pautas de legitimidad del proceso electoral, ningún partido ha impugnado la validez global de las elecciones realizadas, dato significativo para el operador de la Constitución.
En materia de comicios el criterio de la Corte Suprema es que ellos gozan, en principio de presunción de validez.
La ley que se dicte establecerá el sistema de mayorías proporcional y de cuoeficientes para la determinación de las bancas asegurando así la representación de las minorías y perfeccionará los sistemas de control para determinar la validez de las elecciones, considerando que los actuales son perfectibles y la ley electoral N° 2988 presenta inadecuación temporal por ser de 1934.
El Inciso 3º lo modificamos con la incorporación de la equidad de género, fue pionero en otorgar igualdad de derechos y oportunidades a las mujeres en el contexto de la realidad social y jurídica de la Provincia en 1933. El convencional Eguiguren expresaba...“En verdad el hombre por preconceptos se ha atribuido un rol en el desenvolvimiento social y en el fondo la verdad es otra...Hemos reconocido en el país la igualdad jurídica de la mujer y en lo único que todavía nos aferramos queriendo mantener la desigualdad, es en la organización política del estado... Sr. Eguiguren, intervención al abrirse a debate el art. 47. 16 de junio de 1933 pág.66, “Entre Ríos. Constituciones y Reformas” Griselda L. De Paoli,- Néstor E. Bellmann Eguiguren. Ed. 2004.
Incorporamos a continuación la garantía para el ejercicio de los derechos electorales a las personas con capacidades diferentes marcando la necesidad de instrumentar efectivamente los principios de no secregación y equidad de oportunidades y accesibilidad.
Respecto al domicilio. Es necesario adecuarlo al Pacto de San José de Costa Rica que en el inc. 2º del Art. 23. establece cuando la ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inc. 1º exclusivamente por razones de ...residencia ... .y considerando que el art. 100 del C.C establece que :”El domicilio de derecho y el domicilio real determinan la competencia de las autoridades públicas para el conocimiento de los derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.
Griselda L. De Paoli – Luis A. Brasesco – Rubén A. Villaverde – Silvina E. Cepeda – Juan C. Arralde – Fabián D. Rogel – Raúl D. Guy – Jorge D. Monge –Clidia A. Allende.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CI
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.164)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórase a la Constitución Provincial el siguiente artículo:

Artículo…: El Estado promoverá las condiciones favorables para el progreso social y económico y para una distribución territorial y personal equitativa del ingreso. Establecerá el carácter fraterno en sus políticas; garantizará a cada entrerriano un ingreso mínimo; y desarrollará programas orientados al retorno de los entrerrianos emigrados, a la canalización hacia la provincia del ahorro de los mismos y a la asistencia de sus centros o asociaciones que conserven y fomenten la entrerrianía.

Articulo 2º: De forma.

MONGE – DE PAOLI.

FUNDAMENTOS

Honorable Convención:

Mediante la presente iniciativa propiciamos que el Estado provincial lleve a cabo políticas que tiendan a alcanzar el “progreso social y económico” y la distribución del ingreso de manera “territorial y personal” más equitativa.
Apelamos al vocablo “fraternidad” –¿un tanto olvidado no?– para calificar las políticas que deben establecerse y que en los hechos puedan garantizar un “ingreso mínimo” decoroso para aquellos entrerrianos que no cuenten con ello, o que sean irritantes por su menor cuantía.
Párrafo aparte merece la inclusión de “programas orientados al retorno de los entrerrianos emigrados”. En efecto, el tema de los entrerrianos que se han radicado fuera de Entre Ríos, cuyo numero según estimaciones efectuadas puede aproximarse al de los comprovincianos que vivimos en su territorio, es harto demostrativo, por un lado, del fracaso de las políticas públicas desarrolladas a lo largo de varias décadas; y por otro, es una más de las consecuencias del largo y penoso etcétera inflingido por la falta de federalismo real en nuestro país.
Consideramos –sin hesitación alguna– que la provincia debe darse una política orientada a posibilitar el retorno, pues creemos que la emigración en la enorme mayoría de los casos, débese a causas ajenas a los anhelos de quienes nacidos aquí, se han radicado en otras geografías.
Si se nos interroga porqué ubicamos esta “Cláusula del Retorno” en un párrafo que principia con establecer el carácter fraterno de las políticas y garantizar el ingreso mínimo decoroso a los entrerrianos, diremos sin trepidar que ex professo queremos vincular dicho ingreso mínimo también a los emigrados. Ello así, ya que no nos resignamos a alguna vez –en dos o tres décadas?– se cumpla aquella sentencia del fundador de pueblos entrerrianos, Don Tomás de Rocamora, y ésta sea la mejor provincia de América, y entonces tal como lo hacen varios estados o comunidades autonómicas europeos que han sufrido grandemente la emigración, Entre Ríos también pueda garantizar a todos los entrerrianos, vivan donde vivan, un mínimun de ingreso, sea porque no perciban ninguno o el que perciban sea inferior al ingreso mínimo que exista para quienes residan en la provincia. En suma dejamos la puerta abierta para que dicha renta mínima pueda extenderse en lo por venir a los comprovincianos emigrados.
También queremos establecer en el texto magno una manda para que el Estado provincial desarrolle programas orientados a captar hacia Entre Ríos el ahorro que pudieren generar los entrerrianos emigrados, –“canalización hacia la provincia del ahorro”– cuestión que obviamente está fuertemente vinculada con la previsión del retorno. Hoy hay tal vez igual cantidad de entrerrianos que viven en su provincia que en el resto del país y del mundo y podría diseñarse en el futuro una política de retiro apuntando a los entrerrianos que se jubilen o a jubilados que vivan en otros lados y quieran volver. Ello, sin lugar a dudas que tendría su impacto en el producto geográfico, además de ser una –aunque tardía– reparación hacia el emigrado.
Por último, estimamos que refuerza la entrerrianía, la identidad provincial, auspiciar la asistencia de centros o asociaciones de residentes entrerrianos fuera de la Provincia, lo que debe ser también parte de la política del Estado provincial.
Con tales expresiones dejamos fundamentada la iniciativa que antecede, comprometiendo la ampliación de éstas en ocasión de su tratamiento, solicitando además la aprobación de ella por parte de nuestros pares.

Jorge D. Monge – Griselda L. De Paoli.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

CII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.166)

La HONORABLE Convención Constituyente SANCIONA:

I – Sustitúyese la Sección VIII de la Constitución de Entre Ríos por la siguiente:
Sección VIII
Instituciones Locales

Capítulo I

Municipios y gobiernos locales
Municipios
Artículo I – El Municipio, como institución social de carácter político surgida de la convivencia, cuyos integrantes se encuentran vinculados por relaciones de vecindad y afincados dentro de un ejido, tiene asegurado el gobierno de sus intereses con arreglo a esta Constitución.

Autonomía

Artículo II – Todo centro de población, que reúna las características establecidas en el artículo anterior y supere los ochocientos habitantes, tendrá derecho a ser declarado Municipio y a gozar de autonomía política, administrativa, económica y financiera de conformidad a la presente y a las leyes que en su consecuencia se dicten.

Cuando la población alcance la cantidad de cinco mil habitantes, dispondrá además de autonomía institucional pudiendo darse su propia Carta Orgánica Municipal.
Tipos de Municipios
Artículo III - Existen dos clases de municipios: urbanos y rurales.

Los Municipios Urbanos están constituidos por aquellas ciudades y localidades cuyas poblaciones superen los mil quinientos habitantes. Son gobernados por Juntas de Fomento en tanto no alcancen los cinco mil habitantes y cuando superen esa cantidad lo están por Municipalidades.

Los Municipios Rurales, conformados por una población de más de ochocientos habitantes, son gobernados por Juntas de Gobierno.

Principio de calidad institucional local
Artículo IV – Toda población del territorio de la Provincia tiene derecho a que se le reconozca su identidad, arraigo, participación en la gestión de sus intereses y acceso a los beneficios de los servicios públicos esenciales de carácter local prestados por la autoridad competente.
Centros Rurales de Población
Artículo V - Las comunidades, con una población menor a la exigible para tenerlas por Municipios, constituyen Centros Rurales de Población dotados de personería jurídica. Éstos gozan de autonomía política y administrativa con los alcances definidos por la ley específica que para ellos se dicte.

Son gobernadas por Comisiones Rurales elegidas directamente por el cuerpo electoral local con representación de minorías. Su integración, categorización, competencia material, asignación de recursos y restantes condiciones de existencia, conforme la idiosincrasia de estas comunidades será determinada por la ley.

Capítulo II

Carta Orgánica Municipal

Convención Municipal

Artículo VI - Las Municipalidades en ejercicio de su autonomía normativa dictan sus propias Carta Orgánica a través de una convención constituyente municipal convocada por la autoridad ejecutiva local, en virtud de ordenanza sancionada al efecto por el Concejo Deliberante respectivo. Se compondrá de un número de miembros igual al doble de los concejales elegidos en forma directa y distribuidos por el sistema proporcional.

Para ser convencional municipal se requieren los mismos requisitos que para ser concejal y su elección no será simultánea ni coincidente con la de otras autoridades estatales.

Requisitos de la Cartas Orgánicas

Artículo VII – Las cartas orgánicas deberán garantizar:

a) El sistema representativo, con elección directa de sus autoridades y el voto universal, igual, secreto, obligatorio y de extranjeros.

b) La sujeción a los principios republicanos, sin perjuicio de optar por la forma de gobierno democrático que juzguen más conveniente para la gestión eficiente de los intereses locales.

c) Sistema de representación proporcional en los cuerpos colegiados.

d) Un sistema de contrataciones municipales ajustados al artículo 44.

e) La adopción de normas de ética pública.

f) Un sistema de fiscalización de cuentas públicas, que controle la gestión interna, auditoría y legalidad. Sus titulares deberán ser designados con el voto favorable de dos tercios de la totalidad de los miembros del órgano colegiado local. 

g) El otorgamiento a su cuerpo electoral de los derechos de iniciativa, referéndum y revocatoria de los funcionarios electivos.

h) La participación popular en la gestión a través de audiencias públicas, elaboración participativa de normas y reuniones abiertas.

i) El reconocimiento de las Comisiones Vecinales, asegurando su participación en la gestión de gobierno sin desvirtuar el régimen representativo.

j) El procedimiento para su reforma.

Régimen legal de los Municipios
Artículo VIII – Los Municipios y las Municipalidades que no dicten su Carta Orgánica se rigen por la Ley Orgánica que se sancione de conformidad a los principios y bases establecidos en la presente.

Capítulo III

Municipios Urbanos

Municipalidades

Artículo IX – Las Municipalidades se componen de un Concejo Deliberante y un Departamento Ejecutivo, ambos de carácter electivo.

El Concejo Deliberante tiene funciones legislativas, de control y en materia administrativa como última instancia recursiva. Está integrado por concejales elegidos mediante el sistema de representación proporcional, quienes duran cuatro años en el ejercicio de sus funciones, se renuevan por mitades y pueden ser reelectos por un periodo consecutivo. Lo preside uno de sus miembros.

El Departamento Ejecutivo es unipersonal, ejercido por un Presidente o una Presidenta Municipal, quién deberá contar con veinticinco años de edad y demás condiciones exigidas para ser concejal, siendo incompatible el cargo con el de miembro del concejo. Su función es representar a la Municipalidad, administrar los intereses locales, cumplir las ordenanzas y resoluciones y co-legislar. Dura cuatro años en sus funciones, pudiendo ser reelecto o reelecta por un período consecutivo. Será elegido conjuntamente con un Presidente o una Presidenta Municipal Suplente que lo reemplazará ante impedimento temporal o definitivo. Entre tanto, se desempeñará como funcionario o funcionaria del Departamento Ejecutivo.
Juntas de Fomento

Artículo X – Las Juntas de Fomento están compuestas por vocales cuyo número fijará la Ley Orgánica, elegidos directamente por el cuerpo electoral local mediante el sistema de representación proporcional y por un mandato de cuatro años pudiendo ser reelectos por sólo período consecutivo.

Será presidida por un Presidente o una Presidenta cuya titularidad recae en el o la vocal que encabeza la lista ganadora o en quien obtiene la mayor cantidad de votos en caso de elección por cargos. Tiene la representación de la Junta de Fomento y demás funciones que se establezcan por decisión de sus miembros.

La Junta de Fomento ejerce en forma colegiada las funciones normativas, de administración y de gestión local. Puede dictar su propio reglamento interno de funcionamiento y organizar el reparto de la función de gestión, entre sus integrantes.
Atribuciones y deberes de los Municipios Urbanos
Artículo XI – Corresponde a los Municipios Urbanos:

a) Gobernar y administrar los intereses públicos lo cales dirigidos al bien común.

b) Convocar los comicios para la elección de sus autoridades, las que no podrán coincidir con las elecciones provinciales o nacionales.

c) Juzgar políticamente a sus autoridades.

d) Crear, determinar y percibir los recursos económicos-financieros, confeccionar su presupuesto, realizar la inversión de recursos y el control de los mismos.

e) Administrar y disponer de los bienes que integran su patrimonio de conformidad con el artículo 44, con la autorización de la mayoría absoluta del órgano colegiado.

f) Nombrar y remover los agentes municipales, con garantía de la carrera administrativa y la estabilidad de conformidad a la legislación laboral aplicable.

g) Realizar obras públicas por sí o por intermedio de particulares.

h) Prestar los servicios públicos locales pudiendo otorgar concesiones a tal fin, las que no se delegarán en exclusividad o monopolio.

i) Proponer las ternas al Poder Ejecutivo para el nombramiento de jueces de paz de su jurisdicción.

j) Atender las materias referidas a seguridad, salubridad, salud, higiene y moralidad pública; cementerios y servicios fúnebres, apertura, construcción y mantenimiento de calles, plazas y paseos; nivelación y desagües; diseño y estética de la ciudad; tránsito, transporte y comunicaciones urbanas, uso de calles, subsuelo y espacios públicos, control de la construcción, protección del medio ambiente, paisaje, recursos naturales, equilibrio ecológico y polución ambiental; matanza, mercados, abastecimiento de productos, ferias populares; elaboración y venta de alimentos; creación y fomento de instituciones de cultura; espectáculos públicos y comodidad; turismo y, en general, todas las de fomento o interés local.

k) Conservar y proteger el patrimonio arquitectónico, cultural y urbano.

l) Disponer y fomentar las políticas de apoyo y difusión de los valores de la tradición regional y nacional en el marco del respecto al pluralismo cultural.

m) Combatir la discriminación, la xenofobia y el racismo, promoviendo la integración física y social de sus habitantes regulando con ese objetivo el uso de los espacios públicos y el tránsito.

n) Regular el procedimiento administrativo y el régimen de faltas pudiendo crear Tribunales de Faltas.

o) Establecer restricciones al dominio y servidumbres.

p) Calificar de utilidad pública a los fines de expropiación, los bienes que considere necesarios, con derecho de iniciativa para gestionar la sanción de la ley correspondiente.

q) Planificar el ordenamiento territorial ambiental, a través del dictado de normas urbanísticas y edilicias, signadas por el principio de accesibilidad universal.

r) Publicar periódicamente el estado de sus ingresos y gastos anualmente, una memoria sobre la labor desarrollada.

s) Difundir los actos de gobierno. Cuando se realice a través de publicidad oficial se sujetará a los principios de transparencia, veracidad, respeto a los valores constitucionales y a la dignidad inherente al ser humano. La distribución de la pauta publicitaria deberá sujetarse a criterios razonables de reparto, igualdad de trato, neutralidad y pluralidad en la adjudicación a los fines de cumplir eficazmente con la obligación republicana.

t) Ejercer las funciones delegadas por el Gobierno federal o provincial.

u) Ejecutar cualquier otra función o atribución de interés municipal que no esté prohibida por esta Constitución y que no sea incompatible con las funciones de los poderes de Estado o que sean imprescindibles para hacer efectivos los fines de la institución municipal.

Capítulo IV

Municipios Rurales

Juntas de Gobierno
Artículo XII – Los Municipios Rurales son gobernados por Juntas, compuestas por el número de miembros que fije la Ley Orgánica. Es aplicable a las Juntas de Gobierno el régimen de elección, funcionamiento y periodos de gestión establecidos para las Juntas de Fomento.

Atribuciones y deberes de los Municipios Rurales

Artículo XIII – Corresponde a los Municipios Rurales:

a) Gobernar y administrar los interés públicos de la comunidad local impulsando su desarrollo.

b) Elaborar políticas y ejecutar acciones que contribuyan a evitar el éxodo rural.

c) Modernizar la actividades rurales de la zona, fomentando la tecnificación agropecuaria, las prácticas adecuadas de laboreo y la conservación del suelo.

d) Preservar la flora, fauna y medio ambiente.

e) Proteger y promover el patrimonio cultural.

f) Procurar la seguridad de las personas, familias y de sus bienes.

g) Apoyar la radicación y desarrollo de industrias afines con la producción rural de la zona.

h) Atender los servicios públicos rurales, la higiene y sanidad, el mantenimiento de los caminos y el tránsito y ejercer el poder de policía sobre ellos.

i) Prevenir los peligros de inundaciones, incendios u otras catástrofes naturales o accidentales e intervenir ante la ocurrencia de las mimas asistiendo a la población. Asimismo, intervenir en la lucha de plagas de la región.

j) Reglamentar la edificación del área particularmente del centro cívico municipal, respetando los usos y costumbres.

k) Disponer lo atinente al desarrollo urbano y al uso del espacio público.

l) Ordenar lo conducente para el establecimiento y funcionamiento de los cementerios públicos.

m) Ejecutar por sí o por terceros obras y servicios públicos.

n) Ejercer toda otra facultad que importe un derivado de las enunciadas y las que sean necesarias para hacer efectivos los fines de la institución.

Artículos XIV – Los Municipios Rurales tienen las mismas atribuciones y deberes que los Urbanos en lo que resulte compatible. A su vez, las competencias fijadas en el artículo anterior constituirán cometidos a los cuáles debe tender la gestión de las Comisiones Rurales.
Deber de colaboración

Artículo XV – El Gobierno Provincial debe colaborar a requerimiento de los Municipios Rurales y los Centros Rurales de Población, para el cumplimiento de sus respectivas funciones específicas.

Capitulo V
Bienes y Recursos Municipales

Bienes

Artículo XVI – Son bienes municipales:

a) Todos aquellos declarados como de propiedad municipal por la legislación provincial.

b) Todos los terrenos de propiedad pública comprendidos en el ejido que hayan sido o sean incorporados a los Municipios, siempre que no estén ocupados por establecimientos de la Provincia o de la Nación.

c) Todos los que adquieran por título legal y las obras que construyan con recursos propios.
Recursos

Artículo XVII – Los Municipios disponen de los siguientes recursos:

a) Impuestos, siendo exclusiva su facultad de imposición respecto de personas, cosas o formas de actividad sujetas a jurisdicción municipal. La potestad tributaria local se ajustará a los principios constitucionales de tributación, particularmente los contenidos en el art. 43 y deberá ser armónica con el régimen impositivo provincial y federal.

b) Las tasas que se fijen ajustadas al costo de los servicios prestados.

c) Los precios públicos, derechos, patentes, contribuciones por mejoras, multas y todo ingreso de capital originado por actos de disposición, administración o explotación de su patrimonio.

c) Los provenientes de la coparticipación provincial y federal, cuyos porcentajes de distribución no pueden ser inferiores al veinte por ciento. El monto resultante se distribuye en los municipios y centros rurales de población de acuerdo con la ley, en base a principios de proporcionalidad y redistribución solidaria.

d) Donaciones, legados y demás aportes especiales.

Empréstitos

Artículo XVIII.- Los Municipios pueden contraer empréstitos con objetos determinados con la aprobación de la mayoría absoluta del órgano colegiado. El servicio de la totalidad de la deuda no podrá comprometer más de la cuarta parte de la renta, ni el fondo amortizante aplicarse a otros objetos.

En ningún caso podrá garantizarse el cumplimiento de los préstamos obtenidos con los recursos presupuestarios destinados a la prestación de los servicios públicos esenciales sostenidos por tasas retributivas de servicios, las que son inembargables.
Juicio contra los Municipios

Artículo XIX – Como personas civiles, los municipios pueden ser demandados ante los tribunales ordinarios, sin necesidad de autorización previa y sin privilegio alguno.

Si fueran condenadas al pago de una deuda, podrán ser ejecutadas en la forma ordinaria y embargadas sus rentas, excluidas las provenientes de las tasas retributivas de servicios esenciales, cuando trascurrido un año desde la fecha en que el fallo condenatorio quedó firme, no se arbitraran los recursos para efectuar el pago. Exceptúanse de esta disposición las rentas o bienes especialmente afectados en garantía de una obligación.
Recursos de los Centros Rurales de Población
Artículo XX – Sin perjuicio de la remesa de fondos públicos provinciales que les correspondan, los Centros Rurales de Población contarán con el noventa por ciento de las rentas generadas dentro de su jurisdicción territorial provenientes de la percepción de los impuestos inmobiliario y automotor.

Las Comisiones Rurales ejecutarán el presupuesto que autorice para ellas el Poder Legislativo. No podrán contraer empréstitos.
Capítulo VI
Disposiciones generales y comunes

Determinación del tipo de Municipio
Artículo XXI – Los censos nacionales, provinciales o municipales, legalmente practicados y aprobados determinarán la clase y tipo de cada Municipio.
Delimitación territorial

Artículo XXII – Corresponde a la Legislatura realizar la delimitación territorial de los Municipios y Centros Rurales de Población dentro del Departamento de la respectiva localidad, atendiendo a la unidad compacta entre la población y su lugar de arraigo.

En los Municipios, la determinación del ejido contemplará la planta urbana y las áreas de ensanche urbano estimadas para su crecimiento y extensión.

La jurisdicción de los Centros Rurales sólo se extenderá a las áreas de influencia espontáneas y afines de la comunidad reconocida como tal.
Cuerpo Electoral local
Artículo XXIII – Formarán el cuerpo electoral de los Municipios y de los Centros Rurales de Población:

1º) los electores de uno u otro sexo con residencia efectiva en ellos inscriptos en el padrón general utilizado para las elecciones provinciales; y

2º) los extranjeros o extranjeras,  mayores de dieciocho años, contribuyentes por tributos municipales o usuarios del algún servicio público local, que acrediten una residencia inmediata en la localidad no inferior a dos años y se inscriban en el padrón que deberá confeccionase al tiempo de convocar a elecciones locales.
Requisitos para ser autoridad de los Municipios
Artículo XXIV – Para ser concejal o vocal de las Juntas de Fomento y de Gobierno será necesario tener veintiún años, ser vecino o vecina del municipio con residencia anterior mínima de dos años y pagar impuestos o ejercer alguna profesión o industria lucrativa.

La ley orgánica fijará las restantes condiciones para acceder a las funciones municipales, el régimen de inhabilidades, incompatibilidades y deberes de las autoridades; las competencias de los respectivos órganos y el régimen de acefalía. Las funciones municipales podrán ser remuneradas.
Especialidad normativa
Artículo XXV – En caso de superposición o normativa contradictoria inferior a la Constitución, prevalece la legislación del Municipio en materia específicamente local.
Principios de administración

Artículo XXVI – La administración municipal se regirá por los principios de planificación centralizada, eficacia, eficiencia, descentralización, desconcentración, imparcialidad, equidad e igualdad.
Régimen sancionatorio

Artículo XXVII.- En ejercicio de sus facultades sancionatorias los Municipios pueden imponer multas, disponer la demolición de construcciones, clausura, secuestro o destrucción de objetos, para lo cuál pueden requerir el auxilio de la fuerza pública y recabar órdenes de allanamiento.
Órganos de control

Artículo XXIX – Los Municipios, en tanto no se dicten sus Cartas Orgánicas, están sujetos a los órganos de control provinciales.

Democracia Semi-Directa

Artículo XXX – La ley orgánica reconocerá al electorado de cada municipio y para casos expresamente enumerados, los derechos de iniciativa, referendum y destitución de funcionarios electivos.
Responsabilidad civil de los funcionarios

Artículo XXXI – Las autoridades de los municipios son responsables civilmente de los daños que causaren con sus faltas u omisiones en el ejercicio de su mandato.

Todos los vecinos tienen el derecho de provocar el castigo de los funcionarios y empleados por faltas en el cumplimiento de sus deberes y la ley determinará las reglas a que ha de someterse la represión de esas faltas.
Cooperación intermunicipal y asociacionismo

Artículo XXXII – Los Municipios pueden celebrar convenios entre sí, y constituir organismos intermunicipales para la prestación de servicios, cooperación, realización de obras públicas o actividades de interés común de su competencia.

Pueden celebrar acuerdos con la Provincia, el Gobierno Federal u organismos descentralizados para el ejercicio coordinado de facultades concurrentes e intereses comunes. No habrá transferencia de competencias, servicios o funciones a las Administraciones Locales sin la respectiva reasignación a su favor de los recursos necesarios para asumir las facultades transferidas.
Resolución de conflictos

Artículo XXXIII – Los conflictos suscitados entre distintos municipios o los de éstos con otras autoridades de la Provincia, son dirimidos originaria y exclusivamente por el Superior Tribunal de Justicia, quién actúa también para resolver los conflictos de poderes entre  los departamentos que integran el gobierno de las Municipalidades.
Capitulo VII

Administración Departamental

Relaciones entre entidades locales
Artículo XXXIV – La provincia promueve y garantiza en cada uno de los departamentos en los que se divide su territorio la asociación e integración de los Municipios y Centros Rurales de Población. Esta agrupación constituye una entidad con personería jurídica propia con capacidad de administrar y participar en el gobierno de los intereses supra-municipales comunes al departamento con arreglo a esta Constitución y a la Ley reglamentaria.
Asamblea Departamental

Artículo XXXV – La Asamblea Departamental es el órgano administrativo integrado por representantes electivos de los Municipios y de los Centros Rurales de Población, con el titulo de Vocal Departamental. Se compone en forma igualitaria por delegados de las instituciones locales que son parte y es representado por un presidente o por una presidenta elegido anualmente de entre sus miembros, pudiendo ser reelecto.

Se reconoce al Presidente o la Presidenta, el o la Concejal, el o la Vocal de la Municipalidad, de la Junta de Fomento, de la Junta de Gobierno o de las Comisiones Rurales; el carácter de miembro natural de la administración departamental en las condiciones que determine la Ley. Es compatible el ejercicio de ambos cargos.

La asamblea ejerce en forma colegiada las funciones normativas y de administración en el ámbito jurisdiccional propio. Puede dictar su propio reglamento de funcionamiento y asignar tareas a sus miembros.

Acuerdo constitutivo
Artículo XXXVI – El acuerdo intermunicipal o interjurisdiccional que dé nacimiento a la entidad deberá ser celebrado como mínimo con el concurso de las dos terceras partes de las instituciones locales existentes en el Departamento y deberá prever entre sus fines:
a) su constitución como ámbito específico para definir el ordenamiento territorial ambiental del Departamento;

b) la finalidad esencial de asegurar en la jurisdicción el acceso de toda la población a los servicios públicos de carácter municipal de modo de hacer efectivo el principio establecido en el artículo IV, Capítulo I de la presente Sección; 

b) la cooperación recíproca entre sus integrantes para atender los intereses comunes a través de la afectación de recursos locales, coordinación de servicios municipales, ejecución de políticas supramunicipales concertadas;

c) la asistencia entre sus integrantes, en condiciones de reciprocidad, en materia jurídica, técnica, económica y en general de toda aquella que se considere propia.

d) La facultad de asunción voluntaria del ejercicio de competencias provinciales y nacionales. 

e) Las funciones de la Asamblea y sus integrantes.
Materias propias y delegadas

Artículo XXXVII – La Provincia podrá delegar en las Asambleas Departamentales competencias propias en materia de administración y gestión de servicios de salud, educación, seguridad, medio ambiente, vialidad, transporte, sanidad, comunicación, policía del trabajo, medios de producción, catastro y otras que por su naturaleza tiendan a fortalecer el principio de planificación centralizada y ejecución descentralizada o desconcentrada.

Recursos

Artículo XXXVIII – De acuerdo a los objetivos y funciones que fija esta Constitución y en los que en ese orden determine la Asamblea Departamental, podrán considerarse como recursos asignables: a) coparticipación provincial y federal de impuestos, b) las tasas, contribuciones, derechos, patentes, multas y todo otro ingreso de capital originados por acto de disposición, administración o explotación de su patrimonio, c) impuestos locales, d) empréstitos, e) aportes de los Municipios y Centros Rurales de Población.
Régimen Legal
Artículo XXXIX – Una ley específica precisará los alcances de las facultades, prerrogativas y obligaciones establecidos precedentemente. Asimismo asegurará que todos los actos de la Administración Departamental estén sujetos a fiscalización y control, adopción de normas de ética pública, sujeción a los principios republicanos, participación popular y sistema democrático de administración.
Disposición transitoria
Artículo XL.- Las reformas introducidas en la Sección VIII regirán a partir del próximo período de gobierno, siendo aplicable hasta el vencimiento de los actuales mandatos lo dispuesto por el Régimen Municipal vigente.

Sin perjuicio de ello, las Municipalidades podrán, a partir de la vigencia de esta Constitución, convocar a Convención Constituyente, difiriendo su aplicación al siguiente período de gobierno.

VILLAVERDE
FUNDAMENTOS
“El Municipio es la única asociación tan identificada con la naturaleza, que allá donde hay hombres reunidos se forma espontáneamente un municipio” Alexis de Tocqueville - “La Democracia en América”

Señor Presidente:

El presente proyecto propone la sustitución de la Sección VIII de la Constitución actual, referida al Régimen Municipal. Su habilitación está expresamente autorizada en virtud del artículos 1º, puntos 1) y 41) de la ley de declaración de necesidad de Reforma parcial, Nº 9768.
En principio, anticipamos que la iniciativa proyecta nuestra visión integral respecto de todos los aspectos habilitados en el ya citado punto 41 de la ley 9768. Así, la iniciativa traduce, con precisión normativa, la propuesta que hemos elaborado sobre los gobiernos locales y que es fruto de años de estudio y reflexión sobre la materia.
El punto de partida para la formulación de la proposición ha sido la convicción –hoy indiscutida– respecto de la autonomía municipal y de la necesidad de que, sin desvirtuarla, se pueda extender los beneficios de los servicios públicos de carácter municipal a todos los habitantes de la provincia. Para ello hemos diseñado un sistema de gobierno local, que actualizando el régimen municipal vigente lo articule con instancias superiores departamentales fundadas en el asociacionismo y cooperación inter-municipal. Estas administraciones departamentales tienen como objetivo garantizar la prestación de servicios y la calidad de vida para todas las poblaciones provinciales, particularmente las ubicadas fuera de los ejidos municipales.
El proyecto recupera las buenas normas vigentes de la Constitución de 1933. Ello así, puesto que sin declararla en todas sus disposiciones subyace una vocación autonómica que desborda los parcos términos de los actuales artículos 180 a 200. El criterio para la conservación de dichas normas ha sido definir que ninguna institución municipal podrá estar, con la Reforma, en peor situación que la que ostenta actualmente. En consecuencia, proponemos mantener las bases poblacionales y los sistemas de gobierno previstos para los Municipios urbanos, el régimen de responsabilidad de los funcionarios, la demandabilidad de los Municipios, la preservación de sus recursos y las atribuciones actuales.
Las modificaciones impulsadas han sido incluidas para explicitar el funcionamiento de las Juntas de Fomento (que al ser definidas por remisión a las Municipalidades, han generado confusión respecto a su naturaleza); para suprimir el sistema de mayoría garantizada en los órganos colegiados para el partido que obtenga la mayor cantidad de votos y para enumerar, con carácter enunciativo, las competencias locales.
Las innovaciones han surgido de tres fuentes. Las primera, proveniente del muy rico trabajo de la Comisión de Régimen Municipal de la Convención que invitó a sendas reuniones a expertos, presidentes municipales, presidentes de Juntas de Fomento y Gobierno, concejales y vocales de municipios y ex – intendentes a exponer sus aspiraciones respecto del nuevo régimen a sancionarse. Los convocados han aportado muchas inquietudes receptadas en el proyecto.
La segunda fuente ha surgido del análisis del Derecho Constitucional Provincial Comparado que ha nutrido muchas de las cláusulas que proponemos. En ese plano debemos señalar que el proyecto es tributario particularmente de la Constitución de Córdoba.
Finalmente, la última fuente es la realidad provincial de ausencia de Estado en la denominadas “zonas grises”, extra ejidos. Este problema estructural entrerriano templado con la propia experiencia de gestión, el estudio y el cotejo de las soluciones internacionales a situaciones análogas –particularmente en España y los Estados Unidos de América, con sus respectivas regionales y condados– alumbraron este proyecto que ponemos a consideración de la Convención.
Las fuentes enunciadas inspiraron las innovaciones que ofrecemos. Entre ellas: la ampliación del municipalismo, reconociendo como Municipios a las comunidades de más de ochocientos habitantes; la caracterización de ellos en función de su perfil socio-económico, distinguiendo entre Municipios Urbanos y Rurales; la admisión de la autonomía institucional para las actuales Municipalidades y la prescripción de la prelación de normas de carácter municipal sobre la provincial o nacional que resulte contradictoria o sobreabundante con aquella.
El reconocimiento del Municipio Rural es otra novedad que impulsamos y constituye un imperativo impostergable. Hay que fortalecer la gestión local de los zonas del territorio que más intensamente colaboran con la generación de riqueza para la provincia y la nación. Paradójicamente, en la actualidad se encuentran postergadas en la dotación de infraestructura y servicios. Para revertir esta tendencia y potenciar sus capacidades deben contar con recursos y capacidad de gobierno. A ellos se dedica un artículo especial con sus atribuciones específicas.
También se constitucionaliza a los Centros Rurales de Población, caracterizándolos y definiendo sus objetivos. Se establece a favor de ellos una afectación del noventa por ciento de los recursos generados en su jurisdicción en concepto de impuestos inmobiliario y automotor.
El favor constitucional hacia los gobiernos locales rurales se advierte también en el refuerzo de la obligación de la Provincia de colaborar con sus respectivas gestiones, sobre todo en materia de seguridad y vialidad.
Finalmente en lo referido a la esfera departamental, brevitatis causa reproducimos una síntesis del trabajo de nuestra autoría titulado “Consideraciones Generales y Análisis del Régimen Municipal”, incluido como capítulo en el libro “Protagonizar la Constitución”, compilación dirigida por Marta Zamarripa y Coordinada por Roberto Modernell, editado por Ediciones Jurídicas de Entre Ríos, 2008, pág. 105. Dijimos entonces:

“La dinámica y los fuertes cambios operados en los últimos tiempos en nuestra sociedad, no siempre han sido acompañados, salvo casos muy especiales por los municipios, que han mantenido el mismo tipo de organización, las mismas estructuras organizacionales, los mismos tipos de gestión de sus servicios esenciales. Este proceso tiene que ver por una parte con el diseño institucional legal vigente y por otro lado con un contexto sociocultural, político, económico que le han impedido ser protagonistas para afrontar con éxito los cambios operados en el mundo y en nuestra propia sociedad.
Es la oportunidad para diseñar una fuerte repuesta institucional al desafío de la Sociedad Entrerriana, del Gobierno Provincial y de las mismas Administraciones Municipales para encarar el siglo XXI con sólidas bases y con las herramientas convenientes para satisfacer las demandas de una mejor calidad de vida de los vecino.
El municipio del futuro en la provincia requiere afianzar su propia naturaleza sociológica basado en su autonomía política, administrativa, económica, financiera e institucional; también la cuestión territorial de los municipio. Es decir el espacio físico donde se asienta la población, donde ejerce sus funciones, su poder político; y redefinir la competencia material del municipio; rediscutir el tema de los recursos municipales como instrumento para que el municipio disponga de aptitudes y la potencialidad necesaria para alcanzar su efectiva autonomía; creación de nuevas categorías de municipios; la asociación de municipios, la creación de gobiernos departamentales.
“Reforma del Régimen Municipal:
Realizaremos en apretada síntesis el perfil que deberían tener los cambios a introducir en el régimen municipal de la Constitución de Entre Ríos.

1 - Autonomía Municipal:

Luego de la reforma de la Constitución Federal del año 1994 que incorpora en el articulo 123 la figura de la autonomía municipal y la jurisprudencia previa de la Corte Suprema de Justicia de la Nación sobre esta materia; la discusión sobre el tema autonomía-autarquía ha quedado totalmente superada y solo resta definir el tipo y alcance autonómico que deben tener los Municipios en nuestra Provincia.

Es decir que nuestra Constitución debe reconocer la existencia del municipio como una comunidad natural fundada en la convivencia, asegurar el régimen municipal basado en su autonomía política, administrativa, económica, financiera e institucional. Igualmente establecer que los municipios son independientes de todo otro poder en ejercicio de sus atribuciones de acuerdo con la Constitución y con las leyes que en este sentido se dicten.

Para el Radicalismo asegurar la autonomía municipal ha constituido una verdadera cuestión doctrinaria. En 1890 Leandro N. Alem ya reclamaba la necesidad de reconquistar la "autonomía del individuo, la autonomía de las comunas, la autonomía de los estados"; posteriormente en el mismo sentido Hipólito Irigoyen sostenía que "la sede comunal es la más directa manifestación de las libertades publicas, es la primera escuela política, social y una de las bases de nuestra organización”.

En Entre Ríos la Convención del Partido reunida en la ciudad de Gualeguaychú el 12 de abril de 1914 sancionó la Plataforma Electoral para la renovación de los poderes públicos en ese año, estableciendo en el primer punto: "Restitución del régimen municipal a la amplia autonomía que imponen nuestros antecedentes, nuestras necesidades históricas, constitucionales y sociológicas". Estas posiciones doctrinarias fueron instrumentadas por las administraciones representadas por la UCR en las distintas jurisdicciones donde ha sido gobierno.

En este contexto institucional, la autonomía implica la posibilidad de los municipios para dictarse sus propias cartas orgánicas, es decir, ejercer el poder constituyente de tercer grado vigente en las Constituciones de varias Provincias argentinas.

La Constitución Provincial debe asegurar que las Cartas Orgánicas Municipales que dicten los Municipios en el ejercicio de sus atribuciones contemplen:

a) El sistema representativo con elecciones de sus autoridades: por el voto universal, igual, secreto, obligatorio y de extranjeros;

b) la elección a simple pluralidad de sufragios para el Departamento Ejecutivo, en caso de optarse por esta alternativa, y un sistema de representación proporcional para el Concejo Deliberante.

Es necesario destacar en este punto que los Municipios tendrán la facultad de elegir su propio sistema de gobierno pudiendo optar entre Gobiernos de Junta, donde se eligen Vocales y de ahí surge el Presidente, como está reglamentado actualmente para las Juntas de Fomento en la Provincia; el mismo sistema de Junta pero con elección directa del Presidente y de los Vocales; el régimen de división de poderes entre el Ejecutivo y Deliberante, vigente hoy para los Municipios de Primera o Municipalidades de la Provincia; el Régimen Gerencial mediante el cual la Junta o Concejo electo delega la administración ejecutiva en un Profesional especializado, como ocurre en algunos municipios norteamericano; o de cualquier otra alternativa de Gobierno que se ajuste a los requisitos establecidos en la Constitución Provincial;

c) un Tribunal de Cuentas como órgano de control de gestión interno, auditoria y legalidad.

d) los derechos de iniciativa, referéndum y revocatoria que aseguren en todo momento la participación popular;

e) el reconocimiento de las Comisiones Vecinales con participación en la gestión de gobierno sin desvirtuar el régimen representativo.

f) aquellos otros requisitos que fije la constitución.

Los municipios que no tengan su Carta Constitucional estarán regidos por la Ley Orgánica de Corporaciones Municipales (actualmente la ley nº 3001 y modificatorias). Al efecto la Legislatura Provincial deberá sancionar esta Ley en el tiempo, en la forma que contemple y articule esta situación; incorporando los requisitos determinados para las Cartas Municipales más aquellas disposiciones que aseguren el gobierno eficiente y eficaz en ésa jurisdicción.

Igual tratamiento legislativo tendrán las Juntas de Gobierno y demás Gobiernos Locales que no se dicten su propia Carta o Constitución local, obviamente en el marco que fije la Constitución Provincial.

2- Competencia Territorial:
El Estado Municipal tiene su base principal en la relación de vecindad, por lo tanto el elemento territorial debe configurarse como una unidad física compacta. Sin entrar en esta síntesis a detallar los distintos sistemas de radio; conviene señalar que a través del tiempo el derecho indiano determinaba que la competencia del Cabildo y del Ayuntamiento estaba dada por la planta urbana de las ciudades y villas. Las funciones se ejercían dentro de ellas.

La Constitución vigente de 1933 en el articulo 180 establece que "todo centro de población de mas de 1500 habitantes dentro del ejido constituye un Municipio" y la ley 3001 de Corporaciones Municipales dictada en el año 1934 en su articulo 1º establece además otro requisito: "una superficie de 75 km2."

Esta situación genera posturas encontradas para resolver el tema de la competencia en las zonas no sujetas a jurisdicción territorial de un Municipio.

Una primera postura sostiene la necesidad de delegar en los Municipios el poder de policía y demás competencias en estas zonas. La problemática a resolver adquiere fundamental importancia para miles de entrerrianos que viven en estos lugares, teniendo en cuenta que en nuestra provincia aproximadamente el 90% de la superficie total, se encuentra en esta situación, es decir fuera de una jurisdicción con gobierno municipal con todas las restricciones que ello supone en cuanto a posibilidades de acceder a servicios esenciales de salud, educación, seguridad, justicia, comunicación, infraestructura entre otros.

Otra postura habla de la necesidad de crear categoría de Municipios Rurales que comprendan estas amplias regiones; asuman el poder de policía además otras competencias municipales. Esta propuesta corre el riesgo de constituir municipios que no cuenten con los medios y recursos para afrontar su cometido, además de confrontar con la naturaleza misma de la vecindad como elemento básico del Estado Municipal.

Desde mi punto de vista el problema territorial, su asignación de competencia pasa por imaginar alternativas distintas y superadoras. Más allá de la posibilidad de crear nuevas categorías de Municipios o incluso de nuevas Juntas de Gobierno que cubran la amplia geografía de la Provincia, se requiere de otras instancias institucionales que permitan descentralizar funciones hasta ahora a cargo de la Provincia o del Estado Nacional que llegan a estas localidades de manera ineficaz y sin resolver las demandas y necesidades de sus habitantes.

3.- Gobiernos Departamentales:

La creación de los Gobiernos Departamentales puede resolver esta problemática y constituirse en la herramienta institucional útil para asignar mejor los recursos e incorporar una cultura de cooperación intermunicipal en la Provincia. Si bien este planteo demanda un desarrollo amplio que será motivo de otro trabajo, es necesario definir las características que deberían reunir los Gobiernos Departamentales.

En primer lugar señalamos que en la actual Constitución los Departamentos de la Provincia tienen funciones muy acotadas: elegir un Senador por jurisdicción; tener una jefatura de Policía; una Dirección Departamental de Escuelas; constituir un Consejo Escolar; Juzgado de Paz letrado en los Departamentos que no haya Juzgados de Primera Instancia en la "capital" del mismo. 

Sin embargo a pesar de las limitadas funciones asignadas por la Constitución a los Departamentos existe un fuerte sentimiento de pertenencia e identidad de los lugareños para con ésa referencia y denominación territorial que define muchas veces arraigadas costumbres y culturas propias vinculados con el modo de vida, del trabajo, de los modos de relación, de producción, las manifestaciones del arte, de las comidas, los parentescos.

En este esquema poblacional, demográfico, territorial, con instituciones municipales y delegaciones provinciales aisladas; amplias zonas sin posibilidades reales de ser atendidas, contenidas en sus necesidades, demandas; en un contexto con fuerte desarrollo de tecnologías del confort para el hogar, para los medios del trabajo y la producción; con exigencias cada vez más fuerte de capacitación de los recursos humanos , de articulación de la defensa y protección del medio ambiente; se hace necesario constituir o dotar a los Departamentos de ENTIDAD con PERSONERÍA JURÍDICA PROPIA determinada por la AGRUPACION de los Municipios y Juntas de Gobierno del Departamento con PLENA AUTONOMIA para cumplir sus fines.

Competencia Material o Fines del Gobierno Departamental:

Los fines de un Gobierno Departamental podrían esquematizarse en:

a) Solidaridad y equilibrio intermunicipales;

b) Asegurar en todo el territorio provincial los servicios de competencia municipal;

c) Coordinación del gobierno local con el gobierno Provincial y con el gobierno de la Nación.

Las competencias propias que se deben determinar en la Constitución Provincial podrían sintetizarse en:

a) Coordinación de los servicios municipales;

b) Prestación de los servicios públicos supramunicipales;

c) Asistencia;

d) Cooperación jurídica, técnica, económica y de fomento de los intereses propios de los departamentos.

Las competencias delegadas: por la Provincia o la Nación en materia de administración y gestión de servicios de salud, educación, justicia, seguridad, medio ambiente, vialidad, transporte, comunicación y otros de esta competencia que tiendan a fortalecer el principio de la planificación centralizada y de ejecución descentralizada o desconcentrada.
4 - Competencia material:

La atribución de las funciones a los Municipios y/o a los Gobiernos Locales significa la facultad que tiene la organización para su gestión; es sinónimo de poder, mando, autoridad, pues supone capacidad de disposición sobre materias que son del ámbito propio o gubernamental ejercidas en nombre del pueblo.

Existen distintos criterios para precisar los poderes del Municipio y del Gobierno Local que se podrían esquematizar en las siguientes posiciones doctrinarias:

a) materias o temas taxativamente numeradas en la norma legal;

b) todos aquellos temas o materias que se consideren de interés local;

c) un sistema ecléctico.

Entiendo conveniente para nuestro régimen institucional un sistema que establezca en la Constitución las materias mediante criterios generales y por otra parte contemple la capacidad de la administración para el gobierno de los intereses públicos locales aplicando las materias o criterios dirigidos al bien común. Es decir que por una parte se enumeren funciones específicas y por otro lado se deje para el Municipio o para el Gobierno Departamental la capacidad de instrumentar todos aquellos temas o materias que no le sean prohibidos por la Constitución o que sean incompatibles con las funciones de otro poder del Estado.
5 - Recursos:
La Provincia debe asegurar la autonomía municipal regulando su alcance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico, financiero dice el Art. 123 de la Constitución Federal. Naturalmente, los recursos municipales constituyen un elemento sustancial para medir, definir el grado, el alcance de cada uno de estos componentes; de acuerdo con los objetivos y funciones que cada Municipio determine.

Consecuente con la concepción sociológica del municipio, el Régimen Municipal de la Constitución debe dotar al municipio de herramientas y tecnologías eficientes en lo organizacional que aseguren eficiencia en la aplicación de las políticas públicas locales. Para esto el texto constitucional debe establecer la nómina, naturaleza, conceptos de las fuentes que generan recursos económicos - financieros del municipio para desarrollar en forma autónoma las funciones, facultades, atribuciones que la misma Constitución determina; contrariamente a quienes plantean la delegación de esta cuestión a la Legislatura para que estime estos recursos.

Desde esta óptica se puede precisar las fuentes de recursos del Municipio en sus respectivas jurisdicciones: a) Impuestos municipales; b) las tasas, contribuciones, derechos, patentes, multas y todo ingreso de capital originados por acto de disposición, administración o explotación de su patrimonio; c) coparticipación provincial y federal de impuesto; d) empréstitos; e) otros aportes especiales.

El presente análisis general de la Ley 9768/07 que declara la necesidad de la reforma parcial de la Constitución Provincial y la propuesta sobre la cuestión del gobierno local presentada en forma esquemática demanda el desarrollo más amplio de cada tema y supone la existencia de cuestiones y materias que integran el planteo genera. La pretensión es generar una visión de posible cambios a introducir en la Constitución Provincial particularmente con nuevos modelos de organización institucional para la gestión de los Gobiernos Locales. En este esquema se impone reafirmar el federalismo integrado recuperando los medios, recursos y atribuciones de la Provincia; descentralizando actividades del Estado Provincial en los Gobiernos Locales con la debida transferencia de medios económicos - financieros. También supone redefinir el rol de la Administración Pública y la distribución de competencias, armonizando las Políticas activas del Estado con fuerte presencia de la actividad privada, especialmente de la agroindustria en un proyecto de desarrollo sustentable que permita el crecimiento y la inclusión social.”

En definitiva, Señor presidente, creemos que nuestra propuesta procura dar fuerza jurídica y efectividad al axioma del acápite, de que “donde hay hombres reunidos hay municipio”. Afirmación que nos impone, en ejercicio del poder constituyente, reconocerla adecuadamente.

Rubén A. Villaverde

–A la Comisión de Régimen Municipal.

CIII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.170)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Incorpórase como nuevo artículo cuyo texto es el siguiente:
“Artículo…: El Ministerio Público es un órgano independiente que no recibe instrucciones o directivas de otros órganos, dotado de autonomía funcional y autarquía financiera, tiene por función promover la actuación de la Justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad.

Está integrado por un procurador general, un defensor general y los demás miembros que la ley establezca.

Todos sus miembros son designados previa intervención del Consejo de la Magistratura.”

Incorpórase como Disposición Transitoria el siguiente texto:

“La Legislatura dictará la nueva ley orgánica del Ministerio Público dentro de los 180 días de sancionada la reforma constitucional, debiendo respetar los derechos adquiridos de los funcionarios y empleados públicos comprendidos en la misma.”

ROMERO

FUNDAMENTOS
Sr. Presidente:

I. La Habilitación de la Ley 9768 y sus limitantes
En primer lugar, debemos mencionar que la ley 9768 ha habilitado a esta Convención Constituyente a modificar las disposiciones relativas al “Ministerio Público” en forma amplia; así, tenemos la disposición contenida en el Artículo 1º pto.1) “Revisar, reformar, actualizar o modificar las disposiciones que siguen: Artículos (…) 1491 en lo referido al Fiscal y Defensor del STJ (…) 1542”, como así también habilita el Artículo 1º pto.38) cuando permite “Otorgar autonomía funcional y presupuestaria al Ministerio Público Fiscal y Pupilar”.

Ahora bien, esa amplitud aludida anteriormente no es absoluta, así, entre las disposiciones que no pueden ser modificadas en esta instancia de revisión constitucional tenemos al Art.1623 el cual dispone que “Los representantes del ministerio fiscal y ministerio pupilar en todas las instancias, quedarán equiparados a los miembros del Poder Judicial, en cuanto a las garantías establecidas en su favor y en cuanto a las obligaciones especiales que les impone esta Constitución, no pudiendo ser removidos sino por el Jurado de Enjuiciamiento, en la forma prevista en la misma”.

Esta norma que no ha sido habilitada para ser modificada nos hace concluir que los miembros del ministerio fiscal y pupilar, deben quedar equiparados a los que revistan en la órbita del Poder Judicial, de allí que interpretamos que esa limitante no interfiere con la ubicación del Ministerio Público así proyectado, en el mapa constitucional, como un organismo “extrapoder” (tal como lo hizo la Constitución Nacional en la reforma de 1994, cuando lo introdujo con ese carácter en el nuevo artículo 120º en un apartado a continuación de las normas relativas al Poder Judicial).

Ahora bien, esa limitante tampoco impide que le podamos otorgar la necesaria autonomía que le permita actuar en defensa de la legalidad y de los intereses de la sociedad, al menos esa finalidad es la pretendida en la expresa habilitación del Art.1º pto. 38.

II. Breve referencia a los antecedentes del Ministerio Fiscal y Ministerio Pupilar en la Reforma Constitucional de 1933

Podemos afirmar que, al igual que la Constitución Nacional en su estadio previo a la reforma de 19944, nuestra Constitución provincial contiene un gran vacío normativo en lo referente a lo que denomina Ministerio Fiscal y al Ministerio Pupilar.

En efecto, las disposiciones constitucionales no lo estructuran como tal ni diseñan sus contornos, sino más bien se refieren a los funcionarios titulares de dichos entes para equipararlos con los funcionarios y magistrados del Poder Judicial, atendiendo –con ello- a la discusión que existía por entonces –y hoy superada por cierto- de la inclusión del Ministerio Fiscal en la órbita del Poder Judicial o del Poder Ejecutivo5.

Medina (denotando claramente las falencias de la normativa constitucional), aún así, consideró primeramente, que “la extensión de los beneficios de la inamovilidad a los fiscales y defensores de ambas instancias, fue una de las reformas más trascendentes introducidas por al convención de 1933 y este artículo (refiriéndose al 162º) consagra concreta y especialmente esa garantía”, a lo cual agrega “Del texto del artículo surge que los representantes del ministerio fiscal y pupilar, no son propiamente miembros del poder judicial”, sino que vendrían a ser funcionarios públicos equiparados a ellos, aunque –no sin incurrir en una grave contradicción- concluye expresando que “bien puede sostenerse que dichos funcionarios integran el Poder Judicial, justificándose por ese lado la garantía de estabilidad que el artículo establece en su favor”.

Estas contradicciones, han sido tenidas en cuenta al momento de elaborar la norma propuesta.

III. El diseño del Ministerio Público en el texto de la norma proyectada

En primer lugar se establece que “es un órgano independiente que no recibe instrucciones o directivas de otros órganos, dotado de autonomía funcional y autarquía financiera”.

Queda claro –con el texto propuesto- que ningún órgano puede intervenir ni interferir en su gestión y que, desde el punto de vista económico y financiero, puede administrar los recursos que se le asignen y “ejecutarlos” de acuerdo al presupuesto correspondiente.

Su función es la de defender “la legalidad y los intereses generales de la sociedad” –tal como lo establece la Constitución Nacional en su Art. 120-, lo que implica que no defiende al gobierno de turno, ni al Estado, ni tampoco resguarda el patrimonio estatal (estas dos funciones últimas a cargo del Fiscal de Estado, con el cual, debe diferenciarse en forma notoria) sino al pueblo entrerriano.

Una modificación que merece ser explicada es la estructuración bifronte del Ministerio Público, al integrarse por un fiscal general y por un defensor general. En efecto, la función común de ambos componentes del ministerio se explica en que ambos controlan el cumplimiento de disposiciones tendientes a asegurar la recta administración de justicia, el fiscal general actúa en procesos penales, civiles, comerciales, laborales, e incluso contencioso administrativos, el defensor de pobres, menores e incapaces, actúa judicial o extrajudicialmente para velar por las personas, derechos y bienes de quienes se encuentran fáctica o jurídicamente en situación de inferioridad al resto de la comunidad.

Por último, se establece otra modificación permitida al constituyente por la habilitación legal, cual es la de disponer que los ingresos de los funcionarios que se desempeñarán en el Ministerio Público deban ser previo paso por el Consejo de la Magistratura, el cual arrojará –previa selección por concurso- los nuevos miembros que se vayan incorporando al nuevo organismo constitucional, capacitados en sus especialidades y transparentando el ingreso al Estado, como forma de legitimar ante la sociedad la justificación de las designaciones que se produzcan en su seno.

Por los motivos aquí expuestos y los que serán brindados en su oportunidad, es que solicitamos la aprobación del presente proyecto de texto constitucional.

1 Art. 149º C.P.: “Para ser miembro del Superior Tribunal, fiscal o defensor del mismo, se requiere ser ciudadano argentino, tener título nacional de abogado, treinta años de edad, seis por lo menos en el ejercicio activo de la profesión de abogado o de la magistratura”.

2 Art. 154º C.P.: “Los miembros del Superior Tribunal, fiscal y defensor de menores del mismo, y los jueces de primera instancia, serán designados por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado”.

3 Art. 4º inc.13º Ley 9768.

4 GONZALEZ, Joaquín V. Manual de la Constitución Argentina (1853-1860), actualizado por Humberto Quiroga Lavié, Editorial La Ley (Buenos Aires, 2001), pág. 709.

5 MEDINA, Justo. La Constitución de Entre Ríos – Comentarios, Librería Editorial “Ciudad”, (Paraná, 1945), T. II, págs. 794/797.

Rosario M. Romero

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.171)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Modifíquense los Artículos 203; 204; 205 y 206 de la Constitución Provincial, los que quedarán redactados de la siguiente forma:

“Art. 203: La Provincia garantiza el derecho a la educación a todos sus habitantes promoviendo la igualdad de oportunidades para el acceso, la permanencia, la reinserción y el egreso del sistema educativo. La educación en las escuelas del Estado será gratuita, laica y obligatoria desde el nivel preescolar hasta la finalización del ciclo secundario.”

“Art. 204: La Provincia articula acciones con los Municipios, Instituciones sociales y organizaciones de la comunidad dirigida a la creación y funcionamiento de escuelas, pudiendo contribuir a su financiamiento siempre que realicen su actividad según las condiciones y principios previstos en esta Constitución y las leyes respectivas.”

“Art. 205: La educación básica que la Provincia garantiza tiene como fin primordial potenciar, orientar y fortalecer el desarrollo integral de las personas, promover su inserción socio cultural y laboral, en un proceso gradual y sistemático, con la participación efectiva del educando y de su familia, de conformidad a los principios de igualdad, equidad, ética, respecto a la diversidad, vigencia de los derechos humanos y estimulación del pensamiento crítico.”

“Art. 206: La organización y dirección técnica y administrativa de la enseñanza común, será confiada a un Consejo General de Educación, autónomo en sus funciones, compuesto de un Director General de Escuelas que ejercerá su Presidencia y de seis vocales de los cuales dos representarán a los educandos a través de sus padres y a las asociaciones que contribuyen al funcionamiento de la institución escolar de conformidad a las condiciones y procedimiento que determine la Ley. El Poder Ejecutivo nombrará con acuerdo del Senado al Presidente y a los otros cinco Vocales por un período de cuatro años.

Sus atribuciones serán deslindadas por la Ley.”

ROMERO

FUNDAMENTOS

Sr. Presidente:

La Reforma que se propone resulta procedentes de conformad al Art. 1 inc. 1 é inc. 42; Art. 4ª inc. 1ª y 15ª y Art. 5ª inc. 1ª de la Ley Nª 9768; Constitución Nacional Art. 75 inc. 22, así como a las consideraciones que pasamos a exponer.

La Reforma que propiciamos implica en lo esencial una actualización normativa, sosteniendo los principios esenciales que contiene nuestra Carta provincial vigente. Se enmarca en el propósito de instalar a la Educación como tema prioritario en la agenda pública. Se trata de hacernos cargo en esta hora histórica y con la responsabilidad que nos ha delegado la soberanía popular de una actualización que refleje la voluntad de nuestro pueblo de tomar un camino de superación por intermedio del conocimiento y la cultura.

El proceso de discusión y renovación en materia educativa se viene llevando a cabo de un modo democrático, haciendo participar a los docentes e instituciones como verdaderas opiniones constructoras de la misma. Debe rescatarse una primera etapa de diálogo y participación institucional serios, al instalarse la convocatoria a promover un debate y propuestas que mejoren nuestro Sistema Educativo.

De este modo, puede decirse que la reforma constitucional no es un esfuerzo aislado sino la práctica del ejercicio democrático, tan difícil de gestar, pero que se consiguió a través de la solidaridad y diálogo social en el contexto de diferentes casas de estudio, con sus protagonistas a cargo. Cuando se convoca al debate sobre el futuro de la educación, también se está proyectando el modelo de país y de provincia para las próximas décadas.

En este tema insoslayable, la Convención dará cuenta de nuevas normas, que vendrán a sustituir una legislación que fue de avanzada en su tiempo, pero hoy no resulta adecuada ni operativa a la luz de las demandas que exhibe la sociedad.

En este marco de restitución de la función del Estado Provincial y de modificación de las condiciones de participación social, lo que se instala es el logro de la sanción de marcos legales que garantizarán el ejercicio de derechos para todos, reafirmando la defensa del derecho social a la Educación y la defensa de la Escuela Pública, como garantía de futuro para nuestros niños y jóvenes.

Se trata de concretar una decisión política requerida por una sociedad que ha acumulado experiencias, y por ello reclama fundamentalmente, resignificar el sentido de la escuela, además de recuperar la función transformadora del conocimiento, y generar la construcción de un proyecto político mejorable día a día.

Debe plasmarse con jerarquía constitucional ciertas normas fundamentales, atendiendo a la responsabilidad del Estado que garantiza el pleno y efectivo ejercicio de la obligatoriedad escolar para todos los habitantes de nuestra provincia lo que implica trascender el límite escolar para ocuparse de los obstáculos sociales y económicos que limitan o impiden esa práctica.

Definir la educación que queremos desde esta Reforma, significa establecer previamente principios que pensamos incuestionables para el hombre: la autonomía, libertad, participación, solidaridad, creatividad. Luego de este tratamiento se puede construir la educación que deseamos.

Es también esta la oportunidad de revisar el modelo de gobierno del sistema educativo, reafirmando la responsabilidad del Estado Provincial como garante y proveedor, fortaleciendo el federalismo y el rol del Consejo General de Educación, alentando la búsqueda de mecanismos para mejorar la participación de la comunidad en el gobierno de la escuela.

Es una cuestión esencial, focalizar en el Estado provincial la responsabilidad de efectivizar los medios en pos de la igualdad de oportunidades, garantizando las condiciones para que se extiendan los tramos de escolarización. Esto conlleva necesariamente impulsar mecanismos que garanticen la accesibilidad a los conocimientos, particularmente, referirnos al trayecto de ingreso, permanencia y egreso de las escuelas.

Desde la perspectiva del progreso y la superación, existen otros aspectos salientes que debe contemplar la Reforma que propiciamos:

- La educación debe considerar a los jóvenes y adultos, respetando su derecho a instruirse a lo largo de toda la vida.

- Al asumir la multiculturalidad como un dato evidente de la sociedad actual debe asegurar el derecho a la diversidad, a ser reconocido y respetado en su lengua y cultura.

- Garantizar el derecho de las familias a elegir la educación de sus hijos, acorde a sus creencias éticas, filosóficas o religiosas.

- Garantizar la igualdad en el acceso y permanencia para personas con necesidades especiales. Cada persona tiene derecho a recibir educación conforme a sus necesidades particulares.

También debe enunciar los principios básicos para asegurar el sostenimiento del sistema educativo, como único camino adecuado para materializar sus objetivos más nobles. Responsabilizarse de la educación garantizando la calidad, supone medios financieros adecuados que comprendan la viabilidad de un sinnúmero importante de aspectos.

Con el ánimo de establecer enunciados que recuperen los avances que se han manifestado con respecto a los derechos de los trabajadores de la educación, y protegerlos, se procurará valorizar su función social en el hecho educativo, articular las condiciones dignas de enseñar, salvaguardando sus derechos adquiridos en materia de trabajo, educación, salud, seguridad previsional y ejercicio. El docente, por lo tanto, podrá desempeñar digna, eficaz y lealmente las funciones inherentes a su cargo.

La sociedad entrerriana acarrea una significativa magnitud de grupos vulnerables: sujetos que deben salir de la postergación en tanto la justicia en la distribución del bien educación consiga reinsertarlos.

La Reforma en fin puede contribuir a resolver esa grave omisión en la medida en que la misma tenga como eje político la justicia, al mismo tiempo que se diseñen con solvencia técnica los dispositivos que impidan la discrecionalidad y que promuevan mecanismos de canalización de las necesidades.

Sabemos que las leyes tienen limitaciones para cambiar las prácticas sociales distorsivas, pero la ley puede tener efectos muy concretos sobre la vida de las personas. Los cambios necesarios son múltiples, profundos y variados.

Lo que la reforma puede aportar son definiciones concretas sobre la distribución de los recursos y la estructura del gobierno del sistema educativo, y fijar otros horizontes. Constituyéndose en el punto de partida para la futura Ley que debe convertirse en un plan de acción efectivo, en una herramienta fundamental para la transformación del pueblo, al tiempo que se incorpore profundamente en la conciencia de todos sus habitantes.

Con la mirada atenta a la sociedad actual, también hemos incorporado con carácter estratégico a la Comunidad Educativa, inspirados en la vocación de involucrar en el proyecto educativo a todos los actores interesados. En la perspectiva de incluir efectivamente a los padres de jóvenes y niños y procurando con ello lograr nuevos objetivos, entre ellos cerrar el círculo degradante para la condición humana de la violencia entre educandos y con respecto a los educadores y enfatizando como alternativa superadora para una convivencia constructiva y en paz, al diálogo y tolerancia ante la diversidad.

El principio de inclusión social y participación ciudadana que domina positivamente este proceso reformista, en forma transversal a casi todos los temas, debe plasmarse también en una revisión, actualización y reformulación del Consejo General de Educación, según lo habilita la propia Ley de convocatoria, al referirse a su integración. Los nuevos tiempos marcan la necesidad de abrir las instituciones públicas a la real participación de la comunidad, sea por la complejidad de los nuevos problemas, sea porque ello implica reconocer en lo formal la contribución a la tarea educativa que efectiva y eficazmente realizan los padres, las asociaciones cooperadoras y otras instituciones de apoyo al funcionamiento escolar. También porque existe ya una jerarquización normativa a nivel universal sobre los Derechos de niños y adolescentes que requieren ser representados en el gobierno del sistema escolar, por aquellos llamados a velar por sus intereses con absoluta prioridad a toda otra cuestión, porque son los responsables de su formación y subsistencia. La familia debe ser convocada y escuchada a la hora de asumir decisiones que comprometen el presente y el futuro de sus hijos en una instancia tan trascendente como el período de escolarización.

Una democratización de la conducción institucional en el ámbito educativo de la Provincia garantiza una mejor comunicación, permite corregir algunas falencias estructurales –propias de todos los organismos públicos– e inclusive evitar episodios de discriminación y arbitrariedad que han alcanzado entidad judicial. Por ello propiciamos la incorporación de dos nuevos Vocales, uno del colectivo “padres” en representación de los educandos y otro en representación de las asociaciones que no sólo cooperan con el funcionamiento normal de la actividad escolar sino que en innumerables situaciones, complementan de modo esencial ciertas omisiones del sistema que impiden ese accionar.

Reafirmamos el fuerte rol de la Escuela pública como ámbito de democratización social, como primer estadio de la vida en comunidad y como el más firme factor de equilibrio ante la diversidad humana en todas sus manifestaciones.

Por todo lo expuesto, solicitamos la aprobación del presente proyecto de texto constitucional.

Rosario M. Romero

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CV
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.172)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Incorpórese a la Constitución Provincial, el siguiente texto:

Art. …“El Estado Provincial promueve la utilización, difusión y desarrollo de la instancia de mediación, como método no adversarial de resolución de conflictos. Fomenta la comunicación directa entre las partes y la justa composición de intereses.”
ROMERO – KUNATH – FEDERIK – MARTÍNEZ (Guillermo) – BARRANDEGUY – CARLÍN.
FUNDAMENTOS
Sr. Presidente:

El Proyecto de Reforma que ponemos a consideración de esta Convención Constituyente se funda en los Arts. 1° inc. 10 de la Ley Nº 9768, así como en las consideraciones que a continuación exponemos.

En el devenir de los tiempos, el “hombre” siempre ha enfrentado los conflictos y las controversias de distintas formas. Algunas veces los ha resuelto y en otra los ha disuelto. Para las primeras utilizó procesos que respondían a lograr la resolución a partir de métodos pacíficos, mirando el futuro a partir del pasado, y en las segundas utilizó método no pacíficos, en su mayoría, para acabar con el conflicto o controversia.

Primitivamente y dentro de los métodos pacíficos utilizó al referente de la tribu, de la comunidad, al que por edad, conocimiento, carisma, filosofía de vida, podría “interceder” entre las partes en conflicto y juntos buscar las soluciones que se mantengan en el tiempo.

Con la llegada del concepto del Estado, su organización política y desarrollo social, aparece otra forma de resolver los conflictos por adjudicación, a lo que se lo llama “Derecho” o comúnmente recurrir a la justicia, que imparte el Estado para garantizar modos de vida, de conducta, entre otros objetivos. Existen además del derecho, otros procesos de resolución de conflictos o controversias, diferenciados en su método de desarrollo.

Los Procesos Alternativos de Resolución de Conflictos se basan en lograr acuerdos que convengan a las partes y que perduren en el tiempo.

A partir de mitad de los años setenta se produce en los dos lados del Atlántico un desarrollo de los modos alternativos de resolución de conflictos en ámbitos tales como la familia, el trabajo, el consumo, el barrio, etc. La conciliación, la mediación y otros métodos, como el arbitraje, han existido siempre. Sin embargo, lo que ahora ha cambiado es el contexto. Las alternativas a la Administración de Justicia se desarrollan en un cuadro de crisis sin precedentes del sistema judicial.

En distintos foros internacionales se ha afirmado que la sobrecarga de los tribunales puede afectar los derechos de los justiciables, por lo tanto es conveniente que los Estados se planteen vías de descarga de los mismos, potenciando la adopción de este conjunto de técnicas de solución de conflictos.

Se ha dicho que, si bien la mediación no es una panacea universal frente a la justicia tradicional, sí puede ser, en cambio, la expresión de una nueva cultura del conflicto más orientada hacia la comunicación que hacia la confrontación.

La Mediación es un método de resolución pacifica de los conflictos, es un proceso más rápido, por ejemplo que el proceso judicial, permitiéndonos bajar los niveles de angustia que están padeciendo las personas que acuden a éste método y sabemos que ante el sufrimiento se necesitan soluciones rápidas. 

Comúnmente es un proceso menos oneroso, menos costoso, por ejemplo, que un proceso judicial. Los métodos alternativos de resolución de conflictos permiten descongestionar el sistema judicial, derivando a mediación todos los temas susceptibles de ser mediados. Posibilita que el sistema judicial se ocupe y resuelva aquellas temáticas que inexorablemente deben ser resueltas por el Juez. 

Ayuda a reducir los recursos presupuestarios de los tribunales, canalizándolos hacia donde son imprescindibles.

Facilita la comunicación entre las partes, permite que puedan escucharse mutuamente, admite por sus características, establecer y trabajar, no sólo sobre los derechos de cada uno de las partes, sino también sobre los intereses que están por debajo de esos derechos y por sobre todas las cosas, sobre las necesidades mínimas que deben ser satisfechas.

En la mediación son las propias partes las que resuelven sus problemas y no un tercero, los acuerdos a los que ellas arriban son más sustentables en el tiempo y son más eficaces en lo que hace a su cumplimiento, toda vez que asumieron la responsabilidad en la resolución.

En la Argentina, el movimiento de resolución alternativa de disputas/conflictos –denominado método RAD– comenzó a gestarse a fines de 1990 y cobró un ritmo vertiginoso. En ocho años, se ha desarrollado el Plan Nacional de Mediación, se han dictado leyes que regulan la mediación y la conciliación y reglamentos institucionales de arbitraje que remozan este proceso frente a las ya antiguas formas incluidas en el Código Procesal Civil y Comercial.

En el año 1995 se dictó la ley Nacional de Mediación y Conciliación Nº 24.573. Esta Ley incorpora la mediación prejudicial obligatoria en un importante grupo de conflictos civiles y comerciales. En cuanto a los conflictos en los que el Estado está involucrado, cabe decir que el decreto Nº 558 de Reforma del Estado Argentino (B.O.28.5.96), establece la incorporación de formas alternativas de resolución de conflictos en el artículo 17, y encomienda al Ministerio de Justicia, a la Procuración General del Tesoro y a la Sindicatura de Empresas Nacionales, el diseño de los procedimientos adecuados. Ello significa que se ha incorporado la resolución alternativa de conflictos en el sector público.

Son varias las Provincias argentinas que están incorporando los métodos RAD a su legislación. 

Así, las provincias de:

- Santa Fe: LEY Nº 11.622, del 19 De Noviembre de 1998.
ARTICULO 1. “Se establece la Mediación como método no adversarial de resolución de disputas con carácter voluntario.”; ARTICULO 2. “La Mediación puede ser privada o judicial. Entiéndese por Mediación Judicial la que se efectúa luego de presentada la demanda y en cualquier instancia del juicio. Entiéndese por Mediación Privada la realizada extra judicialmente ante los mediadores privados habilitados de conformidad a la presente ley.”. 
- Córdoba: ley Nº 8.858 del año 2.000, art. 1, establece: “INSTITÚYESE en todo el ámbito de la Provincia de Córdoba y declárese de interés público provincial la utilización, promoción, difusión y desarrollo de la instancia de mediación con carácter voluntario, como método no adversarial de resolución de conflictos, cuyo objeto sea materia disponible por los particulares, que se regirá por las disposiciones de la presente Ley.”.

- Corrientes: ley Nº 5487 del año 2.002, ARTÍCULO 1º. “Institúyese la Mediación en el ámbito de la Provincia de Corrientes, como método no adversarial de resolución de conflictos, que se regirá por las disposiciones de la presente Ley.”

También los han hecho las provincias de Chaco, Santiago del Estero, etc.

La Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la ha consagrado en su Estatuto (art.106) estableciéndose que al Poder Judicial le corresponde aplicar la Mediación voluntaria conforme a la ley que se establezca.

Por las razones expuestas, y las que se expresarán oportunamente es que solicitamos la aprobación del presente proyecto de texto constitucional.

Rosario M Romero – Sigrid E Kunath –Julio A. Federik – Guillermo C. Martínez – Raúl E. Barrandeguy – Miguel A. Carlín.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CVI
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.173)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Sustitúyase el actual texto del art. 139 de la Constitución Provincial, por el siguiente:

“El Procurador General de la Provincia es el encargado de defender el patrimonio del Estado y de controlar la legalidad de los actos de la administración.

Es parte necesaria en todo proceso en el que se controviertan derechos e intereses del Estado Provincial.

La Ley determinará los casos y la forma en que ha de ejercer sus funciones. Permanece en su cargo durante el mandato del Gobernador que lo hubiere designado.

Para ser Procurador General se requieren las mismas condiciones exigidas para ser fiscal del Superior Tribunal de Justicia.”

ROMERO – KUNATH – FEDERIK – MARTÍNEZ (Guillermo) – BARRANDEGUY – CARLÍN.

FUNDAMENTOS
Sr. Presidente:

El Proyecto de Reforma que ponemos a consideración de esta Convención Constituyente se funda en los Arts. 1° inc. 1 de la Ley Nº 9768, así como en las consideraciones que a continuación exponemos.

En primer lugar, consideramos apropiado realizar una modificación a la denominación de este Órgano. Proponemos que se lo llame Procurador General de la Provincia, porque ello refleja la verdadera función de quien es, en realidad, representante legal de la Provincia y ejerce funciones de contralor constitucional y asesoramiento legal del Poder Ejecutivo Provincia, es decir, el abogado del Poder Ejecutivo. El “Procurador” es quien comparece en el juicio en representación de otro, es su representante procesal.

La denominación de “Fiscal”, si bien está relacionada con el contralor y la investigación de la legalidad de los actos administrativos, en la historia de la provincia desde 1983 hasta la fecha, lo cierto es que no ha cumplido esa misión. Nada hace suponer, por otra parte, que la vaya a cumplir en los años venideros. Entiendo que el Procurador debe velar por los intereses del Estado, propiciando la necesidad o conveniencia de dictar leyes, su derogación, modificación o aclaración, como así también decretos y/o resoluciones que estime conducentes para un mejor ordenamiento administrativo legal, siempre coadyuvando a la labor del Ejecutivo. Asimismo, y en función de la ley Nº 7296 actualmente vigente, es competente para “solicitar al Poder Ejecutivo autorización para proceder a cualquier tipo de arreglo extrajudicial en asuntos de interés provincial, cuando las circunstancias lo aconsejen en beneficio de la Provincia”. 

También se destaca su función de Órgano consultivo cuando ello es requerido por el Poder Ejecutivo en la persona del Gobernador o cualquiera de sus Ministros.

En este orden de ideas, entendemos que el término Fiscal resulta confuso e insuficiente.

Así lo han entendido en ámbito nacional la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que en su artículo 134 dispone: “La Procuración General de la Ciudad dictamina sobre la legalidad de los actos administrativos, ejerce la defensa de su patrimonio y su patrocinio letrado. Representa a la Ciudad en todo proceso en que se controviertan sus derechos o intereses.

Se integra con el Procurador o Procuradora General y los demás funcionarios que la ley determine. El Procurador General es designado por el Poder Ejecutivo con acuerdo de la Legislatura y removido por el Poder Ejecutivo.

El plantel de abogados de la Ciudad se selecciona por riguroso concurso público de oposición y antecedentes. La ley determina su organización y funcionamiento”. 

Y en el ámbito internacional las constituciones de:

- ECUADOR, “Artículo 214: La Procuraduría General del Estado es un organismo autónomo, dirigido y representado por el Procurador General del Estado, designado para un período de cuatro años por el Congreso Nacional, de una terna enviada por el Presidente de la República; Artículo 215: El Procurador General será el representante judicial del Estado y podrá delegar dicha representación, de acuerdo con la ley. Deberá reunir los requisitos exigidos para ser ministro de la Corte Suprema de Justicia; Artículo 216: Corresponderá al Procurador General el patrocinio del Estado, el asesoramiento legal y las demás funciones que determine la ley.” 

- GUATEMALA, “Artículo 252. (Reformado) Procurador General de la Nación. Procuraduría General de la Nación. La Procuraduría General de la Nación tiene a su cargo la función de asesoría y consultoría de los órganos y entidades estatales. Su organización y funcionamiento se regirá por su ley orgánica. 

El Procurador General de la Nación ejerce la representación del Estado y es el jefe de la Procuraduría General de la Nación. Será nombrado por el Presidente de la República, quien podrá removerlo por causa justificada debidamente establecida. 

Para ser Procurador General de la Nación se necesita ser abogado colegiado y tener las mismas calidades correspondientes a magistrado de Corte Suprema de Justicia. 

El Procurador General de la Nación durará cuatro años en el ejercicio de sus funciones y tendrá las mismas preeminencias e inmunidades que los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia.”

- MÉXICO, “El Procurador General de la República intervendrá personalmente en las controversias y acciones a que se refiere el Artículo 105 de esta constitución.
En todos los negocios en que la federación fuese parte; en los casos de los diplomáticos y los cónsules generales y en los demás en que deba intervenir el ministerio público de la federación, el procurador general lo hará por si o por medio de sus agentes.
El Procurador General de la República y sus agentes, serán responsables de toda falta, omisión o violación a la ley en que incurran con motivo de sus funciones.
La función de consejero jurídico del gobierno, estará a cargo de la dependencia del ejecutivo federal que, para tal efecto, establezca la ley...”
- PANAMÁ, “Artículo 218. Para ser Procurador General de la Nación y Procurador de la Administración se necesitan los mismos requisitos que para ser Magistrado de la Corte Suprema de Justicia. Ambos serán nombrados por un período de diez años. Artículo 219. Son funciones especiales del Procurador General de la Nación: 

*Acusar ante la Corte Suprema de Justicia a los funcionarios públicos cuyo juzgamiento corresponda a esta Corporación. 

*Velar porque los demás Agentes del Ministerio Público desempeñen fielmente su cargo, y que se les exija responsabilidad por faltas o delitos que cometan.”
- PARAGUAY, “Artículo 244. DE LA COMPOSICIÓN. La Procuraduría General de la República está a cargo de un procurador General y de los demás funcionarios que determine la ley; Artículo 245. DE LOS REQUISITOS, Y DEL NOMBRAMIENTO. El procurador General de la República debe reunir los mismos requisitos exigidos para ser Fiscal General del Estado. Es nombrado y removido por el Presidente de la República. Las incompatibilidades serán establecidas en la ley. Artículo 246. DE LOS DEBERES Y DE LAS ATRIBUCIONES: Son deberes y atribuciones del procurador General de la República: 

1. representar y defender, judicial o extrajudicialmente los intereses patrimoniales de la República; 

2. dictaminar en los casos y con los efectos señalados en las leyes; 

3. asesorar jurídicamente a la Administración Pública en la forma que determine la ley, y 

4. los demás deberes y atribuciones que fije la ley.”
- URUGUAY, “Artículo 314. Habrá un Procurador del Estado en lo Contencioso - Administrativo, nombrado por el Poder Ejecutivo. Las calidades necesarias para desempeñar este cargo, las prohibiciones e incompatibilidades, así como la duración y dotación, serán las determinadas para los miembros del Tribunal de lo Contencioso Administrativo; Artículo 315. El Procurador del Estado en lo Contencioso - Administrativo será necesariamente oído, en último término, en todos los asuntos de la jurisdicción del Tribunal.
El Procurador del Estado en lo Contencioso - Administrativo es independiente en el ejercicio de sus funciones.
Puede, en consecuencia, dictaminar según su convicción, estableciendo las conclusiones que crea arregladas a derecho; Artículo 316. La autoridad demandada podrá hacerse representar o asesorar por quien crea conveniente.”
- VENEZUELA, “Artículo 249. El Procurador o Procuradora General de la República reunirá las mismas condiciones exigidas para ser magistrado o magistrada del Tribunal Supremo de Justicia. Será nombrado o nombrada por el Presidente o Presidenta de la República con la autorización de la Asamblea Nacional; Artículo 250.  El Procurador o Procuradora General de la República asistirá, con derecho a voz, a las reuniones del Consejo...” 

En lo demás, en la presente propuesta mantenemos las disposiciones relativas a su misión como defensor de los intereses del fisco, remitiendo a una ley la determinación de los casos y la forma en que ha de ejercer sus funciones. Ello debido a la dinámica propia del devenir de su actuación, puede requerir reformas posibles de concretar modificando sólo la ley. 

También se sostiene la actual disposición relativa a las condiciones para ocupar el cargo, y para ser removido del mismo. Ello es así atento que el artículo 170 vigente, ha sido declarado pétreo por la ley 9768, por lo cual el único mecanismo posible para que sea removido del cargo es el Jurado de Enjuiciamiento.

Ahora bien, ello no implica que su función deba ser considerada perpetua, como se ha querido interpretar en tiempos recientes. Por ello, en el presente proyecto proponemos que el Procurador General de la Provincia permanezca en sus funciones mientras dure el mandato del Gobernador que lo designó. Es por tal razón que se ha considerado pertinente la eliminación de la frase “...mientras dure su buena conducta.”

Por los fundamentos precedentes, que serán ampliados oportunamente, es que solicitamos la aprobación del presente proyecto de texto constitucional.

Rosario M Romero – Sigrid E Kunath – Julio A. Federik – Guillermo C. Martínez – Raúl E. Barrandeguy – Miguel A. Carlín.

–A la Comisión de Control del Estado.

CVII
PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 1.174)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:
Incorpórase como nuevo artículo de la Constitución Provincial el siguiente texto:

“Art. …El Estado Provincial tiene el dominio originario, inalienable e imprescriptible de los recursos naturales que se encuentran en su territorio. 

Los bienes inmuebles de propiedad estatal existentes en las zonas que cuenten con recursos naturales de valor estratégico son considerados del dominio público del estado.”

ROMERO – KUNATH – FEDERIK – MARTÍNEZ (Guillermo) – BARRANDEGUY – CARLÍN.

FUNDAMENTOS
Sr. Presidente:
El Proyecto de Reforma que ponemos a consideración de esta Convención Constituyente se funda en el inciso 2do. del artículo 2º de la ley 9768 que habilita la incorporación de normas que sobre imprescriptibilidad adquisitiva de los bienes inmuebles del Estado Provincial existentes en zonas que cuentan con recursos naturales.

Los recursos de suelos, subsuelos, aguas, ríos, humedales, bosques nativos, paisajes naturales, costas y biodiversidad, constituyen el patrimonio natural de la provincia y de los municipios, y deben ser administrados y aprovechados en forma ecológicamente sostenible, que asegure su permanencia y productividad en beneficio de las presentes y futuras generaciones.

El dominio público está sometido a un régimen jurídico especial, que se ve caracterizado esencialmente por su inalienabilidad e imprescriptibilidad.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación expresó su concepto sobre lo que ha de entenderse por dominio público, haciéndolo en los siguientes términos: “Los bienes de dominio público del Estado general, de los Estados particulares y de los municipios, son del uso público, sea por su naturaleza o por su afectación o destino a un servicio de utilidad pública, y estos últimos mientras dure esa afectación o destino”.1

De esta sentencia resulta: a) que el alto Tribunal menciona dos clases de bienes dominiales: los declarados tales en el estado en que la naturaleza los presenta u ofrece (dominio llamado “natural”) y los bienes considerados públicos pero cuya creación depende de un hecho humano (dominio llamado “artificial”). 

Los recursos naturales existentes en territorio provincial, son del dominio público del estado y son patrimonio de la provincia, debiendo normar sobre su conservación, fomento, restauración y aprovechamiento ecológicamente sostenible, para el beneficio de las presentes y futuras generaciones. Además el estado tiene sobre su cabeza la vigilancia de las actividades que puedan afectar la integridad, permanencia y productividad de los recursos naturales.

Ahora bien, una de las herramientas que el Estado utiliza para la protección de estos bienes, es la declaración constitucional de su importancia y la imposibilidad de adquirir dichos bienes por intermedio de la usucapión. Entendemos que esta limitación que proponemos en el texto para la Constitución Provincial deriva de principios de una jerarquía supra-legal, que la Constitución Nacional en su artículo 124 regula. Así dicho artículo en su último párrafo manifiesta: “…Corresponde a las provincias el dominio originario de los recursos naturales existentes en su territorio.” El texto de la ley matriz nacional, otorga, en cierta medida, la competencia dominial de las provincias sobre los recursos naturales. Pero, valiéndonos también de lo establecido en el artículo 5to. del texto constitucional de la nación, que otorga la autonomía municipal, y desprendiendo de este concepto la autonomía territorial, propiciamos que en el presente texto que pretendemos se incorpore a la constitución provincial se reconozca el dominio originario e imprescriptible de los recursos naturales que se encuentren en su territorio.

En el derecho comparado encontramos artículos que hacen referencia a estas cuestiones. Así la Constitución de Bolivia manifiesta: “Artículo 136.- Son de dominio originario del Estado, además de los bienes a los que la ley les da esa calidad, el suelo y el subsuelo con todas sus riquezas naturales, las aguas lacustres, fluviales y medicinales, así como los elementos y fuerzas físicas susceptibles de aprovechamiento.

La ley establecerá las condiciones de este dominio, así como las de su concesión y adjudicación a los particulares.”

En igual sentido se expresa en el texto constitucional de Chile cuando expresa en el artículo 24: “…El Estado tiene el dominio absoluto, exclusivo, inalienable e imprescriptible de todas las minas, comprendiéndose en éstas las covaderas, las arenas metalíferas, los salares, los depósitos de carbón e hidrocarburos y las demás sustancias fósiles, con excepción de las arcillas superficiales, no obstante la propiedad de las personas naturales o jurídicas sobre los terrenos en cuyas entrañas estuvieren situadas. Los predios superficiales estarán sujetos a las obligaciones y limitaciones que la ley señale para facilitar la exploración, la explotación y el beneficio de dichas minas.”
Por último, entendemos apropiado considerar del dominio público del estado provincial los bienes inmuebles que se encuentran en zonas donde existen recursos naturales. Como lo expresamos en la parte dispositiva del presente, nos referimos a los recursos naturales que son trascendentales para la planificación estratégica de la provincia.

Señor Presidente, por las razones antes expuestas, y las que oportunamente se expondrán es que manifestamos la necesidad de incorporar el presente artículo a la constitución provincial.

1 Corte Suprema de Justicia de la Nación, Fallos, tomo 147, páginas 178 y 216, considerando 12, in re “Provincia de Buenos Aires c/ Josefina Riglos de Álzaga”, 15 de septiembre de 1926.
Rosario M Romero – Sigrid E Kunath – Julio A. Federik – Guillermo C. Martínez – Raúl E. Barrandeguy – Miguel A. Carlín.

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

CVIII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.175)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Modifícase el artículo 47 de la Constitución Provincial por el siguiente texto:

“El estado provincial garantiza el pleno ejercicio de los derechos políticos, con arreglo a los principios de la soberanía popular, proporcionalidad en la representación política, de conformidad a las leyes que en consecuencia se dicten.

La representación política tiene por base la población y con arreglo a ella se ejerce el derecho electoral.

La igualdad real de oportunidades entre varones y mujeres para el acceso a los cargos electivos y partidarios se garantiza por acciones positivas en la regulación de partidos políticos y del régimen electoral. El voto popular es un derecho inherente a la condición de ciudadano y a la vez un deber que se ejerce de acuerdo a esta Constitución y las leyes respectivas. Es universal, directo, secreto, igual y obligatorio.”

ROMERO – KUNATH – FEDERIK – CARLÍN – MARTÍNEZ (Guillermo) – BARRANDEGUY.

FUNDAMENTOS

Sr. Presidente:

El proyecto de reforma constitucional que traemos a consideración encuentra su habilitación en el artículo 1°, inciso 1° de la Ley N° 9768.

La presente iniciativa intenta consagrar, de modo breve pero contundente, los principios sobre los que se debe construir el sistema electoral de nuestra provincia.

Pretendemos que el presente proyecto sea complementario de las propuestas presentadas anteriormente en relación a partidos políticos y a régimen electoral.

Así fijamos como principio rector del sistema la soberanía popular y la proporcionalidad de la presentación política. Con respecto a esto último, ha sido un tema largamente discutido determinar donde reside la misma. Ello, en relación con las bancas legislativas, ha generado mucha controversia. ¿Pertencen a la persona elegida o al partido político? ¿Son estas las únicas alternativas posibles? Creemos que no. La inmensa mayoría de las constituciones provinciales han optado, de modo implícito, por la tesis que da cuenta de que la representación reside en el pueblo, por lo cual la banca pertenece a éste. Respaldando tal afirmación, se sostiene que uno de los principios medulares de nuestra organización republicana reposa en la soberanía del pueblo, y si bien ella se organiza y expresa a través de partidos políticos, el único depositario de esa soberanía es el pueblo, quien no delibera ni gobierna sino a través de sus representantes, arts. 1° y 22 C.N.

Quienes asignan la propiedad de la banca al legislador aducen a su vez, que este tiene una vez electo un derecho público subjetivo al cargo durante todo el tiempo que dure su mandato. De ese derecho, no puede ser privado, sino en los casos y por los procedimientos que la propia Constitución ha previsto. Es preciso destacar que ninguna de las constituciones provinciales ha optado por esta postura.

En cambio, Catamarca (Art. 242), La Rioja (Art. 76), Río Negro y Santiago del Estero han expresamente previsto en sus constituciones que las bancas pertenecen a los partidos políticos que han designado a los candidatos en sus listas.

Establecer que reside en el pueblo, insistimos es lo apropiado.
Respecto a la igualdad de oportunidades que propiciamos debe ser una política pública omnicomprensiva, en lo que respecta al régimen electoral y el ejercicio de los derechos políticos, es preciso hacer algunas consideraciones. 

Ya a ley 13.010, promulgada el 23 de septiembre de 1947, permitió la incorporación efectiva de la mujer en la vida política al otorgarles el voto, derecho cuyo ejercicio les había sido privado hasta entonces.

El derecho al sufragio constituyó un hito en la historia política de nuestro país, ya que a partir de entonces mujeres y hombres iban a tener la responsabilidad de construir una sociedad mejor.

Hasta entonces, las mujeres no sólo habían carecido de derechos políticos, sino que también en la legislación civil estaban discriminadas con respecto a los varones.

El 21 de agosto de 1946 el proyecto de ley que consagraba el sufragio para las mujeres –cuyo autor era el senador Lorenzo Soler– era aprobado en el Senado; a partir de entonces, Eva fogoneó su aprobación en Diputados, que llegó el 9 de septiembre de 1947.

En las elecciones de 1951 –las primeras en las que votarían las mujeres– se lograron seis candidaturas a senadoras y veintitrés a diputadas. Todas ellas fueron elegidas.

Los resultados de esas elecciones muestran el impacto producido en el electorado femenino. El 90,32 % de las mujeres que integraban el padrón fueron a votar; de esas 3.816.654 que votaron, 2.441.558 (el 63,9 %) lo hicieron por el peronismo. Esto quiere decir que el voto femenino por el peronismo fue superior al masculino.

Por los fundamentos expuestos, y por los que se expresarán oportunamente, solicitamos la aprobación del presente proyecto de texto constitucional.

Rosario M. Romero – Sigrid E. Kunath – Julio A. Federik – Miguel A. Carlín – Guillermo C. Martínez – Raúl E. Barrandeguy.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.176)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Incorpórase como nuevo artículo del Capítulo “Nuevos Derechos y Garantías” el siguiente texto:

“Art…: La Provincia garantiza y promueve la preservación, restauración, restitución, revalorización y difusión del patrimonio cultural conformado por los testimonios históricos, paleontológicos, arqueológicos y documentales, la creación artística, intelectual y artesanal, asegurando el acceso de todos los habitantes al conocimiento y goce de los bienes culturales.”

ROMERO – KUNATH – FEDERIK – CARLÍN – MARTÍNEZ (Guillermo) – BARRANDEGUY.

FUNDAMENTOS
El Proyecto de Reforma que presentamos resulta procedente de conformidad a lo previsto en el artículo 1°, inciso 14 de la ley N° 9768, así como a las consideraciones que pasamos a exponer.

I.- Patrimonio Cultural: concepto actual y antecedente.

La obra humana, desde su origen, ha tenido como marco físico para su desarrollo el medio natural, por lo que resulta imposible desligar la relación que se establece entre el hombre y el entorno en que se va a encontrar inscrito su quehacer.
Este interaccionar del ser humano sobre la naturaleza, en un constante interés por mejorar su calidad de vida, ha provocado diferentes niveles de transformaciones o modificaciones en el medio natural que en muchos casos han podido ser asimilados. En otros, la acción del ser humano ha sido tan vital, que su huella ha creado un nuevo entorno y en casos extremos, también ha provocado la destrucción de ese medio natural.
Cada vez resulta más difícil encontrar en nuestros días ambientes naturales que no hayan sufrido alguna modificación producida por la mano del hombre. Así lo ha entendido la UNESCO, en la Convención para la Protección del Patrimonio Cultural y Natural, creada en 1972, en la que logra reunir las nociones de cultura y naturaleza hasta hace poco consideradas diferentes y antagónicas. Sin embargo son complementarias. La identidad de los pueblos se forja en el medio donde viven y a menudo las obras humanas más hermosas obtienen gran parte de su belleza del lugar en que se encuentran instaladas. Así la propia UNESCO ha buscado una respuesta propia a esta aparente contradicción estableciendo una nueva categoría: PAISAJE CULTURAL, que define como “paisajes ilustrativos en la evolución de la sociedad y su asentamiento a través del tiempo, bajo la influencia de restricciones físicas y oportunidades presentadas por su entorno natural y de sucesivas fuerzas sociales, económicas y culturales tanto internas como externas”. Según su definición el concepto de patrimonio cultural abarca monumentos, grupos de edificios y sitios que tienen valor histórico, estético, arqueológico, científico, etnológico o antropológico. El Patrimonio natural comprende formaciones físicas, biológicas y geológicas excepcionales, hábitat de especies animales y vegetales amenazadas, y zonas que tengan valor científico, de conservación o estético.

Los bienes culturales deben ser la manifestación de un intercambio considerable de valores humanos durante un determinado período o en un área cultural específica, en el desarrollo de la arquitectura, las artes monumentales, la planificación urbana o el diseño paisajístico. Los bienes naturales deben contener fenómenos naturales extraordinarios o áreas de una belleza natural y una importancia estética excepcionales. O contener el hábitat natural más representativo para la conservación in situ de la diversidad biológica, incluyendo aquellos que alberguen especies amenazadas que posean un valor universal excepcional. La UNESCO promueve la identificación, la protección y la preservación del patrimonio cultural y natural de todo el mundo, por mandato de un tratado internacional firmado en 1972 y ratificado hasta la fecha por 164 países.

II.- La preservación del Patrimonio Cultural: Acciones y Política pública

Las políticas de conservación y administración del patrimonio cultural tienden a considerar las posibilidades de utilización de elementos y ámbitos del pasado con nuevas actividades según sean las necesidades sentidas por la comunidad contemporánea, sin que ello suponga una desvalorización de lo significativo de ese patrimonio.

Este concepto quedó ya claramente explicitado en 1.964 cuando en la carta Internacional de Venecia sobre la conservación y restauración apuntaba "...La conservación de los monumentos se beneficia siempre con la dedicación de estos a una función útil a la sociedad: esta dedicación es pues deseable pero no puede ni debe alterar la disposición o decoro de los edificios. Dentro de estos límites se deben concebir y autorizar todos los arreglos exigidos por la evolución de los usos y las costumbres..." (Carta de Venecia 1.964).

Se considera que el patrimonio de interés arqueológico, histórico o artístico, constituyen también recursos económicos - turísticos al igual que las riquezas naturales del país, por lo tanto, susceptibles de ser "usados", de ser transformados en elementos de progreso, representando entonces un potencial valor económico, con lo cual las medidas conducentes a su preservación y adecuada utilización ya no solo guardan relación con los planes de desarrollo, sino que forman o deben formar parte de los mismos. (Normas de Quito 1.973).

También han ido adquiriendo importancia las manifestaciones culturales populares, tales como cerámicas tejidos, música de origen étnico, costumbres de campesinos y obreros, gastronomías típicos, etc. Con lo cual podemos comprobar que en general, el concepto actual del patrimonio tiende a ser más dinámico que en épocas pasadas, creando oportunidades para que cada generación encuentre respuestas a sus necesidades.

Hoy se habla del Patrimonio Cultural tangible e intangible, esto es: todas aquellas manifestaciones culturales como las obras de arte, de arqueología, artesanía imaginería, edificios, barrios, pueblos, ciudades, para los primeros, y costumbres tradiciones, lengua, creencias, los derechos fundamentales del ser humano y los sistemas de valores para las segundas, ambos fuertemente unidos e inseparables, que se sustentan íntimamente. El patrimonio tangible colabora en crear y mantener la identidad; se comporta como un referente que fortalece la memoria, la cual, parte del patrimonio intangible que proyecta vida al patrimonio tangible y hace que este último sea cuidado y conservado. Un monumento o cualquier patrimonio tangible, sin memoria, es un patrimonio vacío, sin alma, sin contenido y como consecuencia olvidado y descuidado.

Pero si el patrimonio trasciende más allá de lo puramente cultural, para transformarse en un potencial recurso económico, por esta misma razón debe se celosamente protegido para garantizar su continuidad y sustentabilidad.

En ese sentido, Europa debe al turismo, directa o indirectamente, la salvaguarda de una gran parte de su patrimonio cultural, condenado de otro modo a su completa e irremediable destrucción.
Por su parte, la Conferencia sobre Comercio y Desarrollo de las Naciones Unidas de 1.964 recomendaba a las agencias y organismos de financiación, tanto gubernamental como privada "...ofrecer asistencia, en la forma más apropiada, para obras de conservación, restauración y utilización ventajosa de sitios arqueológicos, históricos y de belleza natural..." (Naciones Unidas 1.964).

Resulta muy interesante el texto adoptado por la Ley de protección del Patrimonio cultural de Perú que en su definición reza: “se entiende por bien integrante del Patrimonio Cultural de la Nación toda manifestación del quehacer humano -material o inmaterial- que por su importancia, valor y significado arqueológico, arquitectónico, histórico, artístico, social, antropológico, tradicional, religioso, etnológico, científico, tecnológico ó intelectual sean declarados como tal. Dichos bienes tienen la condición de propiedad pública ó privada con las limitaciones que establece la Ley”.

Una reflexión más profunda acerca de las culturas ha permitido comprender que no todas se expresaban a través de grandes realizaciones materiales y que gran parte del patrimonio cultural de la humanidad es intangible por que reside en el espíritu mismo de las culturas y su pérdida conlleva a la pérdida de aquellas.

Es fundamental que en primera instancia sea la comunidad quien desarrolle una conciencia y una identidad con el patrimonio. Si no hay una formación, un sentido y un cultivo de pertenencia, difícilmente se podrá contar con ellos. En ese sentido la identidad es una construcción diaria, donde participa la escuela, la familia el contexto, los espejos sociales. Es decir que el patrimonio tiene que ser reconocido por todos los niveles de la comunidad y sobre todo, valorado, lo cual se logra a través de políticas económicas, culturales y ambientales junto con las inversiones específicas en determinadas áreas.

Generalmente, el desarrollo sostenible se relaciona con términos económicos y técnico - ecológicos. La perspectiva sociológica actual, incluye además, el componente social, reconociendo el papel determinante que tienen los actores sociales y sus instituciones en muchos proyectos, políticas e inversiones para llevar a cabo el desarrollo que debe ir junto con el concepto de armonía. La sustentabilidad por lo tanto, debe ser construida socialmente, entre todos, a través de mecanismos sociales y económicos que posibiliten la consulta pública y la participación, pero esa participación debe ser responsable; con objetivos claros y metas precisas. De este modo se tomarán en cuenta los componentes económicos, ecológicos y sociales simultáneamente.

En definitiva, resulta fundamental la existencia de políticas públicas coherentes razonables, sostenidas, responsables, capaz de imprimir eficacia a las medidas proteccionistas vigentes y promover la revalorización del patrimonio cultural en función del interés público y para beneficio de la comunidad.

III. La visión actual del tema en nuestro país:

Argentina se halla comprometida en el gran empeño progresista que implica la explotación exhaustiva de sus recursos culturales y la transformación progresiva de sus estructuras económicas y sociales. Los problemas relacionados con la defensa, conservación y utilización del patrimonio entendido en su comprensión de “natural” y “cultural”, adquieren excepcional importancia y actualidad, surgiendo como necesidad conciliar las exigencias del desarrollo turístico como ejemplo con la salvaguarda razonable del patrimonio a través de una planificación turística racional y ética, tanto a nivel local como Nacional.

La Constitución nacional reformada introdujo en 1994, dentro del Capítulo de “Nuevos Derechos y Garantías” el Art. 41 que refleja precisamente- en consonancia con lo expresado – un criterio integrador entre el entorno natural y la obra humana puesto que la misma norma señala: “todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las generaciones futuras y tienen el deber de preservarlo….Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y cultural…”.
La enorme mayoría de las Constituciones Provinciales reformadas introduce normas sobre esta cuestión. Nuestra Provincia, con su valiosísimo acervo histórico – cuna del federalismo argentino y sede del primer gobierno constitucional- su frondosa producción literaria de primer nivel- desde Olegario V. Andrade pasando por Juan L. Ortiz , María Esther de Miguel y otros- pictórica- Bernardo de Quirós por ejemplo- artesanal; sus manifestaciones intelectuales y científicas- Bioingeniería, única en esta región del Planeta - y su maravillosa geografía de una costa a la otra del territorio, debe estar a la altura de los tiempos y jerarquizar la defensa de este Patrimonio.

Citamos en esta conclusión una referencia observada en el Trabajo de investigación sobre las Misiones Jesuíticas “ Patrimonio, turismo cultural y Calidad de vida” a cargo de la Universidad Nacional de Rosario en julio de 2007: “El pasado tiene un lugar importante en la experiencia vital de las comunidades, como fuente de cultura, como última referencia frente a la inestabilidad que conlleva la vida moderna y como factor de equilibrio ante el déficit de simbología y pertenencia que comportan los tiempos”.

Y con relación al Patrimonio histórico: “Patrimonio histórico é identidad cultural son nociones íntimamente relacionadas cuando los conceptos se consideran a lo largo del tiempo en un proceso continuo del pasado al presente, ese patrimonio es el marco de referencia de la identidad” (Souza González 1993).

Por las razones expuestas, y las que se darán oportunamente, es que solicitamos la aprobación del presente proyecto de texto constitucional.

Rosario M. Romero – Sigrid E. Kunath – Julio A. Federik – Miguel A. Carlín – Guillermo C. Martínez – Raúl E. Barrandeguy.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CX
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.177)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

VOTO PROGRAMÁTICO

Artículo
: Todo ciudadano tiene derecho a participar en la conformación y control del poder político.

Los ciudadanos que con su voto elijan gobernador, imponen por mandato al elegido el programa de gobierno que presentó ante la autoridad correspondiente al inscribirse como candidato.

La sanción por el incumplimiento de la presente obligación será causal para habilitar el procedimiento de revocatoria de mandato prevista en esta Constitución.

Una ley, que deberá sancionarse dentro del término de un año, reglamentará el ejercicio del voto programático.

SALOMÓN

Honorable Convención Constituyente de Entre Ríos:

Conforme lo autoriza el art. 45 del Reglamento de H. Convención Constituyente de la Provincia, adiciono a continuación los fundamentos al “Proyecto de Reforma”, autorizado por la ley 9768.

FUNDAMENTOS

La inclusión en nuestra Constitución del voto programático, es una forma de dar jerarquía constitucional al derecho del ciudadano para controlar los actos de gobierno.

Se trata de un nuevo artículo que sanciona el incumplimiento por parte del gobernador, de su programa de gobierno pero que no vulnera ninguna norma prohibitiva de la ley 9768.

El candidato a Gobernador, durante la campaña electoral, expone al pueblo de la Provincia lineamientos generales de su programa de Gobierno y lo ratifica presentándolo junto con su candidatura en el Tribunal Electoral.

El “Voto Programático” no lleva el propósito, en manera alguna, de trabar los actos de gobierno, ni va contra la persona del Gobernador.

El “Voto Programático”, entiéndase bien, es el derecho que tiene el ciudadano que votó para Gobernador, exigirle a éste el cumplimiento de los lineamientos principales de su programa de gobierno.

Es una nueva herramienta que otorga al ciudadano elector a Gobernador el control del “Poder Político”.

Indudablemente, es lo normal que al buen gobernante se lo apoye, pero su incumplimiento al programa de gobierno impuesto por mandato de quien lo votó, habilitará el procedimiento de revocatoria de mandato prevista en esta Constitución.

Este proyecto que presentamos tiene su antecedente en el artículo 259 de la Constitución de Colombia; la que además, en sus artículos 40, inc. 4º y 103 incluye como “mecanismo de participación del pueblo en ejercicio de su soberanía… la Revocatoria de Mandato…”.

En nuestro proyecto establecemos el “Voto Programático” y, tomando como antecedente la Ley 131 del año 1994, reglamentaria de la Constitución de Colombia, dejamos para la ley la reglamentación del ejercicio del “Voto Programático”.

Como dato ilustrativo haremos referencia a aspectos de la ya mencionada Ley 131/94 de Colombia.

Estimamos que su normativa, muy detallista, podrá ser consultada el día de mañana por nuestros legisladores, que tengan a su cargo la sanción de la ley reglamentaria, si el proyecto que hoy presentamos es aprobado.

Así, su artículo 2º establece que en el desarrollo de los artículos 40 y 103 de la Constitución Política, la Revocatoria del mandato por el incumplimiento del programa de gobierno, es un mecanismo de participación popular, en los términos de esta ley.

El art. 4º estable que el programa de gobierno debe publicarse en el órgano oficial, y agrega: “Ordenarán editar una publicación donde se den a conocer los Programas de todos los aspirantes”.

Es importante lo determinado en el art. 6º, que impone al Gobernador electo la obligación: “de presentar dentro de los dos meses siguientes a su posesión, las modificaciones, supresiones o adiciones a los planes de desarrollo, a fin de actualizarlos e incorporarlos a los lineamientos generales del programa inscripto en su calidad de candidato”.

Por su art. 7º se establecen los requisitos a cumplir para la procedencia del Pedido de Revocatoria de Mandato, por incumplimiento del Voto Programático: a) Haber transcurrido un año contado a partir del momento de la posesión del cargo. b) Petición por escrito fundado y firma certificada, de convocatoria a pronunciamiento popular para revocatoria. c) Que el pedido de los ciudadanos que sufragaron en la jornada electoral que eligió al Gobernador sea suscripto por un número no inferior al 40% del total de los votos emitidos válidos. d) Que voten por la Revocatoria no menos del 60% de los ciudadanos que participaron en la referida convocatoria. e) Que el número de sufragios no sea inferior al 60% de la votación registrada el día que se eligió el mandatario. f) Que solo podrán sufragar quienes lo hayan hecho en la jornada electoral en que se eligió al Gobernador. g) Y en otro apartado, establece que la REVOCATORIA DE MANDATO ES DE EJECUCION INMEDIATA.

En nuestro proyecto de artículo nuevo establecemos también, solo el Voto Programático y dejamos para la ley reglamentaria todo lo referido al ejercicio de dicho Voto Programático.

También hemos estimado necesario que  la ley reglamentaria sea sancionada en el término de un año; ello a fin de que la vigencia del “Voto Programático” no termine como letra muerta.

Es un proyecto novedoso que indudablemente tendrá eco favorable en razón de los reclamos que en algunos periodos de gobierno ha hecho el pueblo a sus gobernantes por promesas no cumplidas.

Jorge Salomón

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXI
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.178)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese a una nueva sección de derechos y garantías de la Constitución de Entre Ríos los siguientes artículos:

Educación Rural

Artículo
: El Estado Provincial garantiza a todos los habitantes de las zonas rurales o alejados de los centro urbanos más poblados el derecho a enseñar y aprender consagrado en el Art. 14 de la Constitución Nacional, siendo la educación y el conocimiento una prioridad provincial y un bien público que posibilita la construcción de una sociedad justa, reafirmar la soberanía e identidad provincial y local, profundizar el ejercicio de la ciudadanía democrática, respetar los derechos humanos y fortalecer el desarrollo socio-económico de la Provincia y la Nación.

Artículo
: El Estado Provincial tiene el deber de proveer en estas zonas una educación integral y de calidad para todos sus habitantes, garantizando su gratuidad, igualdad y equidad en el ejercicio de este derecho, siendo su deber:

1. incentivar y fortalecer el arraigo del docente en las zonas rurales donde desempeña sus actividades educativas. Crear viviendas para uso de los mismos y equiparlas con todos los elementos necesarios para hacer cómoda su estadía.

2. previlegiar a los docentes con estudios con orientación rural para desempeñar tareas educativas en escuelas rurales.

3. propiciar distintas metodologías para que los docentes conozcan en profundidad la comunidad en la que están insertos, sus problemas, costumbres, cultura, prioridades, hábitos y desarrollo socio-económico.

4. garantizar que las escuelas cuenten con el personal necesario para el desarrollo de sus actividades.

5. proveer a las escuelas de todo el material necesario para desarrollar sus actividades educativas, sea en cantidad y calidad apropiadas.

6. garantizar el acceso a las escuelas, mejorando y creando rutas de acceso ya sean terrestres o fluviales, además de contar con vehículos que en forma gratuita trasladen a los educandos con escasos recursos económicos desde y hasta la escuela.

7. satisfacer las necesidades básicas de aprendizaje de los niños, los jóvenes y los adultos no escolarizados, bajo sistemas educativos formales y no formales.

8. fomentar el desarrollo rural, la seguridad alimentaria, la educación, la calidad en infraestructura, la salud y el fortalecimiento de capacidades de toda índole.

9. garantizar becas acordes en cuanto a calidad y cantidad en cada una de las zonas rurales de la provincia.

10. mejorar y mantener los medios de comunicación e información rural, incorporando nuevas tecnologías acordes a las necesidades educativas imperantes.

11. implementar cursos de capacitación no formal en forma periódica y constante, propiciando la creación de oficios para lograr mano de obra especializada.

12. promover salidas educativas para fortalecer el conocimiento, fomentando las actividades socio-culturales comunitarias con todas las instituciones de la comunidad.

13. propender a la creación de gabinetes interdisciplinarios de apoyo escolar y psico-social en cada una de las escuelas rurales.

14. propiciar el nucleamiento de diversas escuelas en aquellas zonas donde sea necesario.

15. crear comedores escolares y cooperadoras

16. propiciar diversos incentivos innovadores que favorezcan a la matriculación de nuevos educandos.

17. establecer un control médico asistencial integral

18. desarrollar un currículo organizado y adaptado a las necesidades de aprendizaje de cada zona, y que partan específicamente desde las necesidades locales.
19. incorporar en el currículo temario específico sobre las diversas instituciones gubernamentales y no gubernamentales que propician el desarrollo socio-económico y de esta manera propender a fortalecer el sector productivo de nuestra provincia.

20. crear escuelas superiores para la formación de docentes con orientación rural.

21. propiciar contenidos programáticos integradores y específicos a las comunidades rurales

22. garantizar la educación en instalaciones adecuadamente equipadas y dotadas de personal capacitado para satisfacer las necesidades de los educandos con determinadas discapacidades.
23. propiciar la adecuación del calendario escolar a las necesidades de los educandos ofreciendo distintas alternativas para que adquieran una educación básica.
24. fomentar la creación de bibliotecas comunitarias.

25. promover la participación social en actividades educativas que tiendan a complementar el bienestar de los educandos y de la comunidad

SCHOENFELD
FUNDAMENTOS

A la Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos:

Educación Rural

Aprender a Pensar

Educar a una sociedad para la vida es un deber fundamental del hombre y una ardua tarea en una sociedad cada vez más compleja que necesita jóvenes mejor preparados, con ideales y valores bien definidos, capaces de afrontar los retos del presente y del futuro, con una identidad segura y propia de una  buena cultura y educación.

La civilización está basada en la trasmisión del conocimiento de persona a persona y de una generación a otra. El hombre avanza porque cada nueva generación puede heredar y de esta manera obtener los conocimientos de sus predecesores y usarlos como punto de partida para seguir generando y acumulando más conocimientos y aún más avanzados.

He aquí la importancia de educar y más que esto, de “saber educar” a las generaciones.

En este sentido, la familia debe ser la mejor escuela de buenas costumbres y buen comportamiento, debe ser la base del ser humano y donde se le proporcionan herramientas elementales y vitales para su completo bienestar, y es la escuela el primer ámbito donde se aplican esas herramientas, aptitudes y actitudes de la vida diaria, donde aprende realmente a compartir, a trabajar en equipo, a escuchar, a respetar, a conciliar y a dirigir. Es decir que el proceso educativo y una familia como apoyo incondicional constituyen las herramientas necesarias para construir una sociedad más justa y equitativa, asegurando así nuestra propia existencia.

Desterrar a la educación meramente informativa es sumamente necesario, que al alumno no se le llene de información que no puede terminar de comprender porque no se le enseñó a “saber pensar”.

Aprender significa incorporar algo desconocido al acervo que cada uno tiene en su inventario personal de herramientas para dominar algún aspecto de la realidad. Lo desconocido implica una cuota de riesgo, de aventura, desconcierto, confusión, de esfuerzo y de satisfacción posterior cuando uno comprueba que superó el obstáculo. Estas emociones están vinculadas al aprendizaje en cualquier orden de la vida. La escuela tiene por propósito armar dispositivos de enseñanza sistemática, útiles y aplicables en nuestra vida diaria.

La importancia de la educación viene dada por el desarrollo personal y laboral, la competitividad económica (donde el capital humano es clave) y los beneficios sociales y cohesión social.

Un modelo político con carácter social solo se logra a través de la educación, que es la herramienta indicada medida desde la distribución del ingreso, ya que el salario que se recibirá por un trabajo calificado, ya sea técnico o profesional, representará un nivel superior de ingresos, con lo que se disminuyen las diferencias entre clases sociales y por consiguiente el malestar de las clases menos favorecidas que representan una gran proporción del total de la población y cuya marginación educacional tiene una notable influencia en el crecimiento de la delincuencia.

No invertir debidamente en la educación genera, entre otras cosas, una gran demanda de puestos de trabajo menos calificados siendo estos subvalorados y por lo tanto el salario percibido no corresponde al esfuerzo real que estos implican. Solo disminuyendo la oferta para dichos puestos lograremos que estos tengan la remuneración apropiada. Y esto se logra educando y preparando el recurso humano.

La desocupación de los profesionales es un problema que merece un profundo desarrollo, son muchos los que realizan trabajos sin relación alguna a su profesión, y en muchos casos trabajos que requieren mas esfuerzo físico que intelectual. Si bien es cierto que el trabajo no es deshonra, también es cierto que no es justo que una persona pase cinco años de su vida, o más, preparándose para terminar haciendo un trabajo que no es el que deseaba ni para el que se preparó.

Ya es familiar escuchar “no hay trabajo”, y es intolerable que suceda esto en un país y en una provincia tan rica como la nuestra donde todavía hay muchas cosas por hacer. En este sentido, solo nos detendremos a decir que una gran proporción de los egresados espera salir y conseguir un empleo en lugar de crearlo, porque no son educados para tomar la iniciativa, para generar su propia fuente laboral.

Parte de la educación debe consistir en informar a los estudiantes sobre todos los planes que tiene el gobierno, las ONGs, entidades privadas y muchas otras instituciones para fomentar la creación de empresas ya sean de productos o servicios, vincular a las empresas a las universidades e instituciones técnicas y orientar a sus alumnos para que cuando terminen sus estudios no se dediquen simplemente a enviar su curriculum esperando conseguir un empleo. En este sentido es necesario destacar la falta de conocimiento que tienen los jóvenes acerca del funcionamiento del estado y sus instituciones, lo que solo incentiva la apatía y la falta de interés en el mejoramiento de la sociedad.

Las instituciones para el desarrollo son el complemento de la educación, los dos deben ir de la mano para articular una educación de calidad. Todos los buenos aspectos de la educación se verían notoriamente reducidos si no se cuenta con instituciones que puedan ofrecer a las personas los elementos, los recursos y las oportunidades necesarias para su óptimo desempeño dentro de la comunidad. Así como las instituciones para el desarrollo se verían desperdiciadas sin una buena educación. Estas instituciones son las proveedoras de la dotación necesaria para desenvolverse dentro de una comunidad y con la que muchas de las personas no cuentan.

De esta manera una persona con educación no solo buscará empleo, sino que también tendrá la capacidad de generarlo aprovechando de forma correcta las oportunidades que el mercado y las instituciones para el desarrollo le brindan, creando micro, pequeñas y medianas empresas que puedan sobrevivir y crecer y así fortalecer el sector productivo de nuestra provincia.

La vulnerabilidad al engaño es otro factor acrecentado por la falta de educación y que permite mantener al pueblo oprimido por clases dirigentes corruptas e inescrupulosas que causan graves consecuencias en el desarrollo económico y social del país no permitiendo que se dé un cambio estructural benéfico para todos.

La educación brinda a las personas una mayor probabilidad de tomar una decisión acertada a la hora de elegir, ya que son más los elementos a tomar en cuenta en el análisis que antes eran incomprensibles. Lo que significa que una persona podrá definir con mayor claridad sus intereses y escoger dentro de las políticas ofrecidas por los candidatos la más conveniente. Si cada uno tiene en cuenta sus intereses individuales, la política escogida será la que más convenga a la mayoría de intereses en común, es decir, la que más beneficie a la comunidad, siendo esta una forma de fortalecer la democracia. No hablamos solo de candidatos presidenciales, sino también de muchos cargos locales que dentro de una comunidad o barrio son de gran importancia para su buen desarrollo, circunstancia especial para la buena convivencia, la solidaridad y la paz.

Defender nuestros derechos con mejor criterio y protestar por una mala acción de los dirigentes solo se logra con educación. Además es más fácil discutir los puntos causantes de la protesta con un grupo educado que con otro que no cuente con la suficiente educación para establecer una buena comunicación y llegar a un pronto acuerdo.

Valorar correctamente el trabajo, tanto propio como el de los demás, es otro aporte de una correcta educación. Un ejemplo de esto son los bajos precios a los que se compran los productos agrícolas a los productores, los que llegan al consumidor final a un precio considerablemente mayor; lo que fomenta la incorrecta distribución del ingreso y que tiene muy poco que ver con el esfuerzo realizado por cada persona que interviene en el proceso.

Educar mucho mejor a nuestros hijos es un hecho destacable de toda persona con educación y con diferencias elocuentes a una sin educación. La educación que se recibe en el hogar es indispensable, en especial los valores morales que hacen a una persona respetable dentro de una comunidad y su ausencia genera fallas de conducta en el individuo, lo que no permite un buen desarrollo y su buena inserción social, terminando comúnmente en corrupción y delincuencia.

El Foro Económico Mundial en su análisis global 2007-2008, destacó el caso de Argentina que retrocedió 11 puestos respecto a 2006, muy distante a Chile, Brasil, Uruguay y Colombia. Argentina descendió del puesto 63 al puesto 77 de los 127 estados analizados, señalando en el informe que la causa se debe a "la escasa atención del Gobierno a esta cuestión en su agenda nacional". La medición considera nueve pilares: instituciones, infraestructura, macroeconomía, salud y educación primaria, educación superior y capacitación, eficiencia del mercado, preparación tecnológica, sofisticación de los negocios e innovación.

Es importante entender también, que no solo alcanza que la educación llegue a todos, sino que esa educación debe ser de calidad. Y para que una persona pueda gozar de una buena educación debe contar con los recursos necesarios para esto.

Una educación de calidad debe cumplir determinados factores:

* Básicos: instituciones, infraestructura, macroeconomía, salud y educación básica

* De eficiencia: educación superior y capacitación, eficiencia de los mercados y preparación tecnológica

* Avanzados: sofisticación de los negocios y capacidad de innovación.

En este trabajo nos referiremos específicamente a los niños, jóvenes y adultos que viven en zonas rurales, y donde muchos de ellos provienen de familias de escasos recursos que aunque tengan la suerte de poder ir a una escuela deben afrentarse con muchas dificultades que influyen en su desarrollo integral.

De esta manera las bases de los conocimientos de nuestros niños de zonas rurales, futuros jóvenes y ciudadanos, van a tener profundas grietas y una educación posterior, como la superior, no va a ser tan provechosa como debería.

Si queremos hablar de paz, los primeros temas a tratar deben ser educación e instituciones para el desarrollo. De lo contrario puede que se llegue a un acuerdo de paz, pero el inconformismo en la población continuará presente y en un futuro no muy lejano nos veremos nuevamente insertos en un conflicto social.

Tenemos entonces que una comunidad con un mayor nivel de educación es una comunidad más organizada y mucho más solidaria capaz de llevar adelante su propio destino asegurando un mayor bienestar común.

Desarrollo Rural

A pesar de los avances logrados en el mundo moderno, la humanidad no ha logrado deshacerse del hambre y la pobreza, y las cifras son elocuentes. Se estima que 1,2 mil millones de personas de la población mundial se clasifican como ‘pobres’. En términos concretos, esto equivale a más de cuatro veces la población de los Estados Unidos. Es un hecho alarmante que más del 70% de los pobres, es decir, 840 millones de personas, viva en las áreas rurales de los países en desarrollo. Ellos están atrapados en un círculo que los incapacita para tener acceso a los servicios y oportunidades que podrían permitirles salir de la pobreza: educación, empleos remunerados, nutrición adecuada, infraestructura y comunicaciones.

Se calcula que durante las dos próximas décadas, la mayoría de la población que vive en los países en desarrollo seguirá siendo rural. Este es aún más el caso de los países menos desarrollados, en los que la población que vive en las áreas rurales representará todavía más del 55% del total de la población en 2030.

En otras palabras, durante este período, el desafío al desarrollo seguirá estando relacionado con las tendencias y condiciones de las áreas rurales.

Estas cifras son más que elocuentes, por lo tanto hay que reconocer que el lento ritmo de progreso hacia la educación básica universal se debe en gran medida a la persistencia de las bajas tasas de matrícula en las áreas rurales. Una de las principales desigualdades que afectan a los pobres de las áreas rurales es el acceso dispar a una educación de calidad, que es tan importante para el desarrollo social y económico.

La reducción de la pobreza, la seguridad alimentaria y la educación básica forman el núcleo de la asistencia al desarrollo. Sin embargo, a menudo se descuida la índole rural de estos retos. La pobreza y el analfabetismo siguen siendo fenómenos abrumadoramente rurales.

La urbanización no resolverá el problema ya que la pobreza y el analfabetismo rurales no son simplemente problemas de transición o una crisis de ajuste en un proceso de modernización: ellos son retos estructurales del desarrollo.

Hoy, la globalización plantea nuevos desafíos al mejoramiento de las condiciones de vida de los habitantes de las áreas rurales, especialmente de los más pobres. Esta situación tiene un profundo impacto sobre los ingresos agrícolas y, por consiguiente, sobre las condiciones de vida de las poblaciones rurales y la pobreza rural. La situación y las tendencias actuales vinculadas con la globalización y el cambiante entorno rural exigen nuevas respuestas.

La gran mayoría de la población rural pobre depende de la agricultura para su supervivencia. Por consiguiente, el desarrollo rural afronta un desafío clave para lograr tanto la reducción de la pobreza como la educación para todos. Las pruebas acumuladas, así como las teorías del desarrollo, nos enseñan que la educación constituye un poderoso instrumento para el cambio económico, social y cultural.

Los agricultores con educación básica tienen más probabilidades de adoptar nuevas tecnologías y ser más productivos. Con la educación básica están mejor equipados para tomar decisiones para sus vidas y sus comunidades, así como para ser participantes activos en la promoción de las dimensiones económica, social y cultural del desarrollo. Pero hay que reconocer que el excedente de fuerza de trabajo rural tiene que encontrar ocupación fuera de las explotaciones agrícolas, ya sea en asentamientos rurales o urbanos, y que sin la alfabetización básica es poco probable que puedan ser contratadas en otras ocupaciones que no sean las que son remuneradas con un salario mínimo.

Una comunidad no puede impulsar el desarrollo sin una población educada. Las empresas, grandes o pequeñas, difícilmente escogerán invertir en las áreas rurales si éstas no cuentan con recursos humanos calificados. Asimismo, una comunidad no puede retener a las personas educadas sin un entorno económico atractivo. Muchas áreas rurales pobres están atrapadas en esta situación. Reconociendo la importancia de esta disyuntiva, es necesario un enfoque integrador que combine la perspectiva del desarrollo rural con la problemática de la educación.

Para favorecer al desarrollo es evidente que se requiere un enfoque multisectorial y multidisciplinario para reducir la pobreza rural y trabajar mancomunadamente. Si bien actualmente no existe una solución única para la reducción de la pobreza rural, la educación y la formación constituyen elementos cruciales.

Es necesario lograr el crecimiento con equidad y los habitantes de las áreas rurales necesitan tener la capacidad de ser participantes en el mercado de trabajo y en la sociedad.

Si bien atender a los pobres de las áreas rurales puede parecer algo más costoso y que toma mucho más tiempo que el llegar a los pobres de las áreas urbanas o periurbanas, consideramos que es una tarea que no se puede descuidar o posponer. Si queremos contribuir a construir un mundo donde prevalezca la paz sobre la guerra y la prosperidad sobre la pobreza, la asistencia a la educación de las poblaciones rurales debe analizarse en una perspectiva de largo plazo y con un enfoque global.

“Seguir haciendo como hasta ahora” y “lo de siempre” no resolverá el problema de la educación. El desafío consiste en encontrar modalidades específicas para abordar la problemática de la demanda y la oferta que tiene la educación en estas áreas. El reto consiste también en vincular las acciones educacionales con los esfuerzos más amplios de reducción de la pobreza y el desarrollo rural. La Educación para Todos no se logrará nunca en las áreas afectadas por la pobreza, la alta mortalidad y las discriminaciones de género y de otros tipos.

Si hablamos de reforma y desarrollo, no podemos olvidar las cualidades particulares de la educación de las poblaciones rurales que podrían exportarse a las escuelas de las áreas urbanas para que sean más ricas pedagógica, intelectual y académicamente, precisamente por su orientación más práctica. La vida rural ha fertilizado la educación de muchas maneras y este rico patrimonio no se debe ignorar y perder, sino más bien alimentar y enriquecer.

En muchos países, el cambio social y el desarrollo económico se han organizado no sólo brindando educación básica -que se reconoce como una prioridad-, sino también formación específica para mejorar las técnicas empleadas en la economía rural. Además, los trabajos recientes en materia de capital social muestran que el conocimiento constituye un elemento clave para fortalecer las comunidades rurales y facilitar su adaptación al cambio.

Es primordial que las políticas nacionales y provinciales promuevan el desarrollo humano y reconozcan la problemática rural, incluyendo las políticas educacionales. Sin embargo, ese compromiso y los esfuerzos de política no producirán su pleno impacto a menos que la comunidad internacional reconozca claramente que las desigualdades actuales de la globalización alimentan la pobreza masiva y se actúe consecuentemente.

Hoy, el enfoque de desarrollo rural reconoce que hay muchos actores diferentes en el mundo rural. Algunos siguen ganándose la vida con la agricultura, mientras que otros disponen de una amplia gama de ocupaciones no agrícolas, que van desde las pequeñas aldeas hasta las poblaciones periurbanas, pasando por los mercados más grandes de los pueblos.

El concepto de “desarrollo rural” no es nuevo, pero la globalización lo sitúa en un contexto diferente y conduce a repensar las políticas de desarrollo rural. Los diferentes tipos de actores en el área rural necesitarán una educación y formación que difieren de las que disponían en el pasado. Hoy se requiere un enfoque educacional más amplio que sirva para satisfacer las necesidades de los diversos grupos de beneficiarios y que tengan como prioridad la satisfacción de las necesidades básicas de aprendizaje de los niños, los jóvenes y los adultos no escolarizados, así como de la población pobre del área rural. Esto es “educación para el desarrollo rural”.

La definición de “desarrollo rural” ha sido refinada para denotar el proceso que acompaña al espacio rural, en lugar de percibirlo como una ampliación del alcance del desarrollo agrícola. Dentro del espacio rural se encuentran, además de los agricultores y una gran proporción de la población clasificada como “pobre”. Sus necesidades de información, educación y competencias a menudo difieren de quienes se ocupan en la agricultura y que tal vez vivan en zonas más aisladas del espacio rural. En la definición refinada, “desarrollo rural” comprende la agricultura, la seguridad alimentaria, la educación, la infraestructura, la salud y el fortalecimiento de capacidades para quienes no están empleados en explotaciones agrícolas, las instituciones rurales y las necesidades de los grupos más vulnerables.

Para lograr un cambio significativo, los reformadores de los sistemas de educación deben evaluar la complejidad del entorno rural.

Educación Rural

Como ya dijimos, la falta de oportunidades de educación básica es tanto una causa como un efecto de la pobreza rural, lo que hace que las condiciones de las áreas rurales se encuentren frecuentemente muy por debajo de los estándares fijados en la política del gobierno.

Los educandos de las áreas rurales, independientemente de su edad, generalmente se encuentran en condiciones de desventaja en comparación con sus pares de la ciudad, con menos oportunidades de asistir a la escuela y completar la educación primaria. Si esta realidad no se afronta, sin lugar a dudas se agravará en las próximas décadas.

En términos generales, los niños y adultos de las áreas rurales tienen muy limitadas oportunidades de obtener una educación básica que los ayude a romper el ciclo de la pobreza.

Muchos niños nunca ingresan a la escuela; muchos de los que ingresan no completan el ciclo de educación primaria e incluso entre quienes lo completan, muchos dejan la escuela apenas alfabetizados.

En la mayoría de los casos el currículo no está bien organizado ni adaptado a las necesidades de aprendizaje locales, lo que hace difícil expandir esos programas e incluso sostenerlos.

A todo esto se suma que a menudo las escuelas rurales se encuentran en pobres condiciones, inadecuadamente equipadas y dotadas de profesores mal pagados y personal insuficiente, caminos en mal estado, falta de servicios, etc.

Son variados los grupos cuyas necesidades básicas de aprendizaje generalmente no se satisfacen desde la educación preescolar: los niños que trabajan (más visibles en las zonas urbanas, pero también presentes en las zonas rurales), adultos analfabetos, poblaciones nómadas y situadas en áreas remotas y personas con discapacidades que tienen necesidades especiales de aprendizaje. Ofrecer oportunidades adecuadas de aprendizaje a estos niños, adolescentes y adultos en las zonas rurales es, ciertamente, un desafío, pero deben satisfacerse a fin de lograr efectivamente la educación para todos.

Las poblaciones rurales remotas están descuidadas o son insuficientemente atendidas por el sistema escolar. Además de los factores geográficos que tienden a aislarlas, la población que vive allí puede ser marginada adicionalmente por factores étnicos, culturales, lingüísticos o religiosos, así como por su pobreza material. Pero donde las diferencias culturales no son un factor influyente y donde tienen acceso a carreteras, comunicaciones y otros tipos de infraestructura, la oferta de escuelas y de otras instalaciones de educación básica es en gran medida un tema de voluntad política y de asignación de recursos suficientes.

Las escuelas incompletas es otro fenómeno común, son escuelas que sólo ofrecen instrucción en algunos grados de educación primaria, pero no en todos. Por tanto, los niños que se ven obligados a dejar la escuela con sólo dos o tres años de escolaridad, tienen un nivel muy bajo de educación básica y corren el riesgo de perder sus competencias en lecto-escritura y aritmética básica.

Obstáculos económicos y sociales, aún en aquellas zonas donde hay escuelas, impiden la asistencia de muchos niños. El costo de la escolarización es uno de los principales obstáculos para las familias pobres, que perderían el ingreso o los servicios derivados del trabajo de sus hijos, ya sea en el hogar, en el campo o en otro lugar de trabajo. El aprendizaje escolar puede parecer muy inadecuado e innecesario en relación con sus necesidades más inmediatas de supervivencia. Por consiguiente, la educación debe ofrecer una alternativa atractiva a fin de que esas familias acepten matricular a sus hijos en la escuela. En muchos países en desarrollo, el trabajo infantil sigue siendo un obstáculo considerable para la Educación para Todos. Introducir más flexibilidad en el sistema de oferta, especialmente -pero no únicamente- en los horarios, constituye un importante desafío para afrontar las necesidades específicas de los niños que trabajan.

Los niños que trabajan constituyen un grupo grande y heterogéneo que las escuelas generalmente no llegan a atender. En las zonas rurales se puede ver a los niños ocupándose de la cosecha, de los animales, trabajando en los campos, haciendo mandados en las aldeas, realizando tareas domésticas, cuidando a sus hermanos mas chicos y trabajando en diferentes actividades artesanales. Ciertas formas de trabajo infantil son evidentemente peligrosas y nocivas, como por ejemplo su exposición directa a la pulverización de productos químicos. Sin embargo, otras tareas que realizan los niños en las zonas rurales no son nocivas en sí mismas, son útiles para sus familias y pueden conllevar cierto aprendizaje básico que se adapta bien a las condiciones locales y a las oportunidades de empleo. No obstante, los niños que permanecen analfabetos están pobremente equipados para mejorar sus condiciones de subsistencia y de vida, así como para adaptarse a los cambios de la economía rural.

En nuestro país disponemos de una legislación que establece un período obligatorio de educación, pero hacer que se cumpla en las zonas rurales es problemático. Las familias pobres dependen frecuentemente del trabajo de sus niños o de cualquier ingreso adicional que puedan obtener. Obligar a los niños a que asistan a la escuela -incluso si fuese posible- minaría la supervivencia de muchas familias pobres. Un enfoque más humano consiste en encontrar la manera de adaptar la escuela a sus necesidades o brindar oportunidades alternativas para adquirir la educación básica. Como se mencionó anteriormente, ciertos ajustes en los horarios y el calendario escolar puede facilitar que algunos niños que trabajan asistan a la escuela por lo menos a tiempo parcial. De manera semejante, los programas de alimentación escolar y otros pueden ayudar a compensar a las familias por el trabajo o el ingreso perdido cuando sus niños asisten a la escuela. Un cuidadoso análisis de las necesidades, emprendido en consulta con las familias y las autoridades locales, puede ayudar a identificar qué ajustes se pueden efectuar para atraer y retener en la escuela a los niños que trabajan.

Los adultos analfabetos y otros que tienen escasas competencias en lecto-escritura y aritmética básica es ciertamente una importante dimensión de la Educación para Todos y también constituyen un factor estratégico en la transformación de las zonas rurales. Un informe publicado recientemente por el Banco Mundial constata que: “las alegaciones previas acerca de la pobre eficiencia interna de la Educación Básica apara Adultos son contradichos por el grueso de la evidencia de la que ahora se dispone”. El informe llega a decir que se puede lograr un mínimo de alfabetización a un menor costo entre jóvenes y adultos motivados que el costo equivalente a tres o cuatro años de educación primaria. El análisis encontró que por lo menos la mitad de los participantes completó el curso y satisfizo los criterios mínimos de desempeño.

Los niños y adultos discapacitados son otro grupo cuyas necesidades de aprendizaje no se satisfacen bien o simplemente no se satisfacen, especialmente en las áreas rurales. Se puede decir que estos educandos afrontan una doble discriminación. Algunos afrontan la exclusión debido a su género, etnia, aislamiento geográfico o pobreza, y además se los excluye de los programas de educación básica debido a discapacidades físicas, mentales o diversas patologías.

El Foro Mundial sobre la Educación abogó por un enfoque más acogedor, el de la educación inclusiva, que ha sido definido como “un conjunto de procesos para aumentar la participación en la educación y reducir la exclusión”. Si bien se asume generalmente que la educación inclusiva supone que los educandos deben estar físicamente en el mismo lugar y hacer las mismas actividades, también se considera la inclusión como aceptación y pertenencia social, con derecho a un aprendizaje pertinente individualmente. Ambas interpretaciones deben adaptarse a las condiciones encontradas en las áreas rurales.

Es real que en la mayoría de los casos no es factible disponer de instalaciones adecuadamente equipadas y dotadas de personal en la mayoría de las comunidades rurales para satisfacer las necesidades de los educandos con determinadas discapacidades. Sin embargo, muchos educandos discapacitados pueden ser atendidos en las escuelas existentes y en programas no formales de educación con una dosis razonable de flexibilidad y buena voluntad. Sensibilizar, estimular y formar a los administradores y profesores de las escuelas y los programas para que reconozcan y afronten las discapacidades es un prerrequisito para brindar oportunidades de educación básica a las personas discapacitadas. En algunos casos es necesario disponer de material didáctico especial, por ejemplo material de lectura en Braille para los educandos ciegos, pero alienta saber que existen muchos organismos gubernamentales y no gubernamentales, nacionales e internacionales, que ofrecen asistencia técnica y financiera para afrontar estos retos.

Hay que destacar que la escuela también colabora en el diagnóstico precoz de distintas patología y discapacidades existentes o potenciales que puede conducir a menudo a un tratamiento que reduce su gravedad. Un simple diagnóstico de inconvenientes visuales o auditivas, por ejemplo, puede salvar la escolaridad de un niño. En algunas comunidades rurales, es necesarios un programa específico para sensibilizar e informar a los padres de familia sobre estos temas, su tratamiento y sus efectos sobre la capacidad de un niño para aprender, y que de otra manera muy probablemente los niños serían retenidos en casa debido a un sentimiento de vergüenza que viene dada por la propia ignorancia.

Construir más escuelas y aulas en las zonas rurales es una prioridad evidente en nuestro país, pero también es necesario desarrollar una estrategia paralela para utilizar las instalaciones y el personal docente existente más eficientemente y de esta manera atender a más alumnos. Por ejemplo, es posible expandir eficazmente la capacidad del sistema escolar implementando una enseñanza por turnos (un grupo de alumnos en la mañana, otro en la tarde).

Si bien la expansión física del sistema de educación primaria permitirá que un mayor número de niños tenga acceso a la escolarización, satisfacer las necesidades básicas de aprendizaje de los grupos y categorías de alumnos marginados y desfavorecidos requerirá esfuerzos adicionales.

La nuclearización de las escuelas también es una alternativa viable, que implicaría que diversas y cercanas escuelas con poco personal, escasos recursos y pocos alumnos, se constituyan en única escuela para atender adecuadamente a sus educandos. La nuclearización no solo redunda en beneficios económicos y académicos, sino que además favorece la sociabilización de los niños con sus pares, el intercambio de experiencias y estilos de vida, la colaboración, solidaridad y el desarrollo de actividades lúdicas.

La educación de las niñas, a pesar de la prioridad asignada en numerosos instrumentos de política internacional y nacional, constituyen la mayoría entre los niños no matriculados en la escuela. Muchas veces la educación de los padres o las tradiciones locales pueden favorecer la educación de los niños y asignar poco valor, o incluso un valor negativo, a la escolarización de las niñas. Los padres dejan a las niñas para cuidar a sus hermanos menores, o sienten el miedo de que su hija no pueda constituir una familia propia y sea llevada a la ciudad lejos del control de la familia, o la preocupación de la seguridad de sus hijas en la escuela, así como durante el camino de ida y de regreso de la escuela. Si estas preocupaciones no se disipan, las niñas seguirán submatriculadas o serán retiradas de la escuela, especialmente cuando se acerca la pubertad.

La asistencia regular es un requisito mínimo, que desafortunadamente no se cumple a menudo en las escuelas rurales. Los problemas de salud, malnutrición, las exigencias domésticas en relación con el tiempo de los niños y las demandas estacionales para que trabajen en los campos, todo ello provoca estragos en la asistencia y, por consiguiente, en el rendimiento del aprendizaje.

Las perturbaciones en el aprendizaje pueden provocar la repetición de grado escolar, lo que a su vez conduce a la sobreedad de los niños, congestionando así las aulas de las escuelas primarias. Asimismo, la repetición está frecuentemente asociada con el abandono.

Estos fenómenos interrelacionados no son exclusivos de las escuelas rurales, pero privan a una gran proporción de alumnos, tanto de las áreas rurales como urbanas, de la obtención de una educación básica adecuada.

El número de escuelas secundarias en las áreas rurales es mucho menor que en las áreas urbanas, y su distribución es incluso menos adecuada que la de las escuelas primarias de las áreas rurales. Esto hace que sean muy limitadas las oportunidades de proseguir los estudios para los alumnos de las áreas rurales que logran completar el ciclo de educación primaria. Muy pocas tienen pensionados u otro tipo de instalaciones para recibir a los estudiantes, por lo que, a menos que las familias puedan encontrar alojamiento adecuado para sus hijos en la proximidad de una escuela secundaria (una cara y preocupante solución, especialmente en el caso de las niñas), la distancia deja a muchos alumnos potenciales sin la posibilidad de continuar sus estudios. La educación a distancia podría ofrecer una alternativa a la escolarización, pero su potencial sigue siendo ampliamente inexplorado.

La pertinencia del currículo utilizado en la escuela primaria y en otros programas de educación básica en las áreas rurales, y la percepción que las familias tienen de él, constituyen otro factor importante que en muchos casos contribuye a disminuir la asistencia a las escuelas, cuando debería constituirse en un atractivo para los educandos con un alto índice de eficacia que satisfaga las necesidades básicas de aprendizaje.

Definir lo que es “básico” y cuáles son las verdaderas “necesidades” no siempre es obvio. La mayoría de los educandos, ya se trate de niños o de adultos, quieren y esperan aprender a leer y escribir, así como a manipular los números, pero sus expectativas en relación con otros contenidos y competencias pueden variar.

Podemos nombrar por lo menos cuatro directrices para diseñar el contenido de la educación básica correspondiente a educandos de las áreas rurales. En primer lugar, el currículo se debe relacionar con el contexto, las costumbres, las formas de subsistencia y las actividades de desarrollo rural. En segundo término, debe tener en cuenta las calificaciones y la formación de los profesores (aunque idealmente éstas deberían estar en correspondencia con el currículo). En tercer lugar, debe hacer uso de las competencias, los conocimientos y otros recursos de los que se dispone localmente. En cuarto lugar, debe responder a los deseos manifiestos de la comunidad (es decir, orientarse por la demanda), definidos mediante consulta y negociación con la comunidad o los educandos adultos.

La inclusión de competencias relacionadas con la subsistencia atraerá ciertamente a los educandos adolescentes y adultos, pero éstos también podrían necesitar y apreciar contenidos que para ellos son menos utilitarios, tales como historia, música o religión. Tampoco hay que descuidar temas como derechos humanos, resolución de conflictos, salud, medio ambiente, tecnología aplicada, educación física, deportes, computación.

Independientemente de la configuración que pueda tener el contenido, la educación básica debe equipar a los educandos para seguir aprendiendo, aplicar el pensamiento crítico y afrontar los cambios que encontrarán en la vida.

Sin embargo, generalmente el currículo de la escuela primaria se define a nivel nacional y es concebido para alumnos familiarizados con un entorno urbano, conteniendo así muchos elementos o materias -cada una útil en sí misma- que en conjunto constituyen una pesada carga incluso para el alumno más inteligente.

Este “sesgo urbano” complica la tarea de los profesores de las áreas rurales y hace que el aprendizaje sea mucho más difícil para los niños de estas zonas, quienes ven poca pertinencia de algunas disciplinas en relación con su propia experiencia y la vida en su comunidad, entrando a veces hasta en conflicto con las costumbres y creencias locales. Los padres al percibir que el aprendizaje escolar es inadecuado para la vida rural y que además puede atraer o incentivar a sus hijos para que se desarrollen en la ciudad, pueden perder el interés en enviar a sus hijos a la escuela, especialmente a las niñas.

Las percepciones de la inadecuación del currículo también se pueden acrecentar cuando el lenguaje que se utiliza en la escuela difiere del lenguaje utilizado en la comunidad o en el hogar. Esto plantea problemas a los profesores que se reclutan localmente y no dominan el lenguaje utilizado. En cualquier caso, los niños obligados a aprender en un lenguaje que no les es familiar tienen un obstáculo adicional que superar y son puestos en una situación de gran desventaja respecto a otros niños.

El margen de adaptación del currículo para que satisfaga las necesidades locales de aprendizaje debe ser flexible, y los directores, profesores y supervisores deben ser estimulados para buscar y permitir esta flexibilidad en la aplicación del currículo en las áreas rurales.

Es necesario realizar un esfuerzo conjunto para “ruralizar” el currículo, armonizar el conocimiento moderno con la sabiduría local, reconocer la importancia del desarrollo curricular a nivel local para mantener el patrimonio y la integridad sociocultural mediante la comunicación intergeneracional. Y sin lugar a dudas la participación de los padres y de la comunidad local en los procesos de planificación e implementación facilita el logro de los objetivos propuestos para que las adecuaciones no provoquen desconcierto u objeciones que también pueden llegar a considerar que se ofrece a los niños una educación de calidad inferior.

En este aspecto es necesario tener presente que todo proceso de planificación debe ir “de abajo hacia arriba”, donde las comunidades rurales expresen sus puntos de vista, se consolidan y coordinen a nivel del gobierno local y provincial, y finalmente a nivel nacional. Este enfoque reflejaría las realidades del terreno y permitiría la construcción de una red en la que las perspectivas locales, regionales y nacionales se reconcilien.

La calidad de los insumos de la educación (instalaciones, materiales didácticos) también incide sobre las tasas de matrícula, asistencia y conclusión escolares. Una buena escuela se gana el respeto de los padres de familia y tiende a atraer y retener a los alumnos.

La calidad de la instrucción también depende, entre otras cosas, de la disponibilidad de textos escolares adecuados y culturalmente pertinentes, material de escritura adecuado para los alumnos, tales como lápices y libros de ejercicios, así como material auxiliar de enseñanza para los profesores, tales como mapas y pizarras. En las áreas rurales se carece con mucha frecuencia de estos medios básicos para el aprendizaje, tanto desde el punto de vista cuantitativo como cualitativo.

El entorno físico de la escuela, empezando por su proximidad a los hogares de los alumnos, también influye sobre el acceso y la calidad de la escolarización. La fatiga experimentada por niños sobrecargados de interminables tareas domésticas o que deben caminar largas distancias para asistir a la escuela, socava sus posibilidades de aprendizaje en la escuela y el hogar.

Otros factores físicos importantes incluyen a los edificios y terrenos, que constituyen un factor importante que influye sobre el ambiente de aprendizaje. Un edificio bien mantenido, con una apariencia agradable y placentera, adecuada al clima, con aulas atractivas y bien amobladas, con buena ventilación e iluminación, facilita el proceso de enseñanza-aprendizaje. La disponibilidad de agua potable, servicios higiénicos separados para niños y niñas, la existencia y la condición de las áreas de recreación, el patio, el jardín escolar, la huerta, la electricidad, deberían ser componentes normales de las escuelas y otros centros de aprendizaje rurales.

Todos estos componentes de un buen ambiente de aprendizaje no son manejables en las comunidades rurales, y otra vez nos encontramos, con pocas excepciones, que las escuelas urbanas están mejor equipadas que las rurales.

La apropiación y gestión de la escuela por parte de la comunidad local, necesita un cuidadoso proceso de consulta con los dirigentes y padres de familia de la localidad, y si es posible acompañado de alguna forma de incentivo.

La escuela “acogedora del niño”, definida en el Foro Mundial sobre la Educación, incluye estas y otras características deseables como ofrecer servicios de orientación, salud y alimentación, así como oportunidades para participar en actividades extracurriculares, tales como deportes y clubes, con currículos y textos que respetan las lenguas, culturas y estilos cognitivos locales, donde sus métodos pedagógicos se centran en el alumno.

Promover la apropiación de los programas de educación básica por la comunidad contribuye a asegurar su pertinencia, sostenibilidad y eficacia, tanto en términos de rendimiento del aprendizaje como de su contribución a los objetivos del desarrollo rural.

La participación de las comunidades locales en el proceso de planificación es el primer paso y esto hay que hacerlo de una manera abierta e inclusiva, de modo que todos los grupos interesados puedan expresar sus puntos de vista.

En vista de los diversos obstáculos para lograr la educación básica, alcanzar la apropiación por parte de la comunidad a menudo puede ser un asunto muy delicado que puede requerir determinadas competencias para la negociación y paciencia por parte de los educadores. En algunas instancias el gobierno tiene un papel que desempeñar para equilibrar los derechos de las personas y la responsabilidad de la comunidad. Por consiguiente, cualquier descentralización de la responsabilidad de la educación básica requiere ser ejecutada cuidadosamente para evitar toda posible dominación y discriminación a nivel local.

Se debe encontrar un equilibrio razonable entre el apoyo y la supervisión del gobierno, por una parte, y la apropiación por parte de la comunidad, por la otra. La apropiación a menudo conlleva a la asignación de recursos por parte de la comunidad, pero estos recursos deben agregarse y no verse como un sustituto a la financiación y el apoyo del gobierno. Algunas comunidades descuidadas en las áreas rurales han tomado la iniciativa de crear sus propias escuelas, y si bien esto es admirable en sí mismo, este tipo de apropiación local puede plantear un grave problema en relación con la equidad y el derecho a la educación, porque en definitiva la educación es un bien público y nadie debe ser excluido porque no puede sufragar los derechos de escolaridad u otros costos, siendo deber del Estado asignar recursos equitativamente a todas las escuelas, rurales y urbanas. En la medida en que las comunidades rurales financien sus propias escuelas, los recursos públicos a la educación se asignan injustamente a las escuelas urbanas donde, irónicamente, las familias probablemente pueden pagar más.
Las buenas relaciones entre la escuela y otros programas educacionales y la comunidad local son una condición necesaria para lograr el sentido de apropiación y su resultado. Por consiguiente, los administradores de las escuelas y programas, así como los profesores (que frecuentemente son “foráneos”) pueden ayudar a crear relaciones constructivas con la comunidad siendo sensibles a las necesidades y aspiraciones de todos los grupos que la constituyen. Esta apropiación también se puede consolidar vinculando los programas de educación básica con otras instituciones y grupos sociales (asociaciones, iglesias, clubes). Las asociaciones de padres de familia son otro medio para suscitar la participación de los miembros de la comunidad.

Los docentes son un elemento clave en la calidad de la educación, pero los profesores de las áreas rurales generalmente están insuficientemente apoyados, supervisados, capacitados y remunerados. Muchos profesores dictan sus clases en aulas mal equipadas y con niños de diversas edades. Las difíciles condiciones de trabajo, combinadas con un salario frecuentemente bajo tienden a minar la moral incluso de los profesores mas dedicados.

Los profesores de origen urbano a menudo son renuentes a aceptar las asignaciones a las áreas rurales y quienes las aceptan difícilmente son retenidos en dichas comunidades.

Otro problema grave en muchas comunidades rurales es la tardanza o la ausencia de los profesores, ya sea debido a razones de mala salud o al hecho de tener otros empleos que les permitan llegar a fin del mes.

Se puede decir que existe un “gran divorcio” entre los sistemas educacionales, por una parte, y los programas y servicios de desarrollo, por el otro, lo que constituye un obstáculo importante para la promoción del desarrollo rural sobre el terreno. Los educadores no son capacitados para entender bien los asuntos socioeconómicos en juego en las regiones donde ellos trabajan y el currículo no permite adaptar eficientemente sus programas para equipar a los educandos y que puedan asumir nuevas y futuras responsabilidades.

Los especialistas en desarrollo rural, en este sentido pueden ayudar a los educadores a mejorar las escuelas rurales: para analizar el espacio rural, tanto el entorno físico como sociocultural, de modo que los proyectos de educación rural tomen en cuenta el contexto rural específico cuando diseñan e implementan el proyecto; cooperar en la preparación de los documentos para la planificación utilizando el proceso de desarrollo impulsado por la comunidad para tener en cuenta las mejoras en la educación primaria en los planes destinados al desarrollo y la sostenibilidad del área rural; posibilitar que personas y otros recursos estén disponibles para que las escuelas puedan enseñar a los niños acerca del medio rural, competencias en agricultura y otras competencias y conocimientos prácticos que complementen el currículo académico; copatrocinar intervenciones directas y bien definidas, tales como la construcción de paneles de energía solar en las escuelas o la provisión de agua potable; estimular a las comunidades para que utilicen la escuela como un centro de actividades educativas y sociales más allá de la escuela primaria; cooperar en la formación de agentes de extensión y profesores de educación primaria para que escuchen y respondan a la expresión de necesidades y problemas fuera de su propio contexto profesional de modo que ambos pueden abordar el espacio rural más amplio; promover el apoyo político; etc.

Los especialistas en desarrollo y educación rural deberían dirigir actividades que promuevan el apoyo político local a una amplia gama de actividades de desarrollo, incluyendo el mejoramiento de la escuela.

El entorno hogareño también es un factor importante que incide sobre la calidad de la educación en el alumno. Los niños que tienen una buena estimulación intelectual y lingüística, ya sea en el hogar o mediante su participación en programas de desarrollo de la primera infancia están bien preparados para aprender en la escuela y desafortunadamente, este no es el caso de muchos niños en las áreas rurales. A esto se suma que los niños que reciben poca o ninguna supervisión o ayuda en sus estudios en el hogar también se encuentran en situación de desventaja, lo que es más factible que suceda con los niños de las áreas rurales que en el de las urbanas.

Los niños subnutridos o en malas condiciones de salud son un problema muy grave en la sociedad y por ende que repercute en la educación, por consiguiente estos niños tienen dificultades para concentrarse y asistir regularmente a la escuela.

El Programa Mundial de Alimentos (PMA) describe la situación en estos términos: “Cuando los niños pobres van a la escuela, frecuentemente dejan el hogar con el estómago vacío. Tres cientos millones de niños en el mundo están crónicamente hambrientos: aproximadamente 170 millones de estos niños que asisten a la escuela deben aprender mientras luchan contra el hambre”.

Un estudio sobre salud escolar y nutrición, comisionado por el Foro Mundial sobre la Educación, dice en su informe: “Como lo muestran numerosos estudios, la educación y la salud son inseparables: las deficiencias nutricionales, las infecciones parasitarias y el paludismo afectan la participación y el aprendizaje escolar”. Y también afirma que: “La situación de la salud y la nutrición afectan la matrícula, la retención y el absentismo”.

Los programas de alimentación escolar que brindan a sus alumnos un almuerzo al medio día o un refrigerio a media mañana, producen beneficios para su salud especialmente en las zonas rurales con bajo nivel de seguridad alimentaria, lo que mejora notablemente el rendimiento de los niños en el aprendizaje, además de constituir un incentivo eficaz para la asistencia escolar. Si bien los alimentos constituyen el incentivo inicial para enviar a los niños a la escuela, pronto se convierten en un catalizador que suscita el interés y la participación de los padres de familia en la educación de sus hijos.

El Programa Mundial de Alimentos concibió un modo innovador de utilizar la ayuda alimentaria para impulsar la participación de las niñas en la escolarización y estimular a las familias para que enviaran a sus hijas a la escuela: algunos productos alimenticios básicos, arroz o varios litros de aceite vegetal, se distribuyen a las familias a cambio de que sus hijas asistan regularmente a la escuela. Estas raciones de alimentos llevadas a casa compensan a los padres por la pérdida del trabajo de sus hijas y los alienta para que permitan que ellas asistan a la escuela. Cuanto mayor es el número de niñas que una familia envía a la escuela, mayor es la ración. La ración se distribuye durante la época en que las reservas de alimentos de la familia son especialmente bajas y se necesitan refuerzos hasta la próxima cosecha.

En los países donde se implementó este Programa de Raciones, la matrícula aumentó significativamente e incluso, espectacularmente. Como un ejemplo muy particular, podemos nombrar los resultados obtenidos en las escuelas de la Provincia Fronteriza del Noroeste de Pakistán, lugar donde no existe una fuerte tradición para enviar a las niñas a la escuela y donde significativamente se superaron las barreras sociales o culturales que se oponían a la educación de las niñas, y el resultado fue un aumento del 247% de niñas matriculadas.

La información preliminar indica que estos beneficios son duraderos y que la ayuda permite mantener a un gran número de niñas en la escuela.

La educación no formal con su variedad de actividades y capacitación ofrece oportunidades de educación básica a niños, adolescentes y adultos no escolarizados. Además, diversas instituciones y servicios (clínicas, bibliotecas, extensión agrícola) y medios de comunicación (radio, periódicos, teatro popular) ofrecen a la población rural información útil y apoyo al aprendizaje informal de niños y adultos.

Asimismo, no se puede descuidar el aprendizaje organizado ofrecido mediante la instrucción religiosa no formal (escuelas parroquiales), aprendizaje informal de oficios y prácticas tradicionales.

Todas estas formas de aprendizaje a menudo desempeñan un papel importante en las comunidades rurales y ayudan a modelar la comprensión que las personas tienen de su entorno social y natural.

Las organizaciones no gubernamentales y las asociaciones comunitarias constituyen otro conjunto de actores importantes en la provisión de oportunidades de educación básica en las áreas rurales. En muchas áreas rurales remotas las ONG son los únicos proveedores de servicios públicos, incluyendo la educación, y funcionan con poco o ningún apoyo o supervisión del gobierno.

Algunas ONG han generado enfoques innovadores que han sido replicados ampliamente, mientras que otras tienen significativa influencia sobre la política pública en materia de alfabetización y otros programas de educación básica no formal.

La iniciativa, flexibilidad, dedicación y recursos que las ONG aportan a las áreas rurales a menudo contribuyen significativamente a la educación básica y el desarrollo rural.

La formación del personal de las ONG, el monitoreo y la evaluación de sus programas, así como la planificación para replicar y aumentar la escala, y su sostenibilidad requiere especial atención y apoyo.

La contribución real y potencial de las ONG las convierte en valiosos actores en las áreas rurales, que pueden incorporarse en una sólida alianza de trabajo con el gobierno y otros actores. Esto es esencial para lograr cualquier expansión importante de los programas de educación básica no formal para adolescentes y adultos. Incluso planteándose el objetivo más limitado de hacer más eficiente y eficaz los programas de educación básica en curso en las áreas rurales, las actividades de las ONG se podrían relacionar y armonizar con las de otros componentes del sistema de educación y formación.

Las tecnologías de la información y la comunicación, especialmente la radio, se están utilizando en muchos países para apoyar la escolarización y programas de educación básica de adultos en las áreas rurales. Sin embargo, su potencial aquí aún no ha sido explotado. Igualmente su eficacia como apoyo en el aula o en centros de aprendizaje de adultos puede ser problemática por los horarios de las emisiones, la interferencia con la recepción o el suministro de baterías donde no se cuenta con electricidad. En cambio, pueden utilizarse cintas de audio y de vídeo ya que ofrecen ventajas tales como la programación a nivel local, posibilidad de interrupción y reproducción inmediata para la comprensión, etc.

Una buena escuela, según el Informe desarrollado por la FAO y la IIE, debe reunir las siguientes características, tal como son percibidas por los:

Alumnos:

* buenas relaciones con los profesores

* ayuda cuando hay dificultades de aprendizaje

* buena comunicación con los padres de familia

Padres de familia y comunidad:

* accesible a todos los niños

* segura, en el local escolar y en el camino entre la casa y la escuela

* profesores calificados, sensibles a las costumbres y condiciones locales

* buen entorno de aprendizaje

* buenas relaciones con la comunidad y rendición de cuentas

* buen rendimiento en los exámenes

Profesores:

* salarios decentes, pagados oportunamente

* currículo realista con material didáctico adecuado

* tamaño de la clase manejable, con alumnos motivados

* buen rendimiento en los exámenes

* apoyo a los profesores en forma de materiales y asesoría

* personal docente cooperativo

* gestión imparcial y honesta de la escuela

* reconocimiento del rendimiento y oportunidades de avanzar profesionalmente

Administradores e inspectores:

* buen rendimiento en los exámenes

* buena asistencia

* sólidas relaciones de trabajo entre los miembros del personal

* actividades extracurriculares

* buenas relaciones con la comunidad

* entorno escolar ordenado, seguro y bien administrado.

“… sólo puede considerarse “magia”…que un ser humano con poca o ninguna preparación, con escaso apoyo u orientación pedagógica y didáctica, que vive en una cabaña de paja mal ventilada y escasamente iluminada, sin tiendas cerca y con el agua a muchos kilómetros de distancia, a cinco o diez kilómetros de la escuela que tiene que recorrer a pie dos veces al día, que gana un salario que apenas alcanza para comprar la comida de una semana y a menudo pagado con retraso y que ni siquiera alcanza para comprar ropa o muebles… consiga hacer que un niño… que ha caminado de cinco a diez kilómetros para llegar a la escuela, tras haber pasado la noche durmiendo sobre una estera raída, dentro de una cabaña llena de grietas por donde entra ruidoso el frío, sin haber comido mucho y después de haber terminado muchas tareas domésticas …aprenda a leer, escribir y contar… a la sombra de un árbol sentado en el suelo sin tiza ni material didáctico sin libros ni cuadernos sin bolígrafos ni lápices Será magia, para los esotéricos; un milagro, para los religiosos; heroísmo para el pueblo; y para todo niño que, partiendo de esa nada, adquiere conocimientos y desarrolla habilidades. Éstos son los héroes anónimos de cada nación. No son héroes de guerra. Sus únicas armas son su enorme amor por los niños y una voluntad tenaz de contribuir para que el mundo sea mejor. Son los héroes de la paz.” UNICEF, 2002.

Zulema E. Schoenfeld

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.180)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1: Incorporase en la Sección I Declaraciones, Derechos y Garantías de la Constitución Provincial el siguiente artículo:

Artículo…: El Estado garantiza a las personas con discapacidad, por medio de acciones positivas, la igualdad real de oportunidades y de trato y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por la Constitución Nacional, los tratados internacionales sobre derechos humanos, las leyes y esta Constitución.

Garantiza el desarrollo de un ambiente apropiado, libre de barreras naturales, culturales, lingüísticas, comunicacionales, sociales, educacionales, arquitectónicas, urbanísticas, del transporte y de cualquier otro tipo, y la eliminación de las existentes.

El Estado elabora y ejecuta políticas de promoción y protección integral de la vida y la salud, tendientes al desarrollo de su plena integración y autonomía personal.

Artículo 2: Incorporase en la Sección IX Educación Común de la Constitución Provincial el siguiente artículo:

Artículo…: El Estado garantiza el derecho de las personas con discapacidad al acceso a la educación pública en todos los niveles, con bases curriculares apropiadas y personal capacitado.

HAIEK – DE LA CRUZ DE ZABAL – SCHVARTZMAN.

FUNDAMENTOS

Este proyecto de texto Constitucional tiene por fin que el Estado Provincial garantice mediante acciones positivas la autonomía personal y la integración social de las personas con discapacidad, asegurando la equidad en el acceso a las oportunidades.

“Cuando hablamos de los derechos de las personas con discapacidad tenemos que hablar de la necesidad de reafirmación de sus derechos, no por que tengan una realidad jurídica diferente en cuanto a dignidad, sino porque su dignidad como persona humana que es la misma que las de los demás, no está siendo reconocida por el resto de la comunidad.”1
Es a través del diseño y ejecución de acciones positivas que el Estado asume un rol protagónico en el cambio del paradigma socio cultural hacia la integración de las personas con discapacidad.

Dichas acciones, que pueden ser de carácter legislativo, social, educativo, laboral o de cualquier otra índole son necesarias para eliminar la discriminación contra las personas con discapacidad y propiciar su plena integración en la sociedad.

En este proyecto preferimos hablar de “personas con discapacidad”, siguiendo la terminología propuesta por la OMS, y la OEA, ya que las definiciones influyen en la visión del tema y es más apropiado a un lenguaje constitucional.

“El término "discapacidad" significa una deficiencia física, mental o sensorial, ya sea de naturaleza permanente o temporal, que limita la capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria, que puede ser causada o agravada por el entorno económico y social.”2
Se puede tener una deficiencia sin por ello tener una discapacidad y se puede tener una minusvalía sin que medie una discapacidad.

Para lograr la efectiva integración de las personas con discapacidad, el Estado Provincial deberá crear canales de comunicación eficaces que permitan difundir los derechos ya consagrados para su efectivo ejercicio y rescatar los avances normativos y jurídicos en materia de lucha contra la discriminación.

Nuestra Constitución Nacional y los tratados internacionales (art. 75, inc. 22) han incorporado claramente los derechos reconocidos a las personas con discapacidad y en especial el derecho a la vida, que comprende la calidad de vida más alta, lo que supone tener autosuficiencia, autonomía, obtener todos los servicios necesarios que le permitan ejercer su derecho a la salud, a la vivienda, al trabajo.

Especialmente para las personas con discapacidad la Constitución consagra como política a cargo del Estado “proteger por medio de acciones positivas la igualdad real de oportunidades y de trato”.

Además, la Constitución faculta al Congreso de la Nación (artículo 75 inc. 23) a “Legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta Constitución y por los tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos, en particular respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad”.

Interesamos la consagración constitucional en nuestra provincia de la obligación del Estado Entrerriano de garantizar, a través de estas acciones positivas, la igualdad real de oportunidades y de trato de las personas con discapacidad frente a la comunidad, y el pleno goce y ejercicio de sus derechos eliminando los impedimentos culturales que condicionan y limitan la igualdad en los hechos.

Estas acciones tienen por finalidad, que cada uno logre su autonomía personal, entendida como la “Capacidad de actuar por uno mismo, para ser principio de sus propias acciones, sin dependencia de otras personas”. La autonomía es “condición esencial del ser humano que hace a su dignidad de tal como basamento de su libertad”3

La autonomía personal sustenta la autodeterminación y contempla la supresión de todo tipo de barreras físicas y sociales.

Las personas con discapacidad, son personas cuya autonomía personal se ve afectada, en diferentes grados y con diversas implicancias, a causa de una condición física, psíquica, social, mental o sensorial que interfiere en su desempeño ocupacional.

Vemos a diario la situación de discriminación y de inferioridad respecto a las distintas oportunidades sociales, que sufren en relación al resto de los individuos de su entorno.

Cuando la persona con discapacidad desempeña los roles que se esperan de ella en los distintos sectores en que está organizada una sociedad: Familia, Trabajo, Educación, Salud, entre otros, logra entonces, su Integración social.

Existe un déficit en cuanto a información estadística referente a las personas con discapacidad, lo que hace necesario requerir, de los organismos e institutos competentes, (Instituto Provincial de Discapacidad, entre otros.) un mayor esfuerzo en cuanto al desarrollo de instrumentos que proporcionen datos estadísticos que permitan analizar este grupo de población en todas las facetas de su vida de forma continua en el tiempo.

La información, permite facilitar medir la incidencia que tiene en el grupo el desarrollo de políticas, acciones y normativa reguladora a lograr su equiparación social. Además, posibilitar el conocimiento de los factores de mayor incidencia en este grupo de personas, para poder tenerlos en cuenta a la hora de desarrollar las citadas políticas, acciones y normas.
Cabe señalar en esta instancia, el derecho que poseen las personas con discapacidad a “un ambiente apropiado, libre de barreras” es un derecho que en nuestra provincia se les ve restringido, lamentablemente, ya que en la mayoría de nuestras ciudades y pueblos, los medios de transporte, de comunicación, y su diseños arquitectónicos y urbanísticos, están pensados y hechos sin contemplar las dificultades e impedimentos para las personas con discapacidad. Es por eso que creímos conveniente incorporar en este texto constitucional la necesidad de eliminar todo tipo de barreras.

Por eso, esta norma constitucional que proponemos contempla eliminación y prevención de instalación de nuevas barreras, las lingüísticas o comunicacionales, para lo cual consideramos necesario la elaboración de programas y políticas específicos, que deberán tener en cuenta todos los aspectos de la vida, educación, salud, trabajo.

Proponemos además la incorporación de un segundo artículo en materia de Educación que consagra la obligación del Estado de garantizar a las personas con discapacidad el derecho al acceso a la educación pública en todos los niveles, con bases curriculares apropiadas y personal capacitado.

Una persona con discapacidad y su familia, deben recorrer arduos y penosos senderos para lograr ingresar a un establecimiento educativo y que se les brinde adecuado y personalizado servicio. Por ellos se hace necesario consagrar constitucionalmente esta garantía para facilitar su efectiva inclusión e integración a cualquier establecimiento educativo público de la provincia, hoy librado a la voluntad de las autoridades educativas y a los recursos económicos de cada familia que debe costear los gastos que ello implica (adaptaciones curriculares, asesoramiento psicopedagógico o psicológico al establecimiento, etc.).

Se hace necesario proponer las siguientes políticas, a manera de ejemplo, para lograr que esta propuesta se acerque a su finalidad, lograr la integración educativa de las personas con discapacidad:

1- Acceso a la educación pública y su integración en los distintos niveles

2- Bases curriculares adaptadas a cada caso.

3- Personal capacitado para la eficaz aplicación de los planes educativos.

4- Representación de las personas con discapacidad  en la integración del Concejo General de Educación, incorporando de ser posible un vocal con voz y voto, propuesto por las ONG que nuclean a las personas con discapacidad.

5- Elaboración de proyectos personalizados de integración que incluya a todos los actores involucrados.

6- Asesoramiento al equipo docente y directivo para que la integración–inclusión educativa se pueda dar exitosamente

7- Arbitrar recursos materiales que faciliten la integración, para lo cual es necesario partir de las verdaderas necesidades, evaluar los avances y retrocesos en la aplicación de las políticas determinadas y efectuar las modificaciones en los distintos institutos y normativa vigente, como por ejemplo lo respectivo al Instituto Provincial Discapacidad.

8- Elaborar desde el Estado planes de evaluación de las políticas provinciales para realizar los ajustes necesarios.

Aspiramos que con la inclusión de lo que nuestro proyecto propone como texto de la Constitución de Entre Ríos, se genere un cambio cultural en la sociedad, para lo que es necesaria una tarea de la sociedad y de cada uno, para generar ese cambio hacia la integración.

1 Síntesis del Panel Debate: “Las Personas con Discapacidad en la Reforma de la Constitución de Entre Ríos” Dra. Nelida Morales

2 OEA. Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad. Articulo 1. Guatemala el 7 de junio de 1999.

3 Godoy Juan Adolfo. La autonomía Universitaria en Jaque. Editorial UNER. 2.001. Pág. 84.

María M. Haiek – Adriana De la Cruz de Zabal – Américo Schvartzman.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXIII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.181)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Cinturones Hortícolas Municipales

Artículo 1º.- Incorpórese a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el siguiente texto:

ART…El estado promueve en todas los ejidos municipales la formación de “Cinturones Hortícolas y Productivos”

Articulo 2º.- De forma.

DE LA CRUZ DE ZABAL – SCHVARTZMAN – HAIEK – REGGIARDO.

FUNDAMENTOS

La Pobreza, la exclusión, y el déficit alimentario producen diariamente un aumento de las condiciones de pauperización en los sectores más vulnerables.

La transición hacia la sustentabilidad de los municipios supone en los tiempos que corren y en los que vendrán, no sólo una necesidad impostergable, sino además el compromiso de encontrar soluciones a un problema común en un amplio sector de la población.

¿Cómo encontrar soluciones efectivas y urgentes a un problema complejo y dispar?

Es menester aclarar, en principio que la mayor parte de los productos fruti hortícolas frescos que se consumen en nuestro territorio provienen de otras Provincias.

Por otro lado no son pocas las experiencias productivas que en el ámbito provincial se tienen al respecto con resultados dispares pero que ofrecieron en su momento no solo una alternativa laboral, por la alta tasa de ocupación de mano de obra que implican estas actividades, sino también la posibilidad de acceder a una alimentación sana, variada y sobre todo accesible a precios competitivos por la inmediatez de su abastecimiento (Costos de fletes mínimos) y por ende ahorro energético.

Lograr estas metas de autoabastecimiento, es trabajar por la soberanía alimentaría en los distintos municipios de la Provincia, promoviendo a su vez la diversidad productiva, la capacitación y especialización de mano de obra. Es posibilitar a muchos sectores de la población volver a la cultura del trabajo, de la solidaridad, comprometer a los vecinos en una tarea común a todos es sin dudas  una manera de construcción de puentes hacia la sustentabilidad.

Estos ítems atienden y demuestran que la soberanía productiva y alimentaria, es un continente de las sustentabilidades locales. En la que se ven reflejados en última instancia las mejoras del ambiente y la calidad de vida de la población en su conjunto.
Hemos básicamente aunado en forma simple una parte de la complejidad que implica la falta de alimentos conjuntamente con la sustentabilidad y soberanía alimentaria en los ámbitos municipales, con un cambio sencillo, paulatino e ideológico (pensar localmente y actuar globalmente y también actuar localmente y pensar globalmente) que sin duda nos lleva a comprender y a atender algo de lo que es y vendrá.

Adriana De la Cruz de Zabal – Américo Schvartzman – María M. Haiek – Santiago C. Reggiardo.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

CXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.182)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1: Agregar dentro de la Sección VI sobre Poder Judicial un Capitulo III referido al Ministerio Publico, el cual deberá incluir las siguientes normas: 

Artículo___: El Ministerio Público forma parte del  Poder Judicial, pero teniendo dentro de dicho poder plena autonomía funcional, administrativa y autarquía financiera. 

Esta compuesto de dos ramas independientes entre sí –Ministerio Público Fiscal y Ministerio Público de la Defensa-, presididas respectivamente por el Procurador General de la Provincia y el Defensor General de la Provincia, y se integran por los funcionarios y empleados que establezca la ley, respecto de los cuales les compete el ejercicio de la superintendencia. Ejerce sus funciones con arreglo a los principios de legalidad, imparcialidad, unidad de actuación y dependencia jerárquica en todo el territorio provincial.

Artículo ___: Son sus atribuciones y deberes, las fijadas por la ley y especialmente:

1. Promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad.

2. Intervenir en toda causa judicial en que esté comprometido el orden público. 

3. Velar por el respeto de los derechos, deberes, principios y garantías constitucionales, estando legitimado para demandar la inconstitucionalidad de toda ley, decreto, ordenanza, acto, contrato o resolución de cualquier autoridad pública provincial o municipal. 

4. Custodiar la buena marcha de la administración de justicia y controlar el cumplimiento de los plazos procesales, 

5. Velar por el correcto cumplimiento de las leyes y garantías y de los derechos humanos en las cárceles y todo otro establecimiento de internación. 

6. Accionar en defensa y protección del medio ambiente, intereses difusos y derechos colectivos. 

7. Ejercer la acción penal en los delitos de instancia pública. 

8. Asesorar, representar y defender los derechos de los pobres, menores, ausentes e incapaces, como así también a todo aquel que careciere de defensa penal. 

9. Ejercer la superintendencia y el poder disciplinario correspondiente.
10. Nombrar a sus empleados y funcionarios letrados previo concurso público.

11. Proponer y administrar su propio presupuesto, enviándolo al Poder Ejecutivo para su remisión al Poder Legislativo a efecto de su consideración.

12. Dirigir la Policía Judicial.

13. Ejercer de manera exclusiva, respecto a los funcionarios de sus respectivos ministerios, la potestad del artículo 163. Para tal designaciones deberá utilizarse el orden de merito de los Concursos del Consejo de la Magistratura para cargos similares al de la vacante. 

Articulo __: Todos los miembros del Ministerio Publico serán seleccionados por el Consejo de la Magistratura y designado por el Poder Ejecutivo. El Procurador General de la Provincia y el Defensor General de la Provincia deben contar con los mismos requisitos e inhabilidades que son requeridos a los miembros del Superior Tribunal de Justicia, gozan de idénticas inmunidades, estabilidad y garantías, siendo removidos mediante juicio político. Los restantes funcionarios del Ministerio Público deben observar los mismos requisitos e inhabilidades que los jueces ante quienes actúan, y gozan de iguales inmunidades, estabilidad y garantías, siendo removidos por medio del jurado de enjuiciamiento.

Artículo 2: Suprímase del Artículo 149 la mención referida al “fiscal o defensor del mismo”, quedando el mismo redactado de la siguiente forma: 149. – “ Para ser miembro del Superior Tribunal se requiere ser ciudadano argentino, tener título nacional de abogado, treinta años de edad, seis por lo menos de ejercicio activo de la profesión de abogado o de la magistratura.

Artículo. 3: De forma.
ACHARTA – DE LA CRUZ DE ZABAL – SCHVARTZMAN – HAIEK.

FUNDAMENTOS

En el inciso 38 del artículo 1º de la Ley Nº 9768 que declara la necesidad de la Reforma Parcial de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, se habilita expresamente a la Convención Constituyente para “Otorgar autonomía funcional y presupuestaria al Ministerio Público Fiscal y Pupilar”. Por ello proponemos la incorporación y regulación de este órgano en la Constitución Provincial en una Sección específica dentro del Capitulo del Poder Judicial en base a las consideraciones y fundamentos que seguidamente se exponen.

Entendemos que esta oportunidad de reforma debe ser aprovechada para mejorar y actualizar nuestras instituciones y equipararlas en lo posible a la Carta Magna Nacional y a las constituciones provinciales más modernas. Por ello consideramos de vital importancia se jerarquice al Ministerio Publico mediante su Institucionalización, teniendo en cuenta el tratamiento que dan al tema la Constitución de la Nación Argentina en su art. 120 y los Tratados Internaciones incorporados a nuestro Derecho Interno, por tratarse nada más y nada menos que de uno de los órganos custodios de la legalidad a la que deben estar sujeta los actos de un Estado, en aras de lograr el equilibrio de poderes propio de un sistema democrático.-

Su incorporación en la Constitución Provincial redundará en una mejor administración de justicia y permitirá la plena operatividad de los derechos consagrados en esta Constitución, los que quedarían como mera expresión de deseos si no existiera un órgano encargado de su tutela y de ponerlos en práctica en representación de los sectores más carenciados y desamparados de la sociedad. 

A efectos de poder hacer eficaz el cumplimiento de los importantes roles del Ministerio Público se debe dotar a dicho organismo, con carácter pleno y sin retaceo alguno, de autonomía funcional, administrativa y autarquía financiera, respecto de los distintos estamentos del Estado.

En ese sentido, se considera absolutamente necesario preservar la autonomía de gestión administrativa, financiera y disciplinaria del Ministerio Público; en otras palabras, que deben quedar reservadas a su propia gestión la organización, distribución de tareas, administración de recursos humanos y materiales, y disciplina del servicio. Esa autonomía es la que permitirá lograr un cuerpo unificado, estructurado jerárquicamente, activo en la persecución penal, que utilice sus recursos humanos y materiales de manera adecuada a los casos que se le presentan. 

A su vez, para que esa autonomía lleve a la eficiencia del sistema, es indispensable consagrar expresamente la autarquía financiera, que implica de manera concreta que la ley de presupuesto debe asignarle al Ministerio Público los recursos en forma separada y el propio Ministerio debe tener a su entera disposición la administración de los mismos. Así se pretende impedir que, ya sea de manera directa –vía instrucciones jerárquicas- o indirecta –conforme maliciosas restricciones presupuestarias- se enerve su función de velar por el respeto de la legalidad objetiva y, en tanto ello, bien pueda practicar un efectivo control sobre el manejo de la cosa pública. 

Se ha discutido en la doctrina constitucional si dicho organismo debe pertenecer a la orbita del poder judicial o se lo debe establecer como un órgano extrapoder conforme lo establece la Constitución Nacional (Art. 120) y la Constitución de la Provincia de Salta. En el presente proyecto se lo incluye, con las autonomías antes mencionadas, dentro del Poder Judicial pues consideramos que no se justifica que el Ministerio Público tenga sus propias dependencias administrativas referidas, por ejemplo, al sector contable y al personal; cuando puede compartir las ya existentes en el Superior Tribunal. Este criterio permita ahorrar recursos económicos y aprovechar la experiencia de las unidades de organización ya existentes (Domingo Sesín, “Ubicación institucional del Ministerio Público y de los otros órganos con jerarquía constitucional. Una perspectiva diferente”, LNC 2006-7-633).

En cuanto a la organización, el Ministerio Público se propone como órgano bicéfalo, ya que está encabezado por el procurador general de la Provincia y el defensor general de la Provincia, ambos con igual jerarquía. Al primero le corresponde la promoción y el ejercicio de la acción pública, regida por el principio de legalidad y no el de oportunidad. También le es dado velar por el cumplimiento de las normas de orden público. Al restante, se le encomienda atender los derechos de quienes no puedan hacerlo por sí de modo efectivo. Esta estructuración responde al propósito de no confundir el ejercicio de tales labores públicas que poca relación guardan entre ellas. A su vez, resulta contradictorio y poco feliz hacer depender jerárquicamente de una misma autoridad a quienes pueden llegar a encontrarse enfrentados en pleito –verbigracia, la fiscalía en su faz acusadora, y la defensoría, en su rol natural-.

Por otro lado, en el proyecto se describen las atribuciones y deberes que tiene el Ministerio Público, ello, sin perjuicio de otras/os que se pueden fijar las leyes,. La finalidad de dicha inclusión radica en evitar que mediante un ley especifica se saquen de la orbita de dicho órgano funciones o atribuciones que le son propias. 

Por todo lo expuesto, invitamos a los Señores Convencionales a compartir y acompañar este Proyecto que sometemos a consideración de la Honorable Convención Constituyente.

Emiliano Acharta – Adriana De la Cruz de Zabal – Américo Schvartzman – María M. Haiek.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.183)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

CONTROL DEL ESTADO – CONTADOR y TESORERO DE LA PROVINCIA.

Artículo 1º: Modifícanse los artículos 140°, 141° y 142° de la Constitución de la Provincia, que quedan redactados de la siguiente forma:
Art. 140°. - Para ser Contador o Tesorero de la Provincia se requiere ser ciudadano argentino, tener título de Contador Público, diez años de ejercicio profesional y cinco años de residencia inmediata en la Provincia.

Art. 141°. - El Contador y el Tesorero serán nombrados por el Consejo de la Magistratura. Sólo podrán ser removidos de sus cargos por juicio político.

Art. 142°. - La Contaduría General dispone de autonomía funcional. El Contador General provee las designaciones del personal a su cargo.

Intervendrá preventivamente en las órdenes que autoricen gastos y pagos o de las que se deriven transformaciones o variaciones de la hacienda pública, con arreglo a la ley de presupuesto, contrataciones y administración financiera y demás leyes vigentes.

Ejercerá el control previo sobre todo acto de disposición de bienes de la provincia y de entidades del derecho privado con participación del Estado, cuidando que no pueda derivarse menoscabo patrimonial en perjuicio de la Provincia.

Sin su visto bueno tales actos no podrán cumplirse, salvo cuando hubiere insistencia fundada por acuerdo de Ministros.

En el caso de mantener la Contaduría sus observaciones, dará a publicidad su resolución y pondrá los antecedentes en conocimiento del Tribunal de Cuentas.
REGGIARDO – DE LA CRUZ DE ZABAL – SCHVARTZMAN – HAIEK – GIANFELICI.

FUNDAMENTOS

Deben quedar definidas en el texto constitucional las facultades de control previo de la Contaduría General.

También, establecida con claridad su independencia funcional por ser condición necesaria para el ejercicio de las facultades de control y la aplicación de criterios técnicos propios para el cometido asignado.
La Contaduría General no puede subordinarse a ningún poder del Estado por cuanto el Contador en ejercicio de su cometido debe controlar a todos los poderes.
Si dependiera del Ejecutivo, por ejemplo, no podría autorizar los pagos del Poder Judicial pues ello implicaría una transgresión al principio de división de poderes.

Por las consideraciones expuestas, en primer lugar sostenemos que resulta apropiado que la designación del Contador General, como también la del Tesorero de la Provincia, sean efectuadas por el Consejo de la Magistratura. Ello facilita una mayor independencia del poder político por parte de estos funcionarios, cuyo rol en el control de las finanzas públicas y preservación de los bienes del Estado resulta de singular trascendencia.

Asimismo es necesario que el texto constitucional consagre la autonomía funcional de la Contaduría General, asegurando la independencia del organismo respecto del Poder Ejecutivo y del Poder Legislativo.
Va de suyo que la autonomía funcional implica la autonomía jurídica necesaria para dictar sus propios reglamentos y organizarse por sí misma para el cumplimiento de sus fines. Así también, para disponer las designaciones del personal del organismo, de manera de evitar influencias no deseadas.

La prohibición constitucional de pagar o disponer de bienes sin autorización de la Contaduría implica que el acto requiera para su regularidad el examen previo de su legalidad, es decir de su adecuación a la Ley de Presupuesto, a la Ley de Administración Financiera, Bienes y Contrataciones del Estado, al Código Civil y demás normas que le sean aplicables.
También integra la legalidad del acto que sea observado el criterio de razonabilidad, pues si, por ejemplo el precio fuera vil o existiere notoria desproporción entre las prestaciones el objeto del acto resultaría ilícito.

Dado que todo pago u acto de disposición presupone su autorización, las etapas previas que conducen a la producción del acto constituyen la materia sobre la que debe aplicarse el control de la Contaduría.

Como el texto constitucional incorporaría la facultad de control previo al Tribunal de Cuentas respecto de actos de importancia económica financiera para la Provincia, la ley deberá determinar las respectivas esferas de competencia en esta materia. El Tribunal de Cuentas ejercería el control previo sobre los tres poderes en actos de relevancia especial que la ley definirá y la Contaduría General sobre los restantes.

De allí que la ampliación de la esfera de control interno preventivo y previo otorgada a la Contaduría General de la Provincia afirmando su rol independiente de los Poderes controlados permitiría afianzar el valor transparencia y la legalidad de las decisiones o actos de contenido oneroso o que impliquen variaciones o transformaciones sobre la hacienda o el patrimonio públicos.
Santiago C. Reggiardo – Adriana De la Cruz de Zabal – Américo Schvartzman – María M. Haiek – Darío R. Gianfelici.

–A la Comisión de Control del Estado.
CXVI
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.184)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA

Artículo 1°: Incorpórase como artículo nuevo de la Sección I “Declaraciones, Derechos y Garantías”, el siguiente: 

Artículo …- La Legislatura de la Provincia o sus Cámaras y los demás poderes del Estado, podrán requerir datos e informes que consideren necesarios para el mejor ejercicio de sus funciones y la vigencia de los derechos a cualquiera de los otros Poderes, Contador General, Tesorero de la Provincia y Tribunal de Cuentas.

REGGIARDO – DE LA CRUZ DE ZABAL – HAIEK – SCHVARTZMAN – GIANFELICI.

FUNDAMENTOS

Así como es probable sea incorporado al texto constitucional el derecho irrestricto de toda persona a solicitar y recibir información de cualquiera de los poderes del Estado como de sus entes, sociedades, empresas u organismos en el que la Provincia participe, corresponde equiparar a los poderes públicos para coadyuvar a la vigencia de los derechos, en orden a una eficaz, útil y meritoria intervención en cualquiera de las esferas de su competencia.
En particular, es necesario reconocer constitucionalmente a las Cámaras que integran el Poder Legislativo provincial la facultad de requerir y obtener información del Poder Judicial, Tribunal de Cuentas, Contador General y Tesorero de la Provincia.

La información fiel y completa auxiliará la función legislativa en tanto y en cuanto sea menester ejecutar alguna de las atribuciones que le otorga a ese Poder la Constitución en el art. 81° en sus diversos incisos.
La experiencia acumulada a través de la práctica exige el reconocimiento constitucional de esta prerrogativa para que todos los Poderes del Estado procedan al resguardo de los derechos promoviendo los pedidos de informes a los otros poderes u organismos citados.
Santiago C. Reggiardo – Adriana De la Cruz de Zabal – María M. Haiek – Américo Schvartzman – Darío R. Gianfelici.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Pasqualini.

SRA. PASQUALINI – Teniendo en cuenta que la temática de este proyecto tiene relación con otros que se están tratando en la Comisión de Control del Estado, solicito, señor Presidente, que se sustituya el giro y que este proyecto se trate directamente en la Comisión de Control del Estado.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento de los señores convencionales, se gira el proyecto a la Comisión de Control del Estado.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, el proyecto se gira a la Comisión de Control del Estado.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

CXVII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.185)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º.- Incorpórese a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el siguiente texto:

Artículo… El Estado fomenta el turismo social en todo el territorio de Entre Ríos, asegurando las posibilidades de acceso y disfrute de los bienes culturales, naturales y paisajísticos de la provincia a niños y ancianos de escasos recursos económicos y a personas con discapacidad, fomentando y promoviendo el desarrollo de la actividad en tanto favorezca a la conservación de los bienes mencionados, a la preservación y el mejoramiento de la calidad ambiental y a la educación ambiental.

Articulo 2º.- De forma.

DE LA CRUZ DE ZABAL – HAIEK – SCHVARTZMAN.

FUNDAMENTOS

Nos encontramos frente a una situación caracterizada por la creciente concentración de la riqueza por un lado y de la marginación por el otro, lo que trae aparejado el aumento en los índices de pobreza e indigencia. 

A su vez, en este contexto pueden surgir otros fenómenos como por ejemplo, la violencia familiar y social o urbana, la delincuencia juvenil e infantil, las adicciones a las drogas o al alcohol como forma de escape ante situaciones no deseadas, etc. Estos factores generan la exclusión social, caracterizada por la escasez de recursos y la pérdida del sentido de pertenencia a la comunidad y a sus valores. 

Según los datos que nos ofrecen las Organizaciones Internacionales sobre la población total de personas con discapacidad y movilidad reducida en el mundo, sumadas a la cantidad de personas con un significativo nivel de indigencia, el 27 de septiembre de 1980, la Organización Mundial del Turismo (OMT), reconoce el término de “turismo social”. Esta declaración reconoce el turismo como un derecho fundamental y vehículo clave para el desarrollo humano.

Como ha quedado claro en el apartado anterior, desde hace años las instituciones nacionales e internacionales han trabajado activamente en favor de la promoción de mejores condiciones de vida para las personas con discapacidad y bajos recursos. Entre otros objetivos, no menos importantes, también se ha venido abordando activamente la facilitación del acceso a las infraestructuras y servicios turísticos a las personas con discapacidad y movilidad reducida (PMR). 

Esta labor ha quedado plasmada en numerosas normativas, documentos y estudios, producto de jornadas y congresos, lo que ha contribuido a establecer una importante plataforma a partir de la cual se ha comenzado a trabajar hacia el objetivo del “Turismo para Todos”.

El Turismo Social se ha concebido desde sus inicios como aquel que garantiza el uso y disfrute del turismo a las personas que padecen alguna discapacidad física, psíquica o sensorial. 

Sin embargo, el turismo social parte de una concepción más amplia de sus potenciales beneficiarios al tener por objeto la lucha contra las desigualdades y exclusión de todos aquellos que tienen una cultura diferente, poseen menos medios económicos o habitan en regiones menos favorecidas. En definitiva, la conjunción de estos dos conceptos, turismo accesible y turismo social, hacen posible la consecución de un verdadero turismo para todos.”

El texto precedente fue tomado de un trabajo realizado por la “FUNDACION MARIA VIRGEN MADRE” cuyos miembros, sobre la base del trabajo solidario y el compromiso social, trabajan activamente por una mejor calidad de vida para los seres humanos.

Por todo lo expuesto, consideramos oportuno y justo expresar en el texto constitucional esta política social respecto de una actividad clave para el desarrollo de nuestra provincia, por lo que solicitamos el respaldo a nuestro proyecto.-

Adriana De la Cruz de Zabal – María M. Haiek – Américo Schvartzman.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXVIII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.186)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1°: Incorpórese un nuevo artículo a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, en la Sección II “Régimen Económico y del Trabajo”, que tendrá el siguiente texto:

Artículo ____ : El Estado tendrá un sistema financiero a través de un Banco de la Provincia, establecido por ley, con la finalidad de:

- contribuir al desarrollo económico de sus sectores productivos;

- canalizar el ahorro público y privado, con una política crediticia de fomento de las economías regionales y financiamiento de las pequeñas y medianas empresas;

- actuar como agente financiero del Gobierno provincial, siendo caja obligada de éste, de los municipios y de los demás entes autárquicos o descentralizados.

La ley establecerá su Carta Orgánica, determinará su forma societaria dentro de las admitidas en su género en la República Argentina y asegurará su plena autonomía del Poder Ejecutivo. Asimismo fijará su estructura administrativa, organizativa y funcional, garantizando en sus órganos directivos la participación democrática de representantes de la producción y el trabajo, de entidades gremiales, de profesionales, sociales, culturales, entidades no gubernamentales y universidades del territorio provincial.

El cincuenta por ciento como mínimo de las utilidades correspondientes al Gobierno Provincial, deberán ser canalizadas al desarrollo económico genuino de la Provincia, privilegiando a las micro, pequeñas y medianas empresas.

Deberá garantizarse el acceso al crédito a los trabajadores públicos y privados, las amas de casa y los jubilados y pensionados de la provincia.

SCHVARTZMAN – HAIEK – GIANFELICI.

FUNDAMENTOS

En la misma época histórica en que los Constituyentes de 1933 plasmaron uno de los textos constitucionales más avanzados del país, también en la gestión provincial se propiciaba la instrumentación de un sistema financiero, como insustituible herramienta de la política económica y social del Estado. Así fue creado en mayo de 1933 por la Ley 2949, con el antecedente del Banco Entre-Riano fundado en 1851 por Urquiza, el Banco que casi exactamente seis décadas después, y en el marco de la debacle privatizadora que arrasó con buena parte de la riqueza de los entrerrianos, comenzó a protagonizar una historia finisecular de miserias y especulaciones no exenta de irregularidades e incertidumbre hasta que el 22 de mayo de 2002 nació el Nuevo Banco de Entre Ríos, ahora en manos de un banquero a quien estudiosos del tema no trepidan en señalar como el nuevo banquero del establishment, favorecido por el poder político coyuntural. No nos extenderemos en este asunto.

Tampoco es necesario realizar nuevas consideraciones que se sumen a las de quienes en esos años de neoliberalismo expresaron su tenaz oposición a dicho proceso, donde se contaban con los dedos de una mano las voces que en el seno del partido de gobierno que lo impulsó, compartieran esos cuestionamientos; felizmente hoy reconocen como un severo error toda aquella imprevisión, ya que contribuyeron a desmantelar no sólo el ahorro popular que expresaba una institución como esa, sino también el ámbito de intervención de la comunidad entrerriana en los negocios públicos, que cada vez pasaron a ser más privados.

Si bien otras provincias comparten esta preocupación, ya que en sus textos  constitucionales estatuyen un Banco Provincial, se trata en nuestra opinión sólo de retomar nuestra rica tradición en este sentido, pero a la vez, enriquecerla con una concepción actual de participación social en el Estado, que si bien ya existía en pioneros de nuestra organización provincial, ha estado ausente en la concepción de la gestión pública, incluso en gestiones tan progresistas y avanzadas como la de Bernardino Horne, ministro de Hacienda del Gobernador Etchevehere e impulsor de una verdadera Transformación Agraria en Entre Ríos.

Es preciso retomar una herramienta financiera al servicio de la producción agrícola, del crecimiento social, de la actividad industrial, comercial y de servicios, que coadyuve a otras metas que se proponen en el marco de esta reforma: la equidad, el freno a la expulsión de la población rural, el acceso a la tierra y a la vivienda, en fin: un banco con un sentido de justicia social. ¿Suena demasiado a utopía recordar la propuesta de Alejo Peyret de un banco “social, popular, del cual todos los ciudadanos serán accionistas y suscriptores”? No lo sabemos, pero en la búsqueda de esa garantía de un banco al servicio del entrerriano, es que pretendemos garantizar “en sus órganos directivos la participación democrática de representantes de la producción y el trabajo, de entidades gremiales, de profesionales, sociales, culturales, entidades no gubernamentales y universidades del territorio provincial”. Esa estructura orgánica, que deberá establecerse por ley, es a la vez la que determinará que la entidad contemple en su seno la expresión de todos los sectores productivos, políticos y sociales de la Provincia y a la vez que su conducción tenga autonomía plena de gestión frente al poder político provincial, abstrayendo la influencia de éste en cualquier decisión coyuntural que pueda afectar las líneas de política de Estado que lo deben caracterizar.

Del mismo modo y con idéntica aspiración se establece un porcentaje que deberá destinarse al crédito, así como el acceso al mismo de parte de los sectores más necesitados de respaldo de la población, en virtud de convertirse también en herramienta de desarrollo de la economía provincial al mismo tiempo que en un mecanismo de distribución de la riqueza con objetivos de justicia social.

Por estas razones, más las que se abundarán en la comisión respectiva y en el recinto, es que solicitamos a los y las convencionales que den sanción a la inclusión del texto propuesto.

Américo Schvartzman – María M. Haiek – Darío R. Gianfelici

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

CXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.187)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

DICTAMEN AMBIENTAL

Artículo 1°: Incorpórese un nuevo artículo a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, con el siguiente texto:

Artículo ____: En la definición de todas las políticas públicas vinculadas al ambiente y los recursos naturales que involucren de manera directa o indirecta estudios de impacto, relevamiento, evaluación, monitoreo o control de datos, el Estado entrerriano priorizará la labor de universidades e instituciones públicas de la provincia, admitiendo y facilitando convenios de las mismas con otras instituciones de fuera del ámbito territorial, que coadyuven a tal fin.

SCHVARTZMAN – DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO – HAIEK.

FUNDAMENTOS

La ley 9768 habilitatoria de la Reforma Constitucional estableció en su primer artículo, inciso 29, la posibilidad de incluir disposiciones que expresen las aspiraciones de “obligatoriedad de las evaluaciones del impacto ambiental, evaluaciones de impactos ambientales acumulativos y evaluaciones estratégicas”.

En el marco de la Convención Reformadora se han presentado numerosas iniciativas tendientes a consagrar en el texto constitucional los otros aspectos que enuncia dicho inciso, y que remiten a los principios fundamentales de una nueva ética ambiental, que compartimos: “prevención precautoria, sustentabilidad, equidad interge-neracional y gradualidad”, conceptos inconcebibles hasta hace pocos años. A la vez, somos impulsores de mecánicas que establezcan en la propia Constitución la obligatoriedad de consultar a la ciudadanía cuando de temas ambientales se trata, mediante dos cláusulas de idéntica inspiración y diferente operatividad: las de licencia social y doble lectura, en el entendimiento convencido de que es profundamente democrático aspirar a que aquello que ha de afectarnos a todos debe ser decidido entre todos.

Pero además, decisiones de tamaña relevancia también requieren, como es sabido, de informes y diagnósticos específicos que se fundan en investigaciones científicas con una visión integradora, que den por tierra con cualquier suspicacia sobre intereses sectoriales y a la vez erradiquen miradas de fragmento que obstaculizan un enfoque holístico, base cierta para toda política pública con pretensión de continuidad y sobre todo, que pueda impulsarse con un sentido cierto de solidaridad intergeneracional. En esa labor, entendida como presupuesto irreemplazable de toda definición de políticas de estado en el ámbito al que nos referimos, deben estar involucrados los organismos realmente existentes en Entre Ríos, y las personas que los integran; precisamente aquellos a los cuales pretendemos integrar y fortalecer con otra iniciativa de nuestra autoría, cual es el Consejo Provincial de Ciencia y Tecnología.

El presente proyecto establece una jerarquía para dichos organismos en la elaboración de los conocimientos necesarios para la toma de definiciones en el ámbito público. Es, por ello, un necesario complemento de los proyectos antes mencionados. De este modo se priorizará la investigación científica asegurando que el Estado no recurrirá a organismos de fuera de la provincia si sus servicios pueden ser realizados por cientistas de nuestro ámbito.

Por lo expuesto, es que invitamos a dar íntegra sanción al presente proyecto que sometemos a consideración de la Convención Constituyente.

Américo Schvartzman – Adriana De la Cruz de Zabal – Santiago C. Reggiardo – María M. Haiek.

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

CXX
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.188)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

DERECHOS SEXUALES Y REPRODUCTIVOS

Artículo 1°: Incorpórese un nuevo artículo en la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, con el siguiente texto:

Artículo ____: La Provincia reconoce a todos sus habitantes los derechos reproductivos y sexuales, como derechos humanos básicos, en especial el de decidir responsablemente sobre la procreación, el número de hijos y e intervalo entre sus nacimientos.

El Estado Provincial asegura la educación sexual en todos los niveles de la educación formal e informal y garantiza a toda la población el acceso a la información, orientación, métodos y prestaciones de servicios referidos a la salud sexual y pro-creación responsable.

SCHVARTZMAN

FUNDAMENTOS

La ley provincial 9768, que habilitó la Reforma Constitucional en forma parcial, posibilita en su artículo 1º, incisos 17, 19 y 20, la incorporación a la norma fundamental de la provincia los alcances que aquí proponemos.

En efecto, la propuesta que alcanzamos a la Convención mediante la presente iniciativa, aspira a asegurar el derecho a la salud en lo que tiene que ver con el sexo y la procreación; se propone bajo los principios de universalidad y gratuidad, sobre la base de la dignidad de las personas, incorporando la equidad de género y los derechos de las mujeres, en especial mediante políticas públicas que tiendan a la promoción y protección integral de las personas.

Y esto es así porque los derechos sexuales y reproductivos son derechos humanos básicos. Así lo indica la jurisprudencia internacional y nacional de la actualidad, que entiende que todas las personas gozamos de los siguientes derechos, que deben ser garantizados a las mujeres en paridad de condiciones con los varones, entre otros:

- el derecho a decidir libre y responsablemente el número y espaciamiento de los/as hijos/as;

- el derecho al acceso a la información, la educación y los medios que les permitan ejercer estos derechos;

- el derecho a la protección de la salud, física y psíquica, y a gozar del más alto estándar alcanzable en salud;

- el derecho a la no-interferencia indebida con su privacidad y familia.

En la Conferencia Internacional de las Naciones Unidas sobre Población y Desarrollo (Cairo, 1994) y la IV Conferencia Mundial sobre las Mujeres (Beijing, 1995) fue donde los derechos reproductivos de las mujeres fueron un tópico clave dado que la comunidad internacional de las mujeres se movilizó para consagrar los derechos humanos básicos de las mujeres a su autodeterminación reproductiva.

En la República Argentina los derechos humanos consagrados en la Constitución Nacional (art. 19) y especialmente después de la incorporación de los tratados en materia de derechos humanos con rango constitucional (art. 75, inc 22), si bien no hacen una referencia explícita a la Anticoncepción, permiten defender los Derechos Sexuales y Reproductivos en una interpretación armónica de los derechos a la vida, libertad y seguridad. En ese sentido debemos mencionar la Declaración Universal de Derechos Humanos, la Declaración Americana, la Convención Americana, el Pacto de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto de derechos Económicos y Sociales, la Convención de los Derechos del Niño, la Convención contra la tortura, la Convención sobre la Mujer y la Convención Internacional sobre todas las formas de discriminación racial.

Como antecedentes en otros ámbitos de la Argentina, la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en su Art. 37 establece: “Se reconocen los derechos reproductivos y sexuales, libres de coerción y violencia, como derechos humanos básicos, especialmente a decidir responsablemente sobre la procreación, el número de hijos y e intervalo entre sus nacimientos...” Y en once de los veinticuatro distritos de la República existen leyes que contemplan temas como la Salud Sexual y Reproductiva.

Tanto en el país como en Entre Ríos, las tasas de mortalidad materna son inaceptablemente altas y se deben en más de un 70% a causas prevenibles con medidas como educación sexual, atención que permita planificar cuando tener hijos y provisión gratuita de anticonceptivos, así como información sobre los distintos métodos disponibles, adecuada y oportuna atención del embarazo, parto y puerperio, provisión en los hospitales públicos de servicios de aborto en los casos que el código penal considera no punibles y atención adecuada y humanizada de las complicaciones del aborto, entre otras.

En 2002 y luego de un intenso debate, el Parlamento nacional sancionó la ley 25.673. Por esta norma se crea el Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable bajo la jurisdicción del Ministerio de Salud. Esta ley incorpora la salud sexual y reproductiva en la agenda del Estado nacional como objeto de sus políticas públicas. El Programa se propone alcanzar el nivel más elevado de salud sexual y procreación responsable, a fin de que la población pueda adoptar decisiones libres de discriminación, coacción o violencia. Entre otras medidas, faculta a los servicios de salud a proveer información y métodos anticonceptivos.

En Entre Ríos, en julio de 2003 se convirtió en ley el proyecto de Salud Sexual y Procreación Responsable, aprobado luego de tres años de discusiones, que prevé políticas de educación sobre la materia, la promoción de la lactancia materna y el suministro gratuito de anticonceptivos. Sin embargo, hasta el momento la ley no se reglamentó y por ello no ha hecho más que tropezar. En su artículo 3º, la norma ordenaba a la Secretaría de Salud, responsable de su implementación, a “articular políticas y acciones con el Consejo General de Educación”. El artículo 4º dice: “El Consejo General de Educación diseñará e implementará políticas de educación sexual y garantizará recursos, financiamiento y formación docente. El Estado provincial impulsará la formación académica en sexualidad humana en la educación superior y universitaria y simultáneamente la capacitación de los profesionales en ejercicio. Se incluirá tanto en las políticas de educación sexual como en la capacitación y formación en los diferentes niveles educativos la perspectiva de las relaciones de género”.

En Entre Ríos se realizan una gran cantidad de abortos, aunque las estadísticas oficiales sólo reflejan una parte del fenómeno. En el primer cuatrimestre de 2007 se registraron 482 casos de abortos: 103 en mujeres menores de 20 años y 332 en mayores de esa edad. En Paraná, fueron 116 en mayores de 20, y 32 en menores de esa edad, según informó entonces la directora de Maternidad e Infancia de la provincia, Sonia Velásquez, quien destacó que la única forma de abordar el problema es “hacerlo visible, con responsabilidad de todo el sector salud, pero también de la sociedad”. Si se proyecta estadísticamente al año completo, significaría que durante 2007 fueron más de 1.500 los abortos realizados, sin considerar los que ocurren en las clínicas privadas. Desde Salud estiman un alto subregistro de casos que no se denuncian por temor de las involucradas a la posterior acción judicial. No hay datos de cuántas mujeres fallecieron a causa de esos abortos.
Creer que los abortos serán desterrados por una cláusula constitucional de defensa de la vida, es un error imperdonable, que cuesta vidas y multiplica injusticias. Sólo la educación sexual y la garantía estatal de distribución gratuita de métodos confiables ayudará a prevenir esta espantosa realidad.

Por todo ello es que solicitamos a nuestros pares la aprobación del presente proyecto de reforma del texto constitucional.

Américo Schvartzman

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXXI
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.189)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art. 1.- Incorpórese como preámbulo de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el siguiente texto:

“Nos los representantes del Pueblo de la Provincia de Entre ríos, reunidos en Convención Constituyente para la Reforma de la Constitución Provincial, en cumplimiento del mandato conferido por voluntad y elección del electorado provincial; con el objetivo de modernizar y actualizar el Texto Constitucional del año 1933 y de esa manera, afianzar las instituciones democráticas y republicanas, reconocer, proteger y garantizar los derechos humanos fundamentales, reorganizar los poderes de gobierno, promover el bienestar general y la justicia, invocando la protección de Dios, fuente de toda razón y justicia y apelando a la libertad de nuestra conciencia, ordenamos, sancionamos y establecemos esta Constitución para todos los entrerrianos, para nuestros hijos, para las generaciones venideras y para todos aquellos hombres de bien que quieran habitar el suelo de esta Provincia”.

Art. 2.- De forma

ACHARTA

FUNDAMENTOS

Sr. PRESIDENTE DE LA HONORABLE CONVENCIÓN:

Como autor de la presente iniciativa y como Convencional Constituyente, miembro del bloque Coalición Cívica-Partido Socialista, me dirijo a Ud. A los efectos de elevar el siguiente proyecto de reforma que propone la introducción de un preámbulo a la Carta Magna Provincial.

Creemos que, en esta instancia del desarrollo de esta Honorable Convención, los argumentos en torno a un futuro preámbulo que pueda llegar a tener la Constitución Reformada de esta Provincia, giran en torno, no tanto hacia el contenido del mismo, hacia lo que pueda decir el preámbulo, sino más bien hacia la conveniencia o no de introducirlo y, además, si su incorporación fuera conveniente, – y este es el núcleo de la discusión - si la Honorable Convención está “habilitada” (dentro de los límites legales que ha trazado el Poder Preconstituyente en la ley de necesidad de reforma 9768 de la Legislatura Provincial) para realizar tal cometido.

En primer lugar debemos afirmar la conveniencia de introducir un Preámbulo al texto constitucional. El preámbulo es la carta de presentación de todo el articulado del texto. Allí se fijan los principios ideológicos fundamentales que dan sentido a cada norma de la constitución. Los fines, las aspiraciones, los sentimientos más profundos del Constituyente se fijan en el Preámbulo. Con el preámbulo, el Constituyente presenta a la sociedad, a su pueblo (el mismo que le dio el mandato de reformar la constitución) su trabajo y allí volcará sus anhelos, aquello que los Sres. Convencionales quieren para su pueblo, anhelan para su Pueblo y esperan a partir de la nueva Constitución.

No está demás mirar a nuestro alrededor y ver que tanto la Constitución Nacional como todas las Constituciones Provinciales han establecido un Preámbulo, donde los Sres. Convencionales han hecho una declaración en la que anhelan la paz, la justicia, el respeto a los derechos humanos y Bien Común para su Pueblo. Incluso las Constituciones históricas de la Provincia (de 1883, 1903, 1909 y la Constitución de 1949) lo han establecido.

Es bien conocida la función interpretativa que cumple el preámbulo. No se trata de una norma de constitución, sino de la expresión de los principios fundamentales en los que se asienta la organización de la Nación y el reconocimiento de los derechos de los ciudadanos. Estos principios ayudan muchas veces a resolver los casos concretos que llegan a los estrados judiciales.

Si por estos pocos argumentos - y por muchos más - irradia a todas luces la conveniencia de contar con un preámbulo en nuestra futura Constitución, los Sres. Reformadores nos encontramos hoy con un escollo importante: la ley 9768 de necesidad de reforma parcial de la Constitución.

En efecto, esta ley establece en su artículo 4: “La Convención Constituyente no podrá, bajo pena de nulidad absoluta y de acuerdo a lo previsto en el artículo 218 de la Constitución Provincial, apartarse de la competencia establecida en la presente ley. Su tarea no podrá versar sobre otros artículos, puntos o materias distintos de los expresamente habilitados en este norma, por lo que la omisión de mención de algún artículo o materia de la Constitución vigente no importará su habilitación para su tratamiento (...)” y la introducción del Preámbulo no es un tema “habilitado expresamente” por esta ley. En efecto, la ley de necesidad de la reforma en ninguna parte habilita a introducir un Preámbulo. EL artículo 5 incluso habilita a introducir “disposiciones transitorias” pero no un preámbulo.

Esta ley, producto del Poder Preconstituyente, fija el marco legal que limita la actuación del Poder Constituyente. EL Poder Constituyente, como un poder derivado, encuentra una valla en los artículos de la ley 9768, por lo que sólo puede tratar los temas constitucionales habilitados por dicha ley. Pero ¿cuál es la consecuencia de que la Convención Constituyente trate temas no habilitados?, incluso sancione normas sobre materias no habilitadas expresamente por la ley de necesidad... es decir, estamos en la hipótesis de un “exceso” en sus competencias, de un abuso de poder, de una norma que no tendrá legitimidad jurídica pues la Convención reformadora ha actuado fuera del radio de acción fijada por la Legislatura en ejercicio del Poder Preconstituyente.

La respuesta la encontramos en la misma ley de necesidad: “bajo pena de nulidad absoluta”. Es decir que todo aquello que la Convención Reformadora sancione excediéndose en su competencia es nulo de nulidad absoluta.

Pero hay que reparar en que tal nulidad necesariamente deberá ser declarada por los jueces. En efecto, el Poder Judicial (uno de los Poderes Constituidos) ejercerá el “control de constitucionalidad” de la Reforma Constitucional. Es decir que serán los Jueces de esta Provincia (y eventualmente los de la Nación) quienes, al final, medirán si la Constitución Reformada, producto de la actividad de esta Honorable Convención, se ha enmarcado y ha actuado dentro de los límites legales fijados por el Poder Preconstituyente. Si no ha sido así, los Jueces declararán la “nulidad” de la norma constitucional sancionada como consecuencia del exceso de poder en que incurrió la Convención reformadora, por vicio de forma, al no haberse sujetado a las materias estrictamente habilitadas por la ley de necesidad.

EL control de constitucionalidad, que en nutro país lo puede hacer cualquier juez como consecuencia del sistema difuso de control, también alcanza a las Reformas Constitucionales. Así lo reconoció la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Si bien en un primer momento se dijo que se trataba de una “cuestión política no justiciables”, la Corte primero tímidamente lo admitió en el caso “Soria c/ Pulenta” y después plenamente en el caso “Fayt, Carlos Santiago c/ Estado Nacional s/proceso de conocimiento” fallado por el Alto Tribunal el 19 de agosto de 1999. En este caso se declaró “la nulidad de la reforma introducida por la Convención Reformadora de 1994 en el art. 99, inc. 4, párrafo tercero – y en la disposición transitoria undécima – “el cual “no puede aplicarse al acto por vicio de nulidad absoluta, en virtud de haberse configurado un manifiesto exceso en las facultades que disponía la convención, conforme al procedimiento reglado por el artículo 30 de la Constitución Nacional y a lo dispuesto en la declaración de necesidad instrumentada mediante ley 24.309”. En este caso la Convención reformadora sancionó una norma que no estaba habilitada para sancionar, por no encontrarse en el llamado “núcleo de coincidencias básicas” y que aplicada al caso concreto de Fayt, juez de la Corte, motivó que este incoara una acción que terminó con esta declaración del alto tribunal que anuló la modificación introducida por la Convención Reformadora del año 1994 de la Constitución Nacional. Esta sentencia de la Corte derrumbó una parte de la Reforma de 1994, pero sólo para el caso concreto de Fayt, pues la declaración de inconstitucionalidad en la Argentina no tiene efectos “erga omnes”, por lo que la norma está vigente pero cualquiera que tenga legitimidad para intentar una acción, por estar afectado por la misma, puede pedir se declare su nulidad.

Por otra parte, la ley de necesidad de reforma de la Constitución de la Provincia, fija, por exclusión, temas “no habilitados”. Es decir, sólo se pueden reformar y/o introducir temas “habilitados” por la ley y los temas que no están habilitados, son temas que no se pueden tocar, que no se pueden modificar. Estas materias inmodificables conforman lo que se conoce como “núcleo pétreo”. Podría pensarse que la “no inclusión del preámbulo” forma parte de ese núcleo pétreo.

Para mayor abundamiento, haciendo una interpretación histórica de la ley 9768, parece que no fue voluntad del Legislador, en ejercicio del Poder Preconstituyente, habilitar la inclusión del preámbulo. Hubo, con anterioridad, proyectos de ley que declararon la necesidad de la reforma de la Constitución y que expresamente propusieron la introducción de un preámbulo. En esta ley 9768 no se propone, por lo que parece que la voluntad legislativa fue “no habilitar al Reformador a introducir un preámbulo”.

Hasta aquí podemos extraer un par de conclusiones interesantes: 1) el texto constitucional de 1933 no tiene preámbulo; 2) la ley 9768 no habilita expresamente a la Convención Reformadora a su introducción; 3) La consecuencia de introducirlo sería la nulidad por excederse la Convención en las competencias otorgadas por el Poder Preconstituyente; 4) Los jueces pueden controlar la constitucionalidad de la reforma; 5) los jueces podrían declarar la nulidad absoluta de tal introducción; 6) la “no inclusión del preámbulo” formaría el núcleo pétreo; 7) No fue voluntad del Poder Preconstituyente incorporar un preámbulo.

Todos estos argumentos nos llevarían, naturalmente a pensar que el Poder Constituyente (la Honorable Convención Reformadora) no estaría habilitada para introducir un preámbulo.

Pero antes de esta afirmación y en mérito a todo lo expuesto, debemos preguntarnos algo decisivo: si es necesario que la Convención Reformadora de la Carta Magna Provincial esté habilitada para introducir un preámbulo a un texto constitucional que carece del mismo.
Y la respuesta, por los fundamentos que daremos más abajo, es esta: no es necesario que la Convención Reformadora esté habilitada expresamente para introducir un preámbulo en un texto que carece de él, por lo que, aunque la ley de necesidad de la reforma no habilite a la Convención  Reformadora a introducirlo, esta puede hacerlo de todos modos.

Esta solución, que parece contradecirse con todos los argumentos expuestos ut supra, encuentra su basamento en la naturaleza misma del preámbulo.

En efecto, el preámbulo no tiene una naturaleza normativa que sea reguladora de conductas sociales de los habitantes o del Estado. Las normas constitucionales consagran derechos y deberes de los ciudadanos, organiza a los Poderes del Estado estableciendo sus estructuras y atribuciones. Nada de esa hace el Preámbulo.

EL preámbulo sientan los principios fundamentales, establece la ideología de una constitución, es una declaración de los constituyentes por la cual ellos, como representantes del Pueblo y cumpliendo un mandato conferido por el mismo, presentan a eses pueblo (a la sociedad) el producto de su trabajo, fijando los objetivos que se propusieron al reformar la constitución, el objetiva que persiguen con tal cometido: afianzar la justicia, la paz, el orden, lograr el bien común, proteger los derechos humanos, etc.

Estas ideas sirven como plataforma interpretativa de las normas constitucionales cuando están son efectivamente aplicadas por los jueces a los casos concretos. Sólo las normas se aplican, sólo con las normas resuelven los jueces, el preámbulo ayudará en la tarea de interpretación, pero no se lo utilizará para resolver un caso. EL Preámbulo en definitiva fija los ideales de la organización nacional pero de ningún modo regula conductas u organiza al Estado.

Esta idea es decisiva, pues la introducción del preámbulo siempre va a quedar fuera del control de constitucionalidad de los jueces. Si uno plantea la cuestión con sentido práctico advierte, que los jueces sólo van a controlar la constitucionalidad de los actos del poder reformador sólo respecto a aquella actividad que se termine plasmando en “verdaderas normas constitucionales”. En el caso Fayt fue una norma constitucional dictada sin legitimidad por el poder reformador, que se apartó de la competencia otorgada por el Poder Preconstituyente, y dictó un norma jurídica originaria y sin habilitación, lo que motivó la declaración de nulidad de la Corte.

En el caso del Preámbulo esto es impensable. Tampoco el Preámbulo forma parte de un supuesto “núcleo pétreo”. El núcleo pétreo está formado por “temas o materias incluidas en el texto constitucional” que no pueden modificarse, pero la Constitución de 1933 no tiene preámbulo, por lo tanto el tema o materia referente al preámbulo no forma parte del núcleo pétreo, porque no está incluido entre esas materias, por la sencilla razón de que no existe en el texto de 1933. El preámbulo es como una suerte de “núcleo neutro” (ni es un “tema habilitado” – que no lo necesita ser – ni es un “núcleo pétreo”), cuya inclusión o no en el Texto de la Reforma depende más de una decisión política.

Como no es un tema que necesite habilitación, en este caso, por el Poder Preconstituyente, se torna innecesario indagar la voluntad histórica del legislador, en el sentido de averiguar si este quiso o no habilitar el tema.

Esta es una gran oportunidad de que los Señores Convencionales vuelquen los anhelos y las esperanzas de aquello que se quiere lograr con esta reforma constitucional para el pueblo entrerriano y eso sólo se puede hacer en el preámbulo, para que las futuras generaciones conozcan para qué se reformó la Constitución en el año 2008.

ANEXO: LOS PREAMBULOS EN LA CONSTITUCIÓN NACIONAL Y EN LAS CONSTITUCIONES PROVINCIALES

	CONSTITUCIÓN NACIONAL

	



	Preámbulo
"Nos los representantes del pueblo de la Nación Argentina, reunidos en Congreso General Constituyente por voluntad y elección de las provincias que la componen, en cumplimiento de pactos preexistentes, con el objeto de constituir la unión nacional, afianzar la justicia, consolidar la paz interior, proveer a la defensa común, promover el bienestar general, y asegurar los beneficios de la libertad, para nosotros, para nuestra posteridad, y para todos los hombres del mundo que quieran habitar en el suelo argentino: invocando la protección de Dios, fuente de toda razón y justicia: ordenamos, decretamos y establecemos esta Constitución para la Nación Argentina".


	CONSTITUCIÓN DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES

	



	Preámbulo
"Los representantes del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires, reunidos en Convención Constituyentes por imperio de la Constitución Nacional, integrando la Nación en fraterna unión federal con las Provincias, con el objeto de afirmar su autonomía, organizar sus instituciones y promover el desarrollo humano en una democracia fundada en la libertad, la igualdad, la solidaridad la justicia y los derechos humanos, reconociendo la identidad en la pluralidad con el propósito de garantizar la dignidad e impulsar la prosperidad de sus habitantes y de las mujeres y hombres que quieran gozar de su hospitalidad.

Invocando la protección de Dios y la guía de nuestra conciencia, sancionamos y promulgarnos la presente Constitución como estatuto organizativo de la Ciudad de Buenos Aires".


	CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

	



	Preámbulo

"Nos, los representantes de la provincia de Buenos Aires, reunidos por su voluntad y elección, con el objeto de constituir el mejor gobierno de todos y para todos, afianzar la justicia, consolidar la paz interna, proveer la seguridad común, promover el bienestar general y asegurar los beneficios de la libertad para el pueblo y para los demás hombres que quieran habitar su suelo, invocando a Dios, fuente de toda razón y justicia, ordenamos, decretamos y establecemos esta Constitución".


	CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE CATAMARCA

	



	Preámbulo

"Nos, los representantes del Pueblo de la Provincia de Catamarca, reunidos en Convención Constituyente, con el objeto de reformar la Constitución del 9 de Julio de 1895 y 15 de enero de 1966, a fin de adecuarla a las necesidades actuales, y especialmente, para incorporar los derechos sociales y económicos no contempladas en ella, y reorganizar los Poderes de Gobierno para hacer más eficiente su acción, invocando a Dios, Fuente de toda Razón y Justicia, sancionamos la siguiente".


	CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE CHACO

	



	Preámbulo

"Nos, los representantes del pueblo de la Provincia del Chaco, reunidos en Convención Constituyente Reformadora, respetuosos de nuestra cultura fundante, con la finalidad de exaltar la dignidad de la persona humana y el pleno ejercicio de sus derechos; el respeto al pluralismo étnico, religioso e ideológico; los valores de la justicia, la libertad, la igualdad, la solidaridad y la paz; proteger la familia, la salud, el ambiente y los recursos naturales; garantizar el acceso de todos a la cultura, y a la educación; el derecho y el deber al trabajo; el estímulo a la iniciativa privada y a la producción, con vistas a la promoción de una economía puesta al servicio del hombre y de la justicia social; para afianzar los poderes del Estado y sus órganos de control a fin de consolidar su independencia, equilibrio y eficiencia; consolidar la vigencia del orden constitucional; fortalecer el régimen municipal autónomo; afirmar las instituciones republicanas y los derechos de la Provincia en el concierto federal argentino, la integración regional, nacional e internacional; para el definitivo establecimiento de una democracia pluralista, participativa y por la consecución del bien común; invocando la protección de Dios, fuente de toda razón y justicia, sancionamos esta Constitución para todos los que habitan y quieran habitar el suelo del Chaco". 


	CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE CHUBUT

	



	Preámbulo
"Nosotros, representantes del pueblo de la Provincia del Chubut, reunidos en Convención Constituyente a fin de reformar la Constitución de 1957, ratificando sus principios e incorporando los que la historia vivida y nuestro destino nos proponen, con el objeto de garantizar a todos los habitantes el pleno goce de sus derechos, su protagonismo político y un desarrollo humano igualitario; consolidar los beneficios de la libertad, la educación, la justicia, la seguridad y la solidaridad; promover el bienestar general, la economía regional y una equitativa distribución de la riqueza; resguardar nuestro patrimonio cultural y natural; organizar democráticamente los Poderes públicos; reafirmar la autonomía municipal, la identidad provincial y la integración patagónica, continuando la tradición de los hombres que nos dieron la independencia y organizaron la República e invocando la protección de Dios, fuente de toda razón y justicia, ordenamos, decretamos y promulgamos esta Constitución para la Provincia del Chubut". 


	CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE CORDOBA

	



	Preámbulo

"Nos, los representantes del pueblo de la Provincia de Córdoba, reunidos en Convención Constituyente, con la finalidad de exaltar la dignidad de la persona y garantizar el pleno ejercicio de sus derechos; y reafirmar los valores de la libertad, la igualdad y la solidaridad; consolidar el sistema representativo, republicano y democrático; afianzar los derechos de la Provincia en el concierto federal argentino; asegurar la autonomía municipal y el acceso de todas las personas a la justicia, la educación y la cultura; y promover una economía puesta al servicio del hombre y la justicia social; para el definitivo establecimiento de una democracia pluralista y participativa y a la consecución del bien común; invocando la protección de Dios, fuente de toda razón y justicia, sancionamos esta Constitución". 


	CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE CORRIENTES

	



	Preámbulo

"Nos, los representantes del pueblo de la Provincia de Corrientes, reunidos en Convención Reformadora de la Constitución de 1960, con el objeto de organizar más convenientemente sus poderes públicos, mejorar la justicia, mantener el orden y perpetuar la libertad, consolidando cada vez más las instituciones democráticas, sancionamos y ordenamos - bajo la protección de Dios - la presente Constitución".


	CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE ENTRE RIOS

	



	Índice


	CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE FORMOSA

	



	Preámbulo
"Nos, el Pueblo de la Provincia de Formosa, a través de sus representantes, reunidos en Convención Constituyente, con el objeto de plasmar el modelo formoseño para un proyecto provincial, reafirmando la auténtica identidad multiétnica y pluricultural, garantizando el fortalecimiento de los poderes públicos, una mayor participación de los habitantes de la Provincia por sí y a través de las organizaciones libres del pueblo, en la administración de la cosa pública y para constituir un estado federal moderno, bajo la forma de gobierno representativa, republicana, democrático-participativa y social, desde una concepción humanista y cristiana e invocando la protección de Dios, fuente de toda razón y justicia, sancionamos la siguiente: Constitución de la Provincia de Formosa".


	CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE JUJUY

	



	Preámbulo

"Nosotros, los representantes del pueblo de Jujuy, reunidos en Asamblea Constituyente por su voluntad y elección, con el objeto de consolidar las instituciones democráticas y republicanas, reorganizar los poderes del gobierno, reafirmar el federalismo, asegurar la autonomía municipal, mantener el orden interno, proveer a la seguridad común, afianzar la justicia, proteger los derechos humanos, impulsar el progreso, promover el bienestar general, fomentar la cooperación y solidaridad en una sociedad sin privilegiados y perpetuar los beneficios de la libertad, igualdad, educación, cultura y salud para nosotros, para nuestra posteridad y para quienes deseen habitar en este suelo, invocando la protección de Dios y apelando a la conciencia de las personas, ordenamos, decretamos y establecemos esta Constitución para la Provincia de Jujuy".


	CONSTITUCIÓ DE LA PROVINCIA DE LA PAMPA

	



	Preámbulo
"Nos, los representantes del pueblo de La Pampa, reunidos en Convención Constituyente, invocando la protección de Dios, fuente de toda razón y justicia, sancionamos la siguiente Constitución: ".


	CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE LA RIOJA

	



	Preámbulo

"Los representantes del pueblo de la Provincia de La Rioja reunidos en Convención Constituyente y en cumplimiento del mandato conferido: Invocando a Dios fuente de toda razón y justicia.

Creemos en la primacía de la persona humana y que todos los hombres son iguales en dignidad, tienen derechos de validez universal anteriores a esta Constitución y superiores al Estado; que la familia es célula básica de la sociedad y raíz de su grandeza como ámbito natural de la cultura y la educación; que el trabajo es deber y derecho de todos los hombres y representa la base del bienestar de toda comunidad organizada; que la justicia es valor primario de la vida y que el ordenamiento social se cimenta en el bien común y la solidaridad humana.

Decididos a promover la creación de una sociedad justa y libre, exenta de toda discriminación por razones de credo, raza, sexo o condición social, abierta a formas superiores de convivencia y apta para recibir y aprovechar el influjo de la revolución científica, tecnológica, económica y social que transforma el mundo.

Resueltos a consolidar un Estado democrático basado en la participación popular que garantice a través de instituciones estables y legítimas la plena vigencia de todos los derechos que esta Constitución reconoce y consagra.

Procuramos consolidar los intereses históricos de nuestro pueblo y vigorizar las expresiones de la cultura regional como base de la identidad popular y condición de la unión nacional y latinoamericana.

Proclamamos la dignidad creadora del trabajo, la participación de todos en el disfrute de la riqueza, el respeto de la Constitución y la ley por gobernantes y gobernados, la periodicidad y la efectiva responsabilidad de quienes ejercen la función pública.

Evocando la gesta justiciera de Juan Facundo Quiroga, Angel Vicente Peñaloza, Felipe Varela y todos nuestros próceres, héroes y luchadores sociales y el largo combate de nuestro heroico Pueblo Riojano para alcanzar un verdadero federalismo y un definitivo régimen de libertad y justicia social.

En nombre de nuestro pueblo sancionamos y promulgamos esta Constitución para la Provincia de La Rioja".
Prólogo a la Reforma de 1998
Respondiendo a las exigencias de los tiempos, y en este contexto democrático que hoy gozamos, los riojanos hemos reformado la Constitución Provincial, adaptándola a la Carta Magna Nacional de 1994, y fundamentalmente a los requerimientos de una comunidad que en su permanente evolución requiere institutos ágiles y eficientes, seguros y confiables que le permitan afrontar el desafío que el futuro impone.
Esta es la Constitución que nos hemos dado los riojanos asumiendo un mandato expreso y una responsabilidad concreta conferida por la voluntad popular.

Esta es la Constitución de los riojanos que se sienten protagonistas y que no temen a la participación comprometida y responsable.

La reforma no es simplemente introducir cambios a la letra de la Constitución, por cuanto su magna trascendencia implica en esencia un cambio de conductas y comportamientos en la relación de los individuos entre sí, y entre éstos y las instituciones, de tal manera que se vigorice la libertad y se afiance la participación del hombre y la comunidad.

Vivimos momentos cruciales en la provincia y el país, asistimos al fin del siglo en el que más avances y cambios políticos ha afrontado la humanidad, con consecuencias hasta hace pocas décadas inimaginables, imponiendo nuevos códigos y pautas que necesitan de adaptaciones constantes.
En este contexto, los conceptos rígidos y el excesivo racionalismo han de dejar espacio a la prudencia flexibilidad que debe regir el desenvolvimiento de las instituciones, preservando principios rectores que tiendan a la convivencia armónica, al respecto de los derechos inalienables, y que permitan la justicia social en paz y libertad.

Es por estas razones que hemos cumplido el proceso de reforma de la Constitución. Somos responsables de su concreción, y también seremos responsables junto a quienes habitan este territorio provincial en cuanto a su cumplimiento y fidelidad.

Las modificaciones introducidas en cuanto a los mecanismos de designación de jueces y permanencia en los cargos, imponen la suficiente transparencia al sistema, reforzando y asegurando la independencia de la Justicia.

La creación de la figura del vice Intendente introduce un moderno instituto, que junto a la compatibilidad del Derecho administrativo municipal y principalmente a la organización regional, de seguro lograrán mejorar las administraciones municipales, y propenderán al desarrollo armónico de toda la provincia.

Cuestiones como las referidas a la uniformidad del sistema de representación legislativa, la protección del medio ambiente (cuyas cláusulas han sido profundizadas), a los derechos del consumidor y la igualdad real de posibilidades entre varones y mujeres, implican una adecuación a las necesidades y requerimientos de la comunidad en aspectos fundamentales de la vida moderna.

Los riojanos hemos concretado un proyecto necesario que nos hace artífices de nuestro propio destino, soberanos de nuestra propia suerte y futuro. Avanzamos hacia la profundización de los cambios que en estos últimos años se han acentuado en el país y que protagonizamos en la provincia, nos adentramos en el nuevo milenio con una herramienta ágil y segura, nacida de la necesidad compartida y asumida por todos.

Hemos optado por el camino del equilibrio y la mesura que impone el sistema republicano, somos respetuosos y obedientes de la voluntad popular, seguimos las reglas del juego de las instituciones de la democracia plena con su fuerza indelegable que rige los quehaceres públicos, sociales e individuales.

Por eso sancionamos y juramos, en nombre de todos los riojanos, esta Constitución de la Provincia.

Luis Beder Herrera

Presidente de la Convención Constituyente 1998


	CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE MENDOZA

	



	Preámbulo

"Nos, los representantes del pueblo de la Provincia de Mendoza, reunidos en Convención, por su voluntad y elección, con el objeto de constituir el mejor gobierno de todos y para todos, afianzar la justicia, consolidar la paz interna, proveer a la seguridad común, promover el bienestar general y asegurar los beneficios de la libertad para el pueblo y para los demás hombres que quieran habitar su suelo, invocando la protección de Dios, fuente de toda razón y justicia, ordenamos, decretamos y establecemos esta Constitución".


	CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE MISIONES

	



	Preámbulo

"La Honorable Convención Constituyente, en cumplimiento del mandato conferido por el Pueblo de Misiones e invocando a Dios, sanciona la presente Constitución".


	CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE NEUQUÉN

	



	Preámbulo
"Los representantes del pueblo de la Provincia del Neuquén, reunidos en Convención General Constituyente por su voluntad y elección, invocando la protección de Dios, fuente de toda razón y justicia, a los efectos de organizar los poderes públicos, para hacer efectivo el uso y goce de todos los derechos no delegados expresamente al gobierno nacional, en una sociedad sin privilegios, y consolidar las instituciones republicanas dentro de los principios del federalismo, afianzar la justicia, fortalecer el régimen municipal, garantizar la educación primaria, mantener la paz interna, promover el bienestar general y asegurar los beneficios de la libertad, de la democracia y la igualdad, objeto y fin de nuestra nacionalidad, para nosotros, para nuestra posteridad y para todos los hombres del mundo, que quieran habitar el suelo de la Provincia, ordenamos, decretamos y establecemos esta Constitución". 


	CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE RIO NEGRO

	



	Preámbulo

"Los representantes del Pueblo de la Provincia de Río Negro, reunidos en Convención Constituyente, ratificando su indisoluble pertenencia a la Nación Argentina y como parte integrante de la Patagonia, con el objeto de garantizar el ejercicio universal de los Derechos Humanos sin discriminaciones, en un marco de ética solidaria, para afianzar el goce de la libertad y la justicia social, consolidar las instituciones republicanas reafirmando el objetivo de construir un nuevo federalismo de concertación, consagrar un ordenamiento pluralista y participativo donde se desarrollen todas las potencias del individuo y las asociaciones democráticas que se da la sociedad, proteger la salud, asegurar la educación permanente, dignificar el trabajo, promover la iniciativa privada y la función social de la propiedad, preservar los recursos naturales y el medio ambiente, descentralizar el Estado haciendo socialmente eficiente su función, fortalecer la autonomía municipal y el equilibrio regional, lograr la vigencia del bien común y la paz bajo la protección de Dios, ordenamos, decretamos y establecemos esta Constitución para la Provincia de Río Negro". 


	CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE SALTA

	


	Preámbulo
"Nos, los representantes del pueblo de la Provincia de Salta, reunidos en Convención Constituyente, con el fin de exaltar y garantizar la vida, la libertad, la igualdad, la justicia y los demás derechos humanos; ratificar los inalterables valores de la solidaridad, la paz y la cultura nacional; proteger la familia, la salud, el medio ambiente y los recursos naturales; asegurar el acceso a la educación y a la cultura; establecer el derecho y el deber al trabajo, su justa retribución y dignificación; estimular la iniciativa privada, la producción y la cogestión; procurar la equitativa distribución de la riqueza, el desarrollo económico, el afianzamiento del federalismo, la integración regional y latinoamericana; instituir la autonomía municipal; organizar el Estado Provincial bajo el sistema representativo republicano de acuerdo a la Constitución Nacional, en una democracia participativa y pluralista, adecuada a las exigencias de la justicia social, para nosotros, para nuestra posteridad y para todos los hombres del mundo que quieran habitar en el suelo de la Provincia, invocando la protección de Dios, fuente de toda razón y justicia, ordenamos, decretamos y establecemos esta Constitución".


	CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE SAN JUAN

	



	Preámbulo
"La Soberana Convención Constituyente de la Provincia de San Juan, en cumplimiento del mandato popular conferido por la ciudadanía, consciente de la responsabilidad ante Dios y ante los hombres, con el objeto de afianzar los fundamentos institucionales que profundicen la democracia participativa en lo político, económico, social y cultural, defendiendo la autonomía provincial, preservando la unidad nacional y promoviendo un efectivo régimen municipal, protegiendo el disenso y el pluralismo, estimulando el progreso y consolidando una sociedad abierta y solidaria, enaltecida por el respeto al libre conocimiento y la racionalidad como principio en el tratamiento y resolución pacífica de los conflictos, dispuesta a la modernización con justicia y capacitada para rechazar toda forma de autoritarismo en un marco de libertad, igualdad, bienestar general y pleno respeto por la familia, los derechos humanos y por todo goce que no afecte concretamente a los demás habitantes, establece y ordena esta Constitución".


	CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE SAN LUIS

	


	Preámbulo
"Nos los representantes del pueblo de la provincia de San Luis, reunidos en convención constituyente, con el fin de exaltar y garantizar la vida, la libertad, la igualdad, la justicia y los demás derechos humanos; ratificar los inalterables valores de la solidaridad, la paz y la cultura nacional; proteger la familia, la salud, el medio ambiente y los recursos naturales, asegurar el acceso y permanencia en la educación y en la cultura; establecer el derecho y el deber al trabajo; su justa retribución y dignificación, estimular la iniciativa privada y la producción; procurar la equitativa distribución de la riqueza, el desarrollo económico, el afianzamiento del federalismo, la integración regional y latinoamericana; instituir un adecuado régimen municipal; organizar el Estado Provincial bajo el sistema representativo republicano de acuerdo a la Constitución Nacional, en una democracia participativa y pluralista, adecuada a las exigencias de la justicia social, para nosotros, para nuestra posteridad y para todos los hombres del mundo que quieran habitar el suelo de la Provincia, invocando la protección de Dios, fuente de toda razón y justicia, ordenamos, decretamos y establecemos esta constitución". 


	CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE SANTA CRUZ

	



	Preámbulo

"Nos, los representantes del pueblo, en Convención Constituyente, invocando el auxilio y protección de Dios, ordenamos, decretamos y establecemos esta Constitución, para la Provincia de Santa Cruz". 


	CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE SANTA FE

	



	Preámbulo

"Nos, los representantes del pueblo de la Provincia de Santa Fe, reunidos en Convención Constituyente con el objeto de organizar los poderes públicos y consolidar las instituciones democráticas y republicanas para asegurar los derechos fundamentales del hombre; mantener la paz interna; afianzar la justicia; estimular y dignificar el trabajo; proveer a la educación y la cultura; fomentar la cooperación y solidaridad sociales; promover el bienestar general; impulsar el desarrollo económico bajo el signo de la justicia social; afirmar la vigencia del federalismo y del régimen municipal; y garantir en todo el tiempo los beneficios de la libertad para todos los habitantes de la Provincia, invocando la protección de Dios, fuente de toda razón y justicia, sancionamos esta Constitución". 


	CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE SANTIAGO DEL ESTERO

	



	Preámbulo
"La Provincia de Santiago del Estero, precursora del Federalismo Argentino y de la organización Nacional, con el objeto de afianzar la justicia, la libertad, y promover el bienestar de cuantos la habitan, en uso de poderes retenidos y de los compromisos asumidos al momento de la unión nacional, proclama su voluntad de:

Garantizar la convivencia democrática dentro de la Constitución y de las leyes conforme a un orden de justicia social;

Consolidar el estado de derecho que asegure el imperio de la ley como expresión de la voluntad popular y como garantía de seguridad jurídica; Proteger a todos los habitantes de la Provincia en el ejercicio de los derechos humanos, sus culturas, tradiciones e instituciones históricas;

Promover el progreso de la educación y la economía para asegurar a todos los habitantes una digna calidad de vida;

Garantizar la autonomía municipal y promover un federalismo de concertación regional;

En consecuencia los constituyentes de la Provincia, invocando la protección de Dios, fuente de toda razón y justicia y de nuestra Señora de la Consolación de Sumampa patrona del Pueblo de la Provincia, sancionamos la presente Constitución".


CONSTITUCION DE LA PROVINCIA DE TIERRA DEL FUEGO, ANTARTIDA E ISLAS DEL ATLANTICO SUR
	CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE TUCUMÁN

	



	Preámbulo
"Nos, los representantes del pueblo de la provincia de Tucumán, reunidos en Convención Constituyente, por su voluntad y elección, con el objeto de promover el bienestar general y garantizar el libre ejercicio de sus derechos a todos los habitantes de su territorio, invocando a Dios, sancionamos y ordenamos la presente Constitución". 


Emiliano Acharta

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CXXII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.190)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

DISCAPACITADOS

Artículo 1°: Incorpórense nuevos artículos a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, con el siguiente texto:

Artículo ____: Las personas discapacitadas gozan de todos los derechos y garantías establecidos en esta Constitución, leyes nacionales y tratados internacionales de rango constitucional.

Artículo ____: El Estado Provincial adoptará las siguientes medidas: 

a- Implementará políticas que promuevan la inclusión social en las siguientes áreas: recreativa, deportiva, cultural, laboral, familiar, sanitaria, entre otras.

b- Promoverá la constante capacitación de quienes se encuentren en relación con aquellos sujetos con capacidades diferentes.

c- Adoptará estrategias que garanticen el acceso a instituciones que, acorde a su déficit, permitan el desarrollo personal a través de la educación en sus distintos niveles.

d- Garantizará a las personas discapacitadas la gratuidad y accesibilidad en el transporte público, el libre desplazamiento en la vía pública y las construcciones públicas y privadas de acceso público, instando a los ámbitos de dominio privado a idénticas garantías, tanto en la provincia como en los municipios. La ley establecerá las sanciones que correspondan a quienes incumplan esta disposición. 

Artículo ____: Las discapacidades físicas deberán ser objeto de especial consideración debiendo la Administración Pública provincial y municipal contar con un mínimo del 8% (ocho por ciento) en su planta permanente.

Artículo 2°: Incorpórese como disposición transitoria de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el siguiente texto:

Cláusula Transitoria: La legislatura de la Provincia sancionará una ley que reglamente las sanciones al incumplimiento de los presentes principios, en un plazo no mayor a 120 (ciento veinte) días a partir de la sanción de la presente Reforma.

SCHVARTZMAN – DE LA CRUZ DE ZABAL – GIANFELICI.

FUNDAMENTOS

Hoy día deberíamos preguntarnos cuál es el lugar que se le asigna a aquellos sujetos que presentan capacidades diferentes. A lo largo de la historia se han observado los distintos abordajes de la temática, diversas formas de favorecer la inclusión de dichos sujetos en el sistema social mejorando así la calidad de vida.

Las estrategias adoptadas aún resultan insuficientes, lo que obliga a seguir reflexionando y generando nuevos modos de compromiso. El concepto de inclusión es quizás el más difícil de transmitir, porque supone que cada uno de nosotros deje de lado muchas ideas preconcebidas y aprenda a ver al otro y a aceptar sus diferencias como valiosas, y a partir de esta nueva captación cambie su actitud cotidiana.

La discapacidad puede pensarse como el efecto del encuentro entre limitaciones funcionales de un sujeto y el medio (social, escolar, laboral, familiar, institucional). Un mal encuentro, del que surge un rótulo estigmatizante, la discriminación, o expulsión, o dependencia. Si en la interacción con el medio no se produjeran estas situaciones, no podríamos hablar de discapacidad. Así la Organización Mundial de la Salud (OMS) distingue entre deficiencia (impairment), discapacidad (disability) y minusvalía (handicap); la comprensión de estas diferencias resulta trascendental debido a su aplicación en la terminología legal internacional:

- Deficiencia: cualquier pérdida o anormalidad de la estructura o función psicológica, fisiológica o anatómica.

- Discapacidad: cualquier restricción o carencia de la capacidad de realizar una actividad de la misma forma que la que se considera normal para un ser humano.

- Minusvalía: una desventaja para un determinado individuo como consecuencia de una deficiencia o discapacidad que limita o impide la realización de una función que es normal, (de acuerdo con la edad, sexo y factores sociales y culturales), para tal individuo.

Hablar de discapacidad, minusvalía en su sentido más amplio, es hacer referencia a limitaciones en el desarrollo humano. Esta deficiencia o límite, ya sea física, psíquica o social, no está dada exclusivamente en función de los déficit del sujeto que la padece, sino también por el entorno social de pertenencia.

Breve reseña histórica

Desde la antigüedad los discapacitados fueron indistintamente despreciados, adorados, compadecidos, aniquilados o temidos según las ideologías imperantes en el grupo social de pertenencia. En las antiguas culturas primitivas se abandonaba y dejaba morir a los niños deformes o discapacitados considerando que su subsistencia era un peso insoportable sobre los recursos de la comunidad. Si eran adultos se los apartaba de la comunidad: se los consideraba incapaces de vivir una existencia acorde con las exigencias sociales establecidas por los que se los abandonaba a su suerte.

Aristóteles, en el siglo V a.C., describe cómo los espartanos eliminaban a sus discapacitados o deformes arrojándolos desde la cima del monte Taigueto. Fue con el advenimiento del cristianismo que se inició un verdadero movimiento de asistencia y consideración hacia los minusválidos, los marginados, los desprotegidos. En la Edad Media, los enfermos y deformes eran apartados, marginados cuando no agredidos físicamente a veces hasta la muerte debido al sentimiento de temor que provocaban sus enfermedades, casi siempre, contagiosas (lepra, peste, etc.).

En los tiempos modernos aparecen nombres precursores en el campo de la rehabilitación. Itard sienta las bases de una pedagogía médica. Posteriormente, Seguin y Esquirol inician científicamente el estudio de la discapacidad mental. En 1881, en Leipzig, aparece la primera escuela pública destinada a la enseñanza de deficientes mentales.

En Argentina, la escuela primaria obligatoria y gratuita fundada en la ley 1420, hoy derogada por la Ley Federal de Educación 24.195/93, sentó las bases para una atención educativa básica sin barreras estructurales. Así se inicia un camino para encontrar soluciones alternativas a la atención del sujeto irregular en el ámbito educativo.

"... Todo ser humano posee capacidades innatas que han de ser desarrolladas. De ello depende la plena realización de su personalidad y también conveniente inserción en el contexto social del propio ambiente..."  (Juan Pablo II - Jornada Mundial de la Paz de 1999)

Plano Constitucional

Nuestra Constitución Nacional (texto de la reforma de 1994) en el inciso 23 del artículo 75 expresa: “legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta Constitución y por los tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos, en particular respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad..." De la lectura de este inciso (art. 75 – Atribuciones del Congreso) y con relación al tema, se infiere:

1°- La supremacía de la Constitución Nacional como fuente de derechos;

2°- La superior jerarquía de los tratados internacionales frente a las leyes nacionales (conf. Art. 75 inc. 22)

3°- La prioridad puesta por los constituyentes en cuanto al tema de discapacitados, designándolo específicamente.

4°- Se atribuye al Congreso la promoción de medidas de acción positiva para garantizar el goce y ejercicio de los derechos reconocidos por la Carta Magna, los tratados internacionales de la materia y las leyes nacionales dictadas al efecto.

Plano internacional

La Asamblea General de Naciones Unidas proclamó, en 1971 los Derechos del Retrasado Mental y en 1975, los Derechos del Impedido. Como contribución al Año Internacional de 1981 se presentó, luego de un extenso trabajo realizado por un grupo de expertos en planificación de la rehabilitación, en el XIV Congreso Mundial de Rehabilitación (Winnipeg, Canadá), el 26 de junio de 1980, la llamada “Carta para los Años 80”. Estos documentos marcaron un hito en cuanto a declaraciones internacionales de derechos de discapacitados.

El 20 de diciembre de 1993, la Asamblea General de las Naciones Unidas, en su 48° período de sesiones, mediante resolución 48/96 aprobó las Normas Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad. Dichas normas sostienen los siguientes requisitos para la igualdad de participación:

a- mayor toma de conciencia

b- atención médica

c- rehabilitación

d- servicios de apoyo

Asimismo, las esferas previstas para la igualdad de participación son:

-posibilidades de acceso

-educación

-empleo

-mantenimiento de los ingresos

-seguridad social

-vida en familia e integridad

-cultura

-actividades recreativas y deportivas

-religión

El punto 14 de dichas normas establece que las mismas no son de carácter imperativo, pero pueden adquirirlo cuando las aplique un gran número de Estados, convirtiéndose así en normas internacionales consuetudinarias. Asimismo, el punto 15 define la finalidad de las Normas: “...garantizar que niñas y niños, mujeres y hombres con discapacidad, en su calidad de miembros de sus respectivas sociedades, puedan tener los mismos derechos y obligaciones que los demás (...)” Por otra parte la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social, celebrada en Copenhague, Dinamarca del 6 al 12 de marzo de 1995, establece en su capítulo II, Acciones, apartado “D” (Aumento de la protección social y disminución de la vulnerabilidad), la protección de la pobreza de las personas que no pueden trabajar por diferentes razones, entre ellas, los discapacitados.

De igual forma, en el capítulo III punto 62) se apunta a la problemática de las posibilidades de trabajo de las personas con discapacidad:

- leyes y reglamentos no discriminatorios (inc a)

- adaptar edilicia y técnicamente los lugares de trabajo (inc.c)

- establecer nuevas formas de empleo (inc d)

- eliminar estereotipos discriminatorios en cuanto a los discapacitados y el mundo laboral (inc. e)

Asimismo, el capítulo IV, apartado D hace hincapié en la atención de necesidades sociales especiales:

- políticas de integración de los grupos vulnerables (inc. a)

- legislación para promover los intereses de dichos grupos (inc. b)

- alentar el ingreso de los grupos vulnerables a cargos en la administración pública (inc d)

- promover normas uniformes de la ONU sobre la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad y preparar estrategias para la aplicación de esas normas (inc j)

De igual manera, la Cumbre, establece la necesidad de jerarquizar los derechos humanos, mejorar la calidad de vida, mejorar la educación, el socorro y la rehabilitación, para lo cual resulta procedente fomentar y apoyar el establecimiento de organizaciones no gubernamentales al efecto.

Plano regional

El 17 de noviembre de 1988 en San Salvador (El Salvador) fue suscripto el Protocolo de San Salvador, adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de derechos económicos, sociales y culturales. Dicho protocolo, en su artículo 18, establece normas de protección de los discapacitados de carácter meramente programático (“...los Estados partes se comprometen a adoptar las medidas que sean necesarias para ese propósito...”). los puntos principales de este artículo se pueden resumir en el compromiso de los gobiernos firmantes sobre:

A- Ejecución de programas específicos destinados a la protección de los minusválidos incluidos programas laborales.

B- Proporcionar formación especial a familiares de minusválidos destinada a concretar la integración y la convivencia.

C- Eliminación de barreras arquitectónicas

D- Estimular la formación de organizaciones sociales sobre el tema.

Plano local

La Ley Nacional 22.431 sobre Discapacitados tiene las siguientes características principales:

-Calificación de discapacidades

-Servicio de asistencia

-Educación y trabajo

-Transporte y arquitectura

-Asistencia social y salud

Según el artículo 4°, el Estado deberá prestar a los discapacitados los siguientes servicios:

1. Rehabilitación integral

2. Formación laboral o profesional

3. Préstamos o subsidios

4. Regímenes diferenciales de seguridad social

5. Escolarización, buscando la integración cuando sea posible

6. Orientación y promoción individual, familiar y social

El artículo 8° obliga a las reparticiones del Estado, entes públicos, etc. A ocupar a personas discapacitadas idóneas en proporción no inferior al 4% del personal. Asimismo, el artículo 10° establece que en dichas personas se les aplicará la misma legislación laboral que a los demás trabajadores.

El artículo 14 bis duplica el monto de las asignaciones familiares cuando el hijo del trabajador fuere discapacitado y concurriera a un establecimiento educativo de cualquier nivel o modalidad. 

Por otra parte, la Ley 19.279, en su artículo 12°, acredita libre tránsito y estacionamiento a los vehículos propiedad de personas discapacitadas que exhiban en el mismo el distintivo pertinente. En el año 1993 se sanciona la Ley Federal de Educación N° 24.195. algunos de los puntos más importantes de esta ley, en cuanto a discapacitado, son los siguientes:

- El artículo 5° inciso K, establece como criterio “la integración de las personas con necesidades especiales mediante el pleno desarrollo de sus capacidades”

- El artículo 11° integra al sistema educativo los regímenes especiales que tienen como finalidad atender los requerimientos de educandos con particularidades y/o necesidades especiales.

- El capítulo VII, apartado A, regula la Educación Especial.

- El artículo 27° se refiere a la detección temprana de niños con necesidades especiales.

- El artículo 29° establece las visitas de profesionales a las escuelas especiales para verificar la evolución de los alumnos y, en caso de que sea viable, la integración de los mismos a una escuela común. En tal caso, se deberán adoptar criterios particulares de currículo, organización escolar, infraestructura y material didáctico.

- El artículo 28° enuncia los objetivos de la educación especial:

a- garantizar la atención de las personas con necesidades educativas especiales desde el momento de su detección.

b- Brindar una formación individualizadora, normalizadora e integradora, orientada al desarrollo integral de la persona y a una capacitación laboral que le permita su incorporación al mundo del trabajo y la producción.

Hacia la igualdad de oportunidades

En nuestra provincia, distintas agrupaciones, como por ejemplo ADISER (Agrupación de Discapacitados de Entre Ríos), ATPADIS (Asociación Taller Protegido de Ayuda al Discapacitado) Fundación Aportar, APANA, ASPADEA (Asociación de Padres de Niños Autistas), vienen bregando desde hace tiempo por la defensa de sus derechos básicos. Reclaman acciones que mejoren la calidad de vida de miles de personas que sufren algún tipo de discapacidad física o mental y sobre todo la inclusión al sistema laboral y concretamente, que Entre Ríos adhiera a la Ley Nacional de Discapacidad. 

Las personas con discapacidad en Entre Ríos están preocupadas por el incumplimiento de muchas normas vigentes que forman parte del sistema de protección a las personas con discapacidad, como los planes y programas implementados por el Gobierno Nacional y que no son cumplidos como corresponde en nuestra Provincia. La respuesta oficial a esta problemática es que Entre Ríos no se encuentra adherida a la norma nacional N° 24.901 que protege íntegramente la salud de las personas con discapacidad. La discapacidad se enmarca entre los derechos humanos, y por lo tanto constituye una política de Estado, de allí lo imprescindible del tratamiento de esta temática. La reforma del artículo 22° de nuestra Constitución provincial, el cual establece que no podrán ser empleados, funcionarios ni legisladores los afectados por incapacidad física o mental, es imprescindible, pero no suficiente para el logro de la plena protección de los derechos básicos de 110.000 entrerrianos en esta situación.

Es necesario tomar todas las medidas necesarias para que la nueva Constitución no constituya una letra muerta en este aspecto. Esto implicará:

a- Adherirse a la legislación nacional

b- Otorgar herramientas que permitan el acceso a la capacitación

c- Incorporar un articulado específico que garantice la posibilidad de acceso a todo tipo de oportunidades.

El Artículo 22 de la Constitución de Entre Ríos es un ejemplo claro y contundente de la necesidad de cambio en los paradigmas constitucionales determinados por el tiempo y, sobre todo el avance del pensamiento social. El “discapacitado” ha dejado de ser aquel sujeto molesto que consume recursos, que implica tiempo y espacio social y familiar, para transformarse en un ciudadano activo que tiene la posibilidad plena de ejercer sus derechos constitucionales. En defensa de los Convencionales de 1933 debemos ser conscientes de que, en aquellos años, la discapacidad física y la mental iban habitualmente de la mano. Los avances médicos y las técnicas de rehabilitación asociadas a la disponibilidad de prótesis y equipamiento informático hacen posible recuperar a un individuo útil a la sociedad y capaz de producir hechos extraordinarios.

Queda demostrado, entonces que el avance tecnológico no es siempre negativo ni pone en riesgo la supervivencia. Tanto las mentes como los cuerpos sanos pueden sufrir invalidez, un sujeto que vea u oiga, puede estar ciego o sordo a ante los hechos más pequeños y maravillosos de la vida. No debemos olvidar que la discapacidad es una realidad que nos afecta a todos de manera directa o indirecta, y es una costo que pagamos a la adquisición de experiencia que los años transcurridos nos regalan debemos recordar que aquel empleado, funcionario, legislador o convencional que necesite simplemente recurrir a un par de anteojos para poder crear la letra de la ley es un discapacitado más... un discapacitado visual.

Por otra parte, la ley Nº 9768 que declaró la necesidad de la reforma de la Constitución Provincial, habilita a la Convención en su artículo 1 incisos 20 y 42 a incorporar los derechos de las personas discapacitadas, y la legislación nacional en la materia tuvo sensibles avances en la última década, sobre todo a partir de la ley 24.901, en la que trabajó de modo incansable el extinto Guillermo Estévez Boero, y que establece el Sistema de Prestaciones Básicas en Habilitación y Rehabilitación Integral a favor de las Personas con Discapacidad. Las entidades vinculadas a este sector en la provincia, como ya mencionamos, reclaman que aún Entre Ríos no adhirió a la mencionada ley. En 2002, la ley 25.635 “Sistema de protección integral de las personas con discapacidad - Accesibilidad al medio físico - Transporte gratuito - Modificatoria de la ley 22.431” estableció la gratuidad en todo el transporte público de pasajeros para el discapacitado y su acompañante, en caso de necesitarlo. Pero cuesta aún hacerla cumplir tanto en lo nacional como el tránsito urbano. En los ómnibus de larga distancia aún brillan por su ausencia las unidades adaptadas.

Se pueden enumerar leyes nacionales y provinciales que protegen al discapacitado, y que en cierta medida se incumplen cotidianamente. La ley 6.866 que receptó la definición legal de persona con discapacidad y las políticas en materia de educación, trabajo, seguridad social y accesibilidad; el Decreto Nº 4.228/98 creador del Consejo Provincial Asesor de Discapacidad; la ley Nº 9.174 que detalló la estructura orgánica del Instituto de Rehabilitación de Villaguay o el Decreto Nº 1.794 de transporte gratuito. Normativa sobra: lo que falta es la garantía constitucional y la sanción al que incumple. 

En muchos casos, debe señalarse, es el propio Estado (provincial o municipal) el que viola estos principios. En calles, veredas, plazas, oficinas públicas y construcciones privadas de acceso público, se niega a los discapacitados el libre tránsito, al no disponer de vías adecuadas para quienes deben desplazarse con dificultades motoras. En ese sentido, se trata de verdaderas barreras arquitectónicas que deben ser eliminadas. A partir de la sanción de este proyecto en el texto constitucional, el Estado deberá establecer por ley qué sanciones aplicar a quienes incumplan con aquella obligación. Esa ley es imprescindible, por eso establecemos una cláusula transitoria, porque creemos que sin el castigo a quien infringa esta disposición igualadora y democrática, sólo se mantiene la actual y penosa situación, donde la ley es en el mejor de los casos, una aspiración inaplicada.

Por todas estas razones más las que se darán en el recinto, es que pedimos a nuestros pares la aprobación de la inclusión del texto propuesto.

Américo Schvartzman – Adriana De la Cruz de Zabal – Darío R. Gianfelici.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXXIV

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 1.191)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

SÍMBOLOS RELIGIOSOS

Artículo 1°: Incorpórese un nuevo artículo en la sección I, Declaraciones, Derechos y Garantías, de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, a continuación del actual artículo 7, y con el siguiente texto:

Artículo ____: Las oficinas públicas dependientes de la administración del Estado entrerriano, provincial o municipal, escuelas, centros de salud y demás dependencias, no podrán exhibir símbolos religiosos ni de tipo partidario.

SCHVARTZMAN

FUNDAMENTOS

La Constitución entrerriana sancionada en 1933 estableció en su artículo 7º: «El Estado no podrá dictar leyes ni otras medidas que restrinjan o protejan culto alguno». No hay en el país ninguna Constitución que contenga, en materia de pensamiento, una concepción tan avanzada, tan cercana al Artigas de "la libertad civil y religiosa en toda su extensión imaginable". Durante mucho tiempo, Entre Ríos fue el único territorio provincial del país en el que la religión (cualquiera sea) se encontraba absolutamente separada del Estado, por imperio de dicho precepto constitucional.

Por desgracia, al no haber ley provincial que regule este artículo, incluido en la parte “dogmática” de nuestra ley de leyes, es necesario que algún ciudadano reclame ante la justicia para que el Estado haga realidad esa prohibición de “proteger culto alguno”, en diferentes terrenos de nuestra vida cotidiana. Por ejemplo, quitando los símbolos religiosos de las escuelas que son de todos, para los hijos de los creyentes en cualquier dios y también para los hijos de quienes no creen en ninguno.

Resulta notable que en escuelas entrerrianas, violando el espíritu de la Constitución provincial, se exhiban símbolos religiosos, del mismo modo que en oficinas públicas y hasta en el Superior Tribunal de Justicia. La pacífica y tolerante convivencia en Entre Ríos de católicos, cristianos de varias confesiones, musulmanes, judíos, budistas, en comunión cotidiana con otros cultos menos difundidos pero también presentes, sumado a la reciente recuperación de las creencias de los pueblos originarios, no está puesta en cuestión. Ni siquiera la han hecho peligrar las mentes más retrógradas que en ocasiones pretendieron incluir la enseñanza de cultos en la escuela pública entrerriana, seguramente el mayor desatino de los constituyentes de 1949, del que poco suele hablarse.

Un Estado laico es algo más que garantizar la libertad de cultos en el ámbito privado. Como lo han señalado pensadores como Fernando Savater, laicidad significa la creación de un único espacio público, un terreno no de neutralidad, como algunas veces se dice, si no de restricción a toda organización o sistema que se escude en su autonomía para incumplir la ley. Aquel que combate cualquier preferencia de credo y que como tal la sitúa en un ámbito estrictamente privado. El Estado laico no es indiferente ante el hecho religioso: considera a la religión –aunque pueda tener manifestaciones públicas– totalmente ajena a la esfera compartida por la comunidad.

En ese sentido, es que proponemos la presente iniciativa, como necesario complemento del mencionado artículo y sin extendernos demasiado en los fundamentos, que sólo reclaman coherencia en el cumplimiento efectivo de la letra constitucional en ese aspecto, consagrada en 1933. Por todo lo expuesto, invitamos a nuestros pares a dar sanción al presente proyecto.

Américo Schvartzman

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.192)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Incorporase a la Sección II Régimen Económico y del Trabajo de la Constitución vigente el siguiente artículo:

Artículo…: Se prohíbe en todo el territorio de la Provincia de Entre Ríos la práctica, difusión, facilitación o participación en o de juegos de azar, destrezas y apuestas mutuas con excepción de aquellos expresamente autorizados por ley.

La Provincia debe destinar, a través de políticas efectivas de acción social y salud, la totalidad de las utilidades producidas por los juegos de azar, destrezas y apuestas mutuas debidamente creados y reglamentados por ley.

La Provincia se reserva, como derecho no delegado al Estado Federal, la administración y explotación de los juegos de azar, destrezas y apuestas mutuas, no siendo admitida su privatización ni concesión a través de ninguna forma jurídica.

La Provincia podrá celebrar convenios con la Nación y otras provincias sobre la explotación y el producido de los juegos de azar, de destreza y de apuestas mutuas de jurisdicción nacional y provinciales que se comercializan en su territorio, en tanto no modifique o altere lo dispuesto en el apartado anterior.

Las concesiones y convenios existentes a la fecha de la sanción de esta Constitución podrán ser revisados por la Provincia.

HAIEK – DE LA CRUZ DE ZABAL – ACHARTA – REGGIARDO – SCHVARTZMAN – GIANFELICI.

FUNDAMENTOS

La Ley de convocatoria a esta Convención habilitó la posibilidad de “Ampliar las normas actuales referidas al Régimen Económico y del Trabajo…” (Art. 1, inc. 27, ley Nº 9768). Por este motivo proponemos la inclusión de un nuevo artículo en la Constitución Provincial, en la Sección II sobre Régimen Económico y del Trabajo, que parte de la prohibición de los juegos de azar en el territorio provincial, para luego otorgar jerarquía constitucional a la obligación de la provincia de distribuir la totalidad de las utilidades producidas por los juegos de azar a los habitantes de Entre Ríos, a través de políticas efectivas de acción social y salud, como así también la competencia de la provincia de administrar y explotar los juegos de azar, destreza y apuestas mutuas existentes o a crearse, sin admitir la privatización o concesión de los mismos bajo ninguna forma jurídica.

La habilitación para la incorporación del nuevo artículo que proponemos, surge no solo de la ley que declara la necesidad de reforma de nuestra constitución, sino también de todo el plexo normativo que conforma el ordenamiento jurídico argentino.

Primeramente, al constitucionalizar los principios mencionados referidos a los juegos de azar, el pueblo entrerriano estaría ejerciendo su derecho de autodeterminación, consagrado en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (art.1 de ambos tratados).

Las referidas disposiciones afirman que todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación y que en virtud de este derecho establecen libremente su condición política y proveen asimismo a su desarrollo económico, social y cultural. También establecen que, para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer libremente de sus riquezas y recursos naturales.

El pueblo de Entre Ríos consecuentemente, tiene el derecho de organizar su sistema político y social y de disponer la forma de generar y usar de sus ingresos. Por lo que puede consagrar sin inconveniente alguno el monopolio del estado provincial en la regulación y explotación de los juegos de azar, destrezas y apuestas mutuas, a fin de que se efectivicen también mecanismos por los cuales las pérdidas de los jugadores se transformen en beneficios para el conjunto de la sociedad entrerriana, por medio de una reinversión pública de las utilidades.

En coincidencia con lo manifestado anteriormente y tal como lo expresa el artículo que proponemos, el derecho de administración y explotación de los jugos de azar es una de las competencias no delegadas por las Provincias al Gobierno Federal.

Por lo que la cuestión de los juegos de azar no es una materia que hace solo a la tutela de los intereses del Gobierno Federal, sino que, por el contrario, es una cuestión eminentemente local. Por ese motivo y en virtud de lo establecido en el art. 121 de la Constitución Nacional, las provincias, en ejercicio de los poderes no delegados, legislaron cada una de ellas en materia de juego. Así es que existe, por ejemplo una lotería nacional y loterías provinciales.

A su vez, el estado provincial debe en su territorio promover el progreso económico, el desarrollo humano, la generación de empleo, la educación, la ciencia y la cultura entre otros, por leyes protectoras, y con recursos propios.

En este sentido, la administración y explotación de los juegos de azar como monopolio del Estado apunta a cumplir estos objetivos por dos vías.

La primera consiste en reglamentar y contener el juego de modo tal que no se transforme el mismo en la explotación de las pasiones de la gente en forma ilimitada. La segunda vía, busca que los fondos que se recauden con esta actividad, que puede generar consecuencias nocivas, sirvan de financiamiento para los propósitos establecidos en el artículo que proponemos: “que los habitantes de Entre Ríos reciban efectivamente la totalidad de las utilidades producidas por los juegos de azar, de destrezas y apuestas mutuas, a través de políticas efectivas de acción social y salud”.

Conforme las normas citadas, respetando los principios representativos y republicanos de gobierno y la filosofía que impregna la Constitución Nacional, cada provincia en su propia carta magna local, puede reglamentar los principios que considere prioritarios en relación a los juegos de azar.

Este proyecto sigue algunos de los lineamientos constitucionales de la Provincia de Buenos Aires (art. 37) y otros de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, (art. 50 y cláusula transitoria decimonovena), que establecen la administración y explotación exclusiva de los Juegos de Azar por parte de la Provincia o ciudad respectivamente, y el destino del producido del juego al financiamiento de políticas sociales del estado.

En nuestra provincia la legislación vigente parte de la prohibición para luego establecer tres excepciones a esa regla, a saber: 1) el juego que expresamente no sea penado por la norma; 2) el juego autorizado por el estado; y 3) el juego oficial.1

El único juego no penado por la norma y excluido de la misma es el bono contribución (art. 4, ley 8.703).

El juego autorizado por el estado son las rifas, bonos, hipódromos, canódromos y carreras cuadreras (Art. 4 y 5, ley 8.703).

El juego oficial (lotería, casinos y tómbolas, etc.) es el regulado por la ley 5.144 de creación del Instituto de Ayuda Financiera a la Acción Social.

Centramos nuestra propuesta en la prohibición de la privatización de los juegos de azar, destreza y apuestas mutuas ya que en los últimos tiempos con el pretexto de la ineficiencia del Estado, se ha llevado adelante, en este ámbito, una política de privatizaciones que paulatinamente ha concesionado el juego a terceros.( entre  otros los casinos).

Nosotros proponemos que la administración y explotación de los juegos de azar, destreza y apuestas mutuas, corresponda a la Provincia sin admitir su privatización o concesión a través de ninguna forma jurídica.

Si bien el artículo proyectado propone que las utilidades producidas por los juegos de azar (concepto en el que se incluyen los casinos y salas de juego) deberán ser afectadas por el Estado Provincial a la concreción de políticas efectivas de acción social y salud, este hecho de ninguna manera habilita a que se autoricen privatizaciones so pretexto del cumplimiento de otros fines que no sean lo mencionados de manera expresa en la norma constitucional.

Reiteramos: independientemente del fin que se alegue relacionado a los juegos de azar, no se admite, bajo ninguna circunstancia ni forma jurídica, que la administración y explotación de los mismos pase a manos privadas luego de sancionada esta constitución, ni que al vencimiento de las obligaciones provinciales con terceros, estos continúen siendo explotados por manos privadas.

Finalmente incorporamos también en nuestra propuesta la facultad de la provincia para celebrar convenios con la Nación y otras provincias sobre la explotación y el producido de los juegos de azar, sin que se altere o modifique la prohibición de privatización y la posibilidad de que el Estado pueda revisar las concesiones y convenios existentes, a fin de cumplir con la norma constitucional.

Por todo lo expuesto, invitamos a los Señores Convencionales a compartir y acompañar este proyecto que sometemos a consideración de la Convención Constituyente.

1 “Prohíbase en todo el territorio de la Provincia de Entre Ríos la práctica, difusión, facilitación o participación en o de juegos de azar, con excepción de aquellos explotados oficialmente por el Estado Provincial, los autorizados por éste mediante acto emanado de autoridad competente y los que expresamente no sean penados por esta Ley.” Art. 1 ley 8.703 de Juegos de Azar, B.O. 30/12/92.

María M. Haiek – Adriana De la Cruz de Zabal – Emiliano Acharta – Santiago C. Reggiardo – Américo Schvartzman – Darío R. Gianfelici.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Haiek.

SRA. HAIEK – Propongo, señor Presidente, se cambie el giro asignado a este proyecto, y que pase a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento de los señores convencionales, así se hará.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, el proyecto se gira a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

CXXV
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.193)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

CONSEJO DE LA JUVENTUD

Artículo 1°: Incorpórese el siguiente artículo a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos:

Artículo ___: El Estado provincial reconoce la importancia de la juventud y fomenta su desarrollo integral a través de la promoción y coordinación de políticas diagramadas a tal fin, impulsando la participación de esta población en todas las actividades concernientes al devenir institucional, social y cultural de la provincia.

Artículo ___: Créase el Consejo Provincial de la Juventud, destinado a promover y coordinar las manifestaciones que involucren a la población joven en el territorio provincial. El Estado lo reconoce como Consejo Asesor Consultivo y garantiza su funcionamiento democrático a través de representantes de organizaciones juveniles estudiantiles, partidarias, religiosas, sindicales y de aquellas entidades de la sociedad civil que tengan relación con la temática.

Artículo 2º: Cláusula transitoria: La Honorable Legislatura dictará la ley reglamentando el funcionamiento del Consejo Provincial de la Juventud, antes de transcurridos los 180 días de sancionada la Constitución.

SCHVARTZMAN – DE LA CRUZ DE ZABAL.

FUNDAMENTOS

La ley 9768, que llamó a la presente reforma de la Constitución Provincial, habilitó la creación de Consejos Asesores Consultivos en las distintas áreas. Asimismo, la norma menciona la posibilidad de incorporar mecanismos de democracia semi-directa, formas de participación popular en la toma de decisiones. Creemos que la participación política de los distintos sectores sociales es la base para el mejoramiento de nuestro sistema democrático.

Nuestro país tiene en su historia numerosas muestras de la participación juvenil como protagonista principal de los distintos cambios y proyectos de progreso social y político. Así, fueron jóvenes quienes mayoritariamente participaron en las movilizaciones de la semana de Mayo, que culmina con la Revolución de Mayo, también fueron jóvenes los impulsores de la Reforma Universitaria de 1918. También podemos rescatar la formación de FORJA (Fuerza de Orientación Radical de la Joven Argentina), como un punto de encuentro en la primera Década Infame del siglo 20, cuando un grupo de jóvenes como Scalabrini Ortiz, Arturo Jauretche, Darío Alessandro, Hormero Manzi, entre otros, enfrentaron al régimen reinante entonces en nuestro país.

Más acá en el tiempo, fueron en su mayoría jóvenes, quienes jaquearon durante el Cordobazo a la dictadura de Onganía y también lo fueron quienes se opusieron a la sangrienta dictadura iniciada el 24 de Marzo de 1976; también los jóvenes fueron quienes más duramente sufrieron las torturas y desapariciones en esos años terribles. Y finalmente, en los 90, la Segunda Década Infame del siglo 20 en la Argentina, jóvenes fueron los principales perjudicados por la ola neoliberal y jóvenes fueron quienes, en la Universidad, conformaron uno de los pocos bastiones que resistió la andanada privatista y liquidadora de lo público.

La propuesta que ponemos a consideración de esta Convención, tiene un profundo contenido participativo, político y formativo. Creemos que es necesario generar espacios en donde los jóvenes sean protagonistas, se respeten sus iniciativas a fin de construir una sociedad más justa y solidaria. Entendemos que en este Consejo deben estar representadas las juventudes de los distintos sectores de nuestra sociedad, sindicales, políticas, religiosas, de ONG’s, de organizaciones estudiantiles, culturales, de derechos humanos, etc.

Los objetivos de la creación del presente Consejo, son:

- Facilitar, promover y articular la participación de los jóvenes, actuando como interlocutor de los mismos ante el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo Provincial

- Constituir un ámbito permanente de encuentro y convivencia de los jóvenes que genere y desarrolle hábitos democráticos de tolerancia y pluralismo en la búsqueda de objetivos comunes, reconociendo la diversidad de intereses e ideologías.

- Defender los derechos e intereses de los jóvenes buscando la eliminación de toda forma de discriminación, violencia, alienación, individualismo e hipocresía.

- Promover las asociaciones y cooperativas juveniles y propiciar la integración y la solidaridad entre ellas y otros organismos.

- Constituir un sistema de cooperación técnica eficiente para apoyar la realización de políticas de juventud.

- Llevar adelante actividades de interés juvenil, como así también aquellas que tiendan a dar respuesta a los problemas que aquejan a la comunidad en general, promoviendo en todos los casos una práctica democrática y solidaria.

- Proponer a los poderes públicos la adopción de medidas relacionadas con el fin que le es propio. Para el cumplimiento de dicha tarea tendrá acceso a toda la información atinente que obre en poder del Ejecutivo y Legislativo.

- Colaborar con el Ejecutivo Provincial y con la Legislatura Provincial, mediante la realización de estudios, emisión de informes y otras actividades relacionadas a la problemática juvenil, en la fijación de políticas públicas para la juventud y la elaboración de la legislación requerida para este tema; y dictaminar en consultas que les sean formuladas por parte del Ejecutivo y la Legislatura.

- Emitir dictámenes o recomendaciones, por iniciativa propia, en aquellas cuestiones que hacen a las preocupaciones y problemáticas de la juventud, o en relación a la formulación de políticas públicas para la juventud o ante cualquier iniciativa.

- Participar en los consejos de organismos consultivos que la administración del Estado establezca para el estudio de la problemática juvenil.

Entre los antecedentes de iniciativas de este tipo, podemos citar distintos países como España, Francia, Alemania, Austria, Bélgica, Panamá y Suecia –entre otros–, funcionan consejos juveniles, donde se definen políticas del sector, siendo asesores de los gobiernos de sus países.

Por lo expuesto, solicitamos a nuestros pares la aprobación de la presente iniciativa.

Américo Schvartzman – Adriana De la Cruz de Zabal.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXXVI
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.194)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo 1°: Incorpórese un nuevo artículo en la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, con el siguiente texto:

Artículo ____: El Boletín Oficial de la Provincia será distribuido de manera gratuita a razón de un ejemplar por dependencia, a todas las escuelas y bibliotecas públicas de la provincia, donde podrá ser consultado gratuitamente por la ciudadanía. Asimismo, estará disponible en el medio de almacenamiento de datos de acceso más universal que permita la tecnología disponible, con validez legal.

SCHVARTZMAN – DE LA CRUZ DE ZABAL.

FUNDAMENTOS
La posibilidad de incorporar a la Constitución entrerriana el derecho de acceso a la información pública es reconocido por el inciso 23 del artículo 1º de la ley 9768, que habilitó la Reforma Parcial del texto magno. En ese sentido, somos autores de otras propuestas que avanzan en esa dirección y que se proponen configurar una suerte de complejo de garantías de ese derecho en nuestra Carta Provincial.

En este caso, al proponer la incorporación del Boletín Oficial en la norma constitucional, creemos que contribuimos a completar el alcance de ese derecho, estableciendo la presencia de ese órgano en la Carta y a la vez disponiendo la obligación del Estado provincial de efectivizar la difusión de ese instrumento mediante su distribución en escuelas y bibliotecas públicas de toda la provincia, acercando el Boletín a la ciudadanía y asegurando la posibilidad de su consulta gratuita.

Hemos señalado que el acceso a la información es un derecho de carácter instrumental, ya que permite el ejercicio de otros derechos. En ese sentido es que proponemos la presente iniciativa, convencidos de que sólo así un ciudadano podrá ejercer el derecho de participar activamente en la toma de decisiones que involucran cuestiones públicas.

Por esa razón también postulamos la obligatoriedad de que la publicación del Boletín Oficial se realice además, en el medio más universal que permita la tecnología disponible, que en la actualidad es Internet, la red de redes. Si bien desde diciembre de 2003 esta publicación ya se realiza en forma digital, carece de validez legal, según se advierte a quien accede a la consulta.

En una democracia moderna, la información ciudadana es la base de la decisión ciudadana. Por todo ello es que solicitamos a nuestros pares la aprobación del presente proyecto de reforma del texto constitucional.

Américo Schvartzman – Adriana De la Cruz de Zabal.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXXVII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.201)

ARTÍCULO CUYA INSERCIÓN SE INTERESA:

En virtud de las consideraciones que infra serán expuestas, solicitamos el tratamiento del siguiente proyecto de reforma por la Comisión de “Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular”.

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

“Art. … : “Toda persona tiene el derecho de entrar, salir, circular y permanecer en el territorio provincial llevando y trayendo consigo sus bienes, sin perjuicio del derecho de terceros. Nadie puede impedir el tránsito dentro y hacia afuera de los límites provinciales, como así tampoco puede vedar u obstaculizar el trafico de productos perecederos y de otros bienes, sin orden fundada de autoridad pública”.

MOTTA – BARRANDEGUY – GASTALDI – FEDERIK.

FUNDAMENTOS

La libertad de tránsito es un derecho personal, que no puede dejar de plasmarse en esta Constitución. El tránsito de los bienes tampoco puede ser coartado ni cercenado, y la Norma Fundamental debe contemplarlo.

Es un derecho que debe ser reconocido constitucionalmente el de reunirse pacíficamente, para el tratamiento de asuntos públicos o privados, pero sin turbar el orden público y, vale y es menester decirlo, sin afectar los derechos de terceros.

Ratificamos nuestra total conformidad al derecho de manifestación pacífica, de reunión, de huelga, derechos todos que deberán estar expresamente previstos en las secciones correspondientes de la Constitución, pero ello no puede ni debe importar la turbación de los derechos de otros. El derecho a la libertad no puede interpretarse de modo tal que atente contra la libertad.

Así las cosas, los hechos acontecidos en nuestro país por estos últimos tiempos, han privado a la población de su libertad de tránsito, en ciertas oportunidades con consecuencias de suma gravedad, que pueden ser ilustradas con cantidad de ejemplos (verbigracia, fallecimiento de personas en estado de gravedad que no han podido circular como consecuencia de los cortes de rutas), como así también han impedido la circulación de productos perecederos, ocasionando importantes pérdidas y perjuicios a sus productores, y como consecuencia de lo cual todos hemos sido víctimas de desabastecimiento de bienes de consumo de primera necesidad.

Ello así, en la convicción de que nadie puede arrogarse el derecho de impedir el tránsito de personas y bienes, creemos de fundamental importancia incluir este derecho que mediante el presente proyecto pregonamos.

La Constitución Nacional en su art. 14 reza: “Todos los habitantes de la Nación gozan de los siguientes derechos conforme a las leyes que reglamenten su ejercicio… de entrar, permanecer, transitar y salir del territorio argentino…”

HABILITACIÓN DE SU TRATAMIENTO EN LA LEY DE NECESIDAD DE REFORMA Nº 9768.

Es pertinente y posibilita el agregado de este artículo dentro de nuestra nueva Constitución lo prescripto por la Ley de Necesidad de Reforma Nº 9768, en su art. 1 inc. 21 que establece: “Declárese la necesidad de la reforma parcial de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos y convóquese a una Convención Constituyente que estará habilitada para: … 21- Incorporar las medidas y previsiones sobre Derechos Humanos implementadas en los Pactos, Tratados y Convenciones Internacionales sobre la materia, así como la interpretación que de ellos hagan los organismos internacionales de protección y control de tales Pactos.”

Dentro de los Pactos Internacionales cabe mencionar a la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, y a la Declaración Universal de Derechos Humanos, ambos con jerarquía constitucional a partir de la Reforma del año 1994, oportunidad en que fueran incorporados a Nuestra Norma Fundamental mediante su introducción en el art. 75 inc. 22, y cada uno de ellos tiene normas que contemplan el derecho que se interesa introducir.

Así las cosas, es pertinente referirnos a la primera de ellas que en su art. VIII prescribe: “Derecho de residencia y tránsito. Toda persona tiene el derecho de fijar su residencia en el territorio del Estado de que es nacional, de transitar por él libremente y no abandonarlo sino por su voluntad.”

Por su parte, la Declaración Universal de Derechos Humanos, en su artículo 13 prescribe: “1. Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el territorio de un Estado. 2. Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a regresar a su país.”

La mayoría de las Constituciones de las diferentes provincias que integran nuestro país, incorporan este derecho. A título ejemplificativo cabe mencionar a las siguientes: Constitución de la Provincia de Jujuy (art. 35 inc. 1); Constitución de la Provincia de Salta (art. 27); Constitución de la Provincia de Catamarca (art. 20); Constitución de la Provincia de Chaco (art. 15 inc. 6º); Constitución de la Provincia de Córdoba (art. 19 inc. 11); Constitución de la Provincia de Santiago del Estero (art. 16); Constitución de la Provincia de San Juan (art. 42); Constitución de la Provincia de San Luis (art. 20); Constitución de la Provincia de Buenos Aires (art. 22); Constitución de la Provincia de Neuquén (art. 32); Constitución de la Provincia de Chubut (art. 18 inc. 11); Constitución de la Provincia de Tierra del Fuego (art. 14 inc. 11).

Héctor J. Motta – Raúl E. Barrandeguy – Laura I. Gastaldi – Julio A. Federik

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXXVIII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.203)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1: Agréguese a la actual redacción del Artículo 82 de la Constitución Provincial, el siguiente texto:

“Las leyes pueden tener origen en cualesquiera de las cámaras por proyectos presentados por sus miembros, por el Poder Ejecutivo o por iniciativa popular con los alcances previstos en esta Constitución. 

Las leyes sobre impuestos, tasas, contribuciones y demás cargas fiscales, y las leyes referidas a partidos políticos y régimen electoral, tendrán su origen en la Cámara de Diputados en forma exclusiva, sin perjuicio de quien sea el proponente.”

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS

Conforme lo autoriza el Art. 1, inciso 1º de la Ley 9.768, se propone reformular el texto del Art. 82 de la Constitución Provincial.

Advertidos que no solamente los suscriptos hemos presentado Proyecto sobre la inclusión en nuestro texto constitucional de la “Iniciativa Popular” (Cftar. Expediente Nº 146, presentado el 07/02/2008, con estado parlamentario desde la 2º Sesión Ordinaria, del 21/02/2008), sino la totalidad de los Bloques intervinientes en esta H. Convención, corresponde en consecuencia modificar el texto original de la norma referida incluyendo en la enunciación de quienes quedan facultados al efecto de la presentación de Proyectos de Ley, no sólo a los legisladores y al Poder Ejecutivo, sino a la ciudadanía entrerriana en general, a través del instituto de la Iniciativa Popular “con los alcances que prevea su recepción constitucional” a tenor que seguramente, la viabilidad de aquélla quedará subordinada al cumplimiento de ciertos recaudos como también a la limitación de ciertas áreas temáticas.

Por otro lado se propone la agregación de un segundo párrafo, otorgando exclusividad en el tratamiento legislativo – no ya como “iniciador” sino como “Cámara de Origen” - a la Cámara de Diputados, en materia de cuestiones fiscales, en materia de partidos políticos y en materia de régimen electoral, entendiendo que estos tres temas deben ser tratados prioritariamente por esta Cámara en razón que los Diputados Provinciales ejercen la representación del pueblo entrerriano, y los temas que se enuncian de tratamiento prioritario por esta Cámara, atañen o importan directa y sensiblemente en el interés de la ciudadanía en general. Se sigue en este aspecto, las previsiones del Art. 521 de la Constitución Nacional, considerando prudente incluir también las cuestiones relativas a partidos políticos y régimen electoral, ya que ambas áreas temáticas, implican la herramienta esencial de participación de la ciudadanía en las cuestiones del gobierno de la Provincia.

No se descarta que la presentación del Proyecto sobre impuestos, partidos políticos o régimen electoral, quede a cargo de cualquiera de los autorizados en la primera parte de la norma que se modifica, sino que otorgamos exclusividad en la intervención como Cámara de Origen, a la Cámara de Diputados de la Provincia.

Por estas razones, y por aquellas que se abundarán en el tratamiento en Comisión como en sesión plenaria, es que aconsejamos la sanción del presente proyecto.
1Artículo 52 de la Constitución Nacional: A la Cámara de Diputados corresponde exclusivamente la iniciativa de las leyes sobre contribuciones y reclutamiento de tropas.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.204)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1: Modifíquese la actual redacción del Artículo 169 de la Constitución Provincial, por el siguiente texto:

“Los funcionarios judiciales letrados a que se refieren los artículos 152, 155 y 162, no sujetos a juicio político, podrán ser acusados, por las causales contenidas en el Artículo 99, ante el Jurado de Enjuiciamiento, que estará integrado por tres miembros del Superior Tribunal, dos Legisladores y dos Abogados inscriptos en la matrícula de la Provincia y domiciliados en la misma, que reúnan las cualidades requeridas para ser miembros del Superior Tribunal de Justicia; todos ellos, sorteados o designados con la antelación suficiente para que el Tribunal esté constituido el primero de enero de cada año.”

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS

La presente propuesta pretende equiparar a los enjuiciables por Jurado de Enjuiciamiento con los enjuiciables por Juicio Político, en el sentido que ambas categorías deben someterse a juicio para su eventual remoción del cargo en los mismos supuestos y casos. Habiéndose establecido mediante Dictamen oportunamente aprobado en la 5º Sesión Ordinaria de esta H. Convención las causales de Juicio Político, llevada a cabo el 15/04/2008, una elemental aplicación del tratamiento igualitario, impone que - por razones de coherencia conceptual – los funcionarios aludidos en el Art. 169 de la Constitución Provincial, deban ser enjuiciados en los mismos casos que aquéllos que resultan susceptibles de ser llevados a Juicio Político. 

Por otro lado, se agrega a la lista de los enjuiciables por ante Jurado de Enjuiciamiento, a los otrora llamados “Jueces de Paz” en concordancia con la equiparación que realizamos entre clase de Jueces – a los que en nuestro Proyecto llamamos “Jueces de Menor Cuantía” - con los demás funcionarios judiciales con estabilidad e inamovibilidad. Al equiparlos en el procedimiento de su designación, también debemos contemplar que éstos queden sometidos a las mismas reglas para su remoción.

Por estas consideraciones, y por aquellas que se abundarán en el tratamiento en Comisión como en sesión plenaria, es que aconsejamos la sanción del presente proyecto. 

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXXX
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.205)

La HONORABLE Convención Constituyente SANCIONA:

Artículo 1: Agréguese a un segundo párrafo al Artículo 169 de la Constitución Provincial, conteniendo siguiente texto:

“La integración de este Jurado se complementará con dos ciudadanos, no abogados, que reúnan los demás requisitos para ser miembro del Superior Tribunal, propuestos por organizaciones no gubernamentales. El procedimiento de selección de estos jurados populares, será establecido por una ley de la Legislatura.”

ALASINO – PASQUALINI
FUNDAMENTOS

La presente propuesta pretende equiparar –en su integración por diferentes claustros o sectores– al órgano de la Constitución que tiene competencia exclusiva para destituir a Tribunales inferiores, Ministerio Público y demás funcionarios sometidos a Jurado de Enjuiciamiento, con el órgano que también proveerá esta Constitución para la selección de los Jueces y demás funcionarios: el Consejo de la Magistratura, teniendo en cuenta que si se acepta el criterio de participación popular al resolver el ingreso a la función judicial, debe ser aceptado el mismo criterio en el órgano destinado a resolver si corresponde o no remoción. 

El tema es expresamente habilitado por lo dispuesto en el Art. 1, inciso 1º de la Ley 9.768.

Por estas consideraciones, y por aquellas que se abundarán en el tratamiento en Comisión como en sesión plenaria, es que aconsejamos la sanción del presente proyecto.

Flavia E. Pasqualini – Augusto J. Alasino.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXXXI
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.206)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo Primero: Incorporar al art. 81 de la Constitución Provincial los siguientes incisos:

inciso ... “Cada una de las cámaras puede hacer venir a su sala a los Ministros del Poder Ejecutivo, para recibir informes, u obtener explicaciones que estime necesarias y convenientes.

inciso ... Podrán recabar informes escritos o verbales y hasta exigirlos de cualquier funcionario de administración publica centralizada u organismos descentralizados, del poder judicial o de particulares.”

Podrán también, integrar y constituir comisiones investigadoras en materia de su competencia y vinculadas con el ejercicio de funciones legislativas o de control. Será Objeto de reglamentación en cada caso, el modo, la forma y la oportunidad en que se desarrollan las facultades atribuidas a las comisiones de investigación, de manera que no se alteren ni restrinjan, en ningún caso los derechos consagrados en esta Constitución.

ALASINO – PASQUALINI

FUNDAMENTOS

La presente propuesta es una reformulación del Proyecto original de los suscriptos, obrante en el Expediente Nº 278, presentado el 19/02/2008, con estado parlamentario desde la 2º Sesión Ordinaria de esta H. Convención, del día 21/02/2008.

Ratificamos la idea central del Proyecto que consiste en el otorgamiento explícito al Poder Legislativo, de facultades requirentes de informes y explicaciones a los Ministros del Poder Ejecutivo, complementando el informe anual de éste conforme Art. 65 de la Constitución Provincial; como también el otorgamiento al mismo Poder, de facultades investigativas, en la órbita de su competencia: para la sanción de leyes o en su caso, para el ejercicio de las facultades de control que la misma Constitución establece en cabeza de la Legislatura.

Se puede investigar para mejorar su tarea que es: sancionar, modificar o derogar leyes. También para ejercitar su función de control. Y en general para cumplir acabadamente con las competencias reservadas por la Constitución.

En modo alguno la propuesta, se trata de temas no habilitados por la Ley 9.768 habida cuenta que la misma fomenta la modernización y la actualización en materia de controles entre Poderes del Estado (Cftar. art. 1 en sus diferentes incisos). Es más resulta la “contra-cara” de la disposición constitucional contenida en el Art. 131 de la Constitución Provincial. Esta última norma se encuentra vedada de modificar por lo que dispone el Art. 4, inciso 8º de la Ley 9.768, pero si la misma prevé que los Ministros “deben” informar a la Legislatura, es por la sencilla razón que ésta “debe” convocarlos a dicho efecto.

La norma del Art. 4 impide modificar las actuales previsiones del Art. 81 de la Constitución Provincial. Es por esta razón que proponemos la agregación de incisos que implica mantener los actuales incisos sin derogar los mismos, a diferencia de cómo lo hacíamos en el Proyecto Original.

A pesar de lo dispuesto en el Art. 4, inciso 6º de la Ley 9768, atento que en modo alguno se están modificando los principios enunciados en la norma prohibitiva, sino que a la inversa, se está reivindicando dichos principios, declaraciones y deberes de los legisladores, en un sentido más explícito y contundente que el actualmente establecido como sana aplicación del equilibrio que debe consagrarse entre los diferentes Poderes del Estado.

Por estas consideraciones, y por aquellas que se abundarán en el tratamiento en Comisión como en sesión plenaria, es que aconsejamos la sanción del presente proyecto.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXXXII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.207)

La HONORABLE Convención Constituyente SANCIONA:
Artículo 1: Modifíquese la actual redacción del inciso 28º del Artículo 81 de la Constitución Provincial, por el siguiente texto:

Artículo 81. “Corresponde al Poder Legislativo: ... inciso 10º) “Conceder o negar licencia al Gobernador y Vicegobernador para salir temporalmente fuera de la Provincia, o de la capital por más de quince días, por razones ajenas al desempeño del cargo”.

PASQUALINI
FUNDAMENTOS

Proponemos la modificación de la autorización de licencias por parte de la Legislatura al Gobernador y Vice-Gobernador, acotando la intervención de la Legislatura a solamente aquellas licencias que se deban a motivos personales, razones de enfermedad, etc., en concreto viajes o salidas de la Provincia de los funcionarios aludidos por razones o causas distintas a compromisos de la función que desempeñan.

Cuando la ausencia del Gobernador y Vice-Gobernador se deba a cuestiones vinculadas al ejercicio de las funciones que le son propias, resulta inocua la intervención de la Legislatura en este extremo, previsión constitucional actual que resulta anacrónica. La actualidad impone que ambos funcionarios deban hacerse presentes por ante las autoridades federales frecuentemente, como también que deban intervenir en reuniones que hacen a la integración económica y social, regional y supranacional.

En consecuencia, la autorización legislativa se deberá otorgar solamente cuando el apartamiento temporal del cargo se deba a causas extrañas a la función que desempeñan.

Por estas consideraciones, y por aquellas que se abundarán en el tratamiento en Comisión como en sesión plenaria, es que aconsejamos la sanción del presente proyecto.

Flavia E. Pasqualini
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXXXIII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.208)

La HONORABLE Convención Constituyente SANCIONA:
Art. 1º: Agréguese el siguiente artículo a la Constitución Provincial

Art...... En el marco del dominio de las aguas y la detentación de facultades jurisdiccionales que no han sido delegadas a la Nación, está Constitución garantiza el derecho a una utilización equitativa y razonable de sus aguas y de las demás recursos naturales del río, su lecho y el subsuelo, sin causar perjuicios sensibles a los corribereños, el libre acceso y circulación de ellas y del contorno ribereño, preservación y restauración de los procesos ecológicos esenciales y de los recursos naturales.

ALASINO – PASQUALINI
FUNDAMENTOS

El Art. 124 de la Constitución Nacional en su párrafo final consigna: “corresponde a las provincias el dominio originario de los recursos naturales existentes en su territorio”.

Esta situación, exige en el caso de una provincia como Entre Ríos, una clara afirmación constitucional de sus derechos y potestades, reafirmando el dominio pleno de sus recursos naturales y consecuentemente su reivindicación sobre las aguas.

Así lo hacen, otros Estados Provinciales como Buenos Aires.

Por estas consideraciones, y las que se agregarán en el tratamiento de este Proyecto en Comisión y en sesión plenaria, es que aconsejamos su aprobación.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.
–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

CXXXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.209)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1: Modifíquese la actual redacción del inciso 10º del Artículo 81 de la Constitución Provincial, por el siguiente texto:

Artículo 81. “Corresponde al Poder Legislativo: ... inciso 10º) “En el caso de que el Poder Ejecutivo no remitiera el proyecto de ley de presupuesto general de la administración faltando tres meses para la finalización de las sesiones ordinarias de la Legislatura y ésta considere necesario modificar el que rige, procederá a hacerlo tomando éste por base. Pronunciada tal resolución, corresponde a la Cámara de Diputados formular el proyecto de Ley de Presupuesto.

Si el Poder Ejecutivo no remitiera el Proyecto de Ley de Presupuesto General faltando tres meses para la finalización de las sesiones ordinarias y si la Legislatura en el resto del período de dichas sesiones, no resolviera usar de la facultad acordada precedentemente, se tendrá el presupuesto en vigencia, como Ley de Presupuesto para el año siguiente”.

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS

Por estas razones de coherencia conceptual con los textos constitucionales ya aprobados por esta H. Convención, en particular aquél que prolonga el períodos de sesiones ordinarias de ambas Cámaras legislativas, proponemos la modificación del inciso 10º) del Artículo 81 de la Constitución Provincial actual.

Adviértase que la redacción actual prevé que si el Poder Ejecutivo no presenta el Presupuesto General de la Provincia al finalizar el tercer mes de sesiones ordinarias (SIC), en concreto y de acuerdo a la actual redacción del Art. 64 de la Constitución Provincial (4 meses de sesiones ordinarias que se inician el 1 de julio), antes del 30 de septiembre del año legislativo, previa declaración del Legislativo, éste procede a la formulación del Presupuesto General si resulta necesaria la modificación del mismo con relación al Presupuesto vigente y aprobado.

De mantenerse la actual redacción del inciso 10º), resultará que esta disposición constitucional será operativa desde el 15 de Mayo de cada año (fecha en que se cumple el 3º mes de las “nuevas” sesiones ordinarias aprobadas por esta H. Convención) cuando incluso no se ha culminado la ejecución de la mitad del Presupuesto aprobado y vigente. Esto es en razón a que, ya hemos aprobado la prolongación de las sesiones ordinarias.

Consideramos prudente mantener que la operatividad de esta norma suceda al 15 de septiembre de cada año, en razón que es una fecha razonable para evaluar la conveniencia de mantener el Presupuesto vigente y en curso, y a su vez otorga a la Legislatura un plazo razonable –mucho más amplio que el actualmente se prevé– para que ésta formule una iniciativa de Ley de Presupuesto. En el actual régimen, nunca ha podido ejercerse esta atribución en razón que la Legislatura debe confeccionar un proyecto de Ley de Presupuesto, en tan solo el plazo de un mes.

A pesar de lo dispuesto en el Art. 4, inciso 6º de la Ley 9768, la reforma propuesta surge por un principio elemental de coherencia de la reformulación ya aprobada del período de sesiones ordinarias, y se fundamenta en la interpretación del inciso 6º aludido, atento que en modo alguno se están modificando los principios enunciados en la norma prohibitiva, sino que a la inversa, se está reivindicando dichos principios, declaraciones y deberes de los legisladores, en un sentido más amplio que el actualmente establecido.

Por estas consideraciones, y por aquellas que se abundarán en el tratamiento en Comisión como en sesión plenaria, es que aconsejamos la sanción del presente proyecto.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXXXV
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.210)

LA HONORABLE CONSTITUCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTÍCULO 1: Agréguese el siguiente artículo nuevo a la Constitución Provincial: 

Artículo: … Esta Constitución reivindica el dominio originario e inminente, imprescriptible e inalienable, de los recursos naturales renovables o no, existentes o a descubrirse en el territorio provincial, y en especial, reafirma el dominio pleno sobre la energía eléctrica y las demás fuentes de energía.

El Estado Provincial ejercerá dicho dominio, explotando directa o indirectamente con participación privada, y ejercitará su poder de policía de conformidad a las leyes que lo regulan.

Sin perjuicio de las facultades delegadas a la Nación, el Estado Provincial podrá celebrar convenios con otras Provincias, la Nación, capitales privados, con otros países, en el marco de atribuciones conferidas por la Constitución Nacional.

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS

En nuestra historia, la mayor parte de las Provincias preexistieron a la Nación. Las Provincias delegaron parte de sus poderes a la Nación, reservándose expresamente aquéllos que no delegaban (art. 121 C.N.). No obstante tal previsión, el Estado Nacional, de hecho fue avanzando en poderes y potestades que no le habían sido atribuidos.

Se fue configurando un esquema cada vez más centralizado que de hecho fue desnaturalizando el sistema federal establecido en el artículo 1º de la Constitución, como ejemplo el avasallamiento sobre los recursos naturales; es evidente que las Provincias jamás cedieron el dominio y jurisdicción sobre los mismos, la Nación se fue apropiando paulatinamente de ellos, dictando disposiciones y ejerciendo actos que los colocaban bajo su potestad.

Según el citado Art. 124 en su parte final: “corresponde a las provincias el dominio originario de los recursos naturales existentes en su territorio”.

La nueva situación planteada a raíz de la Reforma de la Carta Magna Nacional, exige en el caso de una provincia como Entre Ríos, una clara afirmación constitucional de sus derechos y potestades, reafirmando el dominio pleno de sus recursos naturales.

Así lo hacen, entre otros Estados Provinciales, Buenos Aires (art.28); Santa Cruz (art.52) Chubut (art. 99); Chaco (art. 41).

Por estas consideraciones, y las que se agregaran en el tratamiento de este Proyecto en Comisión y en sesión plenaria, es que aconsejamos su aprobación.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

CXXXVI
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.211)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1: Incorpórese a la Constitución provincial el siguiente Artículo

Art......: La provincia reconoce la preexistencia étnica y cultural de sus pueblos originarios, garantizando el respeto a su identidad y el derecho a una educación bilingüe e intercultural; reconociendo la personería jurídica de sus comunidades y la posesión y propiedad comunitaria de las tierras que tradicionalmente ocupan, regulando la entrega de otras aptas y suficientes para el desarrollo humano. Asegurará la participación de las comunidades en la gestión referida a sus recursos naturales y a los demás intereses que las afecten directa o indirectamente.

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS

Según la definición de Martínez Cobo, “las comunidades, pueblos y naciones indígenas son aquellos que, teniendo una continuidad histórica con las sociedades previas a la invasión y colonización que se desarrollaron en sus territorios, se consideran a sí mismos distintos de otros sectores de las sociedades que prevalecen actualmente en esos territorios, o en partes de los mismos. En la actualidad constituyen sectores no dominantes de la sociedad y están determinados a preservar, desarrollar y traspasar a futuras generaciones sus territorios ancestrales y su identidad étnica, como base de su continua existencia como pueblos, de acuerdo a sus propias pautas culturales, instituciones sociales y sistema legales”.

Las comunidades originarias reivindican la ocupación de sus tierras ancestrales, las que forman parte de su identidad como pueblo. Pero esta identidad no solo esta conformada por la tierra que les da sustento sino también por su lenguaje, su cultura, su religión, sus costumbres.

Casi el 60% de las comunidades originarias de la Argentina no poseen sus tierras, residiendo la mayoría de ellos en tierras fiscales, sin ningún tipo de propiedad, y un 20% de ellos residen en tierras con títulos de propiedad ajenos a ellos. Debido a esto la inseguridad y precariedad jurídica en que se encuentra en relación con su tierra es evidente.

La tercera parte cuenta con títulos de propiedad comunitarios, y solamente una décima parte posee títulos individuales. En cuanto a las tierras que ocupan las dos terceras partes son poco aptas o insuficientes para el desarrollo económico y social. La mitad de las poblaciones rurales se encuentran privadas del acceso a la tierra o a algún recurso natural proveniente de ellas necesario para subsistir, a esto se suman los problemas originados por los desmontes, la desertificación de los suelos, la depredación de la fauna, la desaparición de montes nativos, y la expropiación por parte de grandes empresas.

El progresivo deterioro de la realidad social de las comunidades originarias es ostensible, las causas: alcoholismo, desempleo y subempleo, drogadicción, desconfianza en las políticas públicas, hambre, malnutrición y desnutrición, precariedad e inseguridad laboral, falta de vivienda adecuada, índice de inasistencia a las escuelas, alta deserción escolar, fuerte discriminación en espacios públicos que origina una pobre inserción social y comunitaria.

La educación primaria y secundaria, la asistencia médica y la salud, no llegan a la mayoría de las comunidades o lo hacen de manera insuficiente, lo mismo sucede con las campañas de provisión de medicamentos, de prevención y de vacunación, la mayoría sufre graves problemas de saneamiento, la mitad carece de agua potable. No existen planes de vivienda para las comunidades originarias de la Argentina, tampoco los contemplan los de microemprendimientos, ni el CFI, ni los del Banco Mundial, solo algunos municipios con buena voluntad.

El respeto y la valoración de nuestras raíces debería ser una premisa primordial, pero no va más allá de buenos deseos.

Prueba de ello son las palabras de Ana Smink, al momento de renunciar al Instituto Nacional de Asuntos Indígenas (INAI), creado por ley nacional 23302/85, mas que una dimisión es un reclamo y un llamado a la reflexión: “Mi renuncia es un expresión de cansancio y de perdida de esperanzas de que desde esta Institución se pueda aportar a modificar algo de la realidad actual de los pueblos indígenas. Quiero dejara sentada mi preocupación por la, una vez más, falta de una política clara y comprometida con el cumplimiento de los derechos de los pueblos originarios reconocidos por el estado Argentino. Esta gestión del INAI no tiene un proyecto político que apunte a cambiar estructuralmente la relación del Estado con los Pueblos Originarios sino que se sigue manejando con políticas asistenciales y compensatorias que lo único que consiguen (y cada vez con menos éxito) es apaciguar el tono de los cada vez más sólidos reclamos de los pueblos indígenas  en nuestro país.”

Cabe recordar también el último párrafo del art. 75 de nuestra Constitución Nacional: “Las provincias podrán ejercer concurrentemente estas atribuciones.”

Es el momento para hacerlo, por estas y por otras razones que oportunamente expondremos en las Comisiones y en la sesión plenaria respectiva es que solicitamos la aprobación del presente proyecto.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXXXVII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.212)

LA HONORABLE. CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Agréguese como última parte al segundo párrafo del Art. 30 de la Constitución Provincial, el siguiente texto:

“La Provincia, como persona civil, puede ser demandada ante sus propios tribunales, sin perjuicio de lo dispuesto por las leyes de competencia federal, sin necesidad de autorización previa del Poder Legislativo y sin privilegio alguno.

Si fuera condenada al pago de una deuda, podrá ser ejecutada en forma ordinaria y embargadas sus rentas, si transcurrido un año, desde la fecha en que el fallo condenatorio quedó firme, la Legislatura no arbitró los recursos para efectuar el pago. Exceptúanse de esta disposición las rentas o bienes especialmente afectados en garantía de una obligación, y los acreedores involuntarios.”

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS
Proponemos mediante la modificación que se proyecta, incluir en la excepción de postergación por el plazo de un año, a todos aquellos acreedores que la moderna doctrina ha dado en llamar “acreedores involuntarios”.

Acreedores involuntarios son aquellos titulares de créditos originados en otras fuentes obligacionales que no sean la voluntad. Representan este sector de acreedores:

a) los créditos de naturaleza alimentaria: relaciones de empleo público, otras contraprestaciones dinerarias por labor profesional, técnica, de oficio, etc., que ya fuera reiteradamente habilitada su percepción por frondosa jurisprudencia de nuestro Superior Tribunal de Justicia, excepcionando la regla de inejecutabilidad por el plazo de un año prevista en el Art. 30 de la Constitución Provincial; y,

b) los créditos originados por responsabilidad extracontractual: se incluyen en este tópico las indemnizaciones que – en este caso – debe afrontar la Provincia por la responsabilidad civil que emergen de los Arts. 1.1121 y 1.1132 del Código Civil, entre otras normas invocables en este aspecto. Este tipo de acreedores deben ser incluidos en una protección especial – diferenciándolos de los proveedores y de quienes contratan con el Estado - atento que sus titulares no “eligieron” ser acreedores del Estado. Su crédito detenta a la Provincia como deudora – principal, o en forma solidaria con otros deudores -, en razón de la responsabilidad originada por la comisión de un acto ilícito de algún funcionario o agente provincial, cuya consecuencia – impuesta por imperio de las disposiciones normativas nacionales aludidas supra – impone la reparación integral de los daños y perjuicios sufridos por la víctima del ilícito.

La temática se encuentra habilitada como aplicación de los principios y postulaciones que pretende incluir la Ley 9.768 en nuestra Constitución, contenidos en el Artículo 1º, inciso 20º que establece: “Incorporar los derechos de las mujeres, niños, ancianos y personas con capacidades especiales y/o diferentes, otorgando prioridad, dentro de las políticas públicas, a la ejecución de medidas de promoción y protección integral de las personas mencionadas.”; como también el inciso 21º de la misma que establece: “Incorporar las medidas y previsiones sobre Derechos Humanos implementadas en los Pactos, Tratados y Convenciones Internacionales sobre la materia, así como la interpretación que de ellos hagan los organismos internacionales de protección y control de tales Pactos.”

Resultan créditos de índole alimentaria, aquéllas contraprestaciones dinerarias cuya finalidad o destino es la satisfacción de las necesidades básicas de una persona, e incluso de aquellas personas que componen su grupo familiar y se encuentran a cargo de aquélla. Necesidades básicas que de no satisfacerse, y de no garantizarse esa inmediata e ineludible satisfacción, implicarán la violación de las protecciones de los derechos involucrados en el caso concreto, sino su supresión o desconocimiento. El estado de necesidad que contienen en sí mismos y la finalidad que tienen estos crédito de lograr esa satisfacción de necesidades humanas básicas, fundamenta la previsión como crédito excepcionado de la regla de inejecutabilidad por el plazo de un año que actualmente prevé el Art. 30 de la Constitución Provincial.

Las indemnizaciones, cuyos titulares resultan víctimas de ilícitos o sus derechohabientes, tienen por finalidad, la “reparación” de las lesiones a bienes jurídicamente protegidos como la vida, la integridad psico-física de las personas, la intimidad y honorabilidad de las personas, derechos humanos éstos que se encuentran constitucionalizados a nivel nacional, por la jerarquización de Tratados Internacionales que se consagrara en el Art. 75, inc. 22º de la Constitución Nacional luego de la reforma del año 1994. Al igual que los anteriores, estos acreedores no “eligieron” ser acreedores de la Provincia.

Los acreedores voluntarios, sector de créditos que conforman aquellas personas que se vincularon contractualmente con la Provincia y que siendo “empresarios” hacen de la negociación con el Estado su actividad lucrativa habitual. Por su habitualidad y profesionalidad como empresarios, preven en la fijación de las contraprestaciones de las que son acreedores, ese riesgo que implica pretender cobrarle al Estado, o en su caso, saben de antemano las diferentes instancias burocráticas a las que se somete el pago de las mismas cuando quien paga es el Estado, o que los tiempos del Estado son distintos a los tiempos del ámbito privado: mediante sobreprecios, tasas de interés diferenciadas; también condicionan la entrega de bienes o la prestación de servicios a su cargo a la percepción previa de adelantos. En resumen, en ese vínculo que eligen mantener con el Estado, trasladan el eventual riesgo que implica la contratación con la Provincia, o la postergación de los cumplimientos a cargo de ésta, a las condiciones contractuales que prestablecen con el órgano estatal co-contratante.

La propuesta que contiene el presente Proyecto implica garantía de inmediatez y eficacia, en garantir los derechos humanos, no alcanzando solo con declamarlos y declararlos sino que – llegada la situación de hacer efectiva la responsabilidad del Estado en este aspecto -, no deben quedar sometidos a los avatares ni a la burocracia estatal postergando su reparación en tiempo y forma.

La inclusión del Art. 30 de la Constitución Provincial, en las previsiones contenidas en el Art. 4 de la Ley 9.768, no obsta al tratamiento y aprobación del texto propuesto, debido a que si llegáramos a esta conclusión, estaríamos manifestando que el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia, cuando consagrara estas excepciones actualmente no previstas en la letra de la Constitución Provincial, actuó por fuera de la Constitución Provincial y por fuera de la Constitución Nacional. Lo cierto es que, por encima de la preservación de la integridad de los recursos del Tesoro Provincial, se encuentra la incolumnidad e integridad de los derechos humanos aludidos supra que mediante la previsión proyectada se pretende proteger en forma concreta y en tiempo más real que actualmente.

En consecuencia, mediante la aprobación de este Proyecto si el plenario lo acompaña, logrará equiparar ambos tipos asociativos en cuanto a su amparo constitucional provincial.

1 Art. 1.112 del Código Civil: Los hechos y las omisiones de los funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones, por no cumplir sino de una manera irregular las obligaciones legales que les están impuestas, son comprendidos en las disposiciones de este título.

2 Art. 1.113 del Código Civil: La obligación del que ha causado un daño se extiende a los daños que causaren los que están bajo su dependencia, o por las cosas de que se sirve, o que tiene a su cuidado.

En los supuestos de daños causados con las cosas, el dueño o guardián, para eximirse de responsabilidad, deberá demostrar que de su parte no hubo culpa; pero si el daño hubiere sido causado por el riesgo o vicio de la cosa, sólo se eximirá total o parcialmente de responsabilidad acreditando la culpa de la víctima o de un tercero por quien no debe responder.

Si la cosa hubiese sido usada contra la voluntad expresa o presunta del dueño o guardián, no será responsable.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXXXVIII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.213)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1: Agréguese un articulo a continuación del Art. 43 de la Constitución Provincial, conteniendo el siguiente texto.

Art.: ..... El Poder Tributario es la base del régimen financiero provincial. Este es originario  y faculta la creación de impuestos y contribuciones, la determinación del hecho imponible y las modalidades de percepción, con las únicas limitaciones que surgen de las facultades  que expresamente han sido delegadas a la Nación.

Esta Constitución reivindica la potestad Provincial en materia tributaria y financiera impidiendo la delegación de facultades legislativas impositivas a la Nación.

La provincia no podrá celebrar tratados o convenios con la Nación u otras provincias mediante los cuales se desprenda de los derechos originarios de gravar o percibir impuestos que le son privativos por su condición de tal.

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS

En nuestra historia, la mayor parte de las Provincias preexistieron a la Nación. Las Provincias delegaron parte de sus poderes a la Nación, reservándose expresamente aquéllos que no delegaban (art. 121 C.N.). No obstante tal previsión, el Estado Nacional, de hecho fue avanzando en poderes y potestades que no le habían sido atribuidos.

Se fue configurando un esquema cada vez mas centralizado que de hecho fue desnaturalizando el sistema federal establecido en el artículo 1º de la Constitución, como ejemplo el avasallamiento sobre los recursos naturales; es evidente que las Provincias jamás cedieron el dominio y jurisdicción sobre los mismos, la Nación se fue apropiando paulatinamente de ellos, dictando disposiciones y ejerciendo actos que los colocaban bajo su potestad.

La Reforma Constitucional del año 1994 cambió totalmente el esquema de la relación Nación-Provincia, en definitiva volvió al esquema original, Introdujo tres reformas sustanciales que obligan, en un futuro inmediato, a discutir todo el sistema federal, discusión no se ha venido dando hasta ahora.

1º- De acuerdo al Art. 75 inc. 2, se delimitan claramente las potestades tributarias de Nación y Provincias. El Congreso Nacional sólo puede imponer contribuciones directas por tiempo determinado. Salvo las que tengan asignación específica, los impuestos serán coparticipables. Debe dictarse -con mayoría especial- una ley convenio entre la nación y las Provincias.

2º- Por el Art. 124, las Provincias pueden, bajo ciertas limitaciones y con conocimiento del Congreso, celebrar convenios internacionales.

3º- Según el citado Art. 124 en su parte final: “corresponde a las provincias el dominio originario de los recursos naturales existentes en su territorio”.

La nueva situación planteada a raíz de la Reforma de la Carta Magna Nacional, exige en el caso de una provincia como Entre Ríos, una clara afirmación constitucional de sus derechos y potestades, tanto en lo que hace a reafirmar sus potestades tributarias originarias.

Así lo hacen, entre otros Estados Provinciales,  Buenos Aires (art.28); Santa Cruz (art.52) Chubut (art. 99); Chaco (art. 41).

Por estas consideraciones, y las que se agregaran en el tratamiento de este Proyecto en Comisión y en sesión plenaria, es que aconsejamos su aprobación.

José A. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Pasqualini.

SRA. PASQUALINI – Señor Presidente, en cuanto a este proyecto, teniendo en cuenta la ubicación que proponemos y que se trata del poder tributario de la Provincia, considero que debe corregirse el giro a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable o, en su caso, asignarle doble giro.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Concretamente, señora convencional, ¿cuál es la propuesta?

SRA. PASQUALINI – Solicito, en primer término, que se cambie el giro y de no ser posible, como segunda moción, pediría el doble giro.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Márquez.

SR. MÁRQUEZ – El régimen financiero provincial no es competencia de la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable. Y como no tenemos ningún expediente en tratamiento, no veo que sea conveniente pasarlo a esta comisión, lo dejaría como está propuesto.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar la moción de la convencional Pasqualini, que consiste en darle un doble giro a este proyecto, además de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral como está propuesto en la nómina de Asuntos Entrados, también a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

–La votación resulta negativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – El proyecto se gira a la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

CXXXIX
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.214)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1: Agréguese un articulo a continuación del Art. 43 de la Constitución Provincial, conteniendo el siguiente texto. 

Art.: ..... Los legisladores nacionales por la Provincia custodiarán la incolumidad de los intereses tributarios originarios de ésta. Legislativamente velaran por ellos propiciando favorecer a la provincia con un porcentaje de los valores recaudados en concepto de gravámenes, carga o retención por la Nación, a la circulación o venta de productos generados o procedentes de la provincia directa o indirectamente, que afecten de manera alguna las rentas provinciales.

ALASINO – PASQUALINI

FUNDAMENTOS

La historia del país ha estado marcada por una progresiva centralización del poder en el gobierno nacional, tanto en materia de gasto público, como de potestades tributarias y facultades regulatorias. Las unidades menores de gobierno han dependido y aún dependen notablemente, de manera directa o indirecta de las decisiones y el financiamiento de los niveles superiores. Ellos ha dado lugar a una relación en la que han ganado relevancia elementos característicos de una “política reivindicativa” por parte de las jurisdicciones, tanto en su relación con la Nación como ente las propias provincias y municipios. Sin embargo el avance hacia una mayor descentralización debe estar sustentado en una revisión profunda de los mecanismos de asignación de competencias y facultades regulatorias tributarias en los distintos niveles de gobierno, así como los esquemas que regulan las relaciones intergubernamentales (en particular, aquellas que definen las transferencias entre Nación –Provincias-Municipios.

Si bien la labor de los legisladores nacionales la establece la Constitución Nacional nada obsta que como mandato o recomendación la Constitución Provincial les encargue velar por los intereses del Estado Provincial a través de sus representantes del gobierno y del pueblo entrerriano Senadores, Diputados. Se intenta una evolución de la situación actual de los gobiernos provinciales, fortaleciendo así los principios rectores del federalismo entendido en sentido fiscal y ejerciéndolos en el caso concreto.

Por estas consideraciones, y las que se agregaran en el tratamiento de este Proyecto en Comisión y en sesión plenaria, es que aconsejamos su aprobación.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXL
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.215)

La HONORABLE Convención Constituyente SANCIONA:
Incorporase Un Nuevo Capítulo a la Sección IX

Art. ..... El Estado Provincial garantiza la protección, promoción y difusión de las manifestaciones culturales individuales o colectivas que coexistan en el territorio entrerriano, adoptando políticas que afirmen la identidad regional, provincial y nacional, protegiendo la libre manifestación cultural de los habitantes, el derecho de acceso y participación en la cultura en igualdad de oportunidades, respetando la diversidad cultural y reconociendo a los derechos culturales como derechos humanos fundamentales.

Art..... El Estado tiene la responsabilidad de preservar, defender, y difundir el patrimonio cultural tangible e intangible de la provincia, cualquiera sea su régimen jurídico y titularidad.

Art.... El Estado proveerá los medios para la promoción de las industrias culturales de la provincia y la capacitación profesional de los agentes culturales.

Art.... El estado provincial asegurará una política cultural destinada a estimular la creación de fuentes de trabajo para la actividad, estimulando la inversión privada, y garantizando la participación regional y la descentralización atendiendo las necesidades e integración de todo el territorio provincial.

Art..... El Estado, para lograr la real implementación de su política cultural, asegurará como mínimo que el uno por ciento de las Rentas generales de la provincia, sea destinado a cultura dentro del presupuesto provincial, sin perjuicio de los demás recursos que a este sector se destinen.

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS

Los Derechos Culturales tienen su origen en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, que en su artículo 27 sostiene: “toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cultural de la comunidad, a gozar de las artes y a participar en el progreso científico y en los beneficios que de él resulten. Los Estados deben tomar las medidas necesarias para alcanzar esos objetivos”.

Estos derechos fundamentan su existencia en la igualdad de todos los seres humanos. De aquí se deriva la promoción de la libertad cultural, la protección de la memoria y de la identidad cultural, el respeto por la diferencia, el compromiso con la democracia y el estímulo de la creatividad, etc., aspectos todos considerados indispensables en la búsqueda de un desarrollo integral y pleno de comunidades, basado en una convivencia pacífica entre los pueblos.

Por otro lado el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales del 16 de diciembre 1966 con vigencia desde 3 de enero de 1976 asegura que "......Toda persona tiene derecho a participar en la vida cultural; gozar de los beneficios del progreso científico y de sus aplicaciones; y beneficiarse de la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora....", este Pacto nos marca la importancia fundamental y la responsabilidad de los Estados en un desarrollo plural, equitativo y diverso de la cultura, desde ese momento hasta la fecha se han desarrollado innumerables Encuentros, Congresos y Convenciones con referencia al tema cultural.

Si bien la legislación nacional contempla el estimulo y protección a diversos sectores culturales encontramos una carencia de ideas globales y de estrategia para el tratamiento de la problemática cultural.

Nuestra Constitución provincial vigente, no contempla la protección y difusión de la actividad cultural, y sostenemos que la cultura es una herramienta imprescindible para lograr la igualdad e integración de la sociedad entrerriana, y como tal debemos protegerla desde nuestra Carta Magna.

Por estas razones, y por aquellas que se abundarán en el tratamiento en Comisión como en sesión plenaria, es que aconsejamos la sanción del presente proyecto.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXLI
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.216)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Articulo Primero. Agréguese a la Sección II el siguiente artículo

“La provincia podrá crear o integrar una o mas regiones, con otras provincias, para su progreso, desarrollo, crecimiento económico social, cultural y educativo. Atenderá exclusivamente a sus intereses, a la diversidad de sus condiciones geográficas, productivas, o de vecindad. Podrá también crear sub-regiones con el mismo fin agrupando sus departamentos, atendiendo a su entorno, medio y circunstancias, que procure el mejoramiento y adelanto de los mismos.

En caso de que se decida integrar alguna región o sub-región o los cuerpos directivos, serán aprobadas y designados con la participación de los órganos deliberativos.”

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS

Integrar regiones es una facultad acordada por la Constitución Nacional de 1994, a las Provincias en reconocimiento a los poderes no delegados por las Provincias a la Nación, en el art. 124 del actual texto.

La conveniencia de Entre Ríos de integrar una u otra región debe ser motivo, de un exhaustivo análisis, en el cual solo primen sus intereses económicos y sociales, y no las, afinidades políticas, existentes en un determinado tiempo.

La participación de Entre Ríos, en la región centro es altamente cuestionable, y en los hechos solo le ha traído perjuicios, a nuestra provincia.

Entre Ríos, solo en un quince o veinte por ciento, tiene similitudes con la poderosa Santa Fe o la vigorosa Córdoba. El resto de nuestra provincia tanto en su productividad agraria o rural, como sus establecidas economías regionales, y sus incipientes industrias, tienen poco que ver con las provincias mencionadas.

No debe olvidarse que las Provincia de Buenos Aires, Santa Fe, y Córdoba, son prácticamente autosuficientes. Y la nuestra hoy por hoy absolutamente dependiente. Cuando se trata de cobrar es rica, entonces cobra poco. Cuando ocurre lo contrario paga mucho por nada.

Augusto. J. Alasino. Flavia. E. Pasqualini.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

CXLII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.217)

La HONORABLE Convención Constituyente SANCIONA:

Art. 1º: Incorpórese el siguiente artículo en la Sección I, Declaraciones, Derechos y Garantías de la Constitución de la provincia Entre Ríos

Art........ El Estado garantizará el rescate de la memoria reciente, implementando la enseñanza de los Derechos Humanos y de la gesta de Malvinas, poniendo especial énfasis en los ex combatientes entrerrianos, en los desaparecidos y en las víctimas de la intolerancia.

Esta enseñanza se impartirá con carácter obligatorio en todos los niveles de educación formal y no formal de la provincia.

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS

El rescate de la memoria de los pueblos es la prueba de la madurez del mismo. El conocimiento cabal de los hechos mediante la enseñanza desde temprana edad es el instrumento que podremos darle a las futuras generaciones como garantía para no repetir errores del pasado.

Los derechos humanos fundamentales serán preservados en nuestros hombres del futuro si nuestros niños y jóvenes de hoy los conocen y aprenden a defenderlos.

Los ex combatientes de Malvinas serán efectivamente valorados por el pueblo entrerriano y dejarán de ser víctimas del olvido, cuando no sólo se los mencione en una o dos fechas anuales, sino que obtengan el respeto que merecen por haber brindado sus vidas a la patria.

Afortunadamente, la historia de Entre Ríos es rica en hombres que hicieron grande al país, pero es nuestro deber también bregar por la enseñanza de la historia reciente.

La protección constitucional de esta enseñanza asegura además que la misma no dependa de los gobiernos de turno sino que se mantenga en el tiempo por el bien de las generaciones futuras y por reconocimiento a las pasadas.

Por estos motivos y por los que oportunamente ampliaremos en Comisión y en las sesiones plenarias es que solicitamos a nuestros pares la aprobación del presente proyecto.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXLIII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.218)

La HONORABLE Convención Constituyente SANCIONA:
Artículo: La salud es un bien natural y social, un derecho inherente a la vida y su preservación es un deber de cada persona, la sociedad y el Estado. Es un bien social.

Será competencia del estado el cuidado de la salud, física, mental y social de las personas y asegurar a todos la igualdad de prestaciones ante idénticas necesidades. Como así también elaborara, el plan de salud provincial con la participación de sectores socialmente comprometidos, contemplando la promoción, prevención, restauración y rehabilitación de la salud estableciendo las prioridades en un criterio de justicia social y utilización racional de los recursos.

El Estado promoverá, originará, desarrollará y fiscalizará acciones de Atención Primaria de la Salud en coordinación con la Nación, y las otras provincias propendiendo a la integración regional en lo asistencial, en la investigación y en el control de patologías que le son comunes.

HEYDE – PÉREZ – GASTALDI.

FUNDAMENTOS

Se ofrecerán “in voce” en la Comisión pertinente.

Mario R. Heyde – María C. Pérez – Laura I. Gastaldi.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXLIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.221)

La HONORABLE Convención Constituyente SANCIONA:

Art:… “Los municipios serán gobernados por un Presidente Municipal y un vicepresidente Municipal, duran en sus funciones cuatro años y podrán ser reelegidos o alternarse en el mando por un solo período consecutivo, pudiendo ser electos nuevamente con un  período de alternancia.”

Art:….. “los Vicepresidentes Municipales serán los presidentes de los concejos deliberantes y suplirán al Presidente Municipal en caso de ausencia, renuncia, destitución y muerte”.

HEYDE – GASTALDI – PÉREZ
FUNDAMENTOS

Sr. Presidente: quien comparte lista para el Ejecutivo Municipal, muchas veces pone su nombre y prestigio personal, comprometiéndose políticamente con una gestión de gobierno de la que no formará parte, a no ser por decisión del Presidente Municipal, y que por diferentes avatares del destino un día puede llegar a tomar la conducción del destino de una ciudad sin conocimiento de los distintos mecanismos y situaciones del estado Municipal.

Tal como el Ejecutivo Nacional y el Provincial, el Estado Municipal debe tener un reemplazo natural y quien conduzca el Poder Legislativo Local.

Mario R. Heyde – María C. Pérez – Laura I. Gastaldi.

–A la Comisión de Régimen Municipal.

CXLV
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.222)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

“En cuanto a los detenidos la reglamentación permitirá visitas privadas, con el fin de no alterar el mundo afectivo y familiar, y ayudar a la recuperación integral del detenido. Todo rigor innecesario o excesivo hace responsables a quienes lo autorizan, aplican, conciente o no lo denuncian.

Las mujeres en situación de detenidas, procesadas o condenadas privadas de su libertad, deberán ser alojadas en establecimientos especiales, con el mismo sentido de contención y readaptación que los masculinos. Las madres con niños menores de cinco años, contarán con espacios para convivir con ellos. Si el Estado no contará con ellos, las detenidas embarazadas o con niños cumplirán arresto domiciliario.

Los menores privados de su libertad no pueden ser alojados en locales de detención de adultos”.

HEYDE – GASTALDI – PÉREZ.

FUNDAMENTOS

Señor Presidente, el Estado garantizará que quienes se encuentren privados de su libertad cuenten con lugares que les permitan mantener su integridad física y moral. Promoviendo acciones tendientes a la recuperación de la persona, con el objetivo concreto de reeducarlo para su posterior inserción en la sociedad. Por tal motivo, durante la reclusión los derechos humanos deberán mantener plena vigencia, para lograr que quien termina su condena esté preparado para afrontar las obligaciones sociales propias de todo ciudadano. Señor Presidente, enfatizando el incalculable valor de la institución familia, es necesario que los menores que no tienen la fortuna de tener a sus madres en libertad, tengan el derecho a conocerlas conviviendo con ellas, hasta llegada la edad escolar, en un ambiente propicio y saludable, en el cual las detenidas se preparen y capaciten para insertase en la sociedad. Fomentando así la posibilidad de que las mencionadas se hagan cargo de sus hijos en un futuro. Por tal motivo se garantizarán los mecanismos y las herramientas para tal.

Los detenidos en condición de menores de edad no deben ser alojados en cárceles y mucho menos en cárceles para adultos no previstas para tal fin. Por tal motivo debemos aplicar todos los derechos y garantías que los asisten y que el Estados, en este caso el de la provincia de Entre Ríos, deben a las personas menores edad, no hay que ser jurista para ver además, que es irregular que las comisarías funcionen como cárceles y es en esos lugares de detención donde el hacinamiento de los presos la falta de higiene, de salidas de emergencia en caso de siniestros, de contacto en condiciones correctas con los familiares y con el entorno ambiental, agravan la situación y hacen que visualicemos claramente un problema al que debemos aplicar soluciones acordes a la realidad cultural, social y económica del la provincia y el país.

La prisionalización en los menores es un despropósito. Es totalmente incorrecto que a un menor se lo castigue ingresándolo en un centro penitenciario como los de los adultos. Se deben activar todos los mecanismos y disponer de los recursos necesarios para tratar debidamente a este sector de la sociedad al cual le debemos ejemplos claros y concretos de trato y respeto. Antes que la cárcel hay una cantidad de medidas alternativas que la ley debe determinar.

Por lo expuesto precedentemente digo que en ningún caso, la simple detención se cumpla en las cárceles, sino en locales adecuados que se destinen a ese efecto; y que los menores deberán ser alojados en establecimientos especiales, con miras a su preservación y readaptación.

Mario R. Heyde – Laura I. Gastaldi – María C. Pérez.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXLVI
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.223)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

“No podrán ser funcionarios electos o designados quienes desde la función pública hayan actuado de manera dolosa, enriquecido ilícitamente, malversado fondos y bienes del Estado, participado en delitos de lesa humanidad e intervenido en gobiernos surgidos de actos sediciosos, como así también realizado apología de dictaduras militares y menoscabado los derechos humanos”.

HEYDE – GASTALDI – PÉREZ.

FUNDAMENTOS

Sr. Presidente, huelgan las palabras para fundamentar este proyecto y argumentar que se impida a quienes de manera impúdica, negada con toda apreciación hacia los derechos humanos, participaron en gobiernos sediciosos y consintieron, por u omisión, actos de lesa humanidad, integrar estamentos del Estado poniendo en riesgo desde el mismo los derechos humanos, que tanto tiempo y esfuerzo nos costo conseguir a los argentinos y entrerrianos. Por otra parte los nostálgicos que realizaren comentarios demostrativos de su admiración por los métodos utilizados en las dictaduras militar y efectúen análisis apologéticos de los mismos, también deben ser excluidos de los estamentos estatales, ya que su accionar es peligroso, sobre toda para las nuevas generaciones que no fueron contemporáneos de los actos cometidos por las dictaduras militares.

A mis colegas convencionales: el proveer de conformidad al presente proyecto, será una demostración de compromiso de vida con el sistema democrático y los derechos humanos.

Mario R. Heyde – Laura I. Gastaldi – María C. Pérez.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Pérez.

SRA. PÉREZ – Solicito, señor Presidente, que este proyecto de reforma sea girado a la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, porque está referido a la ética pública y al régimen electoral.

SR. PRESIDENTE (Busti) – ¿Entonces no se gira a la comisión actual?

SRA. PÉREZ – No, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento, se cambiará el giro propuesto en la nómina de Asuntos Entrados.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, se gira a la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

CXLVII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.224)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 56 - La Cámara de Diputados se compondrá de cuarenta y seis ciudadanos.

HEYDE – GASTALDI – PÉREZ.

FUNDAMENTOS

Señor presidente: debe decirse que de acuerdo a la población de los años 1933 (aprox. 700.000 habitantes) y 1949 (787.362 entrerrianos), el número de diputados eran, para la primera fecha 28 (veintiocho) y para la segunda 31 (treinta y uno) diputados. Tal cual lo establecen las Constituciones de los mencionados años.

En este año si tomamos como base para cada diputado (como en las Constituciones de los años mencionados) el número de 25.000 habitantes; con una población de 1.158.117 (según el censo de 2001), obtenemos que en la actualidad la Cámara de Diputados de Entre Ríos deberá componerse de 46 ciudadanos.

Mario R. Heyde – Laura I. Gastaldi – María Celeste Pérez.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXLVIII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.226)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

“La Honorable Convención a, través de la Presidencia, invitará a las diferentes localidades de la Provincia a designar una calle con el nombre de CONVENCION.”

PÉREZ – HEYDE – GASTALDI.

FUNDAMENTOS

Sr. Presidente de esta manera cada ciudad entrerriana tendrá una calle que evoque esta instancia histórica, al aludir a ella. A la vez que servirá de recuerdo, también generará en las próximas generaciones un motivo para acercarse a las instituciones y su organización.

María C. Pérez – Mario R. Heyde – Laura I. Gastaldi.

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CXLIX
PROYECTO REFORMA

(Expte. Nro. 1.227)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo: Todos los habitantes de la provincia tienen derecho a  una vivienda digna, con sus servicios conexos y a la tierra necesaria para su asentamiento. La vivienda familiar única es inembargable.

El estado facilitara el acceso de los sectores de menores ingresos a una vivienda planificando y ejecutando una política habitacional concertada con los municipios e instituciones que las requieran, con aporte del estado o donaciones de los interesados.

HEYDE – GASTALDI – PÉREZ.

FUNDAMENTOS

Sr. Presidente, la estabilidad familiar al contar con una vivienda, donde desarrollar su vida en armonía, es la garantía de un pueblo más próspero y feliz, y ese es uno de los grandes objetivos del Estado.

En la Comisión pertinente se ampliaran los fundamentos de esta propuesta.-

Mario R. Heyde – Laura I. Gastaldi – María C. Pérez.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CL
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.228)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENYE SANCIONA:

Artículo...- El Estado, mediante su legislación, promoverá el bienestar económico y social de la colectividad.

La propiedad privada tiene una función social y, en consecuencia, estará sometida a las obligaciones que establezca la ley con fines de bien común.

Incumbe al Estado intervenir con el objeto de desarrollar e incrementar el rendimiento de la producción regional y el mantenimiento del dominio originario de los recursos naturales existentes en el territorio provincial como un bien de la sociedad y como un principio fundamental para el desarrollo sustentable de toda la comunidad.

Artículo…- La Provincia y los municipios, en el marco de sus respectivas competencias, ordenan el uso del suelo y regulan el desarrollo urbano, suburbano y rural, bajo las siguientes pautas:

1) La utilización del suelo no puede afectar el interés general.

2) El ordenamiento territorial debe ajustarse a proyectos que respondan a objetivos, políticas y estrategias de planificación democrática y participativa de la comunidad.

3) Las funciones fundamentales que deben cumplir las áreas urbanas para una mejor calidad de vida determinan la intensidad del uso y ocupación del suelo, distribución de la edificación, reglamentación de la subdivisión y determinación de las áreas libres.

4) El cumplimiento de los fines sociales de la actividad urbanística mediante la intervención en el mercado de tierras y la captación del incremento del valor agregado por planes u obras del Estado.

5) El manejo racional de los bosques nativos y la defensa, mejoramiento y ampliación de su fauna autóctona.

Artículo…- La Provincia considera la tierra como instrumento de producción, evitando la especulación, el desarraigo y la conformación de latifundios improductivos.

Es legítima la propiedad privada del suelo y el acceso a la misma constituye un derecho para todos los habitantes de conformidad con la ley.

El Estado Provincial propende a mantener la unidad productiva óptima, la ejecución de planes de colonización y el asentamiento de familias rurales con apoyo crediticio, técnico y de fomento.

La ley establece las condiciones del manejo de la tierra como recurso renovable, y a través de impuestos generales desalienta su explotación irracional y su tenencia libre de mejoras.

Artículo…- El Estado fomentará y protegerá la producción y, en especial, las industrias madres y las transformadoras de la producción rural.

Igualmente fomentará y orientará la aplicación de todo sistema, instrumento o procedimiento, que tienda a facilitar la comercialización de la producción aunque para ello deba acudir con sus recursos o crédito.

PÉREZ – HEYDE – GASTALDI.

FUNDAMENTOS

Los fundamentos serán esbozados in voce por sus autores en la oportunidad de su tratamiento por ante la Comisión Temática que resulte competente su tratamiento respectivo.

María C. Pérez – Mario R. Heyde – Laura I. Gastaldi.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

CLI
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.232)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
SECCIÓN II

Régimen Económico y del Trabajo

Capítulo I

Artículo 1º: La tierra constituye un bien permanente de producción, debiendo el Estado garantizar su preservación y explotación racional, evitando su erosión y pérdida de fertilidad.

Artículo 2º:  El Estado provincial promoverá la colonización de las tierras de su propiedad y de los predios cuya explotación no se realice conforme a su función social, mediante entrega en propiedad de lotos que constituyan una unidad económica familiar, cuya superficie determinará la ley.

Artículo 3º: El Estado provincial podrá expropiar para fines de colonización los inmuebles rurales cuya explotación no se realice conforme a la función social de la misma, debiendo la ley determinar la superficie mínima de los predios sujetos a colonización, garantizando una previa y justa indemnización de su valor real y su determinación mediante procedimiento contradictorio.

Artículo 4º: El Estado provincial dictará la ley que reglamente la colonización estatal y privada, con los siguientes objetivos: 

A) Otorgamiento en propiedad de superficies parcelarias a grupos familiares idóneos para su efectiva radicación en el medio rural, cuya explotación directa resulte sustentable, evitando el minifundio, mediante pago que garantice el sustento familiar en el plazo de amortización. 

B) Fortalecimiento de la familia campesina, su acceso a la vivienda, al crédito agrario tendiente a la explotación y al seguro agrario obligatorio.

C) Fomento de la actividad cooperativa en el ámbito rural.

D) Exención impositiva para la transmisión de inmuebles expropiados para fines de colonización.

Artículo 5º: La ley especial deberá determinar los requisitos relativos a la función social de la propiedad rural, bajo las siguientes bases: 

A) Explotación racional de la propiedad rural, preservando el medio ambiente y los recursos naturales.

B) Cumplimiento de las disposiciones que regulen las relaciones de trabajo.

HEYDE - PÉREZ

PARANÁ, 05 de mayo de 2008.

Señor Presidente de la

Honorable Convención Constituyente

De la Provincia de Entre Ríos.

Dr. Jorge Pedro Busti

Su  Despacho

------------------------------------------------ 

De mi mayor consideración: 

Tengo el alto honor de dirigirme a usted y por su digno intermedio a la Honorable Convención Constituyente de Entre Ríos, en mi condición de Convencional Constituyente electo, elevando formalmente un “Proyecto de reforma y ampliación  de las normas constitucionales referidas al Régimen Económico y del Trabajo”  previsto en los artículos 38º, 42º, siguientes y concordantes de de nuestra actual Carta constitucional, solicitando sea el mismo sometido a la consideración de la Convención Constituyente que usted preside.

El particular momento de la republica y la específica problemática de la propiedad agraria a lo largo del tiempo, la producción agrícola como actividad  gravitante, la concentración de la propiedad agropecuaria y la consiguiente despoblación rural, sumado a la consabida incidencia  en el abastecimiento  alimentario de la comunidad, cobran en nuestra provincia una dimensión que no autoriza ser soslayada en la magna oportunidad que nos plantea la vigencia de la Ley 9768, entendiendo que la misma habilita la introducción y reforma de normas vinculadas a la particular problemática.

En la presente introducción se reseñan en prieta síntesis las motivaciones jurídicas y políticas que informan el espíritu del proyecto, acompañando también y por separado los términos preceptivos que se proponen conforme las previsiones de los artículos 43º y siguientes del Reglamento aprobado por la Convención.

I.- Consideraciones preliminares del proyecto de reforma: 
Entiende el suscripto que el artículo 1º de la Ley de convocatoria, en su inciso 27, permite ampliar las normas referidas al Régimen Económico y del Trabajo, como así también el artículo 2º en su inciso 4 permite la revisión de las normas específicas  del cuerpo normativo condensado en los artículos 36º al 46º de la actual redacción.- Sin dudas que una de las temáticas que mas gravitación ha cobrado en el último tiempo de nuestra vida provincial, viene dado por todo lo atinente a la producción agropecuaria, en especial y específico, al problema de la concentración de la propiedad agraria con sus consiguientes efectos. Entre ellos, el problema de la despoblación rural, la extinción de los pequeños y medianos productores, entre otros.-

Sin dudas que con una perspectiva visionaria el constituyente del año treinta y tres abordó el tema, pese a lo cual, luego del transcurso de setenta años, podemos afirmar que el plexo normativo, pese al fin perseguido por aquellos constitucionalistas, no ha logrado evitar la concentración de la propiedad agraria en los últimos años, el monocultivo, la migración de bastos sectores rurales a las ciudades, entre otros males de nuestro tiempo.

La actual Constitución Provincial prevé en su artículo 37º que “El Estado fomentará y protegerá la producción y, en especial, las industrias madres y transformadoras de la producción rural…”, ordenando una política activa en orden a ello.- En esa dirección, el artículo 38º dispuso que el Estado “Promoverá la inmigración, la colonización…”, previendo en los artículos 45º y 46º mayorías especiales para la adquisición de tierras destinadas a la Colonización con fines agrícolas.

En ese orden, entiende el suscrito que se torna necesario una modificación y ampliación del actual entramado normativo, incorporando normas que protejan  la familia agraria, la efectiva explotación de la tierra por la misma, el fomento del crédito agropecuario, la expropiación de tierras para fines de colonización, la garantía de acceso a la vivienda y al crédito, entre otros aspectos.
En ese orden, entiende el suscrito que la hora es propicia para formular un cambio en el régimen previsto por la carta de mil novecientos treinta y tres, en la convicción de que los complejos aspectos que orbitan sobre la “propiedad rural”, su particular incidencia en la “producción agropecuaria” y el interés público en el desarrollo sustentable, adquieren hoy una inusitada gravitación que tal vez  el legislador del año treinta y tres tuvo en menor entidad. El modelo de “campo”, de “productor” y tal vez de “desarrollo” con el que aquel legislador trabajó, requieren hoy a la luz de su particular crisis otra definición. Las políticas globales tienen hoy otros componentes  que requieren sin dudas algunas reformulaciones sustanciales  que deben plasmarse en normas de rango constitucional, sin desmedro de la competencia que el legislador  tendrá que ejercer con las leyes respectivas que “definan” los aspectos que determine cada tiempo.

En ese orden, ricos son los antecedentes que nos proporciona el constitucionalismo en los últimos treinta años, donde la particular problemática ha sido materia de específica previsión normativa.

II.- Los antecedentes históricos de la propiedad agraria en la Provincia de Entre Ríos.- Antecedentes constitucionales y normativos de las políticas activas de colonización y división de la tierra.

La cuestión de la propiedad rural en nuestro territorio provincial, el asentamiento de pobladores en el área rural y las cuestiones conexas a ello, ha sufrido en el tiempo marchas y contramarchas, potenciado sin dudas por la riqueza propia de nuestro suelo y el potencial agrícola de nuestro territorio, privilegiado sin dudas por sus particulares condiciones naturales.- Podemos sostener hoy, a la luz de autorizados estudios técnicos, que en los últimos años nuestra provincia a involucionado respecto de épocas en que sus políticas específicas hicieron de nuestro territorio  un vergel de producción, en el que el “pequeño” y “mediano” “productor agropecuario” constituyeron el pilar  de su economía, sino desmedro de otras.

En los tiempos que corren, sin dudas que la concentración de la propiedad, la invasión de grandes propietarios, extranjeros muchos, el mono cultivo, la despoblación rural, la extinción de los pequeños productores quienes emigran del campo a las ciudades por virtud de un sistema que favorece al mas poderoso, constituyen los retos que la sociedad debe sortear Entre Ríos sino pretende convertirse en un páramo.

Sin dudas que desde tiempos inmemoriales la propiedad de la tierra en Entre Ríos despertó, como hoy, la codicia de habitantes de otras tierras. Desde su descubrimiento, un puñado de filiodalgos llega con Juan de Garay y recibe de éste “mercedes de tierras”, cuyos títulos que surgen del dedo del Conquistador, creando desde entonces “privilegios” que derivaron en la proliferación de latifundios que perduraron en el tiempo como un problema endémico de Entre Ríos, lo que habría culminado con  el rechazo de las pretensiones territoriales  de los Vera Mujica por parte del gobernador Febre en el año mil novecientos setenta y ocho, dando por erradicados en Entre Ríos los enormes latifundios originados en las adjudicaciones de  Garay.

Tiempo después y ante las ostensibles pretensiones imperiales en nuestro territorio del imperio de Portugal, se ordenó el célebre informe elaborado por don Tomás de Rocamora en el año mil setecientos ochenta y dos, quien advertía  lo que hoy parece estar vigente mas que nunca, esto es, la “concentración de la propiedad agraria” en nuestra provincia. Sostuvo en la oportunidad Rocamora, en lo que a la “ propiedad de la tierra ” refiere y luego de evaluar positivamente sus riquezas naturales, que “…todo contribuye a fomentar admirablemente este Partido muchas rinconadas para contener el ganado y las excelentes aguas y comunicación con el Uruguay, pero quiere la desgracia, que hasta allí se les persiga (a sus habitantes); dos veces se le ha querido expulsar, en el día viven con el desconsuelo de haber visto medir el mejor terreno de su posesión, bien que parece que ha habido moratoria. Esto no obstante, esperan otro golpe…”.

Sugería el célebre funcionario de la corona española, respecto de las apropiaciones de la tierra por parte de extranjeros y habitantes de otros lugares, que “ Conténgase los desmedidos deseos de algunos pocos…no se les permita que adquieran lo muy superfluo…para que encuentre acomodo el pobre vecinos”. Estas sentencias parecen hoy, por desgracia, mas vigentes que nunca, dado que en los últimos años se ha visto cómo el pequeños productor rural  ha quedado a merced de los llamados pules de siembra, de empresas extranjeras que han renovado el latifundio mediante la adquisición de pequeñas parcelas de productores a quienes el sistema a tornado difícil su sustentación y crecimiento,  fomentando la despoblación de nuestro campo.

La política colonizadora posterior a la Constitución de 1860:

Sin dudas que la provincia de Entre Ríos ha sido fecunda en su política activa de promoción de la actividad agropecuaria y, específicamente, en la protección y fomento de la población rural, antes y después del dictado de su Constitución del año 1860. Tuvo desde el gobierno del General Justo José de Urquiza y de quienes le sucedieron una clara política de colonización, la que perduró con diversa intensidad en los años subsiguientes, concluyendo, podría sostenerse, con la política específica que implementó al respecto el Gobernador Raúl Uranga entre los años 1958 y 1962. 

La colonización en Entre Ríos tuvo diversas vertientes, dado que hubo al respecto políticas provinciales, nacionales y hasta municipales, pasando por los proyectos privados que también se desarrollaron al amparo de las normas. Fecunda fue la obra encarada por los Gobernadores Febre (1875-1879) y Antelo (1879-1883), quienes abordaron el problema de la población rural y la actividad agropecuaria como prioridades fundamentales de sus gobiernos respectivos. El periodo que cierran los gobiernos de ambos mandatarios en el año 1883, ultimo año de gobierno de Antelo, resultó fecundo en política colonizadora, lo que surge de estadísticas venturosas, las que indican que se fundaron 35 colonias, se radicaron 17.734 colonos en 67.000 hectáreas cultivadas, constatándose la construcción de 4.702 viviendas.

Numerosos son los ejemplos que pueden citarse de la obra colonizadora de los gobiernos referidos. puede citarse la colonización privada de el “Cerrito”, cuando en 1882 constituyen una sindicatura de la que toman parte C. Castagno, J. Viñas, Carmen C. de Núñez y C. Ortiz, entre otros. El emprendimiento se lleva a cabo en una extensión de 24.000 has, en el Dpto. Paraná. 

La colonización de los alemanes del volga constituye otro mojón que sin duda gravitó en el devenir de los tiempos.- En efecto, con la sanción de una ley del 24 de Febrero de 1878, el gobernador Febre expropia los campos del Palmar, en Diamante, cediéndolos a la Nación con la finalidad de que el Gobierno del Presidente Nicolás Avellaneda lleve a cabo su colonización, dado que el gobierno provincial carecía de recursos para encarar por cuenta propia la empresa. La Nación funda, en el curso del mismo 1878, la Colonia Alvear, radicando en la misma ciento setenta familias alemanas que procedían de Rusia, contingente éste que había desarrollado un efímero asentamiento a orilla del Volga, bajo los auspicios de Catalina II. La colonia Alvear se desglosa luego en seis Aldeas denominadas Valle María, Spatzenkutter, Brasilera, Salto y Protestante.- Sin dudas esta vertiente de inmigración condicionó no sólo el perfil étnico del productor y habitante de nuestro campo, sino también el tipo de cultivo que predomina hoy en nuestra provincia. Los inmigrantes ruso alemanes tenían por oficio básicamente la agricultura granaria, en tanto no practicaban la producción de las especies hortícolas y arbóreas. Los cultivos que dominaban eran los específicos de la Pampa Húmeda: trigo, lino, maíz, girasol, siendo el lino su cultivo por excelencia, convirtiendo con los años a nuestra provincia en la principal productora de la especie. 

No cabe dudas que la política de estos visionarios gobernantes fue acertada en lo que refiere al perfil étnico y religioso del colono cuya radicación propició. Los entrerrianos descendientes de aquellos alemanes del Volga, con su bagaje cultural y religioso, son un conglomerado que contribuye hoy sin dudas a la producción de riqueza, siendo destacada su presencia en los diversos aspectos de la vida provincial. Las instituciones religiosas de carácter, a las que corresponde  la fidelidad de los colonos, tiene una sólida presencia en el medio. El Sanatorio Adventista del Plata, en Villa Libertador, es un establecimiento inédito en el país. En el mismo predio del Sanatorio, desarrollan sus actividades un colegio, y desde algunos años, una Facultad de Medicina. 

Las colonizaciones promovidas por el Gobernador Antelo estuvieron destinadas a pobladores de Entre Ríos, teniendo las mismas un sentido de promoción social, de auxilio a quienes se encontraban en condiciones de indigencia. Numerosos fueron los proyectos concretados en su gobierno. Los primeros pobladores de los campos del Cerro fueron humildes familias asentadas en la costa del Río Paraná, en el actual Departamento Paraná, en concesiones de 16 cuadras cada una, adquiridas en mayor extensión por el Gobierno mediando la autorización de una Ley del 16 de Abril de 1880.- También debe citarse los campos de Diego, en el actual Departamento Concordia, siendo un predio fiscal que para ello fue dividido en chacras de veinte cuadras, siendo los “colonos” los propios habitantes del lugar, quedando previsto el arribo de nuevas familias. En el curso del año 1981 se funda la Colonia “Argentina”, con habitantes criollos, en un campo fiscal al este de la actual ciudad de Villa Urquiza. 

También cobró entidad en aquellos años la colonización encarada por los gobiernos municipales, los que procedieron a la adjudicación de tierras en el ámbito de sus ejidos. Entre los años 1875 y 1880 se promovieron colonizaciones de ese tipo en los municipios de Concepción del Uruguay, Gualeguaychú, Gualeguay, Concordia y Paraná, constituyendo las mismas pequeñas unidades que se vincularon con la ciudad en una relación económica básicamente. 

También el estado provincial fomento activamente la política colonizadora encarada por la actividad privada, las que se dieron en un marco de claras exenciones impositivas que posibilitaron los emprendimientos. Diversos son los proyectos que en aquellos años se concretaron y que sin dudas contribuyeron a la formación de los perfiles propios de nuestra actividad agropecuaria y a la fisonomía de nuestro productor agropecuario. En efecto, en el año 1988 la empresa Verein S.A. establece en un predio de 1800 hectáreas la colonia “San Gustavo”. La empresa Colonizadora de Victoria en el actual departamento del mismo nombre las Colonias del Este y del Norte. La empresa Colonizadora Entrerriana estableció la Colonia Basavilbaso en el año 1888 en el actual departamento Gualeguaychú. La Compañía Argentina de Colonización creo en el año 1889 la Colonia Nuestra Señora de Balvanera, en un predio aproximado de cuarenta mil hectáreas. También en el actual Departamento Gualeguay la empresa  “Las Cabezas SA” creo en el año 1889 la Colonia Las Colas. 

La actividad colonizadora privada tuvo el auspicio del Estado provincial, el que en el curso del año 1884 dictó las leyes 21 y 27 autorizando a los gobernadores Hernández y Carbo a colonizar sus tierras en los distritos Algarrobitos de Nogoyá y Tala de Paraná acordando la exhibición del impuesto inmobiliario por cinco y ocho años, respectivamente. Una ley del 11 de enero de 1887 eximió por seis años de contribución directa, a todas las tierras dedicadas a la agricultura, que no estén en los ejidos de las ciudades y los pueblos. Una ley del 17 de abril de 1888 libera por diez años de contribución directa, a las tierras de no menos de 2.500 has. dedicadas a la colonización. 

De no menor importancia fue la Colonización judía en nuestro territorio provincial, la que tuvo un origen similar a la colonización de los alemanes del Volga. 

En el año mil ochocientos ochenta y uno el judío-alemán Barón Mauricio Hirsch, funda en Londres, la Jewisch Colonizatiòn Associatión, con el fin de facilitar la emigración de los judíos rusos, “hacia otras regiones del mundo donde puedan gozar los demás derechos inherentes al hombre”, siendo la Argentina y en particular Entre Ríos, los territorios escogidos  por el Barón Hirsch para su empresa, teniendo como presupuesto las políticas activas de colonización agrícola que se habían desarrollado. Prueba de ello fueron las Colonias “San Antonio” en el Departamento Colon, siendo ésta la primera que se creara por esa vertiente inmigratoria en el curso del año mil novecientos noventa y uno. Al Oeste de San Antonio se creó la colonia Clara, la que evoca el nombre de la hija del Baron de Hirch, alcanzando las mismas una superficie de aproximadamente ochenta mil hectáreas. 

Lucienville es otra colonia creada al amparo del auspicio del citado empresario, en la actual zona de Basavilbaso, la que con el tiempo de expandió en una superficie aproximada de cuarenta mil hectáreas. Curbello y Walter Moss, en el actual Departamento San Salvador, Santa Isabel en la zona de Estación Pedernal, actual Departamento Concordia y Palma y Yatay en lo que es hoy el Departamento Uruguay, fueron otros claros emprendimientos colonizadores privados, creados al amparo de normas estatales que lo fomentaron. 

En la misma dirección se encaminó el gobierno del General Racedo, quien continuó la labor colonizadora de quienes le precedieron, dictando numerosas leyes que fomentaron la radicación de colonos como así también el crecimiento de su producción. En efecto, en el curso del año mil ochocientos ochenta y cuatro se ordenó la confección del catastro de las colonias oficiales y la escrituración de lotes que se encontraban cultivados y poblados. En el mismo año se conceden gratuitamente suertes de chacras, por el plazo de dos años, en las colonias oficiales, a todo ciudadano Argentino con familia que pruebe ser intrusos en los campos de pastoreo o habiéndolo sido antes, se encuentre aún sin hogar propio. 

No menos fecunda al respecto fue la política implementada por el Gobernador Enrique Carbó a partir del año mil novecientos cuatro, creándose en el período subsiguiente las Colonias “Lucas Gonzalez” en un predio adquirido por Jacinto Camps, a la vera del curso de la línea del reciente ferrocarril. También en esos años se creó la actual “Colonia Ensallo”, en un predio perteneciente al Banco Hipotecario de aproximadamente tres mil hectáreas. La Colonia “Avellaneda” fue creada en las proximidades de la actual ciudad de Paraná. 

Otro de los aspectos destacables de su gobierno fue la obra educativa inclinada al quehacer agropecuario, privilegiando las necesidades del productor agropecuario.- Se crearon en su mandato, bajo la Dirección del célebre profesor Manuel P. Antequera las llamadas “Escuelas Rurales”, entre ellas la “Escuela Normal de Maestros Rurales Alberdi” (1904), en un predio de cuatrocientas hectáreas, la Escuela “Urquiza” en las proximidades de Villaguay en el año siguiente. 

Podemos afirmar que éste período trajo frutos fecundos que sin dudas han condicionado y determinado no sólo el perfil de nuestro productor agropecuario, sino también el perfil de nuestra actividad económica del siglo diecinueve y la idiosincrasia propia de nuestro pueblo, el que hace gala de ser básicamente cosmopolita. Sin dudas que en esos años existió una clara política activa en el que la colonización fue “una cuestión de estado” y un tema de rango constitucional. En ninguna área de la cosa pública como en ésta, la historia entrerriana registra un más alto nivel de colaboración entre Provincia y Nación. 

La presente reseña histórica sería injusta sin una mención de la obra del Gobernador Raúl Uranga, quien en su mandato concluido en el año mil novecientos sesenta y dos fomentó activamente la radicación de Colonos, propendiendo a la subdivisión de grandes extensiones en parcelas que se adjudicaron a hombres de campo. Vale citar en el Departamento del que es oriundo el suscrito, en el que se crearon por aquellos años las Colonias Santa Lucía, San Ramón, San Isidro, entre otras mas, siendo en su mayoría emprendimientos directos del Estado, quien adquirió superficies de particulares que fueron subdivididas en parcelas entregadas a hijos de productores agropecuarios, privilegiando la efectiva radicación de pobladores en nuestro campo. 

III.- Evolución del proceso de concentración de la propiedad rural en la provincia de Entre Ríos.

En el tiempo histórico posterior a la crisis del treinta, fenómeno éste que el legislador del año treinta y tres tuvo próximo, se han registrado procesos  de desconcentración de la propiedad rural, en el primer tiempo, con sus vaivenes virtuosos y defectuosos, con su particular incidencia y preeminencia de los tipos de actividad productiva, advirtiéndose en las dos últimas décadas un proceso de concentración de la propiedad. 

En el ámbito provincial se ha conocido el gran latifundio con su esquema de producción unilateral, no diversificado, atrasado e ineficiente, como así también y conforme se ha reseñado, un régimen de distribución y tenencia que pese a ello no alcanzó a gravitar en el tipo de producción agropecuaria de nuestra provincia. No se han registrado en los últimos treinta años procesos activos de distribución de la tierra por parte del Estado Provincial, políticas activas de colonización, como así tampoco políticas activas que fomenten la radicación de la población rural en el ámbito específico. Pese a ello, esto es, pese a la existencia aún de grandes superficies de explotación de titularidad de personas que no pueden definirse como “familia agraria”, residentes en otras jurisdicciones nacionales o extranjeras, no han existido en nuestra provincia en los últimos setenta años lo que podríamos llamar “crisis agrarias” derivadas de excluidos o arrendatarios, al menos en la proporción que ha conocido Brasil. 

Resulta llamativo que aún hoy no se hayan registrado fenómenos de crisis vinculadas a la titularidad o explotación de la tierra, como lo fue el grito de Alcorta en mil novecientos doce o, en tiempo mas reciente, el movimiento de los sin tierra del sur de Brasil. Mas aún, frente a la ostensible acumulación patrimonial de grandes propietarios que han adquirido tierras en nuestra provincia, “incentivados” por la creciente valorización de la tierra y el incremento de su renta, derivado a su vez del incremento de los precios internacional de los “comoditis” agropecuarios.

La necesidad de la distribución equitativa de la tierra constituyó siempre, a lo largo de la historia, una bandera que no siempre se aplicó. En nuestro país el tema ha sido objeto de diversos estudios que han tenido distinta gravitación.- Entre ellos vale citar los trabajos de B. Horne, quien advirtió la íntima relación que existe entre la necesidad de incidir y corregir las asimetrías del “mercado” y el proceso de concentración de la tierra, frente a lo cual sostuvo la necesidad de elaborar y ejecutar políticas en el ámbito estatal, destinadas a forzar la subdivisión de los grandes latifundios y a facilitar el acceso de los de los pequeños productores a la propiedad, mediante adecuados proyectos de colonización. Resulta interesante advertir en trabajos específicos, aunque no referidos estrictamente a Entre Ríos, cómo ha evolucionado negativamente la propiedad agraria en desmedro de los habitantes de la tierra. 

En un trabajo publicado por Gainard en 1989, refleja con nitidez lo que hoy se registra en nuestros días en el ámbito provincial, esto es, la concentración de la propiedad por parte de sociedades anónimas de propiedad de extranjeros en desmedro del habitante rural. Se advierte hoy la presencia dominante, casi excluyente, de los grandes propietarios, acopiadores a veces de la producción zonal, quienes se radican con un componente productivo que escasamente contribuye en el ámbito provincial. Es común ver hoy a los conocidos pooles de siembra, provenientes de otras provinciales, quienes se han radicado en el ámbito provincial con un esquema de producción agrícola de monocultivo, con inversión económica “golondrina” en aquellos productos que circunstancialmente el mercado priorizaba, quienes en los últimos años han ido acrecentando la adquisición de pequeñas parcelas de productores residentes en la zona, quienes terminan siendo “empleados rurales” del “empresario agropecuario”. 

Estas cuestiones parecen ser viejas, pues  fueron objeto de investigación  a principios de siglo por prestigiosos tratadistas, quienes advirtieron  “tendencias” a la “concentración” que adquieren hoy pasmosa vigencia, al menos en Entre Ríos. Los influyentes trabajos de K. Taylor en tiempos mas distantes, como también los de G. Flichman (1977) y M. Murmis (1979), lograron redefinir los términos de la problemática vinculada a la renta del suelo, tratando de plantear sus conexiones con el desarrollo de relaciones sociales de producción y formas de ganancia capitalista.- Si bien ellos no reflejan la específica problemática de Entre Ríos, abordan aspectos que bien pueden explicar el fenómeno en nuestro ámbito provincial. Flichman advirtió en sus teoría la evolución de la renta especulativa en el marco agropecuario y su incidencia en la propensión de los propietarios rurales a continuar acumulando tierra en detrimento de la inversión productiva y de una dinámica sostenida de crecimiento.-

III.- Consecuencias del proceso de concentración en el perfil productivo agropecuario de la provincia de Entre Ríos.-

Es interesante advertir también que el esquema de “sojización”, si cabe el término, de los últimos años en nuestra provincia, ha trastocado la producción agropecuaria en nuestra provincia y, en especial, la efectiva radicación de pequeños y medianos productores en la tierra productiva, con el creciente incremento del fenómeno de la despoblación rural. Entre otras consecuencias del fenómeno, aparece hoy la figura del “arrendatario”, generalmente ex productor agropecuario, pequeño o mediano según los parámetros, a quienes el nuevo esquema productivo y de renta derivado de la “sojización”, lo invita a dar el predio en arrendamiento a un empresario golondrina, a cambió de una renta que le permita vivir en la ciudad mas cercana, abandonando así la producción primaria de otros productos. Al mismo tiempo, ese esquema productivo condicionante, trajo como consecuencia que el escaso proceso de división que pudo registrarse, no tuvo como correlato una diversificación de la producción. 

Las áreas afectadas al esquema de la soja en Entre Ríos creció en los últimos quince años un 2000 %, pasando de ocupar el 7% de la superficie cultivada al 67% de su superficie. Según los datos estadísticos que arrojaron el censo agropecuario de 1988 y el efectuado en el año 2002, se advierte que Entre Ríos perdió 5.500 explotaciones agropecuarias, en su mayoría pequeñas y medianas, con el consiguiente perjuicio en el entramado social de la población rural. Entre otras consecuencias de ello, se ha “empujado” al productor ganadero hacia las islas, con los perjuicios y consecuencias conocidas. 

No existen relevamientos estadísticos que nos permitan cuantificar el fenómeno descripto, pero algunos trabajos y la experiencia cotidiana nos permite advertir con nitidez que el fenómeno de la subdivisión de la tierra se ha detenido y, como correlato, se advierte una creciente concentración de la tierra por parte de habitantes de otros lares, con los efectos concomitantes, entre ellos, la despoblación rural. El actual esquema  obliga a los pequeños productores a vender su parcela o, en el mejor de los casos, a convertirse en un habitante de la ciudad, “contratista pasivo” del “empresario productor”, “acopiador” en muchos casos.-  No son necesarios estudios específicos para advertir que no puede existir una “sana competencia”  en la actividad económica entre nuestros pequeños productores y acopiadores como  Monsanto, Dryfus, Continental, Cargill, entre otras multinacionales. 

El problema no es sólo de Entre Ríos, vale destacarlo, toda vez que los mismos efectos se han registrado en las provincias de Santa Fe, Córdoba y Buenos Aires.- En un reciente trabajo  de la Universidad de Buenos Aires, conocido como “Proyecto Estratégico Plan fénix”, se han efectuado relevamientos que advierten claramente el crecimiento del fenómeno de concentración y, al mismo tiempo, su particular incidencia en el esquema de producción agropecuaria. Según datos correspondientes al año 2002,  surge que de 330.000 explotaciones agropecuarias  de todo el país, 219.000 podían considerarse “pequeñas unidades de producción”, esto es, el 66% del total.- Pero frente a ese dato, también se advierte que esa cantidad de “productores” o “explotaciones”, sólo concentraba el 13,50 de la superficie ocupada. Esa incidencia sería en Entre Ríos del 79 %. Según el mismo estudio, el que cabe reiterar relevó datos de Entre Ríos, determinó que sólo la quinta parte tenía capacidad de reproducción ampliada, es decir, podían crecer en base a la capitalización de sus beneficios. El resto, casi el 80 %, o sea más del 50% de todos los productores agrarios de esa región, eran incapaces de sobrevivir con los ingresos normales y la mayoría de ellos debían trabajar fuera de su predio para alimentar a su familia. 

Si bien Entre Ríos no registra los agudos problemas de las provincias que constituirían la “frontera agrícola”, en la que sus “productores agropecuarios” se encuentran hoy bajo la línea de pobreza, sí registra otros problemas de no menor entidad. Podría sostenerse que el 30 % de los pequeños productores  no se encuentra en condiciones de acceder a un ingreso digno con su actual esquema productivo, sometido  a relaciones desiguales de poder con intermediarios y comercializadores, impedidos de modificar su perfil productivo a causa de su incapacidad de acumulación y ahorro. Ninguno de ellos puede producir soja, pues carece de la infraestructura necesaria para ello y del capital de inversión. Ninguno de ellos pertenece al universo de los 70.000 afortunados productores de soja que la actual crisis nos ha permitido conocer y cuantificar, por lo que los reclamos de nuestros pequeños productores pasan por otra dimensión. 

Esta tendencia negativa del fenómeno analizado ha sido advertida por algunas entidades del sector, básicamente aquellas que nutren su representación en pequeños productores y de aquellos vinculados a las economías regionales. Entre ellas, la Federación Agraria ha bregado por el dictado de normas que reglamenten la creciente extranjerización de las tierras productivas, como así también de normas que favorezcan la efectiva radicación de la población rural. 

Cabe reseñar por último, que la incidencia de estos fenómenos negativos en la economía provincial hacen que sea necesaria la activa intervención del Estado, debiendo contarse con pautas normativas constitucionales que den sustento a la misma. El reciente “conflicto” con los sectores rurales, si bien responde a cuestiones de coyuntura que no pueden condicionar una reforma constitucional, sí nos advierte aspectos estructurales que no deben ser ajenos a la tarea legislativa del constituyente de hoy, en su precisa dimensión. Entiende el suscrito que aspectos como la “preservación de los montes nativos”, la subdivisión de la tierra en parcelas productivas que garanticen la producción y radicación en el ámbito rural, el desarrollo rural, lo atinente a la “protección de la familia agropecuaria o campesina” en sus diversos aspectos, sea ello al derecho a la vivienda o al crédito por ejemplo, constituyen tópicos que debe abordar la nueva constitución. El fomento de estructuras asociativas que le permitan al pequeño productor reforzar su poder de negociación frente a monopolios u oligopolios dueños de insumos y del saber técnico indispensable en el proceso de producción, constituye también un aspecto que con suficiente prudencia puede abordar la reforma, delegando en el legislador aquellos aspectos que necesariamente mutan con el tiempo. 

IV.- Encuadre normativo. Antecedentes del derecho positivo provincial.- Encuadre constitucional en otras provincias argentinas. El espíritu del proyecto de reforma. 
Si existe un tópico complejo a la hora de ser materia de consagración constitucional es precisamente lo atinente a la “reforma agraria”, aspecto éste que ha sido objeto de marchas y contramarchas a lo largo de la historia. El constitucionalismo moderno ha ido consagrando en forma paulatina normas tendientes a la protección de la producción y de la familia rural, ordenando en algunas de ellas al legislador establecer políticas activas tendientes a la colonización, a la fijación de las pautas constitutivas del “interés público” en la explotación agropecuaria, en la facultad de expropiación con fines de colonización, determinación de la “unidad productiva”, entre otros aspectos.

En el ámbito provincial, si bien con normas de menor jerarquía, algunos códigos rurales reglamentaron el artículo 2326 del Código Civil, incorporando el principio de la unidad económica, con el agregado que plasmó la ley 17711 al establecer la pauta específica de que “No podrán dividirse las cosas cuando ello convierta en antieconómico su uso y aprovechamiento, … las autoridades locales podrán reglamentar en materia de inmuebles la superficie mínima de la unidad económica”.

El Código Rural de Entre Ríos fue el primer cuerpo en reglamentar  el artículo 2326 de la ley civil,  siguiendo para ello los lineamientos de la ley 14394 en la materia.- A su tiempo, la ley nacional 12636  de colonización  definió la unidad económica  como  la porción “…cuya superficie quedará subordinada a la naturaleza y topografía del terreno y deberá calcularse en cada región teniendo en cuenta que el agricultor pueda realizar la mayor parte de la labor agrícola utilizando su trabajo personal y el de su familia, y con capacidad productiva suficiente para cubrir sus principales necesidades de vida y acumular un capital que le permita mejorar sus condiciones sociales y económicas y la técnica de la explotación”.

Forzoso es concluir que las definiciones deben ser ajenas a la faena del constituyente, toda vez que no puede en su función suplir la labor del legislador, quien debe ser el que establezca las pautas en la norma respectiva, ajustándose a las circunstancias que condicionen cada tiempo.

En ese orden, la reforma que se propicia debe sólo establecer las bases  sobre las cuales el legislador dictará las normas y definiciones con arreglo a las mismas.- No puede la norma constitucional definir el concepto de “latifundio”, su superficie,   de unidad “improductiva” o las pautas de la “función social” con que debe explotarse el predio rural.

Al respecto y en lo que refiere al presente proyecto, se han tomado parcialmente algunos antecedentes que proporciona la Constitución de Misiones, en lo referente a las políticas de colonización, como así también la Constitución de santa Fe en lo referente a la función social de la propiedad y sus aspectos particulares.- También se ve enriquecido en algunos aspectos por la experiencia brasilera, en cuyo ámbito la temática de la “reforma agraria” ha sido materia de profundo análisis  y tratamiento en los distintos Estados. La Constitución de los Estados Unidos de Brasil tiene una consagración expresa del tópico.

Se establece en el proyecto la necesidad de establecer claramente que la propiedad rural se encuentra sujeta a la explotación racional, garantizando el Estado su preservación.- Al mismo tiempo, el interés del Estado en fomentar la colonización con arreglo a pautas normativas que deberá establecer el legislador en lo atinente a la expropiación y las que garanticen el crédito agropecuario, el seguro agrario, entre otros aspectos.

Mario R. Heyde – María C. Pérez

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Márquez.

SR. MÁRQUEZ – Señor Presidente: solicito que este proyecto se gire también a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, porque es de tratamiento conjunto.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento, así se hará.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, este proyecto se gira a la Comisión Producción, Trabajo y Desarrollo sustentable y a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

CLII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.233)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

RÉGIMEN MUNICIPAL

Art. 1) Modifíquese el artículo 186 de la Sección VIII Régimen Municipal, el cual queda redactado de la siguiente manera: 

Art. 186. La rama deliberativa de las municipalidades, se compondrá del número de miembros, titulares y suplentes, que establezca la ley orgánica de los municipios y serán elegidos según el principio de representación proporcional pura. Será presidida por uno de sus miembros y estos durarán cuatro años en el ejercicio de sus funciones. Su renovación se hará por mitad cada dos años, pudiendo ser reelectos. Cuando el número de concejales sea impar, se entenderá a los fines de la renovación mencionada, que la mitad a elegir se obtiene dividiendo por dos el mayor número par contenido en aquel.

En la primera renovación la duración de los mandatos se determinará por sorteo que efectuará la Junta Electoral, antes de la incorporación de los concejales

DÍAZ (Carlos)

FUNDAMENTOS

Conforme lo habilita la Ley de Convocatoria a esta Honorable Convención, se propone la modificación del Art. 186, correspondiente al Capítulo I de la Sección VIII-Régimen Municipal, con el objetivo de optimizar el funcionamiento de los cuerpos deliberativos de los municipios.

Considerando que se sostiene a favor de las elecciones conjuntas proviene de considerar básicamente dos enfoques distintos, uno económico y otro socio-político. Desde la óptica económica puede argumentarse que, las elecciones celebradas en un sólo acto para provincia y municipios, intentan evitar que la separación de los comicios en eventos aislados, multipliquen excesivamente el gasto público. Sin embargo el mismo es relativo en tanto que al realizarse renovación de legisladores nacionales, por ejemplo en 2009, la erogación es la misma en términos de inversión económica. Por otra parte, analizándolo desde una óptica socio-política, a favor se sostienen que el desdoblamiento de las elecciones puede traducirse en el desaliento a la participación y en el agotamiento por parte de los electores. 

Sin embrago en el presente proyecto proponemos una renovación por mitades de los concejos deliberantes ya que en primer término, puede decirse que una elección conjunta dificulta en el mayor de los casos que el vecino pueda diferenciar las distintas escalas institucionales y sus responsabilidades, lo que se traduce en consecuencias de dispersión, superposición y mutua influencia entre el balance que merece la gestión municipal y provincial. 

Por otra parte, las elecciones para autoridades provinciales y municipales en una misma fecha, produce un elemento perturbador en la medida que produce el “arrastre” de candidatos de una categoría a la otra, dificultando la facultad del elector de decidir en cada acto conforme a las mejores alternativas que, crea, existen para cada caso. 

Con la renovación por mitad se pretende lograr que el cuerpo deliberativo presente una agilidad legislativa coherente, ordenada y administrativamente implique mayores mecanismos de participación ciudadana.

En cuanto al sistema de representación proporcional pura, sostenemos el mismo a efectos de posibilitar a la ciudadanía la fidelidad en el número de representantes de la misma forma en que se haya obtenido el resultado de la elección cumpliendo con justicia la proporcionalidad por un lado y posibilitando alternancia – en caso de resultar necesaria – y efectivo control entre los poderes del Estado por otro.

Creemos que también fortalece y dinamiza a las estructuras que dan sostenimiento al sistema democrático, nos referimos concretamente a los partidos políticos. 

Por último y si hubiere objeción sobre algún riesgo para la gobernabilidad, no desmerecemos a la clase política en cuanto a las condiciones de liderazgo y capacidad de concertación que debe tener un poder ejecutivo en cualquiera de sus niveles, sea con una mayoría legislativa afín o con una mayoría legislativa opositora.

Carlos C. Díaz

–A la Comisión de Régimen Municipal.

CLIII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.234)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

DERECHOS HUMANOS

Art. 1) Incorpórese como artículo nuevo a la Sección V – Cap. VI– de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el siguiente texto: 

Artículo...) Para ser empleado o funcionario de las fuerzas de seguridad dependiente del Estado Provincial se deberá acreditar la aprobación de la asignatura DERECHOS HUMANOS, cursada en una institución educativa de Nivel Superior de gestión pública.
DÍAZ (Carlos) – SCHVARTZMAN.

FUNDAMENTOS

Los Derechos Humanos son derechos naturales fundamentales que nos pertenecen a todos, sólo por ser personas. Constituyen normas éticas y valores morales orientados a un ideal de libertad, igualdad y justicia social, que aspiran a mejorar la vida de las personas.

La formulación actual de estos derechos surgió como reacción de la dignidad humana, herida por los actos más terribles de genocidios y matanzas que conoció la humanidad durante la II Guerra Mundial. Así en 1948 se proclamó la Declaración Universal de los Derechos Humanos, como exigencia de todas las personas de ocupar un lugar digno en la sociedad, de vivir en paz, de tener amparo ante la ley, ante los abusas del poder, de contar con tribunales donde reclamar justicia, de recibir educación, de tener acceso a u trabajo digno, alimentación, vivienda, salud, de estar a salvo de todo tipo de discriminación.

Están en vigencia los pactos, declaraciones y convenciones que garantizan jurídicamente el cumplimiento de los Derechos Humanos. Nuestra Carta Magna Nacional los contempla, en especial en su Artículo 75, inc. 22 y 23, dando cumplimiento a lo antes mencionado.

El presente proyecto pretende garantizar el conocimiento de los Derechos Humanos, máxime en quienes tienen a su cargo la seguridad pública. Resulta por esto, fundamental, impartir los Derechos Humanos desde la educación pública que garantiza la calidad educativa, el resguardo de los principios de estos derechos, el respeto por los mismos y el principio de igualdad, convivencia, tolerancia, diversidad.

Estos motivos, junto a la defensa de los valores democráticos y a la protección de las personas de todo tipo de autoritarismo, es que solicitamos la aprobación de esta Honorable Convención a este proyecto.

Carlos C. Díaz – Américo Schvartzman.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la convencional Pasqualini.

SRA. PASQUALINI – Teniendo en cuenta que todo lo relativo a las Fuerzas de Seguridad y a la Policía se va a tratar en la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, creo que el ámbito donde debe ser tratado este proyecto es en esa comisión, por lo que solicito se cambie el giro propuesto.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el convencional Carlín.

SR. CARLÍN – Señor Presidente: tratándose de un Plan de Estudios, simplemente, tiene que ir a la comisión respectiva atinente a ese tema esencial.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar la moción formulada por la convencional Pasqualini.

–La votación resulta negativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia se mantiene el giro del proyecto a la Comisión Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

CLIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.235)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

RÉGIMEN MUNICIPAL

Art. 1) Incorpórese e la Sección VIII – Régimen Municipal – de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el siguiente texto:

Artículo...: Los municipios deberán crear la Justicia de Faltas para el juzgamiento de las faltas, infracciones o contravenciones que se cometan en el municipio o en zona donde éste tenga jurisdicción y que resulten de violaciones a leyes, ordenanzas, decretos, reglamentos o resolución o cualquier otra disposición cuya aplicación o represión corresponda a la municipalidad. Estará a cargo de un Juez de Faltas cuya designación y funciones serán establecidas mediante ordenanza municipal.

DÍAZ (Carlos)

FUNDAMENTOS

La creación de la Justicia de Faltas resulta de la necesidad de dotar al municipio de un organismo capaz de solucionar en forma autónoma todo tipo de faltas, infracciones o contravenciones que se cometen a diario y permanente en el ámbito municipal, en donde la intervención desde un solo poder , tal como el ejecutivo, con criterio unilateral, no sólo puede resolver parcialmente los problemas ocasionados en dicho ámbito, sino que se corre el riesgo de que tales parcialidades resulten injustas o insuficientes en su aplicación.

El crecimiento demográfico, la tecnología, el tránsito, la sanidad e higiene, la moral, las buenas costumbres, el ambiente, etc., conviven en un entramado social en donde cada vez más los inconvenientes surgen de la convivencia propia, y es el gobierno de proximidad ejercido por el municipio el que debe resolver  conflictos ya sea previstos o surgidos a partir de la omisión o violación de las normas en vigencia.

Este organismo propuesto, conocido por la mayoría de la legislación y organización municipal, por su larga experiencia  en el efectivo control de las normas, no merece mayores consideraciones para el establecimiento expreso en la Constitución. 

La democracia en los gobiernos locales necesitan estar dotadas  de instituciones que no sólo posibiliten el cumplimiento de los códigos que los ciudadanos y representantes establecen para la mejor convivencia social, sino que resulta necesaria la prevención de estas faltas a partir de un organismo como el recomendado para el desarrollo armónico de la sociedad.

Sin dudas apelar a esta experiencia, ya establecida a lo largo y a lo ancho del territorio nacional, y con una larga historia en otros sitios de todo el planeta, significa instituir de una herramienta eficaz a las instituciones municipales de nuestra provincia.

Carlos C. Díaz

–A la Comisión de Régimen Municipal.

CLV
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.236)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

FONDOS ASIGNADOS A EDUCACIÓN

FONDO INFRAESTRUCTURA ESCOLAR

Artículo 1) - Modifíquese el Art. 210 de la Sección IX de Educación Común cuyo texto queda redactado de la siguiente forma:

Art. 210 - El fondo de la educación común estará formado por el treinta por ciento, como mínimo de las rentas generales de la Provincia y con los demás recursos que se establezcan.

Artículo 2) Incorpórese el siguiente artículo en la sección IX de Educación Común cuyo texto queda redactado

Art. ... – El fondo de infraestructura escolar permanente, ha sido fijado en un 5% de las rentas generales de la provincia.

Artículo 3) – Incorpórense las siguientes Cláusulas Transitorias a continuación de la Constitución Provincial, cuyo texto queda redactado de la siguiente forma:

1) El Art. 210 entrará en vigencia a partir del 2010

2) La legislatura determinará el mecanismo de consolidación económica y ordenamiento administrativo de infraestructura escolar de manera independiente dentro del plazo de dos años después de promulgada la presente Constitución Provincia, para luego ejecutar el porcentaje asignado.

DÍAZ (Carlos)

FUNDAMENTOS

Las luchas por la reivindicación de los derechos sociales, ha caracterizado los comienzos del siglo XX, Luchas por mejores condiciones de trabajo, por salarios dignos, asistencia y protección de la salud, la educación, el descanso, la recreación, la seguridad individual y social, la vivienda digna, entre los más importantes. En síntesis lo que reconocemos como los derechos sociales que nos pertenecen por la sola condición de personas1.

Sin dudas la educación es una de las prioridades fundamentales como derecho social y hecho político complejo, con capacidad de incidir en el presente y futuro de las sociedades. En esta propuesta definimos la educación como derecho humano y bien social y público, de ahí que devenga la indelegable responsabilidad del estado en garantizar su pleno ejercicio, brindando las garantías necesarias para el ingreso, permanencia, reinserción y egreso del sistema educativo. Asimismo y en consonancia con lo antes señalado, se plantea la gratuidad de la enseñanza en las escuelas del Estado.

Vale una breve reseña acerca de la acción del Estado en sus distintos niveles, construyendo y afianzando el sistema de educación. Durante la década del ’90, por cuestiones no pedagógicas, sino financieras, se transfirieron las escuelas nacionales a las provincias, es decir, se descentralizó la educación por completo, proceso que se había iniciado ya en 1978 con la transferencia de las escuelas primarias a las provincias. Y lo que era producto de una desestabilización económica, provocó un mayor desequilibrio. La magnitud de la crisis de transformación económica, no admitía la previsión a futuro, que incluso el mismo Congreso Pedagógico aprobó por unanimidad.

Hoy en el país como resultado de estos procesos, existen tantas estructuras educacionales como jurisdiccionales.

Nuestra Constitución reconoce a la educación como un derecho social, pero es claro que el papel del Estado no radica solo en reconocer el libre ejercicio del derecho individual de enseñar y aprender a toda la ciudadanía, sino también garantizarlo en todo sentido.

El proyecto propone un incremento en el porcentaje destinado a educación que indica la carta magna. Proponemos un incremento que alcance un treinta por ciento de las rentas generales de la provincia, mas los recursos que se establezcan. Es bueno recordar que nuestra provincia ya tuvo una experiencia de destinar un 30 % de los recursos generales (superando incluso el porcentaje que marca nuestra constitución provincial); esto fue en 2004.

Sostenemos que el Estado debe concebir el financiamiento de la educación como una inversión y no como un gasto. Sin embargo se hace imprescindible para el ordenamiento y distribución de recursos, verificar los mecanismos y ver si esto es posible. Para estos fines revisemos la Ley de Financiamiento Educativo aprobada en diciembre de 2005 que determina un incremento del 6% en la inversión entre los años 2006 y 2010 para “garantizar la igualdad de oportunidades de aprendizaje, apoyar las políticas de mejora en la calidad de la enseñanza y fortalecer la investigación científico-tecnológica, reafirmando el rol estratégico de la educación, la ciencia y la tecnología en el desarrollo económico y socio-cultural del país.”2
Los destinos de este incremento, son para alcanzar el logro de los siguientes objetivos:

- cubrir las necesidades que implica la inclusión de la obligatoriedad del nivel inicial, y la extensión de la obligatoriedad al término de la escuela secundaria.

- garantizar y asegurar la inclusión de niños y jóvenes de sectores sociales y zonas desfavorecidas con el acceso a escuelas de jornada completa (desayunos, almuerzos, meriendas)

- asistir a familias que viven en hogares por debajo de la línea de la pobreza, para la inclusión de los niños y jóvenes para favorecer la igualdad de oportunidades para recibir educación. Esto se realiza efectivizando procedimientos estratégicos a partir de los datos de estadísticas y censos.

- universalizar el nivel medio y polimodal a jóvenes no escolarizados para que se reincorporen o completen estudios.

- erradicar el analfabetismo

- producir las transformaciones pedagógicas y organizacionales que posibiliten mejorar la calidad y equidad del sistema educativo, garantizando el acceso y apropiación de los Núcleos de Aprendizaje Prioritarios, por ejemplo con el acceso gratuito a textos escolares fundamentales.

- incrementar la inversión en infraestructura y quitamiento de las escuelas y centros de formación docente, hasta tanto se efectivice un fondo independiente para infraestructura escolar.

- fortalecer la educación técnica y la formación profesional impulsando modernización y vinculación con el mundo del trabajo y la producción.

- incorporar nuevas tecnologías de la información y la comunicación.

- mejorar las condiciones laborales y salariales de los docentes de todos los niveles del sistema educativo.

- proveer actualización continua a los docentes

- jerarquizar la carrera docente

- posibilitar el acceso a la carrera docente a todos los ciudadanos entrerrianos, construyendo y creando nuevos institutos de formación profesional.

- fortalecer la democracia participativa para la definición y organización de institutos de formación provincial y de las universidades provinciales.

- jerarquizar la investigación científico-tecnológica.

En la Ley de Financiamiento de  se menciona que el incremento será efectuado de manera progresiva hasta alcanzar, en 2010, una participación del 6% en el PIB.

En el Art. 5º se especifica que el gasto consolidado en educación ciencia y tecnología de las provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se incrementará anualmente –respecto del año 2005- implicando un 4,7 = 2006; 5% = 2007; 5,3%=2008; 5,6%=2009 y 6%=2010.

Obsérvese –en el texto de la Ley- que este incremento se destinará prioritariamente a: mejorar las remuneraciones docentes, adecuar plantas orgánicas funcionales para asegurar atención de la matrícula creciente y jerarquizar la carrera docente garantizando capacitación con el objeto de mejorar la calidad educativa.3 En la presente propuesta se contemplan las modificaciones que deberá atender el estado provincial y que son de mayor responsabilidad en términos de esfuerzo económico como inversión educativa.

Por otra parte proponemos la creación de un fondo de infraestructura educativa. Las situaciones de precariedad edilicia de las escuelas ha sido reconocido por los gobierno y por sectores amplios de la sociedad. Esta problemática es reiterada y persiste sin que se puedan dar respuestas concretas y sostenidas en el tiempo. Esta es la razón que fundamente esta propuesta.

En este caso proponemos concretamente que el Estado provincial garantice la autarquía económico-financiera de un área destinada a la planificación, revisión periódica, regular, control y gestión de obras permanentes de infraestructura escolar para todos los niveles de enseñanza pública, lo que significa que las disposiciones y los fondos respectivos provienen desde fuera de su seno.

Los debe percibir acorde lo determine la normativa específica y la ley de presupuesto del Estado provincial.

El mecanismo inicial hasta consolidar el porcentaje definitivo del 5 % de las rentas de la provincia consistirá en destinar un 10 % del incremento de las rentas provenientes de la coparticipación Nacional 4
Afectar el 10 % del aumento que registre la coparticipación Nacional que, de acuerdo a los datos oficiales ha crecido un 30 % por semestre aproximadamente desde hace casi un lustro, y en el caso de mantenerse la tendencia, se podría contar para el año 2008 con una cifra cercana a los $ 60.000.000.

Obsérvense los siguientes datos que hablan de la situación de “virtual emergencia edilicia escolar”, los mismos revelaron que entre 2004 y 2005 la provincia invirtió 56 millones en infraestructura que provenían de la Dirección de Arquitectura y construcciones (30 millones) y de la Unidad Ejecutora y Provincial (26 millones), recursos que no fueron utilizados en tiempo y forma, aunque fueron anunciados en 2004 y se terminaron de invertir una vez comenzado el 20065.

Creemos que aquí no ha primado el ordenamiento administrativo correspondiente, por lo cual no se llega en tiempo y formas resolver la crisis edilicia.

Una vez consolidado el fondo de infraestructura escolar será actualizable anualmente de acuerdo a la ley de presupuesto provincial.

1 Declaración Universal de los Derechos Humanos, Artículos 1, 3, 22, 23 –inc 1, 2, 3-, 24, 25 y 26.

2 Ley de Financiamiento Educativo – Art. 1º

3 Ley de Financiamiento Educativo – Art. 5º

4 Investigación efectuada por alumnos y docentes de la Escuela Normal Superior Osvaldo Magnasco de la ciudad de Victoria con fecha sobre infraestructura – Agosto de 2007-

5 Investigación efectuada por alumnos y docentes de la Escuela Normal Superior Osvaldo Magnasco de la ciudad de Victoria con fecha sobre infraestructura – Agosto de 2007-

Carlos C. Díaz

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
CLVI
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.237)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

RÉGIMEN MUNICIPAL

Art. 1) Sustitúyase del texto constitucional, en su Art. 195, inciso 4, item d) por el siguiente:

d) Corresponde a los municipios crear, coordinar y actualizar sus propios planes urbanísticos que contemplen el desarrollo orgánico de los mismos y garantizar que operen en resguardo del desarrollo sustentable de la ciudad, protegiendo su medio ambiente y equilibrio ecológico.

Art. 2) Incorpórese en el texto constitucional, Art. 195, inciso 4 el item l):

l) El Municipio tendrá competencia absoluta sobre su territorio. Asimismo establecerá convenios con la Provincia para normativizar e inspeccionar las actividades turístico-recreativas, comerciales o industriales que se establezcan fuera de los límites de la jurisdicción municipal, con las mismas obligaciones para sus responsables que las aplicadas en el ámbito municipal.

DÍAZ (Carlos)

FUNDAMENTOS

Conforme lo habilita la Ley de Convocatoria a esta Honorable Convención, se propone la modificación y ampliación del inciso 4, Art. 195, con el objetivo de actualizar y profundizar las atribuciones de los Municipios de primera categoría.

En el punto d) del inciso 4 se modifica el texto actual por considerarlo obsoleto dado la dinámica de desarrollo urbano que los municipios vienen protagonizando y, como consecuencia de ello, las urgencias de planificación territorial que demandan.

Es imperioso ajustar los marcos legales pertinentes y garantizar su optimización a los efectos de proteger desde la implementación de una planificación sustentable y sostenida el medio ambiente y el equilibrio ecológico. Y para ello es prioritario que los municipios de primera creen equipos técnicos capacitados para realizar la tarea de ajustar y actualizar en forma constante y sistemática los lineamientos que definen los planes urbanísticos.

Estos equipos deberán ser interdisciplinarios ya que son múltiples los actores que definen el perfil urbano de una ciudad y su complejo tejido físico y social. Además, es fundamental que esos cuadros tengan la continuidad necesaria para aprehender la ciudad en su esencia y de esa manera programarla.

Y por último se incorpora el item l) en procura de que los territorios que están por fuera de los límites de los municipios no queden desprotegidos y sean inspeccionados habida cuenta de los numerosos casos de instalación en estas zonas carentes de regulación de industrias, complejos turísticos-recreativos y comercios de envergadura que han quedado fuera de la órbita de los municipios, exceptuándolos de los impuestos y de las habilitaciones correspondientes, generando de esta manera por un lado situaciones de inequidad respecto de los que sí están incluidos y deben pagar y cumplir con toda la normativa, y por otro situaciones de riesgos ya que no operan por lo antedicho los controles en todas sus dimensiones: sanitario, de gravamen, de salubridad, de impacto ambiental, etc.

Carlos C. Díaz

–A la Comisión de Régimen Municipal.

CLVII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.238)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO 1°): Refórmese el artículo 169º de la Constitución Provincial, el cual quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo 169. - Los funcionarios judiciales letrados a los que se refieren los artículos 155 y 162, no sujetos a juicio político, podrán ser acusados, por faltas o delitos cometidos en el desempeño de sus funciones, ante el Jurado de enjuiciamiento, que estará integrado por dos miembros del Superior Tribunal, dos diputados de la provincia, dos senadores departamentales y un abogado inscripto en la matrícula de la Provincia y domiciliado en la misma, que reúna las cualidades requeridas para ser miembro del Superior Tribunal de Justicia; todos ellos, sorteados o designados con la antelación suficiente para que el tribunal esté constituido el primero de enero de cada año.

TALEB

FUNDAMENTOS

El Jurado de Enjuiciamiento es un órgano permanente encargado de llevar adelante el investigación sobre la idoneidad funcional de los jueces y funcionarios específicamente indicados en el texto constitucional, naturalmente entendido como una consecuencia necesaria del régimen republicano de gobierno, en el que no cabe eximir de responsabilidad a quienes ejerzan los poderes políticos del Estado Provincial.

A diferencia de la regulación que otras Constituciones Provinciales le han dado a este Instituto, en las cuales se le atribuye exclusivamente la potestad de juzgar el comportamiento de los Magistrados de Tribunales inferiores, en Entre Ríos, amén de asignarle esta tarea y la del control de los funcionarios letrados del poder judicial no sometidos a juicio político, se le ha extendido la jurisdicción al examen de otros funcionarios públicos de carácter inamovibles, abarcando en esta misión, incluso, a funcionarios que ostentan competencias no letradas. Así entonces, por vía del art. 170 de nuestra Carta Fundamental, el Fiscal de Estado, el Contador, el Tesorero de la Provincia, los miembros del Tribunal de Cuentas, el Director General de Escuelas y Vocales del Consejo General de Educación, quedan sometidos a este régimen de revisión.

En esta inteligencia, se advierte que la ecuación de las incumbencias sectoriales insitas en la conformación de la voluntad del órgano que está a cargo de la valoración de responsabilidades en un proceso con alcance destitutorio está desbalanceada. 

Desde esta perspectiva, se propone un modulo de equilibrio que garantice la transparencia en el cumplimiento de las finalidades propias de esta institución constitucional y el pluralismo en la integración del órgano, que en su dimensión final tiene a su cargo la valoración y juzgamiento de conductas funcionales en áreas tan disímiles como la justicia, la educación o el control de las finanzas públicas.

De tal manera, se ha buscado un modelo intermedio en el que los poderes democráticos, en equivalencia a su representatividad popular, no tengan solo una intervención formal en el proceso, sino que a su vez, simultáneamente con la participación de los jueces y de estamentos vinculados con la actividad forense, permitan lograr un mecanismo de Juzgamiento de los funcionarios públicos sujetos al mismo, que esté gobernado con pluralismo, sin que se transfieran cuotas de responsabilidad e intervención asimétricas.

Esta nueva composición del Jurado de enjuiciamiento reconvierte la participación de los órganos resultantes de la elección popular y plantea un equilibrio en el que se respeta la voluntad de la ciudadanía, correspondido a un sistema republicano y democrático.
Raúl A. Taleb

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CLVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.243)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese como nuevo artículo constitucional en relación con la obligación del Estado a la publicidad de sus actos de gobierno el siguiente texto

Artículo   : El estado provincial no dispondrá de gastos reservados excepto, aquellos referidos exclusivamente a la seguridad del estado y con rendición semestral a la Comisión Bicameral creada a tal efecto con representación de la oposición.

DE PAOLI – BRASESCO – ROGEL – MONGE.

FUNDAMENTOS

Los gastos reservados no se compadecen con el sistema republicano, siendo sólo admisible en casos excepcionales y exclusivamente en aquellos relacionados con la seguridad del estado y con seguimiento, a través de la rendición de cuentas a una Comisión Bicameral que, creada por ley a tal efecto integrará a la oposición. Este cuerpo tendrá por objeto velar por la transparencia en la administración de estos fondos públicos y de esta manera evitar, y, en su caso sancionar, los actos de corrupción que se susciten en perjuicio de la administración pública.

Expresa el fallo de los Jueces San Martino y Bruglia al responder el planteo de inconstitucionalidad de la Ley 18302 “la existencia de fragmentos de la actividad del gobierno que permanezcan amparados en la oscuridad que favorecen estas normas no hacen más que aceptar el principio republicano de gobierno que inspira en la publicidad y transparencia de sus actos…”

Griselda L. De Paoli – Luis A. Brasesco – Fabián D. Rogel – Jorge D. Monge.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CLVIII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.244)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

I-Incorporase como artículo nuevo en la Constitución de Entre Ríos, el siguiente:

ARTÍCULO…. “El Estado esta obligado a promover y difundir el estudio y la enseñanza de la Constitución.

Será materia obligatoria en todos los niveles educativos oficiales de la Provincia el estudio y enseñanza de la misma.

ALLENDE (Clidia)

FUNDAMENTOS

Propicio la obligatoriedad de la enseñanza y estudio de la constitución, pues entiendo que un pueblo que conoce cuales son sus derechos y deberes es un país próspero, con futuro, cuyos ciudadanos están en condiciones de exigir de sus gobernantes el cumplimiento acabado de la ley.

Es dable tomar conciencia que al país lo construimos entre todos y que no basta con escribir una constitución sino con hacerla valer y para ello es fundamental conocerla.

Sería mucho mejor que la ciudadanía entera respete día a día la constitución pero para respetarla hay que conocerla, por ello proponemos a los Convencionales Constituyentes el acompañamiento y aprobación del presente proyecto.

Clidia A. Allende

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CLX
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.245)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

I - Incorporase como artículos nuevos en la Constitución de Entre Ríos, los siguientes:

DERECHO DE ASOCIACIÓN POLÍTICA

ARTICULO.... “El Estado reconoce y garantiza a los ciudadanos el derecho de asociarse libremente en partidos políticos,  los que deberán ajustarse a la constitución y a las leyes que   con motivo de ellos se dicten, respetando  los principios democráticos, el pluralismo ideológico y la voluntad popular.

Los partidos políticos son orientadores de la opinión pública y contribuyen a la formación de la voluntad política, son  los únicos capaces de nominar candidatos para cargos de elección popular, teniendo garantizado el libre e igualitario acceso a los medios de comunicación.

Tienen el deber de rendir cuenta sobre el origen de sus fondos y sobre la administración de sus finanzas, lo que deberá hacerse conforme la ley vigente.

TITULARIDAD DE LAS BANCAS
ARTICULO.... “Las bancas de los diputados, senadores provinciales y concejales, pertenecen a los partidos políticos que los postuló conforme a la ley que los reglamente.

El órgano deliberativo partidario provincial, es el único facultado para requerir ante la justicia electoral la revocación del mandato de un representante y su sustitución por el suplente correspondiente, por violación grave a la plataforma electoral.
ALLENDE (Clidia)

FUNDAMENTOS

La incorporación del presente Artículo en nuestra Carta Magna se sustenta en la ley 9768 Art. 1º pto. 12 que habilita la incorporación de normas relativas al reconocimiento de los partidos políticos como instituciones fundamentales del sistema democrático, tal como lo establece el artículo 38 de nuestra C.N.
La Ley 23.298 – Ley Orgánica de los Partidos Políticos, les asigna el carácter de “instrumentos necesarios para la formulación y realización de la política nacional” y les otorga potestad para la postulación de candidatos a cargos públicos electivos.

Siendo en consecuencia la función de los partidos políticos en los regímenes democráticos la de mediar entre la sociedad y el estado, que significa por un lado tener la representatividad, es decir, trasladar las demandas de la sociedad al gobierno del estado, y por otro lado generar el consenso, es decir generar el apoyo en la sociedad para imponer las decisiones del gobierno, resulta  de gran madurez política e institucional reconocerles constitucionalmente a todo ciudadano el derecho que tiene a constituir libremente un partido político, reconocimiento que por otra parte ya existe en el orden nacional

Siendo asimismo relevante transparentar la discusión política, para lograr una representatividad más justa y honesta, es imprescindible establecer constitucionalmente el libre e igualitario acceso a los medios de comunicación, como así también que el pueblo conozca de donde y como se sostiene un partido político, porque ello hace a la credibilidad y a la representatividad que por estos días   está tan en crisis.-

En lo que respecta a la titularidad de las bancas a contrario sensu de lo que ocurre en el orden nacional, nuestra constitución provincial establece en forma  tácita la pertenencia de las bancas legislativas a los partidos políticos ( Art. 50- 51).-

En consecuencia son los partidos políticos los que se encuentran habilitados para pedir el cese del mandato del legislador que ha violado la plataforma electoral que lo ha postulado para el cargo, lo cual de modo alguno atenta contra la libertad de obrar conforme a los dictados de su conciencia.

De esta forma evitaremos los grandes “negociados políticos” y por que no “las coimas” que permiten que determinados legisladores cometan gravísimas faltas de ética y deslealtad no solo al partido político que lo postuló como candidato , sino a todos los ciudadanos que lo votaron creyendo que iba a cumplir con determinada ideología, doctrina y plataforma electoral , teniendo dicho comportamiento irregular una consecuencia legal en nuestro ordenamiento jurídico cual es la destitución a su banca, pues son los partidos políticos los únicos medios que tenemos para acceder al poder.

Si bien es de una gran crudeza no deja de ser cierto lo expresado por el Dr. Bidart Campos al decir “la totalidad de los regímenes constitucionales ha incorporado en el sistema  de que la representación es del pueblo, pero la única realidad y representación es la de los partidos políticos que monopolizan el acceso al poder. El parlamento no representa al pueblo, representa  fraccionadamente a los partidos políticos”.
Es cuanto ponemos a consideración.

Clidia A. Allende

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la convencional Romero.
SRA. ROMERO – Señor Presidente: entiendo que este proyecto correspondería girarlo a la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, dado que refiere al Régimen Electoral.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento de los señores convencionales, así se hará.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, se gira a la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

CLXI
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.246)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Articulo Primero: Incorpórase al Texto Constitucional el siguiente articulo:

Articulo:……..: Los fondos con destino específico ingresados al tesoro público, no podrán  por ninguna razón, destinarse a otra utilidad, ni tampoco podrán ser afectados como garantías de créditos o empréstitos que pueda contraer el Estado Provincial. Esta prohibición no alcanzará cuando se traten de pago de haberes o sueldos.

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS
Los fondos con destino especifico, por ejemplo los destinados al I.A.P.V., cuyo origen, ha sido el FO.NA.VI. creado por ley N° 19.929, y luego actualizado por la ley N° 21.581, del año 1.977, (Régimen de Financiamiento del Fondo Nacional de la Vivienda), estableció un aportes sobre los salarios que fue mantenido por la ley N° 24.130 del año 1992, ratificatoria del Pacto Federal suscripto por el Gobierno Central. 

En el año 1.995, se dicta la ley N° 24.464, (Sistema Federal de Vivienda), que completó el sistema estableciendo que de los fondos remitidos solo el 20% podía tener otro destino que no sea vivienda.

El I.A.P.V. actuando como Ente Autárquico, ha sido un poder regulador frente a las fuerzas sociales en movimiento y su hábitat. El acceso a la vivienda como objetivo central del estado Entrerriano, deviene en la necesidad de tener una acción protagónica y consecuente en esa materia.

El artículo adelanta que todos los fondos específicos no podrán afectarse a otro destino. Por estos motivos y por los que oportunamente expondremos en las Comisiones y en las Sesiones Plenarias respectivas es que solicitamos a nuestros pares la aprobación del presente proyecto

Augusto J. Alasino – Flavia E Pasqualini.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CLXII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.247)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO: “Los consumidores y usuarios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección frente a los riesgos para la salud y su seguridad, a la promoción y defensa de sus intereses económicos y a una información adecuada y veraz.”

“La Provincia proveerá a la educación para el consumo, al establecimiento de procedimientos eficaces para la prevención y resolución de conflictos y promoverá la constitución de asociaciones de usuarios y consumidores”.

GASTALDI – PÉREZ – MOTTA.

FUNDAMENTOS

Derecho Comparado.

Es una disposición similar a la contenida en el art. 51 apartado 1 de la Constitución española, y que fuera receptada por nuestra constitución nacional en la reforma de l994, mediante el art. 42 de plena vigencia en el país, como también otras normas similares en el derecho publico provincial, como ser las provincias de Catamarca (art. 57) Córdoba (art. 29) Tierra del Fuego (art.22) Río Negro (art. 30) Buenos Aires ( art. 38). 

CONSTITUCION DE LA NACION ARGENTINA 

Artículo 42- Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección, y a condiciones de trato equitativo y digno.

Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de asociaciones de consumidores y de usuarios.

La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos, y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia nacional, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y de las provincias interesadas, en los organismos de control.

Origen y fundamento del Derecho del Consumidor

La defensa del consumidor encuentra su origen en la industrialización propia del siglo XIX. El capitalismo originó un cambio en las estructuras económicas y sociales, consecuencia directa de la producción en serie de bienes y servicios. Se asistió al pasaje de la actividad "artesanal" a la "empresarial" en el marco de una sociedad masificada.

Puede describirse entonces al consumo como un fenómeno de masas que consiste en la adquisición de bienes o servicios cuya producción y comercialización se realiza de una manera industrializada y estandarizada, por oposición al modo artesanal de elaboración y al tráfico personal del comercio.

La historia de los derechos constitucionales no es teórica, es social y política. Ninguno de estos derechos ha caído de lo alto, sino que han sido conquistados a través de roturas institucionales: las grandes Revoluciones Americana y Francesa, las luchas obreras, feministas, pacifistas y ecologistas del siglo XIX. Todas las diversas generaciones de derechos, dice Ferrajoli, corresponden a otras tantas generaciones de movimientos revolucionarios: de la revolución liberal contra el absolutismo real del siglo XIX, hasta las Constituciones del siglo XX ("Diritti fondamentali" Ed. Laterza, Bari, 2001, p. 22).

La protección al consumidor se inscribe dentro de estos derechos denominados "de última generación". Es producto del tránsito del Estado liberal al social, que provocó una creciente injerencia del poder público en el ámbito de los derechos económicos, sociales y culturales. Ello demanda una labor activa del Estado para garantizarlos, a fin de crear las condiciones de bienestar necesarias para el goce de los derechos individuales. 
Estas normas de naturaleza protectora de los consumidores adquieren reconocimiento legal explícito a fines del siglo XX. Se señalan antecedentes mediatos de dicha protección y consecuentemente de la categoría -consumidor- en el propio tratado de Roma de 1957 que crea el Mercado Común Europeo y el conocido mensaje del presidente Kennedy al Congreso de los Estados Unidos donde se alude a la calidad de consumidor investida por todo ciudadano, sucediéndose luego directivas emanadas de la ONU. (año 1985) y de la Unión Europea encaminadas a obtener el dictado de normas que garanticen los derechos de los consumidores y usuarios. Puede decirse, que la noción de vulnerabilidad del consumidor o sea, su posición de debilidad estructural en el mercado, es lo que legitima y constituye el supuesto de hecho de la legislación de protección (Rouillon, "Código de Comercio comentado", t. V, p. 1096).

La presente incorporación de la protección de los derechos del usuario y el consumidor tiene la finalidad, tal como se señalara oportunamente, de garantizar una mayor calidad de vida, como expresión normativa de carácter tuitivo al valor vida, salud y la defensa de la lealtad en el desarrollo del comercio y la producción de bienes y servicios.

Vemos que el texto constitucional refiere a relación de consumo y no a contrato de consumo. Mosset Iturraspe entiende que la Constitución debe hablar de "consumidores y usuarios" sin especificar que se refiere a consumidores finales. Por ello debe considerarse protegido no sólo el consumidor final sino también cualquier intermediario en el proceso de producción, comercialización y consumo. Lo que interesa es la protección de la salud, la seguridad y los intereses económicos, así como el acceso a la información de todos, consumidores, productores y comerciantes, porque todos son eslabones de la relación de consumo. Se está ante un Derecho Público subjetivo de la sociedad -no frente a un derecho individual-, de forma tal que la afectación de la relación de consumo se produce cuando se perjudica el derecho de cualquier sujeto integrante de la misma.

Resulta indiscutible el derecho a la información que debe reconocerse y garantizársele al usuario para que éste pueda adoptar la "decisión de consumo", teniendo las autoridades estatales un rol indiscutido e indeclinable en la tarea de garantizar y hacer efectivo ese derecho, que no es ni más ni menos que un deber elemental y fundamental que deben asumir los órganos estatales en la materia.

Además de garantizarles a los consumidores el acceso a la información en general y a la información específica que se requiere en el caso, el Estado debe desarrollar un aspecto de la educación para el consumo que no siempre es tenido en cuenta: debe crearse la conciencia de que no sólo hay que bregar por acceder a la información sino que también hay que utilizarla concretamente para realizar nuestras elecciones, lo que además implica que sepamos cómo utilizarla.

En efecto, de nada sirve poder contar con medios de acceso a la información si luego no nos preocupamos en utilizarla o no la incorporamos como elemento de análisis en el proceso personal de decisión como consumidores. Quizás la cuestión no presente tanta importancia en las pequeñas cosas de lo cotidiano, pero si no es allí donde empezamos a practicar el ejercicio de la información como insumo de la toma de decisiones del usuario o del consumidor, no lograremos nunca que ello se haga efectivo en "decisiones de consumo" mucho más importantes, no sólo por el valor o interés económico que se encuentre en juego, sino también porque, por la idiosincrasia de la cuestión, no sólo pueden estar en juego intereses económicos de los consumidores sino incluso su propia vida o su salud, algo desde ya mucho más valioso.

Lograr lo que hemos descripto supra es responsabilidad de todos. De nosotros mismos, en nuestro rol de actores del mercado, reclamando que la información esté disponible, pero utilizándola luego y sabiendo cómo "hacerla jugar" a la hora de la toma de decisiones, de mayor o menor importancia. Pero también tienen una enorme responsabilidad e importancia en esta dinámica las asociaciones de consumidores, asesorando, aconsejando, difundiendo, comprometiéndose (como habitual y valiosamente lo hacen, claro está) en instalar una cultura de compromiso con la temática del consumo en la población toda, para que se ejerza, y de manera responsable, no sólo el derecho de acceso a la información sino también el derecho-deber de utilizar plenamente esa información en nuestras decisiones.

No alcanza para ello con realizar publicidades acerca de la bondad de productos o servicios cualesquiera, sino que también es apropiado que la empresa no sólo dinamice canales de comunicación con el cliente a través de sus departamentos de atención específicos sino que también ponga a disposición del público toda la información que contribuya a recrear la confianza entre proveedor y consumidor.-

Como se ve, no hablamos aquí de la actuación estatal en la materia sino de la propia gestión que en tal sentido puede realizar cualquier empresa para con su universo de clientes, ya sean reales o potenciales. Cuánto más, entonces, será la obligación que le cabe en la materia al Estado. Precisamente, el Estado debe colaborar en poner a disposición de quien lo requiera la información que obre en su poder, cumpliendo de ese modo con el rol que se le ha asignado por parte del Poder Constituyente en nuestra Carta Magna, en todo lo atinente a la defensa del consumidor.

Los derechos constitucionales de los usuarios y consumidores no son una generalidad abstracta, sino que pueden ser ejercitados en tanto y en cuanto se esté en presencia de una relación de consumo. La relación de consumo constituye la condición para poder ejercitarlos. De modo que no se trata de una protección generalizada, que se logra por pertenecer a una nueva categorización de las personas, divididas entre quienes consumen y quienes no lo hacen, sino que estamos ante a un régimen de protección específico y concreto, ligado a la realización de actos de consumo. Como contrapartida, a los derechos humanos se los detenta por el hecho de ser personas físicas, seres humanos; a los derechos civiles y a los derechos políticos, por alcanzarse determinadas condiciones definidas en la misma Constitución o las leyes, según sea el caso. En cambio, las leyes no determinan las calidades especiales que deben reunir los individuos para ser reconocidos como consumidores o usuarios, como si detentaran un status propio y diferenciado. Incluso, quien es consumidor en una determinada relación de consumo puede ser proveedor en otra. Las normas solamente precisan que cuando las personas entran en relaciones de consumo -y sin dejar de ser habitantes o ciudadanos- son consumidores o usuarios dentro del ámbito de dicha relación y, en consecuencia, disponen -en ese caso- de una protección adicional que apunta a la defensa de sus intereses, atento a la desigualdad que suponen las relaciones de consumo.

La desigualdad está en la realidad. En la sociedad de consumo existe una enorme desproporción entre proveedores y consumidores -de la que son ejemplos muy evidentes los usuarios de servicios públicos o de algunas contrataciones bancarias, casos en los que la concentración de poder económico, saber técnico, información privilegiada, concentrada y reservada, se encuentran en un solo polo, y en el otro sólo parecen existir obligaciones, generalmente de pago-. El derecho del consumidor constituye, entonces, un intento -no siempre exitoso- de paliar el desbalance objetivo.

Vale recordar las razones por las que se estableció una protección jurídica diferenciada y específica a los consumidores y usuarios, a la que hemos hecho referencia. Los usuarios y consumidores se encuentran en inferioridad de condiciones respecto del proveedor. Esta diferencia es de información, de poder, económica, negocial y abarca todos los aspectos de las relaciones y se traduce en ventajas económicas para aquellos proveedores que se prevalecen de sus ventajas en la relación de consumo. Si los proveedores insertan cláusulas abusivas, informan incorrectamente, utilizan publicidades engañosas, etc., no es porque se trate de personas -físicas o jurídicas- que quieran atribular a los consumidores o generarles perjuicios por el simple hecho de molestarlos o por alguna forma de sadismo. Simplemente, ello está originado en la búsqueda de obtener mayores ventajas económicas, de vender más bienes o servicios o de maximizar los beneficios en las operaciones que realizan en el mercado. Siempre va a ser el incentivo económico el que estará presente en las relaciones de consumo.

Además no se trata de proteger solo en los derechos personales – no sufrir daño, en la salud o en la vida, sea de manera directa o mediata, a una información adecuada y veraz, en dichas operaciones; sino también los derechos patrimoniales como ser la libertad de elección, no sufrir merma patrimonial en el intercambio por los bienes y servicios ofrecidos como también la obligación de un trato equitativo y digno.- 

Se propone habilitar medios para proteger a los usuarios y consumidores poniendo la responsabilidad en medidas que deberá adoptar el Estado Provincial que van desde la educación hasta la sanción a quienes infrinjan estos derechos que serán regulados por una norma infraconstitucional cuya factura deberá efectuar el Poder Legislativo Provincial.

Las acciones públicas obligaran a las autoridades provinciales, sin perjuicio de las acciones particulares que cualquier ciudadano en su calidad de afectado pueda desarrollar. En este sentido existe un verdadero abanico de políticas públicas que debe y puede desarrollar el Estado en aras de garantizar esta finalidad para lograr el propósito de, por este medio, proteger la salud, la vida y la lealtad, buena fe etc. Teniendo en cuenta que el orden federal tenía como marco regulatorio de esta cuestión a la ley nacional 24.240, actualmente existe la novel norma 26.361 a nivel nacional.

La norma provincial que regule este instituto  deberá señalar con precisión en que repartición del Ejecutivo quedara la responsabilidad de la educación al consumidor teniendo como bases la lealtad comercial a fin de evitar monopolios, garantizar la libre competencia, evitar la conducta abusiva de la publicidad tendenciosa que colisione con el principio de transparencia de las operaciones comerciales, como también el objetivo de preservar la salud, ejerciendo el poder de policía para informar acerca de los productos y servicios que se ofrecen, la veracidad de los mismos, y toda medida tendiente a proteger al ciudadano fortaleciéndolo en su derecho a elegir, y ejercer el poder de policía de seguridad y salubridad.

Resulta claro que los principios rectores de la libertad de comercio y de producir, también dotar de reconocimiento a asociaciones intermedias y proteger los derechos difusos que reconoce el moderno constitucionalismo social.- 

El derecho a la información del consumidor o usuario

Recuerda Carlos Ulanovsky que decidir es una de las expresiones más elevadas de la responsabilidad, ya que decidir es "elegir, resolver, tomar posiciones, determinar, asumir". Dicha responsabilidad va unida de manera indisoluble a la importancia del objeto de la decisión, y, en nuestro caso, desde la óptica del Derecho del Consumo, a la necesidad que debemos satisfacer y al medio a través del cual lo haremos.

De todos modos, elegir, escoger, resolver, decidir o resolver son actos humanos que, además de nuestro discernimiento, necesitan de un importante insumo: la información. Sin la misma, alimento vital del proceso de opciones que va desarrollando la elaboración personal acerca de una determinada toma de decisión, nada será posible. Ni en las cuestiones más rutinarias, como en las de una importancia fundamental en el proceso cotidiano del consumo.

Para elegir (escoger, preferir a alguien o algo para un fin determinado), escoger (tomar o elegir una o más cosas entre otras), decidir (formar juicio definitivo sobre algo dudoso o contestable; resolver; tomar determinación respecto de algo, en función de la adopción de cierta determinación, orientando nuestra voluntad en determinada dirección) o resolver (tomar determinación fija y decisiva; o dar solución a una duda; hallar la solución de un problema; o decidir realizar o hacer algo en determinado sentido), siempre se necesitará en forma inevitable un componente precioso para nuestra labor como consumidores que actuamos en el marco de un mercado y una economía dada: la información.

En tal sentido diremos que la información es la "comunicación o adquisición de conocimientos que permiten ampliar o precisar los que se poseen sobre una materia determinada", y también podemos designar así a los "conocimientos así comunicados o adquiridos".

Y, por sobre todo, nos permite munirnos de las herramientas necesarias para adoptar decisiones y saber escoger. La base de una buena decisión está siempre (o casi siempre, al menos) fundamentada en una buena información obtenida, analizada y procesada con anterioridad.

Lo dicho demuestra sumariamente la importancia de la obtención de la información para el consumidor en la dinámica de la interrelación diaria con el mercado. Sin la información necesaria para poder transaccionar, el usuario o consumidor se hallaría en condiciones aún mucho mayores de inferioridad estructural que las que propone ab initio el mercado con su conformación natural.

En este sentido, la publicidad en una economía de mercado ocupa un lugar preponderante tanto desde el punto de vista de las empresas oferentes, que buscan elevar el nivel de demanda de sus productos o servicios, como desde la apreciación de los consumidores, ya que a través de dicha herramienta se informan sobre la existencia y características de un producto o servicio que desconocían o no conocían lo suficiente. Ello ciertamente puede modificar sus preferencias, ya que se adquieren datos acerca de cómo satisfacer mejor las necesidades.

Sin perjuicio de que la publicidad facilita el proceso de toma de decisiones de consumo, y de que mejora el funcionamiento propio del mercado a través del suministro de información de bienes y servicios, coincidimos con Lowenrosen  en que la "publicidad" y la "información" que debe brindar el proveedor y a cuyo acceso tiene derecho el consumidor o usuario, tal como lo consagran diversas normas del marco normativo del Derecho del Consumo, no son sinónimos ni exactamente lo mismo, presentando varias diferencias.

La propaganda o la publicidad implica una inducción al usuario o al consumidor a fin de que adquiera determinado bien o servicio, ya que, por ejemplo, pondrá de manifiesto las virtudes del proveedor, que el usuario necesita adquirir determinado bien o servicio, que el usuario será más importante si adquiere determinado bien o servicio, etc., buscando que el mismo requiera el producto o servicio más allá de que verdaderamente satisfaga o no su necesidad.

En cambio, la "información" que debe brindar el proveedor a fin de difundir e ilustrar sobre su actividad, ya sea por iniciativa propia o a requerimiento de un potencial requirente interesado en su producto o servicio, no debe ser una manifiesta propaganda, pues la noción esencial de la información es que ésta sea cierta, concreta, veraz, absoluta, detallada, suficiente, objetiva y precisa.

De ese modo, la información alcanza todo el contenido de la relación de consumo, su finalidad, su objeto, su efecto, debiendo ser brindada en la etapa precontractual, contractual y postcontractual.

A su vez, la información puede estar total o parcialmente contenida en la propaganda o publicidad masiva que realiza el proveedor, pero no tiene por objetivo "captar" al usuario sino facilitarle que pueda conocer la totalidad de las condiciones y efectos de la relación de consumo, a fin de que sea consciente de los derechos y obligaciones que integran la misma; y facilitarle en base a una adecuada educación para el consumo que pueda por ende reclamar ante el proveedor ante alguna irregularidad, entre otros.

Por lo tanto, que quien ofrezca el producto o servicio deba brindar información implica que se expresen las reales cualidades del producto sin el agregado subjetivo y sobredimensionado propio de la propaganda, cuya finalidad es motivar al usuario para que adquiera los bienes o servicios publicitados.

Los consumidores pueden adquirir información sobre los factores relevantes para sus decisiones por vías diferentes: mediante la observación directa, a través del aprendizaje a partir del consumo repetido de un mismo bien o a través de terceros (otros consumidores u otras diversas fuentes de información públicas o privadas). En este último caso las propias empresas suelen ser proveedoras de información en los mercados a través de las etiquetas, las descripciones del producto, etc. En ese campo la publicidad puede jugar un rol fundamental en la transmisión de información sobre las características del producto y los precios (aunque no es su única función). De todas maneras, pese a todos esos mecanismos resulta innegable que, en la mayoría de las transacciones, el nivel de información dista enormemente de ser perfecto.

Como contracara de lo expuesto, puede pensarse que los problemas de insuficiencia de información tienen diversos orígenes. En determinados casos algunos de los participantes en el mercado pueden llevar a cabo prácticas engañosas (pueden para ello transmitir, deliberadamente y de diversos modos, información inexacta). Sin embargo, no es necesario ese tipo de conductas para situar a los mercados reales en una condición muy diferente de la perfección, dado que es suficiente para ello la limitada capacidad de los sujetos para adquirir y procesar información. Cualquier nivel de información inferior al máximo es, por cierto, perfectible, pero los costos de búsqueda y procesamiento de la misma, en todo caso, se oponen a que se alcance esa perfección que asumen los modelos neoclásicos.

Como puede apreciarse de la télesis tanto de los constituyentes como del legislador, al instituirse como garantía de la situación tuitiva del consumidor frente al mercado, la posibilidad cierta y real de que pueda acceder a la información relativa a las transacción en las que está interesado en realizar, se rodeó a dicha información de diversos atributos, a fin de que no sea "cualquier información" la que tenga en su poder el usuario sino la que realmente cumpla con las condiciones y previsiones necesarias de utilidad para el mismo. Una información errónea o a destiempo, por dar un ejemplo, no sólo no sirve a los intereses del consumidor sino que lo perjudica.

Características que debe reunir la información

Debe ser cierta (ajustarse a las reales condiciones que regirán la relación de consumo en sus aspectos económicos, financieros y técnicos), objetiva (debe estar desprovista de toda subjetividad que tienda a desvirtuar el sentido y los alcances de la relación de consumo), veraz (debe ser verdadera, contemplando lo que en realidad ocurre respecto de las características del servicio que presta o de los bienes que vende, desde la verdad material), absoluta (se debe informar al usuario sobre todas las condiciones de la relación de consumo, sin restricción alguna), suficiente (se debe brindar toda la información que permita que el usuario pueda conocer sin inconvenientes las características, finalidades y objeto de la relación de consumo, y que le permita adoptar una decisión de consumo), detallada (se desprende del carácter anterior e implica que se le brinden con la suficiente desagregación al usuario, y de modo claro y concreto, las condiciones a las que debe someterse y las obligaciones que asume y que le son impuestas en el marco de la ejecución del contrato), oportuna (significa que debe ser brindada de modo directo y permanente, constante, a fin de facilitar que el usuario o consumidor cuente con ella cuando lo necesite, entendiéndose, en este aspecto, a la oportunidad como momento o instante en que se necesita contar o recurrir a la información), transparente (la información no debe contener ocultamientos u omisiones que distorsionen el sentido de la relación de consumo) y anticipada (el consumidor debe acceder a la información antes de decidir, de modo que también este carácter o modalidad se desprende de la exigencia de que el insumo informativo debe brindarse oportunamente).-

Es importante destacar la enorme relevancia de la jurisprudencia en este tema, con fallos en donde se ha ido forjando la verdadera significación del acceso a la información para el consumidor y el consecuente deber empresario de satisfacerlo en todas las instancias de desarrollo de la relación de consumo, a fin de satisfacer la manda constitucional del art. 42 CN.-

Así, pronunciamientos como "Wassington S.A.C.I.F.I.", "Diners Club" , "Epac" , "Staff Médico S.A.", "Gismondi",  "Unión de Usuarios y Consumidores v. Banco de la Provincia de Buenos Aires" y “Corte Sup., 26/9/2006 - Monner Sans, Ricardo v. Fuerza Aérea Argentina” (JA 2007-II-345 -  SJA 18/4/2007) , por dar tan sólo algunos de los innumerables ejemplos, demuestran en forma incontrastable no sólo la importancia de la información y de la posibilidad de su acceso y consiguiente deber de proporcionarla a favor del usuario y consumidor sino también que lo dicho halla adecuada garantía sustantiva en la tutela normativa, como tutela adjetiva en sede judicial a través de tantos fallos del tenor apuntado.-

Las Acciones Colectivas

En la doctrina tradicional se exigía la existencia de un derecho subjetivo para tener acceso a la instancia judicial, con lo que en los procesos se debatían controversias entre partes perfectamente individualizadas, y la sentencia ponía fin al pleito resolviendo el caso singular.

Así, las normas procesales clásicas son suficientes para reglar ese tipo de litigios, en los que los legitimados son quienes tienen un interés jurídicamente tutelado en el resultado del pleito, y la resolución definitiva hace cosa juzgada entre las partes.-

Sin embargo, la aparición de los llamados derechos colectivos o difusos, o derechos de incidencia colectiva como los denomina nuestra Constitución Nacional (LA 1995-A-26) (art. 43), obliga a buscar nuevas herramientas que permitan su real ejercicio y protección judicial. Un "amparo colectivo", o sea, una institución funcional congruente con la entidad de los intereses a proteger, (Morello, A. y Stiglitz, G., "Tutela procesal de derechos personalísimos e intereses colectivos", 1986, Ed. Platense, p. 237).
Estos nuevos derechos son los relativos a la defensa de los consumidores y usuarios, el derecho a gozar de un medio ambiente sano, la protección del patrimonio natural y cultural, la defensa de la competencia y el resguardo contra la discriminación, entre otros (art. 43 CN.)

En nuestro país los derechos de incidencia colectiva fueron incorporados en los arts. 41 a 43 CN. a través de la reforma del año 1994. Estableciéndose además la acción de amparo colectivo para la tutela de estos intereses y legitimándose para su ejercicio al afectado, al defensor del pueblo y a las asociaciones que propendan a esos fines.

La doctrina señala que: mientras que los derechos de incidencia colectiva son aquellos de pertenencia común, colectiva y difusa, que corresponden a una pluralidad de personas indeterminadas, el derecho subjetivo es aquel de pertenencia individual, exclusiva y sustantiva de su titular, (Rocha Pereyra, Gerónimo, "Reflexiones en torno a legitimación de las asociaciones de usuarios", JA del 3/8/2005, JA 2005-III-1321 ; Rocha Pereyra, Gerónimo, "Las asociaciones de usuarios ¿pueden demandar en defensa de derechos subjetivos de carácter patrimonial e individual", JA del 22/2/2006, JA 2006-I-478).

En el primer caso la titularidad de la relación jurídica sustancial recaerá sobre los aforados colectivos (afectados, asociaciones de usuarios y defensor de pueblo), y su reconocimiento, dado el carácter indivisible de la pretensión, se proyectará y beneficiará al colectivo. En el segundo supuesto, en cambio, sólo podrá requerir su conocimiento judicial el titular del derecho subjetivo en cuestión, por lo que la sentencia que se dicte en dicho proceso sólo alcanzará a quien o a quienes hayan actuado en calidad de parte.

Ahora bien, puede ocurrir -como de hecho sucede en el caso en comentario- que la afectación de un derecho subjetivo de un usuario sea compartida al mismo tiempo por un grupo determinado o determinable de usuarios. Esta sola circunstancia no resulta suficiente para modificar la naturaleza jurídica del derecho conculcado, que seguirá siendo un derecho subjetivo, (En contra: Quiroga Lavie, Humberto, "El amparo colectivo", 1998, Ed. Rubinzal-Culzoni; Jeanneret de Pérez Cortes, María, ("La legitimación del afectado, del defensor del pueblo y de las asociaciones", LL 2003-B-1334), que cita al autor antes mencionado.)

De esta manera, ante la afectación de un derecho colectivo, nos encontramos ante una controversia que involucra ya no a los derechos individuales de dos partes determinadas, sino que ahora los intereses en juego pertenecen a toda la comunidad o a parte de ella. Y es aquí donde las tradicionales reglas procesales han quedado vetustas, sobre todo en materia de legitimación y cosa juzgada, institutos que requieren ser adaptados a los procesos colectivos.

Antes de adentrarnos en las posibles soluciones debemos realizar una breve distinción terminológica entre lo que la doctrina denomina derechos colectivos propiamente dichos y los llamados derechos individuales homogéneos. Ya que reciben distinto tratamiento, por ejemplo, en el Código brasilero de Defensa del Consumidor (1991) o en el Código Modelo de Procesos Colectivos para Iberoamérica, elaborado por el Instituto Iberoamericano de Derecho Procesal.

Los derechos colectivos propiamente dichos tienen la particularidad de ser indivisibles, por lo que sólo pueden ser tutelados por medio de acciones colectivas, como lo es, por ejemplo, el derecho a gozar de un medio ambiente sano.

En cambio, los derechos individuales homogéneos son los mismos derechos subjetivos tradicionales pero que, al pertenecer a varios sujetos por la misma causa, pueden ser ejercidos tanto en forma individual como colectiva.

La Legitimación Colectiva

En las acciones colectivas aparece un nuevo concepto jurídico relativo a la legitimación, que es el de la representatividad adecuada. Consiste en determinar si el sujeto accionante representa apropiadamente al grupo en nombre del cual entabla la demanda colectiva, (De los Santos, Mabel, "Algunas pautas para la regulación normativa de los procesos colectivos", JA 2005-IV, fasc. 7, p. 3.).

Este examen de representatividad debe realizarse al inicio del proceso, y en caso de determinarse que el actor no es un representante adecuado para defender el derecho colectivo de que se trate corresponde el rechazo liminar de la demanda.-

En nuestra Constitución Nacional los legitimados activos para accionar por amparo en defensa de derechos colectivos están enumerados en el art. 43 y son el afectado, el defensor del pueblo y las asociaciones que propendan a la defensa de esos intereses.

El Acceso del Consumidor a la Justicia

La cuestión del acceso del consumidor a la justicia es una de las principales claves de la eficacia del sistema de protección jurídica del consumidor.

Ocurre que las normas de defensa del consumidor han consagrado a la vez soluciones sustanciales y procesales.

Las soluciones sustanciales son verdaderamente revolucionarias dentro del Derecho Privado, Civil y Comercial: la nulidad de cláusulas abusivas, las reglas en materia de información y publicidad, el deber de seguridad y la responsabilidad objetiva por productos y servicios, etc.

Pero de poco servirían esas soluciones sustanciales si al mismo tiempo no hubieran venido acompañadas por una notable transformación también en el campo procesal, como la que efectivamente provocaron la Ley de Defensa del Consumidor 24240 (LA 1993-C-3012) (arts. 52 y 53 ) y la Constitución Nacional (art. 43 ).-

Fundamentalmente, consistió en un tránsito desde el esquema clásico de acciones individuales y estrictamente resarcitorias (o sancionatorias) hacia un sistema de acciones judiciales colectivas y preventivas.

Destacamos que hay dos niveles en la consagración de los derechos de los consumidores:

- un primer nivel de derechos sustanciales (civil y comercial);

- pero principalmente un segundo nivel de derechos instrumentales, (Stiglitz y Stiglitz, "Derechos y defensa del consumidor", 1994, Ed. La Rocca, p. 40.)

Este último es el ámbito de la implementación, apto para hacer efectivos los derechos sustanciales; y que debe ser esencialmente diseñado con un matiz preventivo y colectivo.

En efecto, para la eficacia del derecho y la justicia no es útil una acción meramente individual y sancionatoria, por ej., contra un banco que emplea cláusulas abusivas, o cobra cargos indebidos en las cuentas bancarias.

Por una acción judicial de esa índole se condenaría al banco a reintegrar los montos obtenidos ilícitamente al cliente que inició el juicio.

Ésa sería una acción judicial individual y sancionatoria que dejaría el enorme costo social de miles de consumidores víctimas de la misma situación, que no encontrarían solución por no haber participado individualmente del proceso judicial.

Y para el banco cada condena individual sería tolerable, desde el análisis de costos y beneficios, mientras ese sistema de acciones individuales y sancionatorias le permita seguir abusando contra los miles de clientes que no accedieron a la justicia.

En ese caso (o en otros análogos) la única respuesta eficaz del proceso judicial la brindan esas acciones colectivas y preventivas autorizadas por la ley 24240 y la Constitución Nacional (art. 43).

En el ejemplo que venimos empleando las acciones judiciales colectivas y preventivas tendrían resultados absolutamente diferentes de los tradicionales:

- los bancos serían obligados a omitir el cobro de cargos indebidos (prevención);

- y a reintegrar colectivamente los montos cobrados ilícitamente a todos los clientes.

Las bases para un acceso eficaz del consumidor a la justicia son cuanto menos:

a) la legitimación colectiva;

b) la prevención como objeto de la pretensión;

c) la celeridad del proceso;

d) la gratuidad del acceso.

Las asociaciones de usuarios y la defensa de derechos subjetivos de los usuarios

La doctrina reconoce que las asociaciones de usuarios tienen legitimación para representar derechos subjetivos de carácter individual. Las normas legales que regulan su actuación expresamente consideran esta posibilidad, aunque exigen el cumplimiento de ciertos requisitos que seguidamente pasamos a considerar.

A diferencia de lo que ocurre en materia de derechos de incidencia colectiva, donde una asociación de usuarios puede acceder a la instancia jurisdiccional directamente, la propia ley 24240 requiere que cuando la pretensión verse sobre derechos subjetivos la respectiva asociación cuente con la voluntad y el consentimiento del usuario titular de la relación jurídica sustancial; esto es, el o los usuarios perjudicados.

La solución legal es a todas luces razonable teniendo en cuenta el carácter individual del derecho en juego (el ejercicio y la tutela de los derechos). Incluso, en el supuesto de que la normativa no previera esta solución deberían ser los propios jueces los que exijan a las asociaciones que acrediten esa representación, ya sea con el Poder Judicial correspondiente, o bien acreditando que los usuarios se encuentran asociados a la entidad y que ésta cuenta con facultades suficientes como para promover una acción judicial.

Así, el art. 53 párr. 2º ley 24240 prescribe que "Quienes ejerzan las acciones previstas en esta ley representando un derecho o interés individual [entre los que se encuentran las asociaciones de usuarios] podrán acreditar mandato mediante simple acta poder en los términos que establezca la reglamentación".

Por su parte, la reglamentación de esta norma, aprobada por el decreto 1798/1994, establece que "Se requerirá a las asociaciones de consumidores legalmente constituidas acta poder para reclamar y accionar judicialmente, exceptuándolas de tal requisito en aquellos casos en que actuaren en defensa de un interés general de los consumidores”.

De la simple lectura de la normas transcriptas se advierte con claridad que la referida ley contempla expresamente la posibilidad de que las asociaciones de usuarios asuman la representación judicial de un derecho o interés individual (derecho subjetivo, para continuar con la terminología que venimos utilizando).

Sin embargo, para ello el ordenamiento jurídico vigente exige que se acredite previamente dicha representación mediante una simple acta poder. Y este criterio debe mantenerse aun en el caso de que ese derecho subjetivo sea compartido por más usuarios (sin importar la cantidad de perjudicados), ya que, como lo venimos sosteniendo, esta sola circunstancia no produce una modificación en la naturaleza del derecho conculcado.

La jurisprudencia ha resuelto sobre esta temática que"...las facultades de las asociaciones de consumidores y usuarios no son para representar a uno o más usuarios en pos de un interés concreto e individual, sino para actuar en defensa de un interés general (colectivo o difuso) de los consumidores amenazados por un determinado comportamiento en el mercado”, (C. Nac. Com., 12/5/2006, `Unión de Usuarios y Consumidores v. Citibank' , LL del 10/7/2006).

"Tal principio está receptado en la reglamentación del art. 52 ley 24240 en cuanto allí se expresa que `se requerirá a las asociaciones de consumidores legalmente constituidas carta poder para reclamar y accionar judicialmente, exceptuándolas de tal requisito en aquellos casos en que actuaren en defensa de un interés general de los consumidores'”

"El hecho de que la afectación de derechos subjetivos se vea proyectada a un grupo determinado de personas ello no necesariamente conlleva a un `derecho de incidencia colectiva' [sic], sino más bien a una sumatoriedad de derechos subjetivos donde debe el judicante ser extremadamente cauto, puesto que no podría sustituir la voluntad del interesado a quien le corresponde de forma exclusiva el ejercicio y tutela de sus derechos (C. Nac. Com., sala B, 30/9/2005, `Damnificados Financieros Asociación Civil para su Defensa v. Siembra AFJP. y otros', JA del 25/1/2006).

"Que la circunstancia de que se trata de reclamos individuales de determinadas personas la intervención pretendida de una asociación de consumidores deberá venir legitimada por un apoderamiento dado por los interesados actuantes en el expediente administrativo en los términos de la reglamentación del art. 52 ley 24240 -antes transcripto-, pues de lo contrario se estaría convalidando un desplazamiento de la voluntad de éstos en el progreso de su reclamo".

Laura I. Gastaldi – María C. Pérez – Héctor J. Motta.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CLXIII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.248)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art. XX: Se crea la Bolsa de Trabajo Provincial, con la finalidad de facilitar a quienes lo requieran, el acceso y el acercamiento con las distintas ofertas de puestos de trabajos ofrecidos por el estado, las empresas y los particulares, de acuerdo al procedimiento que una ley así lo determine.

GASTALDI – PÉREZ – MOTTA.

FUNDAMENTOS

Las Bolsas de Trabajo resultan un mecanismo útil para disminuir el empleo no registrado y favorecer la fluidez entre la oferta y la demanda de mano de obra en el ámbito de todas las actividades, evitando inequidades o falta de información suficiente para poder canalizar las respectivas ofertas y demandas de la manera mas conveniente para ambas partes.

Las solicitudes de inscripción en la Bolsa, como así también las peticiones de servicios de los demandantes, serán presentadas en la sede creada al efecto o por el medio que determine la correspondiente ley sancionada al efecto. Dichas inscripciones formarán parte de un archivo que se constituirá a tal fin, el cual se mantendrá actualizado a requerimiento de las partes interesadas.

Se llevará registro de los empleos obtenidos a través de esta Bolsa.

Estas son algunos de los beneficios que se logran con tener una Bolsa de Trabajo Provincial la cual estará al servicio de quienes la requieran de manera eficiente, eficaz y sobre todo en forma gratuita.

Los demás argumentos serán expuestos en la respectiva comisión.

Laura I. Gastaldi – María C. Pérez – Héctor J. Motta.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

CLIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.250)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art. XX:- Los Tribunales de justicia deberán resolver todas las cuestiones que les fueren sometidas por las partes, en la forma y plazos establecidos al efecto por las leyes procesales.

Art. XX:- Las Sentencias que pronuncien los jueces y tribunales letrados, deberán ser fundadas en el texto expreso de la ley; y a falta de éste, en los principios jurídicos de la legislación vigente en la materia respectiva, y en defecto de éstos, en los principios generales del derecho, teniendo en consideración las circunstancias del caso.

GASTALDI – PÉREZ – MOTTA.

FUNDAMENTOS

Uno de los Poderes esenciales para el buen funcionamiento de la democracia, es el Poder Judicial, quien debe ser garante de todos los derechos y obligaciones de los ciudadanos, en especial de la libertad, el patrimonio y honor.

Como garante y contralor de los distintos derechos y obligaciones, es necesario que los ciudadanos tengan el respaldo de la seguridad jurídica que le brindan las leyes y que so pretexto de interpretaciones sean reformadas o aplicadas distintamente las leyes por los jueces, como un poder discrecional.

Habiéndole las leyes excepcionalmente, dado a los jueces una estabilidad especial, como contraprestación a la misma, ellos tienen un deber jurídico de brindar a los ciudadanos que concurren a la prestación de su servicio de aplicar las leyes vigentes al caso concreto.

Las sentencias deberán ser fundadas de acuerdo al orden establecido en el segundo artículo que proponemos y en los plazos procesales establecidos por las leyes vigentes, por que la justicia tardía no es justicia.

Con ello se busca lograr una jurisprudencia y funcionamiento del Poder Judicial de manera coherente y justa como las leyes así lo determinan, y no como vemos en la realidad que la sentencia depende del juzgado que este tratando la causa, como si se tratara de un poder discrecional y no delimitado por la norma.

Por estas razones y otras que serán expresadas en la respectiva comisión creo necesario incorporar estos artículos propuestos para la tranquilidad de todos los ciudadanos que cuando se recurre a los servicios de justicia, se estará seguro que la sentencia será de acuerdo a lo que la ley expresa dispone.

Laura I. Gastaldi – María C. Pérez – Héctor J. Motta.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CLXV
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.251)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO XX: “La Provincia garantiza un régimen de empleo público que asegura la estabilidad y capacitación de sus agentes, basado en la idoneidad funcional. Los empleados públicos provinciales serán designados por concurso de antecedentes y oposición, previa prueba de suficiencia. Asegura un cupo del cinco por ciento del personal para las personas con capacidades diferentes, con incorporación gradual en la forma que la ley determine.”

ARTÍCULO XX: “No podrán ser empleados, funcionarios ni legisladores quienes hayan cumplido los 75 años de edad, los deudores de la Provincia, que ejecutados legalmente no hayan pagado sus deudas, los inhabilitados por sentencia firme, los quebrados fraudulentos, y quienes desde la función pública hayan actuado de manera dolosa, enriquecido ilícitamente, malversado fondos y bienes del Estado, participado en delitos de lesa humanidad e intervenido en gobierno surgidos de actos sediciosos, como así también realizado apología de dictaduras militares y menoscabado los Derechos Humanos”.

ARTÍCULO XX: “No podrá acumularse dos o más empleos a sueldo en una misma persona, aunque sea el uno provincial y el otro nacional, con excepción de los de la docencia y las profesiones del arte de curar. En cuanto a los empleos gratuitos y comisiones eventuales, la ley determinará los que sean incompatibles.”

GASTALDI – MOTTA – PÉREZ.

FUNDAMENTOS

Derecho Comparado.

Se han proyectados varios artículos con el fin de garantizar el acceso y la permanencia en condiciones de igualdad a la función publica. Además se ha tratado de seguir la tendencia de los instrumentos internacionales que han ingresado al bloque de constitucionalidad a través de la reforma que se realizara a la Constitución Nacional.

El art. 11 de la Constitución de la Pcia. de Buenos Aires, luego de la reforma del año 1994, establece que: "la provincia no admite distinciones, discriminaciones, ni privilegios por razones de sexo, raza, religión, nacionalidad, lengua, ideología, opinión, enfermedades de riesgo, características físicas o cualquier otra condición amparada por las normas constitucionales.

"Es deber de la provincia promover el desarrollo integral de las personas garantizando la igualdad de oportunidades y efectiva participación de todos en la organización política...".

A partir también de la reforma constitucional del año 1994 producida en el orden nacional, los derechos políticos de los ciudadanos se han visto reforzados a la luz de la incorporación con rango constitucional de los tratados que da cuenta el art. 75, inc. 22, CN., entre los que se encuentran el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su protocolo facultativo y la Convención Americana de Derechos Humanos.

Desde la sanción de la reforma constitucional de 1994, donde los pactos internacionales (en especial, los referidos a los derechos humanos) ingresaran al sistema jurídico a través del art. 75, inc. 22, y con la expresa aceptación de su validez y operatividad a través de distintos pronunciamientos judiciales (entre muchos, "Verbitsky" del 30/5/2005, "Llerena" del 17/5/2005, "Dieser y otro" del 8/8/2006), se ha reconocido la existencia del denominado bloque de constitucionalidad. Tal bloque está constituido por todas las normas y principios que, sin aparecer formalmente en el articulado del texto constitucional, han sido integrados a la Constitución por diversas vías (entre las que se encuentra como en nuestro caso el expreso mandato de la propia Carta Magna). Los tratados enunciados en la parte 2ª del art. 75, inc. 22 (y, en lo que nos interesa, la CADH. y el PDCyP.), junto con la Constitución reformada y otras normas de similares características, forman nuestro bloque de constitucionalidad actual.

La Corte Suprema ha dicho que el hecho de que ciertos pactos y tratados internacionales hayan ingresado a conformar este bloque de constitucionalidad a través de una norma expresa como lo es la contenida en el art. 75 tantas veces citado, implica que los constituyentes han efectuado un juicio de comprobación en virtud de cual han cotejado los tratados y los artículos constitucionales, y han verificado que no se produce derogación alguna entre ellos. De esto es posible derivar algo más: que existe armonía entre los referidos pactos y la Constitución, no pudiendo pensarse sin caer en un contrasentido que alguno de ellos podría derogarla (conf. "Chocobar v. Caja Nacional de Previsión", sent. del 27/12/1996, en particular consids. 12 y 13, LL 1997-B-598; Fallos 319:3241).

A partir de ello, en lo que es de interés para la presente cuestión, hemos de entender que entre los pactos internacionales citados y las Constituciones, tanto de la Nación como de esta provincia, que establecen ciertas condiciones para ejercer las funciones públicas, no debería haber conflictos.

Se debe poner de resalto que se proyectan ciertas incompatibilidades y prohibiciones para acceder o permanecer en la función pública pero que no están reñidas con el principio de igualdad. No se escapa a la realidad que desde hace mucho tiempo se ha consolidado la idea de que la garantía del art. 16, CN. no impide que el legislador (o, como en el caso, el poder constituyente local) contemple en forma distinta situaciones que considera diferentes, en tanto la discriminación no sea arbitraria ni importe ilegítima persecución de personas o grupos de ellas (Fallos 311:2629; 318:1707; 320:196; 323:3308), no bastando en líneas generales, para descalificar la distinción pergeñada por las autoridades respectivas, con que su fundamento resulte "opinable" (íd., Fallos 310:849 y 1080; 311:1451; 312:840; íd., causa D.1308.XXXIX, "Dirección Nacional de Migraciones v. Valmor S.R.L.", sent. del 12/12/2006, entre otros).

Asimismo, desde la perspectiva de la moderna disciplina del Derecho Internacional de los Derechos Humanos (ver Gros Espiell, "Derechos Humanos", Perú, 1991, ps. 15/27) o como solía llamar Cappeletti a este fenómeno, la dimensión transnacional del derecho y la justicia (Cappeletti, Mauro, "Justicia constitucional supranacional" en Revista de la Facultad de Derecho de México, t. 28, n. 110, p. 361) se han sentado también dichas bases de interpretación para verificar en cada caso si la normativa en cuestión es coherente con dichos plexos normativos que no conocen de fronteras.

Desde tal punto de mira, repárese que tanto la Declaración Universal de Derechos Humanos, como la Declaración Americana o el Pacto de San José de Costa Rica, o el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, han diseñado un conjunto de reglas enderezadas a eliminar todas las formas de discriminación y fomentar en lo posible la igualdad de las personas sin distinciones arbitrarias.

Y lo hicieron siguiendo el postulado rector que transformó a dichos cuerpos normativos en una verdadera lex universalis, aspiración que se ve exteriorizada, por ejemplo, en el preámbulo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, al señalar que "los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la persona humana".

Así, la Declaración Universal de la ONU (del 10/12/1948) dispone en su art. 2.1 que toda persona tiene los derechos y libertades proclamados en ese instrumento internacional, sin distinción alguna de origen nacional. Concordantemente, su art. 7 prescribe que "Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta declaración y contra toda provocación a tal discriminación". En particular, para el ejercicio del derecho político en cuestión, determina en el art. 21 que "toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país" (inc. 1; ver asimismo, art. XIX, Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre [18]) y a acceder "en condiciones de igualdad, a las funciones públicas" del mismo (inc. 2).

En lo que es materia de debate tenemos que el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (firmado el 19/12/1966 y aprobado por ley 23313 con reservas) establece en su art. 25: "Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distinciones mencionadas en el art. 2, y sin restricciones indebidas, de los siguientes derechos y oportunidades:

"a) Participar en la dirección de los asuntos políticos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos;

"b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores;

"c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país".

Es dable señalar que en lo pertinente el art. 2 referido dice:

"Cada uno de los Estados parte en el presente pacto se compromete a respetar y a garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el presente pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social".

A su turno la Convención Americana de Derechos Humanos (firmada el 22/12/1969 y aprobada por ley 23054 con reservas) en su art. 23, destinado a los derechos políticos, establece en su inc. 1 los mismos derechos y oportunidades que aquel pacto en su art. 25 disponiendo a continuación:

"2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal".

Para la consecución de un mejor Estado, instrumento indispensable para el desarrollo de los países, la profesionalización de la función pública es una condición necesaria. Se entiende por tal la garantía de posesión por los servidores públicos de una serie de atributos como el mérito, la capacidad, la vocación de servicio, la eficacia en el desempeño de su función, la responsabilidad, la honestidad y la adhesión a los principios y valores de la democracia, (Carta Iberoamericana de la Función Pública, aprobada en la V Conferencia Iberoamericana de Ministros de Administración Pública y Reforma del Estado y respaldada por la XIII Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno, Santa Cruz de la Sierra, 14 y 15 de noviembre de 2003).

Se entiende por función pública toda actividad temporal o permanente, remunerada u honoraria, realizada por una persona física en nombre del Estado o al servicio del Estado o de sus entidades, en cualquiera de sus poderes y en todos sus niveles jerárquicos.

Principios Ordenadores
La relación de empleo público se debe desenvolver con sujeción a los siguientes principios:

a) Sometimiento pleno a la Ley y al derecho.

b) Implementación de sistemas de carrera profesional administrativa.

c) Ingreso por concurso público.

d) La estabilidad de los trabajadores públicos como garantía de idoneidad en la función pública.

e) Transparencia en los procedimientos de selección y promoción.

f) Igualdad de trato y oportunidades.

CARRERA PROFESIONAL ADMINISTRATIVA
Asumimos como propios los criterios orientadores, principios rectores y definiciones acerca de la organización del trabajo y de la carrera profesional administrativa contenidos en la Carta Iberoamericana de la Función Pública.

A fin de realizar una síntesis de los que consideramos más significativos, y atendiendo la historia y situación particular de las administraciones públicas provinciales en la Argentina, expresamos a continuación las definiciones, criterios y recomendaciones que consideramos de mayor interés a fin de recuperar una cultura de carrera profesional en el ámbito público.

Sugerimos la adopción de las siguientes pautas por la legislación que reglamente el art. proyectado:

• Carrera profesional administrativa.

La carrera profesional pública refiere a pautas y sistemas de ingreso, promoción y egreso o desvinculación de los funcionarios con estabilidad de la administración pública.

• Definición de perfiles.

La carrera profesional administrativa está íntimamente vinculada con la organización de la gestión pública: el plan institucional y la estructura orgánica funcional definen los perfiles técnicos operativos necesarios para constituir los equipos de trabajo, así como los perfiles para el ejercicio de funciones ejecutivas y/o de conducción.

• Evaluación de competencias.

El desarrollo de una carrera supone la evaluación de competencias de las personas, en un marco de igualdad de oportunidades, para la asignación de puestos y tareas según los perfiles previstos.

Por lo tanto se propone poner en marcha la carrera profesional administrativa teniendo en cuenta los puntos antes citados.

El concepto de competencias
Se entenderá por competencias los valores, conocimientos, actitudes, habilidades y destrezas que una persona pone en juego a la hora de actuar, asumir responsabilidades y lograr objetivos en el marco de un proyecto institucional. Dichas competencias pueden reunirse en tres campos:

• El ético institucional, referido a la asunción y expresión de valores compatibles con la vida democrática y el trabajo en instituciones públicas.

• El técnico profesional, referido al conocimiento de la materia propia de los programas que lleva adelante una organización.

• El actitudinal, referido a las aptitudes para la organización del trabajo y el tiempo, la resolución de problemas y la toma de decisiones, la comunicación, la mediación y resolución de conflictos, y la integración y conducción de equipos.

Evaluación de competencias
• La evaluación de competencias supone la utilización de herramientas del campo de la psicología y la sociología, así como la preocupación, por parte del Estado, por la formación permanente de sus agentes, a fin de que logren mayores competencias a lo largo de su vida laboral y puedan contribuir en forma creciente con el proyecto institucional. Esta evaluación tiene por objetivo buscar o formar los perfiles requeridos por los proyectos institucionales, teniendo como fin último la mejor prestación de servicios y el logro del bien común.

• Los títulos profesionales, la realización de cursos y la antigüedad en la administración pública pueden actuar como indicadores a la hora de la evaluación pero recomendamos que no sean éstas las únicas variables a tener en cuenta para definir per se el cambio de status institucional de un agente, dado que este cambio se relaciona con el perfil requerido. Este perfil puede estar previsto en los planteles de la jurisdicción, o puede sumarse, a solicitud del agente o por decisión del responsable del área, como un nuevo perfil institucional. En este último caso, y a fin de no engrosar los planteles, se puede optar por la reconversión del cargo del agente. Tanto la antigüedad como los títulos podrán ser materia de bonificación por fuera de la carrera, si así lo decidiere la autoridad jurisdiccional.

• La evaluación de competencias para la búsqueda o formación de los perfiles adecuados opera, fundamentalmente, en tres momentos:

a) El ingreso a la carrera

b) El desarrollo de la carrera

c) La asunción de funciones ejecutivas

• Esta evaluación deberá enmarcarse en los objetivos institucionales previstos, por lo que resulta inconducente en los casos en que no se han definido planes y sistemas de evaluación institucionales y grupales. Sin estos antecedentes, y sin la definición de las metas de gestión a alcanzar por equipos y personas, la evaluación puede caer en una suerte de “formalización de la arbitrariedad”, dado que las personas no sabrán con antelación qué se espera de ellas.

• En esta instancia, se recomienda la conformación de unidades técnicas que colaboren con la evaluación para operar ingresos y avances en la carrera. Debe tenerse en cuenta que los sistemas de evaluación de desempeño anual, rutinizados en forma de planillas “a completar”, caen peligrosamente en sistemas de promoción automática. Recomendamos la evaluación permanente como cultura institucional y la evaluación ad hoc para los fines de ingreso y promoción. Las unidades técnicas a cargo deberán conformarse con especialistas externos y del ámbito público, coordinadas por las áreas de personal, bajo la veeduría de los sindicatos y las áreas centrales de personal, gestión pública y las competentes en materia de igualdad de oportunidades y resguardo de los derechos de las minorías y las mujeres, dado que, aún contra todos los principios que se declaran, estos grupos continúan rezagados en las organizaciones públicas.

Ingreso a la carrera
• En cuanto al ingreso, la precarización de la relación de empleo, la convocatoria de agentes públicos bajo formas contractuales poco formalizadas o ajenas a los regímenes previstos así como el congelamiento de las vacantes a lo largo de la década del noventa han dado lugar a un escenario que requiere la regularización previa de la situación de estos agentes, y la desarticulación de los circuitos informales de ingreso.

• Tanto para la regularización de las situaciones mencionadas, como para los ingresos formalizados, deberán atenderse los principios de la Carta Iberoamericana de la Función Pública referidos al acceso al empleo.
• Asimismo, es razonable recomendar que los trabajadores ingresantes, aún cuando hayan reunido las competencias propias de los perfiles buscados, reciban una formación inicial que les permita conocer cuestiones propias del Estado, la administración pública y el organismo en el que ingresan. Para el período de inducción, deberá diseñarse un programa de formación específico.

• Los ingresos podrán realizarse en distintos tramos de la carrera, de modo tal que la Administración pública pueda convocar a profesionales y personas expertas adjudicando un valor a su experiencia. Su ingreso por categorías iníciales básicas desalienta su inserción en el Estado y promueve formas contractuales irregulares.

Desarrollo de carrera. Promoción.
• Los agrupamientos, niveles y tramos que se definan en la carrera deberán contemplar cambios graduales así como cambios de agrupamiento o saltos de más de una categoría, a fin de que una persona pueda realizar una carrera pública acorde a sus potencialidades y extendida a lo largo de su vida laboral, si se prepara para ello.

• En este sentido, el Estado asumirá la formación permanente de sus funcionarios como un derecho laboral y una responsabilidad institucional, en el convencimiento de que los perfiles se desarrollan a través de políticas e instituciones dedicadas a la formación. Se promoverá especialmente, como reparación de una deuda social, la finalización de estudios formales de los trabajadores públicos.

• La promoción en la carrera no debe desembocar, como única alternativa, en la asunción de funciones ejecutivas. La persona debe poder crecer y desarrollarse decidiendo no asumir nunca estas funciones. Las funciones ejecutivas no podrán ser el tramo final de cada agrupamiento, dado que, en ese caso, las personas sólo tienen como horizonte de realización el ser jefes.

• Sin perjuicio de que son las administraciones las que definen los grupos en los que se dividirán los trabajadores públicos, se sugiere que estos grupos refieran a tareas de diseño, planificación y organización del trabajo, tareas de gestión técnico administrativa y de gestión técnico operativa, o definiciones similares. Los grupos que refieren a títulos alcanzados (agrupamiento profesional, agrupamiento técnico) pueden dejar de lado personas que desarrollaron competencias por fuera del sistema educativo formal.

Asunción de funciones ejecutivas
• Las funciones ejecutivas son aquellas que conllevan responsabilidad de decisión y/o conducción de equipos para el logro de objetivos institucionales, según un plan de gestión y de acuerdo a la estructura orgánico funcional. A dicha función se podrá acceder por un sistema de selección y concurso que tendrá en cuenta, fundamentalmente, el compromiso con el plan de gestión, el liderazgo que los pares reconocen en el candidato y la capacidad para la conducción de grupos, sin perjuicio del conocimiento de la materia específica a gestionar.

• Estas funciones deben estar acotadas en el tiempo, y en el mismo concurso se definirá el plazo de actuación del funcionario. Se recomiendan períodos de cuatro años, acompañando los ciclos de gestión y definición de planes de gestión, en el caso del Poder Ejecutivo.

• Se recomienda especialmente una definitiva separación entre tramos finales de carrera y la asunción de funciones ejecutivas, a fin de que éstas no se asuman porque así lo determina la carrera sino porque existe una verdadera vocación para la conducción. La retribución de esta función en ningún caso deberá opacar las retribuciones a los avances en la carrera, a fin de que no se convierta en la mejor opción.

• Para la asunción de estas funciones, los procesos de selección y concurso atenderán especialmente a la presentación y defensa de proyectos aplicables al área a conducir.

POLÍTICA SALARIAL
El salario es la retribución que el Estado debe pagar al funcionario público por los servicios prestados, con los adicionales y suplementos que establezcan el marco legal vigente, el sistema de carrera y las negociaciones colectivas para cada caso.

La Carta Iberoamericana de la Función Pública es clara al recomendar que:

• Las políticas de retribución estimulen en los servidores públicos el esfuerzo, el rendimiento individual o de grupo, y el aprendizaje y desarrollo de competencias.

• La equidad sea el principio rector del diseño de las estructuras retributivas.

• El abanico salarial sea equilibrado: ni demasiado comprimido, ni demasiado amplio.

• Las retribuciones variables, en el caso de ser aplicadas, se vinculen a la definición previa de estándares de resultado o desempeño, y a procedimientos fiables de evaluación, previamente definidos y conocidos por todos los interesados, y administrados con garantías que reduzcan en lo posible los elementos de subjetividad.

• El régimen de pensiones de los empleados públicos sea el adecuado para garantizar sus fines de previsión social, gozar de la necesaria solidez financiera, no crear privilegios exorbitantes respecto de otros grupos sociales y no suponer una carga excesiva sobre el gasto del Estado y la economía de los países.

Principios
• Igual remuneración por igual tarea. A trabajo igual desempeñado en puesto, horario y condiciones de eficiencia también iguales, corresponde igual salario.

• Establecimiento de un régimen de remuneraciones que guarde relación con el nivel escalafonario alcanzado, la función efectivamente desempeñada, la experiencia e idoneidad y la productividad.-

• El pago del sueldo de los agentes públicos será preferente a cualquier erogación que realicen las instituciones públicas o dependencias.

Por otra parte se propone un sistema de incompatibilidades, cuya finalidad expresa es “buscar asegurar la dedicación exclusiva a una función y la independencia e imparcialidad en la toma de decisiones. Las prohibiciones – también establecidas en el proyecto – tienen por objeto también implícito impedir la realización de conductas  estimadas inconvenientes”.

Finalmente, el sistema de obligaciones descripto, “busca asegurar no sólo que los funcionarios cumplan de la mejor manera posible sus funciones, sino que posean la idoneidad que le garantice a la ciudadanía la legitimidad de origen para el acceso a la función pública”.

Los funcionarios deberán ajustar su actuación a los principios de probidad, rectitud, desinterés personal, dignidad, independencia, respeto por las leyes, teniendo el deber especial de velar por la vigencia del ordenamiento jurídico, la calidad institucional y la preservación de los valores democráticos.

Principios de Acceso Igualitario a la Función: Como vemos, de los citados instrumentos relativos a los derechos humanos, surge como pauta valorativa, que en principio la no discriminación implica una forma de imponer la igualdad de los seres humanos. Así, desde la perspectiva doctrinaria se afirma que se prohíbe la discriminación respecto de los derechos fundamentales reconocidos por los documentos internacionales; mientras que el principio de igualdad se extiende a toda prerrogativa reconocida en la ley interna (conf. O'Donnell, Daniel, "Protección Internacional de los Derechos Humanos", 2ª ed., Comisión Andina de Juristas, Perú, 1989).

De modo tal que la igualdad de las personas pensada para prevenir su contrafigura, la discriminación constituye uno de los pilares fundamentales del Derecho Internacional de los Derechos Humanos e impera concretamente en el ámbito de los derechos electorales, en el que no pueden trazarse distinciones indebidas entre ciudadanos para acceder a la función pública.

Cabe recordar que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos y su similar americano, han ido delimitando a través de sus fallos las normas convencionales que los rigen, creando una jurisprudencia que resulta especialmente útil y valiosa (ver Fallos 318:514 y 2348) para interpretar sus principios rectores en la materia.-

En la temática que nos ocupa, ese cuerpo jurisdiccional sostuvo desde hace tiempo que existe discriminación, sólo si una diferencia de trato no tiene justificación objetiva o razonable así como cuando no hay proporcionalidad entre el fin perseguido y los medios empleados (caso relativo a ciertos aspectos del régimen lingüístico de la enseñanza en Bélgica, fallado el 23/7/1968, citado por García de Enterría, Linde Ortega, Sánchez Morón, "El Sistema Europeo de Protección de los Derechos Humanos", Ed. Civitas, Madrid, 1983, p. 265).-

También la Corte Interamericana se ocupó de esta temática en la opinión consultiva 4/84, destacando que en función del reconocimiento de la igualdad ante la ley se prohíbe todo tratamiento discriminatorio de origen legal y que tales pautas se extienden al derecho interno de los Estados parte, ya que éstos en virtud de la convención, se han comprometido "a no introducir en su ordenamiento jurídico regulaciones discriminatorias referentes a la protección de la ley" (párr. 54).

Se puntualizó, además, que "la noción de igualdad se desprende directamente de la unidad de naturaleza del género humano y es inseparable de la dignidad esencial de la persona, frente a la cual es incompatible toda situación que, por considerar superior a un determinado grupo, conduzca a tratarlo con privilegio; o que, a la inversa, por considerarlo inferior, lo trate con hostilidad o de cualquier forma lo discrimine del goce de derechos que sí se reconocen a quienes no se consideran incursos en tal situación de inferioridad. No es admisible crear diferencias de tratamiento entre seres humanos que no se correspondan con su única e idéntica naturaleza" (párr. 55).

No obstante acotó siguiendo en esto a la Corte Europea de Derechos Humanos que no todo tratamiento diferente es discriminatorio, ya que sólo lo es si carece de una justificación objetiva y razonable. Pues existen ciertas desigualdades de hecho que permiten disímiles tratamientos normativos, sin que ello contraríe la justicia. No hay discriminación si la diferenciación de tratamiento no conduce a situaciones contrarias a la justicia, a la razón o a la naturaleza de las cosas (párr. 57).

Pero antes de ingresar en dicha problemática, resulta imprescindible explicitar el concepto de lo que se ha dado en llamar el "núcleo duro" de la igualdad (ver Nogueira Alcalá, Humberto, "El derecho a la igualdad ante la ley, la no discriminación y acciones positivas", en Anuario de la Facultade de Dereito da Universidade da Coruña, n. 10, 2006, esp. pp. 803 y ss.) constituido por la prohibición de discriminar a las personas sobre la base de aspectos marcadamente subjetivos, como son la raza, el sexo, religión, el origen nacional y, más aún, cabría acotar, cuando se trata de diferenciar diversas categorías de "nacionales" nativos y no nativos como ocurre en el caso.

Es decir, las pautas que como expusiera supra han sido consagradas expresamente en los tratados de protección internacional de los derechos como estándares de especial sensibilidad en los que por regla no permiten a los Estados justificar distinciones de trato.

Dos consecuencias fundamentales se encuentran asociadas a este encuadre de la garantía en estudio: 1) por un lado, la presunción o sospecha de inconstitucionalidad que recae sobre la norma que utiliza dichos parámetros diferenciadores; 2) por el otro (íntimamente ligado a lo anterior) apunta al mayor rigor con que debe concretarse el test de razonabilidad de la disposición en cuestión (strict scrutiny).

L
imite máximo de edad: será legítima una decisión legislativa que, atendiendo a ese elemento diferenciador y a las características del puesto de que se trate, fije objetivamente límites de edad que supongan, para los que la hayan rebasado, la imposibilidad de acceder a esos puestos", llegando a la conclusión de que el precepto entonces cuestionado no era "discriminatorio ni contrario al principio de igualdad, porque su contenido se apoya en una situación diferenciada que recibe un tratamiento singular basado en fundamentos razonables según criterios de valor aceptados con generalidad, hallándose dicha norma creada por el legislador dentro del ámbito constitucional, ya que la rebaja de edad que es el medio empleado sirve adecuada y proporcionalmente al objeto que se ha querido amparar y fines a conseguir".

Pues bien, de acuerdo con dicha doctrina, lo que permite afirmar la constitucionalidad del establecimiento de un límite de edad es su justificación en relación con las características del puesto de trabajo que influyan decisivamente en el desempeño eficaz del servicio público, porque el acceso a la función pública se prevé en el debatido precepto de forma en que se garantiza su igual aplicación a todos los participantes, pudiendo el legislador establecer límites o condiciones que considere políticamente oportunos. Siendo una norma general, su aplicación no puede producir discriminación o arbitrariedad alguna, y no interfiere en la valoración de los méritos y capacidad de los aspirantes.

Pues bien, este artículo garantiza a los ciudadanos una situación jurídica de igualdad en el acceso a las funciones públicas, con la consiguiente imposibilidad de establecer requisitos para acceder a las mismas que tengan carácter discriminatorio. No cualquier diferenciación constituye una discriminación; es preciso, para ello, que carezca de una fundamentación objetiva y razonable.

Por otra parte, lo que la Constitución Nacional prohíbe es la discriminación ad personam, sin que las exigencias genéricas e idénticas para todos los candidatos resulten contrarias al principio de igualdad, para que un acto pueda ser considerado como verdaderamente discriminatorio, deberá haberse realizado (o estar impulsado) por el deseo de apartamiento o segregación del otro, no siendo suficiente para considerarlo tal el que se lleve a cabo por la necesidad de efectuar una simple distinción entre nativos y naturalizados, extremo que está muy lejos de incluirse entre los que hacen de la discriminación una cuestión vedada por la Constitución Nacional.

Al respecto, no debe olvidarse que, según la doctrina de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, corresponde efectuar una diferenciación entre los términos "distinción" y "discriminación". El primero se empleará para lo admisible, en virtud de ser razonable, proporcional y objetivo; el segundo ("discriminación") se utilizará para hacer referencia a toda exclusión, restricción o privilegio que no sea objetivo y razonable (opinión consultiva OC 18/03, del 17/9/2003).

El derecho de acceso y permanencia en condiciones de igualdad a las funciones públicas no prohíbe que el legislador pueda tomar en consideración la edad de los funcionarios, o cualquier otra condición personal. En efecto, "en cuanto la edad es en sí un elemento diferenciador será legítima una decisión legislativa que, atendiendo a ese elemento diferenciador, y a las características del puesto de que se trate, fije objetivamente límites de edad que suponga, para los que la hayan rebasado, la imposibilidad de acceder a estos puestos". Al respecto, la constitucionalista María Angélica Gelli, explica que: "...Los requisitos para alcanzar cargos electivos en los poderes del Estado se exigen aun en las Repúblicas democráticas. Las condiciones pueden estar ligadas a la idoneidad para el puesto, conforme lo precisa el art. 16, CN., o, incluso, estar relacionada con las categorías sospechosas de entrañar una discriminación, en general no aceptada como criterio de diferenciación en el ejercicio de los derechos (...) esas limitaciones para postularse a los cargos electivos de mayor jerarquía deben ser razonables y, en las sociedades donde el pluralismo constituye un valor, mínimas..." ("Constitución de la Nación Argentina, comentada y concordada", 2ª ed. ampliada y actualizada, LL 2003-137 y 673).

Por lo tanto, la norma no vulnera el derecho de trabajar reconocido por el art. 14 de la Ley Fundamental y por diversos tratados internacionales incorporados a ella (art. 75, inc. 22), particularmente los arts. XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, según el cual toda persona tiene derecho al trabajo en condiciones dignas y a seguir libremente su vocación, en la medida en que lo permitan las oportunidades existentes de empleo; 23 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos que consagra la libre elección del trabajo y la protección contra el desempleo y 6° del Pacto Internacional de derechos Económicos, Sociales y Culturales, según el cual el derecho a trabajar comprende la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente escogido.

El fin de las funciones a determinada edad importa una limitación razonable que se aplica por igual a todos las funciones públicas en el ámbito provincial, por lo que no existe menoscabo al derecho de igualdad. Para reforzar esa conclusión hacemos hincapié en el en la necesidad de renovación de los funcionarios y señalando que el ejercicio a una edad muy avanzada que supere un plazo normal significaría una cortapisa al ingreso de quienes, por llenar las condiciones necesarias, tienen derecho a ingresar a la función pública dentro del mismo límite.
Laura I. Gastaldi – Héctor J. Motta – María C. Pérez.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Pasqualini. 

SRA. PASQUALINI – Señor Presidente, las cuestiones de empleo las estamos tratando en la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable, por eso –en todo caso– sugiero que tenga dos giros: a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Márquez.

SR. MARQUEZ – Señor Presidente, esta es la vieja discusión, pero este tema está bien que sea girado a la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral porque nosotros tratamos el trabajo privado en la Provincia. 

SR. PRESIDENTE (Busti) – Está girado a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Forma de Participación Popular. 

SR. MÁRQUEZ – Está bien, señor Presidente, que se gire a esa comisión

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar la propuesta de la convencional Pasqualini para que este proyecto en vez de ir a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, vaya a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable. 

–La votación resulta negativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, como está propuesta en la nómina de Asuntos Entrados, se gira a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados. 

–Se lee: 

CLXVI
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.252)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art…..: “El Estado controlará el uso adecuado de los suelos a fin de garantizar la conservación de la calidad del mismo. Recuperará las áreas degradadas para su capacidad productiva.

Se considerará no recomendable el uso del suelo destinado a la monocultura de especies de cosechas plurianuales cuando no se encuentren expresamente incorporadas en el programa de ordenamiento territorial ambiental que el Estado definirá.

Se determinará las áreas de suelo identificados como expansivos.

MARTÍNEZ (Marciano) – PESUTO.

FUNDAMENTOS

El proyecto es la síntesis de un trabajo realizado por docentes de la Facultad de Ciencias Agropecuarias de la Universidad Nacional de Entre Ríos y, en especial, el aporte del Ing. Agrónomo René A. Benavides, el que se adjunta al presente.

Marciano E. Martínez – Hermo L. Pesuto.

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

CLXVII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.253)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorporar en la Constitución Provincial, el artículo siguiente:

Art. . . .: El Estado Provincial desarrollará políticas integrales que eviten el proceso de despoblamiento, preserven su identidad y tiendan a garantizar la existencia y el desarrollo autosustentable de los poblados rurales. En particular asistirá con programas especiales a aquellos poblados con menos de seiscientos habitantes cuyo número haya experimentado censalmente una disminución mayor al diez por ciento. 

Artículo 2º: De forma.
MONGE – DE PAOLI.

FUNDAMENTOS

Honorable Convención: 

Ha debido ser la participación solidaria y voluntaria de miembros de organizaciones no gubernamentales quienes han puesto de resalto el peligro real de desaparición de más de seiscientos localidades en la República Argentina, representado dicho número mas del treinta y dos  por ciento de los pueblo rurales del país.

Algunos informes mencionan a varias localidades entrerrianas  incluidas en riesgo de desaparecer. Más allá de lo correcto o no de la inclusión en algunos casos de determinadas localidades, lo cierto – al margen de las estadísticas e informes - la simple apreciación de nuestro interior provincial demuestra un constante despoblamiento de los pequeños centros rurales.

Bien se ha sostenido que “si las provincias hubieran planificado mejor sus políticas de desarrollo se habrían ahorrado millones de malestares y, sobre todo, de pesos”: al final terminan gastando mucho mas en seguridad, en salud, en basura….”.

“Los movimientos internos de población, en especial del campo a la ciudad, generan perdidas, ruptura de lazos sociales, crisis de identidad, dificultades de calificación laboral y perspectivas inciertas para todos los integrantes del núcleo familiar del emigrante” se ha expresado con sin razón.

La idiosincrasia entrerriana, en cuanto a su conformación demográfica – única en el ámbito nacional – merece ser preservada por acciones y políticas concretas del estado provincial. No queremos pueblos sin gente, no queremos pueblos sin jóvenes.

Así las cosas, mediante la presente iniciativa propiciamos la obligación de establecer políticas integrales que contengan el proceso de despoblamiento, debiendo respetar las mismas la identidad de cada uno de los poblados, garantizar la existencia de ellos y promover desarrollo autosustentable en los poblados rurales, es decir, el subsidio debe ser la emergencia, no la permanencia y el eje debe estar en impulsar una dinámica de desarrollo endógeno.

El Estado debe desarrollar políticas públicas específicas en materia educativa, laboral, social, cultural, infraestructura, vivienda, producción, asuntos agrarios, entre otros, para evitar el éxodo de las poblaciones jóvenes de sus pueblos de origen y que favorezcan su reinserción en los mismos. En suma el estado debe fomentar y proteger con todos los medios a su alcance de modo apto y eficaz la radicación en los pequeños poblados rurales. 

En particular, propiciamos que se asista con programas especiales a aquellos poblados con menos de seiscientos habitantes cuyo número haya experimentado censalmente una disminución mayor al diez por ciento, dado que tal extremo entendemos, habilita a disparar la cláusula.

Con tales razones dejamos fundamentada la iniciativa que antecede, impetrando la aprobación de la misma.

Jorge D. Monge – Griselda L. De Paoli

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

CLXVIII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.254)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorporar como nuevo inciso del artículo 81 de la Constitución Provincial, el siguiente:

Inciso…: Dictar todas las leyes que provean lo conducente a la prosperidad, adelanto y bienestar de la población, aseguren  el desarrollo educativo en todos sus niveles, el científico y el tecnológico, garantizando su calidad, eficiencia y el acceso igualitario al mismo, preserven los valores democráticos, solidarios y libertarios, la autonomía universitaria y promuevan la industria.

Artículo 2º: De forma.
MONGE

FUNDAMENTOS
Honorable Convención: 

Es mundialmente reconocido en la actualidad, que la educación, la ciencia y la tecnología, son los factores más importantes de promoción del desarrollo. En consecuencia, resulta razonable establecer como deber del Estado Provincial proveer a la prosperidad y al adelanto de la sociedad, prestando especial atención a dichos factores.

“Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente -dice el artículo 27 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos- en la vida cultural de la comunidad, a gozar de las artes y a participar en el progreso científico y en los beneficios que de él resulten”.

Es por ello que sometemos a estudio de esta Honorable Convención Constituyente el presente proyecto, solicitando desde ya su aprobación.

ANTECEDENTES:

a. Constitución Nacional.

b. Labor Constituyente. Honorable Convención Nacional Constituyente de 1994.

Jorge D. Monge.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Barrandeguy. 

SR. BARRANDEGUY – Señor Presidente, sencillamente quiero interesar la corrección del giro de este proyecto, porque en la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular hay tres iniciativas en tratamiento referidas al mismo tema, ciencia y tecnología, y son: Expte. Nro. 267, de su autoría, señor Presidente; Expte. Nro. 468 del convencional Gustavo Díaz y Expte. Nro. 984. de los convencionales Schvartzman, Zabala y Acharta. 

Entonces, por una cuestión de unificar esfuerzos, me parece que conviene corregir este giro. 

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Pasqualini. 

SRA. PASQUALINI – A priori, señor Presidente, tenía la misma impresión que el convencional Barrandeguy, pero después de la lectura del proyecto veo que, justamente, son facultades legislativas o contenido de facultades que se le atribuyen al Poder Legislativo. 

Por tal motivo, me parece que está bien indicado en la nómina de Asuntos Entrados el giro. Habría que ver la opinión del autor del proyecto en todo caso.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el convencional Monge.

SR. MONGE – El proyecto trata de incorporar un nuevo inciso al Artículo 81, de las facultades o atribuciones del Poder Legislativo, es decir, una especie de cláusula del progreso remedando una similar disposición de la Constitución nacional, y entiendo que la asignación de la comisión que figura en la nómina de Asuntos Entrados es la correcta.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Convencional Barrandeguy, ¿mantiene la objeción?

SR. BARRANDEGUY – Voy a mantenerla, señor Presidente, no porque esté en desacuerdo con lo que se propone, sino porque lo que ocurre es que los precedentes nos obligan. 

Su proyecto, señor Presidente, trata de incorporar a la Constitución provincial nuevos artículos referidos a la ciencia y a la tecnología, el del convencional Gustavo Díaz dice: agregar artículos nuevos a la Constitución provincial referidos a la creación de un organismo provincial de ciencia y tecnología, y de los convencionales Schvartzman, Zabala y Acharta dice: incorporar artículos a la Constitución provincial referidos al Consejo Provincial de Ciencia y Tecnología. 

Más allá de que es exacto lo que dice el convencional, me parece que sería antisistémico que lo viéramos en dos lugares diferentes. 

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento de los señores convencionales, se cambiará el giro propuesto para este proyecto

–Asentimiento general de los señores convencionales. 

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, se gira a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados. 

–Se lee:

CLXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.255)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

PROYECTO SOBRE CREACIÓN DE ÓRGANO JUDICIAL PARA LA ACCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA.

Art….: “Agotada la vía administrativa en la Provincia o en las Municipalidades, el administrado podrá interponer Acción Contencioso administrativa en cualquiera de sus formas ante los órganos judiciales que la ley determine. Contra la decisión de estos órganos las partes podrán interponer recurso por ante el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia”.

MARTÍNEZ (Marciano) – PESUTO.

FUNDAMENTOS

Que es conveniente la creación de órganos judiciales que tengan competencia para resolver las acciones contenciosas administrativas con anterioridad al Superior Tribunal de Justicia cuando se haya agotado la vía administrativa en sede provincial o municipal. De esta forma se impedirá la concentración ante el Superior Tribunal de Justicia de las acciones contencioso administrativas, pudiendo en esta nueva etapa que se crea, llevar a cabo un juicio contencioso con las exigencias propias del Estado de Derecho. La ley determinará la competencia de estos nuevos órganos judiciales y la naturaleza del recurso que se puede interponer para ante el Superior Tribunal de Justicia.

Marciano E. Martínez – Hermo L. Pesuto.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CLXX
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.256)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

PROYECTO SOBRE DERECHO DE ASOCIARSE.

Art….: “Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente con fines útiles para una sociedad democrática y pluralista.

Las asociaciones con autorización para funcionar tienen legitimación procesal también para interponer amparo o acción de inconstitucionalidad contra cualquier acto u omisión que viole derechos colectivos o de incidencia colectiva que ellas tengan como objeto proteger o promover.

Asimismo gozarán de los derechos de acceso a la información pública, de peticionar audiencias públicas y de rectificación o respuesta ante informaciones inexactas”.

MARTÍNEZ (Marciano) – PESUTO.

FUNDAMENTOS

Que la sociedad civil se debe expresar a través de asociaciones, las que deben contar con facultades suficientes para la defensa y protección de los derechos colectivos. 

Marciano E. Martínez – Hermo L. Pesuto.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CLXXI
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.257)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art. 1º: Agréguese un segundo párrafo y tercer párrafo al art. 159, Sección VI, Poder Judicial, Capítulo I de la Constitución de la Provincia, textos que queda redactado de la siguiente forma:

Art. 159: “Tratamiento…..”

“Deberes: 

El retraso reiterado en resolver por parte del Superior Tribunal de Justicia, o de los demás tribunales inferiores, constituirá falta grave a los efectos del sometimiento a Juicio Político o Jurado de Enjuiciamiento.

Las resoluciones judiciales deben ser motivadas, con adecuada fundamentación lógica y legal. En el caso de los órganos colegiados, la fundamentación es individual, aun cuando coincida con la conclusión de otro de los miembros.

La ausencia de motivación suficiente e individual se considera falta grave a los efectos pertinentes”

Art. 2º: De forma.

MONGE

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

Hemos creído conveniente agregar un segundo párrafo en el art. 159, que contemple los deberes de los magistrados en todas las instancias y tribunales colegiados, incluido el Superior Tribunal de Justicia, deberes estos diseccionados a dos cuestiones esenciales que hacen al debido proceso garantizado por el art. 18 de la constitución nacional y pactos internacionales de igual jerarquía (art. 75, inciso 22).

Nos estamos refiriendo a que los justiciables obtengan pronunciamiento de sus cuestiones litigiosas en tiempo razonable y que dichos pronunciamientos tenga debida fundamentación en derecho. La circunstancia de que la mayoría de las constituciones provinciales contemple este tipo de deberes dentro del capítulo referido a Poder Judicial informa que, pese a que tales cuestiones están contempladas en los códigos de procedimiento como deberes imperativos para los jueces, la praxis judicial demuestra que tales normativas se incumplen muchas veces sin ninguna justificación y que tal incumplimiento no acarrea responsabilidades, la mayoría de las veces, en los magistrados.

Por tal razón, coincidiendo con otros estatutos provinciales constitucionales, propiciamos que dichos deberes sean constitucionalizados a modo de fórmula garantista de cumplir la manda del art. 18 de la constitución nacional.- Al solo efecto ilustrativo de nuestros colegas señalamos que la Constitución de la provincia de Corrientes establece: “Artículo 185.- Las sentencias que pronuncien los jueces deben tener motivación autosuficiente y constituir derivación razonada del ordenamiento jurídico aplicable a los hechos comprobados de la causa.” La Constitución de Tierra del Fuego establece que “Art. 145. -- Los plazos judiciales son obligatorios, aun para el Superior Tribunal de Justicia. El incumplimiento reiterado de ellos por los magistrados y funcionarios constituirá falta grave.” Y “Art. 152. -- Todas las sentencias serán fundadas, bajo pena de nulidad. Los tribunales colegiados acordarán las suyas bajo igual sanción, debiendo cada integrante fundar su voto. La constitución de Neuquén establece: “Art. 231. - El retardo reiterado en dictar sentencia por parte del Tribunal Superior de Justicia o de los demás tribunales inferiores, o de los ministerios públicos en el cumplimiento de su misión específica, constituirá falta grave a los efectos del sometimiento a juicio político o al Jurado de Enjuiciamiento”. La Constitución de Santiago del Estero establece “Art. 182. - Fundamento de las sentencias. Las sentencias que pronuncien los tribunales judiciales serán fundadas en el texto expreso de la Constitución o de las leyes o, en su defecto, en las leyes análogas o en los principios generales del derecho atendiendo a las circunstancias del caso.” - La constitución de Chubut establece que “Art. 168. -- Es obligación de todos los magistrados y funcionarios judiciales sustanciar y fallar los juicios dentro de los términos legales y conforme a derecho.
Vencidos los plazos a que se refiere el párrafo precedente, previa petición, pierden la aptitud jurisdiccional en el caso.

El incumplimiento de las obligaciones establecidas en este artículo se considera falta grave a los fines de la destitución, conforme a los procedimientos dispuestos por la presente Constitución.

Resoluciones judiciales. Fundamentación

Art. 169. -- Las resoluciones judiciales deben ser motivadas, con adecuada fundamentación lógica y legal. En el caso de los órganos colegiados, la fundamentación es individual, aun cuando coincida con la conclusión de otro de los miembros. La ausencia de motivación suficiente e individual se considera falta grave a los efectos pertinentes. La Constitución de Río Negro establece “Art. 200. -- Son deberes de los magistrados y funcionarios judiciales, sin perjuicio de otros que la reglamentación establezca, resolver las causas en los plazos fijados por las leyes procesales, con fundamentación razonada y legal”.  La Constitución e la pcia. de Buenos Aires establece “Art. 168. -- Los tribunales de justicia deberán resolver todas las cuestiones que le fueren sometidas por las partes, en la forma y plazos establecidos al efecto por las leyes procesales” y, la Constitución de Córdoba establece que:”Art. 155. - Los magistrados y funcionarios judiciales están obligados a concurrir a sus despachos en los horarios de atención al público. Deben resolver las causas dentro de los plazos fatales que las leyes procesales establezcan, con fundamentación lógica y legal.”

Con tales argumentos y antecedentes dejamos fundada la presente iniciativa, solicitando la aprobación de la misma por parte de nuestros pares.

Jorge D. Monge

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CLXXII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.258)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art…:   “El Superior Tribunal de Justicia ejerce jurisdicción originaria y exclusiva en los siguientes casos:

Inc….: En las acciones por incumplimiento en el dictado de una norma que impone un deber concreto al Estado Provincial o a los municipios, la demanda puede ser ejercida – exenta de cargas fiscales – por quien se sienta afectado en su derecho individual o colectivo. El Superior Tribunal de Justicia fija el plazo para que se subsane la omisión. En el supuesto de incumplimiento, integra el orden normativo resolviendo el caso con efecto limitado al mismo y, de no ser posible, determina el monto del resarcimiento a cargo del Estado conforme al perjuicio indemnizable que se acredite.

MARTÍNEZ (Marciano) – PESUTO.

FUNDAMENTOS

Que es fundamental crear la acción de inconstitucionalidad por omisión a los fines de evitar que no se sancionen las leyes provinciales que la Constitución ordena crear.

Esta forma de inconstitucionalidad fue incorporada por la Constitución de Río Negro, la que ha sido tenida en cuenta en este proyecto, sin perjuicio de adaptar esta institución a las condiciones de nuestra provincia.

Marciano E. Martínez – Hermo L. Pesuto.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CLXXIII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.259)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorporar como artículo nuevo, dentro de la primera parte de la Constitución Provincial, al siguiente:

Artículo…: La Provincia de Entre Ríos reconoce, promueve y asegura a todos sus habitantes la asociación cooperativa con características de libre acceso, adhesión voluntaria, organización democrática y solidaria.

Artículo 2º: De forma.

MONGE
FUNDAMENTOS

El cooperativismo, constituye un instrumento fundamental para contribuir al desarrollo de una sociedad más justa, más solidaria y más participativa, pues se trata de un movimiento de gran magnitud económica y social, basado en organizaciones celulares —las cooperativas— donde el hombre no se pierde sino que se convierte en el principal protagonista de su futuro, constituyendo de esta manera con su esfuerzo, su iniciativa y su acción creativa en conjunción con sus semejantes una sociedad libre, independiente, solidaria y justa.

Así, el movimiento cooperativo en el país se fue afirmando en distintos ámbitos de la actividad económica y en todo el territorio nacional, convirtiéndose en un elemento inescindible de la realidad argentina.

Su crecimiento fue acompañando el progreso del país, impulsando el desarrollo regional y las economías locales, posibilitando el acceso de la producción primaria a los mercados internos y externo, permitiendo a numerosas poblaciones acceder a los servicios públicos elementales, difundiendo la actividad bancaria y de seguros, generando empleo. En suma, brindando a la población la perspectiva de una mejor calidad de vida mediante la acción solidaria de base democrática, permitiendo el despliegue de las potencialidades creativas y la participación de todos los ciudadanos sin discriminación.

Es por ello que el constitucionalismo provincial ha recogido esta realidad con normas en sus textos, la mayoría de las cuales prescriben el apoyo al cooperativismo en general o a determinadas manifestaciones en particular, en nuestro caso de manera particular en el artículo 41.

A modo de ejemplo, pueden confrontarse los arts. 100 a 103 de la Constitución de la Provincia de Río Negro, el art. 62 de la Constitución de la Provincia de Misiones, art. 26 de la Constitución de la Provincia de Santa Fe, etc.

En suma, la tradición nacional y especialmente la provincial brinda sobrados fundamentos para propiciar que la reforma de la Constitución de nuestra provincia amplíe su reconocimiento expreso del cooperativismo, dejando claramente evidenciado que la acción solidaria y democrática en el campo de la economía constituye una manifestación relevante del quehacer social que incumbe a la provincia promover.

Por los fundamentos expuestos, sometemos a estudio de esta Honorable Convención Constituyente el presente proyecto, solicitando desde ya su aprobación.

ANTECEDENTES:

a. Constitución de la Provincia de Río Negro.

b. Constitución de la Provincia de Misiones.

c. Constitución de la Provincia de Santa Fe.

d. Labor Constituyente. Honorable Convención Nacional Constituyente de 1994.
Jorge D. Monge

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

CLXXIV

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 1.260)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

PREÁMBULO
“El Pueblo de la Provincia de Entre Ríos, a través de nosotros, sus representantes elegidos libremente para reformar esta Constitución, con el fin de consolidar las instituciones republicanas y democráticas fundadas en la libertad, la igualdad, la solidaridad y la justicia social; protegiendo la persona humana integral desde la concepción y hasta su muerte natural, procurando para ella en toda circunstancia la salud, la vivienda y el trabajo dignos, la educación y la cultura; con el objeto de promover el desarrollo económico con equidad, la reorganización de los poderes públicos y el ambiente sano y equilibrado; asegurando la autonomía de los municipios, la permanente protección de todos los derechos humanos, y la irrenunciable búsqueda del bien común; erradicando toda forma de discriminación y privilegiando a los mas necesitados y desposeídos; ratificando la vocación de grandeza de toda la entrerrianía que acoge a los hombres y mujeres que quieran gozar de la hospitalidad de esta Provincia, e invocando la protección de Dios, fuente de amor, sabiduría y justicia, sanciona esta Constitución.”
PESUTO – MARTÍNEZ (Marciano).

FUNDAMENTOS

El Preámbulo es, en una concepción estrictamente académica, la parte expositiva que antecede a la normativa de una constitución; algo así como la exposición de motivos o los considerandos en una ley. Pero ciertamente es mucho más que eso: es la suma y la síntesis de las decisiones políticas fundamentales, las pautas, fines y objetivos del régimen propuesto, el esquema del plan o programa propuesto por el constituyente. Como dice Bidart Campos, en él se encuentran los principios de normas que normas ulteriores desarrollan y deben explicitar.

Por tal razón, al igual que la propia constitución, es difícil conceptualizarlo porque su realidad se resiste a ser captada desde una sola perspectiva. Es una obra de ingeniería jurídica y política con pautas que orientan y obligan a gobernantes y gobernados suministrando valiosos elementos de interpretación, aunque no sea unánime la doctrina al determinar que “per se” no confiere poder alguno, ni sea fuente de poderes implícitos.

La incorporación del preámbulo a la Constitución plantea dos posiciones enfrentadas: por un lado, quienes interpretan que está incluido dentro de la materia habilitada conforme a lo establecido en la Ley 9768 y, por el otro, aquellas posiciones que lo comprenden dentro del núcleo pétreo.

A poco de avanzar en el análisis de estas posturas contrapuestas, advertimos la esterilidad del resultado, ya que ciertamente no es fácil resolver esta cuestión sin caer en sofismas interminables. 

La postura de que no es parte constitutiva de una carta magna se funda en el hecho de que diversas constituciones no lo contemplan como parte esencial. Pero como bien lo ha dicho un colega de nuestro bloque, su creación e incorporación es de corte netamente pretoriano, es decir, el constituyente que percibe la demanda que late en las inquietudes de cada tiempo, las plasma en el preámbulo sintetizando las respuestas.

Entendemos que el resorte jurídico necesario para la incorporación del Preámbulo, es que si bien el preámbulo no forma parte de la norma constitucional ni es obligatorio, sí es de uso habitual y puede ser aplicado para el análisis o interpretación de la norma, así lo entiende una doctrina mayoritaria, y aquí debemos recordar nuevamente la afirmación de Bidart Campos al decir que en él se encuentran los principios de normas que normas ulteriores desarrollan y deben explicitar.
Además del fundamento jurídico necesario, hay fundamentos políticos. El Preámbulo tendrá trascendencia en el conjunto de las normas constitucionales por ser el resultado del nervio motor inspirador de las mismas. Nuestra actual Convención Constituyente está atravesada por improntas propias de nuestros días: la participación directa de la sociedad civil en forma real y eficaz tanto en las decisiones como en el control de la gestión de los poderes públicos, la protección medio ambiental con desarrollo sustentable, la defensa inclaudicable y definitiva de los derechos humanos, la desburocratización estatal a partir de medidas modernas y dinámicas de reorganización, la defensa de la vida, del trabajo, de la educación, y de los que menos tienen, por nombrar algunas. Y la síntesis la contiene el preámbulo que, además de consignar los programas a ser realizados por la norma que le sigue, refleja los cimientos de fines y valores orientadores que la comunidad política aspira a realizar.

Finalmente, es necesario destacar que es imposible concebir una perfecta síntesis en el preámbulo que sea comprensiva de los valores enunciados, si no hacemos pie en un sólido fundamento filosófico. Y en este sentido se hace imprescindible no olvidar nuestros orígenes y nuestra cultura, que es la forma de vivir de nuestro pueblo. Un pueblo de origen heterogéneo por la diversidad de razas que llegaron a estas tierras generosas y todas con un denominador común: la fe en un Ser Superior, la certeza de que todo poder proviene de El, y que es la fuente primera de sabiduría, justicia y belleza. El Derecho Natural que nació en los inicios de Grecia, que inundó el romanismo y caracterizó nuestra identidad, terminó de amalgamar a nuestros hermanos argentinos desde el alba de nuestra Patria joven. Por eso, hemos propuesto, consecuentemente, un preámbulo con la invocación de Dios.

Sin la invocación a Dios, olvidaríamos la esencial trascendencia del ser humano. Y no estamos hablando del Dios de los católicos, sino del Dios de la humanidad, que es el mismo de siempre.

La constitución europea perdió la gran oportunidad al omitir la mención de Dios, porque teniendo validez ecuménica, se proyectó incompleta e indefinida  En representación del pueblo de Entre Ríos no incurramos, otra vez, en ese error histórico.

Solicitamos la aprobación del presente.

Hermo L. Pesuto – Marciano E. Martínez.

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CLXXV
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.261)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art. 1º: Sustitúyese el Art. 139 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos por el siguiente:

FISCALIA DE ESTADO:

Artículo…: “Habrá una Fiscalía de Estado encargada del control de legalidad de los actos administrativos del Estado Provincial y de la defensa del Patrimonio del Fisco. Será parte legítima y necesaria en todos los juicios contenciosos administrativos y demás procesos en que se controviertan intereses o bienes del Estado Provincial.-

Tendrá autonomía funcional y presupuestaria, su titular designa al personal, que no puede ser removido, trasladado, ascendido o sancionado sin su conformidad.-

Las condiciones de elegibilidad, inmunidades, incompatibilidades, derechos y remuneración del Fiscal de Estado serán las de un vocal del Superior Tribunal de Justicia, siendo inamovible mientras dure su buena conducta y removido mediante el jurado de enjuiciamiento.

La Ley determinará la forma en que ejercerá sus funciones.

El Fiscal de Estado podrá recurrir por ante el Poder Judicial de las resoluciones, decretos, contratos y actos administrativos cuando a su juicio sean contrarias a la constitución y las leyes o a los intereses patrimoniales del Estado, en los casos en que sen lugar a la acción contencioso administrativa.

Artículo …: Podrán designarse Fiscales Adjuntos, los cuales deberán reunir los mismos requisitos que el Fiscal de Estado, siendo elegidos de la misma forma que el Fiscal de Estado, con inmunidades, incompatibilidades, derechos y remuneración de un Juez de Cámara del Superior Tribunal de Justicia, uno de los cuales estará a cargo directamente a la Oficina Anticorrupción y Ética Pública. La Ley determinará la forma en que habrán de ejercer sus funciones. Gozarán de estabilidad mientras dure su buena conducta y serán removidos mediante el jurado de enjuiciamiento.

Artículo …:Cláusula Transitoria: En el plazo de 90 días hábiles de la vigencia de la reforma constitucional, se deberá dictar una nueva ley de Fiscalía de Estado, rigiendo la Ley 7296 y sus modificatorias hasta la entrada en vigencia de la nueva ley. 

MONGE – ROGEL – VILLAVERDE – BRASESCO – DE PAOLI.

FUNDAMENTOS

I.- De las modificaciones propiciadas a la actual redacción del Art. 139 de la Constituciones Provincial sin alterar su naturaleza jurídica.

a) Teniendo en cuenta la Ley 9768 que declara la necesidad de la reforma parcial de la Constitución Provincial, encontrándose habilitada la Convención para revisar, reformara, actualizar o modificar las disposiciones del Art. 139 en lo referente a las funciones del Fiscal de Estado y habilitado el cambio de su denominación siempre que se mantenga su naturaleza jurídica, prohibiendo bajo pena de nulidad absoluta eliminar la figura del Fiscal de Estado, se propicia el mantenimiento de la Institución tal como esta establecido en la norma constitucional vigente, con la posibilidad de que su nombre sea adecuado a la idea de órgano sin personalizar la función, en defensa de la legalidad de los actos públicos y la defensa del patrimonio fiscal. Solo de esta manera sería efectivamente un órgano de control y no una herramienta para el poder político de turno. Esto se lograría solamente si se respeta la inamovilidad aun con los cambios de gobierno de distintos signos políticos.

En consecuencia se consigna expresamente el control de legalidad de los actos administrativos, que indirectamente se encontraba contempladas en las funciones establecidas en el Art. 139 al permitir recurrir ante el Poder Judicial las resoluciones del Poder Ejecutivo cuando a su juicio sean contrarias a los intereses patrimoniales del Estado.

Las condiciones para la elección del Fiscal de Estado, asimismo sus incompatibilidades para que no ejerza la profesión de abogado mientras ejerza el cargo, otorgándole las mismas inmunidades, derechos y remuneración se equiparan a las de un Vocal del Superior Tribunal de Justicia, siendo inamovible mientras dure su buena conducta y removido mediante el jurado de enjuiciamiento.-

Por otra parte adaptando la Constitución a los tiempos modernos y en función de la Ley 7296 y sus modificatorias, se contempla a los Fiscales adjuntos a los fines que queden legitimados constitucionalmente y específicamente un fiscal adjunto a cargo de la Oficina Anticorrupción y Ética Pública.

Jorge D. Monge – Fabián D. Rogel – Rubén A. Villaverde – Luis A. Brasesco – Griselda L. De Paoli.

–A la Comisión de Control del Estado.

CLXXVI
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.262)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art 1º: Incorpórese a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el siguiente artículo:

Artículo…: COMISIÓN DE TRANSACCIONES JUDICIALES - FUNCIONES

“Corresponde a la Comisión de Transacciones Judiciales dictaminar sobre toda propuesta de transacción que sea recibida, o promovida por los órganos que ejercen la representación del Estado provincial, a causa de juicios que revistan trascendencia económica, social o política, teniendo en cuenta la conveniencia patrimonial y de conformidad con los principios éticos propios de la actividad del Estado. La ley establecerá la organización, funciones, competencia y procedimientos de la Comisión de Transacciones Judiciales”.

MONGE

FUNDAMENTOS

Este órgano consultivo es similar al previsto en la Constitución de Río Negro en su Art. 194 y pretende dar mayor transparencia a los acuerdos transaccionales que realiza el Estado Provincial. 

Jorge D. Monge

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CLXXVII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.264)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el siguiente artículo, a continuación del actual artículo 19.

Artículo 19. Los funcionarios y empleados permanentes, provinciales y municipales, o en su caso, los herederos que determinen la ley de la materia, tendrán derecho a jubilación, pensión o seguro. La ley será dictada con sujeción a normas técnicas que tengan en cuenta el principio de la proporcionalidad entre los aportes y beneficios, el tiempo de los servicios y la edad de los beneficiados, sin excluir los aportes del Estado y de las municipalidades. La ley establecerá bases especiales para el caso de accidentes ocurridos con motivo de la prestación del servicio.

Artículo… : La Provincia ampara los regímenes de seguridad social emergentes de la relación de empleo público provincial. El sistema de seguridad social para los agentes públicos estará a cargo de entidades con autonomía económica y financiera administradas por la Provincia con participación en las mismas de representantes de los afiliados conforme lo establezca la ley. La Provincia reconoce la existencia de cajas y sistemas de seguridad social de profesionales.

Artículo 2º: De forma.

MONGE

ANTECEDENTES
Constitución Nacional (reforma de 1994):

Artículo 125.

Jorge D. Monge
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CLXXVIII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.265)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Articulo 1º: Incorpórese a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos los siguientes artículos:

Artículo....: La comunidad se funda en la solidaridad. El Estado Provincial favorece la constitución de organizaciones de carácter económico, profesional, gremial, social y cultural, de asociación voluntaria, con capacidad de autogobierno, y cuya actividad persiga un fin de interés general en beneficio de la comunidad, como instrumentos para el desarrollo y participación democrática.

Artículo....: Las organizaciones creadas en la forma y con los fines previstos en el artículo anterior deberán garantizar a sus miembros la libertad de palabra, opinión y crítica, y el derecho de peticionar a las autoridades. Sus estructuras internas deben ser democráticas y pluralistas, reconociendo la representación de las minorías y basadas en el cumplimiento de los deberes que impone la solidaridad social. 

Artículo 2º: De forma.
MONGE

FUNDAMENTOS

Honorable Convención: Se tuvieron en cuenta en su redacción los siguientes textos constitucionales provinciales. 

Constitución de la Provincia de Buenos Aires (1994)

Artículo 41.- La Provincia reconoce a las entidades intermedias expresivas de las actividades culturales, gremiales, sociales y económicas, y garantiza el derecho a la constitución y desenvolvimiento de colegios o consejos profesionales.

Asimismo fomenta la organización y desarrollo de cooperativas y mutuales, otorgándoles un tratamiento tributario y financiamiento acorde con su naturaleza.

Constitución de la Ciudad Autónoma de Bs. As. (1996)
Artículo 19.- El Consejo de Planeamiento Estratégico, de carácter consultivo, con iniciativa legislativa, presidido por el Jefe de Gobierno e integrado por las instituciones y organizaciones sociales representativas, del trabajo, la producción, religiosas, culturales, educativas y los partidos políticos, articula su interacción con la sociedad civil, a fin de proponer periódicamente planes estratégicos consensuados que ofrezcan fundamentos para las políticas de Estado, expresando los denominadores comunes del conjunto de la sociedad. Sus integrantes se desempeñan honorariamente. 

Artículo 45.- El Consejo Económico y Social, integrado por asociaciones sindicales de trabajadores, organizaciones empresariales, colegios profesionales y otras instituciones representativas de la vida económica y social, presidido por una representante del Poder Ejecutivo, debe ser reglamento por ley. Tiene iniciativa parlamentaria. 

Constitución de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur (mayo de 1991):

De las organizaciones intermedias

Artículo 29.- La comunidad se funda en la solidaridad. Las organizaciones de carácter económico, profesional, gremial, social y cultural, disponen de todas las facilidades para su creación y el desenvolvimiento de sus actividades. Sus miembros gozan de amplia libertad de palabra, opinión y crítica, y del derecho de peticionar a las autoridades y de recibir respuesta de las mismas..- La comunidad se funda en la solidaridad. Las organizaciones de carácter económico, profesional, gremial, social y cultural, disponen de todas las facilidades para su creación y el desenvolvimiento de sus actividades. Sus miembros gozan de amplia libertad de palabra, opinión y crítica, y del derecho de peticionar a las autoridades y de recibir respuesta de las mismas.

Sus estructuras internas deben ser democráticas y pluralistas, basadas en el cumplimiento de la ley y de los deberes que impone la solidaridad social.

Jorge D. Monge

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

CLXXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 1.266)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art 1º: Incorpórese a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos los siguientes artículos :

Artículo…: El dominio originario de los recursos naturales

La provincia detenta el dominio originario de los recursos naturales existentes en territorio provincial.

Artículo...: La gestión sustentable de los recursos naturales

Los órganos del poder legislativo y ejecutivo dictarán normas que garanticen la gestión directa, apropiada, efectiva y sustentable de los recursos naturales, en especial, respecto de las aguas superficiales y subterráneas, los suelos y bosques nativos.

Se reconoce la imprescriptiblidad adquisitva sobre los bienes inmuebles del Estado Provincial que cuenten con formaciones de selva en galería y humedales.

Los funcionarios que por acción u omisión autoricen o faciliten la violación de los principios contenidos en esta norma, serán administrativa, patrimonial y penalmente responsables por los efectos perjudiciales de su conducta.
Art. 2º: De forma.
MONGE

FUNDAMENTOS

El dominio originario de los recursos naturales 

La Const. Nacional a partir de la reforma de 1994 reconoce a la Provincias el dominio de los recursos naturales existentes en su territorio (art. 124). Tal postulado había sido un viejo y permanente anhelo de las provincias1 y requirió una insistente lucha de los gobiernos locales en cuanto foro académico e institucional el tema fue planteado. Sin embargo, el propio centralismo de la Capital Federal y del Gobierno Nacional se constituyeron en velados o explícitos obstáculos para su reconocimiento.

Fue necesaria la consagración expresa en la Carta Magna para que, desde entonces, no exista lugar a dudas de que es de los Estados Provinciales el dominio originario y agregamos inmanente de sus recursos naturales.  Este dominio debe ser interpretado en sentido abarcativo del suelo, subsuelo, espacio aéreo, ríos interprovinciales y demás bienes que conforme la legislación, sean calificados como de dominio público (art. 75, inc. 12 C.N.) y a todos los recursos naturales, renovables o no.2

El dispositivo constitucional propuesto incluye los postulados expresamente previstos en la ley 9768 (art. 2º, ptos. 1, 2 y 3) esto es, la regulación referida all suelo, las aguas -superificiales y subterráneas- y los humedales, incorporando una formación típicamente entrerriana cual es la selva en galería que, aunque con cierta diversidad morfológica, se presenta a ambas márgenes de los Ríos Paraná y Uruguay y especialmente de sus arroyos y afluentes. 

Esta típica formación entrerriana es una región húmeda, prolongación empobrecida de la selva misionera, y ella permite admirar una gran diversidad de especies vegetales y es refugio de innumerables ejemplares de la fauna autóctona.

Sin perder de vista que las mismas constituyen con los humedales conexos un sistema integrado imposible de escindir, y frente a pretensiones concretas de particulares de intervenir en zonas que contienen la selva en galería, no está demás que ante la oportunidad histórica que tenemos frente a nosotros propiciemos la especial protección y preservación de esta formación natural entrerriana.

La gestión sustentable de los recursos naturales 

En un segundo artículo se consagra el principio de la sustentabilidad de la gestión pública de los recursos naturales y la imposibilidad de los particulares de adquirir el dominio sobre bienes inmuebles en que se emplacen humedales y selva en galería.

Para garantizar la eficacia programática de esta disposición se estatuye la responsabilidad directa de los funcionarios que autoricen o bien que con su omisión permitan que los principios consagrados en la norma sean vulnerados.

1ZARINI, Helio Juan, Constitución Argentina –Comentada y concordada., Texto según reforma de 1994, ASTREA, Bs.As., 1998, pág. 463

2autor y obra citada, pág. 463

Jorge D. Monge

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

CLXXX
PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 1.268)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Articulo 1º: Incorpórase en la Constitución Provincial como Disposición Transitoria, el siguiente artículo:

Artículo . . . : La Provincia tiene el deber de reincorporar a aquellos empleados de cualquiera de sus organismo centralizados o descentralizado que hubieren sido cesanteados debido a disposiciones de carácter general o por supresión de establecimientos o dependencias, y que cuenten con menos de sesenta años a la fecha de entrar en vigencia el nuevo texto constitucional.

La reincorporación será en las mismas condiciones y categorías que al momento del cese o afectación.

Esta disposición es de aplicación aún en aquellos casos con afectación, sin llegar a producir la cesantía, o no obstante haberla producido, se hubiese dado una mutación o reingreso, en cualquiera de los casos, con degradación de la vinculación con la administración publica centralizada o descentralizada del afectado.

Articulo 2º: De forma.

MONGE

FUNDAMENTOS

Honorable Convención:

Sometemos a Vtra. consideración la presente iniciativa propiciatoria de una disposición transitoria tendiente a reincorporar a todos aquellos agentes del Estado provincial afectados por alguna mediad de carácter general o que hubiese dispuesto la supresión de reparticiones, establecimientos o dependencias de la administración pública o en cualquiera de sus organismo descentralizados.

También se prevé la posibilidad de reparación en aquellos casos en que la situación del afectado – que pudo no haber cesado o bien, ocurrido ello, hubiese reingresado con degradación del vinculo con el estado.

Por las razones expuestas y las que estamos dispuesto a brindar en oportunidad de su tratamiento, saludamos a nuestro pares, impetrando la aprobación de la iniciativa que antecede.

Jorge D. Monge

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CLXXXI
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 996)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE RESUELVE:

Articulo Primero:

Incorpórese al principio del texto constitucional y fuera del mismo el siguiente preámbulo :

“…Entre Ríos, sus hombres, mujeres y toda la Entrerrianía por medio de nosotros, sus representantes elegidos democrática y libremente ,con el propósito de reformar esta Constitución, con la convicción : de mantener nuestra existencial forma de ser; nuestra vocación de siempre de constituir la Nación Argentina; de preservar y proteger la persona humana ,su vida, su libertad, la igualdad, sus derechos individuales y sociales, garantizarle su educación, su salud, el medio ambiente en el que viva; reivindicando el dominio inminente sobre sus recursos naturales; promoviendo con equidad el crecimiento económico; organizando su vida y su gobierno descentralizado, bajo los principios federales, democráticos y republicanos, con participación popular, condenando la discriminación, reconociendo a la idoneidad como único requisito para acceder a los cargos públicos; asegurando la autonomía de sus municipios; reconociendo y resguardando los derechos humanos; y reverenciando la Paz sostenidos en el amor a Dios, origen de la Justicia, en tanto ideal ético y actividad social reparadora, cargando con toda nuestra historia sin exclusiones, con nuestros muertos y desaparecidos, con la convicción de que nadie debe quedar atrás, y declarando que son bienvenidos los virtuosos que vengan a vivir a nuestro territorio con nosotros, sancionamos y juramos cumplir con esta Constitución y mandamos en nombre del pueblo entrerriano a hacer lo mismo por todos los poderes constituidos de la Provincia.”

ALASINO

FUNDAMENTOS

Un preámbulo sólo pretende hacer la síntesis de los motivos que han tenido los Diputados Constituyentes al reformar la Constitución. Poner de manifiesto los objetivos y los valores que animan su tarea. Es de por sí sólo un  modo declarativo que no tiene cualidad preceptiva y que a nadie obliga más que a los que lo incorporan moral y éticamente.

Al no formar parte del texto constitucional, va de suyo que pudo o no ser incluído en la Ley de Convocatoria a la Reforma, porque en sí mismo, y en esto están conteste todos los autores no es Constitución, ni en sentido lato ni en sentido amplio.

Por lo tanto su incorporación o no, no depende de la Ley de Convocatoria, sino que es un derecho o un poder propio de la Convención Constituyente tal como lo es disponer su Reglamento, sus Resoluciones o sus Reconocimientos.

El Preámbulo entonces, formalmente, es una Resolución en los términos del Art. 43 del reglamento y siempre es la expresión de facultades o potestades del cuerpo en su labor como Poder Constituyente.

Los Preámbulos, en las Constituciones, han sido en su mayoría una creación pretoriana de la institución más que una imposición del poder constituído como tal su resorte exclusivo.

El texto del preámbulo que proponemos, intenta ser moderno, no confesional en la forma en que esto habitualmente se entiende pero sin renegar de las creencias que nos son comunes a los creyentes y no creyentes.

Comienza haciendo una mención del sujeto colectivo Entre Ríos, luego los singulariza en sus hombres y mujeres, e incorpora a “la Entrerrianía” como sustantivo que define la particular forma de ser de los entrerrianos.

Aclara nuestra legitimidad la cual proviene de elecciones libres y democráticas, defiende nuestra forma entrerriana de ser, la que viene de la historia remota y de la reciente y de su característica geografía insular.- Por eso dice existencial y  no esencial, esto es nuestra particularidad sosteniendo la universalidad que es ser argentino.

Afirma su humanismo y lo refiere a los derechos concretos y a los “difusos” como el medio ambiente y la no discriminación.

Reivindica el dominio inminente del Estado sobre sus recursos naturales y al crecimiento económico lo vincula directamente con la equidad.

La descentralización del gobierno es un objetivo de la vida democrática y reafirma los principios rectores.

Vincula la idoneidad al acceso a los cargos públicos y asegura la autonomía municipal como manera de darles poder a las comunidades – sociedades urbanas – 

Proclama la participación popular, el resguardo de los derechos humanos y la defensa de la paz.

Define el amor de Dios como el amor hacia nuestros semejantes que claman justicia, y ve la justicia no sólo como ideal ético sino como justicia social reparadora.-

Se hace cargo de toda su historia, aciertos y errores. Todos nuestros muertos están presentes y son respetables, y nuestros compañeros desaparecidos testigos permanentes de nuestro compromiso.

Generosamente y a todos los que quieran vivir en Entre Ríos los acoge fraternalmente.

Es difícil hacer una síntesis pero es posible acercarse a los ideales objetivos que tiene la Convención Constituyente.

De eso se trata.

Augusto J. Alasino.

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CLXXXII
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 1.020)

LA HONORABLE CONVENCIÓN RESUELVE:

Incorpórese como Preámbulo de la Constitución de Entre Ríos el siguiente texto:

Nosotros los representantes del pueblo de Entre Ríos reunidos en Convención Constituyente, con el objeto de garantizar el pleno ejercicio de los derechos y la dignidad de la persona; afianzar los valores de la solidaridad la libertad y la equidad; fortalecer el sistema representativo republicano y democrático; consolidar los derechos de la provincia en la armonía federal argentina; 

Asegurar la autonomía municipal y la universalidad de los derechos humanos, garantizando el acceso de todos los habitantes, a la justicia, el trabajo, la educación y la cultura; e impulsar una economía puesta al servicio del hombre y la justicia social; establecer definitivamente la democracia directa y participativa para la consecución del bien común: para nosotros, nuestros hijos, los hijos de nuestros hijos, y quienes quieran habitar el bendito suelo entrerriano, bajo la advocación de Dios, fuente de toda razón y justicia. Esta Constitución regirá la organización provincial en todo tiempo y situación.

CRESTO – DIAZ (Gustavo) – SCHOENFELD – ALMADA – TALEB – MOTTA – HEYDE – PÉREZ – ALLENDE – GASTALDI – MARQUEZ.

FUNDAMENTOS
Sr. Presidente el Preámbulo es el espíritu de una Constitución, es una declaración donde se enumeran o realizan las expresiones de deseos que inspiran y motivan el espíritu y el intelecto de los señores convencionales para realizar el trabajo de reformar la Constitución. A la vez que sintetiza los grandes temas, fines y propósitos que incluye nuestra  Carta Magna. 

Y si bien, nuestro bloque sostuvo una posición en el marco de la campaña electoral, hoy a días de vencer la presentación de proyectos creemos necesario reconsiderar esa posición porque no queremos mantenernos al margen de un debate tan rico como clarificador, por lo cual teniendo en cuenta los tiempos y procedimientos temporales de la Convención, creemos que es menester presentar esta propuesta y contribuir con ella a ese debate que nos merecemos, como así también nos anima el propósito de animar a convencionales de otros bloques a pensar y actuar al respecto.-

El Preámbulo de la constitución de Entre Ríos es preexistente a la Carta Magna de 1933 y en la malograda de 1949 se tuvo en cuenta la elaboración del mismo.-

Además la Ley Nº 9768 nada dice al respecto por lo cual, es de rigor que, habilita la inserción del mismo.

Juan C. Cresto – Gustavo E. Díaz – Zulema E. Schoenfeld – Juan C. Almada – Raúl A. Taleb – Héctor J. Motta – Mario R. Heyde – María C. Pérez – José A. Allende – Laura I. Gastaldi – Luis M. Márquez

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CLXXXIII
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 1.100)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE RESUELVE:

Artículo 1º: El Presidente y los miembros de la Comisión de Redacción y Revisión, con la asistencia del Secretario y de la Prosecretaria de la Convención Constituyente tienen a su cargo el cuidado de la publicación en el Boletín Oficial de la Constitución reformada, y en su caso, la fe de erratas.

Artículo 2º: El Presidente y los miembros de la Comisión de Redacción y Revisión, con la asistencia del Secretario y de la Prosecretaria de la Convención Constituyente están autorizados para aprobar las actas y demás instrumentos no sometidos  a consideración de la Convención y continuar sus funciones hasta la conclusión total del cumplimiento de las disposiciones de esta resolución y actividades conexas necesarias con motivo de la disolución de esta Convención Constituyente al producirse la clausura de sus deliberaciones.

Artículo 3º: El Presidente y en su caso el subrogante legal, con el auxilio del Secretario y de la Prosecretaria de la Convención Constituyente esta facultado para realizar todos los actos administrativos que reconozcan como origen el funcionamiento y disolución de esta Convención Constituyente.

Artículo 4º: Los gastos que demande el cumplimiento de la presente se imputarán al presupuesto  de gastos de la Convención Constituyente.

Artículo 5º: De forma.

MONGE – BARRANDEGUY.

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CLXXXIV

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 1.109)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE RESUELVE:

Artículo 1º: Reconocer la importante labor desarrollada por los asesores, empleados y demás colaboradores de la Convención Constituyente, los Bloques y Convencionales, otorgándoseles en público acto, un certificado y un diploma alusivo suscripto por las autoridades de la Convención Constituyente.

Artículo 2º: A los fines del artículo anterior los Bloques suministrarán los datos personales de quienes hayan colaborado y prestado servicios de asesoramiento en forma “ad honorem”.

Artículo 3º: Los gastos que demande el cumplimiento de la presente se imputarán al presupuesto de gastos de la Convención Constituyente.

Artículo 4º: De forma.

MONGE – BARRANDEGUY – FEDERIK – ROGEL – DE PAOLI.

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CLXXXV
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 1.129)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE RESUELVE:

Artículo 1º: Publicar ejemplares de la Constitución reformada destinados a distribuirse en forma gratuita entre los establecimientos educativos y las bibliotecas populares.

Artículo 2º: Facúltase a la presidencia de la Convención Constituyente a elegir las calidades y tamaños de los impresos.

Artículo 3º: Los gastos que demande el cumplimiento de la presente se imputarán al presupuesto de la Convención Constituyente.

Artículo 4: De forma.

MONGE – CEPEDA.

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CLXXXVI
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 1.160)
LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE RESUELVE:

Artículo 1º: Solicitar al Poder Ejecutivo provincial el retiro de la placa existente en el actual edificio del Consejo General de Educación donde funciona la Convención Constituyente que expresa la obra 428 de la Revolución Argentina y enviar la misma al museo histórico provincial para que en un apartado sea resguardada la memoria y el dolor de los años de interrupción democrática vivido por los argentinos.

Artículo 2º: La placa en homenaje a los convencionales de 1933 y sus gobernante, aprobada por esta convención, será colocada en el lugar donde se encontraba la mencionada en el artículo 1º.

Artículo 3º: De forma.

BRASESCO – ROGEL – DE PAOLI – VILLAVERDE – GUY – ARRALDE – MONGE.

FUNDAMENTOS
El proyecto persigue, hacer justicia, al solicitar el retiro de una placa existente en el recinto donde hoy esta funcionando la Convención Constituyente y que rememora y reivindica la revolución Argentina realizada para derrocar el gobierno constitucional en 1966 de don Arturo Humberto Illia.

Esta situación que fuera advertida por el ciudadano y periodista Juan Bracco, mediante nota Nº 185 presentada ante esta Convención, debe merecer una respuesta unánime de ésta. La decisión de retirar dicha placa y colocar en su lugar la de los convencionales de 1933 y sus gobernantes seria una justa y clara manera de reivindicar nuestra defensa al orden constitucional tal cual lo ha manifestado nuestro bloque y otros bloques, al presentar varios proyectos de defensa del orden democrático.

El proyecto no busca para nada incriminar ni sentar en el banquillo de los acusados a nadie particular, si pretende establecer una coherencia en el accionar que todas las fuerzas populares venimos realizando en la consolidación del orden democrático. En este sentido y haciéndonos cargo todos  de la historia debemos dar señales claras a la generaciones futuras que estos hechos no fueron correctos y por lo tanto no pueden merecer un reconocimiento público como es una placa, y nada menos que en el recinto donde se pretende respetar y modificar la constitución de la provincia.

Luis A. Brasesco – Fabián D. Rogel – Griselda L. De Paoli – Rubén A. Villaverde – Raúl D. Guy – Juan C. Arralde – Jorge D. Monge.

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CLXXXVII
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 1.165)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE RESUELVE:

Artículo 1º: Confeccionar cuatro originales autógrafos de la Constitución reformada, los que tendrán como destino la Biblioteca de la Honorable Legislatura de Entre Ríos, el Archivo General de la Provincia, el Museo Histórico de Entre Ríos “Martiniano Leguizamón” y el Superior Tribunal de Justicia de Ente Ríos. 

Artículo 2º: De forma.

MONGE – DE PAOLI

FUNDAMENTOS
Señor Presidente:

Mediante la presente iniciativa proponemos a la Convención que se editen cuatro ejemplares autógrafos del nuevo texto constitucional los que tendrán por destino la Biblioteca de la Honorable Legislatura de Entre Ríos, el Archivo General de la Provincia como ámbito de resguardo histórico y de consulta para investigadores, el Museo Histórico de Entre Ríos, como repositorio histórico y como espacio de difusión y el Superior Tribunal de Justicia como custodio de su cumplimiento.

Razones elementales nos eximen de mayores argumentaciones.

Jorge D. Monge – Griselda L. De Paoli

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CLXXXVIII
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 1.202)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE RESUELVE:
ARTÍCULO 1º: Modificar el art. 44 de Reglamento de la Honorable Convención Constituyente como sigue: “prorrogar el plazo  de recepción de proyectos de reforma y de resolución de la Honorable Convención Constituyente, por parte de los Sres. Convencionales y de la ciudadanía, hasta el día 31 de mayo del 2008 a las 22 Hs. inclusive.

ARTÍCULO 2º: De forma.
ALASINO

FUNDAMENTOS
HONORABLE CONVENCIÓN:
Dada la cuantía de consultas por parte de la ciudadanía que en nuestra labor diaria recepcionamos, y la cantidad de proyectos presentados por los Sres. Convencionales, con más la voluntad de tratar de plasmar en esta reforma lo mejor para nuestra provincia, es que arribamos al convencimiento de que el plazo del 6 de mayo no alcanza materialmente para cubrir las expectativas puestas en esta reforma, por parte tanto de los sres. Convencionales como de la ciudadanía en general.

No escapará a este cuerpo el hecho que el aporte ciudadano fue creciendo en una proporción geométrica con el transcurrir de esta Honorable Convención, a medida que la H:C:C crece en prestigio y consideración y, como es lógico y normal, ningún entrerriano quiere mantenerse al margen de esta reforma.

Si bien nos manejamos con los puntos previstos en la Ley 9768, la misma nos ofrece una amplia gama de posibilidades para mejorar y actualizar nuestra Constitución.

Una prueba de la responsabilidad que asumimos es que sostenemos que este trabajo debe realizarse a conciencia y con una total participación popular.

No olvidemos además que la vida del pueblo entrerriano, y sobre todo de las futuras generaciones, estarán regidas por lo que hoy estamos resolviendo, y no es justo que por falta de tiempo la sociedad o algunos sectores de la misma, queden al margen en este momento histórico.

Por esto, y por las razones que oportunamente expondremos en la Sesión Plenaria y en las respectivas comisiones, es que solicitamos la aprobación del presente proyecto.

Augusto J. Alasino.

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CLXXXIX
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 1.219)

La HONORABLE Convención Constituyente resuelve:

“Al finalizar la tarea de la Honorable Convención se entregaran certificados a los asesores de los señores convencionales y a los empleados de la misma. Cada convencional y cada presidente de Comisión, como así también la Presidencia elevaran los nombres y las tareas desempeñadas por el empleado y/o asesor, para la elaboración del certificado correspondiente.”

PÉREZ – HEYDE – GASTALDI.

FUNDAMENTOS

Señor presidente: la importante e intensa labor desarrollada en esta Convención, hubiera sido imposible de desarrollar sin la activa, permanente y eficiente colaboración de quienes actuaron como soporte indispensable, ya sea como asesores o como personal afectado a la Asamblea y Comisiones.

Y estos colaboradores merecen en su historia personal, familiar, profesional y/o política esgrimir con orgullo de haber sido partícipes activos de esta instancia histórica y asistido a los señores convencionales para el desarrollo de su labor.

Este reconocimiento será un acto de Justicia que realzará la Magnificencia de este cuerpo.

María C. Pérez – Mario R. Heyde – Laura I. Gastaldi.

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CXC
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 1.220)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE RESUELVE:

“Al finalizar la tarea de la Honorable Convención se entregarán certificados a quienes presentaron proyectos desde las organizaciones libres del pueblo o individuos en particular. La nómina de los mismos será entregada a secretaría por la comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana. Además se invitará a los citados presenciar la jura de la Constitución en calidad de invitados especiales”.

HEYDE - PÉREZ – GASTALDI.

FUNDAMENTOS

Señor Presidente: Es digno de destacar la participación y el grado de interés puesto de manifiesto por la comunidad para ser partícipes de la Reforma de la Constitución.

Es destacable la profundidad de los proyectos, el estudio dedicado para elaborarlos, la fundamentación para sostenerlos y la pasión para defenderlos.

Ellos merecen un reconocimiento de esta Convención, y podrán exhibir en su vida familiar, profesional o política un emblema de su participación en este histórico evento.

Aceptar esta propuesta marcará la generosidad de la Asamblea Constituyente.

Mario R. Heyde – María C. Pérez – Laura I. Gastaldi.

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CXCI
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 1.225)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE RESUELVE

“Las bancas utilizadas por los señores convencionales en el recinto de la Honorable Convención Constituyente serán entregadas a los concejos deliberantes de las ciudades de Paraná y Concepción del Uruguay, en número correspondiente a la cantidad de concejales de cada ciudad.”

PÉREZ – GASTALDI – HEYDE.

FUNDAMENTOS

Serán brindados “in voce” en la comisión pertinente.

María C. Pérez – Laura I. Gastaldi – Mario R. Heyde.

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CXCII
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 1.067)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE RESUELVE:

Artículo 1º: Recomendar a las Comisiones permanentes de la Honorable Convención Constituyente encargadas de dictaminar sobre los proyectos de modificación de artículos constitucionales o de introducir disposiciones sobre las materias habilitadas por la Ley Nº 9768, que despachen en conjunto todos aquellos asuntos que por su unidad conceptual o conexidad requieran un tratamiento o consideración integral.

Artículo 2º: Comuníquese, etc.

KUNATH – CARLÍN – MÁRQUEZ – ALASINO – DE PAOLI – VILLAVERDE – DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO – MARTÍNEZ (Marciano) – CHIESA – BARRANDEGUY – ROMERO – BAEZ – FEDERIK.

FUNDAMENTOS

Señor Presidente, Señores Convencionales:

El proyecto que se adjunta ha surgido del seno de la Comisión de Redacción y Revisión como fruto del trabajo interno de la misma.

La experiencia en la tarea de revisión de los despachos aprobados por la Convención, ha permitido advertir que su tratamiento aislado respecto de todos aquellos asuntos que por conexidad se encuentran vinculados, conspira contra la coherencia que debe guardar el texto integral de la Constitución.

Para evitar ese problema, que podría duplicar la tarea de revisión de los textos aprobados se ha resuelto sugerir a las Comisiones encargadas de realizar dictámenes sobre ellos, que realicen los despachos “en bloque” sobre aquellas materias que deben guardar una necesaria armonía dispositiva. Constituyendo éste el fundamento de la resolución.

Por la razón expuesta y por la ventaja indiscutible que tendría la adopción de este criterio a los fines de una adecuada sistematización de la Constitución de Entre Ríos, descontamos su aprobación.

Sigrid E. Kunath – Miguel A. Carlín – Luis M. Márquez – Augusto J. Alasino – Griselda L. De Paoli – Rubén A. Villaverde – Adriana De la Cruz de Zabal – Santiago C. Reggiardo – Marciano E. Martínez – Manuela T. Chiesa – Raúl E. Barrandeguy –Rosario M. Romero – Fernando D. Baez – Julio A. Federik.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Kunath

SRA. KUNATH – Solicito, señor Presidente, que este proyecto de resolución sea reservado en Secretaría.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda reservado, señora convencional.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:
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PRESENTACIONES PARTICULARES

- El diputado provincial Kerz remite proyecto de reforma referido a la incorporación de derechos humanos y libertades fundamentales. (Expte. Nro. 998)

- El profesor doctor Juan P. Rodríguez remite anteproyecto por el que se incorpora el sistema de ingreso y de ascenso por concurso en los cargos docentes de instituciones dependientes del Consejo de Educación. (Expte. Nro. 999)

- El profesor doctor Juan P. Rodríguez remite anteproyecto referido al acceso a los programas o actividades organizados y financiados por el Estado. (Expte. Nro. 1.000)

- La Asociación de Entidades Profesionales Universitarias de Entre Ríos remite anteproyecto referido a las Cajas de Prevención y Seguridad Social de los Profesionales Universitarios de Entre Ríos. (Expte. Nro. 1.001)

- La Asociación de Entidades Profesionales Universitarias de Entre Ríos remite anteproyecto referido al funcionamiento de los Colegios, Asociaciones y Consejos de Profesionales Universitarios de Entre Ríos. (Expte. Nro. 1.002)

- La Presidenta del Consejo General de Educación profesora Graciela Bar y la senadora nacional Blanca Osuna remiten proyecto de reforma referido a educación y cultura. (Expte. Nro. 1.004)

- El Grupo Mundo Protección Animal remite proyecto de reforma referido al cirujeo y la utilización de caballos. (Expte. Nro. 1.032)

- El arquitecto Rodolfo E. Borini remite proyecto de reforma referido a la exportación de productos primarios, alimentos, bienes y servicios. (Expte. Nro. 1.041)

- El Foro de Entidades Empresarias, apoyado por el Foro de la Sociedad Civil de Entre Ríos, remite propuesta referida a la regionalización de la Provincia. (Expte. Nro. 1.042)

- El señor Héctor F. Medina remite propuesta referida a la habilitación a los Municipios a formar e integrar micro regiones. (Expte. Nro. 1.043)

- El Colegio de Psicólogos de Entre Ríos remite propuestas sobre el acceso a la salud mental. (Expte. Nro. 1.047)

- La Organización Ecoclubes remite proyecto de reforma referido a los derechos de los jóvenes a la educación integral y de calidad acorde para su desarrollo humano. (Expte. Nro. 1.049)

- La Asociación Adultos Mayores “J. C. Esparza” remite proyecto de reforma referido a los derechos de los adultos mayores. (Expte. Nro. 1.051)

- Alumnos de la Facultad de Ciencias de la Gestión de la Universidad Autónoma de Entre Ríos remiten aportes referidos a los fondos para la educación. (Expte. Nro. 1.064)

- La Central de los Trabajadores de la Argentina remite aportes referidos a los derechos sociales, el medio ambiente, el Consejo de la Magistratura, los órganos de control, la participación ciudadana, la información pública, la reforma política y la economía. (Expte. Nro. 1.075)

- La Central de los Trabajadores de la Argentina, Seccional Paraná, remite aportes referidos a los derechos sociales, a la salud, a la educción, a los recursos naturales, al género, al Consejo de la Magistratura, al acceso a la información pública, a la organización institucional, a las políticas públicas y a la reforma política. (Expte. Nro. 1.076)

- Trabajadores de la Asociación Trabajadores del Estado en el Instituto Autárquico de Planeamiento y Vivienda remiten propuesta referida al Fondo Nacional de la Vivienda (FO.NA.VI). (Expte. Nro. 1.077)

- El señor Abel R. González remite proyecto de reforma referido a la organización y desarrollo de las cooperativas, mutuales y otras organizaciones de base solidaria. (Expte. Nro. 1.083)

- El Grupo Mundo Protección Animal remite aportes sobre la Declaración Universal de los Derechos de los Animales. (Expte. Nro. 1.084)

- El señor Carlos O. Pacher remite proyecto de reforma referido a los derechos y garantías de las personas con capacidades diferentes. (Expte. Nro. 1.085)

- La Facultad de Ciencias de la Educación de la Universidad Nacional de Entre Ríos remite proyecto de reforma referido a los derechos de los ciudadanos durante la ancianidad. (Expte. Nro. 1.086)

- Jubilados y Pensionados de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Entre Ríos remiten proyecto de reforma referido a los Derechos Humanos. (Expte. Nro. 1.087)

- El señor Ricardo E. Remedi remite proyecto de reforma referido a la protección y preservación del Acuífero Guaraní. (Expte. Nro. 1.099)

- El diputado provincial Bescos remite anteproyecto referido a la incorporación de un preámbulo. (Expte. Nro. 1.112)

- El Sindicato de Prensa de Entre Ríos remite resolución fijando su posición en defensa del Estado de derecho democrático, los derechos humanos y el libre ejercicio del derecho a la información. (Expte. Nro. 1.113)

- El Sindicato de Prensa de Entre Ríos remite propuesta para garantizar el pluralismo informativo y cultural. (Expte. Nro. 1.114)

- El Consejo Profesional de Ciencias Económicas remite proyecto de reforma referido a la Tesorería de la Provincia. (Expte. Nro. 1.115)

- El señor Roberto C. Quinodóz remite proyecto de preámbulo. (Expte. Nro. 1.116)

- El Consejo Profesional de Ciencias Económicas remite proyecto de reforma referido a colegiación, organismos de previsión y asistencia social. (Expte. Nro. 1.117)

- Los señores Jacinto A. Sánchez y Jorge E. Arias remiten proyecto de reforma referido a los servicios públicos esenciales. (Expte. Nro. 1.157)

- El Movimiento Pacis Nuntii y la Escuela de Canotaje, Expedición y Natación en Aguas Abiertas remiten proyecto de reforma referido al derecho a la paz, a una vida sin violencia y a la fraternidad. (Expte. Nro. 1.167)

- El señor Martín L. Quiróz remite propuesta por la que se propicia crear el Digesto Legislativo Provincial Informatizado. (Expte. Nro. 1.168)

- Los señores Carlos A. Suárez, Oscar G. Vargas, Nelson R. Modernell y Cristian I. Amaro remiten proyecto de reforma referido al Régimen Económico y del Trabajo. (Expte. Nro. 1.169)

- Profesionales universitarios remiten propuesta referida a los Colegios Profesionales. (Expte. Nro. 1.179)

–A la Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana.

- La Asociación del Magisterio de Enseñanza Técnica Regional XI Entre Ríos contesta la nota remitida por la Presidenta de la Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana, en fecha 24/04/2008, y solicita se incorporen los aportes emitidos por dicha entidad oportunamente. (Expte. Nro. 1.182)

–A sus antecedentes (Expte. Nro. 451 que se encuentra en la Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana)

- El señor Juan C. Botta remite proyecto de reforma referido al reconocimiento laboral de personas con capacidades especiales. (Expte. Nro. 1.195)

- El señor Rodolfo E. Borini remite propuesta de derogación del instituto Defensor del Pueblo para el orden Municipal. (Expte. Nro. 1.196)

- El señor Rodolfo E. Borini remite propuesta de derogación de la publicidad de los actos de Gobierno provincial limitándose sólo al momento de la inauguración de las obras. (Expte. Nro. 1.197)

- El señor Rodolfo E. Borini remite propuesta referida a permitir la exportación de productos primarios, alimentos, bienes y servicios, garantizando el abastecimiento provincial. (Expte. Nro. 1.198)

- El señor Rodolfo E. Borini remite propuesta referida a la unificación laboral de la totalidad del personal de la administración pública incluyendo jueces, políticos, médicos, empleados sin título, etc. (Expte. Nro. 1.199)

- La Unión Obreros y Empleados Municipales de Concordia remite proyecto de reforma referido al régimen Municipal. (Expte. Nro. 1.200)

- La Asociación Civil Aportar remite anteproyecto referido a la defensa y protección de la Tierra. (Expte. Nro. 1.229)

- La Asociación Civil Aportar remite anteproyecto referido a la defensa y protección de la mujer con dos o más hijos. (Expte. Nro. 1.230)

- Los señores Orlando C. Busiello y Celomar J. Argachá remiten proyecto sobre la creación de un Fondo de Reparación Histórico y Moral para la Ciudad de Concepción del Uruguay. (Expte. Nro. 1.231)

- El Presidente de la Junta de Gobierno de Pueblo Liebig, Julio R. Pintos, remite propuesta para ser Municipio de Segunda Categoría. (Expte. Nro. 1.239)

- Ex integrantes del Ente Público Administrador del Ingreso Ciudadano de la Niñez de la ciudad de Paraná remiten propuesta de inclusión del denominado Ingreso Ciudadano de la Niñez de Entre Ríos. (Expte. Nro. 1.240)

–A la Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana.

- Ex integrantes del Ente Público Administrador del Ingreso Ciudadano de la Niñez de la ciudad de Paraná manifiestan su apoyo al proyecto de Renta Básica presentado por el Convencional Schvartzman. (Expte. Nro. 1.241)

–A sus antecedentes (Expte. Nro. 310 que se encuentra en la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular)

- El Delegado Interforos Entrerriano, señor Ariel T. Kihn, remite proyecto de reforma referido a la creación de un espacio multiactoral denominado “Foro Cívico”. (Expte. Nro. 1.242)

- Las señoras Silvia Montaño y Lucía F. Grimalt remiten proyecto de reforma referido a los derechos de la infancia y de la adolescencia. (Expte. Nro. 1.249)

- El señor Félix P. Friggeri remite proyecto de reforma referido a los derechos de los pueblos originarios. (Expte. Nro. 1.263)

- La Asociación de Profesionales Universitarios de la Comunicación remite propuesta referida a la comunicación social. (Expte. Nro. 1.267)

- Los señores Alejandro J. Bulay y Gabriel Perdomo remiten proyecto de reforma referido a la inserción de la juventud en los distintos ámbitos políticos provinciales y municipales. (Expte. Nro. 1.269)

- Los señores Walter Cepellotti y Sergio G. Claucich remiten anteproyecto de reforma referido a la provisión de energía y a la promoción de la producción de energías renovables y no contaminantes. (Expte. Nro. 1.270)

- Las señoras Mónica Miletich y Elda Bernal remiten proyecto de reforma referido a que el Estado dispondrá a las familias de la logística necesaria para localizar al progenitor que se hubiese ausentado del seno familiar. (Expte. Nro. 1.271)

- Los señores Gabriel Perdomo y Alejandro J. Bulay remiten proyecto de reforma referido a los derechos de los jóvenes. (Expte. Nro. 1.273)

- La doctora Ivana V. María remite proyecto de reforma referido a los derechos de las personas con discapacidades. (Expte. Nro. 1.274)

- Los diputados provinciales Zacarías y Maier remiten proyecto de reforma referido a la creación de un Instituto de Participación Ciudadana que pueda plantear ante la Cámara de Diputados sus inquietudes. (Expte. Nro. 1.275)

- La Asociación Judicial de Entre Ríos remite proyecto de reforma referido a los Juzgados de Paz. (Expte. Nro. 1.276)

- La Asociación Judicial de Entre Ríos remite proyecto de reforma referido al Consejo de la Magistratura. (Expte. Nro. 1.277)

- La Asociación Judicial de Entre Ríos remite proyecto de reforma referido a los derechos de los trabajadores. (Expte. Nro. 1.278)

- La Asociación Judicial de Entre Ríos remite proyecto de reforma referido a los organismos de seguridad social. (Expte. Nro. 1.279)

- La Asociación Judicial de Entre Ríos remite proyecto de reforma referido al Ministerio Público. (Expte. Nro. 1.280)

- El señor J. Camilo Mubashir remite proyecto de reforma referido a la no reelección consecutiva de todos los cargos electivos. (Expte. Nro. 1.281)

- El señor Horacio A. Gaitán remite a proyecto de reforma referido a la acción de protección de datos. (Expte. Nro. 1.282)

- El señor Juan M. Ascúa remite proyecto de reforma elaborado por la Asociación de Magistrados y Funcionarios del Poder Judicial, referido a los Organismos de Control por parte del Foro de la Sociedad Civil. (Expte. Nro. 1.283)

–A la Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana.

- El Sindicato de Prensa de Entre Ríos remite aportes que avalan su posición respecto de la reforma del Artículo 17. (Expte. Nro. 1.285)

- El Sindicato de Prensa de Entre Ríos remite aportes fundamentales que avalan su posición respecto de la reforma del Artículo 17. (Expte. Nro. 1.286)

–A sus antecedentes (Exptes. Nros. 192 y 270)

- Fundavida remite para ser agregado a la anterior propuesta un somero análisis sobre los proyectos presentados por los señores constituyentes y la participación popular de las ONGs sobre los derechos de protección al medio ambiente. (Expte. Nro. 1.290)

–A sus antecedentes (Expte. Nro. 240)

- Los alumnos y organizadores de las Olimpíadas Virtuales año 2007 “Reforma de la Constitución Provincial”, remiten proyectos ganadores en la provincia y proyectos ganadores de los departamentos. (Expte. Nro. 981)

–A la Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana.
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DICTÁMENES COMISIÓN DE REDACCIÓN Y REVISIÓN
Moción de sobre tablas (Sanción Nro. 14 –Expte. Nro. 316–, Sanción Nro. 16 –Exptes. Nros. 214-375–, Sanción Nro. 19 –Exptes. Nros. 140-175-246-270-300-314–, Sanción Nro. 22 –Expte. Nro. 174–, Sanción Nro. 23 –Expte. Nro. 167–, Sanción Nro. 26 –Exptes. Nros. 177-308-387-
SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde el turno de las mociones de sobre tablas

Se encuentran reservados los dictámenes de la Comisión de Redacción y Revisión en las siguientes sanciones: Nro. 14, proyecto de reforma (Expte. Nro. 316) que modifica el Artículo 88; Nro. 16, proyectos de reforma (Exptes. Nros. 214 y 375) que agregan un texto al Artículo 99; Nro. 19, proyectos de reforma (Exptes. Nros. 140, 246, 175, 270, 300 y 314) que modifican el Artículo 12; Nro. 22, proyecto de reforma (Expte. Nro. 174) que modifica el inciso 17º del Artículo 81; Nro. 23, proyecto de reforma (Expte. Nro. 167) que modifica el Artículo 134 y Nro. 26, proyectos de reforma (Exptes. Nros. 387, 177 y 308) que modifican el Artículo 22.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Kunath.

SRA. KUNATH – Señor Presidente, solicito el tratamiento sobre tablas de los dictámenes mencionados.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar la moción formulada por la señora convencional Kunath. Se requieren los dos tercios de votos.

–La votación resulta afirmativa.
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ARTÍCULO 17. MODIFICACIÓN.

Dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión en la Sanción Nro. 29 de la Convención.

Moción de reconsideración (Exptes. Nros. 192 y 270)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Para la sanción Nro. 29, también reservada en Secretaría, la Comisión de Redacción y Revisión interesa una moción de reconsideración.

Tiene la palabra el señor convencional Carlín.

SR. CARLÍN – Señor Presidente, solicito que, de conformidad al Artículo 58º del Reglamento, se vote la moción de reconsideración propuesta por la Comisión de Redacción y Revisión, proponiendo que en caso de resultar afirmativa la votación, se trate como último punto del Orden del Día correspondiente al día de la fecha, manteniendo la unidad del debate y con versión taquigráfica.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Alasino.

SR. ALASINO – Señor Presidente: ¿El pedido del Presidente del bloque oficialista es que se trate como último punto del Orden del Día, después de lo los proyectos de reforma?

SR. PRESIDENTE (Busti) – Así es, señor convencional.

SR. ALASINO – Entonces, dejo reservada mi intervención para ese momento, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Así se hará, señor convencional.
Se va a votar la moción de reconsideración formulada por el señor convencional Carlín. De acuerdo al Artículo 58º del Reglamento, se requiere la mayoría absoluta del Cuerpo, es decir 23 votos.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Alasino.

SR. ALASINO – Señor Presidente, confirme mi voto negativo.

SR. PRESIDENTE (Busti) – ¿Quiere que votemos nominalmente?

SR. ALASINO – No, no, consígnelo nomás.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda consignado, señor convencional.

En consecuencia, de acuerdo a la moción aprobada, se va a tratar como último punto del Orden del Día el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión respecto de la Sanción Nro. 29 para la que se interesa una reconsideración.
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ARTÍCULO 135. INCISO 22º. SUPRESIÓN.
Dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.
Moción de sobre tablas (Expte. Nro. 178)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se encuentra reservado el dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, por unanimidad, en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 178– que suprime el inciso 22º del Artículo 135 de la Constitución provincial vigente.

Tiene la palabra el señor convencional Carlín.

SR. CARLÍN – Tratándose de un dictamen unánime de comisión, y conforme lo acordado en la Comisión de Labor, intereso su tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar la moción formulada por el señor convencional Carlín. Se requieren los dos tercios de votos, tal cual lo establece el Artículo 57º del Reglamento.
–La votación resulta afirmativa.
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PROYECTOS CON TEMAS CONEXOS. RECOMENDACIÓN DE DICTAMEN EN CONJUNTO

Moción de sobre tablas (Expte. Nro. 1.067)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se encuentra reservado el proyecto de resolución –Expte. Nro. 1.067– de la Comisión de Redacción y Revisión, proponiendo tratamiento y dictamen unificado en los proyectos conexos.

Tiene la palabra la señora convencional Kunath.

SRA. KUNATH – Señor Presidente, intereso su tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar la moción formulada por la señora convencional Kunath. Se requieren los dos tercios de votos, tal cual lo establece el Artículo 57º del Reglamento.
–La votación resulta afirmativa.

11

ARTÍCULO 88. MODIFICACIÓN.
Texto Constitucional en la Sanción Nro. 14 de la Convención.
Consideración (Expte. Nro. 316)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar los dictámenes sobre los que recayó tratamiento sobre tablas.

En primer término el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión proponiendo el texto constitucional en la sanción de la Convención en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 316– que modifica el Artículo 88 de la Constitución.

–El texto del dictamen de comisión es el siguiente.

Ref.: Proyecto de reforma Expte. Nro. 316

Honorable Convención:

La Comisión de Redacción y Revisión ha considerado la sanción Nº 14 C.R.R. efectuada por esa H. Convención, y por las razones que dará su miembro informante, aconseja la aprobación del siguiente texto constitucional con las siguientes modificaciones introducidas.

PROYECTO DE TEXTO CONSTITUCIONAL

ARTÍCULO1°: Modifícase el artículo 88 de la Constitución de 1933, el que quedará redactado de la siguiente forma:

ARTICULO 88.- Si el Poder Ejecutivo desechara en todo o en parte un proyecto de ley sancionado, vuelve con sus observaciones a la Legislatura, debiendo el presidente de la Asamblea pasarlo sin más trámite a las comisiones de ambas cámaras que tuvieron a su cargo el estudio del proyecto, las que constituidas en una sola comisión, deberán estudiar las observaciones del Poder Ejecutivo, debiendo expedirse dentro de un plazo no mayor de 10 días.

Transcurrido dicho término y aunque la comisión no se hubiere expedido, dentro de las 48 horas subsiguientes, las secretarías de ambas cámaras citarán para un término no mayor de 3 días a sesión plenaria de la Legislatura, la que deberá pronunciarse dentro de los 15 días a contar de la fecha establecida en la primera convocatoria. A este efecto regirán las disposiciones contenidas en el artículo 67.

Si la Asamblea no se expidiera dentro del plazo señalado, en caso de veto total se considera rechazado el proyecto y si el veto fuera parcial se tendrán por aprobadas las proposiciones del Poder Ejecutivo.

Si se insiste en la primera sanción por dos tercios de votos presentes, o se aceptan por mayoría absoluta de los presentes las observaciones del Poder Ejecutivo, el proyecto será comunicado a éste para su cumplimiento.

Las votaciones serán nominales y tanto los nombres de los sufragantes como los fundamentos que hayan expuesto y las observaciones del Poder Ejecutivo, se publicarán inmediatamente por la prensa.

En caso de veto total, no existiendo los dos tercios para la insistencia, el proyecto no podrá repetirse en las sesiones de aquel año.

El veto parcial no invalida el resto de la ley que podrá ser puesta en vigor en las partes no afectadas por el mismo siempre que su aprobación parcial no altere el espíritu ni la unidad del proyecto sancionado por la Legislatura.

A los efectos de este artículo y en el caso del artículo 86, se considerarán prorrogadas las sesiones por el término necesario para el pronunciamiento de la Legislatura.

Sala de Comisiones, 07 de mayo de 2008.

KUNATH – BAEZ – BARRANDEGUY – CARLÍN – CHIESA – FEDERIK – MÁRQUEZ – ROMERO – DE PAOLI – VILLAVERDE – DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO – MARTÍNEZ (Marciano) – ACEVEDO MIÑO.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra la señora convencional Kunath.

SRA. KUNATH – Brevemente, señor Presidente. En este dictamen traído hoy por la Comisión de Redacción y Revisión simplemente lo que se ha hecho, en base a este proyecto que ha tenido iniciativa en el Bloque de la Unión Cívica Radical, que ha sido dictaminado por la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, y ya sancionado por el pleno de la Convención, fue invertir el orden en el tercer párrafo de la frase, considerando que quedó ordenada para su lectura de mejor manera. Este párrafo dice: “Si la Asamblea no se expidiera dentro del plazo señalado en caso de veto total, se considera rechazado el proyecto. Y si el veto fuera parcial, se tendrán por aprobadas las proposiciones del Poder Ejecutivo”.

Esto es sencillamente, lo que hizo la Comisión de Redacción y Revisión. Por lo tanto solicitamos la aprobación de este dictamen.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Quiero hacer una moción, señor Presidente. Estando en posesión de cada uno de los señores convencionales la nómina de Asuntos Entrados, si hay asentimiento de parte de la Presidencia de la Comisión de Redacción y Revisión, solicito que se haga alusión a los seis dictámenes y se voten en conjunto, dado que todos tenemos conocimiento y no hay disidencias al respecto.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Esto requiere una consideración del plenario, porque no puede disponer la Presidencia que se voten los dictámenes de la Comisión de Redacción y Revisión en conjunto.

Tiene la palabra el señor convencional Alasino.

SR. ALASINO – Tratándose de textos constitucionales, a mí me parece una temeridad utilizar la metodología propuesta, con todo respeto por el señor Presidente del Bloque de la Unión Cívica Radical.

Me parece que cada uno tiene individualidad, debemos leerlos y debemos, por lo menos, atender seriamente lo que sancionamos e individualmente votarlos. Esa es nuestra posición, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Desde ya, señor Presidente, retiro la moción, habida cuenta de que en lo que a nosotros respecta y no constando disidencia y suponiendo el estudio al que hace alusión el señor convencional Alasino, es que estamos hoy sentados en esta Convención.

De todas maneras, retiro la moción y que se haga el procedimiento normal, insistiendo en lo que antes mencioné: no existe ningún tipo de disidencia en los dictámenes de comisión, y se supone el estudio previo de las cuestiones planteadas con anterioridad.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Retirada la moción, se va a votar en general y en particular, por signos, tal cual lo establece el Artículo 111º ya que es un dictamen por unanimidad. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. .

Pasa nuevamente a la Comisión de Redacción y Revisión, en reserva hasta la redacción del texto final.
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ARTÍCULO 99. INCORPORACIÓN DE TEXTO.
Texto Constitucional en la Sanción Nro. 16 de la Convención.

Consideración (Exptes. Nros. 214 y 375)

SR. PRESIDENTE (Busti) – En segundo término corresponde considerar el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión proponiendo el texto constitucional en la sanción de la Convención en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 214 y 375– que incorporan un texto al Artículo 99 de la Constitución.

–El texto del dictamen de comisión es el siguiente.

Ref.: Proyectos de reforma Exptes. Nros. 214 y 375

Honorable Convención:

La Comisión de Redacción y Revisión  ha considerado la sanción Nº 16 C.R.R. efectuada por esa H. Convención, y por las razones que dará su miembro informante, aconseja la aprobación del siguiente texto constitucional con las siguientes modificaciones introducidas.

PROYECTO DE TEXTO CONSTITUCIONAL

Artículo 1º: Agrégase al artículo 99 de la Constitución Provincial el siguiente texto:

Son causales para el enjuiciamiento político el mal desempeño o la incapacidad física o mental sobreviniente que evidencie falta de idoneidad para el cargo.
Sala de Comisiones, 07 de mayo de 2008.

KUNATH – BAEZ – BARRANDEGUY – CARLÍN – CHIESA – FEDERIK – MÁRQUEZ – ROMERO – VILLAVERDE – DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO – MARTÍNEZ (Marciano) – ACEVEDO MIÑO.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra la señora convencional Kunath.

SRA. KUNATH – Señor Presidente, se trata en este caso de un despacho de la Comisión de Redacción y Revisión, en base a dos proyectos del Bloque Justicialista, que justamente propiciaban introducir causales para el enjuiciamiento político.

Esto fue discutido en la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, dictaminado por unanimidad y sancionado por este pleno.
Sencillamente, lo que se hizo en la Comisión de Redacción y Revisión fue perfeccionar el texto, ya que la sanción de este pleno decía: “Son causales para el enjuiciamiento político el mal desempeño del cargo o la incapacidad física o mental sobreviniente que evidencie falta de idoneidad para el cargo.” Advirtiendo que se reiteraba la frase “para el cargo” se decidió sacar dicho giro al principio de la oración, quedando el texto propuesto como agregado para el actual Artículo 99 el siguiente: “Son causales para el enjuiciamiento político el mal desempeño o la incapacidad física o mental sobreviniente que evidencie falta de idoneidad para el cargo.”
Esta es la propuesta de la comisión, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si ningún otro señor convencional hace uso de la palabra, se va a votar en general y en particular, por signos, tal cual lo establece el Artículo 111º ya que es un dictamen por unanimidad. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. 

Pasa nuevamente a la Comisión de Redacción y Revisión, en reserva hasta la redacción del texto final.
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ARTÍCULO 12. MODIFICACIÓN.
Texto Constitucional en la Sanción Nro. 19 de la Convención.
Consideración (Exptes. Nro. 140, 175, 246, 270, 300 y 314)

SR. PRESIDENTE (Busti) – En tercer término corresponde considerar el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión proponiendo el texto constitucional en la sanción de la Convención en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 140, 246, 175, 270, 300 y 314– modificando el Artículo 12 de la Constitución.

–El texto del dictamen de comisión es el siguiente.

Ref.: Proyectos de reforma Exptes. Nros. 140, 175, 246, 270, 300 y 314.
Honorable Convención:

La Comisión de Redacción y Revisión ha considerado la sanción Nº 19 C.R.R. efectuada por esa H. Convención, y por las razones que dará su miembro informante, aconseja la aprobación del siguiente texto constitucional con las siguientes modificaciones introducidas.

PROYECTO DE TEXTO CONSTITUCIONAL

Artículo 12: Todos los habitantes son admisibles en los empleos públicos provinciales, municipales o de otros organismos en los que tenga participación el estado, sin más requisito que la idoneidad, sin perjuicio de las calidades especiales exigidas por esta Constitución. Sólo serán designados y ascendidos previo concurso que la asegure, en igualdad de oportunidades y sin discriminación.
En ningún caso, las razones étnicas, religiosas, ideológicas, políticas, gremiales, sexuales, económicas, sociales, fundadas en caracteres físicos o de cualquier otra índole, serán motivo para discriminar o segregar al aspirante.

La ley determinará las condiciones de concurso para los ingresos y ascensos y establecerá los funcionarios políticos sin estabilidad que podrán ser designados sin concurso. No podrán incluirse entre éstos los cargos de directores de hospitales y directores departamentales de escuelas.

Sala de Comisiones, 7 de Mayo de 2008.

KUNATH – BAEZ – BARRANDEGUY – CARLÍN – CHIESA – FEDERIK – MÁRQUEZ – ROMERO – DE PAOLI – VILLAVERDE – DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO – ACEVEDO MIÑO.
SR. PRESIDENTE (Busti) –  Tiene la palabra la señora convencional Kunath.
SRA. KUNATH – Señor Presidente, también sobre este punto se ha dado un riquísimo debate en la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, dado que también había numerosas iniciativas: una del Bloque Viva Entre Ríos; otra del señor convencional Acevedo Miño; otra de la Unión Cívica Radical; otra suya, señor Presidente; y otra de la señora convencional Pérez.

En la sesión de esta Convención donde fue aprobado este dictamen de la comisión, lo que hizo el señor convencional Barrandeguy fue ilustrarnos sobre cada uno de los aportes que se habían tomado de los diferentes proyectos, en el entendimiento de que se logró un texto consensuado que conformó justamente a todos los señores convencionales que habían presentado una iniciativa en este sentido.
Lo que ha hecho la Comisión de Redacción y Revisión fue corregir la redacción del primer párrafo, solamente para evitar la reiteración de la palabra “idoneidad”. El texto sancionado por el pleno decía: “Todos los habitantes son admisibles a los empleos públicos provinciales, municipales o de otros organismos en los que tenga participación el Estado, sin más requisito que la idoneidad, sin perjuicio de las calidades especiales exigidas por esta Constitución. Sólo serán designados y ascendidos previo concurso que asegure la idoneidad, la igualdad de oportunidades de los aspirantes y la no discriminación”.
Hasta aquí he leído parte del texto que fue sancionado por el pleno. Ahora me voy a permitir leer el texto completo propuesto por la Comisión de Redacción y Revisión: “Todos los habitantes son admisibles en los empleos públicos provinciales, municipales o de otros organismos en los que tenga participación el Estado, sin más requisito que la idoneidad, sin perjuicio de las calidades especiales exigidas por esta Constitución. Sólo serán designados y ascendidos previo concurso que la asegure, en igualdad de oportunidades y sin discriminación”. Hasta aquí el texto reformulado. El artículo continúa tal cual fue sancionado por el pleno: “En ningún caso, las razones étnicas, religiosas, ideológicas, políticas, gremiales, sexuales, económicas, sociales, fundadas en caracteres físicos o de cualquier otra índole, serán motivo para discriminar o segregar al aspirante.
“La ley determinará las condiciones de concurso para los ingresos y ascensos y establecerá los funcionarios políticos sin estabilidad que podrán ser designados sin concurso. No podrán incluirse entre éstos los cargos de directores de hospitales y directores departamentales de escuelas.”

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Schvartzman.

SR. SCHVARTZMAN – Tengo una pequeña duda gramatical, señor Presidente. Tal como está redactado, cuando dice: “... sin perjuicio de las calidades especiales exigidas por esta Constitución. Sólo serán designados y ascendidos previo concurso que la asegure...”, parece que está haciendo referencia a la Constitución y no a la idoneidad, que es lo que se quiso expresar. En virtud de la correcta redacción, sugeriría que en la primera frase se invirtiera el orden y se dijera primero: “sin perjuicio de las calidades especiales exigidas por esta Constitución” y luego: “sin más requisito que la idoneidad” punto. “Sólo serán designados y ascendidos previo concurso que la asegure...”

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora Presidenta de la comisión, convencional Kunath.

SRA. KUNATH – Fue justamente esta la modificación que se estableció en el seno de la Comisión de Redacción y Revisión. Nosotros vamos a insistir con el texto propuesto en nuestro dictamen.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Como este dictamen no está firmado por todos los miembros de la comisión...

SRA. ROMERO – Pido la palabra.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Romero.

SRA. ROMERO – Quiero aclarar, señor Presidente, que en la comisión tenemos la modalidad de escribir, después del texto constitucional propuesto, la lista de todos los miembros de la comisión para que firmen al lado los convencionales que estaban presentes el día que se emitió el dictamen. Este dictamen no fue firmado por todos los convencionales simplemente porque no estaban todos presentes.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si no se hace más uso de la palabra, se pasará a votar el dictamen. Si ningún señor convencional se opone, la votación se hará por signo.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión en general y en particular, por constar de un solo artículo.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa nuevamente a la Comisión de Redacción y Revisión en reserva hasta la redacción del texto definitivo.
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ARTÍCULO 81. INICISO 17º. MODIFICACIÓN.
Texto Constitucional en la Sanción Nro. 22 de la Convención.
Consideración (Expte. Nro. 174)

SR. SECRETARIO (Reviriego) – Corresponde considerar el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión proponiendo el texto constitucional en la sanción de la Convención en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 174– modificando el inciso 17º del Artículo 81 de la Constitución.

–El texto del dictamen de comisión es el siguiente.

Ref.: Proyecto de reforma Expte. Nro. 174

Honorable Convención:

La Comisión de Redacción y Revisión ha considerado la sanción Nº 22 C.R.R. efectuada por ésa H. Convención, y por las razones que dará su miembro informante, aconseja la aprobación del siguiente texto.

PROYECTO DE TEXTO CONSTITUCIONAL

Artículo 1º: Modifícase el artículo 81 inc. 17 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Conceder amnistías por infracciones establecidas en sus leyes”

Sala de Comisiones, 7 de Mayo de 2008

KUNATH – BAEZ – BARRANDEGUY – CARLÍN – CHIESA – FEDERIK – MÁRQUEZ – ROMERO – DE PAOLI – VILLAVERDE – DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO – MARTÍNEZ (Marciano) – ACEVEDO MIÑO.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra la convencional Kunath.

SR. KUNATH – Este dictamen se trata de un proyecto originado en el Bloque de la Unión Cívica Radical por el cual se interesa la modificación en el Artículo 81, esto es las atribuciones del Poder Legislativo, inciso 17º que en su actual redacción dice: “Conceder amnistía por delito de sedición en la Provincia”, justamente se trata de retirar de este texto lo de “delito de sedición”. Lo aprobado por el pleno dice: “Conceder amnistías por infracciones establecidas en sus leyes”, y lo que propone la Comisión de Redacción y Revisión es esta misma redacción.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar en general y en particular por constar de un solo artículo. De acuerdo con lo que establece el Artículo 111º del Reglamento, la votación se hará por signos.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa nuevamente a la Comisión de Redacción y Revisión, en reserva hasta la redacción del texto final.
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ARTÍCULO 134. MODIFICACIÓN.
Texto Constitucional en la Sanción Nro. 23 de la Convención.
Consideración (Expte. Nro. 167)

SR. SECRETARIO (Reviriego) – Corresponde considerar el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión proponiendo el texto constitucional en la sanción de la Convención en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 167– que modifica el Artículo 134 de la Constitución.

–El texto del dictamen de comisión es el siguiente.

Ref.: Proyecto de reforma Expte. Nro. 167

Honorable Convención:

La Comisión de Redacción y Revisión  ha considerado la sanción Nº 23 C.R.R. efectuada por esa H. Convención, y por las razones que dará su miembro informante, aconseja la aprobación del siguiente texto.

PROYECTO DE TEXTO CONSTITUCIONAL

Artículo 1º: Modifícase el artículo 134 el que quedará redactado de la siguiente forma: “El gobernador es el Jefe del Estado”.

Sala de Comisiones, 7 de mayo de 2008.

KUNATH – BAEZ – BARRANDEGUY – CARLÍN – CHIESA – FEDERIK – MÁRQUEZ – ROMERO – DE PAOLI – VILLAVERDE – DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO – MARTÍNEZ (Marciano) – ACEVEDO MIÑO.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra la convencional Kunath.

SRA. KUNATH – Esta sanción tuvo su origen en un proyecto de la Unión Cívica Radical, con dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo y Poder Judicial y Régimen Electoral, con idéntica sanción en el pleno e idéntico despacho de la Comisión de Redacción.
El actual Artículo 134 dice: “El gobernador es el jefe del Estado y comandante en jefe de las milicias de la provincia”. Se trata de suprimir la última parte del artículo quedando redactado de la siguiente manera: “El gobernador es el jefe del Estado”. Este es el dictamen, que no ha sido modificado respecto de lo que fue sancionado por el pleno.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Alasino.

SR. ALASINO – Esta observación ya la hice en su oportunidad en la comisión. El Gobernador es el jefe del Estado, es el jefe de gobierno y es el responsable político de la administración de la Provincia. Más allá de que esto se acepte o no, me parece que la norma es una tautología porque en realidad se la modifica por una cuestión histórica para sacar algo que es obvio. Lástima que habiendo tenido oportunidad de mejorarla y establecer con precisión cuáles son las características de los gobernadores actuales en los sistemas como los nuestros en donde la Jefatura de Estado está prácticamente seguida de la Jefatura de Gobierno –porque acá no hay primeros ministros ni gobiernos parlamentarios– esta modificación no se hizo. Me da la impresión de que se pudo mejorar en ese sentido, pero de todas maneras vamos a acompañar este dictamen.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar en general y en particular por constar de un solo artículo. De acuerdo con lo que establece el Artículo 111º del Reglamento, la votación se hará por signos.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa nuevamente a la Comisión de Redacción y Revisión, en reserva hasta la redacción del texto final.
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ARTÍCULO 22. MODIFICACIÓN.
Texto Constitucional en la Sanción Nro. 26 de la Convención.
Consideración (Exptes. Nros. 177, 308 y 387)

SR. SECRETARIO (Reviriego) – Corresponde considerar el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión proponiendo el texto constitucional en la sanción de la Convención en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 177, 308 y 387– que modifican el Artículo 22 de la Constitución.

–El texto del dictamen de comisión es el siguiente.

Ref.: Proyectos de reforma Exptes. Nros. 177, 308 y 387
Honorable Convención Constituyente:

La Comisión de Redacción y Revisión ha considerado la sanción Nº 26 C.R.R. efectuada por esa H. Convención, y por las razones que dará su miembro informante, aconseja la aprobación del siguiente texto.

PROYECTO DE TEXTO CONSTITUCIONAL

Modificar el artículo 22 de la Constitución Provincial que quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo 22: “No podrán ser empleados, funcionarios ni legisladores los deudores de la Provincia que, ejecutados legalmente, no hayan pagado sus deudas y los inhabilitados por sentencia”.

Sala de Comisiones, 12 de mayo de 2008.

KUNATH – BAEZ – BARRANDEGUY – CARLÍN – FEDERIK – MÁRQUEZ – ROMERO – DE PAOLI – DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra la señora convencional Kunath.

SRA. KUNATH – En este dictamen de los proyectos que fueron presentados por el convencional Allende y la convencional Pérez, también hay uno de la Unión Cívica Radical con dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo y Poder Judicial y Régimen Electoral y justamente se trata de quitar de este artículo la mención a los afectados por discapacidad física o mental y establecer esta nueva redacción.

En la Comisión de Redacción y Revisión, tomando como base lo que se había sancionado en el pleno, simplemente se corrigió su formulación cambiando las comas. La actual redacción que hoy traemos a consideración, es: “Artículo 22 – No podrán ser empleados, funcionarios ni legisladores los deudores de la Provincia que, ejecutados legalmente no hayan pagado sus deudas y los inhabilitados por sentencia." Esa es la única modificación que se propone desde la comisión.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar en general y particular, por constar de un solo artículo, como lo establece el Artículo 111º.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa nuevamente a la Comisión de Redacción y Revisión en reserva hasta la redacción del texto final.
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ARTÍCULO 135. INCISO 22º. SUPRESIÓN.
Dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.
Consideración (Expte. Nro. 178)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar el dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 178– por el que se suprime el inciso 22º del Artículo 135 de la Constitución.

–El texto del dictamen de comisión es el siguiente.

Ref.: Proyecto de reforma Expte. Nro. 178

Honorable Convención

Vuestra Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral ha estudiado el proyecto obrante en el expte. número 178 que contiene la propuesta formulada por los señores convencionales Fabián Dulio Rogel, Silvina Cepeda; Juan Carlos Arralde, Luis Agustín Brasesco, Griselda Liliana De Paoli, Clidia Alba Allende de López, Rubén Villaverde, Raúl Darío Guy y Jorge Daniel Monge; y por las razones que se exponen en la fundamentación adjunta y/o la que en vuestro seno dará el miembro informante, aconseja prestar aprobación al siguiente proyecto de reforma a la Constitución.

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: SUPRÍMASE el inciso 22 del artículo 135 de la Constitución Provincial.
Sala de la Comisión, 6 de mayo de 2008.

CARLÍN – ROGEL – REGGIARDO – KUNATH – FEDERIK – ROMERO – BARRANDEGUY – MONGE – ALASINO – ACEVEDO MIÑO.

PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra el convencional Carlín.

SR. CARLÍN – Señor Presidente, se trata de un dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, por el cual se recepciona favorablemente una propuesta de los convencionales de la Unión Cívica Radical, de derogar el inciso 22º del Artículo 135, que confiere al Gobernador de la Provincia la facultad para ordenar arrestos o detenciones con las limitaciones del Artículo 24.

Esta fórmula, señor Presidente, de nuestra Constitución vigente, reprodujo una disposición similar de la Carta Magna de 1883 y el inciso 21º del Artículo 179 de la Constitución de 1903.
Cabe aclarar que una disposición como la que estamos suprimiendo del texto constitucional, de todas las Cartas Magnas provinciales, hoy la tiene solamente la Constitución de la Provincia de San Juan, que en el Artículo 189 autoriza exclusivamente la detención por el término de dos días. La norma es segregable si se tiene en cuenta que los incisos 21º y 23º del propio Artículo 135 facultan al Poder Ejecutivo a prestar auxilio a los otros poderes del Estado y a las autoridades que lo soliciten para mantener la paz y el orden público; congruente con esto que establece una obligación asistencial de parte del Gobernador de la Provincia, lo que torna factible la supresión interesada, especialmente porque resulta muy saludable en un régimen democrático y republicano como el que estamos viviendo.
Señor Presidente: por este breve argumento, a lo que quiero adicionar los formulados por los propios autores del proyecto que lo sustentaron y que la comisión comparte, es que solicito la sanción de esta reforma constitucional por parte de esta Honorable Asamblea.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el convencional Rogel.

SR. ROGEL – Pido la palabra.

Señor Presidente: pediría, a los efectos de que se tenga una correcta precisión, que se agregue textualmente, me refiero al expediente número 178 a que ha hecho mención el Presidente de la comisión, los fundamentos que acompañan al proyecto, habida cuenta que allí se ha hecho una breve pero sustanciosa disquisición, en todo caso para arribar finalmente a lo que se propone, analizando lo que son las palabras arresto y detención como medidas asegurativas o como pena o sanción. De alguna manera están absolutamente allí, no explicadas, sino valoradas en función de lo que se quiso comprender que pudo haber sido la valoración exacta al momento de incorporarse este inciso en el Artículo 135 que estamos aquí proponiendo su derogación.
Está claro, de última conclusión de estos argumentos que proponemos se incluyan y que son parte de los fundamentos, que mantener el inciso 22º de este Artículo 135, señor Presidente, en el caso de interpretarse, por ejemplo, la facultad de arresto y detención en el sentido procesal, en los términos estaría posibilitando al Poder Ejecutivo, como lo dijimos en la comisión y bien ha hecho mención el Presidente de la misma, arrogarse arbitrariamente atribuciones, en este caso judiciales, que de ningún modo posee, en este caso, el Poder Ejecutivo. Y debe entenderse la otra disquisición que está absolutamente explicada en estos fundamentos, cual puede ser la de arresto o detención, en la acepción sustancial de los términos, sanción, pena o contravención, se estaría, en este caso, arrogando atribuciones propias del Poder Legislativo provincial: el de establecer sanciones, contravenciones penales no delegadas al gobierno nacional. Lo que resulta obviamente y manifiestamente violatorio de los principios –lo que también dijimos en la comisión– de las normas de raigambre constitucional.

Corresponde, señor Presidente, decir que del análisis comparativo también que se ha hecho aquí inclusive mención, la totalidad de las constituciones provinciales que rigen en el país, ninguna establece para el Poder Ejecutivo estas facultades. Voy a pedir una corrección, –excepto que esté equivocado o pude haber escuchado mal– como bien ha hecho mención el Presidente de la comisión, en la Constitución de San Juan, en el Artículo 189 –creí escuchar 89, para que quede bien en la versión taquigráfica– quien faculta ahí al Gobernador a ordenar arrestos “y detención hasta dos días” con la limitación de la Constitución y de las leyes vigentes, lo cual, señores convencionales, señor Presidente, más allá del carácter restrictivo por ponerle dos días, bajo ningún punto de vista merece las consideraciones del mantenimiento. Merece las mismas consideraciones por las cuales estamos sosteniendo la derogación.

En este sentido, señor Presidente, señores convencionales, además, creemos que para darle un justo tratamiento a los convencionales del 33, como creo que lo sostuvo, si mi memoria hasta ahora no me falla, el convencional Barrandeguy en una intervención en la comisión, el sentido tiene que ver con alguna de las normas que hemos venido modificando en este proceso de consolidación de la organización provincial y sobre algunas rémoras todavía que había. Seguramente los convencionales del 33 quisieron dejar esta facultad que hoy, como lo ha dicho el Presidente de la Comisión, y lo reafirmamos plenamente, exigiendo la necesidad de que las facultades del Poder Ejecutivo estén absolutamente conformes a lo que dispone nuestra Constitución Nacional, ni una más ni una menos. Y lo que conforma un estado de derecho en esta Provincia, corresponde la anulación de este inciso 22º del Artículo 135, a los efectos de que no exista ningún tipo de prerrogativa en tal sentido. Es cuanto puedo informar, señor Presidente.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Señor convencional, para que quede claro. Desde esta Presidencia podemos leer los fundamentos por Secretaría o insertarlos en el Diario de Sesiones.
SR. ROGEL – Se ha propuesto la inserción, señor Presidente. (*)
SR. PRESIDENTE (Busti) – Entonces se van a insertar en el Diario de Sesiones los fundamentos del proyecto.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Si ningún otro señor convencional hace uso de la palabra, se va a votar en general y en particular, por signos tal cual lo establece el Artículo 111º. Los que estén por la afirmativa, sírvanse expresarlo.
–La votación resulta afirmativa. 

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado y pasa a la Comisión de Redacción y Revisión.
18
PROYECTOS CON TEMAS CONEXOS. RECOMENDACIÓN DE DICTAMEN EN CONJUNTO.
Consideración (Expte. Nro. 1.067)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar el proyecto de resolución –Expte. Nro. 1.067– de la Comisión de Redacción y Revisión, proponiendo tratamiento unificado de temáticas.
–Se lee nuevamente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.
Tiene la palabra la señora convencional Kunath.
SRA. KUNATH – Este proyecto de resolución trata de una iniciativa que se dio en el seno de la Comisión de Redacción y Revisión, justamente a propuesta del señor convencional Villaverde, en el entendimiento de que adoptando esta metodología en cada una de las comisiones temáticas, se facilitaría el ordenamiento y el trabajo de las mismas. Es por ello que consideramos apropiado interesar la sanción de esta resolución a fin de ser informadas las diferentes comisiones temáticas.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Señor Presidente, el Bloque de la Unión Cívica Radical recibió con beneplácito esta resolución, que es una sugerencia, pero tiene que ver con lo que hemos venido conversando en la Comisión de Labor, a los efectos de que esto sea también un aporte para no tener que volver en algunos expedientes que sobre todo han sido presentados sobre el final, que abordan y que pueden enriquecer algunos proyectos. Así que, particularmente en algunas cuestiones como los órganos de control, nos parecía que este podía ser una temática interesante que se pudiera abordar.

Apoyamos plenamente esta resolución de la comisión y vemos con beneplácito que se pueda implementar en algunas comisiones.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto de resolución en general y en particular por signos tal como lo establece el Artículo 111º del Reglamento.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa a las comisiones permanentes de esta Convención.
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ARTÍCULO 17. MODIFICACIÓN.

Dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión en la Sanción Nro. 29 de la Convención.
Reconsideración (Exptes. Nros. 192 y 270)

SR. PRESIDENTE (Busti) – De acuerdo a lo aprobado oportunamente corresponde reconsiderar la Sanción Nro. 29 de la Comisión de Redacción y Revisión, recaída en los expedientes números 192 y 270.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Carlín.

SR. CARLÍN – Señor Presidente, en función de un despacho de la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías, Formas de Participación Popular, esta Convención sancionó, por unanimidad, en función de diversos proyectos que se habían presentado en el seno de esta Convención, una modificación al Artículo 17 de la Carta provincial.

Quiero señalar, señor Presidente, que más allá del texto que fue acuñado en la comisión respectiva y que por unanimidad fuera aprobado en el ámbito de esta Convención, hubo discursos –y eso lo debo decir como miembro de uno de los bloques que componen esta Asamblea– realmente excelentes del Presidente de la comisión, el doctor Raúl Enrique Barrandeguy, del doctor Julio Federik, del propio señor Presidente de la Convención, que bajó a la banca e hizo las explicaciones respectivas en la sesión del 30 de abril próximo pasado.

Y ahí, señor Presidente, se dejó muy en claro el criterio amplio, generoso, libertario que tenía esta Convención, sobre todo enarbolando muy alto el principio y el criterio de la libertad de prensa que está profundamente ligada con la pauta que también hemos impreso al derogar el jurado de imprenta mediante la supresión del Artículo 11 de la Constitución provincial.
Ello es así, señor Presidente, porque en la totalidad de las expresiones se notó en forma diáfana la posición destinada a reforzar las libertades públicas y entre ellas el criterio democrático, el pensamiento libertario con relación a la prensa que debemos mantener y que lo han enfatizado los miembros de la comisión.
¿Qué se quiso hacer, señor Presidente? Poner el dedo en la llaga respecto del funcionario que actuara irregularmente e imponiéndole mayor exigencia a los efectos que transparentara de una manera clara, de una manera indubitable su accionar prístino en el caso de que fuera denunciado o imputado formalmente, si se quiere, por un ilícito penal con motivo de sus funciones.
Sin embargo, señor Presidente, más allá de la posición que los 45 convencionales constituyentes tuvimos al levantar la mano y sufragar por la afirmativa en esta fórmula, hubo una interpretación que fue más allá del pensamiento de todos nosotros, que fue más allá del criterio que nosotros tuvimos al acuñar aquella fórmula reformatoria del viejo texto del 33 del Artículo 17, y se entendió que ello podría implicar un compromiso a la libertad de prensa. Eso, señor Presidente, nunca jamás estuvo en la cabeza de ninguno de nosotros; y si ello puede ser interpretado así y calificado en esos términos, es que se impone reconsiderar el texto a los efectos de reforzar esos criterios vinculados a la vigencia plena y a nuestra voluntad de hacer regir estos derechos fundamentales, de los cuales uno, que ocupa el lugar que le corresponde, es el vinculado a la libertad de expresión; y una de sus manifestaciones, es la libertad de prensa.
Me bastaría remitirme a los excelentes, a los brillantes conceptos y a la dialéctica utilizada por el convencional Barrandeguy, por el convencional Federik y por usted, señor Presidente, cuando se expresó desde la banca para dejar en claro cuál es la posición de nuestro bloque. Sin embargo, vamos a hacer algunas consideraciones porque creo, me siento orgulloso de eso, y hay que decirlo, que en esta Convención no se esté discutiendo cómo cercenar derechos, sino que se está revisando una norma a los efectos de asegurar más derechos y más libertad en la provincia de Entre Ríos, en la que estamos todos imbuidos, lo sentimos muy adentro y lo hemos aprendido hasta el fondo de nuestros corazones y de nuestro espíritu republicano, de nuestro espíritu democrático.
“Si la libertad de expresión constituye uno de los pilares esenciales de una sociedad democrática y una condición fundamental para su progreso y para el desarrollo personal de cada individuo, dicha libertad no sólo debe garantizarse en lo que respecta a la difusión de información o ideas que son recibidas favorablemente o consideradas como inofensivas o indiferentes, sino también en lo que toca a las que ofenden, resultan ingratas o perturban al Estado o a cualquier sector de la población; tales son las demandas del pluralismo, la tolerancia y el espíritu de apertura, sin las cuales no existe una sociedad democrática”.
Lo leí, señor Presidente, porque la expresión no es mía, corresponde nada más y nada menos que a la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso “Herrera Ulloa contra Costa Rica”, del año 2004, reproduciendo otras expresiones de la misma comisión en fallos anteriores. Y ha dicho también la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el mismo pronunciamiento, que: “Respecto de las limitaciones permisibles sobre la libertad de expresión hay que distinguir entre las restricciones que son aplicables cuando el objeto de la expresión se refiere a un particular y, por otro lado, cuando es una persona pública, como, por ejemplo, un político. Los límites de la crítica aceptables son por tanto respecto de un político más amplios que en el caso de un particular; a diferencia de este último, aquél, inevitable y concientemente, se abre a un riguroso escrutinio de todas sus palabras y hechos por parte de los periodistas y de la opinión pública y, en consecuencia, debe demostrar un mayor grado de tolerancia.” Y siguió diciendo la Corte Interamericana en el caso “Herrera Ulloa contra Costa Rica”: “La libertad de expresión y de información debe extenderse no sólo a la información de ideas favorables consideradas como inofensivas e indiferentes, sino también aquellas que ofendan, resulten chocantes o perturben.
Los límites de críticas aceptables son más amplios con respecto al Estado que en relación a un ciudadano privado e inclusive a un político. En un sistema democrático, las acciones u omisiones del Estado deben estar sujetas a un escrutinio riguroso, no sólo por parte de las autoridades legislativas y judiciales, sino también por parte de la prensa y de la opinión pública”.

“Esto no significa –dijo la Corte Interamericana– de modo alguno, que el honor de los funcionarios públicos o de las personas públicas no deba ser jurídicamente protegido, sino que éste debe serlo de manera acorde con los principios del pluralismo democrático.”
Señor Presidente, no podíamos desconocer y no desconocimos este criterio que nos viene no sólo de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, sino de una multiplicidad de sentencias de una Corte más antigua, la Corte Europea de Derechos Humanos. Esto se ha hecho muy en carne de cada uno de nosotros y por eso cuando levantamos en aquella oportunidad la mano, lo hicimos en la convicción de que no estábamos atacando, que no estábamos alterando, que no estábamos vulnerando las reglas de la democracia.
Pero es más, señor Presidente. Se encuentra ínsito en nuestro sistema republicano la facultad de los habitantes de censurar los actos de gobierno que se encuentren reprochables; y no puede cercenarse este derecho porque se considere que el cuestionamiento resulta ser duro, directo o agresivo; no son palabras mías, son las de nuestra Corte Suprema de Justicia en el caso “Kogan”.
No necesitaba decirlo, señor Presidente, decirlo –y lo reitero– porque bastaba la remisión a las contundentes expresiones que en aquella sesión del 30 de abril se vertieron. Pero sí sirven, para mostrar que ese espíritu que estuvo vigente entonces, está vigente ahora; que aquellos criterios que tuvimos en aquel momento, los tenemos en este momento; que aquellos principios que quisimos reivindicar por entonces, queremos reivindicarlos ahora; y que si la fórmula que hemos diseñado y que hemos aprobado en aquel momento puede ser objeto de alguna interpretación cercenatoria de la libertad de expresión, de la libertad de prensa, dentro de la provincia, creemos nosotros y cualquiera debe hacerlo, que mientras dure esta Convención, es el momento oportuno para revisar, tanto más cuando todavía no ha sido aprobado el despacho, por el doble giro que hemos impreso al trámite a través del Reglamento pudiendo aprobarse una revisión de la fórmula que hemos sancionado, a los efectos de evitar que pueda haber cualquier interpretación distinta a la que hemos generado en nuestra mente, en nuestro pensamiento, en nuestro criterio o en nuestra pluma, al establecer lo que hemos hecho, al redactar aquel artículo.
Por eso, señor Presidente, con el mismo espíritu con que se abrogó el Artículo 11, es que hoy venimos a pedir la revisión de aquella sanción que hemos efectuado. Quiero recordar, señor Presidente, que el Estado argentino tuvo una posición muy sólida en defensa de la libertad de prensa; y este tema que se vincula a la posibilidad del ataque, la posibilidad de ir por vía judicial en contra del autor, que a través de la prensa pudiera lesionar el honor de un funcionario, habría que recordar, señor Presidente, que ya el país tuvo una posición muy clara cuando derogó la figura del desacato a raíz del caso “Verbitsky” y con motivo de una admonición de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, porque en ese momento se impuso la derogación de la norma, que penaba nada más y nada menos que el ataque al honor del funcionario, con motivo u ocasión de sus funciones.
Pero hay más, señor Presidente. Hay algunos argumentos –a título personal, lo quiero decir– que ofrecen algunos obstáculos o, por lo menos, algún problema, al mantener la fórmula aprobada y que aconsejan, en el caso concreto, su revisión.
La falsa imputación de un delito, que sería lo que motivaría la posibilidad de querellar en contra del autor, es nada más y nada menos que el delito de calumnia (Artículo 109º del Código Penal). Se trata de un delito de instancia privada, que es sólo promovible por querella del ofendido, de acuerdo a lo que manda el Artículo 73º del ordenamiento penal. Puede el afectado renunciar a esta querella; renunciar a la posibilidad de acción; renunciar ya iniciada la acción, de conformidad a lo que dispone el Artículo 59º, Inciso 4º del Código Penal argentino; puede tenérselo por desistido; puede él mismo desistir dentro del proceso por calumnias a la acción que promoviera; puede perdonar al ofensor (Artículo 69º del Código Penal) y es divisible. Debe ser uno de los pocos delitos, si no el único, que es divisible en el sentido de que puede el agraviado iniciar acción, si fueran 4 autores, contra 1, contra 2 de ellos y exonerar al resto.
El Estado ha dejado en este tipo de delitos en manos del agraviado el ejercicio de la acción, que debe impulsarla el afectado durante todo el desarrollo del proceso. Juega entonces, señor Presidente, la voluntad exclusiva del ofendido, estando tan atenuado, pero tan atenuado el interés público que no interviene en este tipo de proceso el custodio del orden público, que es el Ministerio Fiscal. El Ministerio Fiscal no es parte de los procesos por delitos de acción privada. Es la víctima, señor Presidente, el que ejerce una especie de señorío sobre la acción y la pretensión punitiva con relación al supuesto autor de un delito de este tipo. Ello implica, al decir de un tratadista santafesino, Jorge Vázquez Rossi, que tiene una total pertenencia del conflicto. Le pertenece a él, al afectado y a nadie más que al afectado el conflicto. Ya el maestro Ricardo Núñez hace muchos años, enseñaba que ejercer la acción penal privada es un derecho personal del agraviado, sin perjuicio de que la acción también se puede trasmitir a su cónyuge y a sus sucesores ascendientes o descendientes en línea recta (Artículo 75º del Código Penal).
Es por eso que autores de hondo prestigio actual, Zaffaroni, Alagia, Slokar, hablan de obstáculos por el no ejercicio de esta acción por el propio afectado, por el propio damnificado, a la perseguibilidad penal, justamente al estar sujeta a que la víctima la lleve adelante.
Por eso, no se equivocó, señor Presidente, el Artículo 417º de nuestro Código Procesal Penal actualmente vigente, cuando habla del derecho de querella, ni nuestro querido amigo, el doctor Julio Federik, cuando al redactar el Código Procesal Penal, hoy Ley Nro. 9.754, en el Artículo 458º, habla del derecho a presentar querella.

Entonces, viene una pregunta que me hago como viejo abogado. ¿Puede una Provincia obligar al que se le dio el ejercicio personal a la perseguibilidad penal por calumnias, a ejercer el derecho –y vuelvo a repetir: el derecho– de querella?
Quiero señalar algo, señor Presidente, para cerrar estos conceptos que estoy vertiendo. Las Leyes Nros. 18.953 y 21.338 –¡execrables leyes de facto!–, habían establecido una modificación al Artículo 75º del Código Penal, disponiendo que la acción podía ser promovida tanto por el ofendido como por sus superiores jerárquicos, cuando las ofensas hubieran sido proferidas contra un funcionario, empleado público o un funcionario de las fuerzas armadas o de seguridad, a causa del ejercicio de sus funciones; y en ese caso la acción podía ser ejercida por orden de un superior jerárquico o por el titular de la máxima jerarquía del respectivo poder.

Esta ley ha sido derogada por la democracia. Simplemente la nombré, señor Presidente, pese a la repugnancia que me producen este tipo de leyes, para mostrar que en algún momento es la Nación, o sea, la que acuña el Código Penal, la que puede determinar o no, si puede existir obligación de ejercer oficiosamente ese tipo de acciones.
Todo ello trae aparejado, señor Presidente, un cono de penumbra, una situación nebulosa, respecto a la posibilidad de imponer de una manera tan agresiva –como nosotros lo habíamos hecho, con un fin tan loable, como es hacer más cristalino el ejercicio de la función pública– el imponer se ejercite el derecho de querella. Por eso me parece, señor Presidente, que no resulta conveniente mantener la fórmula que habíamos propuesto –que yo la he votado de buena gana y me hago cargo de mi responsabilidad–; y, en cambio, resulta saludable aceptar el criterio revisorio que se ha engendrado en la Comisión de Redacción y Revisión.
Yo quiero señalar algo, señor Presidente: no se discutió mucho –se debatió, sí, es cierto, pero no mucho– en la Comisión de Redacción y Revisión sobre la potestad de la misma, que no se la ha arriado, que no se la ha desdeñado, de poder proponer alternativas o textos distintos, porque en definitiva es esta Convención la que los está aprobando; pero se dijo que en un tema de esta envergadura sea la propia  Convención, sea la propia Asamblea la que decida, y para eso nada mejor y no hay comisión mejor que su constitución en Conferencia, que integramos la totalidad de los miembros de la Asamblea.
Por todo esto, señor Presidente, en nombre de nuestro bloque, voy a pedir al resto de los colegas que nos acompañen con la revisión de la medida que hemos propuesto y que ese sea el criterio que emerja de la Conferencia.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Señor convencional, ¿usted está proponiendo que la Convención se constituya en Conferencia, tal como lo prevé el Artículo 65º del Reglamento?

SR. CARLÍN – Sí, señor Presidente; en función de todos estos motivos pido la revisión del tema, y entendemos que la discusión más amplia, más generosa, se va a dar en la Convención constituida en Conferencia, de la cual emergerá la propuesta revisoria concreta.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Alasino.

SR. ALASINO – Señor Presidente, alguna vez fui Presidente de un bloque oficialista y tuve que hacer enormes esfuerzos para tratar de autoconvencerme de lo que decía; por eso comprendo la omisión del Presidente del bloque oficialista, y la necesidad de que el Presidente de la Convención lo encamine en la dirección que venía apuntando el oficialismo.

Quería hacer dos observaciones, y lo que quiero, señor Presidente, es que el oficialismo solidifique su posición, traiga argumentos, porque este es un tema que va terminar siendo muy grave. ¿Y por qué muy grave? Porque para mí vamos a utilizar una vía inapropiada; no sabemos cuál es el texto, aparentemente tienen uno, un texto que llevó cuatro o cinco sesiones en la comisión asesora y dos de la Comisión de Redacción y Revisión y, aparentemente, la Convención en Conferencia va a discutir un texto que no solamente corre el riesgo formal de estar mal, sino de no saber qué vamos a votar o qué vamos a votar de apuro para satisfacer o no, algún legítimo interés que se siente conculcado.
Señor Presidente, quiero hacer una observación meramente formal, me parece que el camino elegido es inapropiado porque las mociones de reconsideración –según lo tiene suficientemente estudiado el derecho parlamentario– tienen por objeto rever una sanción de la Convención; esto es cierto. Hay algo que se ha votado, que se ha resuelto, que en la misma sesión –y este es el meollo– decide reconsiderarse y se vuelve para atrás; o sea el tema está pendiente o está votado, pero la sesión no ha terminado entonces la moción de reconsideración es procedente. 
Pero este es un caso en que el proyecto está sancionado por la Convención y terminó la sesión; entonces introducirlo por la vía de la reconsideración, me parece una enormidad que corre el serio riesgo de que lo que se sancione –que no sabemos lo que es y no sabemos si vamos a estar de acuerdo– termine siendo alguna vez cuestionado judicialmente en su validez constitucional.
El otro tema formal, antes de entrar al meollo del asunto –porque el señor Presidente del bloque habló de las dos cosas o por lo menos de lo que votamos, de lo que estudiamos, de lo que discutimos– quiero hacer una consideración a la constitución de la Convención en comisión que en nuestro Reglamento le dicen “en Conferencia”, pero en realidad propiamente es “en comisión” y la Cámara en comisión abre la Conferencia, pero en nuestro Reglamento se llama de esa manera.
Digo esto, antes de seguir adelante, porque no sólo el Artículo 58º de nuestro Reglamento se refiere, sino que el Artículo 83º del Reglamento cuando dice y habla de la discusión, se remite al Artículo 58º y habla de “sancionado”, pero siempre está hablando de sancionado allí, en ese lugar, no en otro lugar. Es cierto que este mismo artículo establece que si se tratara de algún agregado que no rompe la forma ni la sustancia entonces es posible, pero esa es la única excepción, ahora lo que nos ocupa – que no sabemos cuál es su redacción final– es mucho más que una adición.
También quiero decir que tampoco por la vía del tratamiento sobre tablas se hubiera podido tratar porque es como que tenemos establecido –ya que hace falta unanimidad para tratar sobre tablas–, es decir, sin despacho, que es lo que de alguna manera habría que asimilar.
Lo que queda por decir es que esta decisión de constituir la Cámara en comisión también tiene una anormalidad reglamentaria, siempre está hablando de que la Cámara en comisión puede tratar un dictamen que tenga o no despacho pero ese dictamen no debe estar sancionado, como es este caso. No es posible abrir la Cámara y ponerla en comisión para tratar un proyecto sancionado, sí si hubiera tenido despacho o no hubiera tenido despacho y hubiera estado en tratamiento. Lo que digo, señor Presidente, y esto lo digo con toda honradez, es que me parece que hubiera sido mucho más conveniente, mucho más prolijo que la Comisión de Redacción y Revisión hubiera dicho “aconsejamos que esto vuelva a comisión y discutámoslo de nuevo e inclusive hagamos las aclaraciones del caso”.
Quiero hacer otra advertencia, señor Presidente, cuando nosotros tratamos este tema proponíamos que la Comisión de Redacción y Revisión tuviera las facultades de la Convención Nacional Constituyente del año 1994, pero como se la limitó a la redacción solamente formal se le quitó la posibilidad –que sí había en el 94– de sancionar cosas o corregir cosas.
Entonces nosotros vemos que por este sistema –al que hemos ponderado como bueno, el de la doble revisación o del doble control– le acotamos y le impedimos a la comisión que actúe como una comisión asesora. Es cierto. Esto no es asimilable al comportamiento de la Comisión de Redacción que tenía la Convención Nacional Constituyente de 1994.
Digo esto porque por allí se cometieron muchos errores y después se salvaron con algunos procedimientos –todo el mundo lo sabe, alguna vez lo puntualizó con toda precisión el doctor Brasesco–  que tuvimos que hacer para salvar las cosas que no se hicieron y otras que se omitieron. Pero ninguna de las decisiones tomadas fue impugnada por inconstitucional, por nadie del espectro político que era amplísimo y muy variado y en donde ningún bloque tenía una mayoría importante.
Por eso me parece que este mecanismo que ha elegido la Comisión de Redacción y Revisión –y que lo está proponiendo al pleno– es inapropiado. Nosotros sugeríamos lo contrario, que fuera la comisión quien aconsejara que se tratara el dictamen nuevamente en la comisión respectiva.
Pasando al tema formal, quiero hacer algunas observaciones al fondo de la cuestión que tampoco podemos hacerlas porque no sabemos de qué se trata lo que viene como propuesta o si hay alguna redacción estudiada para proponer.
Yo tengo salvada, señor Presidente, mi...

SR. PRESIDENTE (Busti) – ¿Le permite una interrupción a la convencional Romero?

SR. ALASINO – Sí, señor Presidente, con todo gusto.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la convencional Romero.

SRA. ROMERO – Señor Presidente: entiendo la preocupación del convencional Alasino porque ya la mencionó en la Comisión de Redacción y Revisión.
La Comisión de Redacción y Revisión tenía, como es su función, la posibilidad de modificar el texto, incluso en la propuesta de resolución que vino a este pleno y que ya se votó, en cuanto a la reconsideración, la misma comisión dice que de ninguna manera renuncia o declina a sus facultades en torno a revisar. Como lo expresó el Presidente de nuestro bloque, el convencional Carlín, el tema nos pareció de tal envergadura que valía que el pleno lo discutiera.
Quiero decir que la mayor comisión de esta Convención es el plenario. Las comisiones son solamente para estudio. El Artículo 58° que tiene una primera y segunda parte, establece que: “Es moción de reconsideración toda proposición que tenga por objeto rever una sanción de la Convención Constituyente, sea en general o en particular.” Es lo que acá ocurrió, está sancionado. ¿Qué pasa? En una segunda parte dice: “Las mociones de reconsideración sólo podrán formularse mientras el asunto se encuentre pendiente o en la sesión en que quede terminado.” Esa pendencia, señor Presidente, la comisión ha entendido que existe toda vez que fue a la comisión de segundo giro para venir al plenario.

También estamos proponiendo que se constituya conforme al Artículo 65° del Reglamento este plenario en comisión, es decir en Conferencia, manteniendo la unidad de debate a los efectos de que sea este pleno el que elabore luego de la Conferencia, luego del debate que se dé, un dictamen para someterlo a la votación, una vez que se pida por parte de algún señor o señora convencional que se cierre el debate.
Por otra parte, le quiero decir al convencional Alasino que si hubiera alguna preocupación de él que podemos llegar a compartir entorno a la interpretación del Reglamento, hay una artículo por el cual podemos salvar cualquier duda de interpretación que es el Artículo 133º, que dice que puede esta Convención, en este acto, en este plenario, “si ocurriere alguna duda sobre la inteligencia de alguno de los artículos de este Reglamento, deberá resolverse inmediatamente por una votación de la Convención Constituyente, previa la discusión correspondiente.”
Por lo tanto, esta duda que plantea el convencional Alasino, respecto a que si este plenario puede constituirse en comisión y revisar una sanción anterior, podríamos dejarla salvada, primero votando conforme el Artículo 133º esta interpretación del Reglamento que propone la Comisión de Redacción y Revisión y luego votar la constitución del plenario en Conferencia. Gracias, señor Presidente y señor convencional, por autorizarme la interrupción.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Convencional Alasino, antes de proseguir con el uso de la palabra, esta Presidencia, a instancias de las facultades ordenadoras que tiene, considera que el tema está bien encarado por el Artículo 58º porque dice: “Es moción de reconsideración toda proposición que tenga por objeto rever una sanción de la Convención Constituyente, sea en general o en particular”. Y luego especifica: “Las mociones de reconsideración sólo podrán formularse mientras el asunto se encuentre pendiente…”, nosotros entendemos que está pendiente porque está en el doble control que usted ha afirmado recién.
Sí, después de que usted termine en el uso de la palabra, tengo que poner en consideración la moción de la constitución de la Convención en Conferencia que será aprobada o no por el plenario. Pero continúe en el uso de la palabra, por favor.
SR. ALASINO – Gracias, señor Presidente y gracias a la señora convencional Romero, por los conceptos. Yo creo que no conmueve en nada lo que dice. Acá no es un tema de interpretar, es un tema de transgredir porque el Reglamento es claro. Se interpreta lo que está oscuro, se interpreta lo que en el sentido y el alcance de la ley no es claro. Pero acá es claro. Y lo que está establecido es que esta no es la vía para hacer esto porque además, para constituir a la Convención en comisión o en Conferencia, no tiene que estar aprobado. Y la tendencia, en los términos de nuestro Reglamento que es muy distinto a otros, no existe porque acá solamente hubiera sido tendencia si hubiera alguna decisión de cambio de la redacción formal.
Acá no se ni lo que van a cambiar. Entonces está absolutamente excedida la facultad. De todas maneras, me da la impresión, señor Presidente, que yo no comparto obviamente ni la posición de la Presidencia ni la del bloque oficialista, y me parece que el camino que se está eligiendo es un camino peligroso o por lo menos novedoso desde el punto de vista reglamentario y, más allá de la satisfacción que se le quiere dar a algún sector que se siente agredido por la norma que yo he suscrito y he votado, creo que alcanzaría con que se tomara conciencia y volviéramos a discutirlo inclusive, aclararlo hasta donde son los términos del alcance del artículo oportunamente propuesto y de los proyectos que fueron su fundamento.
De todas maneras, señor Presidente, dejo planteado y quiero hacer alguna breve observación, que el señor Presidente hizo, del tema de fondo. A mi no me asusta el tema de la libertad de prensa. Yo soy el que promoví la derogación del desacato en mi proyecto en el Senado de la Nación. Es cierto que no fue sino cumpliendo un compromiso de la iniciación de acciones de nuestro Presidente.

Entonces, nosotros hemos defendido la libertad de prensa y claramente la distinguimos de la libertad de empresa. Sabemos distinguir cuando hacen lobby, cuando informan, cuando una persona hace periodismo puro y cuando no, las sabemos a todas.
Creo, señor Presidente, que de lo que se trata acá es de hacer una norma que atienda o que mejore. Fíjese, señor Presidente, que nosotros, este bloque, de este artículo ninguno presentó proyectos. Para nosotros estaba bien como estaba. Nosotros pensábamos que había que dejarlo como estaba, ni tocarlo. ¿Por qué? Porque era una obligación que estaba allí que como no estaba de alguna manera reglamentada por la ley no era de alguna manera expeditiva y siempre daba la posibilidad a quien lo hacía, de hacerlo en su momento.

En las discusiones, lo dije acá en el recinto, me puse como ejemplo yo para no meter a nadie, dije “bueno, nosotros lo tenemos en contra al doctor Marciano Martínez en un sentido, no en otro”, pero lo fundamental que nos parecía acá en la norma era que cada uno de nosotros, que alguna vez es imputado en algún delito, cuando termina el delito tiene que querellarlo al que lo injurió, cuando termina la investigación.

A mi me dijeron en la Comisión de Control del Estado o de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular que era una cuestión medio jurídica que se suspendía, que se subsumía. No, no. Acá la cosa es clara. A usted lo denuncian, usted va, lo absuelven o lo sobreseen y usted lo acciona judicialmente o lo querella. Este es el camino a cualquiera, al que lo dijo, particular o medio periodístico. Entonces, si uno quiere, va en la conciencia de uno adonde orienta.

Entonces, nos da la impresión, señor Presidente, que por todos los argumentos que hicieron, esto no atenta contra nadie. Además lo dije en la comisión, que los autores de los dos proyectos que había, eran de indubitable origen democrático; y ni hablar que la libertad de expresión o de prensa hayan sido un norte en la vida de los dueños de los dos proyectos, entonces ¿qué miedo teníamos?
Es cierto que en algunas ocasiones nosotros tuvimos objeciones procesales, se discutió. Pero me da la impresión, señor Presidente, que este artículo, merece ser discutido nuevamente en comisión y no correr el riesgo, –no sé, a lo mejor es una muy buena redacción la que nos van a proponer– de acá, de apuro, sin tener y sin saber bien y precisar la cosa, votemos una norma que evidentemente había merecido el estudio de un mes en la comisión que preside el convencional Barrandeguy y de dos sesiones en la Comisión de Redacción y Revisión, es decir, no era menor.
Y esto, que ha sido el estudio medular, juicioso, tal vez lo vamos a hacer en una o dos horas. Entonces, desde el punto de vista formal y desde el punto de vista sustancial, me parece que el camino que ha elegido el bloque oficialista no es el apropiado.
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CONSTITUCIÓN DE LA CONVENCIÓN EN CONFERENCIA

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración la propuesta del señor convencional Carlín de constituir la Convención en Conferencia, de acuerdo al Artículo 65º, para lo cual se requiere la mayoría absoluta de los votos, o sea 23 votos. Se va a votar por orden alfabético.

Tiene la palabra el señor convencional Carlín.

SR. CARLÍN – Señor Presidente, para evitar una doble o triple votación, le sugeriría que se ponga a votación completa la propuesta que digo, en el sentido de constituir la Convención en Conferencia, con unidad de debate y con versión taquigráfica.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Primero se va a votar la moción de constituir la Convención en Conferencia, con versión taquigráfica y con unidad de debate, que es el Artículo 65º del Reglamento de la Convención Constituyente.

Por Secretaría se tomará votación por orden alfabético.

–Votan por la afirmativa los señores convencionales: Acevedo Miño, Acharta, Allende (Clidia), Allende (José), Almada, Arralde, Baez, Barrandeguy, Brasesco, Calza, Caramelle, Carlín, Cepeda, Chiesa, Cresto, De la Cruz de Zabal, De Paoli, Díaz (Carlos), Díaz (Gustavo), Federik, Gastaldi, Gianfelici, Guy, Haiek, Heyde, Kunath, Márquez, Martínez (Guillermo), Martínez (Marciano), Monge, Motta, Pérez, Reggiardo, Rogel, Romero, Salomón, Schoenfeld, Schvartzman, Taleb, Villaverde, Zabala, y el señor Presidente.

–Votan por la negativa los señores convencionales: Alasino, Pasqualini y Pesuto.

SR. SECRETARIO (Reviriego) – Informo, señor Presidente, que han votado por la afirmativa 42 señores convencionales y tres lo han hecho por la negativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Resulta afirmativa, con la mayoría requerida en el Artículo 65º del Reglamento, y queda abierta la Conferencia.

Tiene la palabra la señora convencional Romero.

SRA. ROMERO – Señor Presidente, el Presidente de nuestro bloque ha expresado las razones medulares por las cuales consideramos en su momento en la Comisión de Redacción y Revisión pedir que este plenario se constituya en comisión y revise el dictamen producido respecto del Artículo 17 de nuestra Constitución Provincial.

Esta Convención actúa e interactúa con un vínculo muy estrecho con la sociedad. Tenemos muchísimos proyectos que vienen de las distintas entidades, organizaciones intermedias, organizaciones no gubernamentales, escuchamos a la sociedad, recepcionamos sus inquietudes. Y esto, no más que esto, ocurrió luego de la sanción del Artículo 17 tal cual quedó y que hoy queremos revisar.
¿Cuál fue el objetivo de la disposición constitucional que propiciamos en aquella sesión? Pues, fue perfeccionar el actual texto del Artículo 17, inclusive los autores de proyectos, en especial usted, señor Presidente, mencionó al convencional Medina del 33, que muchos años después de sancionada la Constitución, analizó que era de escasa o nula aplicación la disposición del Artículo 17.
Cuando la ley que convocó a esta Convención autorizó la revisión del Artículo 17, solamente lo hizo para poder modificar una parte del mismo, precisamente la parte en torno a las formas que debe adquirir esa obligación de querellar o acusar para vindicarse. Lamentablemente, esta Convención no está en condiciones de revisar íntegro el Artículo 17, porque quizás esa alternativa hubiera propiciado que analizáramos el tema de este artículo dentro de los temas vinculados con las normas de ética pública, para las cuales esta Convención sí está autorizada para modificar, intervenir y crear nuevas normas. Pero solamente podemos vincular una reforma con esa obligación y con el alcance de la obligación de querellar para vindicarse, no podemos tocar toda la parte del artículo que llega hasta esa obligación del funcionario o empleado bajo pena de destitución.
Reitero que la intención de los convencionales y de esta Convención cuando sancionó el texto que hoy venimos a revisar, fue enfatizar en una norma que entendimos de ética pública y obligar a los funcionarios que, no en defensa de su honor o de su prestigio, sino en defensa de la institución, del cargo, del lugar que ocupa en el Estado, prontamente se presente a la justicia y rebata con sus argumentos aquella acusación que considere injusta. Pues era una obligación que en la Constitución no tenía plazo, que no tenía modalidad, que no tenía ninguna especificación o énfasis en cuanto a cómo se debía hacer; y se propuso a la Convención una modificación incorporando un plazo y una extensión o una interpretación de este beneficio de la justicia gratuita, que hoy contiene el actual Artículo 17 de la Constitución de 1933.
El texto sancionado tuvo en la sociedad una repercusión distinta a la querida por nosotros, sin tener en cuenta que los convencionales miramos las disposiciones de ética pública cuando sancionamos ese texto. Tuvo una interpretación vinculada con el amordazamiento a la prensa, a la libertad de expresión. Ello está por demás alejado de la intención en este debate, porque inclusive, tanto los miembros informantes de cada bancada como los distintos bloques que expusieron, reitero lo que aquí ya se ha dicho, en el debate propusieron un texto en forma unánime, no hubo votos en contra en aquella disposición que pretendíamos incorporar, pero como esta Convención actúa con la sociedad, escucha a la sociedad, hemos recibido las inquietudes del Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS), hemos recibido las inquietudes de ADEPA, hemos recibido las inquietudes de hombres y mujeres de la prensa, hemos escuchado la opinión de ciudadanos y ciudadanas en torno a cuál era la interpretación o sería en el futuro. Y como la interpretación que finalmente se le iba a dar a ese texto, no era solamente la que nosotros como convencionales quisiéramos, sino la que puedan dar los tribunales hacia el futuro, nos pareció muy adecuado revisar aquel texto y venir a este nuevo debate constituyendo la Convención en una gran comisión, para proponer una modificación sobre el mismo. Facultad que absolutamente reivindicamos, tiene la Comisión de Redacción y Revisión, pero por la envergadura del tema, por el tipo de tema, porque todos los señores y señoras convencionales podían querer expresarse acerca del tema, nos pareció más conveniente dar este debate.
El señor convencional Carlín ya mencionó que es dudosa la facultad provincial de obligar a un funcionario o empleado público, a quien se impute delito cometido en el desempeño de sus funciones, a acusar para vindicarse, lo que no es otra cosa que promover una querella por el delito de calumnia. Pero no podemos ingresar a la modificación de esa parte que es pétrea, que debe mantenerse incólume, porque no estamos autorizados, porque esta es una reforma parcial y no estamos autorizados a tocar esa primera parte del Artículo 17.
¿Qué inconvenientes traían los párrafos referidos a la gratuidad y a los plazos para ejercer la acción? Bueno, los he dicho, los he interpretado, hemos escuchado a la sociedad y tenía inconvenientes en cuanto a su aplicación. Vamos a proponer desde nuestro bloque que no mencionemos más un plazo, que omitamos el beneficio de la justicia gratuita; párrafos sobre los que sí entendemos podemos modificar, podemos ejercer nuestro derecho a modificarlos, porque estamos autorizados, precisamente, a revisar ese procedimiento que tiene que tener la querella o la acusación para vindicarse, que prevé la Constitución.
Hemos evaluado en la Comisión de Redacción y Revisión tres posibilidades: una posibilidad es la de mantener el Artículo 17 de la Constitución de Entre Ríos, tal como los constituyentes del 33 lo pusieron; otra de las posibilidades es la que propuso el señor convencional Busti –en el debate que se dio en la comisión– que es la de dejar la primera parte del Artículo 17 y agregarle que “una ley reglamentará el proceso respectivo”; y otra de las posibilidades, es la que venimos a traer, que combina o mixtura estos dos criterios, que es dejando vigente la primera parte del Artículo 17 hasta “bajo pena de destitución” y digamos seguidamente que “La ley reglamentará el proceso respectivo”.

Concretamente, señor Presidente, señores y señoras convencionales, la propuesta de nuestro bloque es el siguiente texto: “El funcionario o empleado público a quien se impute delito cometido en el desempeño de sus funciones, está obligado a acusar para vindicarse, bajo pena de destitución. La ley reglamentará el proceso respectivo”. Entendemos que esta Convención puede eliminar el párrafo de “la justicia gratuita” y a pesar de que hemos debatido en la comisión, hemos debatido en nuestro bloque la posibilidad de eliminar la expresión “bajo pena de destitución”, entendemos que forma parte de lo que es pétreo, entendemos que forma parte de lo que no podemos modificar, conforme la ley que autoriza esta reforma.
Y hemos preferido dejar ese párrafo vigente en función de no generar un debate en torno a que estemos extralimitándonos en las facultades de reformar.
Quiero reiterar, por último, señor Presidente, que esta Convención va a incorporar y ya lo ha hecho, expresas disposiciones vinculadas a las normas de ética pública. Lamentablemente, no podemos ingresar en la discusión total del Artículo 17 como hubiéramos querido, luego de todas las opiniones que hemos escuchado. Fue muy rico el intercambio que se dio luego de la sanción por esta Convención del anterior dictamen, pero se hace lo que la ley nos autoriza. Esta Convención es una convención convocada para una reforma parcial, debemos respetar la ley de convocatoria y debemos atenernos a la parte del Artículo 17 que podemos modificar.
Por eso quiero dejar planteado que, por las razones que he dado, que ha dado nuestro miembro informante y que seguramente van a dar muchos señores y señoras convencionales en este recinto, es que entendemos que el texto que traemos como propuesta es el que se adecua a las observaciones realizadas y respeta las facultades que esta Convención tiene.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Antes de darle la palabra al señor convencional Alasino, concretamente, ¿el texto propuesto es el siguiente?: “El funcionario o empleado público a quien se impute delito cometido en el desempeño de sus funciones, está obligado a acusar para vindicarse bajo pena de destitución. La ley reglamentará el proceso respectivo.”

SRA. ROMERO – Es así, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Alasino.
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CUARTO INTERMEDIO

SR. ALASINO – Decía, señor Presidente, que tal vez sería conveniente que nos distribuyan a cada uno de los bloques una copia del proyecto, para que podamos verlo, para que podamos –aunque sean cinco minutos– analizarlo. Si es procedente, tal vez podríamos hacer un cuarto intermedio muy breve, a ver si podemos acordarlo...

SR. PRESIDENTE (Busti) – La moción sería pasar a un cuarto intermedio de cinco minutos...

SR. ALASINO – …y que nos acerquen una copia del proyecto.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar la moción formulada por el señor convencional Alasino.
–La votación resulta afirmativa.

–Son las 19.37.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Pasamos a cuarto intermedio.

–A las 20.01, dice el:
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REANUDACIÓN DE LA CONVENCIÓN CONFERENCIA

SR. PRESIDENTE (Busti) – Solicito a los señores convencionales a ocupar sus bancas para dar continuar con la Conferencia.

Tiene la palabra el señor convencional Schvartzman.

SR. SCHVARTZMAN – Señor Presidente, quería hacer algunas consideraciones para realizar una moción concreta respecto de este debate. Por un lado hacer la observación que en el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión cuando se informa que se resuelve interesar la moción de reconsideración se hace mención precisamente al expediente número 192, que en realidad no era el que planteaba la modificación del Artículo 17 y se omitió hacer referencia al expediente número 270 que en realidad es el que había sugerido la modificación.

SR. PRESIDENTE (Busti) – No, están los dos, el 270 también está.

SR. SCHVARTZMAN – No, señor Presidente, no está mencionado en el dictamen de la comisión…

SR. PRESIDENTE (Busti) – Cuando mencioné el listado de la reconsideración que de acuerdo a lo aprobado oportunamente corresponde reconsiderar la sesión número 29 recaída en los expedientes números 192 y 270.

SR. SCHVARTZMAN – Correcto, señor Presidente, es para que quede claro con respecto al texto del dictamen.

Respecto del tema de fondo que ha motivado esta disposición de la Convención en Conferencia, yo quería precisar dos aspectos que me parece importante diferenciar con claridad en esta decisión de revisar, de dar marcha atrás este artículo que había modificado la Convención.
Estos dos aspectos remiten a cuestiones bien distintas; y en carácter de integrante de un bloque político que toma posiciones en algunos casos como debe suceder en todos los bloques que forman parte de esta Convención, tras arduas discusiones, y en muchos casos apasionadas y apasionantes también, por qué no decirlo, no puedo dejar de hacer referencia.

El primer aspecto es el que se centra específicamente en las modificaciones introducidas al Artículo 17, y que motivó debates que nosotros atribuimos a dificultades interpretativas, y las atribuimos a confusiones de esa índole para no entrar en otras consideraciones porque, con franqueza, creemos que hay dos extremos de ingenuidad en política: uno, el de aquellos que imaginan que todo lo que sucede es producto de una conspiración, y el otro, quizás el de aquellos que creen que nunca nadie conspira.
El segundo aspecto se centra en la otra modificación del Artículo 17, que fue la que se introdujo por iniciativa de nuestro bloque, modificación sobre la que no se ha dicho nada hasta el momento, pero que sin embargo temíamos que corriera el riesgo de que se dejara de lado al volver la Convención a revisar esta decisión.
El párrafo al que hacemos mención dice literalmente: “El funcionario o empleado público sobre quien recayera condena penal firme por delito cometido contra la Administración, será apartado del cargo en forma inmediata”. Como se puede apreciar, este texto que fue aprobado por unanimidad primero en la comisión y luego en el plenario, y que no recibió objeción alguna a excepción del agregado de la palabra “Pública”, luego de la expresión “contra la Administración”, para precisar exactamente su significado; como se puede apreciar, decía, este texto no tiene vinculación de ningún tipo con la controversia originada por la supuesta afectación de la liberta de prensa.

Retomando el primer aspecto y tratando de ser lo más breve posible, debemos preguntarnos cuál es el eje de este Artículo 17, pese a que en la sesión anterior en la que se aprobó por unanimidad se hicieron muchas referencias a éste. Indudablemente el eje es la ética pública, sin embargo, por alguna razón este eje se desplazó por una aparente colisión con la libertad de prensa que, sin embargo, es garantizada por la propia Constitución y que no sé si es necesario reiterarlo, pero que en esta misma Convención reformadora ha interesado a los distintos bloques al punto de que todos ellos poseen iniciativas que pretenden, precisamente, garantizar el imperio de la libertad de prensa en toda su extensión imaginable en la provincia de Entre Ríos, la libertad de expresión, de la posibilidad de los trabajadores de prensa –incluso en algunos de los proyectos– hasta de tener una cláusula de conciencia que impida que se produzca lo que hace mención una de las notas recibidas en el seno de la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, que daba cuenta, precisamente, de una situación que según el propio Sindicato de Prensa es normal con los trabajadores de ese ámbito.
El bloque que integro, del Partido Socialista y de la Coalición Cívica, es autor de por lo menos cuatro proyectos que tienen vinculación con este tema, con la necesidad de garantizar en todos sus aspectos la libertad de expresión. Por eso es prácticamente inexcusable remitirnos a lo que ya habíamos presentado en representación de este bloque en la pasada sesión plenaria en la que se aprobó esta modificación, en el sentido de que en el proyecto que nosotros habíamos presentado, que lleva el número de expediente 192, originalmente no preveíamos modificación alguna al Artículo 17 en el primer párrafo. “Fue la otra iniciativa y el debate (...) lo que nos hizo ver la importancia de establecer ese alcance en un plazo temporal”, decíamos en esa sesión, y también señalábamos que entendíamos –y seguimos entendiendo– que la nueva formulación “contribuye y apunta con mucha claridad a preservar la transparencia y la absoluta honestidad de los funcionarios y de los empleados públicos en el seno del Estado entrerriano, que es lo que sin lugar a dudas interpretamos que pretende proteger este Artículo 17, que es mucho más que la honra y el buen nombre del funcionario que está protegido al mismo tiempo por otros artículos y otras cláusulas de nuestra Constitución provincial”.
Lo señalamos así porque realmente entendimos que el objeto de la reforma era proteger la administración del Estado entrerriano, evitar que en la administración del Estado entrerriano pueda haber un funcionario o un empleado que ha recibido una acusación concreta, de una imputación de un hecho que configura un delito y que siga dentro de la Administración como si nada hubiera pasado.
Para ser totalmente fieles a lo que dijimos, también expresamos en esa misma sesión que en ocasiones, en demasiadas ocasiones, la dirigencia política dirime algunas de sus diferencias a través del sostenimiento de voceros, a los que los periodistas y comunicadores más responsables se resisten a reconocer como pares, pero que suelen estar al frente de medios de comunicación.
En otras palabras, seguimos pensando que la formulación aprobada del Artículo 17 no sólo no afectaba en absoluto la libertad de prensa, sino que proponía una garantía de administración transparente; y en todo caso y bien leído, los que debían preocuparse eran los funcionarios corruptos y los periodistas deshonestos. El replanteo que se propone hoy, vuelve al viejo Artículo 17 es decir, a la misma formulación que en nuestro propio proyecto habíamos sugerido, que, salvo criterio diferente de un juez, seguirá siendo un texto lírico, letra muerta cuya aplicación o exigibilidad quedará librada a la acción concreta del algún ciudadano, de alguna persona que se considere damnificada; o simplemente seguirá siendo un texto lírico que no sea de utilidad práctica en la provincia de Entre Ríos.
Nosotros hemos visto con asombro en estos días mostrarse muy preocupados por este tema a sectores de los medios de comunicación, a sectores cuya conmoción es difícil de entender, porque en verdad nadie los va a acusar en virtud del Artículo 17 y en algunos casos puntuales, nadie los va a acusar porque el Artículo 17 no pena ni la obsecuencia ni la funcionalidad.
Vimos también, titulares catastróficos hablando de ley mordaza, de ataque a la libertad de prensa; afirmaciones de una organización muy respetada en donde se asegura, se insinúa, mejor dicho, que el proyecto en cuestión –y abro comillas aquí– “...estaría fomentando la persecución penal contra quienes criticaran públicamente por cualquier medio a los funcionarios, lo que puede constituir una restricción ilegítima a la libre circulación de opiniones e ideas…”. Cierro comillas. Reitero la persecución penal contra quienes criticaran por cualquier medio a los funcionarios. La verdad es que el condicional utilizado por el CELS no puede ocluir el hecho de que el artículo no habla de cuestionar, ni de criticar, sino de imputar formalmente delito.
A mí, en lo personal, me resulta francamente incomprensible por qué vía se confunden ambas cuestiones. Hemos visto, apenas unos días después que algunos de los mismos que hablaban de mordaza o de ataque a la prensa, mostraban una mesura mayor, mucho más razonable, planteando “una preocupación motivada en la inclusión de un artículo, que según nuestra forma de ver complica la actividad, el trabajo de los periodistas y de alguna manera coarta la libertad de prensa”. Ya no había una acusación directa de que esta Convención quería ponerles una mordaza en la boca a todos los periodistas de esta Provincia.
Nosotros, en representación de nuestro bloque, los dos convencionales de la Coalición Cívica y el Partido Socialista que integramos la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, la señora convencional Haiek y quien les habla, firmamos una carta elaborada, no por nuestro bloque y tampoco siquiera por el bloque oficialista que fue el autor de esta iniciativa, sino por los señores convencionales de la Unión Cívica Radical, una carta pensada para responder algunos de los cuestionamientos recibidos por este tema. Es decir, una carta que sostenía la redacción aprobada; la verdad es que ahora tiene poco sentido, haber firmado y enviado esa nota para luego replantear lo que votó este Cuerpo. Pero debo decir, y en ese sentido coincido con algunas de las intervenciones que ya se dieron en torno de este tema en esta Convención, que si hubiéramos tenido la más lejana percepción de que se estaba afectando la libertad de prensa, hubiéramos sido los primeros en poner la advertencia, en oponernos a avanzar en ese dictamen.

Y hay que decir también que las objeciones que hubo en la sesión, en donde no hubo ningún voto en contra, no tuvieron absolutamente nada que ver con la posibilidad de que se pudiera interpretar como un ataque a la prensa.
El convencional Alasino sugirió que habría que hacer docencia para intentar explicar públicamente esta aprobación en los medios, y cito textualmente: “...porque nos va a traer muchos problemas, no problemas, pero sí noticias en los diarios...” Y esta observación casi profética no tenía que ver con que alguien pudiera interpretar que se estaba violentando la libertad de expresión, sino con otro aspecto, indudablemente irritante para muchos ciudadanos, que tiene que ver precisamente con la cuestión del proceso gratuito, con la posibilidad de que a los funcionarios o empleados públicos obligados a acusar para vindicarse, se les cubrieran los costos del proceso. Con eso tenía que ver la objeción que hacía el convencional mencionado.
Por su parte, las objeciones que presentó el convencional Marciano Martínez tenían que ver con cuestiones vinculadas al principio de inocencia y, precisamente, a la posibilidad de desamparo de un empleado público que fuera acusado de este delito, y que en virtud de este artículo fuera obligado a desarrollar una acción judicial. Tampoco tenían que ver con la posibilidad de que alguien interpretara esto, que creo que ha sacudido a quienes integramos este Cuerpo, como un supuesto ataque, como una supuesta agresión a la libertad de prensa por parte de la Convención.
La verdad es que llama la atención –lo digo sin ningún ánimo irónico; al contrario, lo digo como reconocimiento– que un bloque que cuenta entre sus filas con algunos de los más distinguidos penalistas de la provincia de Entre Ríos, y disculpen si alguno cree que estoy exagerando, no haya percibido antes este ataque a la libertad de expresión, de prensa y demás.
Personalmente, me siento hasta tentado a citar a Umberto Eco cuando dice que si bien la función del periodismo “...es ciertamente la de controlar y criticar a los otros poderes tradicionales, pero puede hacerlo en un país libre, porque su crítica no tiene funciones represivas: los medios pueden influir en la vida política del país solamente creando opinión.” Pero dice Eco que “Los poderes tradicionales no pueden, en cambio, controlar criticando a los medios sino a través de los mismos medios, porque de otra manera su intervención se convierte en sanción ya sea ejecutiva, legislativa o judicial, lo que puede suceder sólo si los medios delinquen o parecen configurar situaciones de desequilibrio político e institucional. Pero, como quiera que los medios, en nuestro caso la prensa,” dice Eco “no pueden estar exentos de crítica, es condición de salud para un país democrático que la propia prensa se pueda cuestionar a sí misma.”
Creo que así como esta Convención ha tomado la actitud de revisar este texto, de revisar esta decisión, también hay otros sectores que deben revisar cómo encararon este tema, cómo lo informaron y de qué manera jugaron en la discusión de esta norma que, insisto, tiene que ver con la ética pública, no con la libertad de prensa.
La actitud de revisar esta posición por parte de la Convención ha cosechado y seguramente va a seguir cosechando críticas y elogios, como casi toda acción humana, y se ha dicho que el plazo que impuso el Artículo 17 en esta aprobación que había hecho la comisión y luego el plenario, no puede ser considerado –y lo compartimos– como el eje de la reforma que estamos protagonizando. Creemos que es cierto, pero contemplado desde ese punto de vista ningún proyecto específico, ningún proyecto puntual, es el eje de la reforma.
Para nosotros, para el bloque que integro, los ejes principales de esta Convención son los que venimos planteando a través de los proyectos presentados: la transparencia de la administración, el control del Estado, la participación popular, la descentralización y –por qué no decirlo, porque también hemos presentado proyectos en ese sentido– la redistribución en Entre Ríos del poder, de los recursos y de la cultura. Esos son nuestros ejes, sin ninguna duda; no el Artículo 17. No vamos a convertirnos en exégetas ni en apologistas de una iniciativa cuyos propios autores entienden que es pertinente descartar.
Por eso, desde nuestro bloque vamos a propugnar que el párrafo tan discutido de este Artículo 17 quede tal como estaba redactado en la Constitución de 1933, que fue la posición original de nuestro bloque, tal como lo testimonia el proyecto de reforma contenido en el Expediente Nro. 192, y como consecuencia del cual se incorporó el siguiente párrafo al artículo en cuestión: “El funcionario o empleado público sobre quien recayera condena penal firme por delito cometido contra la administración será apartado del cargo en forma inmediata”.
Y vuelvo a decir lo que dijimos en el plenario anterior: este texto que estamos refrescando, que no entró a la discusión, que no entró en el debate y que nadie puede comprender o interpretar que tenga alguna vinculación con los aspectos cuestionados públicamente, porque supuestamente lesionarían de algún modo la libertad de expresión; este texto –decía– tal como está redactado, impide que aquel funcionario, legislador, empleado o miembro de cualquiera de los poderes, que en el desempeño de una función administrativa o de gobierno anterior cometió un delito contra la Administración Pública, que fue procesado por ello y posteriormente, durante el ejercicio de otra función pública, recibe una condena firme, este texto –reitero– impide que ese funcionario continúe en el cargo.
Sinceramente, señor Presidente, nos preocupa que en este debate, a resultas de las objeciones al primer párrafo del Artículo 17 tal cual se había aprobado, se decida descartar el segundo párrafo del mismo artículo –el que acabo de leer–, que nadie ha objetado, que nada tiene que ver con posibles limitaciones a la libertad de prensa; pero que, como dicen coloquialmente los ingleses, se configure una de esas situaciones en las que arroja al bebé junto con el agua sucia de la bañera.
Por eso, expresamos nuestra preocupación y por eso expresamos esta moción concreta para que se incorpore al debate de esta Convención en Conferencia.

SR. PRESIDENTE (Busti) – ¿Entonces, señor convencional, usted propone que se agregue a la propuesta de la señora convencional Romero el párrafo que ha leído?

SR. SCHVARTZMAN – Sí, señor Presidente; mantener el primer párrafo tal cual estaba en la Constitución de 1933 y sostener como segundo párrafo el que ha sido aprobado por unanimidad en la Comisión y en el plenario.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se lo pregunto, señor convencional, porque como la Convención está en Conferencia hay que ir elaborando una alternativa de redacción.

Tiene la palabra el señor convencional Pesuto.

SR. PESUTO – En realidad yo represento al Bloque Viva Entre Ríos en la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular. Cuando en esta comisión consideramos la modificación del Artículo 17 efectivamente nos demandó, como se dijo, por lo menos tres o cuatro sesiones y después se discutió en dos sesiones de la Comisión de Redacción y Revisión. En esas sesiones se trabajó concienzudamente. En realidad, independientemente de lo que recién se dijo, los aportes de importantes penalistas fueron fundamentales para nosotros. Y logramos este artículo que tuvo aprobación en la anterior sesión plenaria.
Yo no reniego de este artículo, señor Presidente. En realidad, independientemente de la opinión de algún integrante de mi bloque, tengo que ser en esto absolutamente consecuente. Nosotros, a este artículo lo hemos defendido, es un artículo que además recibió la queja de un sector de la sociedad –no de toda la sociedad de los entrerrianos a quienes representamos– a lo mejor con derecho o a lo mejor mal asesorado o mal informado. A este reclamo se respondió exhaustivamente en una larga nota que la mayoría de los integrantes de la comisión firmamos, por lo cual creo que este artículo aprobado en la sesión plenaria que luego pasara a la Comisión de Redacción y Revisión tiene que quedar incólume; tiene que quedar así, con el agregado del Bloque de la Coalición Cívica en tanto y en cuanto todo funcionario con condena firme tiene que ser exonerado de su cargo.
En realidad, señor Presidente, teniendo en cuenta lo dicho por el sector quejoso del que recibiéramos la nota, específicamente del Sindicato de Prensa, coincidiendo con el convencional Schvartzman, vuelvo a reiterar que no se les afecta ni se les vulnera ni se les menoscaba ningún tipo de derecho, menos aún teniendo en cuenta que en esta Convención hay algunos parámetros y hay algunos ejes esenciales como son la protección integral y absoluta de los derechos humanos y sobre todo dando fe que, en la comisión que honrosamente integro, hay una defensa profunda de esto.

Es más, creo que hasta ahora la Convención Constituyente ha avanzado, ha progresado, por ejemplo, derogando el Artículo 11 y haciendo mucho más restrictivo, para el funcionario, el artículo actual toda vez que no solo lo obliga a querellar cuando recibe una denuncia sino además cuando sea una denuncia formal que le impute un delito. En este sentido creo que están salvadas las circunstancias, nos tiene que caracterizar la consecuencia y la valentía, creo que en este momento la Convención no puede volver atrás con este articulado y propongo desde mi banca el mantenimiento y en todo caso si así no se hiciere sería imprescindible que esto vuelva a la comisión respectiva para que sea revisado.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Quiero aclarar que hay dos propuestas: una la que hizo la convencional Romero y la otra la que hizo el convencional Schvartzman con su agregado que dice: “El funcionario o empleado público sobre el que recayera condena penal firme por delito cometido contra la Administración Pública será apartado del cargo en forma inmediata”, texto que se agrega a la propuesta de la convencional Romero y la del convencional Pesuto de que el despacho se mantenga tal cual está o que vuelva a comisión.

Tiene la palabra el señor convencional Brasesco.

SR. BRASESCO – En primer lugar debo manifestar que trataré por todos los medios de ser lo más sereno y lo más justo en mi exposición. Digo esto porque estamos reunidos aquí porque ha habido un gran malentendido en el que considero que no se tuvo la delicadeza ni la prudencia de buscar los canales para lograr mutuas comprensiones y entonces hoy estamos acá porque el fantasma de que somos violadores del derecho de libertad de prensa o de la libertad de expresión motiva, sin lugar a duda, esta reunión.
Por eso recordando algunas cosas antiguas que van a ser la estrella polar que va a guiar esta exposición, voy a recordar algunas frases o sentencias que conformaron mi formación moral y ciudadana.
“Sufre con paciencia los defectos y debilidades de los demás, teniendo siempre a la vista tu propia miseria por la cual tienes también necesidad de que los demás te sufran y te compadezcan. Como también la enseñanza del viejo maestro de que el ser humano debe tener la grandeza de los humildes y la humildad de los grandes."
Bajo estas sabias enseñanzas entro a tratar un tema en el que necesariamente debo fijar con claridad la posición personal, la posición del bloque que integro, del partido político del que formo parte y de los ciudadanos que nos votaron. ¿Cuál es el tema? Sencillamente el Artículo 17 de la Constitución, olvidado y para muchos totalmente desconocida su modificación parcial realizada por esta Convención.
¿Por qué digo desconocido? Por la sencilla razón que desde el año 1933 hasta la fecha nadie lo atacó, nadie se ocupó de él, más aún, pareciera que no provocó preocupación en nadie, ya sea en el hombre común, en el periodismo, en la cátedra universitaria y lo que es más importante, desde la fecha que comienza el proceso de reforma, es decir desde el dictado de la ley que se sanciona declarando la necesidad de la reforma parcial de la Constitución, consagrando un núcleo pétreo y el señalamiento de lo que se puede reformar, no ha habido formulación de planteo alguno que señale que se perturbaba la libertad de prensa.
Más aún, la Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana no recepcionó presentación alguna sobre el particular, y tengo presente, he leído las actas de la comisión pertinente, se reunió cuatro veces en sesión pública para tratar los proyectos del convencional Busti y de los convencionales de la coalición encabezada por Schvartzman y de quienes los acompañaron, por el cual se modifica el Artículo 17 de la Constitución en la parte permitida y no consta que alguna persona o algún periodista, alguna organización sindical y/o organización no gubernamental y menos aún, algún profesional del derecho o profesor de la cátedra de Derecho Constitucional de las Facultades de Derecho que tenemos en Paraná y Santa Fe, que indudablemente están imbuidos de todo tipo de información, haya hecho llegar escrito o estar presente y explicar razones que funden preocupación que la libertad de prensa o si se quiere para ser más práctico, más gráfico, la libertad de expresar las ideas, se estaba vulnerando a través del proyecto de los convencionales.
Trataré de que mi palabra sea veraz, precisa y amable al mismo tiempo. Por ello tendré presente normas que nos imponen comportamiento como la que señala que hay que ser veraz, que hay que ser amigo de la veracidad y enemigo de toda ficción y mentira. Se debe ser preciso, lo que quiere decir expresar lo que se piensa para poder elegir los términos que lo dicen todo. Hay que cuidar de no ofender a nadie y si alguna vez tiene que decirse algo con más energía, mirar de que solo el contenido sea más preciso y el tono sea menos amargo y siempre debiendo tener presente que nuestra personalidad sea noble, fiel y accesible.
Por ello comencé en recordar el texto de la Constitución de 1933: “El funcionario o empleado público a quien se impute delito cometido en el desempeño de sus funciones, está obligado a acusar para vindicarse, bajo pena de destitución y gozará del beneficio del proceso gratuito.”
Luego leí el texto aprobado en comisión que determinó el dictamen único aprobado por unanimidad por esta Convención que expresa: "El funcionario o empleado público a quien se le impute formalmente delito cometido durante el desempeño de sus funciones deberá querellar para vindicarse. La acción deberá ejercerla dentro del término de 45 días desde la toma de conocimiento de la imputación bajo pena de constituir incumplimiento grave que habilite su remoción a tenor de los procedimientos previstos para su cese como funcionario o empleado público. A los fines del ejercicio de la acción gozarán del beneficio del proceso gratuito que comprenderá los gastos que demande su defensa.
El funcionario o empleado público sobre quien recayera condena penal firme por delito cometido contra la Administración, será apartado del cargo en forma inmediata.” Y desde el fondo de la historia, leyéndolo, refiriéndose al Artículo 17, escuchaba la voz firme que surgía de la fuerte personalidad del convencional Ernesto Sanmartino que expresaba: “El bien jurídico tutelado en esta norma constitucional es la decencia, la honorabilidad, la honestidad de la Administración Pública”, es decir –agrego yo– limpiar la función pública de los corruptos.
Entonces, ¿por qué vote yo y mis compañeros de bloque este artículo modificado? Y me lo formulo porque el 6 de mayo del corriente año tiene entrada a esta Convención una nota con fecha 5 de mayo del corriente, del Sindicato de Prensa de Entre Ríos, dirigida al Presidente de la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, que firman los dirigentes José Couceiro, María del Castillo, Carlos Noavila, Carlos Ferreira, Simón Volkoff, donde insertan una resolución que en su parte resolutiva expresa: “Primero: Hacer público su más enérgico rechazo al proyecto de modificación al Artículo 17 de la Constitución de Entre Ríos, con trámite parlamentario en la Honorable Convención Constituyente, que colisiona gravemente con el respeto al Estado de derecho democrático y los Derechos Humanos.”
“Segundo: Realizar las gestiones institucionales necesarias ante la Honorable Convención Constituyente de Entre Ríos a fin de que esta iniciativa violatoria del derecho a la información no tenga sanción en el texto definitivo de la nueva Carta Magna entrerriana.”
“Tercero: Comunicar las circunstancias referidas a la Federación Argentina de Trabajadores de Prensa (FATPREN) y a la Federación Internacional de Periodistas (FIP) a fin de que sean elevadas las denuncias del caso a la relatoria de Libertad de Expresión de la Organización de Estados Americanos.”
Por eso, reflexiono: ¿estoy atentando contra la libertad de prensa? Yo soy un hombre de setenta y siete años, señor Presidente. Soy libertario. Estoy acá sentado en una banca de constituyente trayendo sobre mis espaldas la mochila llena de triunfos, derrotas, desengaños, lágrimas, luchas, ilusiones, esperanzas porque siempre fui actor y no espectador en la vida política y social de mi querido país. Siempre triunfando o perdiendo, pero sabiendo que es el camino para llegar a la victoria. Y se me imputa que estoy atentando contra la libertad de expresión. Porque es una imputación a todos los constituyentes, en su conjunto e individualmente. Contra la libertad de prensa, yo que he trabajado junto con muchos de los que están acá, por no decir todos, afanosamente, para consagrar el secreto de la fuente de información que garantice la labor del periodista.

Sin perjuicio de lo expuesto anteriormente, voy a mirar algo que siempre tengo a mano en mi escritorio. Y voy al Artículo 13º del Pacto de San José de Costa Rica y, sin duda, esto tranquiliza –aunque por otra parte nunca la perdí– cuando se dispone: “1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística o por cualquier otro procedimiento de su elección.
2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura, sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fundadas y fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar el respeto a los derechos y a la reputación de los demás y a la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud pública.
Yo recorro la versión taquigráfica, señor Presidente, y en la versión taquigráfica somos coincidentes todos los constituyentes, con variantes, con algunas reservas, con algunos señalamientos de inconvenientes que pueden ocurrir en la materialización en los hechos de ese articulado. Pero bajo ningún punto de vista se pone en tela de juicio de que podemos rozar la libertad de expresión. Nadie votó en contra y yo lo aplaudo, porque estaban convencidos de lo que estábamos convencidos todos y cada uno de nosotros. No violábamos nada bajo ningún punto de vista.
No estamos frente a un error, señor Presidente, no hemos errado, no somos brutos ni malintencionados, hemos trabajado, no nos hemos equivocado, hemos dicho la verdad y hemos ratificado claramente la posición de los hombres del 33. Y lo digo porque muchos de los estamos acá, algunos conocieron las cárceles; otros fueron abogados de presos políticos, otros escribimos en diarios y fuimos periodistas, sin sueldos, en los famosos periódicos estudiantiles, en diarios políticos como “Avanzada”, en diarios políticos que hombres de mi Partido, como también de los otros partidos que acá están representados, editaban como el diario “Adelante”, “Avanzada”, “Sol de Mayo”, “El Radical”. Trabajando con Marcelino Román, con Aníbal Vázquez, con el ruso Yujnovsky, con el viejo don Arturo Etchevehere, con Ernesto Sammartino, con Raúl Uranga. Estando en el diario, cuando al diario lo confiscaban defendiendo a periodistas de toda monta en donde nosotros, por lo menos quien habla he trabajado ad honórem por vocación de oficio, en diarios del país. Y los derechos humanos yo no los aprendí, porque empezó a salir en el diario que se violaban los derechos humanos. Yo los aprendí en mi casa, con la lección que venía de mi abuelo que fue expulsado de Italia por ser partidario de la República en el año 1887.
Entonces todas estas cosas duelen, todas estas cosas, bajo ningún punto de vista, pueden mellar. Llama la atención que no se vino a conversar, a traer y exponer ideas, a traer una versión que acertada o equivocada es respetable cuando se tiene la convicción que algo es como uno piensa, pero no ocurrió desgraciadamente eso.
Entonces, tengo que decir algo, yo comprendo, después de hablar con ADEPA que tuvo la deferencia, así como habló con el señor Presidente de la Convención; habló con nosotros, en nuestro bloque, que exponían todas las inquietudes, las ideas, las suposiciones, que ellos sostienen en que en un proceso político como el que vive el país y vive Latinoamérica y parte del mundo, todas estas cosas pueden distorsionarse y ser instrumentos. Lo hemos razonado, lo hemos escuchado, pero razonar, comprender y políticamente interpretar más situaciones que se crean por la sanción de un artículo que votamos, pero que no hemos sido autores de proyecto alguno, que hemos sido claros en las comisiones, que hemos estudiado, que hemos trabajado, que se dejaron abiertas las puertas para resolver los problemas y buscar las unanimidades; que hicimos trizas el Jurado de Imprenta y los delitos de imprenta, que no sé si salió en algún boletín parroquial esa noticia, porque no lo he leído en ningún lado y es algo que beneficia a la libre expresión.
Señor Presidente, yo quiero resaltar el trabajo de los constituyentes De Paoli, Clidia Allende y Rogel, que trabajaron a full estudiando y planteando todas las circunstancias necesarias en la comisión. Es necesario aclarar esto a los efectos de que nadie dude sobre el espíritu con que se votó en ese momento.
Pero queda una cosa, que es muy importante, señor Presidente; respetamos todas las mociones que se hagan acá, pero nosotros tenemos presente no solamente lo que se dijo en 1903, sino lo que se dijo en 1933: el bien jurídico protegido es la decencia de la Administración Pública y crea el instrumento idóneo para que los hombres delincuentes, que hubo, que puede haber hoy y que habrá mañana, sean liquidados de la Administración Pública. Así como la Constitución del 33 parió en su momento ese artículo, también tiene una cláusula transitoria que está en el núcleo pétreo, en virtud de la cual, si no se dicta la ley reglamentaria de este artículo el Gobernador tiene, a partir del año, las facultades –como algún otro Gobernador hizo con el decreto orgánico de los Tribunales– de dictar todas las normas necesarias para que este artículo se convierta en operativo y que los grandes ladrones y sinvergüenzas que en este momento pueden estar quizás creyendo que no les va a caer la ley en la cabeza, sean erradicados de la Administración Pública.
Por eso, señor Presidente, respetando la posición de quienes nos han señalado como impostores a la libertad de prensa, ya que esa señalación no puede destruir la historia de nuestras acciones y de nuestro trabajo; comprendiendo, dentro de la bonhomía y de la necesidad de la armonía en donde uno tiene que sostener los principios de la paz, del amor y de la armonía en la sociedad junto con la libertad, y de la necesidad de rever para mantener esa armonía en un momento en que no estamos tan armónicos en el país, nosotros hemos aceptado lo dispuesto por la comisión revisora, hemos votado para que se trate este problema en este ámbito y en ejercicio de ese respeto que manifestamos a todas las posiciones y en el respeto que manifestamos nosotros para con nosotros mismos, de que no hemos errado, y no lo decimos por necios, lo decimos por inteligentes, como lo son todos y cada uno de los señores constituyentes que están acá sentados. Vamos a formular nuestro planteo, frente a toda esta tormenta, nosotros vamos a mantener el Artículo 17, tal cual lo consagraron los grandes de 1933, porque también está la norma transitoria de que podrá echar mano o el Parlamento provincial o el Gobernador de la Provincia para que la reglamente y la haga operativa.
Por eso, señor Presidente, pidiendo a todos ustedes disculpas por lo extenso de mi intervención, pero se ha hecho necesario para honrar nuestra historia, para honrar a nuestros amigos y compañeros constituyentes que votamos en su oportunidad la reforma, para honrar la historia de nuestro Partido, para honrar a los hombres del 33 y para honrar a los hombres que nos votaron.

–Aplausos.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Márquez.

SR. MÁRQUEZ – Señor Presidente, entendiendo que este tema ha sido suficientemente debatido en las respectivas comisiones, en la de Redacción y Revisión, en los distintos bloques parlamentarios, en la prensa y acá cada bloque ha emitido ya, a través de sus miembros, la opinión con respecto a este tema, solicito que luego que se agote la lista de oradores, se proceda al cierre de la Conferencia, de acuerdo al Artículo 70º y así proceder a posteriori, de acuerdo al Artículo 71º, a emitir el o los dictámenes correspondientes.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Solamente el Presidente de la comisión queda en la lista de oradores, luego cerramos el debate.

SR. MÁRQUEZ – Esa es la postura, señor Presidente.

SR. MARTÍNEZ (Marciano) – Pido la palabra.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Convencional Marciano Martínez, usted no me había pedido el uso de la palabra y cuando habló el señor convencional Pesuto, dijo que lo hacía en nombre del Bloque Viva Entre Ríos.

Primero se va a votar la moción de cierre del debate una vez agotada la lista de oradores, formulada por el señor convencional Márquez, luego podrá hace uso de la palabra el señor convencional Marciano Martínez, finalizando con la lista de oradores el Presidente de la Comisión.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia queda cerrada la lista de oradores, y la Conferencia luego de hacer uso de la palabra el convencional Marciano Martínez y el señor Presidente de la comisión.

Tiene la palabra el señor convencional Marciano Martínez.

SR. MARTÍNEZ (Marciano) – Mi intervención, señor Presidente, señores convencionales, como la de los convencionales preopinantes, es para buscar una solución a este problema planteado que tiene las características de un efecto no querido, porque aquí nadie quiso lesionar la libertad de prensa; al contrario, hubo expresiones donde se manifestaron que, muy lejos estaba la intención de los convencionales de crear algún obstáculo para el libre ejercicio de esta profesión tan importante como lo es la prensa.

En mi anterior intervención, manifesté que el Artículo17 era un artículo perturbador, que creaba una especie de riesgo, de un riesgo mayor; hice un análisis desde la perspectiva del empleado público, del funcionario público, porque es la gente que uno conoce y que viene al estudio a plantear los problemas.
Yo jamás tuve la asistencia de un periodista, porque posiblemente este Artículo 17, contra el periodismo, en los 74 años, se usó muy poco, prácticamente nada y no causó ningún rechazo.
¿Por qué? Porque si nosotros suprimimos el Artículo 17, el funcionario o el empleado tiene igual el derecho de vindicarse. ¿Cuál es la diferencia entre la existencia o no del Artículo 17? La diferencia está en que la Constitución obliga, y para muchos esa obligación es una obligación indebida, porque querellar, como acá se dijo, es un derecho personal, yo diría que es un derecho personalísimo, está en juego mi honor. Si bien es como funcionario o empleado público, en última instancia es mi honor, y con relación al honor la ley me permite jugarlo o no jugarlo, por eso la instancia es una instancia privada, me pertenece a mí. Yo había agregado, además de esta cuestión procesal, la cuestión constitucional: si alguien cree que soy culpable, que accione como corresponde.
Pienso que tenemos que buscar una solución. Acá hay un sector muy importante que de alguna forma se ha sentido atacado y creo que debemos darle una respuesta satisfactoria, aclarándoles nuestra actuación, porque nuestra intención y nuestra voluntad en ningún momento fue tendiente a perturbar la libre expresión del periodista.
Por lo tanto, nos encontramos ahora con que todos queremos lo mismo, pero resulta que hay muchísimos proyectos que difieren en la forma, lo que demuestra la verdad de aquella vieja frase de que la unanimidad no es sinónimo de unidad. Algunas veces hay unanimidad con criterios distintos, que es lo que nos pasa hoy. ¿Cuál va a salir? Queremos la solución, la intención de todos es buscar una solución. Entonces, aunemos voluntades, busquemos cuál será el texto definitivo de esta cuestión: o el Artículo 17; o el Artículo 17 como estaba, con el agregado que se había hecho de la denuncia formal; o con el segundo párrafo que pretende nuestro querido amigo y destacado periodista. Esta es la cuestión. Acá todos queremos la solución. Bueno, pongámonos de acuerdo en qué consiste la solución.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Barrandeguy, Presidente de la comisión, y luego de su informe daremos por cerrada la Conferencia.

SR. BARRANDEGUY – Señor Presidente, Honorable Convención: sin ninguna duda cerrar el debate en esta Conferencia supone para quien habla la necesidad de formular algunas conclusiones, aunque más no sea abarcando las ideas principales de las muy sensatas exposiciones que aquí se han realizado.

Ocurre, señor Presidente, que hemos vivido una semana muy agitada a causa de los acontecimientos que desde este recinto podemos considerar de dominio público. En torno a este tema hemos tenido intensas, valiosas y profundas discusiones que se han dado en las cuatro sesiones de la comisión que me honro en presidir, además en la sesión plenaria, en la que para mi orgullo personal expuse, y en alguna consideración quizá no tan detenida en la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, en virtud de que varios de sus miembros ya habíamos participado de la discusión en la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, pero igualmente se hicieron algunos aportes, quizá rápidamente, cuando el Presidente de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral consideró, con la aprobación unánime de quienes allí estábamos, que la venida en segundo giro del proyecto despachado en la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular no era en verdad competencia de la comisión que él presidía, y por eso dispuso, con la aquiescencia de todos los que estábamos allí, remitirlo a este pleno. Quiero aclarar, señor Presidente, que este no fue un acto solapado del Presidente de la comisión, sino que fue un acto que, quizá precipitadamente, todos le exigimos; yo, particularmente.
Y aquí estamos, señor Presidente, esta es la cronología del tiempo insumido por nuestro debate, esta es la cronología de las fatigas que nos demandó acordar y esta es la cronología que precede la decisión que vamos a tomar y que yo gustosamente voy a acompañar.
Esta circunstancia, señor Presidente, ha llevado a preguntarnos a partir de dónde arribamos al examen del Artículo 17, que debía ser reformado, según proponían en sus proyectos los convencionales que se habían ocupado especialmente del tema; adónde queríamos llegar y si –esta cuestión de la brújula– verdaderamente nos hemos acercado.
En principio, señor Presidente, por una cuestión de honradez, no voy a acompañar al convencional Luis Brasesco en lo que ha dicho hoy aquí; voy a pedirle que me permita acompañarlo de aquí en adelante y cada vez que me sea necesario fijar posición con decencia, por las palabras y las ideas que con la rúbrica de su conducta nos ha dejado.
Quiero decir, entonces, desde este punto que nosotros ingresamos a la consideración de un texto pétreo, un texto que la ley que convoca a esta Convención no nos habilitaba a reformar ni a modificar y que solamente nos autorizaba a trabajar en lo relacionado con los alcances de la obligación de querellar para vindicarse.
Este dispositivo, si bien no aparece íntegramente de este modo en el Derecho Público provincial cuando en la Convención de 1903 se discute el texto de lo que iba a ser el Artículo 28 ya se discutían cosas que hoy estamos discutiendo. Si me permiten, se lo quiero leer porque es sumamente ilustrativo de cómo venimos a derivar al momento en el que estamos. La Constitución de 1903 dice: “El funcionario o empleado público a quien se le imputen faltas o delitos cometidos en el desempeño de sus funciones, ya sea hecha la imputación por la prensa o de otra manera, gozará del beneficio del proceso gratuito para vindicarse.” Esto es de 1903 y en el medio del debate se anticiparon algunas circunstancias que luego se discutieron en 1933 y que para sorpresa de quienes estamos en esta Convención, hoy seguimos discutiendo como que el tiempo no hubiera pasado.
En ese debate se suscitó la discusión que planteó el convencional Sabá Hernández que ya había sido convencional constituyente en 1883, –lo que nos habla de un compromiso muy firme y públicamente muy valioso con la institucionalidad entrerriana porque había sido reelegido– y al texto del Artículo 28 que estaba en consideración como proyecto, le propone Hernández y dice: “Pido la palabra – Propongo una agregación a este artículo que quedaría de esta forma: El funcionario o empleado público a quien se le imputen faltas o delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones ya sea hecha la imputación por la prensa o de otra manera estará obligado a vindicarse –tiene cursiva el texto taquigráfico– para lo que gozará del beneficio del proceso gratuito.”
El convencional Medina, de Gualeguay, que había informado el proyecto se opuso y la posición de Medina triunfa y en el artículo, más allá de la defensa que había realizado de su propuesta el convencional Sabá Hernández, el texto que hoy nos ocupa, no aparece. Lo que sí aparece es la consideración por parte de señor convencional Fonrouge, convencional de Concordia, y dice Fonrouge –aludiendo a este beneficio del proceso gratuito–: “Es necesario que en los juicios haya igualdad de condiciones. Si damos al funcionario o empleado público que ha recibido una imputación injuriosa o calumniosa por la prensa el derecho primero de elegir un juez, segundo de litigar gratuitamente debemos dar al querellado, por lo menos, el derecho de litigar en igualdad de condiciones. Los juicios de injuria y calumnia con empleados públicos son verdaderos juicios de interés público porque al público le interesa saber si el empleado que ha recibido una imputación es una persona digna de desempeñar el empleo o capaz de desempeñarlo”.

Este argumento, a mi modo de ver, impecable del convencional Fonrouge seguramente debió ser considerado por los señores firmantes de la nota, el Sindicato de Prensa, para comprender el desagradable destrato del que hemos sido objeto los convencionales que aprobamos nuestro texto, aunque lamentablemente creo que por desconocimiento, no por arbitrariedad, no lo pudieron mencionar. El que quiera leer este debate, las opiniones de Fonrouge son verdaderamente muy juiciosas, pueden leerlo en el diario de sesiones, yo no voy a insistir en esto.
El artículo se aprueba tal como lo he leído y las dos cuestiones, la propuesta de Fonrouge y la de Sabá Hernández no son atendidas.
Llegamos así, señor Presidente, a 1933, cuando era Gobernador de la Provincia el doctor Luis L. Etchevehere, quien promulgó la Constitución sancionada en 1933 y que había fundado El Diario, templo provincial indiscutible de defensa fundamentalmente de la libertad de prensa y de una cantidad de otras libertades públicas, que quienes usábamos El Estribo de El Ateneo para hacer nuestras reuniones en defensa de los derechos humanos en épocas difíciles para la democracia, le debemos agradecer públicamente. Pero, bueno, Luis L. Etchevehere, Gobernador de la Provincia, fundador y primer director de El Diario gobernaba y sancionó esta Constitución.
En el debate el texto proponía zanjar alguna de las objeciones que se habían realizado en 1903, pero el texto del proyecto de la comisión redactora se ocupaba de la obligación para vindicarse. Ernesto Sanmartino, que posteriormente también fue Director de El Diario de Paraná y en su momento homenajeado por la Academia de Ciencias Morales de la Ciudad de Buenos Aires –otro de los faros de defensa de la libertad de prensa que se registra en la Argentina, lo podemos decir de este modo– fundaba, señor Presidente, el agregado que proponía y decía que la Constitución, no otorga derechos ni impone obligaciones como simple enunciación lírica sino con toda la fuerza de los mandatos legales. ¿Cuál sería la situación de un funcionario público que obligado a acusar no lo hiciera? Si la finalidad ha sido la destitución, la de imponerle la sanción de la destitución, creo que debemos consignarlo con precisión y claridad y la disposición habrá ganado en vigor, en eficacia y claridad. Concita esta opinión la adhesión de Aguirre Zabala, convencional de Gualeguay y la aprobación de Eguiguren que presidía la comisión redactora.
No obstante Sanmartino repite párrafos después. “Entiendo en primer lugar que no tiene nada que hacer aquí el parangón entre la función y el funcionario público. La acusación por delito es contra el funcionario público y no contra la función, después insisto en mi concepto si no se impone la sanción al funcionario público que no cumple con esa obligación fundamental primordial de acusar que es una garantía de rectitud y de honestidad administrativa, más vale suprimir esta disposición que sería una disposición meramente lírica.”
Escuchaba esta fundamentación Arturo J. Etchevehere, no solamente director ulterior de El Diario, sino también Presidente de ADEPA, señor Presidente, calificado Presidente de la Asociación que se ha dignado a visitarnos para exponernos legítimamente, señor Presidente, sus inquietudes.
Yo también deploro, digo esto que a veces el desconocimiento es peor que las malas intenciones que estos aportes a la comprensión del texto que estábamos considerando esforzadamente en nuestra comisión no hayan sido tenidos en cuenta por el Sindicato de Prensa, porque quizás si ellos consideraban que el Artículo 17 en la parte que nosotros no podíamos tocar, imponía una mordaza para la prensa libre que ninguna de estas figuras señeras, consulares de la libertad de prensa en el país advirtió nunca, lo debieron mencionar por una cuestión de justicia y de responsabilidad.
Ocurre, señor Presidente, que en general las obras magnas del hombre como pretende serlo una Constitución y, sobre todo, las obras magnas del hombre que se sostienen en claros principios morales, requieren de legitimación social. Sería muy difícil, señor Presidente, que nosotros acordáramos el mejor de los textos si el esfuerzo empeñado en esa tarea no fuera coronado por un amplio reconocimiento social. Y esto está fuera, absolutamente fuera de la entidad que podamos atribuirle a las personas y a su sindicato que pusieron en funcionamiento este mecanismo descalificador. Porque, en verdad, uno tiene toda la sensación de que en la sociedad, al menos, hay una honda preocupación por el esfuerzo del quehacer de los convencionales. Y esta honda preocupación nos debe impedir, nos ha de impedir que sigamos en la tarea de sostenerlo, sobre todo cuando su autor gallardamente ha expresado que está en condiciones de retirarlo y ha solicitado retirarlo del debate.
En verdad no importa como las cosas son, en términos de legitimación de este quehacer, importa cómo las cosas son vistas. Estamos en un mal momento. Circunstancias que no nos alcanzamos a explicar, nos han puesto una zancadilla, señor Presidente, pero no debemos caer. Una zancadilla puede significar una caída estrepitosa o un inconveniente en la marcha y hoy está dependiendo de nosotros, de que seamos capaces de asumir esto como un inconveniente menor en la marcha, de entender que esto de ninguna manera, señor Presidente, Honorable Convención, destiñe el enorme trabajo y el muy profundo compromiso de quienes integran esta Convención con las libertades públicas en general y la libertad de prensa en particular.

Yo quería decir, en tren de concretar esta esperanza, en tren de concretar este deseo de superar este traspié, que lo que la Convención persiguió –y me permito quizá presumir los propósitos de la Convención– porque se explicitaron en la comisión que me honro en presidir, la comisión pretendió –y será la opinión pública, señor Presidente, la que diga si lo conseguimos o no lo conseguimos y será la responsabilidad de los señores convencionales– advertir que hay ciertos cursos de acción que deben modificarse cuando estos propósitos no se consiguen.
Yo decía “lo que pretendió la Convención es atender una fuerte exigencia social que ya aparece en el discurso de Sabá Hernández en 1903 y que precisa con tanta claridad Sanmartino en 1933”. Atender una fuerte exigencia de honestidad en los funcionarios públicos. Este fue el primero de los propósitos, señor Presidente, no amordazar la libertad de prensa. El segundo, yo tengo muy presente, como todos los que estuvimos en nuestras reuniones, algunos de los momentos salientes de nuestro debate. Tengo muy presente la exposición del señor Presidente acerca de la necesidad de no confundir la obligación que debe pesar sobre el mal funcionario con el derecho con el que debemos amparar al buen periodista.

Entonces, en segundo lugar, fue una preocupación muy clara de la Convención, deslindar esta obligación del funcionario público de querellar para vindicarse de la otra obligación que le incumbe de ser tolerante, señor Presidente, y en la medida en que las sinuosidades del carácter pétreo de esta cláusula lo permitían, eximir, liberar de la obligación de querellar a todas aquellas cuestiones –así se lo expresó en nuestro debate– que tenían que ver con la crítica ciudadana o con la protesta social. Y los convencionales, Honorable Convención, de todos los bloques, con aportes de enorme valor, fueron muy prolijos incluso mencionando ejemplos en señalar en qué tipo de circunstancias el funcionario, más allá de su derecho a querellar o no del que hablaba el doctor Carlín, si el funcionario debía querellar como condición para no ser destituido.
La protesta social y la crítica ciudadana, indispensables en una prensa libre, entendíamos que quedaba mucho más asegurada y un campo mayor para la tolerancia definido, cambiando o agregándole, precisando que se trataba de una imputación formal.
Y también, señor Presidente, cómo no plantearlo y cómo no decirlo aquí, después de intervenciones conmovedoras que algún convencional, producto de su experiencia profesional nos trajo, tomamos clara conciencia de que comprendiendo el artículo el funcionario público y al empleado también, debíamos socorrer, no al Gobernador, no a los ministros, no a los secretarios de Estado, los enfermeros, las cocineras, los directores de algunos establecimientos, que en algunos lugares alejados de la provincia eran víctimas de maniobras y calumnias promovidas por intereses oscuros; y que le impedían, dada su condición de asalariados, contratar los servicios de un abogado para que profesionalmente y en forma no oficial lo defendiera. Y esto explica, señor Presidente, el último párrafo el de la gratuidad.
Como dijo, señor Presidente, en su momento, como se ha dicho aquí por varios expositores, y lo dije también en la reunión de la Comisión de Redacción y Revisión, estoy absolutamente dispuesto a corregir cualquiera de los errores y entender que nos pudimos haber equivocado; y nada sería peor que tratar de preservar los bienes de mayor jerarquía en la convivencia política de los entrerrianos con medios que tendieran a degradarlo.
Me parece que más allá de que también entendimos que los 45 días iban a tener que ser objeto de una reglamentación procesal minuciosa que dijera desde cuándo corrían, que dijera cómo eran las notificaciones, más allá de esto me parece que estas circunstancias y la de no haber incluido al querellado dentro del proceso gratuito no fueron, quizás, todo lo feliz que nosotros quisimos.
Para terminar, señor Presidente, intentando ajustar mi conducta a las pautas, que tan sabiamente nos indicaba Luis Brasesco, diría que no he sido, con una cantidad muy considerable de convencionales, partidario de la defensa penal del honor del funcionario público.
A mi me parece que ese principio número 10, de la Declaración de Chapultepec de 1998, que no se por qué se firmó en San José de Costa Rica, pero se llama de Chapultepec, cuando dice o mejor dicho propone dentro de este decálogo, esto ocurrió en el ámbito de la SIP (Sociedad Interamericana de Prensa), de la prensa libre en el continente que no debe existir defensa penal para el funcionario agraviado. Me parece que se ha acuñado un principio que ha ingresado en todos los centros de pensamiento y en aquellos foros donde la profundización de la democracia y su consolidación más perfecta se discute y se propone. Pero a nadie le debe interesar ya esa opinión personal.

Quería decirle, señor Presidente, que me siento moralmente muy íntimamente comprometido con el texto que aprobamos, pero por estas cosas de las que hablaba, al comienzo de esta exposición, quería decir que hemos aceptado y cuando digo hemos aceptado incluyo a varios convencionales con los que hemos trabajado, de discutir estas ideas lo compartimos diariamente, hemos aceptado la reforma o la modificación que se ha propuesto en esta Conferencia y pediríamos a los señores convencionales –es muy valiosa la opinión de la Unión Cívica Radical– pero yo creo que todos estos esfuerzos deben tener una expresión concreta en el párrafo que propongamos a la Convención que se sancione.
Por ello, me permito proponer el texto que redactó la convencional Romero y que hemos hecho circular, con el agregado correspondiente al último párrafo del proyecto del convencional Schvartzman, tal como lo habíamos aprobado, que en ningún momento fue objetado quizás por alguna circunstancia que, me permito señalar, podría quizás corregir la Comisión de Redacción y Revisión, de que está asociado como de medio a fin con la preservación de la ética pública.
Pero bueno, este es el trabajo que tenemos y la propuesta que me permitiría hacer al señor Presidente, para pedirle a los señores convencionales que nos acompañen con su voto, es la de aprobar un texto que exprese lo siguiente: “El funcionario o empleado público a quien se impute delito cometido en el desempeño de sus funciones, está obligado a acusar para vindicarse bajo pena de destitución. La ley reglamentará el proceso respectivo. El funcionario o empleado público sobre quien recayera condena penal firme por delito cometido contra la Administración, será apartado del cargo en forma inmediata”.
Esto es lo que tenía para informar, señor Presidente.
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CIERRE DE LA CONVENCIÓN EN CONFERENCIA

SR. PRESIDENTE (Busti) – Habiéndose cerrado el debate, doy por concluida la Conferencia según el Artículo 70º del Reglamento.
Como hay una propuesta concreta de texto, de acuerdo al Artículo 111º, se va a proceder a la votación en forma nominal y por orden alfabético.
Tiene la palabra el señor convencional Acevedo Miño.

SR. ACEVEDO MIÑO – Señor Presidente, ¿cuáles serían las dos opciones?
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ARTÍCULO 17. MODIFICACIÓN.

Dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión. Sanción Nro. 29 de la Convención. (Exptes. Nros. 192 y 270)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Una opción es el texto propuesto por el señor convencional Barrandeguy, que dice: “El funcionario o empleado público a quien se impute delito cometido en el desempeño de sus funciones, está obligado a acusar para vindicarse bajo pena de destitución. La ley reglamentará el proceso respectivo. El funcionario o empleado público sobre quien recayera condena penal firme por delito cometido contra la Administración Pública, será apartado del cargo en forma inmediata”.

La segunda propuesta es la del señor convencional Pesuto, de dejar como está el texto aprobado por la comisión.
La tercera propuesta es la del señor convencional Brasesco, en el sentido de mantener el texto de 1933.
Y hay una cuarta propuesta de los señores convencionales Alasino y Marciano Martínez, de vuelta a comisión de este tema.
Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Señor Presidente, si se va a votar por la afirmativa alguna de las propuestas de la mayoría, que se tenga en cuenta que cada bancada que ha hecho moción estará votando por su moción, mencionando al convencional que la hizo, en nuestro caso al convencional Brasesco.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Por supuesto.

Tiene la palabra el señor convencional Alasino.

SR. ALASINO – Señor Presidente, retiro mi moción.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se tendrá en cuenta, señor convencional.

Tiene la palabra el señor convencional Márquez.

SR. MÁRQUEZ – Señor Presidente, el Reglamento es claro y se debe votar por la afirmativa o por la negativa. Propongo que se ponga a votación el despacho que ha expresado el convencional Barrandeguy. Que este despacho se vote en primer término y si logra la mayoría, está todo resuelto.

–Se retira del recinto el señor convencional Calza.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Alasino.

SR. ALASINO – Señor Presidente, creo que lo que propone el señor convencional Márquez es lo más acertado, porque de lo contrario se corre el riesgo de que ninguna de las mociones logre la mayoría y habría que rechazar el proyecto.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Por Secretaría se tomará la votación nominal de la propuesta del señor convencional Barrandeguy.

–Votan por la afirmativa los señores convencionales: Acharta, Allende (José), Almada, Baez, Barrandeguy, Caramelle, Carlín, Chiesa, Cresto, De la Cruz de Zabal, Díaz (Carlos), Díaz (Gustavo), Federik, Gastaldi, Gianfelici, Haiek, Heyde, Kunath, Márquez, Martínez (Guillermo), Motta, Pérez, Reggiardo, Romero, Salomón, Schoenfeld, Schvartzman, Taleb, Zabala y el señor Presidente.

–Votan por la negativa los señores convencionales: Acevedo Miño, Alasino, Allende (Clidia), Arralde, Brasesco, Cepeda, De Paoli, Guy, Martínez (Marciano), Monge, Pasqualini, Pesuto, Rogel y Villaverde.

SR. SECRETARIO (Reviriego) – Informo, señor Presidente, que al momento de la votación se encontraban presentes 44 señores convencionales, que han votado de la siguiente manera: 30 por la afirmativa y 14 por la negativa.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa a la Comisión de Redacción y Revisión, tomándose esta sanción como primera en el Expte. Nro. 192, y en el Expte. Nro. 270 que establece el Reglamento, dado que ha sido reconsiderada la anterior.

La Presidencia cita a sesión plenaria para mañana a la hora 9.00, quedando debidamente notificados los señores convencionales.
Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Simplemente, señor Presidente, que quede debidamente registrado que el voto de la Unión Cívica Radical, por la negativa, consta en función de la moción del señor convencional Brasesco.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Ha quedado registrado, señor convencional.

SR. PRESIDENTE (Busti) – No habiendo más asuntos que tratar, queda levantada la sesión.

–Son las 21.34.

     Norberto R. Claucich



Claudia Ormazábal

Director del Cuerpo de Taquígrafos

Directora Diario de Sesiones

(*) Inserción solicitada por el señor convencional Rogel.
FUNDAMENTOS

Antes de comenzar a desarrollar los argumentos que entendemos justifican la supresión del inc. 22 del art. 135 de nuestra Constitución Provincial, que establece la atribución del Poder Ejecutivo, de: “Ordenar arrestos o detenciones con las limitaciones del artículo 24.”, resulta pertinente hacer una breve consideración de los conceptos de arresto y detención.
Tales términos, pueden ser interpretados de la siguiente manera:
1) Como medidas asegurativas, propias del derecho procesal penal, es decir medidas cautelares, adoptadas por una autoridad judicial competente, que implican la restricción de la libertad de una persona, a la que se le imputa la autoría de un delito o cuya presencia puede ser requerida en el desarrollo de un proceso penal como testigo. Conforme esta acepción, la detención o el arresto del presunto reo o de los testigos del hecho no tiene, en ningún momento, el carácter de pena… sino que consiste en una medida procesal, que, debiendo adecuarse a los principios del debido proceso de raigambre constitucional, persigue el propósito de realizar o aplicar eventualmente la pena.

Ejemplo de esto, es la facultad de arrestar a una persona sospechada por la comisión de un delito, atribución que posee exclusivamente el poder judicial (art. 18 de la Constitución Nacional).

Excepcionalmente, la autoridad policial está facultada a aprehender a una persona en caso de flagrancia, esta atribución puede ser ejercida incluso por cualquier habitante, a esta circunstancia, hace referencia el art. 24 de la Constitución Provincial.

2) Como penas o sanciones retributivas, propias del derecho penal, contravencional y/o disciplinario que consisten en las sanciones que la autoridad competente aplica a una persona que es declarada responsable de un hecho previamente calificado por ley como infracción penal y luego de ser sometida a un proceso con las debidas garantías.

Algunos autores consideran que el arresto es una sanción que reprime las infracciones (tal el caso de las contravenciones) que no alcanzan a ser delitos, así, mientras los delitos son tipificados de manera exclusiva por el Congreso de la Nación mediante el dictado del Código Penal y sus leyes complementarias (art. 75 Inciso 12 de la constitución Nacional), las contravenciones, corresponden al poder no delegado que ejercen las provincias.

Pero aún en el caso del ejercicio de poderes no delegados, las provincias no pueden establecer el catálogo de infracciones y las penas correspondientes (en este caso la de “arresto”) sino por medio de los poderes legislativos, so pena de vulnerar el principio republicano de división de poderes y garantías fundamentales de orden constitucional.

En relación a la norma cuya derogación se propugna (inc. 22 del art. 135 de la C. Provincial) es dable interpretar que dicho precepto parece hacer referencia al “arresto o detención” en la primera de las acepciones realizadas, esto es, como una medida asegurativa de carácter procesal y no una pena.

El inciso 22 del art. 135 de la C. dice que el Poder Ejecutivo puede “Orden arrestos o detenciones con las limitaciones del artículo 24”, y el artículo 24 consigna que “Ninguna persona puede ser detenida sin orden escrita emanada de autoridad competente y que preceda indagación sumaria que acredite indicio de su intervención en un hecho punible, salvo el caso de in fraganti delito, en que podrá ser aprehendida por cualquier habitante y conducida inmediatamente ante la autoridad respectiva. En ningún caso la detención ni la prisión preventiva se cumplirá en las cárceles públicas destinadas a penados, ni podrá prolongarse por más de veinticuatro horas sin ser comunicado al juez o autoridad competente, poniendo a su disposición al detenido y los antecedentes del hecho.)
Es decir, que el artículo 24 consagra a nivel provincial las mismas garantías de orden procesal penal que el artículo 18 de la constitución nacional.

Desde este punto de vista, la facultad de “arrestar o detener” concedida al Poder Ejecutivo, parece ser de orden procesal.

Aquí, debemos poner de relieve la completa carencia de sustento jurídico, de dicha norma, toda vez que vulnera de manera manifiesta, garantías constitucionales básicas, “nadie puede ser arrestado sino en virtud de orden escrita de autoridad competente”, ya que se trata de un acto muy delicado que implica la pérdida de libertad física, o ambulatoria, lo cual debe ser excepcional.

La cláusula contenida en el art. 18 de la C.N. tiene un sentido amplio: no se limita sólo a la privación de la libertad en virtud del dictado de una prisión preventiva sino también de cualquier arresto producido incluso por autoridad policial.

Consecuentemente la única forma de privar a una persona de su libertad es el respeto al debido proceso legal, establecido en el art. 18 de la CN, y sólo los jueces tienen competencia para “arrestar”, salvo el caso excepcional de la facultad de aprehender en caso de flagrancia, atribución que puede incluso ser ejercida “por cualquier habitante” para ser “…conducida inmediatamente ante la autoridad respectiva…”.

En lo que hace al ejercicio excepcional de la facultad de “aprehender” y conforme los términos del art. 24, el Gobernador tendría, como “cualquier habitante” dicha atribución, sin que requiera una cláusula constitucional  que expresamente lo diga.

Por otra parte, de interpretarse el inciso 22 del artículo 135 como posibilidad de aplicar una sanción o pena, se estaría violentando manifiestamente el principio republicano de división de poderes.

En este sentido, al decir de la C.S.J.N en autos “Peláez, Víctor s/hábeas corpus preventivo del 19 de octubre de 1995” “Sólo pueden ejercerse las facultades concedidas, y ello, a su vez, por los órganos a quienes les fueron concedidas. Hay, en todo esto, bases esenciales que tienden, en definitiva, a «asegurar los beneficios de la libertad, para nosotros, para nuestra posteridad y para todos los hombres del mundo que quieran habitar el suelo argentino» (Preámbulo). Dicha libertad no sólo se vería amenazada cuando los poderes ejercieran facultades no concedidas, sino también cuando las concedidas fueran ejercidas por poderes extraños a la concesión. Si hay algo que ha consagrado la Constitución, y no sin fervor, es la limitación del poder del gobierno, y la separación de los órganos en los que fue depositado. La Constitución ha establecido, inequívocamente, un sistema de poderes limitados. De ahí que sea impensable que de toda atribución conferida expresamente pueda implicarse, sin más, una autoridad que destruya, precisamente, los límites de la concesión”.

Es claro, que de mantenerse el actual inciso 22 del artículo 135, y en el caso de interpretarse las facultades de “arresto o detención” en el sentido procesal de esos términos, se estaría posibilitando al poder ejecutivo, arrogarse arbitrariamente atribuciones judiciales que de ningún modo posee.

Y de entenderse “arresto o detención” en la acepción sustancial de los términos (sanción, pena o contravención) se estaría arrogando atribuciones propias del Poder Legislativo provincial (el de establecer sanciones contravencionales o penales no delegadas al gobierno nacional), lo que resulta manifiestamente violatorio de principios y normas de raigambre constitucional.

Corresponde decir entonces que del análisis comparativo de la totalidad de las Constituciones Provinciales que rigen en el país, ninguna establece para el Poder Ejecutivo potestades equivalentes al inciso 22 del art. 135 de nuestra constitución.

La única excepción es la constitución de San Juan que en su Art. 189 faculta al gobernador a ordenar “arrestos y detenciones hasta por dos días con las limitaciones de la Constitución y de las leyes vigentes”, lo cual, más allá del carácter restringido de dichas facultades, merece las mismas consideraciones anteriormente vertidas en relación a nuestra constitución provincial.

Conforme las razones expuestas, las que se darán en Comisión y en la Asamblea, solicitamos que el presente proyecto sea aprobado.

Fabián D. Rogel – Silvina Cepeda – Juan C. Arralde – Rubén A. Villaverde – Raúl D. Guy – Griselda L. De Paoli – Jorge D. Monge – Luis A. Brasesco – Clidia A. Allende.
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